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IZASKUN ÁLVAREZ CUARTERO 
Universidad de Salamanca 


A las armas paisanos míos, a las armas. Unámonos, no temáis las 
matanzas y horrores que han hecho y hacen los realistas. Eso no prueba 
sino el miedo que tienen de que os unáis y acabéis con ese puñado de 
gachupines que presiden las matanzas, todos los cobardes son crueles, 
uníos con nosotros y veréis a esos caribes pedirnos humildes perdón o 
desaparecer como el viento, porque ellos no tienen más fuerza que la 
que les da nuestra simpleza, unámonos y sin un tiro de fusil estará libre 
la patria!. 


AS PRIMERAS LÍNEAS de la proclama de José Servando Teresa de Mier son 

un excepcional testimonio para introducir el nuevo volumen de la colección 

Visiones y revisiones de las independencias americanas, en esta ocasión con el 
objetivo de dar respuesta a un interrogante historiográfico que ha interesado en las 
reuniones científicas a numerosos especialistas durante estos últimos años, reple- 
tos de aniversarios y conmemoraciones. Plantear un tema en torno al que debatir 
tan comprometido como «Realistas/ Pensamiento conservador: ¿una identificación 
equivocada?» suponía un reto para los investigadores invitados a participar en el 
octavo coloquio organizado por el grupo de investigación sobre las independencias 
iberoamericanas de la Universidad de Salamanca (INDUSAL). 

Es obligado hacer un balance de las tareas emprendidas por el Grupo para pon- 
derar la trayectoria, que ya comienza a ser larga, de un puñado de apasionados 
entusiastas por los procesos independentistas. El primer coloquio arrancó en 1998 
coincidiendo con la conmemoración de las revoluciones antillanas y filipinas, plan- 
teando también un tema de discusión —«Las (In)dependencias de Cuba, Puerto y 


1 «Proclama de Servando de Mier, Vicario de la división del general Javier Mina, excitando a los 
mexicanos para que peleen por su independencia, 25 de mayo de 1817» en AGÍI, Estado, México, 42, N.29. 
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Filipinas»— que obligaba a la reflexión más allá del período cronológico finisecular. 
El éxito entre los estudiantes y la extraordinaria acogida de nuestros colegas nos 
animó a dar un paso más y lanzarnos prematuramente al análisis del que iba a ser el 
gran acontecimiento atlántico de las independencias. Siempre he mantenido que este 
proyecto era de longue durée, que se iba a dilatar muchos años, porque profundizar 
en los procesos históricos no entiende de la inmediatez de las coyunturas económi- 
cas favorables y de las oportunidades políticas a las que nos vemos continuamente 
abocados en este país. El oficio de historiador exige tiempo para visitar los archivos 
y la minuciosidad de un artesano para ordenar la documentación y construir un 
relato, necesidades que están del todo reñidas con las demandas de los currícula 
académicos y los objetivos «innovadores» y «científicos» de nuestras universidades 
e instituciones de gobierno. 

Adelantarnos más de diez años a la «explosión independentista» nos permitió 
diseñar, en la medida de nuestras posibilidades un mapa de los intereses y temá- 
ticas a tratar. Estas circunstancias nos animaron a proponer un segundo coloquio 
que analizara la historia brasileña y cuyos resultados vieron la luz bajo el título de 
Acuarela de Brasil, 500 años después: seis ensayos sobre la realidad histórica y eco- 
nómica, publicado por el Servicio de Publicaciones de la Universidad de Salamanca 
en el año 2000. Este volumen nos convenció de la necesidad de que los coloquios 
que organizábamos debían tener, como firme propósito, la difusión de las conclu- 
siones a las que se habían llegado durante los días de celebración de los mismos, 
de esta forma la mesas redondas y las minuciosas investigaciones de todos aque- 
llos investigadores venidos de prestigiosas universidades y centros de investigación 
nacionales y extranjeros quedaban recogidas en sendos volúmenes. Al día de hoy 
han sido publicados seis libros, algunos de ellos agotados, y que han sido acogidos 
con excelentes reseñas por la crítica especializada, estos son: Visiones y revisiones de 
las independencias americanas (2003), el segundo de los trabajos que se fijó en los 
procesos emancipadores desde una perspectiva global y cuyo nombre daría título 
a la serie. El tercer volumen, de carácter regional, titulado La independencia de 
América: México, Centroamérica y Haití (2005), el cuarto sobre la Constitución de 
Cádiz y las constituciones iberoamericanas (2007) junto con el número monográfico 
de la revista Studia Historica-Historia Contemporánea, focalizado en los Indios y las 
independencias (2009) inclinaron nuestros intereses a temáticas más concretas, aban- 
donando la línea regional, no por ello necesaria y que no dudamos en retomar en 
algún momento. En el año 2012 se publicó el sexto libro, que con el título Subalter- 
nidad e independencias, tal vez uno de los más arriesgados y novedosos dentro del 
caudal de publicaciones y congresos que en ese momento abrumaban los escenarios 
académicos y los fondos editoriales. 

Llegamos al año 2014 con el séptimo volumen de Visiones y Revisiones; aquel 
título, que parecía efímero, se ha convertido en una referencia obligada para los 
especialistas. La fórmula del éxito ha sido simple, abrir la Universidad de Salamanca 
a todos los colegas, ser generosos anfitriones —hemos acogido a más de sesenta 
investigadores— restándonos protagonismo, cediéndoles la palabra, con el firme 
convencimiento de que uno no es príncipe de todo. 

El libro que ahora editamos reúne nueve capítulos de una calidad extraordinaria, 
los dos primeros trabajos «Conservadores y reaccionarios: conceptos y temáticas» 
de Enrique de Mora y «Regalismo, foralismo, catolicismo. Las muchas raíces del 
pensamiento conservador latinoamericano en la época de las independencias» de 
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Ulrich Múcke, son una introducción teórica al resto de las aportaciones. El profesor 
de Mora examina con detenimiento las raíces del conservadurismo, su articulación, 
explicando las distintas fases por las que atraviesa, denominaciones y valores que 
ha recibido a lo largo de la historia, analizando también el pensamiento reacciona- 
rio, todo ello con una profusión de fuentes y aparato crítico contrastado. Por otro 
lado, el profesor Múcke afronta el pensamiento conservador como una corriente 
política de dimensiones atlánticas, donde los procesos revolucionarios americanos 
no tienen sentido si no los enfrentamos y comparamos a los europeos, en este caso 
se fija en México y Brasil versus España y Portugal, siempre bajo la perspectiva del 
pensamiento político; es del todo esclarecedor el epígrafe dedicado al pensamiento 
foralista. 

El doctor Tomás Pérez Vejo en «Un mito historiográfico: españoles realistas 
contra criollos insurgentes» propone repensar las independencias dejando atrás 
relatos que «imaginan naciones naturales al margen del tiempo», revisa el surgi- 
miento de la hispanofobia, critica conceptos como el patriotismo criollo y establece 
que las construcciones nacionales no fueron la causa de las enfrentamientos bélicos 
sino su resultado; dejando al descubierto el enfrentamiento entre grupos criollos 
y peninsulares —al que tilda de mito historiográfico — ayudado por la publicidad 
de la independencia, que concentró en los abusos de los españoles la causa de los 
levantamientos. La vertiente económica ha corrido a cargo del profesor Dionisio de 
Haro que en su trabajo titulado «Los debates monetarios en las Cortes del trienio 
liberal (1820-1823): participación e influencia hispanoamericana» aborda las inicia- 
tivas monetarias liberales y las reformas emprendidas para llevar las dinámicas eco- 
nómicas a la modernidad; las viejas fórmulas impidieron el satisfactorio desarrollo 
del sistema de mercado. El autor analiza los debates e iniciativas parlamentarías y los 
esfuerzos del régimen liberal para incorporar la economía americana a la peninsular 
proponiendo una serie de medidas, dedicando especial atención al caso peruano. 

La profesora Ascensión Martínez Riaza, en «Todos eran realistas. Liberalismo y 
absolutismo en el gobierno del Virreinato del Perú, 1820-1824», analiza las figuras 
de Joaquín de la Pezuela y José de la Serna, su enfrentamiento y su protagonismo 
en el paso del gobierno colonial al republicano. La autora concluye que es engañoso 
identificar en el caso peruano realismo y absolutismo, teniendo en cuenta que las 
políticas y actuaciones de Pezuela y de La Serna fueron realistas, es decir leales a los 
monarquía y contrarios a la secesión, «se podía, y asílo demuestran los documentos, 
ser realista desde el constitucionalismo y desde el absolutismo». En «Viva el Rez!: el 
grito silenciado del auténtico conservadurismo chileno», el profesor Eric Eduardo 
Palma, investiga el desarrollo chileno y el silenciamiento por parte de la historio- 
grafía nacional de los seguidores de Fernando VIT; denominaciones como realistas, 
peninsulares, godos, españoles y sarracenos son habituales en la documentación. 
Asimismo constata que ha sido una práctica habitual alejar de los textos liminares su 
presencia, los defensores de la causa realista han sido tratados «como expresión de 
un sentimiento político y una concepción del poder y su ejercicio. Se le ha tratado 
como manifestación de una acción exterior al Estado». El trabajo también analiza 
las distintas variantes del movimiento realista y del discurso realista conservador. 

El caso portugués y su espejo brasileño es tratado por los profesores Paulo Jorge 
Fernandes, con el capítulo titulado «A Contra-Revolucáo nas Cortes Portuguesas 
de 1822-1823», y por la profesora Lúcia Maria Bastos Neves, con «Lenguajes políti- 
cos del conservadurismo en la época de la Independencia de Brasil (1821-1824)». En 
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el modelo portugués se estudia la primera experiencia liberal, el llamado vintismo, y 
la ansiada vuelta del rey Joío VI, más el análisis de los aspectos sociales y políticos 
que estructuraron la regeneración patriótica. El análisis del comportamiento de los 
actores de la contrarrevolución, las facciones políticas presentes en las Cortes y los 
debates en torno a la figura de la Reina y la sublevación de Trás-os-Montes ilustran 
esta documentada propuesta. En los «Lenguajes políticos del conservadurismo» se 
enfrentan las ideas liberales y las conservadoras de los protagonistas de la política 
luso-brasileña entre 1812 y 1824. La autora constata la pervivencia de prácticas del 
Antiguo Régimen, con la utilización de algunos conceptos como liberalismo, des- 
potismo o soberanía desde la metodología proporcionada por la historia conceptual. 
Demuestra que durante el período de construcción del imperio del Brasil se mezcla- 
ron el lenguaje liberal, resultado de las «luces ibéricas», y el conservador «moldeado 
por la insidiosa persistencia de las tradiciones del Antiguo Régimen». Como colofón 
a tan magníficas aportaciones, contamos con la investigación de Julio Sánchez, que 
lleva por título «Un rey para El Plata: monárquicos y monarquía en el oriente del 
Río de la Plata» donde se elige como sistema de gobierno a la monarquía en la que 
sería tiempo después la República Oriental del Uruguay. Esta opción, como pone 
de manifiesto el autor, no fue exclusiva de esta región, todo lo contrario, fueron 
muchos de los recién independizados territorios los que se inclinaron por este sis- 
tema político. Se examina la monarquía en el Río de la Plata y en la Banda Oriental 
—Montevideo constituiría la primera Junta de América en septiembre de 1808—; 
también se analizan las razones por las que dicha capital se declaró prohispana y su 
invasión por parte del ejército portugués al mando del general Lecor. Se dedica un 
epígrafe a la figura de Nicolás de Herrera, que puede servir como paradigma de esos 
personajes favorables «a soluciones monárquicas pero al que los cambios radicales 
que sufrió su país llevó a ejercer una lealtad poliédrica debajo de la cual subyacía 
siempre una misma opinión, liberal, favorable al orden y enemiga de lo que llamaban 
la anarquía». 

No puedo finalizar este prólogo sin mencionar la ayuda prestada por la Con- 
sejería de Educación de la Junta de Castilla y León, que subvencionó el proyecto 
«“Lealtad” frente a “patria”: Ideología y actitudes de un grupo poco conocido en 
tiempos de la Independencia americana» (SAog7Ao9), y al Ministerio de Ciencia 
e Innovación, que avaló el proyecto «Hispanoamérica y Brasil en tiempos de las 
independencias; subalternos y excluidos entre los grupos realistas (1810-1825)» 
(HAR2009-09262), sin estas subvenciones no hubiese sido posible la realización de 
las distintas actividades desarrolladas estos últimos años por el grupo de investiga- 
ción INDUSAL. 


Conservadores y reaccionarios: conceptos y temáticas 


ENRIQUE V. DE MORA QUIRÓS 
Universidad de Cádiz 


CONSIDERACIONES PRELIMINARES 


1 HABLAMOS del conservadurismo, del pensamiento conservador en suma, creo 

que deben hacerse una serie de precisiones iniciales. Podemos hablar del pensa- 

miento conservador como ideología, y en este sentido, como nos ilustra Robert 
Nisbet, estaríamos hablando de una de las tres ideologías más importantes de los dos 
últimos siglos en Occidente, junto con el socialismo y el liberalismo!. Pero también 
puede hablarse de conservadurismo como actitud ante la vida, con lo que el rastro 
de tal actitud se perdería en la historia. Aludiríamos así a una forma de enfrentarse a 
la realidad, a la historia y al transcurrir de los tiempos que sería inherente a la con- 
dición humana. Por ello es por lo que Miguel Herrero afirma que siempre ha habido 
conservadores?. Eso significaría asumir, en palabras de Michael Oakeshott, que la 
actitud conservadora ocupa inevitablemente una parte importante de nuestro carác- 
ter3. En parecidos términos, volvemos a referirnos a lo expuesto por Herrero, para 
quien habría un conservadurismo que se identifica con la mera habitud de la tradi- 
ción, como el dominante en la aristocracia siciliana terrateniente, o la del Viejo Sur+. 
De todos modos, y con independencia de estas consideraciones, si queremos referir- 
nos a la concreta expresión «conservador», esta surge en la Francia de la Restaura- 
ción, del mismo modo que el conservadurismo entendido como discurso ideológico, 


1 Robert Nisbet, Conservadurismo. Trad. de D. Goldberg. Madrid: Alianza Editorial, 1995, 7. 

2 «Cicerón lo era ante César y los mantenedores del rito mozárabe frente a las innovaciones de 
Alfonso VI, no menos que Georg Canning o Sir Walter Scott». Miguel Herrero de Miñón, «Tipología 
del pensamiento político conservador», Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, 85 
(2003), 269. 

3 Michael Oakeshott, «Qué es ser conservador», Estudios Públicos 11 (1983), 245. 

4 Herrero de Miñón 2003, 271. 
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adquiere caracteres más precisos y definidos a partir de la Revolución Francesa, 
como contestación a los excesos de ésta, sobre todo de la pluma de Edmund Burke 
y sus Reflections on the Revolution in France, aparecidas en 17905. Debe tenerse 
en cuenta que la Revolución Francesa marca también, con los matices y antece- 
dentes oportunos, el inicio del camino del pensamiento propiamente reaccionario, 
que habría que distinguir del conservador propiamente dicho, aunque puedan tener 
zonas de coincidencia. Como creo que conviene inicialmente fijar la distinción que 
propongo entre conservadores y reaccionarios, diré que entiendo mejor reservar el 
término «reaccionarios», para identificar a aquellos autores que oponen la validez y 
legitimidad del antiguo orden de valores y estructuras del Antiguo Régimen frente 
al vendaval revolucionario, y que, con excepciones, escriben tras 1789 y en el ámbito 
de la cultura francesa. En definitiva, la reacción absoluta frente a la política moderna 
que consagra la Francia postrevolucionaria, marcaría la diferencia entre éstos y un 
pensamiento que entiende como inevitable y sin vuelta atrás lo acontecido, y que 
asume en términos generales los «nuevos tiempos», tratando de establecer puentes 
entre algunos valores tradicionales y el mundo moderno. 

A pesar de todo ello, no es menos cierto que con el vocablo conservadurismo 
sucede lo mismo que con otro término generador de amplias discusiones conceptuales 
como es el de liberalismo. Ambos términos causan intensos y prolongados debates en 
torno a su naturaleza, o a si es posible encontrar un modelo/paradigma de la ideología 
conservadora o liberal en toda su «pureza». El panorama puede complicarse, o tal vez 
puede dar paso a cierta clarificación, si acogiendo alguna clasificación del pensamiento 
conservador, lo identificamos a través de algunos de sus representantes a lo largo de la 
historia. Miguel Herrero nos habla así de tres tipos de conservadurismo, perteneciente 
cada uno a una etapa histórica. Siguiendo esta clasificación, tendríamos así un llamado 
paleoconservadurismo, que se iniciaría con la ya referida reacción burkeana contra la 
Revolución Francesa, y que poseería una larga decantación histórica, de la que serían 
episodios el conservadurismo historicista de Saint-Simon, Boulanvilliers o Fenelon, 
sin olvidar los antecedentes de Montesquieu y Herder y su recepción en el mundo ger- 
mano a través de Gotinga y los hannoverianos Ernesto Brandes y Rehberg, y, sobre 
todo von Gentz. Sobre este primer conservadurismo, nostálgico y a veces esteticista, 
se habría operado no obstante una primera deriva desnaturalizadora, que habría sido 
la que permitió a los conservadores hacerse liberales en lo económico. Una segunda 
deriva coincidiría con el fin de la Primera Guerra Mundial, un conflicto del que no 
cabe olvidar que significó también la eliminación definitiva de los últimos vestigios 
que subsistían del Antiguo Régimen: estratos protectores o valores e instituciones 
orientados a la trascendencia del orden social. La nueva mentalidad conservadora asu- 
miría el desafío de la inmanencia, alineándose con la economía capitalista. Esta revo- 
lución conservadora de la primera postguerra mundial estaría representada por figuras 
como Ernst Júnger, y por todo el bagaje de la experiencia de unas trincheras que han 
creado una solidaridad interclasista y proletaria, en la que destacan el populismo, el 
cesarismo y la reivindicación del héroe convertido en jefe. La tal inmanencia que se ha 
comentado tendría su génesis, a decir de González Cuevas, quien cita a Stuart Hugues, 


5 Con relación al dato del surgimiento de la expresión, cfr. Gonzalo Larios, «Raíces del pensamiento 
conservador europeo», Arbil 106, página 2, en www.Arbil.org/ro6lari.htm [fecha de consulta 5/11/2010]. 
6 Herrero de Miñón 2003, 294. 
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en la Europa de fines del siglo xIx, período en el que, se definen las rupturas frente a 
la Ilustración, emergiendo un conservadurismo radical en la derecha, de carácter laico 
y de crítica a la Modernidad desde una perspectiva inmanente?. Este conservadurismo 
postbélico alimentaría el desprecio tanto por la alemania guillermina como por la 
weimariana, criticando la modernidad liberal y marxista, con figuras como Spengler, 
Schmitt, Sombart o Scheler. Finalmente, la tercera deriva conservadora estaría repre- 
sentada por los anglosajones, desde el Movimiento de Oxford hasta Elliott, y en el 
ámbito continental por la democracia cristiana, con su herencia del catolicismo liberal 
de la segunda etapa de Lamennais o el catolicismo social de los antiguos legitimistas 
como La Tour Dupin. 

El segundo tipo en la taxonomía conservadora estaría representado por el Neo- 
conservadurismo como se le conoce en su acepción más actual, surgido allá por los 
años setenta del pasado siglo, al calor de la reacción frente a la hegemonía del pen- 
samiento liberal americano en la II Postguerra, que habría alcanzado su máxima fase 
de radicalización progresista, al calor de la presidencia americana de Johnson. Los 
«neos», como habitualmente son conocidos en su acepción más coloquial, represen- 
tarían una corriente en la que confluyen influencias económicas puestas de mani- 
fiesto al ocaso de la hegemonía del keynesianismo, y la consiguiente influencia de 
economistas como Ludvig Von Mises o Friedrich Hayek, enérgicos defensores de la 
libertad de elección como pauta fundamental de la acción humana. Las influencias 
politológicas estarían representadas por figuras como Lipset, Bell o Glazer, estando 
las filosóficas a cargo de Eric Voegelin o Leo Strauss. 

Finalmente el horizonte de futuro apunta a un denominado transconservadurismo, 
gestado a través de la obra seminal de Wilhelm Ropcke y la Escuela de Friburgo. Los 
principios de esta nueva mentalidad giran en torno a la importancia de la identidad en 
su dimensión comunitaria, la temporalidad, como unión entre pasado y presente, y la 
afectividad, orientada hacia la atribución de energía psíquica a los objetos, portadores 
de cualidades valiosas al margen de su cuantía. Sin olvidar, por supuesto, la reivindi- 
cación de la soberanía de la inteligencia y el carácter meritocrático, y una concepción 
de los valores éticos y estéticos no meramente formal. Como señaló en su momento 
Carlos Thiebaut, la filosofía moral y política de los años setenta estuvo marcada en 
gran medida por el proyecto normativo de reformulación de la modernidad y del 
liberalismo, en el que resaltaba la impronta ilustrada y kantiana. Buenos ejemplos de 
ello fueron el neocontractualismo, al que ya nos hemos referido, pero también el cons- 
tructivismo ético o la ética dialógica. En los ochenta, en cambio, pareció acentuarse la 
conciencia de los límites de aquel proyecto racionalista, y se señalaron sus carencias: 
su ineficacia, su carácter necesariamente partidario frente a la autoproclamada neutra- 
lidad procedimental, etc. En este sentido, se ha hablado de un neoaristotelismo reno- 
vado, o incluso de diversos neoaristotelismos, diferenciados por el nivel de rechazo 
a la filosofía moderna?. Se ha hablado así de la reapertura de otra brecha de crítica al 
proyecto moderno. Este transconservadurismo, pues, a nivel filosófico, se materiali- 
zaría en las distintas propuestas comunitaristas y neoaristotélicas. 


7 Cfr. Pedro Carlos González Cuevas, «La recepción del pensamiento conservador radical europeo 
en España (1913-1930)», Ayer, 38 (2000), 21 1. 

8 Carlos Thiebaut, Los límites de la comunidad. Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1992, 
22 et passim. 
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No podemos dejar de aludir en este apartado inicial, a la cuestión referente al que 
podríamos llamar «momento histórico oportuno» para el surgimiento del pensamien- 
to conservador. La cuestión se suscita a propósito del análisis que Karl Mannheim 
hizo de aquél. Este autor utiliza dos metáforas para explicar el surgimiento del pen- 
samiento conservador, como son las de constelación y perspectiva. La metáfora de la 
constelación, transformada sociológicamente por Max Weber y que pasa a su hermano 
Alfred, es utilizada por Mannheim en su tesis de habilitación sobre el pensamiento 
conservador para describir la conjunción específica de factores en las que surge dicha 
forma de pensamiento, forma que se diferencia de las habituales manifestaciones de 
tradicionalismo. Las formas de conducta y pensamiento tradicionales se dan en todas 
las sociedades, pero son formas reactivas e inconscientes. Para que el pensamiento 
conservador pueda surgir como una forma conscientemente desarrollada, tienen que 
darse una serie de factores que configuran una constelación especial: una sociedad 
dinámica y moderna, con una diferenciación específica en clases o grupos sociales 
enfrentados entre sí. Así, el tradicionalismo pasa a ser pensamiento conservador sólo 
en una sociedad escindida en clases sociales, y como reacción a formas de pensamiento 
progresista?. En cuanto a la metáfora de la perspectiva, se basa en las que Mannheim 
considera dos maneras de escribir la historia de las ideas. La tradicional, calificada 
como «narrativa», basada en el supuesto de que el pensamiento se desarrolla autóno- 
mamente, al margen de la sociedad, y que consistiría en señalar el paso de las ideas de 
un pensador a otro, y la segunda, de aparición reciente, explica Mannheim, que sería 
la propia de la sociología del conocimiento. El punto capital de este método viene 
representado por la concepción de un estilo de pensamiento. Esto significa que la 
historia del pensamiento no debe ser identificada tan sólo con la historia de las ideas, 
sino que es además un análisis de los diferentes estilos de pensamiento. Cada estilo de 
pensamiento se desarrolla a partir de una intención básica, de una voluntad primigenia 
que constituye un factor fundamental en su teoría. Si nos referimos al pensamiento 
conservador, la intención básica consiste en la oposición a lo que Manhheim considera 
el modo burgués de pensamiento más característico, el derecho natural. El pensamien- 
to conservador se articularía así como oposición tanto a los contenidos como a los 
principios metodológicos fundamentales del modo de pensar del derecho natural". 


Los vALORES CONSERVADORES 
Teoría y prejuicio 


Tras estas cuestiones previas, podríamos hacernos la siguiente pregunta: ¿Qué 
define al verdadero conservador a lo largo de los siglos? Aquí, como nos ha sucedido 
antes, se presentan valoraciones diversas. Nisbet, por ejemplo, afirma que no hay 
ningún principio más fundamental en la filosofía conservadora que el de la incompa- 
tibilidad inherente y absoluta entre libertad e igualdad". En cambio, Miguel Herre- 
ro reivindica como sustancial del conservadurismo la defensa de las instituciones 


2 José M. González García, «Reflexiones sobre “el pensamiento conservador” de Karl Mannheim», 
Reis 62 (1993), 71-73- 

10 González García 1993, 78. 

n Cfr. Nisbet 1995, 72. 
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sociales generadas por la historia e históricamente vivas. Esta característica conecta 
con otras igualmente importantes por lo que en realidad puede afirmarse también 
de ella su carácter troncal o sustancial. De ella surge la importancia concedida a la 
idea de tradición entendida en un sentido dinámico. Á esta interpretación apunta 
Gonzalo Larios cuando, aludiendo a la etimología del vocablo (tradición, tradere, 
transmitir) explica que no se trata de transmitir cualquier cosa, sino precisamente 
más bien un legado que vale la pena dejar como herencia, traspasar a las nuevas 
generaciones. De ahí que implique movimiento, dinamismo, involucrando también 
una idea de selección de aquello que se estime como digno de ser transmitido”. La 
sociedad, por tanto, es una construcción histórica que supone un desarrollo orgá- 
nico, concepto sobre el que nos detendremos más adelante, y acumulativo. De ahí 
la importancia del valor de la experiencia, frente a los constructos teóricos propios 
de una mentalidad racionalista, que pretende construir modelos ideales de sociedad 
sin referencia a la realidad. En esta dirección, Luis Arranz ha insistido igualmente 
en esta desconfianza hacia las grandes construcciones teóricas, razón por la que el 
pensamiento conservador prefiere el saber empírico y concretoB. 

En esta misma línea de desconfianza y contraposición a la razón se basa la esti- 
mación del prejuicio, que tiene a Edmund Burke como uno de sus más precla- 
ros representantes en su tratamiento. En efecto, para Burke el perjuicio implica un 
depósito de sabiduría intrínseca anterior al intelecto, una intuición heredada, legado 
de las generaciones anteriores y aporte de sentido común, que equilibra los fallos de 
una razón que no es perfecta y tiene sus límites. En definición de Nisbet, «es una 
destilación de una forma total de conocer, de entender y de sentir» y «es de aplica- 
ción inmediata en la emergencia»!*. Así se entiende, como apunta Noelia González, 
la insistencia burkeana en la inutilidad y los perjuicios derivados de la conducción de 
los asuntos políticos de acuerdo a principios abstractos'5. Ello no supone, en modo 
alguno, prescindir de los principios y conducirse por la mera facticidad del oportu- 
nismo político. Aunque las circunstancias deban ser tenidas en cuenta para deter- 
minar el curso de la acción política, los principios son aquellos que, aprendidos e 
interiorizados modulan y ponderan las circunstancias, pero es porque tales circuns- 
tancias se desenvuelven a partir de nuestras untaught "feelings (ideas y sentimientos 
innatos). Además, no debe olvidarse la conexión entre el concepto de prejuicio y su 
anclaje en la autoridad y sabiduría que yacen en la tradición*S, Con ello, se reafirma 
una idea también característica del pensamiento conservador: el tratamiento de la 
razón humana como un mecanismo imperfecto, no absoluto y sometido a límites. 


El valor de la religión 


Aunque han existido en la historia de la inteligencia conservadora diversos credos 
religiosos en los que profesaron sus representantes, desde el catolicismo de Balmes 


12 Cfr. Larios s.f., 2. 

3 Luis Arranz Notario, «El liberalismo conservador en la Europa continental, 1830-1939. Los casos 
de Francia, Alemania e Italia», Revista de Estudios Políticos, 102 (1998), 60. 

14 Cfr. Nisbet 1995, 50. 

15 Noelia González Adánez, «Edmund Burke y las revoluciones», Historia y Politica, 5 (2001), 148. 

16 Nisbet 1995, 50; Larios s. f., 3. 
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en España al anglicanismo de Burke, el conservadurismo, como bien destaca Nisbet, 
«es único entre las grandes ideologías políticas, por su enfasis sobre la iglesia y la 
moralidad judeocristiana»”7. Precisamente, como destaca Arranz, por ejemplo, «si 
nos atenemos a las razones por las que Hayek no se consideraba un conservador, las 
diferencias más importantes se refieren al papel de la religión y la moral en la socie- 
dad humana». Para los conservadores, afirma Arranz, «la religión constituye un 
componente esencial de la virtud cívica que quieren ver preservada y fomentada». 
Ello no obsta para que podamos traer a colación figuras prominentes que, con otro 
modo de pensar, profesaran una fe religiosa sincera y militante, como puede ser el 
ejemplo del liberal projacobino Joseph Priestley. Esta importancia de la religión 
se proyecta en su aspecto institucional, el único que según Nisbet es pertinente al 
conservadurismo político?". El mismo Nisbet se refiere a Alexis de Tocqueville en 
este sentido como ejemplo de autor que dota a la religión de importancia institucio- 
nal y pública, por cuanto los valores que encarnan las distintas religiones cristianas 
contribuyen a la vitalidad y moralidad de la práctica democráticas. Tocqueville se 
fija en particular en la sociedad americana en su obra La democracia en América, y 
resalta su saludable influjo sobre la libertad democrática, así como la importancia de 
su independencia sobre el poder político”. Para Tocqueville no puede olvidarse que 
la propia democracia americana «es el producto de dos elementos completamente 
distintos que en otras partes se hacen a menudo la guerra, pero que en América han 
venido a incorporarse, en cierto modo, el uno al otro y a combinarse maravillosa- 
mente. Me refiero al espíritu de religión y al espíritu de libertad». El autor constata 
el hecho, basado en su propia experiencia, de la oposición en otros lugares entre 
estas dos tendencias, oposición inexistente en Estados Unidos. Es esta combinación, 
también, por la que se observa que los hombres buscan allí «con el mismo ardor que 
los bienes morales, las riquezas materiales: el cielo en el otro mundo, y el bienestar 
y la libertad en este». Más adelante, añade: 


La religión veía en la libertad civil un noble ejercicio de las facultades del hombre, 
en el mundo político un campo dedicado por el Creador a los esfuerzos de la inteli- 
gencia. Libre y poderosa en su esfera propia, satisfecha del papel que se la había seña- 
lado, sabía que su imperio es tanto más permanente cuanto más reine por sí misma, 
dominando, sin apoyo ajeno, los corazones. La libertad, a su vez, en la religión veía 
el campo de sus luchas y sus triunfos, la cuna de su infancia, el manantial divino de 
sus derechos. Considera a la religión como la salvaguardia de las costumbres, a las 
costumbres como la garantía de las leyes, y la fianza de su duración?4. 


W< 


Nisbet 1995, 99; Larios s. f, 5. 
Arranz 1998, 59. 
Ibidem, 60. 

20 Nisbet 1995, 100. 

21 Con respecto al pensamiento de Tocqueville a este respecto, vid. entre otros: Juan Manuel Ros, 
«Sociedad civil y religión en Alexis de Tocqueville», Isegoría, 39 (2008), 205-216; José Luis Martín Mo- 
reno, «Religión y democracia en el pensamiento de Tocqueville y Madison», Aletheza, 1 (2010), 35-48. 

2 Citado por Juan Manuel Ros, «Sociedad civil y religión», p. 211; Cfr. Alexis de Tocqueville, La 
democracia en América, Edición de Daniel Rojo y trad. de Carlos Cerrillo, Madrid, 1911, t. L 49. 

23 Tocqueville 1911, 50. 

24 Ibidem, 51. 
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La religión cumple además un papel de utilidad social en el establecimiento del 
orden democrático, al considerar Tocqueville que la duda en cuanto a la idea de 
Dios, del alma o de los deberes para con el Creador y con los semejantes, condena 
los actos humanos a la accidentalidad, al desorden o a la impotencia”. Y al mismo 
tiempo, resulta extremadamente peligroso unir la religión a la autoridad, no sólo en 
toda época, sino especialmente en aquellas en las que «una nación toma un estado 
social democrático y se ve inclinarse a las sociedades a la república»?ó. La mudanza 
que acompaña a las sociedades democráticas no es buena para la religión: 


Si los americanos, que mudan al jefe del Estado cada cuatro años, que cada dos, 
nombran nuevos legisladores y reemplazan a todos los administradores; si los ame- 
ricanos, que han subordinado el mundo político a los ensayos de los innovadores, 
no hubieran puesto su religión en alguna parte fuera de tal mundo ¿a qué podría ella 
atenerse, en el flujo y reflujo de las opiniones humanas? En medio de la lucha de los 
partidos, ¿dónde hallaría el respeto que se la debe? ¿En que vendría a parar su inmor- 
talidad cuando todo pereciera en torno a ella?>7, 


De este modo, se permite que le religión goce de menos poder pero ejerza una 
influencia más duradera. Sus fuerzas son sólo suyas y obra en una zona de influen- 
cia, como es la espiritual, que es sólo suya. Precisamente, observa Tocqueville, el 
debilitamiento del cristianismo en las sociedades europeas se debe a su unión con 
el poder: 


Los incrédulos de Europa acosan a los cristianos como a enemigos políticos, 
antes que como á adversarios religiosos; consideran la fe como opinión de un partido, 
mucho más que como una creencia errónea, y menos aún rechazan al sacerdote en su 
calidad de representante de Dios que en la de amigo de la autoridad. En Europa ha 
permitido el cristianismo que se le una íntimamente a los poderes de la tierra; éstos 
vienen hoy abajo, y aquél está como sepultado debajo de los restos de tales poderes. Es 
un vivo al cual se le ha querido ligar con muertos, córtense las ligaduras que le tienen 
sujeto y nuevamente se levantará, 


No obstante, y a pesar de juicios como el de Tocqueville, tampoco esta cuestión 
del papel de la religión en la sustancialidad del conservadurismo parece unánime- 
mente compartida. Así Michael Oakeshott lo expresa de manera tajante: 


En efecto, no creo que el conservatismo esté necesariamente relacionado con nin- 
guna creencia en particular acerca del universo, acerca del mundo en general o acerca 
de la conducta humana en general. Con lo que está realmente relacionado es con cier- 
tas creencias acerca de la actividad de gobernar y los instrumentos de gobierno, y es en 
términos de creencias sobre estos asuntos, y no otros, que puede resultar inteligible. 
Y para plantear brevemente mi punto de vista antes de desarrollarlo, diría que lo que 
hace que una actitud conservadora en política sea inteligible no es la ley natural ni un 
orden providencial; no tiene nada que ver con la moral o la religión”. 


25 Cfr. Martín Moreno 2010, 43. 
26 Tocqueville 1911, 422. 

27 Ibidem. 

28 Ibidem, 425. 

29 Oakeshott 1983, 259-260. 
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La actividad de gobernar, entonces, para este autor, «no comienza con una visión 
de otro mundo diferente y mejor, sino con la observación del autogobierno prac- 
ticado incluso por hombres apasionados en la conducción de sus empresas [...] En 
síntesis, los secretos del buen gobierno radican en el ritual, no en la religión ni en la 
filosofía. En el goce de la conducta ordenada y pacífica, no en la búsqueda de la ver- 
dad ni de la perfección»3%. Gobernar es, entonces, destaca Oakeshott, «proveer un 
vinculum juris para aquellas formas de conducta que, debido a las circunstancias, tie- 
nen menos posibilidades de provocar un frustrante conflicto de intereses»3!, Oakes- 
hott mantiene, pues, dentro de su conservatismo, una concepción liberal y neutra del 
gobierno, en la que la función del gobierno, «no es la de encender la pasión y darle 
nuevos objetivos con que alimentarse, sino introducir un ingrediente de moderación 
en las actividades de personas demasiado apasionadas; limitar, desalentar, pacificar y 
reconciliar; no avivar el fuego del deseo, sino sofocarlo»?. 


LA CONCEPCIÓN ORGANICISTA 


Antes hicimos referencia a la idea de la sociedad entendida como construcción 
histórica con un desenvolvimiento orgánico. Ahora debemos detenernos en esta 
idea, por su importancia en todo el pensamiento conservador. En realidad, la visión 
orgánica de la sociedad, entendida ésta por la similitud a un cuerpo u organismo 
vivo, proviene de una milenaria tradición que establece, como decimos, una analogía 
entre cuerpo humano y la forma política de la comunidad. Bobbio, por su parte, 
explica como la antítesis que plantes Karl Popper entre sociedad cerrada y abierta 
es en realidad una antítesis entre organicismo e individualismo, correspondiendo a 
éste último el carácter democrático y siendo el organicismo esencialmente monocrá- 
tico34, En muy similares términos, Herrera Gómez clasifica las principales represen- 
taciones de la sociedad en tres paradigmas: el organicista, que estaría representado 
por la filosofía de Emile Durkheim, el individualista, representado por Max Weber, 
y el crítico, que correspondería a la Escuela de Frankfurt35. La convicción nuclear 
que alienta el organicismo está representada por la idea de que el todo es siempre 
anterior, diverso y superior a la suma de sus partes, premisa presente, aunque diver- 
samente articulada en los clásicos contemporáneos del organicismo: Durkheim y el 
funcionalismo, Comte y su ley de los tres estadios y el materialismo histórico de 
Carlos Marx. En alguno de ellos, se ha visto semejanza entre su sociología organi- 
cista y la tradición de pensamiento político clásico que se adscribe sin duda a esta 


30 Ibidem, 264. 

3 Ibidem. Más adelante, añade: «Gobernar no tiene que ver con el bien o mal moral, y su objetivo 
no consiste en hacer hombres buenos ni mejores; no resulta, tampoco, necesario a causa de la “perversión 
natural de la humanidad”, sino que simplemente debido a la tendencia que hay a ser extravagante; su 
función consiste en mantener a sus súbditos en paz desarrollando las actividades que ellos han elegido en 
su búsqueda de la felicidad», vid. 265. 

32 Ibidem, 267. 

33 En este sentido, vid, entre otros, Adriana Cavarero, «Il corpo político come organismo», Filosofía 
Politica, VII:3 (1993), 91. 

34 Norberto Bobbio, «Organicismo e Individualismo», Este País, 74 (1997), 1 

35 Manuel Herrera Gómez, «Representaciones de la sociedad: de la modernidad a la posmoderni- 
dad», Papers 61 (2000), 163. 
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corriente, como es en el caso del ya citado Durkheim con relación a Marsilio de 
Padua, al que más adelante nos referiremos36, 

Martínez Otero, por su parte, aporta una definición del organicismo como 
modelo político que «se basa en una articulación de poderes que no se controlan 
entre sí, sino que cooperan y viven en concordia, siguiendo la metáfora clásica del 
funcionamiento del cuerpo humano. El cuerpo político es un todo absoluto»?7. 

Desde el punto de vista de las ciencias de la naturaleza, y como presupuesto de la 
concepción que luego se aclimata al campo político-social, tal y como expone Becchi 
al hacer referencia a su dimensión metafórica, puede hablarse de una explicación 
organicista como aquella derivada de un naturalismo intuitivo, que es el resultado 
de la evolución del naturalismo fisicalista (mecanicismo newtoniano) que termina 
por chocar con los estudios fisiológicos, la química de mediados del siglo xvtn y el 
nacimiento de la biología. Dicho organicismo podría ir asociado a Diderot. Estaría- 
mos, pues, en presencia de un choque frontal y cambio epistémológico que supone 
el mecanicismo newtoniano frente al nuevo biologicismo de corte organicista. En 
los presupuestos fisicalistas del organicismo se hallaría el llamado vitalismo de van 
Helmont, que apunta a la consideración de la fuerza de la vida como fuerza orgánica 
vital —archeus— que dirige las manifestaciones vitales de los cuerpos. La explica- 
ción organicista de la naturaleza tendría como uno de sus conceptos clave la idea de 
totalidad orgánica, esto es, un entendimiento de la estructuración de lo viviente en 
el que las distintas partes de los organismos se entienden como formando partes de 
totalidades organizadas, y no como partes independientes y aisladas de la estruc- 
tura y actividades del organismo. Esta visión exige que los organismos cumplan 
funciones, de tal modo que cada órgano no solamente se debe a la totalidad, sino 
simultáneamente a su particular función. Es este el organicismo que permea alguna 
de las concepciones políticas del x1x, en el que la materia viva adquiere un trata- 
miento diferencial y separado de lo meramente físico, como dotada de una ontología 
distinta, 


EvoLUCIÓN HISTÓRICA 


En el terreno de las ideas jurídico-políticas, puede trazarse una línea de continui- 
dad desde Grecia hasta la presunta primera crisis del modelo, allá por el siglo xv11, 
como veremos. En este sentido, se apunta la importancia que para el pensamiento 
griego tiene el concepto de organismo, en la medida en que se parte del alma como 
presente en el cuerpo humano, que a su vez está inscrito en un cosmos pensado 
como gran organismo, con su alma divina que lo vivifica y lo gobierna*. Platón, 


36 En este sentido, cfr. Herrera Gómez 2000, 165. 

37 Sara Martínez Otero, «El cuerpo político» Res Publica Litterarum. Documentos de trabajo del 
grupo de investigación Nomos. Suplemento Monográfico Utopía, 16 (2006), 4 

38 <Quando parliamo di organicismo in un cotesto sociopolítico facciamo evidentemente uso di una 
metafora: questo vocabolo infatti non appartiene originariamente al lessico politico, ma a quello delle 
scienze naturali, dove viene utilizatto per designare gli esseri viventi». Paolo Becchi, «Adam Miller e le 
dottrine organicistiche dello Stato». Filosofía Politica, VIM:3 (1994), 445- 

39 Vid., en este sentido, C. Begoña González, «Organicismo y mecanicismo en la Ilustración» en 
Artas del Seminario “Orotava? de Historia dela Ciencia, V (1995-96) 343 et passim. 

40 Cfr. Cavarero 1993, 392-393- 
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por ejemplo, alude al conflicto entre razón y pulsión, que debe ser resuelto en un 
modelo jerárquico que contemple partes supraordenadas y subordinadas y el cual 
puede valer tanto para el individuo como para la polis. No puede dejarse a un lado 
en esta cuestión la influencia del saber médico en su léxico y en su aspecto episté- 
mico, pues es la ciencia médica la que resulta particularmente apta para prestar a la 
metáfora orgánica sus categorías de salud y enfermedad. En este repaso por la con- 
cepción organicista en sus orígenes, debemos tener presente igualmente la Fábula de 
Menenio Agripa, según el relato de Tito Livio, pues, como afirma Martínez Otero, 
«ilustra de manera ejemplar la metáfora en la que se basa el concepto original de 
«cuerpo político»*. Según el relato de Livio, la plebe romana se rebeló contra el 
Senado y la situación que parecía desesperada fue resuelta de manera asombrosa y 
brillante por el orador Menenio Agripa, quien doblegó los ánimos del pueblo por 
medio de una fábula: 


En el tiempo en que el cuerpo humano no formaba como hoy un todo en per- 
fecta armonía, sino que cada miembro tenía su opinión y su lenguaje, todos estaban 
indignados al tener que tomar sobre sí el cuidado, la preocupación y la molestia de 
proveer el estómago, en tanto que él, ocioso en medio de ellos, no hacía otra cosa que 
disfrutar de los placeres que se le procuraban. Todos, de común acuerdo, tomaron 
una decisión: las manos, de no llevar el alimento a la boca; la boca, de no recibirlos; 
los dientes, de no masticarlos. Pero queriendo, en su cólera, reducir al estómago por 
el hambre, de repente, los miembros, también ellos, y el cuerpo entero, cayeron en un 
agotamiento completo. Entonces comprendieron que la función del estómago no era 
ociosidad, y que si ellos lo alimentaban a él, él los alimentaba a ellos enviando todas 
partes del cuerpo el principio de vida y de fuerza repartido en todas las venas, el fruto 
de la digestión, la sangre. 


Como vemos, la metáfora se funda sobre el concepto de una colaboración entre 
el centro y la periferia y sugiere, como Cavarero ha indicado con acierto, un triple 
horizonte figurativo que la imagen del cuerpo va a ofrecer a la tratadística política 
medieval: el contexto simbólico de una anatomía, una patología y de una terapéutica 
aplicadas a la política+?. Estamos refiriéndonos a una época crucial de la figura del 
«cuerpo», como elemento de la configuración ideológica organicista, que abarcaría 
desde el primer Medievo al Renacimiento maduro, sirviendo a la idea del cuerpo 

político en cuanto cuerpo diferenciado colectivo+4. Ejemplos bien patentes de estas 
e las tenemos en el Defensor Pacis de Marsilio de Padua, o en el Policraticus de 
Juan de Salisbury. Pero debemos apuntar igualmente que es en el tardo medievo y 
sobre todo en el Renacimiento, el momento en el que la doctrina monárquica viene 
a reelaborar la metáfora corpórea. La idea de organicidad, en cuanto representa reci- 
procidad y articulación interdependiente de las partes, es sustituida y simplificada en 
una dirección absolutista, a través de una imagen bipolar del cuerpo: compuesto de 
una cabeza real que manda, y de un cuerpo colectivo de súbditos. Precisamente será 
la obra antes citada de Salisbury la que contribuya a dotar la metáfora del cuerpo 


4 Martínez Otero 2006, 3. 

4 Cavarero 1993, 397. 

43 Cfr. Ibidem, 391; para Bobbio, el organicismo fue dominante en el medievo. Cfr. Bobbio 1997, 2; 
en el mismo sentido, Sandro Mezzadra, «Il Corpo dello Stato. Aspetti giupubblicistici della Genossens- 
chaftlehre di Otto von Gierke», Filosofía Politica, VII:3 (1993), 446. 
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político de su aspecto figural más duradero en el sentido de conceptuar la cabeza 
como centro, aunque sin llegar a absolutizar todavía la centralidad. La dualidad 
del concepto cuerpo está también presente en la célebre teoría de «los dos cuerpos 
del Rey», analizada por Ernst H. Kantorowicz. En última instancia se trata de la 
atribución a la persona del Rey de la representación del cuerpo político en su inte- 
gridad. El monarca sería de este modo la encarnación viviente e identificable de una 
dualidad indisociable: la que forman su cuerpo natural —sometido a las naturales 
contingencias biológicas del paso del tiempo, enfermedad y muerte— y su «cuerpo 
político» —inmortal y en perpetua salud—, formado por el conjunto de súbditos de 
su reino. Se trata en definitiva de hacer valer la máxima: Dignitas non moritur. Esta 
idea encontrará un desarrollo clásico en la ideología conservadora de la pluma de 
Edmund Burke, como veremos más adelante. 

No podemos dejar de referirnos a la proyección hispanoamericana, que la hubo, 
de estas concepciones, tal y como apunta, por ejemplo, Aspe Armella, quien ha visto 
en la obra de Bartolomé de las Casas claros elementos de organicismo político, por 
influencia de Aristóteles: «Es, en el organicismo político de Las Casas y en general 
del humanismo político novohispano, en que encontramos la influencia de Aristóte- 
les. Para los novohispanos la sociedad es vertical, supone la autoridad de los mejores 
y la subordinación del pueblo a aquellos capaces de determinar los principios del 
saber y de la acción»+4. Del mismo modo, también encontramos referencias en el 
Inca Garcilaso, cuando escribe en los Comentarios Reales que «el Perú es como un 
cuerpo humano»*, o en los Privilegios de Cristóbal Colón y en el acta de la fun- 
dación española de Cuzco (1534), donde se dice que es «cabeza» de los reinos del 
PerúsS, Entre las aportaciones más importantes a la teoría organicista de la sociedad 
no pueden olvidarse las de Johannes Althusius en su libro capital, Politica Metodice 
Digesta, publicada en 1603, y con revisión y refundición en 1610 y 1614, y entre ellas 
la de la representación política escalonada. En el modelo althusiano, al que hacemos 
referencia, insistimos, por el eco que sus concepciones tendrán para determinadas 
arquitecturas políticas del siglo xx, los ciudadanos no se relacionan directamente con 
el soberano, sino a través de los denominados ya así «cuerpos intermedios», produ- 
ciéndose de este modo su integración en el Estado a través de la familia, el municipio 
y la corporación. Este autor se refiere expresamente al conjunto estatal como «un 
cuerpo bajo una cabeza», idea que encontraremos en otros autores, pero la aporta- 
ción de Althusio, a decir, por ejemplo, de Fernández de la Mora, hace que «debe 
pasar a la historia como el primer gran doctrinario de la representación orgánica»%, 

Pese a que también se ha apuntado a un progresivo decaimiento de la tradicional 
comparación analógica entre comunidad política y cuerpo humano en los siglos xvI1 


44 Virginia Aspe Armella, «La influencia de Aristóteles en la filosofía novohispana», Anales del Se- 
minario de Historia de la Filosofía, 27 (2010), 160. 

45 Cfr. Miguel Maticorena Estrada, «La metáfora del cuerpo organicista y la restitución del señorío 
incanista en Garcilaso de la Vega» en www.mercurioperuano.udep.edu.pe/docs/522/miguelmaticorena. 
pdf, página 9 [consultado el 16 enero 2012]. 

46 Maticorena, II. 

47 Para un acercamiento mas completo al modelo althusiano, resulta de gran interés el trabajo de 
Gonzalo Fernández de la Mora, «El organicismo de Althusio», Revista de Estudios Políticos, 71 (1991), 
7-38. 

48 Fernández de la Mora 1991, 38. 
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y xvIn, el parecer no es pacífico%9. Así por ejemplo, Bobbio mantiene por contra que 
la concepción orgánica no vino a menos, aludiendo al ejemplo de la obra de Hob- 
bes, en la que tal metáfora sobrevive y es desarrollada, si bien con un planteamiento 
distintoso. En efecto, Sandro Mezzadra expone refiriéndose al uso de esta metáfora 
en Hobbes, como en las primeras páginas del Leviatan puede observarse una radical 
remodelación de la metáfora del cuerpo político: 


Lungi dal rappresentare la cifra della continuitá fra ordine naturale e umano, essa € 
piegata a illustrare Parificialitá della forma politica, necesario correlato della sua genesi 
contrattuale. Il modello organologico debe dunque mostrare lo Stato non tanto come 
corpo quanto come creazione»%, 


LA ARTICULACIÓN DECIMONÓNICA: EDMUND BURKE Y EL «BODY POLITIC>» 


Con todo, y saltando sobre estas diferenciaciones que toma el organicismo, 
podemos trasladarnos hasta el siglo xIx para así poder contemplar de nuevo al orga- 
nicismo dotado de renovada vitalidad, de la mano de Adam Miller y su concepción 
del Estado como totalidad viviente, en radical antítesis con el individualismo de la 
cultura iusracionalísticas?. Según Múller, el Estado es un organismo moral y político 
fuera del cual el individuo no puede vivir, y es al mismo tiempo el centro de una 
soberanía a la que se vinculan las fuerzas nacionales y sociales53. Durkheim, con 
posterioridad, insistirá en esta idea a través de su concepción de la solidaridad, cuyo 
origen es interno y no externo. En virtud de esta solidaridad, los hombres estarían 
unidos entre sí tan naturalmente como los átomos de un mineral o las células de un 
organismo5t. No pueden olvidarse tampoco las aportaciones de Otto Von Gier- 
ke a través de su concepción del Estado Constitucional como una Gemeinwesen 
que unifica orgánicamente, siendo el Estado un organismo societario natural y 
ético-espirituals, 

En toda esta exposición, resulta esencial hacer referencia a la figura de Edmund 
Burke en este sentido, si bien apuntar lo ya expresado por algún autor, en cuanto 
a insistir en la especificidad de esta visión en aquélsé. En especial relación con esta 
concepción burkeana, no resulta difícil transitar hacia una visión del Estado clara- 
mente investido de un sentido de continuidad intergeneracional, en consonancia con 
la representación de un «cuerpo político» que simboliza ese sentido de continuidad. 
Antes ya aludimos al desarrollo de esta idea en Burke, y ahora vamos a detenernos 
en ella. 


49 Mezzadra 1993, 449. 

so Bobbio 1997, 4. 

51 Mezzadra 1993, 447. 

52 Becchi, 444. 

53 Cfr., Salvio Mastellone, Storia del pensiero politico europeo. Dal XV al xV111 secolo. Turín: UTET, 
1989, 210. 

54 Cfr. Graciela Inda, «La sociología política de Emile Durkheim entre 1892 y 1897: el Estado como 
apéndice de la morfología social y la futilidad de la acción política», Trabajo y Sociedad, XT:12 (2009) 2. 

55 Mezzadra 1993, 467 et passim. 

56 En este sentido, vid. las aportaciones de Diego Panizza, «Il concetto di Body Politic in Burke: 1 
fondamenti dell'organicismo moderno». Filosofía Politica, VU:3 (1993), 415-444- 
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Las concepciones organicistas de este autor, también denominadas organísmicas 
por autores como Panizza, ya citado, por entender que este vocablo se adapta mejor 
a su conexión etimológica y semántica con términos como organize y organization, 
que desde el siglo xv indican una condición de interdependencia de las partes similar 
a la del cuerpo humano, sirven de base a una filosofía de la conservación y pueden 
considerarse el punto de partida de la tradición ideológica del conservadurismo 
moderno”. La «originalidad organísmica» de Burke vendría de operar en la expre- 
sión body politic una drástica y compleja innovación, consistente en confrontar la 
acepción legalista y contractualista del Estado con la acepción nueva, en la cual el 
body expresa la condición de un sistema político ordenado según la ley de la natura- 
leza y la ley de la correspondencia cosmológica. En palabras de Burke: 


Nuestro sistema político está en una justa correspondencia y simetría con el 
orden del mundo y con la forma de existencia decretada a un organismo compuesto 
de unidades transitorias; en el cual, por disposición de una suprema sabiduría que 
moldea la grande y misteriosa humanidad, su totalidad nunca es vieja, madura ni 
joven a un tiempo, sino que, en una relación invariablemente constante, avanza a 
través de las diferentes fases de una perpetua decadencia, renovación y desarrollo. 
Así, aplicando el método de la naturaleza a la conducta del Estado, en lo que mejo- 
ramos nunca somos completamente nuevos, y en lo que retenemos nunca somos 
completamente caducos%, 


Burke, habría roto la identificación que prevalecía hasta el momento entre el 
Estado entendido a la manera de un «hombre artificial» y el Estado como persona 
ficticia, y reinterpretando a través de nuevos términos el elemento de la artificiali- 
dad, aplica la primera expresión al Estado organizado según la naturaleza, dejando 
la otra connotación de «persona ficta» para referirse a las corporaciones, esto es, 
instituciones artificiales, estén estas organizadas a través del perfil de un origen con- 
tractual o adoptando el carácter de personas jurídicas, pero a los que no le compete 
la cualidad del body humano. En conclusión, el Estado entendido como «hombre 
artificial» según la definición de Hobbes lo encontramos en Burke para definir el 
Estado legítimo y civilizado59. Este paso representaría el momento culminante de 
una larga cadena de argumentaciones que operaban en el interior de la terminología 
contractualista infundiéndole nuevo significado. Así, la negación del carácter volun- 
tario de las obligaciones del pacto social: los deberes no son voluntarios. 

Merece una más detallada atención que nos detengamos en las reflexiones bur- 
keanas acerca del body politic, dirigidas contra los que el autor llamaba «los nuevos 
principios del Whigismo importados de Francia y extendidos en este país a través de 
púlpitos disidentes». Burke identificaba estos nuevos principios con las concepciones 
concernientes al pueblo, que interpretaban el principio de la soberanía popular para 
legitimar el derecho de resistencia y el derecho de revolución. Burke va a atribuir por 
contra un sentido diametralmente opuesto al sostenido por el radicalismo Whig, y de 
este modo formular su tesis acerca del body polític. Este cambio de sentido que Burke 


57 Panizza 1993, 416. 

58 Edmund Burke, Reflexiones sobre la Revolución Francesa. Introducción y traducción a cargo de 
Esteban Pujals. Madrid: Rialp, 1989, 67. 

59 Cfr. Panizza 1993, 421. 
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iba a estructurar era presentado por el autor como la única respuesta correcta al pro- 
blema de base: qué cosa debía entenderse por soberanía del pueblo6o, 

Burke presenta su argumentación en varias fases, estructuradas a modo de un 
crescendo progresivo, hasta culminar en la enunciación de la tesis sobre el Estado 
entendido como body. En primer lugar, había que refutar la versión de la soberanía 
popular basada en el contractualismo de raíz lockiana, a través de una estrategia de 
infundir nuevo significado a la terminología contractualista, y en la noción misma 
de contrato. Este debía ser ya un pacto de naturaleza particular, tácitamente esti- 
pulado más que expresamente suscrito, y gradualmente más que en una sola tran- 
sacción. En segundo lugar, y os con dicha línea de ataque, cobra también 
singular importancia el término pueblo y la significación que a dicho concepto se 
le va a dar, como argumento crítico contra la concepción radical de la soberanía 
popular. El pacto lockiano presupone un Estado de Naturaleza en el que un pueblo 
pacta. Pero, dirá Burke, en este estado de ruda naturaleza no hay nada que se parezca 
a un pueblo. Un pueblo remite a otra idea, a la de una gran corporación. «Hay un 
pueblo —dirá Burke a los nuevos Whigs en 179— sólo cuando existe una unidad 
orgánica de rangos ordenados». Merece la pena que nos detengamos en este pasaje 
clásico del autor: 


En un estado de ruda Naturaleza no hay tal cosa como el pueblo. Un conjunto de 
personas no posee de por sí una capacidad colectiva. La idea de pueblo es la idea de 
una corporación. Es esto algo completamente artificial y que se hace, como todas las 
demás invenciones legales, de común acuerdo. Cuál fue la naturaleza de ese acuerdo 
particular se deduce de la forma como una determinada sociedad está conformada. 
Cualquier otro pacto no es el suyoS!, 


Del mismo modo, cuando el Estado deja de existir, como en la hipótesis de diso- 
lución por causa de revolución, deja de existir también el pueblo, no sosteniéndose 
así la tesis radical de un retorno del poder soberano al pueblo: «When men, therefore 

break up the original compact or agreement [...], they are no longer a people [...]. 
They are a number of vague, loose individuals, and nothing more»%, 

Tenemos por tanto un planteamiento en el que. la solución de una correcta defini- 
ción del concepto de pueblo, al que aludiremos más adelante, depende de la solución 
de cual sea el lugar ideal de la soberanía. Sobre este plano cobra mejor dimensión la 
distinción realizada por Burke entre Estado entendido como corporation o Estado 
entendido como body. La tesis de la soberanía popular de matriz lockeana funda la 
convención constitucional sobre el principio de las mayorías. La inadecuación de 
este principio como punto de partida constitucional radicaba en fundar el gobierno 
del Estado sobre un criterio puramente aritmético. A la lógica del número, Burke va 
a contraponer el principio de la Natural Aristocracy, por el que, la soberanía de un 
Estado bien ordenado debe representar los grupos y los intereses sociales dominan- 
tes. Así, un Estado organizado sobre la base de una aristocracia natural, poseedora 


60 Ibidem, 422. Las líneas que siguen reproducen el desarrollo de la argumentación de este autor en 
torno a las tesis burkeanas en este aspecto concreto. 

6 Edmund Burke, «Llamamiento de los nuevos a los viejos whigs» en Noelia González Adánez 
(ed.), Revolución y descontento. Selección de escritos políticos de Edmund Burke. Madrid: Centro de Estu- 
dios Políticos y Constitucionales, 2008, 178. 

62 Citado por Panizza 1993, 423; Burke 2008, 178. 
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de la cualidad moral necesaria para ejercer la virtud política, era apto para realizar 
la condición de integración intensa entre poder político y articulación del poder 
social que era a su vez el presupuesto para la plena realización de la idea de unidad 
compleja implicada en el concepto de pueblo: «When great multitudes act together, 
under that discipline of nature, I recognise the People». La soberanía del pueblo 
significaba la soberanía de la aristocracia natural, y esta cohesión implicaba la supe- 
ración y transformación del Estado corporation al Estado body. El enfasis de Burke 
al hablar de pueblo indica que para él, la cohesión entre sociedad y Estado hacía el 
binomio asimilable al de un organismo humano. Por tanto, la metáfora del orga- 
nismo podía ser ya usada en tales circunstancias de constatación de dicha cohesión, 
restableciendo la antigua plenitud semántica del concepto, repitiendo la relación de 
armonía entre orden político, orden de la vida y orden cósmico. El término body 
era usado exclusivamente para designar la más alta forma de Estado, basado en la 
natural aristocracy, un orden político jerárquico e integradoó, 

Pero esta concepción organicista que expone Burke, en la cual el momento fun- 
damental es aquel que, como hemos visto, logra realizar la unidad del sistema Esta- 
do-sociedad en una estructura Jerárquica (natural aristocracy) integrada, se expresa 
también a través de la categoría de la continuidad de dicho modelo en el tiempo. 
La continuidad es un atributo esencial del orden político y por su conexión con el 
principio de conservación un motivo central de la filosofía política de Burke. Resulta 
obligado por lo ilustrativa de la cita, traer a colación el famoso pasaje de las Reflexio- 
nes sobre la Revolución Francesa en el que se trata esta materia: 


La sociedad es un contrato. Los contratos ordinarios sobre asuntos de mero inte- 
rés momentáneo pueden disolverse como un arreglo comercial semejante al de la 
pimienta y el café, el algodón o el tabaco, o al de cualquier otro contrato de carácter 
ordinario, que se realiza por un interés temporal de poca monta y que puede disol- 
verse a voluntad de ambas partes. El Estado tiene que considerarse con reverencia; 
porque no es una compañía que interviene en materias que sirven sólo para satisfacer 
las necesidades naturales de nuestra existencia temporal y perecedera; sino que es una 
sociedad constituida por la acumulación de toda la ciencia, todo el arte, toda la virtud 
y toda la perfección. Y como los resultados de tal sociedad no pueden obtenerse sino 
después de muchas generaciones, el Estado viene a ser una coparticipación no sólo de 
los vivientes, sino de los que viven, los que murieron y los que han de naceró5, 


De este modo, y como ha expuesto Noelia González Adánez a propósito de estas 
palabras, «La naturaleza casi sagrada del contrato sobre el que se funda la socie- 
dad civil, impide que ésta esté sujeta a las exigencias impuestas, puntualmente, por 
quienes forman parte de ella. Los miembros de una sociedad civil deben respeto a 
una ley que trasciende su voluntad, al punto de ser inalterable»4S, Por estos mismos 
derroteros vendrá a manifestarse en el conservadurismo la sacralidad del concepto 
de Nación, también entendida como una obra que es producto del tiempo y no 
puede ser redefinida en función de las contingencias de mayorías electorales. 


63 Citado por Panizza 1993, 425; Burke 2008, 183. 

64 Vid. Panizza 1993, 425-427. 

65 Burke 1989, 122. 

66 González Adánez, «Edmund Burke y las revoluciones», Historia y Política, 5 (2001), 167. 
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Otros conceptos que sirven de fundamentación al principio de la unidad y 
continuidad, son el de herencia (inheritance) y el de patrimonio familiar (family 
settlement). De nuevo, Burke nos ilustra: 


Observará usted que, desde la Carta Magna a la Declaración de Derechos, la polí- 
tica constante de nuestra Constitución ha sido reivindicar y afirmar nuestras liberta- 
des considerándolas herencia vinculada legada a nosotros por nuestros antepasados 
para que la transmitamos a nuestros descendientes; como unos bienes pertenecientes 
especialmente a los súbditos de este reino, sin referencia alguna a ningún otro dere- 
cho más general o anterior. De este modo, nuestra Constitución conserva su unidad 
a pesar de la diversidad de sus partes. Tenemos una corona hereditaria, una nobleza 
hereditaria, y una Cámara de los Comunes y un pueblo, herederos de unos privile- 
glos, franquicias y libertades que proceden de una antigua línea de antepasados [...]. 
Además, los ingleses saben bien que la idea de la herencia proporciona un principio 
seguro de conservación y de transmisión sin que excluya de ningún modo un principio 
de mejoramiento. Deja la adquisición libre, pero afianza lo que se adquiere. Cuales- 
quiera que sean las ventajas obtenidas por un Estado que se rige según estas máximas, 
ellas se incorporan firmemente en una especia de patrimonio familiar, permaneciendo 
vinculadas a él para siempre como si fueran unos bienes no enajenables. En virtud de 
una política familiar que se adapta a la naturaleza humana, recibimos, retenemos y 
transmitimos nuestro gobierno y nuestros privilegios, del mismo modo que disfruta- 
mos y transmitimos nuestra propiedad y nuestra vida”. 


La argumentación y exposición de Burke termina evocando el organicismo y el 
concepto de cuerpo político: 


Nuestro sistema político está en una justa correspondencia y simetría con el orden 
del mundo y con la forma de existencia decretada a un organismo compuesto de uni- 
dades transitorias; en el cual, por disposición de una suprema sabiduría que moldea 
a la grande y misteriosa humanidad humana, su totalidad nunca es vieja, madura ni 
joven a un tiempo, sino que, en una relación invariablemente constante, avanza a tra- 
vés de las diferentes fases de una perpetua decadencia, renovación y desarrollo. Así, 
aplicando el método de la naturaleza a la conducta del Estado, en lo que mejoramos 
nunca somos completamente nuevos, y en lo que retenemos nunca somos completa- 
mente caducosó, 


Esta exposición burkeana nos ha servido para trazar los elementos fundamenta- 
les de la concepción y doctrina organicista, cuya continuidad en el xrx vendrá de la 
mano, entre otros, de Emile Durkheim y su concepción de la solidaridad orgánicaó9. 
Según Durkheim la solidaridad viene de adentro y no de afuera. Los hombres están 
unidos entre sí tan naturalmente como los átomos de un mineral o las células de 
un organismo. La estructura de las sociedades en las que la solidaridad orgánica es 
preponderante se materializa en una pluralidad de órganos diferentes coordinados 
y subordinados unos a otros alrededor de un órgano central, que ejerce sobre el 
resto del organismo una acción moderadora. El Estado, pues, dirige aquí su acción a 


67 Burke, 1989, 66-67. 

68 Ibidem, 67. 

695 Con relación a Durkheim, entre otros trabajos, puede consultarse el de Graciela Inda, «La socio- 
logía política de Emile Durkheim entre 1892 y 1897: el Estado como apéndice de la morfología social y la 
futilidad de la acción política», Trabajo y Sociedad, 12:X1 (2009), 2 
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través de funciones organizadas, pues la organización de un cuerpo vivo se caracte- 
riza por la presencia de un órgano central y la vinculación al mismo de los órganos 
secundarios7o, Por su parte, Otto von Gierke, a través de la doctrina de la consocia- 
ción, se propondrá dar respuesta al reto de dar forma jurídica a la adhesión de los 
individuos a la comunidad política, teniendo en cuenta la necesidad del Estado de ser 
al mismo tiempo comunidad nacional. El Estado constitucional deberá contener así 
una Gemeiwesen o esencia común, capaz de unificar orgánicamente, no como suma, 
sino como unidad viviente, pues El Estado para Gierke será más que un organismo 
jurídico un organismo natural y ético-espiritual”:. 


NAcIióN Y PUEBLO 


Miguel Herrero ha escrito que la nación y su integridad es un tema capital en el 
pensamiento conservador. Los argumentos y conceptos burkeanos que invocan la 
importancia del tiempo, la maduración que el mismo produce en las obras huma- 
nas, no sometidas estas a rápidas mudanzas o cambios bruscos, vuelven a repetir- 
se por lo que respecta a la consideración de la nación. La Nación será concebida 
como una Obra que es producto del tiempo, una «deliberada selección de tiempos 
y generaciones», dirá Burke en su discurso de 1762 contra la propuesta del joven 
Pitt de reformar la representación en los Comunes. El hecho nacional será consi- 
derado como un producto de la naturaleza, que no obedece ni a una elección ni a 
un contrato determinado, es una sociedad natural e histórica, el círculo terminal de 
la sociedad temporal”, Con todo, el discurso rupturista de la Revolución Francesa 
utilizará similares términos al conceptualizar la nación. Así, para Sieyés «la nación 
es anterior a todo. Es la fuente de todo. Su voluntad es siempre legal; más aun, 

es la ley misma. Antes de la nación y sobre ésta sólo existe la ley natural»?3. Ello 
puede dar razón a lo expresado por Mauro Barberis, cuando explica que la idea de 
nación se afirma primeramente como una idea de izquierda, revolucionaria primero 
y liberal después, para luego trasladarse casi exclusivamente a la derecha74. En esta 
línea, Júrgen Habermas desarrolla su idea de la doble tradición nacionalista: según 
Habermas, a lo largo del siglo xx podemos encontrar que dos tradiciones de carác- 
ter nacionalistas manejan un mismo concepto dotándolo empero de significados 
distintos: la tradición republicana elaboró su imagen de «nación querida», que era 
el resultado de la voluntad de los ciudadanos, apuntando al proyecto del estado 
democrático; la tradición romántica, desarrolló su idea de una nación «heredada», 
resaltando el carácter objetivo de la identidad nacional, y se hacía hincapié en la 
memoria y consolidación de las tradiciones culturales como fuerzas integradoras. 
Estas dos tradiciones representarían los polos de una tensión que se proyectó hacia 


70 Cfr. Inda 2009, 6 y 22. 

71 Mezzadra 1993, 461-472. 

72 Cfr. González Cuevas 2000, 213. 

73 Cfr. Karl R. Minogue, Nacionalismo. 'Trad. de A. Leal. Buenos Aires: Ediciones Hormé, 1968, 75. 

74 Mauro Barberis, «Quel que resta dell'universale. L'idea di nazione da Rousseau a Renan» Filosofía 
Política, Vll:1 (1993), 6 
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el siglo xx75, El análisis de Habermas, al menos en la dicotomía que establece, recuer- 
da a los estudios de Norbert Elias sobre la sociedad alemana, en los que establece 
la división histórica entre dos códigos de conducta, de pensamiento y de visión del 
mundo, representados por el «código de honor», propio de la nobleza, del ejército 
y, en general, de los conservadores, con su insistencia en valores como la jerarquía 
y la sumisión del individuo al orden social, y el «código moral», alternativo, de 
la burguesía ilustrada, con sus exigencias de autonomía y autodeterminación del 
individuo?S. Así, podríamos fundir estas caracterizaciones y ver como el código de 
honor conservador encajaría mucho mejor con un concepto de nación heredada, 
frente a la idea de nación querida, propia de la burguesía ilustrada formada en las 
ideas contractualistas de la Modernidad. 

Una hojeada por los principales conceptos del pensamiento conservador debe 
detenerse, aunque se ha aludido a él, en el de Pueblo, entendido como comunidad 
objetivamente caracterizada por factores tales como la lengua, derecho, religión... 
que son expresivos de su propio espíritu. Ya hemos visto que en Burke tal concepto 
se inscribe en una argumentación más completa destinada a legitimar una concepción 
organicista de la sociedad. Pero debemos atender también a otra línea de desarrollo 
de la idea de pueblo y sus derivaciones, aunque no contrapuesta a la anterior, esta 
vez en Alemania. La generalización del concepto de Volk y sus complementarios, 
se producen en la literatura y filosofía alemanas de finales del siglo xv: Volksgetst 
(espíritu del pueblo), Volkerschaft (pueblo, nación), Volkstum (nacionalidad), y ello, 
según explica Contreras Peláez, en parte respondiendo a la necesidad de encontrar 
un alternativa léxica al término Nation, que resultaba insatisfactorio por dos razo- 
nes: la primera, por tratarse de una palabra de origen latino; en segundo lugar, por 
su aplicación en las demás lenguas europeas a la población de un Estado, siendo así 
que Alemania no va a disponer de Estado hasta 187177. De este modo, tendrá que 
inventarse a sí misma como Kulturnation, fundando la identidad nacional sobre las 
afinidades culturales, tomando como modelo la Hélade, donde la fragmentación 
política no impidió la floración del genio nacional7?. K. R Minogue, ya citado, pro- 
porciona, a propósito del desarrollo de esta idea en Johann Gottfried von Herder, 
una explicación concreta para este concepto: no es simplemente el pueblo de un 
país «sino una entidad metafísica definida por vía de relación como lo que produce 


75 José J. Rodríguez Vázquez, «Reflexiones sobre lo nacional desde la izquierda europea: el “patrio- 
tismo de la Constitución” de Jiirgen Habermas» en amauta.upra.edu/Vol2/Volzcreacion/habermas_na- 
cion.pdf. [Consultado en línea el 20 junio de 2012]. 

76 En este sentido vid. González García 1993, 66. 

77 La situación alemana queda bien expresada con esta explicación: «Alemania era una expresión 
cultural y geográfica que podía afirmar su reivindicación de las tradiciones históricas del Sacro Imperio 
Romano. Napoleón abolió el Sacro Imperio Romano en 1806, pero el emperador Habsburgo continuó 
siendo el candidato obvio para el liderazgo de la Alemania unificada. Gobernaba un dominio heterogéneo 
en el cual sus alemanes constituían una minoría. El resto de Alemania estaba gobernada despóticamente 
por una colección de príncipes; eran las únicas potencias políticas de Alemania, y sus intereses se oponían 
directamente a la unificación alemana. Entre estos gobernantes la casa prusiana de los Hohenzollern había 
logrado elevarse a la jerarquía de gran potencia, y por lo tanto gozaba de cierta eminencia entre los príci- 
pes. Pero Prusia misma parecía apenas un Estado parcialmente alemán, situado en el extremo oriental de 
Alemania, y poblado por numerosos súbditos eslavos, de modo que sólo participaba marginalmente de las 
tradiciones alemanas que concitaban la atención de los nacionalistas» en Minogue 1968, 98. 

78 Cfr. Erancisco J. Contreras Peláez, «La idea del espíritu del pueblo en F. C. V. Savigny», Anales 
de la Cátedra Francisco Suárez, 35 (2001), 161-162. 
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un lenguaje particular, un arte, una cultura, un conjunto de grandes hombres, una 
religión y una colección de costumbres». 

Resulta particularmente significativa la expresión Volkgeist o espíritu del pueblo, 
para desenvolver en el caso concreto en el que ahora nos ocupamos, una aparente 
concepción del derecho que termina siendo un expediente retórico que encubre una 
opción en favor de otra concepción totalmente distinta, aunque de signo conservador. 
En terminología de Mannheim estaríamos en presencia en este caso de un contracon- 
cepto. El Volkgeist o espíritu del pueblo sería la oposición que el pensamiento conser- 
vador produce frente al Zeztgeist o espíritu del tiempo, propuesto por los liberalesto, 

En cuanto al contenido concreto, el ya indicado Francisco J. Contreras expuso 
en su momento con rigor como el Jurista Friedrich Carl von Savigny había argu- 
mentado en su obra De la vocación de nuestra época para la legislación y la ciencia 
del Derecho, que la sede propia del derecho es la conciencia común del pueblo, 
y allí se origina, por sus creencias y costumbres y en virtud de fuerzas internas 
que actúan calladamente y no en virtud del arbitrio del legislador. Savigny hizo 
suyo un concepto que, como se ha indicado, estaba en boga en la atmósfera intelec- 
tual de la época y que aparece en los primeros escritos hegelianosé!, Con él quería 
significar que «el derecho posee en cada momento un contenido necesario, que la 
determinación del derecho no puede quedar abandonada al capricho subjetivo del 
legislador individual», aunque esto no implicaba su contrario, es decir, que queda- 
ra en manos del capricho subjetivo de los miembros individuales del pueblo. Este 
Volkgeist o Volk, término más utilizado por Savigny garantizaría la continuidad 
histórico-nacional, la cohesión y la supervivencia del pueblo a través de las genera- 
ciones, siendo el verdadero creador de la cultura nacional, un proceso en el que los 
individuos son elementos pasajeros$2, Se ha señalado, no sin razón, la ambigúedad e 
incompletitud de la teoría savignyana del Volkgetst, y su carácter más bien retórico, 
al que ya hemos hecho referencia. En efecto, Savigny más adelante reconoce sin 
ambigúedades que el avance de la cultura y la consiguiente perfección del derecho 
le hacen tomar una dirección científica, que desplaza la primitiva ubicación desde 
la conciencia del pueblo a la conciencia de los juristas, que pasan entonces a ser los 
representantes y portavoces de la conciencia popular$3, 

Con todo, y pese a estas aparentes significaciones con mayor o menor carga de 
vaguedad, Juan Francisco Fuentes alude, por su parte, a la dificultad de elaborar una 
taxonomía de la voz pueblo, dentro de la multiplicidad de imágenes y percepciones 
que llena el siglo x1x, aunque ello no obste para extraer una triple dimensión: la 
política-sujeto de soberanía y fuente de legitimidad, social —como clase o conglo- 
merado de clases sociales, y moral — como portador de un conjunto de virtudes, 
pasiones y viciosé4, Con respecto a la dificultad aludida, no cabe dejar a un lado 
que algo tenga que ver la dimensión ineludiblemente simbólica de la voz pueblo, 


79 Minogue 1968, 89. 

so Cfr. González García 1993, 78. 

81 Contreras Peláez 2001, 167; Manuel Alonso Olea, «Una nota sobre el “Espíritu del Pueblo”», Re- 
vista de Estudios Políticos, 24 (1981) 9. 

82 Contreras Peláez 2001, 169. 

83 Ibidem, 177 et passim. 

84 Cfr. Juan Francisco Fuentes, «Mito y concepto de pueblo en el siglo x1x. Una comparación entre 
España y Francia». Historia Contemporánea, 28 (2004), 98. 
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como bien lo expresa Hans Lindahl: «Sucintamente, el pueblo es indeterminado e 
indeterminable»$s, 

Debemos manifestar asímismo, que pueblo no es solo una voz que pueda tener 
cabida en el discurso conservador o historicista de un Savigny o un Miller. El libera- 
lismo hizo también del pueblo uno de los ejes del discurso político contra el Antiguo 
Régimen, tomándolo como fuente de legitimidad*ó. A decir de Lindahl, es también 
elemento de continuidad y ruptura entre la política medieval y moderna, al ocupar el 
pueblo soberano el lugar exterior que correspondía al Dios teológico?, En cualquier 
caso, el mito del pueblo se instala en el xrx como una categoría histórica. Debe igual- 
mente resaltarse que esta voz producirá a su vez ciertas dicotomías, como cuando se 
habla de pueblo urbano y pueblo rural, o exclusiones en el caso español, en el que 
el liberalismo no incluirá al campesinado en su paradigma de pueblo, remitiéndose 
siempre a las clases populares urbanas. Así como en Francia el campesinado se iden- 
tifica con la obra de la Revolución y de Napoleón, en España lo hará con la causa 
antiliberal, más concretamente con el carlismo. 


LA PROPIEDAD 


La cuestión de la propiedad y su valoración constituye también un tema recu- 
rrente al hablar del pensamiento conservador, aunque no sólo es una cuestión que 
esté presente entre los conservadores. Baste recordar aquí la importancia que el 
pensamiento liberal ha dado siempre a esta cuestión, desde sus comienzos hasta 
el tratamiento de la propiedad en las últimas generaciones de pensadores liberales, 
como Rawls o Nozick. En el pensamiento conservador se observa una valoración 
especial de la propiedad inmueble, como signo de arraigo e identidad, y esto con- 
lleva la importancia de la propiedad agraria, la propiedad de la tierra, como ele- 
mento clave a la hora de articular una representación política88, Bastemos recordar 
que, por ejemplo, las tesis del filósofo español Jaime Balmes sobre las condiciones 
económicas de la representación política caminan en este sentido. Cuando Balmes 
estudia dicha cuestión en sus Escritos Políticos, articula un sistema representativo 
que pueda dar entrada a la clase media y a la riqueza, a través de un Senado al que 
serían llamados los intereses morales y materiales, representados respectivamente 
por arzobispos y obispos, y por la Grandeza de España y grandes propietarios, 
con mínimos de 300.000 y 150.000 reales de renta en bienes raíces, respectivamente. 
Para el Congreso, la renta baja hasta 20.000 reales$9. El doctrinario francés Francoise 


85 Hans Lindahl, «El pueblo soberano: el régimen simbólico del poder político en la democracia», 
Revista de Estudios Políticos, 94 (1996), 52. 

86 Mónica Quijada expone que «las manifestaciones más decisivas de la modernidad en el campo de 
lo político son la “invención” del individuo, su asociación “voluntaria” en un conjunto que constituye la 
“nación” o el “pueblo” y el nacimiento de una nueva legitimidad: la de la soberanía popular, entendida 
como única e indivisible» vid: Mónica Quijada, «Sobre “nacion”, “pueblo”, “soberanía” y otros ejes de 
la modernidad en el mundo hispánico» en Jaime Rodríguez O., Las nuevas naciones: España y México 
1800-1850. Madrid: MAPFRE, 2008, 19-52. 

87 Lindahl 1996, 52. 

88 Cfr. Arranz 1998, 60-61. 

89 Vid. mi trabajo, La filosofía política de Jaime Balmes. Cádiz: Servicio de Publicaciones de la Uni- 
versidad de Cádiz, 2003, 299-305. 
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Guizot afirma esta importancia de la propiedad inmobiliaria, cuando explica que la 
tierra da al hombre una parte del dominio del mundo, y equivale al establecimiento 
del hombre en medio de la naturaleza y por encima de ella. Esta propiedad, añade 
Guizot, es la creadora de la familia, de la patria doméstica, y la que pone la vida y la 
actividad del hombre en la situación más moral, 

Debe señalarse que ideas como estas las encontramos también en autores ligados 
al discurrir de la Revolución Francesa, como por ejemplo Boissy D'Anglas, en las 
palabras que pronuncia en la Convención, en el Informe Preliminar al Proyecto de 
Constitución del 5 de Mesidor del año TIT (23 de junio de 1795). O en Portalis, en el 
proyecto de ley sobre propiedad destinado a formar parte del código civil francés de 
1804, el llamado código Napoleónico. Las palabras de Boissy son muy significativas 
de la relación entre la aristocracia de las virtudes y la posesión de bienes: 


Con muy escasas excepciones, no encontrareis hombres semejantes sino entre los 
que, en posesión de una propiedad están ligados al país que la contiene, a las leyes que 
la protegen, a la tranquilidad que la conserva, y que deben a esta propiedad y ala hol- 
gura que ofrece, la educación que les ha hecho aptos para discutir con sagacidad y rec- 
titud las ventajas y los inconvenientes de las leyes que definen la suerte de su patria%, 


Por su parte, Portalis, al defender el proyecto de ley destinado a formar parte del 
Código Napoleónico, sentenciaba: «a partir de ahora, compete a los hombres cuya 
fidelidad se halla garantizada por los bienes que poseen, la elección de aquellos otros 
dotados de capacidad, prudencia y dedicación suficientes para servir de garantía 
a sus deliberaciones». En el pensamiento puramente reaccionario, las palabras del 
Vizconde De Bonald son ilustrativamente tajantes, muy en la línea expresiva 
del autor: «La sociedad emplea para su conservación a los hombres y las propie- 
dades; puesto que el fin de la sociedad es la conservación de los hombres y de las 
propiedades, y puesto que la sociedad en sí no es más que hombres y propiedades». 

En el ámbito del pensamiento conservador y decimonónico hispanoamericano, 
podemos hallar una correspondencia semejante con algunas de las ideas menciona- 
das. Así el gobierno de las clases acomodadas está presente en el general y político 
mexicano Mariano Paredes Arrillaga, quien, en una carta al general Santa Anna, de 
6 de mayo de 1842 escribe: «La idea que tengo indicada a Vd. de apoyarse en la opi- 
nión de las clases acomodadas me parece que puede realizarse dando cierto carácter 
político, aunque puramente pasivo, a las corporaciones que las representan», En 
otra carta, dirigida al general José María Tornel, de 10 de mayo de 1842, alude a las 
clases acomodadas como aquellas que forman la parte moral de la nación frente a 


9 FErancoise Guizot, De la democracia en Francia. Traducción y edición a cargo de Dalmacio Negro. 
Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1981, 152. 

91 Citado por Albert Soboul, La Revolución Francesa. Principios ideológicos y protagonistas colecti- 
vos. Trad. de Pablo Bordonaba. Barcelona: Crítica, 1987, 150. 

92 Citado por Bertrand de Jouvenel, Los orígenes del Estado moderno. Historia de las ideas políticas 
del siglo XIX. Trad. de Gerardo Novás. Madrid: Editorial Magisterio Español, 1977, 197. 

93 Louis Gabriel Ambroise de Bonald, Teoría del poder político y religioso y teoría de la educación 
social. Trad. de Julián Morales. Edición a cargo de Colette Capitán. Madrid: Tecnos, 1988, 169. 

94 Jose Luis Romero, comp., El pensamiento conservador (1815-1898). Edición a cargo de José Luis 
Romero y Luis Alberto Romero. Caracas: Biblioteca Ayacucho, 1978, 346. 
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los terribles y perniciosos proletarios%. Por su parte, el también militar y político, 
argentino, Juan Manuel de Rosas, en su Mensaje a la Legislatura, de 1837, como 
gobernador de Buenos Aires, opone frente a las que él denomina teorías engañosas 
que ha inventado la hipocresía, «listas que contenían los nombres de aquellos ciuda- 
danos que merecían representar los derechos de su patria»9%, 

Esta concepción de la propiedad como símbolo de estabilidad y perdurabilidad 
afecta naturalmente a la conciencia que se tenga acerca de los cambios. Por esto, 
el pensamiento conservador postula siempre la reforma frente a la revolución. La 
clásica formula que se condensa en la frase de Jaime Balmes, compendia el senti- 
do del ritmo histórico: «¿Queréis evitar revoluciones, haced evoluciones»97. Más 
recientemente, Oakeshott explicaba que el conservador se opone al cambio, que 
se presenta siempre, en primer lugar, como una pérdida, y valora por ende toda 
apariencia de continuidad. La innovación implica una pérdida cierta, prefiriéndose 
entonces las mudanzas pequeñas y limitadas a las grandes e indefinidas%, Un ejem- 
plo de lo dicho, en sede hispanoamericana, lo podemos encontrar en las cartas que 
el gobernador de Buenos Aires Juan Manuel de Rosas, dirige a Estanislao López, 
concretamente en una carta de 6 de marzo de 1836, en la que Rosas habla de «guar- 
dar el orden lento progresivo y gradual con que obra la naturaleza». El cambio, 
pues, para esta mentalidad, debe siempre ser canalizado «según ciertos valores e 
instituciones deseables o que han acreditado su valor práctico y moral en el tiempo, 
esto es, un reformismo limitado»oo, 

El corolario de estas concepciones se articula en un determinado entendimiento 
de la libertad, sobre todo, frente al utopismo igualitario. El pensamiento conser- 
vador realiza una clara opción por la libertad que es consecuencia del despliegue 
de esas instituciones, costumbres y modo de gobierno lentamente decantado a lo 
largo de los siglos, tal y como Burke nos lo ha expresado. La Natural Aristocracy, 
la propiedad, las instituciones y corporaciones intermedias en las que el individuo 
halla asidero vital conforman un mundo de vida en el que, por obra irremediable de 
las contingencias naturales y otros avatares propios de la vida social, se produce el 
hecho de la desigualdad. La desigualdad, por tanto, se da lo mismo en la naturaleza 
que en la sociedad, pues esta última implica jerarquía, es decir, desigualdad. Y frente 
a las libertades abstractas propias del pensamiento revolucionario, el conservatismo 
alza las libertades concretas y jerárquicas, basadas en los méritos, virtudes y talentos. 
Un derecho general de libertad que se condensa en la máxima «derecho a cuanto 
puedas hacer por tu cuenta sin dañar a los demás», libertades de expresión y prensa, 
seguridad jurídica, justicia, frutos de la industria y medios para hacerla fructificar, 
herencia, libertad de enseñanza y representación política. El pensamiento conser- 
vador tiende, en palabras de Miguel Herrero, a institucionalizar e incluso colecti- 
vizar las libertades, defendiendo la policracia social y el pluralismo institucional, 


9 Romero 1978, 348. 

96 Ibidem, 254. 

97 Jaime Balmes, «Pio IX» en Escritos Políticos, t. VU de las Obras Completas. Barcelona: Biblioteca 
de Autores Cristianos, 1948-1950, 997. 

98 Oakeshott 1983, 247 y 249. 

99 Romero 1978, 247. 

100 Arranz 1998, 61. 

101 Herrero de Miñón 2003, 289-290. 
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Frente a los derechos fundamentales, estarían los valores caracteres y situaciones 
que identifican socialmente al hombre, y de ahí la estima por los órdenes concretos. 


EL PENSAMIENTO REACCIONARIO 
Algunas reflexiones previas 


Al hablar del pensamiento reaccionario podemos tropezarnos con la misma difi- 
cultad que hallamos con otros conceptos, o sea, la no siempre agradecida y bieninten- 
cionada tarea de tratar de trazar los linderos de su significado. Enric Ucelay ha escrito 
que la «reacción» es un concepto oscuro, que se basa mucho más en la percepción 
externa que en la lógica interna, no pasando de ser una invectiva que ha pasado de la 
política activa a la historia reflexiva «sin verificar jamás su arquitectura interior», 
La comprensión profunda de la reacción pasaría por entender mejor aquello contra lo 
cual se reacciona. Y ese «aquello», según Ucelay, nos llevaría a la vieja metáfora de 
la llamada «causa perdida»: «Se argumenta, por tanto, que hay una clase de movi- 
miento, la “causa perdida”, que deriva su sentido del fracaso, combinándolo con la 
esperanza de un éxito recobrado, y que evoluciona a través del tiempo a partir de este 
juego conceptual que, gracias a la derrota histórica, prima la legitimidad», Hablar, 
pues, de la «causa perdida» impone también una comprensión más profunda de la idea 
de reacción. Pero debemos antes explicitar este concepto. 

Siguiendo a Ucelay, la causa perdida puede presentarse como una metáfora 
heroica o también jurídica. De lo primero tenemos muestras en la defensa de Troya 
de la Ilziada Homérica. De lo segundo, Cicerón y su causam cadere o causam perde- 
re. Estamos en presencia de un conflicto de intereses, sea legal o guerrero, que llama 
a continuar la pugna contra una injusticia y a no conformarse con una derrota que, 
en cualquier caso, se vivencia como momentánea. Permaneciendo como metáfora 
hasta mediados del xv111, adquiriría un carácter de ideal y modelo romántico de la 
política entre mediados del xvm y xixi04, El fracaso del jacobitismo ingles puede 
señalarse también como modelo de causa perdida, con su estela de confrontaciones 
entre el lealismo de los Old Tories y los Whigs. Tendríamos así un marco conceptual 
de esta ideología, en el que la lealtad a la causa auténtica prima sobre fuerzas nega- 
tivas, instrumentales o traidoras, y en el que su articulación hermenéutica descansa 
en cuatro puntos: primero, el primigenio gobierno o dominio representativo de la 
causa perdida, derrocada por fuerzas injustas a través de medios extraordinarios; 
segundo, la legitimidad del gobierno o causa anterior, que gozaba de plena y justa 
autoridad; tercero, la ilegitimad esencial de las reglas cambiadas que han propiciado 
la derrota de la causa; cuarto, la derrota material, pero no moral, de la causa perdida, 
proyecto intergeneracional que sirve de vínculo entre pasado y futuro!o, Para este 
autor, a pesar del lenguaje que llama a reivindicar una causa antigua de un pasado 


102 Enric Ucelay da Cal, «Las “causas perdidas” como una tipología de la reacción. Una perspectiva 
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220. 

103 Ibidem, 219. 

104 Ibidem, 222-224. 

105 Ibidem, 232. 
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lejano, este discurso es característicamente moderno, como lo prueba su destacado 
uso decimonónico en los Estados Unidos, a través de la reivindicación de la confe- 
deración sudista. Sería en este país en el que florecería, aunque puede verse también 
en el marco continental, a través de los sucesivos conflictos de sucesión en España, 
Polonia, Austria y Baviera, y en la esperanza de su triunfo confirmada por la Res- 
tauración de 1814-1815. 

Volviendo al término «reaccionario», y pese a su entronque con el espíritu de 
las causas pretéritas y nunca olvidadas, se ha señalado igualmente su no menor 
entronque y adecuada significación en correspondencia con el horizonte político 
revolucionario. Para Arturo Leyte, aquí radica su comprensibilidad, y sobre todo 
si lo vinculamos con su término opuesto, «progresista». Pero Leyte va más allá, y 
sugiere que la oposición reaccionario-progresista pueda derivar de una dualidad 
anterior, aunque en su comprensión política la oposición sea estrictamente moderna, 
y coincida con la génesis de la misma idea de modernidad, que exige para afirmarse 
la aparición de su opuesto, lo antiguo identificado con lo pasado"%6, Lo que marcaría 
la diferencia entre la comprensión antigua y moderna de los polos de una dualidad 
es la propia liquidación de la estructura: 


en la antigua comprensión griega de dos polos constituyentes de lo real, por ejemplo, 
la pareja de términos apeíron-péras (ilimitado-limitado), o incluso la oposición entre 
cosa e idea en Platón, o materia y forma en Aristóteles, los polos de la dualidad no 
resultan separables si no es precisamente a costa de liquidar la misma estructura: nin- 
gún polo es rebasable, ningún polo puede vencer al otro. Ningún polo es, por decirlo 
en términos morales, peor o mejor frente al otro. Y frente a esta concepción, la historia 
de lo moderno, comprendida como tránsito o historia de la propia dualidad, se define 
como el atisbo de la victoria de uno de los dos polos sobre el otro:9, 


La evolución moderna de la oposición se explica, entonces, en términos de un 
tránsito entre una comprensión de la dualidad en la esfera de las ciencias de la natu- 
raleza y del arte, entre los siglos XvI y XVI, y una comprensión de la dualidad en 
términos históricos, sobre todo a partir de 1800. Para Leyte, de esta última com- 
prensión surge la concepción habitual de lo reaccionario y lo progresista, pues sólo 
en el horizonte de una idea de la historia los términos se entienden como pérdida y 
ganancia. Con todo, estamos ante una comprensión moderna de la historia que deri- 
va de la moderna comprensión de la naturaleza. De ahí que debamos remontarnos al 
origen de la ciencia natural en la modernidad. 

Para Leyte, el origen de la comprensión política de la dualidad reaccionario- 
progresista se encuentra en un marco aparentemente extraño como el de la Física- 
matemática. Galileo formula una ley del movimiento como principio de inercia, que 
presume una dualidad antagónica entre una trayectoria ilimitada y una resistencia. 
Esto tiene una traducción en las ciencias sociales. La idea de progreso que mantiene 
la Ilustración parte de estos postulados. Lessing, por ejemplo, contemplaba la histo- 
ria como el desarrollo irreversible del espíritu humano hacia la perfección. Será Kant 
quien tome partido por éste último en su polémica con Mendelssohn:, 


106 Cfr. Arturo Leyte, «La naturaleza reaccionaria de la filosofía», Res Publica, 13-14 (2004), 165. 
107 Ibidem, 166. 
108 Cfr. Francisco Carpintero, Una introducción a la ciencia jurídica. Madrid: Civitas, 1988, 274. 
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Del mismo modo, la pintura barroca albergaría también una dualidad com- 
prensible en términos de progresión y reacción, presumiendo un movimiento que 
conduce de las tinieblas a la plenitud de la luzr09, Descartes, a su vez, a través de 
las ideas claras y distintas expresaría la oposición cogito-naturaleza en términos de 
progresión- reacción, triunfo de un espíritu que piensa sin mezcla de nada empírico, 
de una razón que avanza y progresa. En este entendimiento, el progreso se define en 
términos de un camino metafísico-conceptual que debe seguir la razón como bueno, 
porque es infinito, es el que progresa. El otro, físico arrastra siempre el pesado fardo 
de la naturaleza. El espíritu, por contra, debe estar desligado de todo aquello que 
impide su marcha. Entonces: 


En el horizonte de la línea infinita de la historia, que es también la línea infinita de 
la razón que puede concebirlo todo, cualquier resistencia se convierte inmediatamente 
en una reacción a la progresión de la razón. Se convierte, inmediatamente, en reac- 
cionaria. Y esta resistencia puede adquirir fundamentalmente dos figuras: la propia 
naturaleza, juzgado desde el punto de vista de lo físico-sensible, o su equivalente en 
la conciencia, es decir, el mito, puede ser esa resistencia. En consecuencia, naturaleza 
y mito se constituyen o bien como resistencias irrebasables a las que de uno u otro 
modo la razón siempre vuelve (porque está constituida por ellos), o bien como resis- 
tencias que se encuentran precisamente ahí para ser rebasadas. En el primer caso se 
tiene lo reaccionario en estado puro, en el segundo lo progresista'o, 


Entonces, el fondo de esta dualidad reaccionario-progresista puede comprender- 
se como un antagonismo entre pasado y futuro. Pasado, naturaleza y mito frente a 
futuro, espíritu e historia", 

Alberto Moreiras plantea con relación al pensamiento reaccionario algunos pun- 
tos de coincidencia con lo ya visto. Su percepción temporal del mismo abarcaría 
desde la Revolución Francesa hasta la caída del bloque soviético que se consuma en 
1991. A partir de ese momento, el par conceptual alternativo hegemonía/subalter- 
nidad explicaría mejor las coordenadas políticas del presente, entendiendo que no 
habría simetría necesaria entre este par y el consabido progresismo/reacción. Morei- 
ras utiliza el concepto de militancias ontoteológicas para pensar lo político en la 
modernidad. En base a esto tendríamos dos formas primarias o dominantes de mili- 
tancias. La una, que busca «la explotación exhaustiva del ser, la identificación del ser 
con la práctica militante»; en la otra, «el militante pone su énfasis en la distancia, en 
la pérdida con respecto de la cual el sujeto se constituye en abierta de Constitución, 
traspasado por su propia resistencia, afirmando una trascendencia ciega con respecto 
a aquello que al darse se pierde en cuanto tal». El progresismo sería la forma de la 
primera militancia, mientras que lo reaccionario es la forma de la segunda"?. Para 
Moreiras, será la subjetividad del Idealismo Absoluto bajo la que se consume la con- 
cepción lineal del progreso ilimitado, bajo el signo de la razón. En sus premisas, toda 
resistencia a la progresión de la razón se convierte inmediatamente en reaccionaria. 


109 Cfr. Leyte 2004, 167. 

no Ibidem, 170-171. 

mu Ibidem, 171. 

1 Alberto Moreiras, «La piel del lobo. Militancias ontoteológicas», Res Publica, 13-14 (2004), 309- 
310. 
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Para Manuel Caballero el pensamiento reaccionario, todo pensamiento de este 
tipo, estaría constituido por dos elementos: el sentimiento de la caída y la búsqueda 
de la unidad perdida"3. Concebida esta dualidad constitutiva, la búsqueda es bús- 
queda de algo perdido, que se desea a todo trance recuperar, pero que no es recu- 
perable, lo que explica según Moreiras el autoodio de la militancia reaccionaria y su 
Constitución como sujeto de deseo"4, Igualmente su esterilidad, concebida como la 
proclividad a expresarse más en términos negativos que positivos, pues en definitiva 
se trata de reaccionar'5, El antagonismo entre el sentimiento de caída provocado 
por la «causa perdida» y la búsqueda de un retorno que articule de nuevo la unidad 
deseada, lleva a trazar una línea divisoria, si se quiere, entre modernidad y «antigie- 
dad», que es la que igualmente marca la absolutización categórica: el bien, represen- 
tado por lo que se anhela rescatar, y el mal, encarnado en lo nuevo: el racionalismo 
y la revolución, hijas de un mismo vientrer6, 


Caminos temáticos del pensamiento reaccionario 


Pese a lo ya dicho al principio de estas páginas, estos pensadores han sido agru- 
pados bajo diferentes adjetivos. Así, y atendiendo al rótulo general de Conserva- 
durismo"7, que ciertamente no expresa la unidad doctrinal que pudiera pensarse!ó 
puede hablarse de Historicismo El conjunto de político o Filosofía de la Restauración, 
Tradicionalismo o Teócratas'. 


13 Manuel Caballero, «Para una radiografía del pensamiento reaccionario», Nueva Sociedad, 98 
(1988), 145. 

14 Cfr. Moreiras 2004, 325-326. 

us Cfr. Caballero 1988, 154. 

16 Cfr. Ibidem, 143. 

17 Según nos explica Teodoro Bonazzi: «Il sostantivo conservatorismo implica Vesistenza di un 
concetto, Paggetivo conservatore piú semplicemente qualifica posizioni pratiche od idee: il fatto che ci si 
serva molto di piú dell'aggettivo che del sostantivo deriva dalla varietá di significati attribuiti al primo ed e 
indice della difficoltá di fissare natura e fini del secondo, al punto che si é portati a negare addiritura la sua 
esistenza come concetto autonomo e unitario» vid.: Teodoro Bonazzi, «Conservatorismo» en Norberto 
Bobbio, Nicola Matteucci y Gianfranco Pasquino (dirs.), Dizionario di política. Turín: Utet, 1983, 228- 
229. 

118 «Lnesistenza di una teoria politica comune a cui facciano riferimento tutti coloro che si 
autodefiniscono o vengono definiti conservatori, congiunta alla scarsa propensione dei conservatori 
medesimia sistematizzare le propie idee e all'abuso che del termine si fa nel linguaggio cuotidiano politico 
e non, ha portato a ridurre il conservadorismo a un atteggiamento e a studiarlo da un punto di vista 
psicologico, onde individuare le mitivazioni che spingono determinati individui ad assumere posizioni 
considerate nella pratica politica como conservatrici» en Ibidem, 229. 

19 La denominación de Historicismo Político o Filosofía de la Restauración la emplea, entre otros, 
Giorgio del Vecchio, Filosofía del Derecho. Barcelona: Bosch, 1980[9.* edición corregida y aumentada por 
Luis Legaz], 110 et passim. Contributi alla storia del pensiero ginridico e filosofico. Milán: Editorial A. 
Giuffré, 1963, 177 et passim. En cambio, Jean Touchard agrupa a estos autores bajo el calificativo general 
de tradicionalistas, si bien aclara que el tradicionalismo no es una doctrina inmovilizada e inmutable. A 
este respecto, distingue varias épocas, una de las cuales es la época de la restauración, en la que se inscriben 
de Maistre, de Bonald o Lamennais. También utiliza el calificativo de doctrinarios de la contrarrevolución 
para referirse a Maistre y Bonald. Vid., Historia de las ideas políticas. Madrid: Tecnos, 1988[5.* ed.]. Larry 
A. Siedentop utiliza el rótulo de teócratas. Cfr. David Miller, dir., Enciclopedia del pensamiento político. 
Versión española a cargo de M.* Teresa Casado Rodríguez. Madrid: Alianza Editorial, 1989, 58. 
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Es evidente que una exposición de este tipo incurre en el riesgo de la excesiva 
sintetización. Procuraremos ir a las ideas matrices fundamentales del pensamiento 
reaccionario, sin por ello desmerecer en claridad. 


1) Frente al pasado precristiano, la afirmación del cristianismo como modelo 
superior. Una cita de Lamennais puede resultarnos muy ilustrativa al respecto: 


Así, por un lado se ve la apariencia, y, por decirlo así, la sombra del poder, y en 
realidad la dominación de la fuerza, videntur principari... dominantur; y por el otro la 
esclavitud... potestatem habent ipsorum; carencia ú ausencia de autoridad, ciega vio- 
lencia, sumisión trémula y servil, y nada de obediencia: he aquí la sociedad pagana”o. 


Este será uno de los elementos característicos de los pensadores que reaccionan 

frente al pensamiento ilustrado y revolucionario, con su exaltación de los mitos 
y 
políticos de la antigiedad. Así, frente a la idealización de los modelos del pasado 
grecorromano, los reaccionarios del XIX tratarán de trazar un cuadro alternativo, 
basado en la exposición de todos los defectos y lacras de las sociedades precristianas, 
y 
para contraponerlas a los beneficios del cristianismo. Un factor importante que se 
destaca es la impiedad de los pueblos antiguos. Así, para de Maistre el verdadero 
S 

peligro que supone la cultura griega para Occidente estriba en la transmisión del 
espíritu pagano y ateo: 


¿No fue la Grecia la encantadora de las naciones? ¿No se encargó ella de trans- 
mitir a la Europa las supersticiones del Egipto y del Oriente? ¿Por ella no somos aun 
paganos? ¿Hay una fábula, una locura, un vicio que no tenga su nombre, su emblema 
o máscara griega? Y para decirlo de una vez, ¿no es la Grecia la primera que tuvo el 
horrible honor de negar a Dios, y de prestar una voz temeraria al Ateísmo, que no 
había aun osado tomar la palabra delante de los hombres?» 


Consiguientemente el dictamen de Lamennais no puede ser más inapelable: «La 
historia instructiva de esta nación célebre no es otra cosa que la historia de los delitos 
y desgracias»"?, Para el vizconde Louis de Bonald, exponente arquetípico del pensa- 
miento reaccionario, los pueblos más célebres de la antigiedad, vivían una existencia 
desfigurada derivada de un mal entendimiento de las leyes naturales. Así aunque 
había retenido el dogma de la existencia de la divinidad, habían caído en la idolatría. 
Igualmente, habían trocado el dogma del sacrificio en homicidio, del poder paternal 
en el despotismo del poder sobre la vida de sus hijos, y habían convertido el poder 
político en esclavitud. Bonald considera que estas experiencias no pueden repetirse, 
toda vez que el cristianismo ha aclarado definitivamente las conciencias acerca de lo 
permitido y lo prohibido. Por tanto, todo conocimiento sucesivo de la verdadera ley 


no Felicité Robert de Lamennais, De la indiferencia en materia de religión. Trad. de la 4.* ed. francesa 
por fray José Maria Lasso de la Vega. Cadiz, 1820-1833, 5 vols, vol. IL, 157. En esta como en las otras obras 
de la época, se ha respetado la grafía y acentuación originales. 

m1 José de Maistre, Del Papa, seguida de la obra De la Iglesia Galicana en sus relaciones con la Santa 
Sede. Trad. al español por los sres editores de la biblioteca de religión. Barcelona: Impr. de P. Riera, 1856, 
2 vols., vol. IL 85. 

12 Lamennais 1820-1833, vol. II, 80. 
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no puede venir más que de los preceptos establecidos por la religión cristiana, que se 
convierte así en un instrumento de iluminación de las conciencias*. 

Chateaubriand se fija en el pueblo romano, y afirma que aquella facilidad para 
morir que tanto se ha admirado de ellos, es una consecuencia de la extinción abso- 
luta del sentido moral. Él entiende que en los pueblos corrompidos son siempre 
comunes los suicidios, «porque el hombre reducido al instinto del bruto, muere con 
la misma indiferencia que éste»24, 

Por eso, aunque pueda guardarse una cierta tendencia a suponer que su orden 
político fue mejor que el nuestro, su orden moral no guarda ni punto de compara- 
ción con el producido por el cristianismo entre nosotros. El cristianismo es el prin- 
cipal factor que garantiza la conservación del sentido moral frente a la decadencia 
de los pueblos antiguos. Dicha decadencia fue palpable en los romanos debido a 
sus costumbres, y por eso el balance entre los pueblos antiguos y modernos es más 
positivo para éstosas, 

El juicio de José de Maistre sobre los griegos tampoco es muy positivo: ni en lo 
militar, ni siquiera en lo filosófico, mi en lo musical existen motivos de alabanzarS, 
Este autor detiene su atención, entre Otras cuestiones, en una cualidad particular que 
él observa en el carácter griego, y que lo distingue a su juicio de todas las naciones 
del mundo: el espíritu de a Dicho espíritu ha producido «su inaptitud para 
toda grande asociación política o moral»"7. Por eso puede afirmarse que nunca 
tuvieron el honor de ser un pueblo, pues su espíritu de división era más poderoso, 
y se extendió tanto a la política como a la filosofía e incluso a la religión"8. Para de 
Maistre el verdadero peligro que supone la cultura griega para Occidente estriba en 
la transmisión del espíritu pagano y ateo: 


¿No fue la Grecia la encantadora de las naciones? ¿No se encargó ella de trans- 
mitir a la Europa las supersticiones del Egipto y del Oriente? ¿Por ella no somos aun 
paganos? ¿Hay una fábula, una locura, un vicio que no tenga su nombre, su emblema 
o máscara griega? Y para decirlo de una vez, ¿no es la Grecia la primera que tuvo el 
horrible honor de negar a Dios, y de prestar una voz temeraria al Ateísmo, que no 
había aun osado tomar la palabra delante de los hombres?r>, 


La cuestión de la esclavitud es tratada con dureza. En algún caso, como en José 
de Maistre, se plantea la cuestión desde una doble perspectiva. El saboyano con- 
sidera la esclavitud como un socorro extraordinario para gobernar a los hombres 
como cuerpo de nación, es decir, en cuanto miembros de una comunidad política, 
siendo este socorro producto de la necesidad del orden de cosas imperante antes de 
la llegada del Cristianismo. Este orden de cosas y su necesidad era conocido por el 


13 Louis-Gabriel-Ambroise de Bonald, Legislation Primitive, considérée dans les derniers temps par 
les seules lumieres de la raison, suivie de divers traites et discours politiques. París: Librairie D'Adrien Le 
Clerq et Cie, 1847, 3 vols., vol. Il, 14. 

24 Francoise René de Chateaubriand, Genio del Cristianismo. Madrid: Mellado Editor, 1850, 2 to- 
mos, t. Il, 298. 

15 Chateaubriand 1850, t. IL, 298-299. 

16 Maistre 1856, vol. II, 63-69. 

27 Ibidem, 74. 

28 Idem. 

29 Ibidem 1856, 85. 
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sentido común universal, motivo por el que jamás fue combatido ni por las leyes ni 
por el raciocinio. La aparición del cristianismo inició la mudanza de las costumbres, 
y consecuentemente abrió una guerra continua a la esclavitud. Pero hay que notar 
que tal guerra se realizó siempre con lentitud, para evitar los trastornos inherentes 
a todos los cambios repentinos y bruscosB%. En cambio, Lamennais entendía que la 
evidencia no se decanta por la necesidad de la esclavitud en una determinada situa- 
ción histórica, sino por la libertad y la igualdad natural de los hombres. Este autor 
realiza una interesante contraposición entre le fe cristiana y la libertad, a propósito 
de la cuestión de la esclavitud. Esta ha estado fundada por espacio de más de veinte 
siglos en la sociedad, merced a la acción de la razón. En cambio, el gran beneficio de 
la abolición se debe al cristianismo, pues es Dios quien ha querido que le persona 
fuese libre y tuviese fe en la libertads!, Por eso, para De Maistre, el cristianismo ha 
realizado lo que él llama la manumisión sobrenatural3?. 


2) Contra autonomía, sociabilidad 

Una de las constantes en toda la filosofía conservadora surgida tras los exce- 
sos de la Revolución Francesa, es la afirmación de la sociabilidad humana. La vida 
social no es producto de un pacto o la consecuencia de un estado de precariedad e 
inseguridad, sino algo propio de la naturaleza humana, sobre lo que no es posible 
consensuar. Pero tanto en su discurso como en los argumentos que emplean, des- 
tacan serios fallos, serias lagunas de las que adolece el pensamiento conservador, en 
relación a la historia de las ideas jurídicas. En realidad, el pensamiento reaccionario 
no es consciente de que todo ese conjunto formado por las ideas contractualistas, 
la exaltación de la libertad o el individualismo no era algo totalmente nuevo en la 
historia del pensamiento. Su desconocimiento no les llevaba a saber que se enfren- 
taban a unos modos de entender la sociedad que arrancaban del derecho romano, 
del Tus Commune y de juristas y teólogos entre los siglos x1 a xvI1. Así, la reflexión 
sobre la libertad natural del hombre estaba ya presente en el jurista Acursio y en 
otros juristas bajomedievales como Bartolo de Saxoferrato. Y la invocación a una 
etapa presocial, Status Naturae, la encontramos igualmente en los juristas a partir 
de Baldo de Ubaldis. Más adelante, hacia el siglo xvI, vemos como Fernando Váz- 
quez de Menchaca afirma que toda sumisión legítima sólo lo es a través de un pacto. 
Frente a esto, los reaccionarios decimonónicos, sin apoyo en toda la ciencia jurídica 
anterior ni en la teología escolástica, vieron sólo en Rousseau el origen de todas las 
ideas que combatían, sin tener conocimiento de todo el proceso de génesis jurídica 
de ideas como libertad, pacto, naturaleza, así como el tránsito de las mismas a la 
Edad Moderna". 

Veamos la relación entre la sociedad y la autoridad, a través de los argumentos de 
Lamennais. Según nos explica el abate en su argumentación, no siempre lo diáfana 
que cabría esperar, la inteligencia se desenvuelve únicamente por la palabra o el testi- 
monio, y el testimonio no existe sino en la sociedad; luego es natural al hombre vivir 


Bo Ibidem, vol. L, 328-331. 

51 Cfr. Lamennais 1820-1833, t. IL 144. 

52 Maistre 1856, vol. L, nota 1 de la página 330. 

33 Sobre estas cuestiones, vid. Francisco Carpintero, «Sobre la génesis del derecho natural raciona- 
lista en los juristas de los siglos xtv-xvIt», Anuario de Filosofía del Derecho, 18 (1975), 266 et passim y 
293 et passim. 
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en sociedad. Por eso hubo necesariamente sociedad entre Dios y el primer hombre, 
mediante la que Dios le habló, dándole testimonio de su ser. Esta primera sociedad 
establecida, es la base de todas las demás y su razón de existir. A través de ella, Dios 
ha comunicado sus verdades y leyes, y por esto dichas verdades no pueden perderse 
en ninguna sociedad sin que ésta se destruya. Pero la fuerza de estas verdades no se 
basa sólo en el testimonio, pues éste no tiene fuerza ni efecto sino por la autoridad. 
«Luego, así como no hay autoridad sino en la sociedad, la sociedad no existe sino 
por la autoridad, luego donde quiera que no hay autoridad no hay sociedad»"4, 

Según Lamennais, debemos considerar la existencia de dos sociedades, basadas 
en las relaciones del hombre: con Dios y con sus semejantes. Así podemos hablar de 
una sociedad política o civil, relativa al tiempo, y una sociedad espiritual relativa a la 
eternidad. Cada una de estas sociedades posee su autoridad, y, lo que es más impor- 
tante, «éstas dos autoridades son infalibles, cada una en su orden»35, Queda claro, 
pues el punto de partida, en palabras De Bonald: «La nature fait naítre homme en 
societé, et ses vices l'isolent. Nos philosophes, au contraire, commencent par isoler 
homme, et lui font inventer la societé»16, 

La sociedad aparece como la realidad de la que depende el desarrollo de la vida, 
tanto física como intelectual. Los medios de los que se vale toda sociedad para su 
conservación son la autoridad y la fe, como condiciones necesarias de la existen- 
cia137, Pero no puede olvidarse que toda sociedad no debe ser sino el reflejo de la 
más importante sociedad entre Dios y el hombre. De nuevo, y en su habitual modo 
solemne, Lamennais explicita esta idea: Dios ha creado al hombre, por lo que existe 
una sociedad entre este y su Creador. Pero además, existe otra sociedad formada 
por todos los hombres, unidos a través de un vínculo de procedencia de un mismo 
Dios creador. De aquí el sinsentido de considerar al hombre sólo y separado de sus 
semejantes y de Dios. De nada sirve presentarnos hipótesis extravagantes de hom- 
bres aislados para corroborar la hipótesis de la supuesta naturaleza contingente de la 
sociedad, pues ser hombre no es solo tener un determinado aspecto y realizar unas 
funciones básicas y comunes a todos los animales. Ser hombre, en el más completo 
sentido de la palabra es poder participar de la vida moral e intelectual, como dones 
de la sociedad538, Por contra, la imagen de un hombre rompiendo todos los vínculos de 
dependencia para no depender más que de sí mismo sólo excita la compasión. Es la 
viva imagen de la nada, de quien ha roto sus lazos y el orden necesario para arrojarse 
a un triste destino. De quien ha renunciado a la grandeza de su ser con otros para 
precipitarse en la esclavitud. Pero esta descripción no se refiere sólo a la sociedad 
considerada en su aspecto civil o político. Cuando el hombre abandona la 
sociedad religiosa va decayendo hacia diferentes estados: herejía, deísmo, ateísmo 
y escepticismo universal, «último término donde acaba el ser inteligente»!40. Este 
proceso trae su causa en la independencia de la razón. Cuando no se consulta más 
que a ella sola, el hombre se instala en una situación contra la naturaleza, es decir, 


54 Lamennais 1820-1833, t. III, 142. 

B5 Ibidem, 142-143. 

36 Bonald 1847, t. L, 331. 

57 Cfr. Lamennais 1820-1833, t. III, 68. 
38 Ibidem 68 y 78. 

59 Cfr. Ibidem, 93. 

140 Ibidem, 94-95. 


CONSERVADORES Y REACCIONARIOS: CONCEPTOS Y TEMÁTICAS 45 


contra Dios, que es la mayor autoridad, revelador al hombre de la verdad a través 
de la palabra. Si el hombre se separa de la sociedad con Dios mediante el libre des- 
pliegue de una razón autosuficiente, la razón muere: ha violado la ley del testimonio 
o de la autoridad, que es ley divina'*. Pero también cierra el paso a la posibilidad 
de la más completa educación, la que corresponde al hombre en plenitud de su ser, 
es decir, ejerciendo su sociabilidad. Esta es tan necesaria como el sustrato físico de 
tal modo que entre lo físico y lo social se da una estrecha relación de dependencia: 
Bonald afirma al respecto. «La organización física del hombre nos ilustra acerca 
de su destino social; y en la cuna del niño, que acaba de nacer, vemos la cuna de la 
sociedad»!4?. Bonald nos dice que la educación es la forjadora de nuestro espíritu 
social, así como las instituciones políticas y religiosas son las que forman la educa- 
ción. Porque la organización nativa, esto es, nuestra Constitución natural al nacer, 
nos hace robustos o débiles, pero la educación social nos hace buenos o malos. Por 
eso puede decirse que si la naturaleza nos da cerebros, la sociedad nos da pensamien- 
tos, «y en cierto modo forma al hombre físico para el hombre inteligente»"s. Así 
sucede que al orden físico de la naturaleza sucede el orden moral de la sociedad, esta 
sustitución de lazos físicos por los morales puede entenderse mejor si contemplamos 
el suceso del nacimiento: 


Porque cuando este ser, para todos invisible, llegó ya al término fijado para su 
nacimiento, y cuando todos los órganos están formados (pues se observa que los que 
nacen antes de tiempo tienen casi todos algún órgano imperfecto) la madre y el hijo 
se separan el uno del otro; el lazo, que hasta físicamente les unía, se rompe, y un lazo 
moral le sustituye; de donde viene que, por do quiera que este lazo moral no tiene 
vigor, cesan las afecciones naturales; y el infanticidio, permitido tal vez por las leyes, 
o tolerado por las costumbres, aguarda al niño al mismo umbral de la vida. Más cuan- 
do la naturaleza abandona el niño a sí mismo después de haberle producido, su otra 
naturaleza, y la única desde entonces, la sociedad, le acoge para conservarle la vida, y 
principalmente para formar su razón. La que le parió no es ya solo la hembra de su 
especie, es la madre de un hombre. El hombre hasta entonces solo marido, ya es padre. 
Comienza un nuevo orden de cosas, el orden moral!44. 


3) Hombre-Sociedad: de nuevo los «Status» 

Se trata de lograr la más exacta demostración de la indisolubilidad de los lazos 
que ligan al individuo con el medio social, incluso estableciendo un paralelismo 
que venga a demostrar que el camino vital del hombre y la sociedad son idénti- 
cos. Siguiendo este esquema argumental, De Bonald es quien mejor nos dibuja la 
unión humana y social, a través de su descripción de los estados del hombre. Este va 
pasando por diferentes estados vitales. Tenemos así la infancia, la adolescencia y la 
virilidad: El hombre nace imperfecto, porque sus pensamientos no obedecen a una 
voluntad determinada y sus movimientos o actuaciones no tienen una meta general 
y determinada. Desde este estado, pasa a otro caracterizado por la afirmación de 


141 Cfr. Ibidem, 138. 

142 Louis Ambroise de Bonald, Investigaciones filosóficas acerca de los primeros objetos de los conoci- 
mientos morales. Trad. por D. J. P. V. Madrid: Impr. Real, 1824, 2 vols., vol. IL, 107. 

143 Ibidem, 11. 

144 Ibidem, 108. 
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la voluntad y el menosprecio de la razón, acción sin fuerza y sin virtud, como lo 
denomina De Bonald, o la edad de un infante robusto, según la denominación de 
Hobbes a la que se refiere el vizconde. Finalmente, el hombre logra su estado natu- 
ral o de madurez, en el que se alcanza el equilibrio entre razón y voluntad y entre 
virtud y acción. Pues del mismo modo podemos decir que la sociedad pasa por estos 
tres mismos estados, en los que sus leyes comienzan por ser imperfectas y débiles y, 
mediante el progreso, acaban siendo el fruto de la sabiduría y la prudencia's. 

Este es un planteamiento similar al que Hegel realiza posteriormente en su obra 
Principios de la Filosofía del Derecho: los diferentes momentos del concepto de 
voluntad, desde lo que él denomina «derecho abstracto» al posterior de la «morali- 
dad». En aquellos momentos históricos de fuerte reacción conservadora éstas eran 
tesis muy comunes!46, 

Esta explicación de De Bonald se ajusta al esquema típico que siguieron los 
teóricos de la escuela moderna del derecho natural en el siglo xv111, y que retoman 
los autores católicos que reaccionaron frente a este ¡usnaturalismo. Es la teoría del 
estado natural y los estados adventicios. Por esto, la filosofía contrarrevolucionaria 
muestra así su continuidad con la apologética antiilustrada. 

Los testimonios en uno u otro sentido son muy variados. Desde el campo ius- 
naturalista moderno, un autor como Daries explicaba que los hombres pueden ser 
considerados bien en sí mismos o con relación a otros. En el primer caso, hablamos 
de estado natural de soledad, y en el segundo de estado social absoluto!47. Desde los 
católicos, Ignatius Schwarz explica que el status de los hombres en general no es otra 
cosa que cierta condición de vida que puede considerarse de dos maneras: meramen- 
te natural, en el que el hombre se mantiene por la mera naturaleza, e independiente 
de cualquier otro acto propio o ajeno que sea restrictivo de la libertad congénita, o 
de modo adventicio, estado al que el hombre accede y en el que tiene restringida su 
libertad por sí o por los demás'48, 

Anselmo Desing, a la hora de determinar los estados adventicios, distingue, en 
primer lugar, la sociedad conyugal o estado familiar. El segundo estado adventicio 
es la sociedad civil o estado político, que supone la unión de muchas sociedades 
domésticas y añadir a los deberes del hombre los que se refieren a su cualidad de 
ciudadano. El tercer estado adventicio es el resultante de la unión de muchas socie- 
dades civiles en una: la sociedad compleja, sociedad de sociedades o estado de Esta- 
dos. La última categoría de estado adventicio es el estado religioso, o simplemente 
la religión católica. Este estado se superpone a la sociedad simple o compleja, lo que 


145 Cfr. Bonald 1847, vol. L, 408-409. 

146 Vid. Georg W. Friedrich Hegel, Principios de la Filosofía del Derecho o Derecho Natural y Cien- 
cia Política. Trad. de Juan Luis Vermal. Buenos Aires: Editorial Sudamericana, 1975, parágrafos 34 et 
passim y 105 et passim. 

147 Joachim Georges Daries, Institutiones inrisprudentiae universalis in quibus omnia inris naturae 
socialis et gentium capita in usum auditorii sui methodo scientifica explanatur. lenae, 1764, cap. L 7. 

148 Ignatius Schwarz, Institutiones Iuris Universalis Naturae et Gentium ad normam moralistarum 
nostri temporis, maxime protestantium, Hugonis Groti, Puffendorffi, Tomáis Vitriarii, Heinecci, alio- 
rumque ex recentissimis adornatae et ad crisis revocatis eorum principiis, primum fusiore, tum succintiore 
método pro studio academico accomodatae. Augustae, 1743, Titulus II, Instructio l, 129. 
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quiere decir que la religión no está dentro del estado civil, sino al revés. Por tanto, 
las cuestiones religiosas gozan de superior jerarquía frente a las civiles!49, 

Todo este proceso es la consecuencia del desarrollo de la verdad moral, que es 
la que produce tanto el progreso de la civilización como el de la razón del hombre. 
Por contra, la ausencia de toda verdad o el defecto en su desarrollo constituye al 
hombre en una situación de ignorancia y a la sociedad en un estado de barbarie y de 
desorden. Pero el conocimiento de la verdad moral en toda sociedad es proporcional 
a su estado de desarrollo, al igual que el conocimiento de las verdades por parte del 
hombre es proporcionado a su edad's%. Tal verdad moral no es otra que la comuni- 
cada por el cristianismo, y que por eso constituye la base de la sociedad. Una moral 
que Chateaubriand entiende como «absoluta e inalterable»"", En un plano distinto, 
si decimos con Bonald que el hombre es una inteligencia servida por órganos, las 
distintas sociedades a las que el hombre pertenece, domésticas, públicas, religiosas 
y políticas, no son otra cosa que un poder servido por ministros. Esta relación se 
extiende desde el hombre, considerado por Bonald como un pequeño mundo, al 
orden general del universo, que atestigua esta misma relación inteligencia-Órganos 
y poder-ministros!5, 


4) Dios quiere la sociedad 

Un argumento expuesto por Juan Donoso Cortés puede servirnos para ilustrar 
este epígrafe. El político extremeño se fija en frase del Génesis: Hagamos al hombre 
a nuestra imagen y semejanza. Según nos expone en sus Bosquejos Históricos, en esta 
expresión se unen el matiz de la variedad y el de la unidad. La variedad se refiere a las 
tres personas divinas (Hagamos al hombre), mientras que la unidad de esencia viene 
representada por la expresión a nuestra imagen y semejanza. Pero estas afirmaciones 
llevan consigo otra que las comprende a ambas: la afirmación de la sociedad divina, 
resultante de la variedad personal y de la unidad de esencia. Por ello, la frase del 
Génesis significa también la voluntad divina de creación de la sociedad humana, 

Donoso intenta demostrar que tanto la sociedad como el hombre son insepara- 
bles, y obedecen a ciertas leyes generales reveladas por Dios desde el principio de los 
tiempos. Tales leyes constituyen la Revelación, y por ellas el hombre tuvo noticia de 
cómo habían de gobernarse los individuos y de las que regirían las sociedades huma- 
nas, constituyéndolo «en un estado de civilización perfectísimo e incomparable»54, 
Esto se realiza bajo dos presupuestos: el primero, la sujeción del hombre a leyes 
fijas e invariables, pese a su libertad, como son las leyes del mundo moral, leyes de 
jerarquía superior frente a cualesquiera otras. El segundo analiza el acto creador de 
Dios bajo la idea general del orden, presidido por Dios como síntesis suprema. Lo 


149 Cfr. Anselmo Desing, [uris Naturae Larva detracta compluribus libris sub titulo Iuris Naturae 
prodeuntibus. Monachii, 1753, cap. 1. them. VII, VIII y XX, pp. 2-4. Citado por Leticia Cabrera, Moder- 
nidad y Neoescolástica: Anselmo Desing. Cádiz: Servicio de Publicaciones de la Universidad de Cádiz, 
2001, 85-89. 

152 Bonald 1847, vol. L, 409-411. 

51 Chateaubriand 1850, vol. L, 195. 

152 Juan Donoso Cortés, Obras Completas. Madrid: BAE, 1946, 2 vols., vol. Il, 152-153. 

153 Cfr. Ibidem, 147. 

154 Ibidem, 152. 
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contrario supone para Donoso una extravagancia racionalista, al partir de la ausencia 
de leyes en las cosas y a éstas en busca de aquéllas!5s, 

Si, pues, ha existido una revelación de Dios al hombre, en forma de leyes morales 
independientes de la voluntad humana, dicha revelación ha existido igualmente para 
la sociedad, «porque la sociedad es el hombre, y nada más que el hombre, conside- 
rado desde cierto punto de vista especial y de cierta manera»'%, 

De Bonald explica que Dios es el gran pensamiento de la sociedad, de modo que 
las imágenes bajo las cuales se le representa son en cierta manera el gran espectáculo 
de la sociedad, y el culto que se le tributa es la gran acción de aquélla. De este modo, 
la religión es la gran herencia de los pueblos y su inalienable patrimonio, y el uso 
que se hace de ella es también la causa de los progresos sociales o el principio de 
las revoluciones'57. No puede entonces sorprender la afirmación de Chateaubriand 
cuando establece la conformidad del espíritu evangélico a todo buen principio de 
orden social, de modo que los consejos del Evangelio forman la verdadera filosofía, 
y sus preceptos el verdadero ciudadanos$, 

El elemento de unión fundamental es el que se personifica en las leyes espiri- 
tuales. Lamennais insiste en que no puede existir verdadera unión sino entre los 
espíritus, por lo que la sociedad y todas sus leyes esenciales son de orden espiritual 
o religioso. Por eso, antes de Jesucristo la sociedad política era imperfecta y no 
podía desenvolverse, porque la religión verdadera universal no estaba constituida 
públicamente"5. Esta se hallaba concentrada en el núcleo familiar, y las creencias se 
perpetuaban en ella a través de las funciones de la paternidad. La revolución benefi- 
ciosa que operó el Cristianismo consistió en hacer de la religión un asunto público 
o, dicho según su expresión, en elevar la sociedad religiosa al estado político'%. 

Esta contraposición entre religión doméstica y pública, o también llamada de 
Estado, la encontramos en Bonald. Él explica en el capítulo VIH del primer volumen 
de la Legislation Primitive, que cuando hablamos de sociedad debemos entenderla 
en una doble acepción: sociedad religiosa o política, a las que también denomina 
divina y humana, y cada una de ellas puede ser considerada bien en sentido privado, 
a lo que denomina estado doméstico, o en estado público:ó, 

Para Bonald la soberanía de Dios no se limita a la sociedad religiosa, sino que se 
extiende igualmente a la sociedad política. Él realiza al respecto una distinción entre 
Religión natural, que se corresponde con una situación espiritual propia de un tipo de 
familia primitiva y poco desarrollada, caracterizada por la debilidad. Son las sociedades 
de producción. Por contra, la Religión revelada se corresponde con un estado espiritual 
de madurez del hombre, razón por la que esta religión está propiamente capacitada 
para ser religión oficial o de Estado. Aquí hablamos de sociedades de conservación:%, 


15 Ibidem, 152-153. 

156 Ibidem, 153- 154. 

157 Bonald 1847, vol. II, 36. 

158 Cfr. Chateaubriand 1850, vol. II, 286. 

159 Felicité Robert de Lamennais, La religión considerada en sus relaciones con el orden político y civil. 
1* y 2* parte, Valladolid: Impr. de Aparicio, 1829, 2* parte, 293. 

160 Cfr. Ibidem, vol. Il, 295. 

161 Cfr. Louis-Gabriel-Ambroise de Bonald, Essay analitique sur les lois naturelles de lórdre social, 
ou de pouvotr, du ministre et du sujet dans la societé. París: Librairie D'Adrien Le Clerc et Cie, 1840, 131. 

162 Cfr. Bonald 1840, 135 y Bonald 1847, vol. L, 403. 
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Se trata, por tanto, de hacer pasar al género humano de un tipo de religión privada a 
una «religión nacional», como lo fue el judaísmo, y como posteriormente lo ha sido 
el Cristianismo!6, 


5) Cristianismo-Civilización 

En la argumentación reaccionaria, se trata de dejar claro que no es posible encon- 
trar un modelo histórico con el que el cristianismo pueda parangonarse, como bien 
intenta mostrar Lamennais. Para él, la civilización admirable de Europa es deudora 
del Cristianismo, cuestión que admite poca duda!ó4, Por eso puede hablarse de la 
religión cristiana como de un poderoso elemento de regeneración que, en caso de 
retroceder o desaparecer, hace retrogradar a la sociedad:65, 

Se tiene así también la percepción de que se asiste a un crecimiento atrófico de las 
sociedades modernas, puesto que al desarrollo intelectual y material no acompaña 
el sentido moral. La reflexión de Chateaubriand lo ejemplifica: «El estado material 
se mejora, el progreso intelectual se desarrolla cada vez más, y las naciones en vez 
de adelantar atrasan: ¿de dónde dimana esta contradicción? Proviene de que hemos 
perdido en el orden moral». Tampoco faltan autores a los que no escapa otra 
percepción premonitoria. La devaluación de la individualidad en beneficio de la 
colectividad. Chateaubriand escribe al respecto: 


Afírmase que en esta futura civilización se engrandecerá la especie, y yo mismo he 
sustentado esta proposición: sin embargo, ¿no es de temer que el individuo se rebaje? 
Podremos ser abejas laboriosas ocupadas en comer nuestra miel. En el mundo material 
los hombres se asocian para el trabajo, una multitud llega más pronto y por diferentes 
caminos al objeto a que se dirige; las masas de individuos levantarán las pirámides, y 
estudiando cada uno por su parte, estos individuos encontrarán descubrimientos en 
las ciencias y explorarán todos los arcanos de la creación física. ¿Pero sucede lo propio 
en el mundo moral?:07, 


Por tanto las opciones son las siguientes: o la sociedad descansa en la religión, o 
el orden social se vuelve imposible sin aquella. De nuevo, Lamennais nos ilustra esta 
idea: la creencia en un Dios y en una vida futura se encuentra en todos los pueblos. 
Dicha creencia es la única sanción de todas las obligaciones, y defiende el orden y las 
leyes, y en ella se apoya y descansa la sociedad. Luego todo daño a esta creencia ter- 
mina por destruir la sociedad. Él advierte que el peligro fundamental consiste en des- 
pojar los principios sociales y políticos de un fundamento trascendente. En efecto, si 
se parte de la idea de la religión como realidad trascendente que abarca todas las leyes 
a las que el hombre debe obedecer, abandonarla es abandonar todas las obligaciones, 
es romper a un tiempo todos los vínculos de la sociedad y «constituirse en el estado 
más completo y horroroso de desorden en que pueda ponerse una criatura libre»:68, 
Si, entonces, todo depende de la mera voluntad humana sin referencia a un orden 


163 Cfr. Bonald 1847, vol. L, 406. 

164 Cfr. Lamennais 1829, vol. II, 137. 

165 Cfr. Idem, 

166 Chateaubriand, Memorias de ultratumba en Obras de Chateaubriand, Madrid: F. de P. Mellado, 
editor, 1849-1850, 19 vols., vol. V, 463. 

167 Ibidem, vol. V, 406. 

168. Lamennais 1820-1833, vol. II, 186. 
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más permanente, la legitimación para el mando se desliza peligrosamente hacia los 
terrenos de la fuerza. Es la gran aporía del discurso moderno: la autonomía del indi- 
viduo conduce finalmente al desorden'6. 


6) Siempre la autoridad; y el orden 

Para el pensamiento reaccionario decimonónico, existe un presupuesto fun- 
damental para entender la confusión acerca de las cuestiones sobre el poder y la 
autoridad: La influencia funesta que para Europa ha significado el protestantis- 
mo. Donoso Cortés, lo enuncia de forma categórica: «El verdadero peligro para las 
sociedades humanas comenzó en el día en que la gran herejía del siglo xv1 obtuvo 
el derecho de ciudadanía en Europa. Desde entonces no hay revolución ninguna 
que no lleve consigo para la sociedad un peligro de muerte»0, A partir de este 
presupuesto antiprotestante y antiliberal, común a la reacción del x1x, se articula un 
pensamiento fuertemente venerador de la idea de autoridad, pues sólo gracias a ella 
pueden contrarrestarse las desviaciones revolucionarias. 

El conde José de Maistre nos ilustra acerca de la razón por la que, en gene- 
ral, conviene siempre que nos apoyemos en los criterios de autoridad a la hora de 
tomar una decisión: la razón humana, nos dirá de Maistre, «está manifiestamente 
convencida de la impotencia para conducir a los hombres, porque hay pocos que 
estén en estado de raciocinar bien sobre alguna materia, y ninguno sobre todas», 
Lamennais, como es habitual, también nos sirve de ilustración: para él, la autoridad 
es principio y final, la regla básica a la que el hombre debe acomodar su existencia: 


Así por todas partes nos sale la autoridad al encuentro; anima y conserva en uni- 
verso que ha creado. Sin ella no hay exigencia, no hay verdad, no hay orden. Como 
principio y regla que es de nuestros pensamientos, de nuestros afectos y deberes reina 
sobre toda nuestra alma, que vive únicamente por la fe, y que muere al punto que deja 
de obedecer. Y esto no debe sorprendernos, pues que el imperio de la autoridad no es 
más que el imperio de la razón manifestado por la palabra"”. 


El vizconde Louis Ambroise de Bonald lo expresa también de la siguiente manera: 


La sociedad toda, religiosa y política, no es más que poderes y deberes; y si pres- 
cribir y dirigir constituyen el poder, escuchar y practicar son todos los deberes. No 
se puede concebir sociedad sin esta doble necesidad de precepto y obediencia, y cual- 
quier reunión de hombres, adonde no hubiese autoridad que tuviese el derecho de 
exigir obediencia a sus decretos, seria propiamente una anarquía, esto es, ausencia y 
muerte de toda sociedad”, 


Lamennais habla también del «culto sagrado al poder», aludiendo a una cita de 
Tertuliano que lo llama religión de la segunda majestad. El abate explica cómo el 
principio de ordenación que todo poder entraña, al ordenar la sociedad constituye 
el poder social, al obrar sobre las familias constituye el poder doméstico. Por tanto, 


169 Cfr. Ibidem, 76. 

170 Donoso 1946, vol. II, 5or. 

171 José de Maistre, Las veladas de San Petersburgo 6 dialogos sobre el gobierno temporal de la Pro- 
videncia. Valencia: Impr. de J. Gimeno, 1832, 3 vols., vol. I, 109. 
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estos dos poderes son a la vez semejantes y desiguales. La semejanza está en que la 
familia es como una pequeña sociedad, La sociedad puede considerarse como una 
gran familia, o bien la reunión de todas las familias particulares. Pero en ambos 
casos son la manifestación del poder mismo de Dios, de quien toda paternidad trae 
su nombre'74, Aquí Lamennais expone pensamiento muy común en el primer tercio 
del siglo xIx, característico de la oposición romántica al racionalismo político moder- 
no, en el que, por la íntima conexión entre el poder político y el doméstico, la familia 
sirve de modelo para concebir el Estado"75. De aquí que todo ataqueala familia, a través 
de procedimientos como el divorcio o instituciones como la poligamia, destruye 
también al Estado, al introducir la anarquía en la sociedad doméstica Esta idea, junto 
con la concepción organicista del universo, es clásica en el legitimismo decimonóni- 
co. Según explica Carpintero: 


El pensamiento político jurídico típicamente romántico tendió a concebir a la rea- 
lidad como un organismo unitario que se compone, a su vez, de diversos organismos; 
el mundo social humano sería, así, una parte del Organismus universal, sometido a 
la única ley inmutable que rige la Razón universal, llamada ahora indistintamente 
Vernunft o Geist. El hombre participa, mediante su naturaleza racional, en el Espíritu 
Universal, y de éste recibe cada individuo su situación en la sociedad, sus deberes y 
derechos”76, 


Otro autor especialmente significativo para ilustrar la idea del poder en el pensa- 
miento de la reacción es de Bonald. Poder, Ministro y Sujeto, las denominadas per- 
sonas sociales, comprenden todos los posibles modos de ser del hombre en sociedad, 
al igual que mediante la causa el medio y el efecto se constituyen todas las relaciones 
físicas del universo. Una idea extraordinariamente repetida y machacada por Bonald 
en sus Obras. 


7) Las culpas de Rousseau 

Es importante señalar una cuestión: estos autores no distinguían lo que ignora- 
ban y en consecuencia hicieron responsable a Rousseau de argumentos y nociones 
como la del Status Naturae, que habían sido creados y utilizados desde mucho antes. 
En efecto, no puede hablarse sólo de un origen extraño a nuestras fronteras de las 
tesis políticas liberales. Las ideas individualistas y contractualistas, con independen- 
cia de sus precedentes medievales, se encuentran ya expuestas en los españoles Luis 
de Molina y Francisco Suárez, en el tránsito de los siglos xvi-xvI1. Así Francisco 
Suárez ya manifestaba en su tratado De Legibus, que lo que concierne a todos, debe 
ser aprobado por todos. Y en su Defensio Fidez, explicaba que el poder político es un 
poder diferente de los demás porque no pertenece a ninguna persona en concreto, 
ni siquiera al conjunto de los ciudadanos considerados individualmente (esto, según 
parece, argumentado contra Luis de Molina) sino que reside en todo el pueblo. 
Incluso anteriormente, podemos encontrar ideas similares en los teólogos españoles 
del xvr, fueran de Salamanca o de Coimbra, aunque no desde el ángulo expresamente 
individualista de Molina y Suárez. Pues bien, toda esta tradición de pensamiento es 


174 Lamennais 1820-1833, vol. Il, 136. 

175 Cfr. Francisco Carpintero, Los inicios del positivismo jurídico en Centroeuropa. Madrid: Actas, 
1993, 40 el passim. 

176 Ibidem, 42. 
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desconocida y por ende ignorada por los reaccionarios, que hacen así a Rousseau 
cabeza de turco de los «pecados» liberales. 

De este modo, frente al mito del bon sauvage propio de los philosophes, el pensa- 
miento reaccionario parte de una concepción antropológica pesimista, matizada no 
obstante por la idea de trascendencia divina. 

José de Maistre lo ejemplifica muy bien en sus Veladas de San Petersburgo: para 
nuestro autor, la idea central que lo explica todo es la del pecado original. Éste se 
repite constantemente en la historia, aunque de un modo secundario. El hombre 
como ser imperfecto está sujeto al mal, pero en virtud de una degradación accidental, 
ya que si no habría que pensar que Dios le ha creado malo, lo cual es imposible. Pero 
si esta sujeción al mal se reproduce insistentemente, puede llegar a degradar al sujeto 
y a sus generaciones venideras de modo absoluto. De este modo nace el llamado 
pecado original de orden secundario"77. Pero también existe otra cuestión a tener 
en cuenta: «Que todo ser que tiene la facultad de propagarse no puede producir 
más que seres semejantes a sí mismo»"8, Por tanto, si un ser llega a ser degradado, 
su posteridad no será semejante al estado primitivo de ese ser, sino al estado degra- 
dado al cual ha descendido por una causa. En el caso de De Maistre, esta causa es 
el estado criminal de un pueblo, que comete atropellos como tal pueblo79. En este 
caso, estamos hablando de un tipo de enfermedades morales que van viciando a los 
hombres de generación en generación, y de las que De Maistre opina que pueden 
llegar a echar a perder una raza, debido a lo que él denomina «la continuación de las 
prevaricaciones», que pueden degradar absolutamente al hombre. De esta situación 
proceden los denominados «salvajes», tomados como modelo por Rousseau, al que 
califica como «uno de los más peligrosos sofistas de su siglo»:%o- 

Según De Maistre, el ginebrino ha confundido al salvaje con el hombre primitivo, 
cuando aquél «ni es ni puede ser más que el descendiente de un hombre desprendi- 
do del grande árbol de la civilización por alguna prevaricación cualquiera»"*!, Por 
tanto, junto al pecado original existe lo que denomina «enfermedad original», y si 
por aquél estamos sujetos en general a toda clase de padecimientos físicos, por la 
enfermedad lo estamos a toda clase de vicios!ó2, Su fondo de maldad y degradación, 
es descrito por el autor en términos terribles: 


En el estado a que está reducido, carece de la dicha del ignorante. Es preciso que 
se contemple sin cesar, y no lo puede hacer sin avergonzarse. Su grandeza misma le 
humilla, porque sus luces que le elevan hasta el Ángel, solo sirven para hacerle cono- 
cer en sí mismo inclinaciones abominables que le degradan hasta el bruto. Busca en el 
fondo de su ser alguna parte sana, y no puede encontrarla. Todo está corrompido por 
el mal, y el hombre entero es una enfermedad. Conjunto inconcebible de dos poderes 
diferentes, e incompatibles entre sí; Centauro monstruoso; siente que es el resultado 


177 Maistre 1832, vol. L, 76-83. 

178 Cfr. Ibidem, vol. L, 77. 

179 Cfr. Ibidem, vol. L, 93. 

180 Cfr. Ibidem, vol. L, 78. 

181 Cfr. Ibidem, L, 78-79. 

182 «Esta enfermedad original no tiene nombre alguno, y solo existe en la capacidad de sufrir todos 
los males; así como el pecado original (abstracción hecha de la imputación) es la capacidad de cometer 
todos los crímenes» en Maistre 1832, t. L, 80. 
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de alguna maldad desconocida, de alguna mezcla detestable que ha viciado al hombre 
hasta en su ciencia la más íntima'%, 


Chateaubriand analiza si el contrato social de los publicistas es la convención pri- 
mitiva u original de los gobiernos. Si tomamos como base la fórmula de Rousseau, es 
decir, la que nos dice que cada uno pone en común su persona y todo su poder bajo 
la suprema dirección de la voluntad general, recibiendo a cada miembro como parte 
indivisible del todo, Chateaubriand estima que para que este raciocinio sea exacto 
es necesario suponer una sociedad que no existía, y un conjunto de personas que 
realizarán el tránsito a la sociedad civil, lo que plantea el problema de quienes serán 
estos sujetos. No puede pensarse en un tránsito tan brusco, por lo que es necesario 
imaginar un estado civil intermedio entre el de naturaleza y aquel del que habla 
Rousseau. Por tanto, el contrato que supone no es el original:%4, La gran dificultad 
estriba entonces en saber cuál será ese contrato primitivo. 

Esta crítica muestra un gran desconocimiento hacia toda la tradición de la idea del 
pacto. Los argumentos de Chateaubriand traducen en verdad la ignorancia acerca 
de la tradición escolástico-católica de siglos anteriores. Porque para los escolásticos de 
los siglos XVI-XVIL, así como para algunos nominales anteriores, el contrato social 
era sólo una idea regulativa para entender todo orden político. Con ella pretendían 
reconstruir la génesis del poder no en la historia, sino en la pura razón. Los reaccio- 
narios no podían entender nada de esto. El corte en las ideas que se había producido, 
tanto en el tomismo como en la línea jesuítica de Coimbra, afecta al siglo x1x y por 
tanto produce este tipo de razonamientos, en los que se critican ideas y conceptos 
sin conocer su verdadera razón. 

De Bonald se detiene al respecto en la clásica cuestión de los status sociales y 
jurídicos. Y distingue entre el estado nativo o de pura naturaleza, y el estado nal 
El primero, es una situación imperfecta en la que el hombre se halla sumido en el 
vicio y la degeneración. El estado natural es aquella situación en la que el individuo 
alcanza su perfección, bien diferente de la situación de pura naturaleza. El error de 
Rousseau, según Bonald, consiste en haber tomado el estado imperfecto por el natu- 
ral, cuando en realidad el verdadero estado natural es aquél en el que el individuo 
desarrolla su razón y su virtud en la sociedad, participando en las instituciones natu- 
rales como la familia y el Estado*85. Estas realidades, al contrario de lo que sostuvo el 
pensamiento tusnaturalista moderno, no tienen, pues, nada de artificiales, pues son 
constitutivas de la persona en el mundo. 


8) La concepción de la ley 

Lamennais explica que las leyes son la expresión de las relaciones que unen entre 
sí los miembros de una misma sociedad. Cuanto más naturales y perfectas sean las 
relaciones que expresan, tanto más perfectas serán las leyes, y más aptas para con- 
ducir los seres sociales a su fin «que es la felicidad o la tranquilidad del orden»'6, 
En cambio, si las leyes expresan relaciones arbitrarias o falsas, serán una constante 


183 Maistre 1832, vol. L, 84-85. 
184 Cfr. Chateaubriand, Ensayo sobre las revoluciones antiguas y modernas, 2 vols. en Obras, vol. L, 


185 Vid. Bonald 1847, vol. L, 233. 
186 Lamennais 1820-1833, vol. II, go. 
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fuente de desorden y desgracia. Lamennais intenta aclararnos qué es lo que él entien- 
de por relaciones arbitrarias y falsas: cuando la ley se hace depender de un pacto 
que a su vez depende de las voluntades libres de los hombres se atribuye a tal 
pacto la facultad de crear la autoridad y la ley, con lo que ésta no es más que la 
voluntad del hombre, o, según la expresión de Rousseau, la expresión de la volun- 
tad general. Convertida, pues, la ley, en expresión de la voluntad general, y puesto 
que Rousseau atribuye siempre la j Justicia y la bondad a esta voluntad, las leyes 
serán siempre justas y el pueblo creará la justicia del mismo modo que la ley187. Por 
este camino, nos dice Bonald, llegamos a que, al negar la intervención de Dios en 
la sociedad, y una vez atribuida la soberanía al hombre colectivo o pueblo, al ser 
el pueblo el soberano legítimo, todas sus leyes serán buenas, lo mismo aquella que 
establezca los infanticidios que aquella que fomente los matrimonios'8, 

En su habitual estilo y gusto por las relaciones triádicas, Bonald nos ofrece una 
concepción de la ley en la que se acentúan los rasgos teocráticos y personales que 
imprime a su pensamiento. Hay que partir de que para Bonald el Decálogo es el 
punto de partida para el recto entendimiento de las cosas. En él se expresan las 
relaciones naturales de las personas sociales, poder, ministro y sujeto, y es la pro- 
mulgación de la verdad, la institución de la razón humana y el fundamento de la 
sociedad:99. De ahí que en el Decálogo se expresen las relaciones fundamentales del 
poder y el servicio. Así, por ejemplo, el mandamiento que nos insta amar y servir 
sólo a Dios expresa la ley fundamental de la soberanía de Dios sobre los hombres, y 
también la ley del servicio que el hombre debe al Ser Supremo. Para Bonald, dicha 
ley contradice el principio de la filosofía moderna, basada en el interés privado y el 
amor del hombre a sí mismo. Él aprecia una contradicción entre este principio, que 
pretende ser la base de unión entre los hombres en la filosofía ilustrada, y la rea- 
lidad de su aplicación, que se dirige contrariamente a dividir más a las personas!9, 
Siguiendo con estos razonamientos basados en el Decálogo, el precepto que manda 
honrar padre y madre expresa la ley o regla fundamental del poder, ya que éste, 
sea doméstico, político o religioso, no es otra cosa que expresión de la paternidad, 
familiar o pública, Por esto Dios es llamado Padre y los jefes de las naciones son lla- 
mados padres de sus pueblos. Los demás preceptos, tales como no matar, no robar, 
no adulterar... expresan en cambio las relaciones de los hombres entre ellos, tanto 
en sus relaciones afectivas como seres físicos como en sus relaciones patrimoniales 
como propietarios!%, 

En cuanto a su definición de la ley, nos dice que la ley es el conocimiento de las 
relaciones «verdaderas» de los seres, revelado y transmitido por la autoridad', Él 
no se conforma con dar solo una definición, y por eso en sus obras encontramos 
diversas nociones de ley, que se van construyendo escalonadamente, a medida que 
avanzan sus razonamientos. Así, define también la ley como la expresión de una 
voluntad general y la declaración de las relaciones derivadas del estado «natural» de 
los seres, que para De Bonald es el estado de convivencia en sociedad y en el Estado. 


187 Cfr. Ibidem, vol. IL, 91. 

188 Cfr. Bonald 1847, vol. II, 21-22. 
189. Cfr. Ibidem, vol. II, 8. 

10 Cfr. Bonald 1840, 141. 

191 Cfr. Ibidem, 142 y 144. 

192 Cfr. Bonald 1847, vol. Il, 3. 
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Esta definición puede, a su juicio, traducirse del lenguaje filosófico a uno más fami- 
liar, diciendo que es la voluntad de Dios y la regla del hombres. Es voluntad, es 
decir, pensamiento de aquel ser que quiere algo, cuya representación fundamental se 
halla en el poder. Cuando éste expresa su pensamiento y voluntad, surge la llamada 
palabra del poder. Por ello, podemos definir también la ley como la expresión de la 
voluntad del soberano, promulgada por el poder, para ser la regla del sujetos, El 
elemento personal y el poder pueden ser de distintos grados. Tenemos, pues, dis- 
tintos «hombres» que encarnan los distintos poderes sociales: Hombre-Dios en la 
religión, hombre-príncipe en el Estado y hombre-padre en la familias. 

La ley más importante es la ley general o divina, eterna e inmutable y que no admi- 
te jamás dispensa, al ser portadora de una bondad absoluta. Es la palabra del poder 
soberano, de Dios mismo. En cambio, la ley local o civil es la palabra del hombre, 
poder subordinado a Dios en el tiempo y en el espacio. Estas leyes son temporales 
y susceptibles de dispensa, pues contienen un grado de bondad relativo. Por eso 
afirma que la ley general participa de la inmutabilidad de Dios y las leyes particu- 
lares de la mutabilidad del hombre. De Bonald realiza además una importante 
distinción entre lo legítimo y lo legal: la ley general expresa la legitimidad y es sinó- 
nima de permanencia, en cambio la local expresa lo simplemente legal o contingen- 
te. En las sociedades bien constituidas, legitimidad y legalidad se confunden, pues 
las leyes locales, al estar inspiradas en las generales, expresan también relaciones 
inalterables!9. 

De Bonald realiza una división de las leyes en humanas, locales o civiles, aten- 
diendo también al contenido. La ley es la regla del hombre en las relaciones con sus 
semejantes, bien sea para prescribir o para prohibir. En este caso se llaman leyes 
políticas. En cambio las leyes morales son las reglas de las voluntades humanas y las 
que él denomina leyes de police son la regla de las acciones. Las leyes civiles condu- 
cen al hombre al orden, y las criminales lo devuelven al orden. Las leyes domésticas 
son la regla de la familia, las públicas la regla del Estado y las de derecho de gentes 
la regla de las naciones'%, 

Con otras palabras, las leyes que derivan de la voluntad de Dios, llamadas común- 
mente leyes naturales, deben ser el antecedente de las leyes particulares o positivas. 
Estas últimas tampoco deben ofrecer contradicción, y aunque pueda parecer que 
existe, lo que en realidad ocurre muchas veces es que obedecen a finalidades distin- 
tas. Por ejemplo, la ley que permite el celibato no se opone a la que regula el matri- 
monio, pues el fin de éste es el de conservar el género humano por la reproducción, 
mientras que el celibato tiene como fin dar a la sociedad ministros que prediquen el 
amor entre los hombres y les impidan turbar la paz!9. 

Como puede verse por el tono general de estas exposiciones, la filosofía reac- 
cionaria insiste de manera especial en el carácter inmutable de la ley natural. Pese 
al error, muy difundido, de entender que ésta y otras ideas responden al más puro 


193 Cfr. Ibidem, vol. IU, 9. 

194 Cfr. Bonald 1840, 115. 

195 Cfr. Bonald 1847, vol. Il, 25. 

196 Cfr. Ibidem, vol. IL, 32-33. 

197 Cfr. Idem. 

198 Cfr. Bonald 1847, vol. II, 25-26. 

199 Cfr. Ibidem, vol. IL, 24 y 31, apdo. c. 
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tomismo, son en realidad una creación moderna, que arranca de los escolásticos 
españoles del siglo xv1 Gabriel Vázquez, Luis de Molina y Francisco Suárez. Desde 
ellos sólo se admite, o bien un voluntarismo divino donde todo es creación contin- 
gente de Dios, o un objetivismo en el que existe un orden inmutable de las cosas. 
Dicen comentar a Santo Tomás pero en realidad tienen poco que ver con la explica- 
ción tomista de la ley natural20o, 


9) La opción por la monarquía 

En el pensamiento reaccionario del siglo xIx resulta clara la opción de sus repre- 
sentantes más significativos por el ideal de la monarquía. No obstante, en algún caso 
como el de Chateaubriand dicha opción va acompañada de cierto relativismo por las 
formas de gobierno. Este autor razona que al ser la libertad de derecho natural y al 
nacer con el hombre, puede existir en porciones iguales en las tres formas de gobier- 
no. Él quiere dejar claro que la tarea del historiador no consiste en preferir una 
forma a la otra, sino en observar en su tarea la mayor libertad para poder enjuiciar 
sin perjuicios a los pueblos y juzgarlos, no conforme a reglas a priori, sino conforme 
a los siglos en que se desarrollaron?o!. Para Chateaubriand, uno de los peligros que 
también se debe evitar en cuanto a formas políticas es el de la imitación, porque lo 
que para un pueblo puede ser adecuado no tiene porqué serlo para otro?o, Él se 
preocupa de atender a la diferencia que existe entre la enunciación de los principios 
y sus consecuencias prácticas. Así, si nos fijamos en la idea de la soberanía popular 
puede pensarse que en teoría es buena, pero si atendemos a sus consecuencias prác- 
ticas veremos que en realidad es funesta?03. Por eso le parece que existe un gobierno 
particular y natural, adecuado al momento histórico de cada nación. Cuando este 
sistema se altera, la nación tarde o temprano termina volviendo al sistema que le es 
adecuado?o4, 

Para los autores que prefirieron la reacción a los principios revolucionarios de 
1789, la monarquía hereditaria satisface plenamente su concepción del poder. En 
ella, y bajo la influencia del Cristianismo como motor de unificación de la huma- 
nidad, el punto de partida lo constituye la idea de un único Dios, un único pueblo 
y un único pastor o gobernante, así como de un único orden moral y jurídico que 
constituye la Cristiandad (Christianitas o Respublica Cristiana). En este esquema 
resalta la idea de unidad como valor, como bien expresa el pensamiento de Lamen- 
nais. Él explica que la unidad es la esencia del orden, porque el objeto del orden es 
unir, y la misma sociedad no es otra cosa que la unión de criaturas semejantes entre 
sí. «Donde no hay unidad hay separación o división, oposición, pugna, combate, 
desorden y desgracias»205, En esta concepción, Dios es visto no sólo como creador 
y ordenador del mundo, sino también como su Rey. De aquí que la imagen de Dios 
como Rey del universo opera como paradigma del orden político, y eleva la monar- 
quía a la condición de la mejor forma política adecuada a la condición humana. De 
Bonald es quizá quien mejor ilustra estas tesis. Para él, la monarquía es la forma de 


200 Con relación a esta cuestión, vid. Cabrera 2001, 98-102. 

201 Cfr. Chateaubriand, Estudios Históricos.... 2 vols., en Obras, vol. I, 129. 
202 Cfr. Chateaubriand, Ensayo..., vol. L, 354. 

203 Ibidem, vol. I, 369-370. 

204 Ibidem, vol. L, 399-400. 

205 Lamennais 120-1833, vol. II, 66. 
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gobierno que mejor encarna la unidad física del poder, y como la misma palabra 
Rey hace referencia al poder mismo?%, Al mismo tiempo, la monarquía es la que 
mejor responde a la Constitución humana, pues, según el Vizconde, si consideramos 
al hombre en sí mismo puede decirse de él que es también una monarquía, donde 
se repite el conocido esquema de poder, ministro y sujeto. En el hombre, la parte 
súbdita estaría constituida por todas las necesidades físicas y las pasiones que nos 
igualan con los animales, pasiones que de continuo luchan con la parte racional y 
superior para establecer su dominación. Por eso el poder en el hombre debe velar 
por la conservación de la parte sensitiva subordinada. 

Pero la argumentación de De Bonald acerca de la perfección de la monarquía 
no estaría sin su exposición de los tres estados de la sociedad, a la que ya hicimos 
alguna referencia. Estos son el imperfecto, el perfecto o natural y el corrompido o 
contra la naturaleza. Los seres organizados, que para el Vizconde son el hombre y 
la sociedad, nacen en una situación de debilidad. Ese es el estado imperfecto. Mani- 
festaciones concretas de él son el repudio o la poligamia en la familia, la religión 
natural y el despotismo o poder arbitrario en el Estado. Desde él, pueden pasar a un 
estado de madurez, que en el hombre se define por la virilidad y la razón. Este es el 
estado natural o perfecto, que referido a la sociedad recibe el nombre de civilización. 
Pero los seres pueden empeorar en su estado, porque sus medios no han sido bien 
desarrollados o han hecho un mal uso de ellos. Así llegamos en el hombre al esta- 
do de enfermedad corporal o debilidad moral. Esto es en la sociedad lo opuesto a 
la civilización, estado malo, corrompido o contra la naturaleza. Ejemplos de semejan- 
te estado se representan en el divorcio y el infanticidio en el individuo, y la soberanía 
del pueblo en el Estado. En cambio, el estado bueno o perfecto se caracteriza por 
la superación de estas lacras, y consiste, podríamos decir, en el tránsito de lo plural 
a la unidad, esto es, en la instauración del cristianismo como religión de un único 
Dios, la monevesnogamia, la indisolubilidad del matrimonio y la monarquía?o, 

Como consecuencia de esta bondad intrínseca del régimen monárquico, la Pro- 
pia Iglesia lo adopta para su gobierno, dando los autores un argumento más en este 
sentido. De Maistre afirma que la Iglesia universal es también una monarquía seme- 
jante a todas las demás, aunque templada por el elemento aristocrático, y se refiere a 
la supremacía del Sumo Pontífice como monárquica?o9, Igualmente, el abate Lamen- 
nais afirma que si Jesucristo ha establecido el gobierno monárquico en la Iglesia, y 
si el Papa es su soberano, atacar su autoridad y limitar su poder es destruir la Iglesia 
y pretender sustituir un gobierno humano y arbitrario al que ella ha recibido de 
Jesucristo”. En el pensamiento de Lamennais, Dios es así el gran monarca, como él 
lo llama, del que de penden todas las sociedades de la tierra, dependientes de la gran 
sociedad perfecta y eterna de las inteligencias, regida por Dios. Subordinado a El se 
encuentra el otro gran soberano, el Papa, que ejerce una monarquía espiritual. Según 
Lamennais, éste es el fundamento y la garantía de las monarquías temporales de los 
reyes, y por esto, sustraer a los reyes del poder de la Iglesia es someterlos al poder 


206 Cfr. Bonald 1840, 89. 

207 Cfr. Bonald 1824, vol. L, 192. 

208 Vid. Louis-Gabriel-Ambroise de Bonald, Del divorcio en el siglo XIX. Madrid: Impr. de la Socie- 
dad Literaria y Tipográfica, 1845, 53, 54 4 59 Y 74: 

209 Cfr. Maistre 1856, vol. 1, 43 y 69-70, y vol. IL 31. 

210 Cfr. Lamennais 1829, vol. IL 63. 


58 ENRIQUE V. DE MORA QUIRÓS 


del pueblo y al vaivén de sus pasiones?1!. La analogía entre autoridad pontificia y real 
es puesta de manifiesto también por De Maistre, para quién jamás se ha podido alte- 
rar el poder pontificio sin que se resintiera el de los príncipes. De ahí que la monar- 
quía europea no pueda constituirse ni conservarse sino por la religión una y única, 
y si este aliado falta, el poder perece??. Por estas razones, se comprende el ataque 
lanzado por este autor contra el Jansenismo, al que acusa de dar los primeros golpes 
a la piedra angular del edificio eclesiástico con sus «criminales innovaciones». De 
Maistre ve también en el Jansenismo una manifestación más del Calvinismo, que se 
disfraza con otro nombre para avanzar en una nueva fase de la historia24. Pero los 
ataques no se dirigen tan sólo contra esta corriente, sino también contra el galicanis- 
mo, en cuanto viene a sustraer a los reyes de la autoridad eclesiástica en los asuntos 
temporales, y a poner en duda la dimensión monárquica de la Iglesia. No extraña así 
la insistencia del abate Lamennais sobre este punto con el que, según él, se convierte 
a la Iglesia en una Repúblicas. 


21 Cfr. Lamennais 1820-1833, vol. IL, 179 y Lamennais 1829, vol. IL 153. 
212 Cfr. Maistre 1856, vol. I, 203-204, y vol. II, 89. 

23 Cfr. Maistre 1856, 29. 

214 Cfr. Ibidem, 14 y 18. 

215 Cfr. Lamennais 1829, vol. IL 159. 
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ESDE HACE algunas décadas las independencias latinoamericanas ya no son 

consideradas como levantamientos anti-coloniales que se deben estudiar 

dentro de una lógica puramente americana. Son vistas más bien como parte 
de un proceso revolucionario euro-americano que empieza con la Revolución Fran- 
cesa y abarca gran parte del siglo x1x!. Este proceso ya no se describe como «revo- 
lución burguesa» porque no es precisamente el cambio social lo que lo caracterizó. 
Más bien se trató de una revolución política en la cual desapareció el antiguo régi- 
men y surgieron los Estados nacionales. Ellos se distinguían del sistema anterior, 
entre otras cosas, porque la soberanía ya no residía en el Rey sino en el pueblo el 
cual dejó de ser un conjunto de cuerpos y empezó a definirse como la totalidad de 
los ciudadanos, es decir individuos con derechos políticos. Ellos se encuentran y se 
enfrentan en una esfera pública que antes no existió y este encuentro/enfrentamien- 
to es lo que empezó a llamarse política, término que en la misma época cambiaba 
su sentido?. Finalmente la organización de lo político era definido por los mismos 


1 Esta nueva visión se distingue de las antiguas descripciones de las revoluciones atlánticas porque 
estas se limitaron a Europa y América del Norte. Véase por ejemplo, Robert R. Palmer, The Age of Demo- 
cratic revolution. A political History of Europe and America, 1760-1800. Princeton: Princeton University 
Press, 1964, 2 vols. 

2 Desafortunadamente en el Diccionario político y social del mundo iberoamericano no se analiza el 
término «Política» pero sí se describe el cambio del imaginario político analizando términos como vecino/ 
ciudadano, opinión pública, pueblo/pueblos y república/republicanos. El término «política» (y «Politik> 
respectivamente) se analiza en Javier Fernández Sebastián y Juan Francisco Fuentes, eds., Diccionario 
político y social del siglo XX español, Madrid: Alianza Editorial, 2008; también en Javier Fernández Sebas- 
tián y Juan Francisco Fuentes Aragones, dirs., Diccionario político y social del siglo XIX español. Madrid: 
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ciudadanos através de constituciones políticas que sustituían de alguna manera las 
antiguas costumbres y la voluntad del Rey. 

Todo este proceso ha sido resumido magistralmente por Francois-Xavier Guerra 
y hay un sinnúmero de estudios que describen como se manifestó a nivel local. Hay 
dos aspectos del análisis de Guerra que deseo destacar aquí. En primer lugar, Guerra 
habla de un «triángulo» de las «posiciones políticas» en el «proceso revolucionario». 
Distingue entre «modernos», «abolutistas» y «constitucionalistas históricos». 

Los modernos comparten con los absolutistas la imagen del poder como rela- 
ción binaria Estado-individuos, la lucha contra los privilegios de los cuerpos y las 
tentativas de homogeneización social. Los absolutistas coinciden con los constitu- 
cionalistas históricos en los fundamentos históricos de la sociedad y en el imaginario 
de una sociedad formada por estamentos. Y, en fin, los modernos con los consti- 
tucionalistas históricos en el rechazo del poder absoluto y en la necesidad de una 
representación de la sociedad. 

En segundo lugar, Guerra explica «la irrupción de la modernidad» con «muta- 
ciones culturales y políticas de los grupos dirigentes, y de la sociedad». Según esta 
interpretación, las revoluciones de las independencias no se debían a una nueva clase 
social (la burguesía, por ejemplo) sino a que dentro de sociedades que social y eco- 
nómicamente no habían cambiado mucho se había realizado un cambio cultural en 
la élite. Debido a este modelo de cambio no hace falta que Guerra explique a que se 
debe que el cambio se pueda imponer. Pero tampoco puede explicar porque había 
guerras de independencia si dentro de la élite se había dado este cambio. Es decir, 
por un lado Guerra habla de diferentes «posiciones» políticas y por el otro explica 
el cambio por mutaciones culturales. 

En las líneas que siguen analizaré el pensamiento conservador como una corriente 
política que surgió después de las revoluciones de las independencias en ambos lados 
del Atlántico. Sigo la interpretación de Guerra respecto a la ubicación de las revolucio- 
nes. Se dieron a la vez en Europa y en las Américas y por eso no se puede describir los 
procesos americanos sin tomar en cuenta los europeos. Por eso ocupándome de México 
y de Brasil me ocuparé a la vez de España y de Portugal. También estoy de acuer- 
do con Guerra en que hay que analizar las revoluciones de las independencias como 
revoluciones políticas. Es decir me concentraré en el análisis del pensamiento político 
sin analizar los cambios profundos en el mundo social y económico. Sin embargo el 
pensamiento político no está desvinculado de intereses sociales, políticos e institucio- 
nales. Más bien expresa los mismos. Por eso, prefiero distinguir en el antiguo régimen 
tres «posiciones» (para utilizar el término de Guerra) que van a ser importantes para el 
pensamiento conservador que es un pensamiento post-revolucionario y que puede ser 
considerado como el legítimo heredero de estas tres posiciones. Lo que Guerra llama 


Alianza Editorial, 2002 y en Otto Brunner, Werner Conze y Reinhart Koselleck, eds., Geschichtliche 
Grundbegriffe. Stuttgart: Klett-Cotta, 1978, vol. 4; Javier Fernández Sebastián, dir., Diccionario político 
y social del mundo iberoamericano. La era de las revoluciones, 1750-1850 (Iberconceptos 1). Madrid: Fun- 
dación Carolina-Sociedad Estatal de Conmemoraciones Culturales-Centro de Estudios Políticos y Con- 
stitucionales, 2009. 

3 Francois-Xavier Guerra, Modernidad e independencias. Ensayos sobre las revoluciones hispánicas. 
Madrid: MAPFRE, 1992, 29. 

4 Ibidem, 12. 

5 Ibidem, 14. 
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«absolutistas» prefiero llamar «pensamiento regalista» por parecerme un término más 
cercano a la época y más preciso respecto a la figura clave de este pensamiento, el Rey. 
Lo que Guerra llama «constitucionalistas históricos» prefiero llamar «pensamiento 
foralista»S. Me parece más preciso aunque el término se utiliza casi exclusivamente para 
España. Se trata del pensamiento que defiende los derechos (o fueros) de los cuerpos 
del antiguo régimen, sean ellos territoriales, sociales o institucionales. Por lo general 
en los documentos de la época no se encuentra el término «Constitución» (antigua o 
nueva) pero sí los términos «derechos», «mercedes», «costumbres», «fueros», etc. En 
terer lugar me parece importante tomar en cuenta el pensamiento católico o para ser 
más preciso, el pensamiento clerical el cual Guerra subsume bajo los «consticionalistas 
históricos». Sin embargo el «pensamiento clerical» defiende una posición que no tiene 
que estar de acuerdo con los fueros de muchos cuerpos antiguos. Con las revoluciones 
en ambos lados del Atlántico todos estos pensamiento perdían 1 importancia porque 
sus propuestas dejaban de ser viables. Por eso en los años 1830 surgió un pensamiento 
conservador que reunió elementos de estos tres corrientes. El pensamiento conservador 
no era el pensamiento político del antiguo régimen. La palabra en el sentido político 
ni siquiera existió hasta el siglo x1x7. El pensamiento conservador era un pensamiento 
post-revolucionario y en este sentido era un pensamiento moderno. Por eso, la idea 
de Guerra de llamar «modernos» a los que generalmente se llaman liberales me parece 
problemática porque no distingue entre diferentes corrientes del pensamiento político 
moderno. Los liberales no eran los únicos modernos. 

Me parece importante distinguir entre pensamiento político y luchas políticas 
y hablar del «pensamiento conservador» y no de conservadores. Aunque el pensa- 
miento político forma parte de las luchas políticas, ellas abarcan muchas acciones 
más. Mientras que es posible distinguir analíticamente dos ideas que aparecen en 
uno o más textos, las personas que defienden estas ideas no tienen que militar 
en dos bandos. A lo mejor se han unido para combatir un tercero o consideran estas 
diferencias menos importantes que otras ideas que comparten. Además una persona 
puede defender en un campo ideas que se consideran conservadores y en otro ideas 
que se consideran más liberales, progresistas o incluso socialistas. Por eso, no habla- 
ré de conservadores, foralistas, etc. sino del pensamiento. Me limito aquí a analizar 
este y no analizo las luchas políticas por el poder. Repito que esto no significa que 
el pensamiento político no forme parte de las luchas políticas8, 
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Para comprender el pensamiento conservador desde el siglo xIx hasta el xx1 hay 
que tomar en cuenta su idea del hombre. Defiende una antropología negativa, es 


6 Javier Fernández Sebastián habla de «fuerismo», vid. Javier Fernández Sebastián, La génesis del 
fuerismo. Prensa e ideas políticas en la crisis del Antiguo Régimen (País Vasco, 1750-1840). Madrid: Siglo 
Veintiuno Editores, 1991. 

7 Fernández Sebastián 2008, 183-187; Brunner y Koselleck 1978, vol. TIL 531-565. 

8 Para esta concepción del pensamiento político, véase Quentin Skinner, The Foundation of Mod- 
ern Political Thought. Cambridge: Cambridge University Press, 1978, 2 vols.; Richard "Tuck, «History 
of political thought» en Peter Burke, New Perspectives on Historical Writing. Cambridge: Polity Press, 


1992, 193-205. 
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decir una idea del ser humano como un ser imperfecto que va a cometer los crímenes 
más horribles si se le deja totalmente libre. Es la idea contraria al «buen salvaje» y a 
la «mano invisible». El hombre no es bueno y tampoco es bueno que todos sigan su 
interés personal. Obviamente esta premisa antropológica corresponde a cierta visión 
cristiana del ser humano vinculada al pecado original. El pensamiento conservador 
nunca es anti-religioso, aunque no es un pensamiento clerical. De esta visión del 
hombre hay que sacar la consecuencia que el hombre necesita una autoridad que le 
corrija y controle. El pensamiento conservador se fija en el Estado como tal auto- 
ridad. Y como tercera constancia del pensamiento conservador se puede mencionar 
que como el hombre es imperfecto hay que desconfiar de todos los cambios que él 
quiere introducir. Lo que ya existe no es visto como algo bueno por el pensamiento 
conservador pero se ha originado y mantenido en el pasado y por eso no hay que 
cambiarlo arbitrariamente. El pensamiento conservador no está contra el cambio 
pero desconfía del hombre (y de su supuesta razón) como agente soberana del cam- 
bio. El cambio no equivale a mejora ya que el hombre es un ser imperfecto, Estas 
tres bases del pensamiento conservador se pueden buscar en el antiguo régimen en 
el pensamiento regalista (autoridad necesaria dentro de la sociedad), el pensamiento 
foralista (defender lo que existe contra cambios arbitrarios) y el pensamiento clerical 
(defensa de una visión del hombre y de la autoridad espiritual). 

El absolutismo ilustrado es una historia mucho estudiada y muy conocida!o. En 
contra de las interpretaciones antiguas según las cuales no había ilustración en el 
mundo ibérico se ha establecida una visión de una ilustración específica en España, 
Portugal y América Latina". Este no es el lugar de repetir esta interpretación. Pero 
hay que destacar dos aspectos. En primer lugar, la ilustración del mundo ibérico en 
ambos lados del Atlántico se distinguió de la ilustración francesa por su orientación 
en el actuar del Rey. Las más importantes cuestiones trataban medidas, reformas 
y políticas (en el sentido antiguo de la palabra) específicas. Por lo general, la ilus- 
tración ibérica carecía del tono utópico-radical de muchos escritos franceses. Por 
consiguiente se puede decir que la ilustración española (para dar un ejemplo) se 
ocupaba de España mientras que la francesa se ocupaba de todo el mundo y del más 
allá. Un segundo aspecto es que en el mundo ibérico la ilustración se enfrentaba al 
problema de la decadencia. Aunque no hay creer en la decadencia era obvio que 
las monarquías española y portuguesa habían perdido poder e influencia frente a 
Francia, Inglaterra/Gran Bretaña e incluso frente a poderes de segundo nivel como, 
por ejemplo, Prusia. Por lo tanto, la cuestión del poder de las monarquías ocupaba 


9 Existe un gran número de estudios que tratan definir o describir lo que es el pensamiento con- 
sevador. Entre los mejores se encuentran Isaiah Berlin, The Roots of Romanticism. Princeton: Princeton 
Univesity Press, 1999 y también del mismo autor Three Critics of Enlightenment: Vico, Hamann, Herder. 
Princeton: Princeton University Press, 2000; Martín Greiffenhagen, Das Dilemma des Konservatismus in 
Deutschland. Munich: Piper, 1971. 

10 Richard Herr, The Eighteenth-Century Revolution in Spain. Princeton: Princeton University 
Press, 1958; Antonio Mestre Sanchis, Apología y crítica de España en el siglo XV111. Madrid: Marcial Pons, 
2003; Francisco Sánchez-Blanco, El absolutismo y las luces en el reinado de Carlos 111. Madrid: Marcial 
Pons, 2002. 

= Wilson Martins, História da inteligencia brasileira: Volumen 1: (1550-1794), Sáo Paulo: T. A. 
Queiroz, 2000[5.* edición], vol. II: (1794-1855), Sáo Paulo: T. A. Queiroz Editor, 1992 [3.a ed.]; La 
América española en la época de las luces. Tradición. Innovación. Representaciones, Madrid: Ediciones de 
Cultura Hispánica, 1988. 
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un lugar central en el pensamiento ilustrado y regalista en el mundo ibérico. Y final- 
mente se trataba de un pensamiento que se ubicaba en Europa y en América. Las 
Américas no eran simplemente receptores pasivos de los debates sino participantes 
ya que formaban parte de las respectivas monarquías. 

La historiografía suele destacar la oposición contra las reformas borbónicas en 
la América española. Sin embargo, sería una equivocación imaginarse toda la Amé- 
rica española como un bloque anti-absolutista. Las ideas del regalismo/absolutismo 
también se difundían en las Américas. Conviene citar un escrito de José Manuel 
Rodríguez que lleva como título la pregunta «Como deben haverse los vasallos 
con sus reyes?» y que se publicó en la ciudad de México en 1768. La respuesta dice 
«como con ministros de Dios, independientes de toda criatura en lo temporal, hon- 
randolos, y obedeciendolos por amor del mismo Dios, en quanto no sea contrario a 
su santa ley». Y para que nadie pensara que esto significara que el Rey se subordi- 
nara a la interpretación ecclesiástica de la ley, el autor agrega que los vasallos no son 
sólo los «sujetos puramente seculares» sino también todo «Religioso, Sacerdote, 
Obispo». La subordinación total al Rey se debe a que los reyes son «Vice-Geren- 
tes» y «Lugar-Tenientes» de Dios en la tierra'*. De esta premisa se llega después de 
varios argumentos a la conclusión que todos los vasallos tienen que obedecer a todas 
las leyes (léase disposiciones) del Rey sea su contenido lo que sea: 

TI. A ningun Vasallo le es licito juzgar de la Justicia de las Leyes de su Principe. IT. 
Que quando se duda si la Ley es justa, tienen obligacion de obedecerla los vasallos. 
TIT. Que toda Ley, sea el Dominante el que fuere, se há de presumir siempre justa. 

Es obvio que este texto se publicó en el momento de la expulsión de los jesuitas 
de la monarquía española. Justifica esta medida explicando los ideas del regalismo, 
es decir la primacía sobre cualquier cuerpo, institución, persona o costumbre. Es 
importante reconocer que esta idea no fue un capricho de algunos ideólogos en la 
corte de Madrid sino un pensamiento político con fundamento y amplia difusión 
en ambos hemisferios'5. Claro que los virreyes también j jugaron un rol importante en 
la propaganda real. En el mismo contexto el virrey marqués de Croix, por ejem- 
plo, comunicó que «De una vez para lo venidero deben saber los súbditos del gran 
monarca que ocupa el trono de España que nacieron para callar y obedecer, y no 
para discutir ni opinar en los asuntos de gobierno», 

El pensamiento regalista no desapareció con la Revolución Francesa. Al contra- 
rio, después de la ejecución de Luis XVI y del terrenr la defensa del Rey y de sus 
regalías ganaba importancia. Esto se debió, entre otras cosas, a las interpretaciones 
dominantes de la Revolución Francesa. Hay que recordar que en el mundo ibérico 
las historias más difundidas de la revolución la describían como una conjuración 
de un grupo reducido de filósofos y enemigos del catolicismo. En estas historias, el 
Rey católico (sea de Francia, España o Portugal) era la clave del éxito o fracaso de la 


2 Joseph Manuel Rodríguez, ¿Como deben haverse los vasallos con sus reyes? Platica doctrinal. 
México: Impr. Real del Superior Govierno de el Br. D. Joseph Antonio de Hogal, 2. 

3 Ibidem, 2-3. 

14 Ibidem, 6 

5 Compárese por ejemplo Beltran de Beltran, Luis, Las esperanzas de los enemigos de la religion 
frustradas; las nuestras excedidas, México: Felipe de Zúñiga y Ontiveros, 1772. 

16 Citado en José Miranda, Las ideas y las instituciones políticas mexicanas. Primera parte: 1521-1820, 
México: Instituto de Derecho Comparado, 1952, 159. 
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revolución”. El análisis de Edmund Burke publicado ya en 1790 tenía mucho menos 
impacto en el mundo ibérico*%. Según Burke la revolución estalló debido a muchos 
errores en el antiguo régimen. Burke defiende el sistema inglés, es decir un sistema 
post-revolucionario. Menciona varias veces la «revolución gloriosa». Aunque las 
«Reflexiones sobre la Revolución en Francia» se tradujeron en 1812 al portugués, la 
traducción omitaba todos los párrafos y capítulos del original inglés críticos al sis- 
tema francés. Así, el traductor logró de presentar un Burke absolutista a su público 
brasileño!9. Recién en 1826 se publicó una traducción al español, que salió a luz en 
México". Además es difícil encontrar referencias a Burke antes de los años 1830 
mientras que Agustín Barruel era un autor bastante citado. 

El texto más conocido en esta línea de un nuevo absolutismo post-revolucionario 
es el «Catecismo del estado según los principios de la religión» que se publicó en 
Madrid en 1793. Su autor Joaquín Lorenzo Villanueva más tarde iba a ser uno de 
los defensores de un sistema político liberal lo que es una interesante continuidad 
personal del absolutismo (ilustrado o contrarrevolucionario) al liberalismo decimo- 
nónico”. En 1793 Villanueva escribió: 


Ni el uso de la potestad secular ni los medios por donde ella se adquiere deben 
tener influjo en la sumisión y respeto de los que están sujetos a esta potestad. [...] La 
soberana autoridad de los Príncipes no pende de contrato ninguno que hagan los que 
ejercitan con sus súbditos, sino de la voluntad y providencia de Dios”. 


El poder legítimo del Rey es amenazado, según Villanueva, tanto por los filóso- 
fos como por los «nuevos teólogos». Estos son los jesuitas pero es claro que des- 
pués de la muerte de Luis XVI cualquier persona puede ser acusada de defender el 
regicidio. Después de la revolución la defensa del Rey devino sínonimo de la defensa 
del orden social. 

Hay un segundo aspecto importante acerca del impacto de la Revolución Fran- 
cesa: la revolución de Saint Domingue. Ultimamente la historiografía ha subrayado 


17 Véase las obras más importantes de Agustín Barruel y sus respectivas traducciones al español: 
Agustín Barruel, Histoire du clergé pendant la révolution Francoise, Londres: J. P. Coghlan, 1793, Histo- 
ria del clero en el tiempo de la revolucion francesa, México: Mariano Joseph de Zúñiga y Ontiveros, 1800; 
Mémotres pour servir a l'histoire du Jacobinisme, Londres: Le Boussomnier, 1798-1799, 4 vols.; Memorias 
para servir á la historia del jacobinismo, Palma: Impr. de Felipe Guasp, 1813, 2 vols. 

18. Edmund Burke, Reflections on the Revolution in France, Londres: J. Dodsley, 1790. 

19 Edmund Burke, Extractos das obras politicas e economicas de Edmund Burke (traducido por José 
da Silva Lisboa), Río de Janeiro: Impressio Regia, 1812. Acerca de esta traducción véase Ulrich Micke, 
«José da Silva Lisboa. Conservatism and Liberalism between Europe and America» en Renate Pieper y 
Peer Schmidt, eds., Latin America in the Atlantic World. El mundo atlántico y América Latina (1500— 
1850). Essays in honor of Horst Pietschmann, Colonia: Bóhlau Verlag, 2005, 177-194. 

20 Edmund Burke, Reflexiones sobre la revolucion de Francia, México: Oficina a Cargo de Martin 
Rivera, 1826. La primera edición en España se publica en 1954 [sic]. Edmund Burke, Reflexiones sobre la 
revolución francesa, Madrid: Instituto de Estudios Políticos, 1954. 

21 Existe una autobiografía: Joaquín Lorenzo Villanueva, Vida literaria de Don Joaquin Lorenzo 
Villanueva, Londres: Dulau y Cía., 1825, 2 vols. 

2 Joaquín Lorenzo Villanueva, Catecismo del estado según los principios de la religion, Madrid: 
Impr. Real, 1793, p. 6. Hay una edición en línea con ortografía moderna en http://www.cervantesvirtual. 
com/obra-visor/catecismo-del-estado-segun-los-principios-de-la-religion--o/html/ffo828ba-82b1-11df- 
acc7-002185ce6064_69.htm 

23 Villanueva 1793, 17. 
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la importancia de esta revolución en varias regiones de las Américas?4. La revolu- 
ción en Saint Domingue tuvo un impacto importante incluso en Nueva España ya 
que significó el trastorno total de la sociedad. En 1806 el comerciante español Juan 
López Cancelada publicó en México una traducción de un pequeño libro francés 
sobre la revolución en la cual esta es descrita como una serie de masacres cometi- 
dos por «monstruos». En la introducción López Cancelada deja bien en claro que 
cualquier revolución tendrá estas consecuencias por el carácter de los «negros y 
otras castas» y que hay que cuidarse de «las extravagantes ideas» de otros países”, 
Este es solo un ejemplo entre muchos que ayudan a comprender el impacto doble 
de la Revolución Francesa. No hay lugar a dudas que había personas que saludaron 
la Revolución y pensaron que estos cambios iban a ser buenos para las monarquías 
española y portuguesa. Pero después de ta ejecucción de Luis XVI la revolución 
ayudó a reforzar la posición del Rey dentro del pensamiento político ibérico tanto 
en Europa como en las Américas. Esta era una de varias razones por las cuales la 
caída del Rey español tuvo consecuencias tan dramáticas. 


PENSAMIENTO FORALISTA 


Llamo pensamiento foralista al pensamiento que defiende los fueros, derechos y 
privilegios de los cuerpos del antiguo régimen. Los cuerpos pueden ser territoriales 
(reinos, provincias, ciudades), sociales (gremios, consulados, derechos señoriales), 
institucionales (universidades, militares) y religiosos (ordenes y iglesia). El pensa- 
miento foralista defendió la esencia del antiguo régimen, a saber la división de la 
sociedad en diferentes esferas jurídicas, en otras palabras la desigualdad jurídica. 
Este pensamiento no tenía que ser anti-ilustrado ya que la defensa de los derechos 
de una provincia podía ir juntos con ideas ilustradas sobre el desarrollo de esta 
provincia. Pero sí tenía que ser anti-regalista en el sentido que estaba en contra de 
la expansión de las prerrogativas del Rey. Como la iglesia y las ordenes eran uno 
de los más importantes frenos del poder real muchas veces se reduce la oposición 
al pensamiento regalista/: absolutista al conflicto entre poder real y clerical. Por eso, 
muchas veces la oposición al pensamiento absolutista es vista como oposición a la 
ilustración. Pero hay que distinguir: la oposición al pensamiento ilustrado tenía raí- 
ces religiosas y era generalmente anti-regalista. Pero la oposición al poder del Rey 
podía ser igualmente ilustrada. Parecida a esta confusión es una segunda confusión. 
La oposición a la expansión del poder del Rey en las Américas es vista muchas veces 
como un pensamiento anti-colonial. Pero en el fondo se trató del mismo pensamien- 
to foralista que se encuentraba en España y Portugal. Se defendían los derechos de 
los reinos, provincias y ciudades en la península al igual que en América. Esto no 
significa que se pensaba destruir la monarquía. Al contrario, se pensaba defender la 
monarquía tal como había existido por siglos. 


24 David Patrick Geggus y Norman Fiering, eds., The World of the Haitian Revolution, Blooming- 
ton: Indiana University Press, 2009. 
[Dubroca, Louis], Vida de J. J. Dessalines, gefe de los negros de Santo Domingo; con notas muy 
circunstanciadas sobre el origen, caracter y atrocidades de los principales gefes de aquellos rebeldes desde el 
principio de la insurreccion en 1791, México: Mariano Zúñiga y Ontiveros, 1806, 2. 
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Para demostrar que el pensamiento foralista no era anti-ilustrado basta citar 
dos ejemplos. En primer lugar la «Representación que hizo la Ciudad de México al 
Rey don Carlos III en 1771». En esta representación el ayuntamiento de la capital 
virreinal pidió que se prefieran criollos para los empleos en Nueva España. Se tra- 
taba obviamente de la cuestión si el gobierno debía ser directo con una figura clave, 
el Rey, o indirecto con un territorio clave, el virreinato y un gobierno en nombre 
del Rey. «Derecho(s)» es uno de los términos más utilizados en la representación. 
Dice por ejemplo que las medidas planeadas equivalen «trastornar el derecho de las 
gentes», Habla de los «derechos [...] de los naturales en toda suerte de empleos 
honoríficos de su país»?7. Y refiriéndose a los europeos en las Américas se refiere 
a «particulares derechos y costumbres»*, Al igual cita «leyes», «privilegios», «cos- 
tumbres» y «beneficios»?%. Todo el texto es un alegato que clama por la desigualdad 
jurídica. Su punto de partida es la idea de que españoles peninsulares y españoles 
americanos tienen diferentes derechos. Por eso es inaceptable que el Rey emplee 
peninsulares de preferencia. Con esta medida infringe derechos y costumbres que 
corresponden al ayuntamiento de la ciudad de México. Esto no es ningún argumento 
anti-monárquico o anti-colonial sino la defensa de un sistema monárquico-colonial 
específico. Claro que los miembros del ayuntamiento no redactaron la representa- 
ción para defender los derechos de todos los habitantes de Nueva España. Defen- 
dieron sus privilegios frente a otro grupo de la élite. Y claro está que esta defensa 
no era anti-ilustrada en sí. Al contrario, manejaba argumentos típicos del discurso 
ilustrado como por ejemplo la «utilidad pública», 

Otro ejemplo de un pensamiento foralista ilustrado es la defensa de las Cortes 
antiguas por Gaspar Melchor de Jovellanos. Aquí no hace falta repetir el rol impor- 
tante que Jovellanos jugó para la ilustración española3!. Me limito a referirme a sus 
aportes en el debate sobre las Cortes en 1811. Jovellanos fue uno de las muy pocas 
personas que defendieron Cortes estamentales. Escribió: 


<[...] ninguna parte ni porción de ella [la soberanía, UM] existe ni puede existir en otra 
persona o cuerpo fuera de ella. Que por consiguiente es una herejía política decir que 
una nación cuya Constitución es completamente monárquica, es soberano». 


De ahí Jovellanos no llega a una defensa del absolutismo. Al contrario dice tex- 
tualmente que el poder de los reyes de España no es «absoluto» porque su poder «es 
limitado por las leyes, en su ejercicio, y alli donde ellas le señalan un limite, empiezan, 


26 «Representación que hizo la Ciudad de México al rey don Carlos III en 1771 sobre que los criollos 
deben ser preferidos a los europeos en la distribución de empleos y beneficios de estos reinos», en Juan 
E. Hernández y Dávalos, ed., Colección de documentos para la historia de la guerra de independencia 
de México de 1808 a 1821, México: 1877-1882 (reimpreso Nendeln, Kraus-Thomson, 1971), vol. I, 428. 

27 Ibidem, 428. 

28 Ibidem, 434. 

29 Ibidem, 429 y 433- 

o Ibidem, 430. 

31 José Miguel Caso González, Jovellanos, Barcelona: Ariel, 1998, Manuel Fernández Alvarez, Jovel- 
lanos, el patriota, Madrid: Espasa Calpe, 2001. 

32 Gaspar Melchor de Jovellanos, «Consulta sobre la convocación de las Cortes por estamentos» 
en id., Memoria en que se rebaten las calumnias divulgadas contra los individuos de la Junta Central del 
Reino, Madrid: M. Rivadeneyra, 1858, vol. L 597. 
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por, decirlo así, los derechos de la nación»3. La decadencia de las Cortes se explica, 
según Jovellanos, por la «irrupción del poder arbitrario de los ministros»34. Pero en 
vez de inventar un nuevo sistema que no tiene base legal ni tradición ni justificación, 
Jovellanos defiende la idea de un antiguo régimen estamental en el cual las Cortes 
antiguas juegan un rol importante. Tanto la Iglesia como la nobleza tienen represen- 
tación en las Cortes y pueden proteger al pueblo contra las «irrupciones del poder 
supremo contra la libertad del pueblo», En otra ocasión Jovellanos resumió que 
<... los prelados y grandes sean los continuos celadores del equilibrio politico y del 
bien del Estado»3ó. Defender las antiguas libertades no era equivalente a criticar la 
ilustración. La crítica bien se podía limitar a la expansión del poder real y ministerial. 

Como la revolución misma definió posiciones políticas se puede ver en el lla- 
mado Manifiesto de las persas una representación de 69 diputados de las Cortes”. 
En ella los firmantes rechazan a las Cortes de Cádiz y saludan a Fernando VIT en 
el momento de su regreso de Francia en 1814. A primera vista el texto defiende el 
sistema político de los Borbones porque empieza con un largo lamento y en una 
descripción exhaustiva de los problemas y del caos que se originó debido a la ausen- 
cia del Rey. Pero después describe un sistema monárquico que no corresponde al 
siglo xvII sino a una época medieval utópica. En este sistema las Cortes se unían 
regularmente reuniendo los estamentos, provincias y ciudades. El Rey juraba «con- 
servar y observar las leyes y costumbres del reyno, los estatutos de las ciudades y 
sus privilegios que más adequaron a su índole y a sus particulares servicios»3%, Estas 
costumbres y leyes no eran revocables sin el consentimiento de las Cortes. Tenían 
«fuerza de contrato» y eran el «mutuo lazo» de la antigua Constitución española. 
«Constitución meditada y rectificada por siglos, y su observancia causó la felicidad 
del reyno»3%. La definición de la «monarquía absoluta» es obviamente absurda por- 
que describe una supuesta monarquía medieval que nunca existió. 

La monarquía absoluta [...] está subordinada a la ley divina, a la justicia y a las 
reglas fundamentales del Estado; fue establecida por derecho de conquista o por 
la sumisión voluntaria de los primeros hombres que eligieron sus Reyes. [...] Hay 
entre el Príncipe y el pueblo ciertas convenciones que se renuevan con juramento 


3 Ibidem, 597. 

34 Ibidem, 596. 

35 Idem. 

36 Jovellanos, «Exposición hecha en la comision de Cortes sobre la organización de las que iban á 
convocarse» en id., Memoria en que se rebaten las calumnias..., vol. I, 606. 

37 «Real orden, manifiesto y representación de los diputados de Fernando VIT» en Melchor Ferrer; 
Domingo Tejera y José F. Acedo, eds., Historia del tradicionalismo español, Sevilla: Trajano, 1941, 273- 
302. Entre los 69 firmantes solo 7 eran diputados para las Américas. Los historiadores que se ocuparon 
de la representación, defienden por lo general una posición anti-liberal, véase: Federico Suárez, Conser- 
vadores, innovadores y renovadores, Pamplona: Gómez, 1955; Alexandra Wilhelmsen, «El Manifiesto de 
los Persas: una alternativa ante el liberalismo español», Revista de Estudios Políticos, 12 (1979), 141-162, 
y también de la misma autora: «Los realistas en las cortes de Cádiz: debates sobre un proyecto constitu- 
cional», Cuadernos de Historia de España 63-64 (1980), 293-321 y La formación del pensamiento político 
del carlismo (1810-1875), Madrid: Actas, 1998, 79-95; María Cristina Diz-Lois, El manifiesto de 1814, 
Pamplona: Universidad de Navarra, 1967. 

38 «Real orden, manifiesto...» 1940, 297. 

39 Ibidem, 295 y 297. 
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en la consagración de cada Rey; hay leyes y quanto se hace contra sus disposiciones 
es nulo en derecho+e. 

A diferencia de Jovellanos, el manifiesto critica explícitamente la «falsa filosofía», 
término de la época para el pensamiento ilustrado+. Ella es la causa de todas las 
desgracias de España y es el deber primordial del Rey y de las Cortes de combatir 
la falsa filosofía. 

Dentro de pocos años la corriente ilustrada había desaparecido del Pensamiento 
foralista. Las luchas entre liberales y los diferentes defensores del antiguo régimen 
(o mejor dicho: de las diferentes ideas del antiguo régimen) habia obligado a cerrar 
filas. Por consiguiente unos sacrificaban sus ideas ilustradas, otros sus ideas foralis- 
tas. Para los que combatieron la revolución liberal era cada vez más difícil defender 
ideas ilustradas. 

Las independencias en América española hicieron obsoleto al pensamiento fora- 
lista del antiguo régimen. Ya no existió la amenaza del Rey absoluto. Sin embargo 
iba a demorar décadas hasta que en las provincias de los jóvenes Estados nacionales 
se reconociera el poder de los gobiernos centrales. Incluso en Brasil, el poder impe- 
rial no se cuestionó por la idea de antiguos estamentos sociales sino por los derechos 
de las provincias. En España y Portugal el pensamiento foralista no desapareció. 
Más bien, en las luchas dinásticas de los años veinte y treinta llegó a cuestionar 
abiertamente el poder del Rey. En Portugal los más importantes autores de esta 
corriente fueron Faustino José da Madre de Deos y José da Gama e Castro*. El 
primero publicó en 1824 un extenso texto en contra de la revolución liberal. Una 
vez más se repite la historia de Agustín Barruel de que todas las revoluciones fueron 
el resultado de una conspiración masónica. Este rechazo del liberalismo se combina 
con la defensa de los derechos de los pueblos. Madre de Deos niega la idea liberal 
de que la nación portuguesa fuera la «uniáo de todos os Portuguezes de ambos os 
hemisferios». Más bien la nación es «a collecgio dos povos, que habitáo as provin- 
cias de Portugal»4. Es decir, no se trata de una nación liberal constituida por ciu- 
dadanos indivduales sino de una nación constituida por cuerpos. Muchos años más 
tarde, en 1841, José da Gama e Castro, resume las posiciones del bando miguelista 
en «O novo principe», «la obra más representativa del tradicionalismo» portugués*, 
Gama e Castro había luchado con el pretendiente al trono, Miguel, y trás su derrota 
se había exiliado. Su obra siguió defendiendo las posiciones en contra de la reina 
legítima, María. Muy parecido a los carlistas en España, el problema principal de 
Gama e Castro es defender el poder del pretendiente al trono al negar el poder de 
la reina. La legitimidad del Rey ya no se funda en el poder constituido tal como 
en el pensamiento regalista del siglo xv111. Ahora hay que explicar con argumentos 
políticos porque un pretendiente tiene más derecho al trono que la reina. Por eso, 
la legitimidad del Rey ahora ya no reside en el simple hecho de ser Rey sino en su 


40 Ibidem, 298. 
1 Ibidem, 291. 
2 Para el miguelismo, véase Armando Barreiros Malheiro da Silva, Miguelismo. Ideología e mito, 
Coimbra: Livraria Minerva, 1993. 

13 Faustino José da Madre de Deos, Os povos, e os reis, Lisboa: Impressáo Regia, 1825, 13 y 29. 

44 Luis Reis Torgal, «O tradicionalismo absolutista e contra-revolucionário e o movimiento católi- 
co», en José Mattoso, ed., História de Portugal. Quinto volume: O liberalismo (1807-1890), Lisboa: Es- 
tampa, s. Í., 233. 
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actuar político. Un Rey pierde derecho de serlo si no defiende el régimen legítimo 
de la monarquía. Aunque Gama e Castro se esfuerza recalcar la posición soberana 
del Rey, sus argumentos están totalmente diferentes de los argumentos del pensa- 
miento regalista antiguo. Lo mismo pasó con el Carlismo en España donde incluso 
hubo una revuelta contra el Rey en 1827 (la revuelta de los «malcontents» o de los 
«agraviados»). En los diversos manifiestos se trata de explicar que un levantamien- 
to contra el Rey es un levantamiento a favor del Rey. Así un texto reza: «P[regunta, 
UM].- Luego deobedecerle [al Rey, UM], ¿es obedecerle? R[espuesta, UM].- Así 
es»46, Después de las guerras napoleónicas y las revoluciones en la península ibérica 
ya no había opción para regresar al antiguo régimen prerrevolucionario. Los monar- 
cas tenían que pactar de una manera u otra con constitucionalistas, reformistas o 
liberales. Lo podían hacer abiertamente como en Portugal y en España bajo Isabel II 
o de manera muy tímida como bajo Fernando VII después de 18234. La oposición 
contra este liberalismo monárquico podía ser ante la letra absolutista pero defendía 
el derecho de los cuerpos (alta nobleza, reinos, provincias, iglesia) de luchar contra 
un Rey/una Reina siempre y cuando éste/ésta apoyaron una política equivocada. 
Este pensamiento no tenía nada que ver con el pensamiento absolutista del siglo 
XVII porque no tenía su centro en la persona del Rey sino en un programa político. 


EL PENSAMIENTO CATÓLICO 


En su análisis de los enemigos de la ilustración en Francia, Darrin McMahon 
constata que «la contrailustración inventó la ilustración»48. Esta frase expresa bien 
que la ilustración no era un movimiento unificado. Ni existió ningún momento 
de ruptura sino un largo desarrollo histórico durante siglos y es difícil decir cuán- 
do comenzó, cuándo terminó y que era su carácter*. Según McMahon fueron los 
defensores de la iglesia y de un catolicismo antiguo los que en el siglo xvH1 empe- 
zaron a resumir a toda la crítica contra religión e iglesia bajo el término ilustración. 
Sin embargo, McMahon precisa que esta contrallustración formaba parte de un 
contexto discursivo que era característico para los cambios en el siglo xv111, o mejor 
dicho para la misma ilustración. En España se puede constatar un fenómeno muy 
parecido. A partir de los años 1770 se empiezan a publicar primero traducciones de 


45 Para el carlismo véase: Jordi Canal, El carlismo. Dos siglos de contrarrevolución en España, Ma- 
drid: Alianza Editorial, 2000; Jesús Millán, ed., Carlismo y contrarrevolución en la España contemporánea, 
Ayer, 38 (2000); Julio Aróstegui; Jordi Canal y Eduardo González Calleja, eds., El carlismo y las guerras 
carlistas. Hechos, hombres e ideas, Madrid: Esfera de los Libros, 2003. Para el levantamiento véase Docn- 
mentos del reinado de Fernando VII, vol. VUIL Los agraviados de Cataluña, Pamplona: Universidad de 
Navarra, 1972, 4 vols. 

46 «La revelación de un secreto. Preguntas y respuestas en forma de Catecismo dispuestas y circula- 
das por D. J. P. P.» en Documentos del reinado de Fernando VIT..., vol. 3, 111. 

47 Jean-Philippe Luis, L'utopie réactionnaire. Épuration et modernisation de l'état dans 'Espagne de 
la fin de 'Ancien Régime (1823-1834), Madrid: Casa de Velázquez, 2002. 

48 Darrin M. McMahon, Enemies of the Enlightenment. The French Counter-Enlightenment and the 
Making of Modernity, Oxford: Oxford University Press, 2001, 32. 

49 Compárese uno de los antiguos definiciones de la Ilustración que sin embargo redujo la misma 
a un movimiento filósofico en una parte de Europa. Ernst Cassirer, Die Philosophie der Aufklárung, 
Túbingen: J. C. B. Mohr, 1932. 
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textos franceses que critican la llamada «falsa filosofía» y después salen a luz obras 
de autores clericales españoles con argumentos muy similaresso, 

Estos escritos no solo defendían la religión católica como un sistema de creencias 
sino también la iglesia como un pilar institucional equivalente al Rey. Eran expre- 
samente anti-reformista hasta el punto que Fernando de Zevallos constató que «El 
empeño principal del Evangelio es mas bien no innovar jamás»*. Sin embargo, todos 
propusieron cambios en el sentido de que exigían una posición para la iglesia que 
ella (ya) no tenía. Lo fundamental para estos autores religiosos era la salvación del 
alma y el gobierno temporal (el Rey) tenía que actuar como un ministro de la iglesia 
para promover este fin. El gobierno temporal era funcional mientras que el gobierno 
espiritual era la razón de ser. Por eso, Fernando de Zevallos pudo escribir que «Para 
ser los Ciudadanos buenos Cathólicos y salvarse [quiere decir, salvar sus almas, 
UM], no es necesario vivir en una Monarquía, ni precisamente en una República». 
Zevallos, Rodriguez y Fernandez criticaron a los reformistas españoles diciendo 
que España se caracterizaba por su catolicismo. Esto era precisamente lo que dis- 
tinguía España de otras monarquías europeas. A diferencia de los «anti-ilustrados» 
franceses, los clérigos españoles han tenido éxito con esta interpretación. Buena 
parte de sus contemporáneos y hasta de la historiografía les ha creido5. 

Después de las guerras napoleónicas y la primera revolución liberal, los escritos 
religiosos del siglo xvI11 volvieron a ganar importancia. La crítica clerical al liberalis- 
mo y a la revolución se parecía en muchos aspectos a la crítica a la ilustración y a la 
reforma en el siglo xv111. Todos los argumentos se basan en la creencia católica que 
la iglesia es la única institución que puede llevar al hombre a la salvación de su alma. 
Por eso, es exige la subordinación de todos los poderes temporales. 

El sacerdocio y el imperio son dos potestades diversas; pero el soberano es súb- 
dito de Dios. Si trastorna este orden de Dios, él será el que sienta primero la pena 
de su transgresion. El sacerdote es el que vela sobre los fueros del altar, el único 
mediador entre Dios y su pueblo, el que solo conserva las relaciones del cielo con la 
tierra, del criador con la criatura, y del hombre con su Dios. 

El gobierno temporal cumple, por eso, un servicio al gobierno espiritual, a saber 
asegurar el buen trabajo de la iglesia a través del orden público y la protección que 


so Claude Francois Nonnotte, Los errores historicos y dogmaticos de Voltaire, impugnados en partic- 
uúlar por Mr. El Abad Nonote, Madrid: Impr. de Pedro Marin, 1771, Bergier, Nicolas Sylvestre, El deismo 
refutado por si mismo; o examen de los prinicipios de incredulidad esparcidos en las diversas obras de M. 
Rouseau en forma de cartas, Madrid: Blas Roman, 1777, 2 vols.; Vicente Fernandez Valcarcel, Desengaños 
filosoficos que en obsequio de la verdad de, de la religion, y de la patria, da al publico..., Madrid: Blas 
Roman, 1787-1797, 4 vols.; Fernando de Zevallos, La falsa filosofía, o el ateismo, deismo, materialismo, 
y demas nuevas sectas convencidas de crimen de estado contra los Soberanos, y sus Regalías, contra los 
Magistrados, y Potestados legítimas, Madrid: Antonio de Sancha, 1774-1776, 6 vols.; Joseph Rodríguez 
Antonio, El Philotheo en conversaciones del tiempo, Madrid: Impr. Real de la Gazeta, 1786. 

51 Zevallos 1774-1776, La falsa filosofía, vol. VI, 260. 

52 Idem. 

53 El autor emblemático para esta visión es Marcelino Menéndez Pelayo, Historia de los heterodoxos 
españoles, Santander: Aldus, 1947-1948, 7 vols. (vols. 35-41 de Edición Nacional de las obras completas 
de Menéndez Pelayo, Madrid: CSIC). El crítico más importante es Javier Herrero, Los orígenes del pensa- 
miento reaccionario español, Madrid: Alianza Editorial, 1994 [1. ed. inglés 1971]. 

54 Rafael de Velez, Apología del altar y del trono 6 historia de las reformas hechas en España en 
tiempo de las llamadas cortes; é impugnacion de algunas doctrinas publicadas en la constitucion, diarios y 
otros escritos contra la religion y el estado, Madrid: Impr. de Repullés, 1825, vol. 1, 2. 
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brinda a la iglesia. Por lo tanto, iglesia y gobierno temporal son los dos pilares de la 
sociedad, forman una unidad que debe luchar contra la «falsa filosofía» y los tras- 
tornadores del orden. Esta visión clerical post-revolucionaria ignoró a sabiendas el 
pasado reciente. Los monarcas católicos contemporáneos no habían sido los aliados 
naturales de la iglesia. Al contrario habían expulsado los jesuitas, habían confiscado 
propiedades de la iglesia y habían tomado muchas medidas para limitar los poderes 
de ella. La radicalidad de los argumentos clericales post-revolucionarios expresó 
su debilidad frente a una sociedad cada vez menos dependiente de la iglesia (social, 
económica y culturalmente). Sorprende que tantos contemporáneos y historiadores 
del siglo xx creyeran este mito de la unión entre trono y altar. Por mucho tiempo se 
negaba la revolución y se creía en las ilusiones de un arzobispo. 

Sin embargo, los cambios introducidos ya en el siglo xvItr eran obvios. Los mis- 
mos escritos clericales formaban parte de este cambio. Lo que Martin Greiffenhagen 
llamó «el dilema del conservadurismo» se puede constatar para el mundo ibérico 
también. Para rechazar las reformas, las nuevas ideas, la revolución y el liberalis- 
mo, los clericales publicaron libros, folletos, panfletos, etc. Con esto empezaron a 
jugar un rol en la esfera pública emergente. La autoridad en ella no se basaba en su 
posición de religiosos sino en sus argumentos. De este modo ya formaban parte de 
la política moderna, es decir, del intercambio de argumentos en una esfera pública. 
Esto se pudo constatar no solo en España sino también en las Américas españolas, 
en Portugal y en Brasil, aunque en la monarquía lusa hasta 1820 la censura funciona 
mucho mejor que en la españolas. 

Para el pensamiento clerical la independencia de América española era un proble- 
ma gravísimo ya que durante las guerras de independencia defensa de la monarquía 
y de la religión iban mano en mano. Aunque las independencias no cuestionaron 
el catolicismo, los nuevos Estados no tenían el mismo vínculo con Roma lo que 
se dedujo en un sínnumero de problemas respecto al patronato, al nombramiento 
de nuncios y embajadores, etc. En muchos de los nuevos Estados de la América 
española era difícil prever el rol futuro de la iglesia y de la religión. Iba a ser orígen 
de interminables conflictos. En este momento de incertidumbre en México se pro- 
nunciaron ideas que tenían mucho que ver con el pensamiento clerical español y 
muy poco con el Estado mexicano recién fundados. El punto de partida era la inde- 
pendencia de España. Ya que el papa había dado el patronato a los reyes españoles, 
estaba en debate que iba a pasar con el patronato. Algunas estadistas pensaron que 
este iba a pasar al Estado español lo que no fue aceptado por la iglesia. Pero algunos 
clérigos no solo pensaron en el patronato. Lo que les preocupaba era la soberanía 
del Rey. Estaban en contra de considerar al pueblo laico y con eso al Estado laico 
como portador de la soberanía. En su opinión había una doble soberanía: una secu- 
lar y una ecclesiástica. Por consiguiente se trataba de una doble independencia. Una 


55 Greiffenhagen, Dilemma des Konservatismus. 

56 Para la historia del pensamiento político, especialmente conservador en esta época, véase Brian 
Connaughton, Ideología y sociedad en Guadalajara (1788-1853), México: UNAM-CONACULTA, 
1992; Michael P. Costeloe, Church and State in Independent Mexico. A Study of the Patronage Debate, 
1821-1857, Londres: Royal Historical Society, 1978; Francisco Morales, Clero y política en México (1767- 
1834). Algunas ideas sobre la autoridad, la independencia y la reforma eclesiástica, México: Secretaría 
de Educación Pública, 1975; Charles A. Hale, Mexican Liberalism in the Age of Mora, 1821-1853, New 
Haven-Londres: Yale University Press, 1968. 
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independencia se refiere a la separación del Estado secular de la monarquía española. 
Otra independencia se refiere a la separación de la iglesia del Estado secular. Con 
esta segunda independencia la iglesia iba a volver a su estado original, es decir su 
libertad medieval. Pues «la Iglesia es una verdadera sociedad soberana é indepen- 
diente de la autoridad secular». 

Las consecuencias de estas ideas eran radicales. Significaron nada más que la 
iglesia iba a ser un Estado independiente dentro del Estado nacional méxicano. Iba 
a cobrar impuestos, tener su propia justicia (a la cual los laicos iban a estar sujetos) e 
iba a ser independiente de cualquier ley o acción del Estado secular. La justificación 
por estas ideas era la fe misma. 

El supremo Gefe de la Iglesia, y los demas pastores recibieron de Jesucristo, no 
de los pueblos, la potestad de regir y gobernar la sociedad que les está encomenda- 
da, esta es una potestad soberana legislativa, competente para dirigir y conservar la 
asociacion, y en uso de esta potestad pudo y debió designar los medios, y fijar las 
rentas de que debia subsistir, 

Estas ideas ya no correspondían a la realidad. Eran ideas de pequeñas minorías en 
el clero. En este caso se circunscribían sobre todo al Estado de Jalisco. Sin embargo, 
llama la atención que en los años de la post-independencia algunos clérigos mexica- 
nos sostenían posiciones que contradecían todo lo pasado desde hace por lo menos 
cien años. 

En Brasil es difícil (y a lo mejor imposible) encontrar un pensamiento clerical tan 
radical después de la independencia. Durante la colonia, la iglesia no había ganado 
una posición tan prominente como por ejemplo en México. Esto se debió, sobre 
todo, a las diferentes estructuras económicas, sociales y administrativas de América 
española y portuguesa. Después de la independencia no surgió un pensamiento 
anti-ilustrado o anti-estatal (anti-absolutista, respectivamente) como en España o 
en México. Mientras en el mundo español los clérigos radicales veían en el poder 
secular una especie de ayudante de la iglesia, en Brasil al contrario la existencia de la 
iglesia se justificaba con su rol en la conservación del orden social. Esto significaba 
que los más importantes autores aceptaban la existencia del Estado independienteóo, 
Existían conflictos sobre varias cuestiones, como por ejemplo la jurisdicción de 
clérigos. Pero no había autoridad ecclesiástica alguna que opinaba que la iglesia era 


57 Patronato en la Nacion, Guadalajara: Impr. de Dionisio Rodriguez, 1833, núm. 1, 8 (anónimo). 

58 La mala fé descubierta, y herida con sus propias armas, Guadalajara: Impr. del C. Mariano Rodri- 
guez, 1824, 3 (anónimo). 

59 Para el pensamiento político, especialmente el conservador en Brasil, véase Vicente Barretto y 
Antonio Paim, Evolugao do pensamento político brasileiro, Belo Horizonte, Río de Janeiro y Sáo Paulo: 
Editoria Itatiala-Editora da Universidade de Sío Paulo, 1989; Bastos Pereira das Neves, Lúcia Maria, Cor- 
cundas e constitucionais. A cultura política da independencia (1820-1822), Río de Janeiro: Revan-FAPERJ, 
2003; Antonio Paim, «O processo de formacáo do tradicionalismo político no Brasil», Ciéncias humanas, 
5:18-19 (1981), 15-20; Antonio Paim, «A discussio do poder moderador no segundo império», Curso 
de introdugáo ao pensamento político brasileiro, Brasilia: Editora Universidade de Brasilia, 1982, 11-65. 

60 José da Silva Lisboa, Constituicao moral e deveres do cidadáo. Com exposicao da moral publica 
conforme a espirito da constituicao do imperio, Rio de Janeiro: Typ. Nacional, 1824-1825, 4 vols.; Seixas, 
Antonio de Romualdo, Collecgáo das obras, Pernambuco: Typ. de Santos £ Companhia, 1839, vols. 1-3, 
Bahia: Typographia de Epiphanio Pedroza, 1852 (vol. 4), Bahia: Typ. de Camillo de Lellis Masson 8z C., 
vol. 5. Acerca de José da Silva Lisboa vid.: Antonio Penalves Rocha, «Introdugio» en José da Silva Lisboa, 
Visconde de Cairu, Sáo Paulo, Editora 34, 2001, 9-50. 
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soberana frente al Estado. La falta de radicalismo dentro de la iglesia brasileña le 
acercaba mucho al pensamiento conservador tal como iba a surgir en los años 1830. 


PENSAMIENTO CONSERVADOR 


El pensamiento conservador es un pensamiento post-revolucionario que en el 
mundo ibérico surgió después de las revoluciones en la península ibérica y en Amé- 
rica Latina. En los años 1820 existían primeros elementos del mismo, sobre todo en 
Brasil y en Portugal porque en el mundo luso algunos aceptaban rápidamente un 
camino medio entre revolución radical y restauración. Pero fueron los años 1830 
cuando el pensamiento conservador se estableció como una corriente importante 
del pensamiento político. Esto sucedió paralelamente en diversos países y se debió 
al desengaño revolucionario y al hecho de que la restauración era un proyecto impo- 
sible. La sociedad liberal con que se había soñado pareció a muchos más lejos que 
nunca. A la vez el regreso al pasado tampoco era posible. Por eso ganaron impor- 
tancia los modelos políticos que buscaron un camino intermedio. El pensamiento 
conservador fue el más importante de ellos. 

En España el Estatuto Real es el ejemplo más conocido para el conservadurismo 
que aquí no se iba a llamar así sino «liberalismo moderado». Existe un debate histo- 
riográfico sobre el Estatuto, esta «Constitución incompleta»* en el cual unos dicen 
que fue una carta como la charte de Luis XVIII y otros que fue un texto jurídico que 
constituyó derechos fuera de la voluntad del Rey*2. Esta situación ambigua solo 
duró dos años para volver después a la Constitución de Cádiz, y dos años más tarde 
a otra Constitución empezando de esta manera una larga historia de debates sobre 
constituciones. Estos debates ya demuestran que ya no se trataba del regreso al anti- 
guo régimen sino del carácter del Estado liberal. El más importante representante 
temprano del pensamiento conservador fue Francisco Martínez de la Rosa que había 
moderado sus ideas liberales en los años 1830. En «El espíritu del siglo» buscó el 
camino para «hermanar el orden con la libertad»6. Describe los dos partidos que 
luchan por el poder, uno alegando «facultades delegadas por el mismo Dios» y otro 
defendiendo «la libertad del pueblo». El único camino de resolver este conflicto es 
para Martínez de la Rosa incluir a la «propiedad» (es decir nuevas capas sociales) en 
el «ejercicio de derechos políticos» ya que un hombre con propiedad es «moderado 
y pacífico»65, 

Argumentos muy parecidos podemos encontrar en México. Después de algunos 
intentos de reformas radicales se aprobó una nueva Constitución en 1936, las siete 


6 Joaquín Tomás Villarroya, El Estatuto Real de 1834 y la Constitución de 1837, Madrid: Fundación 
Santa María, 1985, 19. 

6 José Luis Abellán, Historia crítica del pensamiento español, Madrid: Espasa Calpe, 1984, vol. 4, 
320. Luis Sánchez Agesta, Historia del constitucionalismo español (1808-1936), Madrid: Centro de Estu- 
dios Constitucionales, 1984 [4.a ed.], 203f. 

63 Francisco Martínez de la Rosa, El espíritu del siglo, Madrid: Ediciones Atlas, 1960, vol. V, 10. 
Primera edición de 1835. 

64 Ibidem, vol. V, 14. 

65 Martínez de la Rosa 1960, 31 y 33. Véase también María Cruz Romeo Mateo, «Lenguaje y política 
del nuevo liberalismo: moderados y progresistas, 1834-1845» en Isabel Burdiel, ed., La política en el rei- 
nado de Isabel II, Ayer, 29 (1998), 36-62. 
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leyes o Constitución centralistas por el número de artículos y la abolición de los 
Estados respectivamente. México iba a ser dividido en departamentos gobernados 
por gobernadores que a su vez eran nombrados por el gobierno central. Esto era 
obviamente un regreso a una tradición centralista del siglo xv111. Sin embargo, era 
una tradición tanto monárquico como revolucionario ya que la Revolución Fran- 
cesa había introducido la división según departamentos en Francia. Otros artículos 
de la nueva Constitución eran netamente liberales. Por primera vez en la historia 
de México se fijaron los derechos humanos, la libertad de prensa, el secreto pos- 
tal, el estado de derecho y el derecho a la integridad física. La segunda ley de la 
nueva Constitución introdujo un «Supremo Poder Conservador». Este poder iba 
a revisar nuevas leyes acerca respecto de su constitucionalidad y podía anular leyes 
que infringían la Constitución. Además podía anular cualquier acto estatal si era 
anti-constitucional. Se iba a componer de cuatro personas de los cuales una se iba a 
elegir cada dos años en un proceso sumamente complicado. El supremo poder con- 
servador era independiente de los otros poderes. Mientras que el poder ejecutivo y 
legislativo eran más débiles que antes, el jurídico ganaba de importanciaóS, 

La nueva Constitución terminó con la república federal pero no terminó con 
el Estado liberal independiente. Defendió tanto la independencia de México como 
los derechos fundamentales de sus ciudadanos. Intentó de instaurar un sistema de 
gobierno viable que salvaguardaba todos los logros de la independencia. No regre- 
só al antiguo régimen de ninguna manera aunque siguió —tal como la Revolución 
Francesa— en la tradición centralista del absolutismo ilustrado. En la Constitu- 
ción la palabra «conservador» juega, por primera vez en la historia mexicana, un 
rol importante para describir un objetivo político, a saber el orden social y políti- 
co el cual era imaginado como requisito para cualquier progreso material y cultu- 
ral. Obviamente la Constitución de 1836 está el punto de partida de los proyectos 
monárquicos en México ya que instaló un poder independiente de los otros”. Sin 
embargo este monarquismo es un monarquismo constitucional que trata de mante- 
ner el Estado independiente nacional. 

En Brasil, la idea monárquica fue mucho más fuerte ya que aquí la independen- 
cia había sido liderada por el emperador Pedro I. Después de su abdicación en su 
hijo y su regreso a Portugal en 1831 la monarquía estaba a punto de desaparecer ya 
que el hijo apenas tenía cinco años. Así los años 1830 empezaron, como en México, 
con reformas liberales que a su vez generaron una oposición y la formación de un 
bando y un pensamiento conservador. En 1840 y 1841 diferentes leyes anularon las 


66 Para la historia del conservadurismo mexicano, véase por ejemplo Will Fowler, y Humberto Mo- 
rales, eds., El conservadurismo mexicano en el siglo XIX (1810-1910), Puebla: Benemérita Universidad 
Autónoma de Puebla-Saint-Andrews University-Gobierno del Estado de Puebla, 1999; Erika Pani, ed., 
Conservadurismo y derechas en la historia de México, México: FCE-CONACYT, 2009, vol. I; Alfonso 
Noriega, El pensamiento conservador y el conservadurismo mexicano, México: UNAM, 1972, 2 vols. Para 
la Constitución véase David Pantoja Morán, El supremo poder conservador. El diseño institucional en las 
primeras constituciones mexicanas, México-Zamora: El Colegio de México-El Colegio de Michoacán, 
2005. 

67 Edmundo O"Gorman, La supervivencia política novo-hispana. Reflexiones sobre el monarquismo 
mexicano, México: Fundación Cultural de Condumex, 1969. 
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reformas liberales de los años anteriores y además declararon a Pedro II mayor de 
edad con lo cual reinstauraron la monarquía, 

Como en España el político más importante para el conservadurismo había sido 
liberal que en el transcurso del tiempo empezó a cambiar opiniones. Bernardo Perei- 
ra de Vasconcelos había sido uno de los protagonistas de las reformas liberales de 
los años 1830 pero rápidamente se distanció de ellasó9 Explicó sus ideas en dos 
artículos periódisticos de 1838 que llevan el título «A classe conservadora». Esta 
clase conservadora existe, según Pereira de Vasconcelos, en todos los países pues «é 
composta dos capitalistas, dos negociantes, dos homens industriosos, dos que se dáo 
com afinco as Artes e Sciencias; d'aquelles que nas mudangas repentinas tém tudo a 
perder nada a ganhar»?0. Esta clase se caracteriza por «sua posicáo, sua fortuna, sua 
educacáo» y por eso «tem todo o interesse na estabilidade e na ordem com o proges- 
so, e no progresso com ordem e estabilidade»”:. El Brasil hasta 1808 no habia podido 
seguir los pasos del «Mundo civilisado» pero desde 1821 había avanzado ya que la 
clase conservadora estaba gobernando. El único problema era, según Vasconcelos, 
que algunos deseaban cambiar el país con «saltos» lo que no podía funcionar. En vez 
de eso había que regresar a la «marcha regular» para conseguir el progreso deseado??. 

En el mismo artículo Vasconcelos compara la situación en Brasil con la de Fran- 
cia pero igualmente hubiera podido hacer una comparación con México, España y 
Portugal. Las ideas de Vasconcelos son muy parecidas a los de Martínez de la Rosa 

y las leyes brasileñas de 1840 y 1841 se parecen a los de México de 1836. En todos 
o países se trataba de encontrar un camino para conservar el orden político y 
social sin poner en riesgo la posición de la «clase conservadora», es decir de las clases 
medias y altas. Esto no era posible con el liberalismo de la revolución y tampoco con 
el regreso al antiguo régimen. 

El pensamiento conservador de mediados del siglo x1x se distinguió de los pen- 
samientos políticos del antiguo régimen porque trataba de resolver problemas que 
antes no existían con medidas que antes eran impensables. Sin embargo es claro que 
se nutría también de los debates e ideas anteriores. Se ubicaba en la tradición tanto 
absolutista como revolucionaria del centralismo estatal. El Estado nacional requirió 
este centralismo y el pensamiento conservador giró alrededor de la pregunta como 
reforzar al Estado, como lograr el orden deseado. A la vez el pensamiento con- 
servador tomó elementos del pensamiento foralista. Se rechazaba los «saltos», los 
cambios abruptos, todo lo que llevaba a una nueva revolución. Era un pensamiento 
anti-revolucionario al rechazar cualquier nueva revolución. Pero era un pensamien- 
to revolucionario al aceptar las revoluciones del pasado y sus resultados. Obviamen- 
te este fue una contradicción pero esta contradicción fue heredada del pensamiento 


68 Jeffrey Needell, The Party of Order. The Conservatives, the State, and Slavery in the Brazilian 
Monarchy, 1831-1871, Stanford: Stanford University Press, 2006. 

69 Oliveira Tórres, Joío Camillo de, Os construtores do império. Ideais e lutas do Partido Conser- 
vador Brasileiro, Sío Paulo: Companhia Editora Nacional, 1968. Para la historia del Brasil en la primera 
mitad del siglo xix vid. Roderick J. Barman, Brazil. The Forging of a Nation, 1798-1852, Stanford: Stan- 
ford University Press, 1988. 

70 Bernardo Pereira de Vasconcelos, «A classe conservadora», O Sete d”Abril, 19 de Noviembre 
1838, 2. 

71 Bernardo Pereira de Vasconcelos, «A classe conservadora», O Sete d”Abril, 7 de Diciembre 1838, 
3, Vasconcelos, «A classe conservadora», 19 de Noviembre 1838, 3. 

72 Todas las citas de Vasconcelos, «A classe conservadora», 19 de Noviembre 1838, 2-3. 
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foralista que al igual defendió derechos y costumbres por haberse establecido alguna 
vez y negó el derecho de establecer otros. Finalmente el pensamiento conservador 
de mediados del siglo xIx no era anti-religioso pero tampoco clerical a la manera del 
pensamiento católico del antiguo régimen. Se pensaba que la religión tenía un lugar 
importante para ayudar a estabilizar la sociedad. Pero la religión (o la salvación de 
las almas) no era una meta primordial de la política. Al contrario el objetivo prin- 
cipal era el progreso o la civilización respectivamente. La religión era más bien una 
herramienta para lograr este objetivo. Esto significa que el pensamiento conservador 
era un pensamiento laico lo que reflejaba que la nueva esfera política era una esfera 
laica. A pesar de todas las batallas que se iban a dar en el siglo xtx, a mediados de los 
años 1830 la iglesia y la religión ya habían perdido la guerra contra la secularización. 

El surgimiento del pensamiento conservador en el mundo ibérico no se debió 
a la influencia de autores extranjeros. Obviamente las personas cultas conocían los 
más importantes escritos franceses, italianos, ingleses y anglo-americanos. Pero no 
eran los textos que les llevaron a desarrollar ideas nuevas sino los conflictos políti- 
cos y sociales en sus países. Estos conflictos se parecían mucho a los conflictos en 
Francia y por eso era normal que Vasconcelos, por ejemplo, comparó la situación 
de Brasil con Francia. Sin embargo, sus respuestas a los problemas brasileños tenían 
como punto de partida estos problemas y no sus conocimientos de Francia. El pen- 
samiento conservador tal como surgió después de las revoluciones formaba parte de 
la nueva política y de alguna manera sigue formando parte de los conflictos políticos 
actuales. Pero hay que tener cuidado de no exagerar las continuidades. Las rupturas 
políticas y los cambios sociales pueden llevar bien rápido a nuevas ideas políticas. 
A comienzos del siglo x1x fueron las revoluciones que cambiaron el pensamiento 
político, en el siglo xx fueron las llamadas «masas», más correctamente hablado los 
cambios demográficos. Por eso, es de suponer que el pensamiento conservador de 
hoy es tan diferente del pensamiento del siglo x1x como este del pensamiento del 
siglo XVII. 


Un mito historiográfico: españoles realistas 
contra criollos insurgentes! 


TOMÁS PÉREZ VEJO 
Escuela Nacional de Antropología e Historia-INAH 


L PRIMER centenario de las independencias, coincidente con un momento de 

exaltación nacional y nacionalista, fue el digno broche de oro final de una his- 

toriografía que había hecho de la nación la gran protagonista de la historia y 
que, desde la perspectiva actual, tiene más interés como objeto de estudio que como 
aportación al conocimiento de lo ocurrido un siglo antes. El segundo está resultando 
más problemático. Las grandes narraciones, entendidas como el conjunto de mitos 
fundacionales que están detrás de la existencia de cualquier nación?, han perdido 
vigencia como marco de análisis histórico sustituidas por una especie de historio- 
grafía acumulativa. Estudios parciales que sigue añadiendo información sobre los 
conflictos étnicos, sociales, económicos, políticos y regionales por los que se com- 
batió en la segunda y tercera década del siglo x1x, cada vez más sofisticados desde el 
punto de vista teórico y metodológico, pero incapaces, en general, de ofrecer relatos 
alternativos a las grandes narraciones anteriores. 

No es nada seguro que está acumulación de información vaya a permitir un 
mejor conocimiento de lo ocurrido, el problema es más de enfoque conceptual que 
de trabajo de archivo, pero este contexto de proliferación de trabajos e investigacio- 
nes salidos a la luz con motivo de la conmemoración de los bicentenarios sería una 
buena ocasión para un más que necesario intento de reinterpretación. Posiblemente 
no desde la perspectiva de lo que nació, los Estados-nación contemporáneos, sino de 
los que dejo de existir, una estructura imperial de Antiguo Régimen, dos lógicas de 


1 Algunos de los argumentos de este artículo han sido desarrollados anteriormente en Pérez Vejo, 
Tomás, Elegía criolla. Una reinterpretación de las guerras de independencia hispanoamericanas, México: 
Tusquets Editores, 2010. 

2 Sobre el concepto de «grandes narraciones» véase James Fentress y Chris Wickham, Social 
Memory, Oxford: Blackwel, 1992. 
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organización y comprensión de lo político tan diferentes que hasta resultan incom- 
prensibles la una para la otra. 

Se trataría de repensar las independencias abandonando esas bellas leyendas que 
permitieron a los Estados imaginar naciones naturales al margen del tiempo. Mitos 
fundacionales más que historia cuya lógica se bana, no en el análisis y la explicación 
de hechos sino en dar por resueltos y analizados los problemas de partida, en este 
caso que los conflictos que llevaron a la disgregación de la Monarquía católica fue- 
ron guerras de liberación nacional en las que unas preexistentes naciones americanos 
se enfrentaron a una también preexistente nación española. 

Uno de los mitos, persistente y particularmente nocivo, de la historia sobre las 
guerras de independencia es el de asumir, dar por resuelto y analizado, que fueron 
un enfrentamiento entre criollos y peninsulares o, si se prefiere, entre españoles y 
americanos. Es cierto que hoy muy pocos historiadores que hayan trabajado real- 
mente sobre el periodo se atreverían a mantener una afirmación de este tipo. Sin 
embargo, la idea sigue siendo la trama de fondo, explícita o implícita, de muchas de 
las interpretaciones sobre las guerras de independencia, uno de esos grandes mitos 
fundacionales. Explica, por ejemplo, el éxito de un concepto como el de «patriotismo 
criollo» popularizado por Brading?, que, al margen posiblemente de la voluntad de 
su autor, permite seguir explicando la disgregación de la Monarquía católica a partir 
de la existencia de una especie de sentimiento protonacional previo entre las élites 
americanas de finales del siglo xv111. La existencia o inexistencia de un sentimiento 
de amor al lugar dónde se ha nacido tiene un evidente interés desde la perspectiva 
de la historia cultural o de las mentalidades y se puede rastrear en muchos lugares 
en esas décadas finales del siglo xv1n1. El éxito del concepto patriotismo criollo, sin 
embargo, tiene que ver directamente con su uso por la historia política para explicar 
el posterior enfrentamiento criollos/peninsulares. 

Es este contexto interpretativo lo que vuelve el concepto de patriotismo criollo 
erróneo y particularmente nocivo. No porque no existiese, el auge de patriotismos 
de distinto tipo, entendidos como amor a la patria, criollos y no criollos, a finales del 
siglo xvI11 es más que obvio. El problema es convertir este patriotismo en una espe- 
cie de protonacionalismo avant la lettre. Patria y nación no son, en el lenguaje de la 
ilustración española, términos sinónimos. Feijoo, uno de los autores más leído a uno 
otro lado del Atlánticos, distingue entre patria, los que viven bajo las mismas leyes, y 
nación, lo que tienen el mismo origen, sangre y costumbress. Patria podía ser la ciudad 
de México, la Audiencia de México, el Virreinato de la Nueva España o el conjunto 
de la Monarquía, por eso puede haber, y hay, patriotismo vinculado a cada uno de 
ellos, lo que explica, por cierto, que en México los patriotas sean los defensores de la 
Monarquía y en Sudamérica los defensores de la independencia. Es sólo un problema 
de a cuál de las varias patrias posibles nos estamos refiriendo. Naciones, por su parte, 


3 David Brading, The First America. The Spanish Monarchy, Creole Patriots, and the Liberal State, 
1492- 1867. Cambridge: Cambridge University Press, 1991. 

4 De algunos tomos de su Teatro crítico se hicieron tiradas de 3,000 ejemplares y a su muerte de esta 
obra se habían vendido en conjunto más de medio millón ejemplares, cifra absolutamente desmesurada 
para la época. 

5 Para la distinción entre patria y nación en Feijoo y en la ilustración española en general véase Pedro 
Álvarez de Miranda, Palabras e ideas: el léxico de la Ilustración temprana en España (1680-1760), Madrid: 
Real Academia Española de la Lengua, 1992, 211-269. 
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había también múltiples, conviviendo en una misma patria, la ciudad de México, por 
ejemplo, incluía gentes de distintas naciones, tanto blancas como indígenas. 

La Monarquía católica no sólo era anacional sino que en ella la nación carecía de 
cualquier tipo de densidad política. Es lo que refleja con toda precisión el Dicciona- 
rio de la Real Academia de la Lengua en su primera edición de 1780 cuando define 
nación como «colección de habitantes en alguna provincia, país o reino»; para la 
segunda, de un siglo más tarde, 1881, por el contrario «Estado o cuerpo político que 
reconoce a un centro común supremo de gobierno». Es como si se estuviese hablan- 
do de dos cosas radicalmente distintas. La primera todavía una nación de Antiguo 
Régimen, una comunidad natural sin ninguna relación con el ejercicio del poder, ni 
como sujeto ni como objeto; la segunda una comunidad política, definida a partir 
del poder, como sujeto y como objeto. 

La modernidad convirtió los términos patria y nación en sinónimos, conversión 
facilitada en castellano porque patria incluye también desde muy pronto el signi- 
ficado de lugar de nacimientoó, pero este no era así en el momento de las guerras 
de independencia. No todo amante de las glorias de su patria que escribió sobre el 
pasado o la naturaleza del lugar en que vivía era un nacionalista que aspiraba a la 
desmembración de la Monarquía Católica, más bien casi ninguno. Fueron muchos 
los patriotas criollos que tomaron partido a favor del Rey. El patriotismo criollo 
tiene poco que ver, si es que tiene algo, con el problema de la sustitución de un sis- 
tema de organización política de carácter anacional, la Monarquía Católica, por otro 
nacional, el Estado-nación contemporáneo. 

Este trabajo pretende discutir la idea del patriotismo criollo como una especie 
de protonacionalismo y desentrañar las funciones que ha cumplido en una histo- 
riografía que ha tendido a interpretar las guerras de independencia hispanoamerica- 
nas como guerras de liberación nacional, un conflicto de naciones en lucha por su 
soberanía. Interpretación esta última que exige, de manera implícita o explícita, la 
existencia previa de identidades colectivas con densidad política en el interior de la 
Monarquía Católica, lo más parecido que ha encontrado es un supuesto conflicto 
criollos-peninsulares. 

La propuesta final es que las naciones no fueron la causa de las guerras de inde- 
pendencia sino su consecuencia y que el enfrentamiento entre peninsulares y criollos, 
en el que la interpretación anterior se sustenta, es poco más que una bella leyenda, 
un mito historiográfico que forma parte del proceso de imaginación nacional latino- 
americano y no de la realidad histórica. Parafraseando lo escrito por el historiador 
inglés Bayly, a propósito de la transición del Antiguo Régimen al mundo moderno”, 
se podría afirmar que las independencias americanas fueron catastróficas, en el senti- 
do de que no se pudieron prever ni explicar a raíz de los conflictos y contradicciones 
de la Monarquía Católica o, en todo caso, no de un conflicto de identidades entre 
criollos y peninsulares. 


6 El Tesoro de la lengua castellana o española de Covarrubias de 1611 incluye entre los significados 
de patria «la tierra donde uno ha nacido» y el Diccionario de Autoridades de 1726 el de «el país en que uno 
ha nacido», sentido que ha pervivido en gran parte en la actual expresión «patria chica». 

7 «Los cambios políticos e ideológicos fueron catastróficos, en el sentido que no se pudieron prever 
ni explicar simplemente a raíz de los conflictos y contradicciones del Antiguo Régimen» en Christopher 
A. Bayly, El nacimiento del mundo moderno, 1780-1914: conexiones y comparaciones globales, Madrid: 
Siglo Veintiuno Editores, 2010, Xxx. 
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CRIOLLOS CONTRA PENINSULARES 


La afirmación de que las guerras fueron un enfrentamiento entre criollos y 
peninsulares encuentra justificación en toda una larga tradición que nos habla de un 
conflicto secular, agudizado con las reformas borbónicas, entre los españoles euro- 
peos y los americanos por la ocupación de cargos en la burocracia de la Monarquía. 
Una afirmación que se suele acompañar, como prueba irrefutable, de las quejas de 
muchos criollos, por ejemplo Simón Bolívar, sobre que no se les permitía ocupar 
cargos políticos y del desplazamiento de los criollos por los peninsulares durante 
la dinastía borbónica. Pruebas menos irrefutables de lo que a primera vista pudiera 
parecer. En el caso de Bolívar su familia, llegada a América a finales del siglo xv, 
estuvo siempre en el poder. El desplazamiento fue más hacia el poder y la rique- 
za que lo contrario. El primer Bolívar, el «quinto abuelo» que le gustaba decir al 
Libertador, vizcaíno de Puebla de Bolívar, ocupó ya diversos cargos al servicio de 
la Corona, no demasiado importantes, pero era un peninsular por lo que no nos 
interesa. Sus descendientes, además de acumular riquezas y enlaces familiares, no 
necesariamente en este orden, hasta convertirse en una de las familias más ricas 
y aristocráticas de Caracas, tampoco parece que se alejaran demasiado del poder 
(regidores, alcaldes, procuradores, etc.), incluidos los más cercanos al Libertador, el 
padre fue coronel de milicias, su tío Esteban ministro del Tribunal de la Contaduría 
en Madrid y el mismo era ya subteniente de milicias cuando viaja a España, muy 
joven, para ampliar su carrera. Viaje en el que a su paso por la ciudad de México 
se hospeda en casa del presidente de la Audiencia y en el que a su llegada a Madrid 
se relaciona con los círculos de la alta burocracia de la Monarquía. Es posible que 
los criollos estuviese alejados del poder pero en todo caso el vástago de los Bolívar 
parece que no demasiado. Sus afirmaciones sobre que la Monarquía Católica era 
como un despotismo oriental, más opresivo que los de Turquía y Persia, por la mar- 
ginación en que tenía a los naturales hay que tomarlas como lo que son, propaganda 
en tiempos de guerra. 

Habría que ser bastante más cautos también con respecto al desplazamiento de 
los criollos por los peninsulares a lo largo del siglo xv y a la voluntad de la Monar- 
quía de la exclusión de aquéllos de los cargos políticos y administrativos. La cons- 
trucción de un Estado moderno y centralizado exigió a los Borbones la creación de 
un cuerpo de funcionarios cuya fidelidad no se viese tentada por intereses familiares, 
locales o de otro tipo. Algo extremadamente difícil de conseguir en una sociedad de 
Antiguo Régimen en la que estas fidelidades eran precisamente el centro de la vida 
pública y privada. Hubo, como consecuencia, una voluntad explícita de desmontar 
el entramado de redes políticas, sociales y económicas en las que tradicionalmente 
habían vivido inmersas las élites de la Monarquía, criollas y no criollas, y que pudo 
ser percibido por éstas como un intento de desplazamiento de sus cotos tradiciona- 
les de poder. Un conflicto que tiene que ver con la modernización del Estado y con 


8 Para algunos ejemplos de estos estudios véanse Mark A. Burkholder y D. S. Chandler, From Im- 
potence to Authority: the Spanish Crown and the American Audiencias, 1687-1808, Columbia: University 
of Missouri Press, 1977; Guillermo Lohmann Villena, Los ministros de la Audiencia de Lima en el reinado 
de los Borbones, 1700-1821, Sevilla: Escuela de Estudios Hispanoamericanos de Sevilla, 1974 y Linda 
Arnold, Bureaucracy and Bureaucrats in Mexico City, 1742-1835, Tucson: University of Arizona Press, 
1988. 
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la voluntad de crear un aparato burocrático lo más desligado posible de las élites 
locales, no con la de excluir a las personas en función de su lugar de origen. 

La política borbónica en este sentido fue explícita. Aparece expresada con toda 
claridad en la afirmación de los fiscales del Consejo de Castilla, Pedro Rodríguez 
Campomanes y José Moniño, el posterior conde de Floridablanca, dos figuras cla- 
ves del reformismo ilustrado hispánico, en 1768 de que se debía «de enviar siempre 
españoles a las Indias con los principales cargos, obispados y prebendas, y colocar 
en los equivalentes puestos en España a los criollos»9. No creo que de una afirma- 
ción como ésta se pueda deducir la voluntad de exclusión de nadie por su lugar de 
nacimiento; sí la de impedir que los intereses particulares interfiriesen en los de la 
Monarquía. 

El conflicto surgió porque los intereses de la Monarquía y los de sus élites no 
tenían por qué ser siempre coincidentes. Las élites locales buscaban el monopolio 
del poder local; la Monarquía que la alianza del poder y la riqueza no interfiriese en 
sus intereses. Se entiende, desde esta perspectiva, que la Representación del Cabil- 
do de México, del 2 de mayo de 1771, obra del oidor poblano Antonio Joaquín de 
Rivadeneira, pida la exclusión de los no naturales de los cargos públicos: 


La provisión en los naturales con exclusión de los extraños, es una máxima apo- 
yada por las leyes de todos los Reinos, adoptada por todas las naciones, dictada por 
sencillos principios, que forman la razón natural e impresa en los corazones y votos 
de los hombres. Es un derecho, que si no podemos graduar de natural primario, es sin 
duda común de todas las gentes!o, 


Pero se entiende también que no fuese esta la perspectiva de los círculos ilustra- 
dos de la Monarquía, empeñados en un proceso de modernización del Estado en el 
que la exclusión de los «naturales», con sus redes de intereses locales y familiares, 
era poco menos que una necesidad. Formaba parte de la misma lógica que llevó a 
preferir a la pequeña nobleza sobre los grandes títulos. La actitud de los reformis- 
tas borbónicos no fue, en este aspecto, demasiado diferente a la de no importa qué 
organismo burocrático de voluntad totalizadora, si acaso más moderada. Al fin y al 
cabo nunca llegó a exigir el celibato a sus funcionarios, caso de la iglesia católica, o 
a arrancarlos de sus familias de origen, caso de los jenízaros turcos. Al margen, por 
supuesto, de las filias y fobias que determinados altos funcionarios pudieran tener, 
como parece fue el caso de José de Gálvez, ministro de Indias de 1776 a 1787, el 
periodo en que las reformas se dejaron sentir con mayor intensidad en la América 
borbónica, quien en su correspondencia particular muestra un claro desprecio hacia 
los españoles americanos. Por ejemplo en una carta Juan Antonio de Arteche, visita- 
dor del Perú, en la que califica a los limeños como gente «de ingenio y comprensión 
fácil; pero de Juicio poco sólido y superficial, aunque sumamente presuntuosos [...] 
Son de poco espíritu, tímidos y reducibles»". Cabe suponer que tampoco fuese muy 
partidario al nombramiento limeños en cargos político/administrativos. 


9 Citado en David A. Brading, «La monarquía católica» en Antonio Annino y Francois-Xavier Gue- 
rra, coords., Inventando la nación. Iberoamérica. Siglo XIX, México: FCE, 2003, 40. 

10 «Representación humilde que hace la imperial, nobilísima y muy leal ciudad de México en favor 
de sus naturales», 2 de mayo de 1771. 

1 Citado en David A. Brading, «La monarquía católica» en Annino y Guerra 2003, 40. 


82 TOMÁS PÉREZ VEJO 


Las cifras generales tampoco muestran este supuesto desplazamiento de los crio- 
llos por los peninsulares a lo largo del siglo xv1H1. En el caso del ejército, por ejem- 
plo, si durante el periodo 1740-1759 el 68% de los soldados eran americanos en 
el de 1780-1800 la cifra sube al 80%. En los oficiales el aumento fue todavía más 
espectacular, para las mismas fechas casi se dobla, pasando de 33% al 60%. Cabría 
preguntarse, a la luz de estos datos, si más que de una pérdida de poder no habría 
que hablar más de una toma de poder por los criollos. Pero no importan tanto los 
datos concretos como el esquema general interpretativo en que se enmarcan. Para 
afirmar la exclusión de los criollos, se pasan por alto aspectos tan significativos 
como el que los cargos burocráticos en la Monarquía católica nunca dependieron 
del lugar de nacimiento sino de las redes familiares de las que se formaba parte, 
importaba de quién se había nacido no dónde se había nacido; que existen diferentes 
burocracias sobrepuestas, eclesiástica, local, «imperial», etc., con redes y formas de 
captación diferenciadas; y que los puestos burocráticos en ningún Estado, incluidos 
los contemporáneos, se reparten de manera homogénea entre los originarios de los 
distintos territorios sino que varía en función de las características socioeconómicas, 
las culturas locales, las redes de poder, etc. 

Las posibilidades de ocupar un cargo en la burocracia de la Monarquía Católica 
no fueron nunca homogéneas para todos sus súbditos, menos todavía las de ascen- 
der a través de sus complicadas redes de poder. Variaron en función del momento 
histórico, el origen social,... y también, posiblemente, del origen geográfico, pero 
no porque hubiese una exclusión por el lugar de nacimiento sino porque eso signifi- 
caba estar integrado en determinadas redes de poder o no. No importaba si se había 
nacido en Sevilla o Lima sino las redes de las que se formaba parte. A lo largo del 
siglo xvIIL, por ejemplo, se produjo una especie de toma del poder por lo que Jean 
Pierre Dedieu ha llamado el colectivo norteños. Por una serie de motivos que no 
vienen aquí al caso el cambio de dinastía fue acompañado por la llegada masiva a las 
redes burocráticas de la Monarquía de personas originarias del norte de la Península 
(Navarra, País Vasco, Cantabria, Asturias y norte de Burgos), que pusieron fin a la 
anterior hegemonía castellano-andaluza. Es la causa de que la burocracia americana 
en el momento de la independencia, tanto la civil como la eclesiástica y militar, esté 
llena de vizcaínos y montañeses. En esos años, formar parte de una familia de la 
pequeña hidalguía norteña facilitó, sin duda, el éxito en la burocracia de la Monar- 
quía. Pero esto fue la consecuencia, y no parecería necesario tener que decirlo, de 
la toma del poder por nuevos grupos familiares, no de la conversión de Castilla, 
Andalucía y América en «colonias» de un norte peninsular en esos momentos com- 
pletamente marginal en la estructura económica y política de la Monarquía. Por 
cierto que en muchos casos el origen tenía más que ver con la «nación», en el sentido 
del Antiguo Régimen, que con el lugar de nacimiento. Los vizcaínos y montañeses 
que controlaban el poderoso Consulado de Comerciantes de la ciudad de México no 
necesariamente habían nacido en La Montaña o el Señorío de Vizcaya, tenían sangre 
«vizcaína» o «montañesa», pero podían haber nacido en Cádiz, Veracruz u Oaxaca. 


12 - Para estos datos véase Juan Marchena Fernández, Oficiales y soldados en el ejercito de América, 
Sevilla: Escuela de Estudios Hispano-americanos de Sevilla, 1983, 112-113 y 300-301. 

B_ Véase Jean Pierre Dedieu, «Dinastía y élites de poder en el reinado de Felipe V» en Pablo Fernán- 
dez Albadalejo, ed., Los Borbones. Dinastía y memoria de nación en la España del siglo XVIII. Madrid: 
Marcial Pons, 2001, 381-399. 
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La nómina de funcionarios «criollos» es, al margen de estas consideraciones, alta 
en todos los niveles'4, Quizás lo que habría que preguntarse es si no estaban sobre- 
representados en relación con su número, al fin y al cabo la élite criolla americana 
no dejaba de ser un grupo extremadamente reducido con respecto al conjunto de la 
población. Sería interesante, por cierto, hacer una nómina de funcionarios criollos, 
desde Olavide a el segundo conde de Revillagigedo, no sólo en América sino tam- 
bién, y quizás sobre todo, en la Península. A veces no se ve lo que no se quiere ver y 
una de las cosas que la historiografía no ha querido ver es esta presencia de criollos 
en las redes de poder de la Monarquía. 

Un alto número que tampoco significa nada. La presencia de funcionarios 
«extranjeros» en puestos militares, políticos y religiosos tenía una larga tradición 
en la Monarquía Católica, y hasta justo sus años finales, Ambrosio de O”Higgins, 
padre del libertador chileno, un irlandés, fue virrey del Perú a finales del siglo xv111 y 
Santiago de Liniers, un francés, de Buenos Aires a comienzos del xix. El origen geo- 
gráfico nunca fue motivo de discriminación para ocupar cargos públicos, ni siquiera 
para los no nacidos en reinos y señoríos que no formaban parte de la Monarquía, 
caso de los dos citados y, sobre todo, de los numerosos originarios de Italia que a 
lo largo del siglo xv111 desarrollaron sus carreras político-administrativas al servicio 
de ella. Menos todavía en el caso de los americanos, a todos los efectos parte de la 
Corona de Castilla. 

El conflicto entre peninsulares y criollos fue magnificado por la publicística de 
la independencia hasta convertir los abusos de los primeros, supuestos o reales, en la 
causa última de los enfrentamientos bélicos de 1810. La hostilidad hacia los «españo- 
les» en el momento de la proclamación de las diferentes independencias, fruto a su 
vez del martirologio americano construido cuidadosamente por la prensa insurgente 
durante todo el conflicto bélico y del carácter extremadamente sangriento que las 
guerras tuvieron en algunos momentos, no hizo sino favorecer la aceptación de este 
discurso que acabó siendo hegemónico y que sirvió, además, para forjar con sangre 
y fuego el nacionalismo y la identidad nacional de los nuevos Estados nacidos de la 
independencia. Pero este discurso es también, lo mismo que la nación, la consecuen- 
cia del desarrollo del propio conflicto, no su causa. El resultado de una dinámica 
amigo/enemigo que acabó rompiendo todos los puentes entre dos comunidades que 
originariamente ni siquiera probablemente se veían diferentes. Y el resultado, sobre 
todo, de la invención de memorias separadas en el interior de un grupo humano 
que si se caracterizaba por algo era por su homogeneidad racial y cultural. Si algo 
caracterizó a las élites de la Monarquía Católica fue su homogeneidad. Hablaban el 
mismo idioma, en sentido literal y figurado, tenían la misma religión y habían leído 
a los mismos libros y autores. Nada tampoco especialmente excepcional. Parte del 


14 Burkholder y Chandler han demostrado, por ejemplo, que en la década de 1760 la mayoría de los 
cargos de las audiencias de México, Lima y Santiago de Chile estaban ocupados por españoles americanos, 
vid.: Mark A. Burkholder, y D. S. Chandler, From Impotence to Authority: the Spanish Crown and the 
American Audiencias, 1687-1808, Columbia: University of Missouri Press, 1977. 

5 La investigaciones de Cristina Gómez Álvarez sobre el comercio de libros entre España y la Nueva 
España muestra hasta que punto los autores que se leían a uno y otro lado del Atlántico eran los mismos 
y los mismos también los cambios de lecturas entre unos momentos y otros. Véase Cristina Gómez 
Álvarez, Navegar con libros. El comercio de libros entre España y la Nueva España (1750-1820), Madrid- 
México: Trama editorial- UNAM, 2011. Según esta autora, el número total de libros e impresos exporta- 
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éxito de los sistemas imperiales como forma de organización política y de su super- 
vivencia a lo largo del tiempo descansa en la capacidad de asimilación de las élites 
locales o, si se prefiere, de hacer atractiva una forma de ser y de vivir como romano, 
turco o, en este caso, español. Los imperios se mantienen, entre otras cosas, gracias 
a su capacidad de asimilación de las élites locales. 

En el caso de la Monarquía Católica, o Imperio español siempre que despojemos 
a éste término el componente de imperio colonial decimonónico con una metrópoli 
y unas colonias, la homogeneidad de las élites se vio favorecida porque, al menos en 
su versión reducida del siglo xv111, éstas además de lengua y religión compartían ori- 
gen étnico o al menos memoria de origen, de manera general ambos'". La ruptura de 
esta memoria compartida de origen será, de hecho, el primer objetivo de los procesos 
de nacionalización emprendidos por los nuevos Estados a partir de las proclamacio- 
nes de independencia, con bastante éxito. Las referencias a una memoria compartida 
son habituales hasta los inicios del siglo x1x. No sólo en afirmaciones retóricas del 
tipo somos los descendientes de los antiguos conquistadores sino en otra mucho más 
banales, pero no por ello menos importantes, como la criolla novohispana de tercera 
generación Francisca Javiera Tomasa Mier y Terán cuando precisa, en un retrato de 
1778, que su abuelo paterno era «don Antonio de Mier y Terán, natural de Ruente 
de los reinos de Castilla». Explícita afirmación del origen peninsular que se repi- 
te una y otra vez en múltiples expresiones de memoria de las familias criollas. Sin 
embargo, en 1840 Rafael María Baralt puede ya sorprenderse de que la identidad de 
costumbres de las clases altas venezolanas con las españolas no suponga la presencia 
de una memoria compartida, «Dos hechos al parecer contradictorios llaman desde 
luego la atención en las antiguas costumbres venezolanas: es, a saber, la perfecta 
identidad de ellas con las de España en las clases principales de la sociedad, y la falta 
total de recuerdos comunes»*8, Se equivocaba el historiador venezolano, no era con- 
tradictorio sino el resultado lógico de unas guerras de independencia y de un proceso 
de construcción nacional en el que el olvido y la invención de una nueva memoria 

colectiva tuvieron, como en cualquier proceso de construcción nacional, un papel 
determinante. Un olvido y una invención cuyo objetivo fue borrar los recuerdos 
comunes para poder mostrar así la existencia de dos comunidades esencial y metafí- 
sicamente diferentes. Lo que había ocurrido en un muy breve lapso de tiempo es que 
ser «español» había dejado de ser atractivo para las élites americanas. 

La mejor prueba de que el conflicto criollos/peninsulares fue en el fondo margi- 
nal la tenemos en que la propaganda insurgente la utiliza sobre todo para convencer 
alos criollos de que cambiasen de bando, no contra los peninsulares. Todo el mundo 
parece tener muy claro que el partido que tomen los «españoles», en el sentido de 


dos legalmente de España a la Nueva España entre 1750 y 1818 alcanza la cifra de casi un millón y medio, 
lo que dado lo reducido de las élites de la época es un buen reflejo de la fuerza del intercambio cultural. 

16 Compartir origen étnico es importante en los casos de imperios multirraciales como el español 
pero lo es mucho más compartir memoria de origen. Sólo por poner un ejemplo, la élite tunecina del siglo 
xvi compartía lengua y religión con el resto de las élites del Imperio Otomano y además se consideraban 
turcos, aunque posiblemente en la mayoría de ellos no hubiese ni un solo turco entre sus antepasados. No 
compartían orígenes sino la memoria sobre sus orígenes. 

17 Anónimo, Francisca Javiera Mier y Terán (1778), Óleo/tela, 180 x 110 cm. Museo Nacional de 
Historia, México D. F. 

18 Rafael María Baralt, Resumen de la Historia de Venezuela (1840), en Obras Completas, Maracai- 
bo: Universidad de Zulia, 1960, t. L, 514. 
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nacidos en España!%, es absolutamente indiferente para la resolución del conflicto. 
Lo importante es convencer a los criollos de que no apoyen las posturas peninsula- 
res y de que éstos son sus enemigos. Mostraría tanto que hubo muchos criollos que 
combatieron del lado realista como de que además muchos de ellos no veían a los 
españoles europeos como sus enemigos sino como parte de la misma comunidad, 
hubo que convencerlos para que los viesen así. 

En los inicios de la crisis la división criollos/peninsulares es extremadamente 
frágil. El enfrentamiento se fue exacerbando a medida que la propaganda de la insur- 
gencia consigue modelar una imagen negativa de gachupines y chapetones como el 
otro por antonomasia y romper el sentido de pertenencia a una misma comunidad, 
algo que no comienza a ser visible hasta, aproximadamente, 1810. Antes de esa fecha 
el discurso hegemónico entre las élites criollas fue el de la afirmación de la igualdad 
con los peninsulares y el de la reclamación de los fueros y privilegios a los que los 
criollos tenían derecho por su condición de descendientes de los conquistadores y 
pobladores de América. 

Pero no fueron sólo las palabras sino también, y quizás sobre todo, los hechos 
los que acabaron definiendo dos comunidades aparentemente irreconciliables. El 
propio enfrentamiento bélico agudizó conflictos reales o imaginarios y el carácter 
sangriento y cruel de las guerras acabó construyendo un foso de odio entre los dos 
grupos. Algo a lo que contribuyeron tanto los insurgentes como los realistas. En los 
primeros porque hay una voluntad explícita de construir este imaginario de enfren- 
tamiento de dos comunidades definidas por el lugar de nacimiento; en los segundos 
porque aun no habiéndola el resultado de sus acciones no fue muy diferente. 

Los insurgentes se dieron cuenta desde muy pronto de la utilidad de canalizar las 
tensiones sociales y étnicas (ricos/pobres, blancos/indios y castas) como un enfren- 
tamiento europeos/americanos. Es obvio que no sólo los europeos eran blancos 
y ricos, la riqueza de las élites criollas americanas, en particular las novohispanas, 
era muy superior a la de las peninsulares, pero los imaginarios son una forma de 
percibir la realidad, no la realidad. Derivar las tensiones sociales y étnicas hacia un 
problema de identidades en conflicto fue, sin duda, uno de los mayores éxitos de 
la insurgencia. Hacer a unos imaginarios españoles los responsables únicos de la 
desigualdad económica y de la exclusión étnica permitió canalizar viejas tensiones, 
esas que afloran un poco por doquier, desde los seguidores de Hidalgo en la Nueva 
España y su ¡Muerte a los gachupines! a la proclama de la Junta Tuitiva de La Paz 
y con sus imprecaciones al «usurpador 1 injusto», y que muestran las tensiones de 
una sociedad estratificada a partir de categorías raciales. El objetivo fue convertir 
el odio al blanco en odio al gachupín o al chapetón, de manera que poco a poco la 
palabra español perdió su antiguo significado de blanco para pasar a ser sinónimo de 
extranjero, tiranía y crueldad. 

Una etnofobia canalizada como hispanofobia que llevó, en muchos casos, a la rei- 
vindicación de la memoria indígena como propia en oposición a la «española», con- 
vertida en ajena y enemiga, desde Chile, con sus apelaciones al valor de los araucanos 
como rasgo de nacionalidad, hasta México con su afirmación de la independencia 


19 La precisión es importante ya que el término «español», incluso hasta después de terminadas las 
guerras de independencia, tiene un claro contenido étnico, español como sinónimo de blanco, de ahí la 
habitual precisión de español europeo o español americano. 
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como recuperación de los derechos perdidos con la Conquista. Cuando no, como 
en el caso del primer himno neogranadino, obra de José María Salazar, a la reivin- 
dicación de todo el pasado indígena del continente, «Ya revive la patria querida/De 
los Incas, los hijos del sol/El imperio del gran Montezuma/De los Zipas la antigua 
nación». El origen de la paradoja de que unas élites racial y racistamente blancas se 
reclamasen herederas del mundo prehispánico. La causa de que aquellos que apenas 
unos años antes reivindicaban su condición de descendientes de los conquistadores 
pasasen poco a poco a asumir la Conquista como una empresa injusta y sanguinaria, 
responsabilidad de los españoles contemporáneos y no de sus propios antepasados. 
No dudando, para ello, en recuperar los elementos más dramáticos de la «leyenda 
negra» construida por las monarquías europeas como arma de propaganda en su 
lucha contra la Monarquía Católica a lo largo de tres siglos y, sobre todo, de la obra 
del padre Las Casas, cuyas reediciones en español se multiplicaron en torno a esos 
años, Londres (1812), Bogotá (1813), Puebla (1821), Londres (1821), París (1822), 
Filadelfia (1821), Cádiz (1821)..., 

Para los realistas hubiese sido un suicidio político, dado el carácter minoritario 
de los peninsulares, buscar ahondar la separación entre las dos comunidades. Sin 
embargo eso fue exactamente lo que lograron, tanto con sus palabras como con sus 
acciones. 

Con sus palabras, porque en algunos casos la propaganda realista presenta la 
guerra como una nueva conquista de América, lo que implícitamente significa iden- 
tificar a los insurgentes con los pueblos conquistados; y porque algunos grupos 
peninsulares intentaron deslegitimar las propuestas e recurriendo a 
todos los tópicos que la Europa de las Luces había acumulado sobre la inferioridad 
de América y los americanos, también, por cierto, sobre la inferioridad de la civili- 
zación española en su conjunto, un tema al que, obviamente, los peninsulares fueron 
mucho menos receptivos. Ejemplo paradigmático de esta recuperación de tópicos 
sobre la inferioridad americanas es el informe del Consulado de Comerciantes de 
México a las Cortes de Cádiz del 27 de mayo de 1811. Obra del prior Diego de 
Ágreda y de los cónsules Francisco Chavarri y Lorenzo Noriega fue leído, con la 
oposición de los diputados americanos, en el debate sobre la igualdad de represen- 
tación del 16 de septiembre de ese mismo año. En él, después de afirmaciones como 
que entre España y América había lo mismo en común que «entre una manada de 
monos gibones y una asociación o república de hombres urbanos» o que la Nueva 
España «estaba poblada por cinco millones de entes borrachos», se califica a los 
criollos de «viciosísimos» «superficiales» «alejados de la piedad cristiana y de las 
nociones políticas, morales y naturales del bien social». Los calificativos para los 
no criollos son todavía peores, el indio es «asqueroso», el mestizo «indecente» y el 
mulato «zafio»”", No resulta fácil saber hasta qué punto escritos como éste y otros 
del mismo tipo contribuyeron a agrandar la brecha entre peninsulares y criollos, 
años más tarde Lucas Alamán afirmará en su Historia de Méjico que notablemente, 
lo que sí es seguro es que no contribuyeron a cerrarla. 


20 Está reproducido en Juan E. Hernández Dávalos, Colección de documentos para la historia de 
la guerra de independencia de México. De 1808 a 1821, México: Instituto de Estudios Históricos de la 
Revolución Mexicana, 1985, vol. Il, 450-466. 
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Con sus acciones, porque si ya durante la vigencia de la Constitución de Cádiz 
las autoridades virreinales tendieron a ver la insurgencia como un simple proble- 
ma de orden público y, en consecuencia, buscaron reprimirlo a sangre y a fuego, 
después del regreso de Fernando VII al poder el recurso a la violencia se convirtió 
prácticamente en la única propuesta política. Una violencia social indiscriminada 
que contribuyó a crear una separación cada vez más nítida entre ellos y nosotros, 
ellos los españoles, nosotros los americanos. Por referirnos sólo al caso de los dos 
grande virreinatos, tanto en la Nueva España como en el del Perú, durante el perio- 
do de vigencia de la Constitución de Cádiz, 1812-1814, los virreyes Francisco Javier 
Venegas y José Fernando de Abascal siguieron viendo la insurgencia como un pro- 
blema exclusivamente militar, lo que les llevó al uso indiscriminado de la violencia 
como forma de coerción política. Una violencia que acabo siendo identificada como 
de «los españoles», al margen del origen de las tropas que la llevaron a cabo, ameri- 
canas en su mayor parte como ya se ha dicho. Situación que no mejoró precisamente 
con el regreso de Fernando VIL, cuando las propuestas políticas se limitaron a la 
vuelta a la situación anterior, que sólo era posible a partir de una victoria militar y el 
sometimiento de los insurgentes, tal como en la propia Península estaba haciendo ya 
el Deseado después de su golpe de estado de 1814. Un proceso que no hizo sino 
ahondar la fractura entre dos comunidades imaginadas, al margen de su mayor 
o menor realidad. 

La imagen de dos comunidades enfrentadas e incompatibles es, básicamente, el 
resultado de la experiencia bélica y del régimen de terror impuesto por los dos ban- 
dos en lucha. Una imagen que sólo acaba cuajando, en la mayoría de los países, una 
vez proclamada la independencia, cuando ya todo el aparato propagandístico de los 
nuevos Estados logra convertir al español en el otro que antes no había sido, causa 
tanto de la explotación económica de los americanos como, sobre todo, de la sangre 
derramada en las guerras. El responsable único del terror del que habían hecho uso 
indiscriminado tanto realistas como insurgentes. 

Hay incluso una clara evolución en el uso de los términos en la que se puede ver 
cómo se va construyendo año a año la imagen del español europeo como el otro. Lo 
habitual en las primeras proclamas es hablar de europeos y americanos para referirse 
alos nacidos a uno y otro lado del Atlántico. Haber nacido en Europa o en América 
es algo circunstancial que no afecta a la común condición de «españoles». La retórica 
sigue siendo, en este punto concreto, la de la vieja tradición criolla. Somos tan espa- 
ñoles como los peninsulares. Algunos insurgentes dirán que incluso más porque, 
mientras los españoles europeos se habían afrancesado, perdiendo así las virtudes 
genuinas de la raza, ellos no sólo las conservaban en su prístina pureza sino que 
tenían además el valor añadido de ser los descendientes de quienes habían conquis- 
tado América haciendo que la Monarquía Católica ocupase el lugar preponderante 
que había tenido en el mundo durante los últimos trescientos años: 


Somos hijos, somos descendientes de los que han derramado su sangre por adqui- 
rir estos nuevos dominios a la Corona de España; de los que han extendido sus límites 
y le han dado en la balanza política de la Europa una representación que por sí sola 
no podía tener [...] Tan españoles somos como los descendientes de don Pelayo, y 
tan acreedores por esta razón a las distinciones, privilegios y prerrogativas del resto de 
la nación, como los que, salidos de las montañas, expelieron a los moros y poblaron 
sucesivamente la Península; con esta diferencia, si hay alguna: que nuestros padres, 
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como se ha dicho, por medio de indecibles trabajos y fatigas descubrieron, conquista- 
ron y poblaron para España este Nuevo Mundo. 


Todavía ninguna referencia a ser diferentes; tampoco el más lejano eco de algún 
tipo vinculación afectiva o de continuidad histórica con el mundo prehispánico. Tal 
como continua el autor del texto anterior, Camilo Torres, escrito en 1809, «Los natu- 
rales conquistados y sujetos hoy al dominio español, son muy pocos, o son nada, 
en comparación de los hijos de europeos que hoy pueblan estas ricas posesiones», 

La única excepción en estos primeros años es la proclama de la denominada 
Junta Tuitiva de los Derechos del Pueblo de La Paz, un corto texto de 1809 ya lleno 
de alusiones a los tres siglos de «despotismo y tiranía de un usurpador injusto, que 
degradándonos de la especie humana, nos ha reputado por salvajes y mirado como 
esclavos»; al «orgullo nacional del español»; y a «estas desgraciadas colonias, adqui- 
ridas sin el menor título y conservadas con la mayor injusticia y tiranía»??. Un caso 
excepcional que posiblemente tenga mucho que ver con el marcado componente 
indígena de esta Junta, no sólo formaron parte de ella varios representantes de la 
población indígena sino que el propio presidente, Pedro Domingo Murillo, era un 
mestizo. El reflejo de un conflicto étnico que debió de ser importante en todas aque- 
llas regiones con mayorías indígenas y en las que se había conservador la memoria 
de un pasado sin blancos. Es el caso de toda esta región del Alto Perú, donde las 
memorias familiares de los indios nobles remontaban su origen a los antiguos seño- 
ríos incas. Fue también en esta misma región donde al año siguiente el jefe de los 
ejércitos rioplatenses, Antonio González Balcarce, pide, a finales de 1810, la separa- 
ción de su ejército del capellán indígena Andrés Jiménez de León Manco Capac por 
su odio «sanguinario» a los europeos. Suponemos que no debía de ser mucho mejor 
la opinión que tenía del resto de los blancos alguien que se afirmaba descendiente 
de los emperadores incas y que no había dudado en viajar hasta Madrid en busca 
de los beneficios derivados de su condición de noble y vasallo personal del Rey de 
Castilla». Dos años más tarde, de hecho, los insurgentes de Huánuco proponen ya 
directamente acabar con los blancos y restablecer el reino de los incas. 

No resulta muy verosímil suponer que en aquellos conflictos en el que el com- 
ponente indígena se volvió hegemónico o mayoritario se dio una distinción entre los 
criollos como aliados y los peninsulares como enemigos. Más bien cabría suponer 
que, en estos casos, la lucha adquirió un claro tinte racial y que el objetivo fue exter- 
minar a todos los blancos y restablecer el mundo indígena anterior a la conquista. 

Pero volvamos a las élites criollas. Sigue sin haber ninguna referencia a los espa- 
ñoles como enemigos de la patria o de la nación en el Acta de Independencia del 
Cabildo de Santa Fe, de 1810. No sólo eso sino que se hace explicita la voluntad 
de «guardar la inviolabilidad de las personas de los europeos [...] porque de la recí- 
proca unión de los americanos y los europeos, debe resultar la felicidad pública». 


21 Representación del muy ilustre Cabildo de Santa Fé a la Suprema Junta Central de España, 20 de 
noviembre de 1809. Obra de Camilo Torres no fue publicado hasta 1832, con el título de Memorial de 
agravios con el que ha pasado a la posteridad. 

2 Proclama de la Junta Tuitiva de Nuestra Señora de La Paz, 27 de julio de 1809. 

23 Sobre Manco Capac y su evolución política vid.: Roberto Etchepareborda, «Un pretendiente al 
trono de los incas: el padre Juan Andrés Ximénez de León Manco Capac», Anuario de Estudios Ameri- 
canos, XXIV (1967), 1717-1737. 
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Como en todas las proclamas de esos años se evita el uso del término «español» para 
referirse a los originarios de la Península. 

Tampoco hay referencias a los españoles en la de las Provincias Unidas de Vene- 
zuela de 1811. Se habla de «nuestros hermanos europeos», aunque en ésta se alude 
ya a «los tres siglos» que habían estado privados de derechos y a «los trescientos 
años de dominación española». No se acusa a los españoles pero sí a una abstracta 
dominación española que debe de ser obra de alguien. 

Todavía en 1812 el oidor, criollo, de la audiencia de Cuzco, Manuel Loren- 
zo Vidaurre, afirma que «Yo me veo a mí mismo en el español europeo [...] Los 
españoles americanos no somos conquistados, nosotros somos los conquistadores, 
iguales en todo a las personas que nos dieron el ser»24, 

En el Proyecto de Constitución de la Sociedad Patriótica para las Provincias Uni- 
das de la Plata en la América del Sur de 1813 se habla de «españoles europeos» para 
precisar que los que hayan sido «amigos de la Constitución y los que hayan hecho 
servicios distinguidos en tiempos de la Revolución, gozarán de todos los derechos 
de ciudadanía sin diferencia de los hijos del país». Es la actitud política y no el origen 
nacional la que determina su integración en el nuevo Estado. 

Sigue sin hacerse alusiones a los españoles como enemigos de la patria en las 
declaraciones de independencia de Argentina de 1816, en la de Chile de 1818 y en la 
de Perú de 1821. En la proclamación de la independencia de México de 1821 no hay 
ninguna referencia negativa a los españoles pero sí se hace ya una alusión explícita 
a la «opresión en que ha vivido» durante trescientos años la nación mexicana, que 
no se sabe muy bien como compaginar con el «Trescientos años hace la América 
Septentrional de estar bajo la tutela de la nación más católica y piadosa, heroica y 
magnánima. La España la educó y engrandeció, formando esas ciudades opulentas, 
esos pueblos hermosos, esas provincias y reinos dilatados que en la historia del uni- 
verso van a ocupar lugar muy distinguido» del Plan de Iguala que la propia Acta de 
Independencia del Imperio Mexicano proclama como una de las bases sobre las que 
se va a constituir la nueva nación. 

Sólo en los años finales y, sobre todo, después de proclamada la independencia se 
vuelve habitual hablar de los españoles como una categoría que va más allá del lugar 
de nacimiento, los enemigos seculares de los americanos y de su libertad. El Acta de 
Independencia de las Provincias Alto-pernanas, más tardía, de 1825, está ya llena de 
referencias a «la rabia del español»; a «el incendio bárbaro de más de cien pueblos, el 
saqueo de las ciudades [...] la sangre de miles de mártires de la patria ultimados con 
suplicios atroces que estremecerían a los caribes»; y a que «las legiones españolas, y 
sus jefes más principales, han profanado los altares, atacado el dogma, han insultado 
el culto». Los españoles ya como el otro, el invasor bárbaro, ajeno y enemigo de la 
nación. 

Un largo proceso que permitió visualizar la oposición criollos/peninsulares 
como el auténtico deux ex machina de las guerras de independencia. No podemos, 
sin embargo, tomar como causa lo que sólo es la consecuencia del desarrollo del 
propio conflicto bélico. Unas guerras especialmente sangrientas, como toda guerra 
civil, en la que los odios y resentimientos acumulados acabaron cristalizando en una 
separación radical, e imaginaria, entre criollos y peninsulares. 


24 Citado en David A. Brading, «La monarquía católica» en Annino y Guerra 2003, 45. 
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Para entender la importancia y el significado del enfrentamiento criollos/penin- 
sulares hay que retrotraerse a los años anteriores al estallido de los conflictos de 
la independencia, antes que esta división fuese utilizada como elemento de movi- 
lización política contaminando todo el discurso. La primera cuestión que habría 
que plantearse es el significado exacto de los términos criollo y peninsular, o si 
se prefiere gachupín/americano o chapetón/americano. ¿Qué significaba en reali- 
dad ser peninsular o criollo en las décadas finales del siglo xvI11 y principios del 
xix? Posiblemente algo bastante menos concreto que lo que tendemos a pensar. 
La identidad social es compleja. Somos muchas cosas a la vez, nosotros y las élites 
blancas americanas de comienzos del siglo x1x. El lugar de nacimiento es sólo una 
de las múltiples formas de identidad que una persona puede asumir en diferentes 
momentos de su vida. No es la única, ni siquiera la más importante. Hay identidades 
profesionales, familiares, étnicas..., que se sobreponen y actúan sobre la identidad 
geográfica hasta volver ésta incluso irrelevante. Ni siquiera la identidad geográfica 
es fija, varía en función de cada contexto concreto. Tal como afirma Chiaramonte 
a propósito del Río de la Plata «se era español frente al resto del mundo, español 
americano frente a español peninsular, rioplatense frente a lo peruano, provinciano 
frente a lo capitalino, porteño frente a lo cordobés...»?5. Es decir, se eran muchas 
cosas a la vez, no necesariamente excluyentes. 

Es posible incluso que la distinción criollos/peninsulares tuviese más que ver 
con la forma de integración con respecto a los aparatos burocráticos y la organi- 
zación económica de la Monarquía que con el lugar de nacimiento, América o la 
Península. Alguien nacido en la Península pero dedicado a actividades económicas 
de carácter local, integrado en redes familiares locales y con un universo mental 
restringido al del área geográfica del que formaba parte pudo ser considerado tanto 
criollo como peninsular. Lo mismo podría afirmarse del funcionario, civil, religioso 
o militar, vinculado a la burocracia local. Por el contrario los grandes comerciantes 
o mineros cuyo mapa mental era el del conjunto de la Monarquía, lo mismo que los 
funcionarios virreinales, pudieron comportarse y ser considerados «peninsulares», 
al margen de dónde hubiesen nacido. Tal como afirma el historiador alemán Horst 
Pietschmann: 


No hay que fiarse demasiado del concepto tradicional de criollo que los caracte- 
riza como españoles nacidos en América, concepto cuestionado ya varias veces, pero 
que se sigue utilizando. Más razonable parece la definición que caracteriza al criollo 
como persona cuyo centro de vida social y económica estaba en América?, 


El problema es que si la definición de criollo deja de indicar un origen geográ- 
fico para referirse a una condición socioeconómica pierde cualquier interés como 
explicación de las guerras de independencia a partir de un conflicto de identidades 
nacionales. La guerra sorda entre criollos y peninsulares, suponiendo que la hubiese 
habido, sería un conflicto social y no «nacional», con todos los matices que se quiera. 

Si ante la labilidad del concepto de criollo optamos por convertirlo en una defi- 
nición socioeconómica se nos abre un campo fascinante para la historia social pero 


25 José Carlos Chiaramonte, «Modificaciones del pacto imperial» en Annino y Guerra 2003, 111. 
26 Horst Pietschmann, «Los principios rectores de la organización estatal en las Indias» en Annino 
y Guerra 2003, 64-65. 
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bastante estéril para la historia de las independencias. El problema es que parece 
que a los historiadores nos resulta extremadamente difícil dejar de utilizar concep- 
tos cuya carga semántica va mucho más allá de aquello que directamente queremos 
decir con lo que, quizás involuntariamente, contribuimos a alimentar viejos mitos 
historiográficos con los que ni siquiera necesariamente estamos de acuerdo. 

Veamos un ejemplo, la historiadora francesa Marie-Danielle Demélas analiza, en 
un interesante trabajo sobre la región andina, la rebelión de Huánuco de 1812 y afir- 
ma que «el antagonismo que oponía a los criollos a las gentes de la metrópoli estuvo 
en el origen de los llamamientos que incitaban a los indios a invadir la ciudad y a 
saquear los bienes de los ricos». La interpretación que cualquier lector haría es la de 
un enfrentamiento entre peninsulares («gentes de la metrópoli») de un lado y crio- 
llos e indios de otro. Un episodio más, como consecuencia, de las guerras de inde- 
pendencia interpretadas como una lucha entre españoles y americanos. Sin embargo 
Demélas incluye una nota en la que precisa que «Igual que en el resto de los Andes, 
cuando uno se atreve a hablar de la disputa entre criollos y gentes de la metrópoli, 
la división es menos evidente si el hecho se observa más detenidamente. Las dos 
facciones presentes estaban compuestas en su mayoría de criollos»?7. No me cabe la 
mínima duda, en los Andes y en el resto de América. La pregunta es ¿entonces por 
qué seguir hablando de «la disputa entre criollos y gentes de la metrópoli?» Lo que 
cualquier lector más o menos desprevenidos entiende es una confirmación más de 
las guerras de independencia como un enfrentamiento entre criollos y peninsulares, 
cuando la misma autora parece tener muy claro que no fue así. Y no es un asunto 
menor, afecta a uno de los núcleos centrales en la comprensión y explicación de la 
historiografía tradicional sobre las guerras de independencia. 

La explicación de las guerras de independencia a partir de un enfrentamiento 
criollos/peninsulares es, en realidad, absolutamente inverosímil, sólo se entiende 
por la conversión de aquellas en el centro del relato de nación hispanoamericano. 
Hay, entre otras cosas, un problema de número. Los peninsulares representaban un 
porcentaje despreciable de la población de la América española. En 1811 el virrey 
de la Nueva España Francisco Javier Venegas mandó hacer un censo de la población 
de la ciudad de México en el que se indica el lugar de nacimiento de los censados. 
La capital del virreinato novohispano debía de ser en esos momentos, por su impor- 
tancia económica y administrativa, uno de los lugares del continente en el que la 
concentración de españoles, entendido en el sentido de nacidos en España, debía 
de ser mayo. Sin embargo, los nacidos en la Península, según el censo de Venegas, 
apenas llegaban al 2% de la población total de la capital del virreinato. No parece 
demasiado creíble que un número tan reducido de peninsulares hubiesen sido capaz 
de mantener una sangrienta guerra de más de diez años de duración, menos aún 
si consideramos que, como se queja el general realista Calleja, la mayoría de ellos, 
dedicados a actividades como el comercio o la minería, mostraron en general una 
clara «falta de patriotismo y criminal indiferencia»*, y que el apoyo que pudieron 
recibir de la Península fue casi nulo. 


27 Marie-Danielle Demélas, «Estado y actores colectivos. El caso de los andes» en Annino y Guerra 
2003, 350. 

28 Citado en Christon I. Archer, «Peanes e himnos de victoria de la guerra de independen- 
cia mexicana. La gloria, la crueldad y la “demonización” de los gachupines, 1810-1821», en Jaime E. 
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Pero no son sólo los datos generales los que nos indican que estamos ante una 
guerra de americanos contra americanos. También los particulares nos reflejan esta 
misma situación de ejércitos realistas en los que la mayoría de sus oficiales, por no 
hablar de sus soldados, son originarios de América. Lo es Iturbide en la Nueva Espa- 
ña, pero lo es también el general Pío Tristán que se enfrenta al ejército de Belgrano 
en la decisiva batalla de Salta. En la inmensa mayoría de los combates no lucharon 
españoles contra americanos sino americanos contra americanos. No sólo en los pri- 
meros momentos, cuando cabe suponer que las posturas estaban menos definidas, 
sino hasta el mismo final. Todavía en 1824, en la decisiva batalla de Ayacucho, que 
terminó con cualquier esperanza por parte de la Monarquía de recuperación de sus 
territorios americanos, se enfrentaron americanos contra americanos y no criollos 
contra peninsulares. El Ejercito Real del Perú, compuesto por 9.310 hombres, sólo 
incluía en sus filas 500 españoles europeos, los americanos eran mayoría absoluta 
tanto entre los soldados como entre los oficiales. 

Uno de los mejores ejemplos de hasta qué punto la historiografía ha sobreva- 
lorado la división criollos/peninsulares como clave del conflicto la tenemos en los 
posicionamiento de los militares en América frente a la crisis desatada por las abdi- 
caciones de Bayona y la posterior guerra civil. Y antes de seguir adelante es necesa- 
rio precisar que para los militares de América, ya fueran criollos o peninsulares, la 
situación resultó bastante más complicada que la que se dio en la Península. En ésta 
tuvieron que limitarse a elegir entre apoyar a José Bonaparte o a un autoproclamado 
gobierno nacional que decía representar a Fernando VII preso en Francia. En Amé- 
rica, por el contrario, la elección era entre apoyar a las autoridades virreinales, de las 
que, a su vez, se podía dudar que fuesen representantes del gobierno de José Bona- 
parte o del de la regencia, O apoyar a unos poderes alternativos que también decían 
ejercer la soberanía en ausencia del Rey ausente pero que, en unos casos reconocían 
a las nuevas autoridades centrales creadas en la Península y en otros no. 

Los ejércitos de la Monarquía en América, tanto los regulares como las milicias, 
estaban formados por europeos y americanos aunque, de manera general, con una 
abrumadora mayoría de los primeros sobre los segundos. Si la clave del conflicto 
hubiera sido la diferenciación criollos/peninsulares los cuarteles y guarniciones en la 
que los criollos eran mayoría y/o ocupaban los cargos más altos, muchos, se habrían 
decantado del lado de los insurgentes y aquéllas en las que ocurría lo contrario, muy 
pocos, del de los realistas. 

No ocurrió sin embargo así, y la opción por una u otra alternativa parece haber 
estado determinada por otro e de consideraciones que no tenían que ver con el 
origen geográfico de soldados y oficiales. En Venezuela, la guarnición de Caracas?, 
formada mayoritariamente por peninsulares3o, cuando las élites de la ciudad se nega- 
ron a reconocer la regencia y proclamaron la Junta de Caracas, tanto los oficiales 


Rodríguez O., Revolución, independencia y las nuevas naciones de América, Madrid: Fundación MAPFRE- 
Tavera, 2005, 238. 

29 Un caso excepcional en el conjunto de la América española, ya que a diferencia del resto del con- 
tinente la americanización de su cuerpo de oficiales fue siempre muy baja. La mayoría de los datos que se 
utilizan a continuación están sacados del artículo de Anthony MacFarlane «Los ejércitos coloniales y la 
crisis del imperio español, 1808-1810», Historia Méxicana, LVII (2008), 229-285. 

30 Gary Miller, «Status and Royalty of Regular Army Officers in Late Colonial Venezuela», The 
Hispanic American Historical Review, 66:4 (1986), 675-676. 
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criollos como los peninsulares se pusieran inmediatamente a sus órdenes. Por el 
contrario Maracaibo, donde prácticamente todos los oficiales eran criollos, se man- 
tuvo fiel al gobierno de la regencia y en contra de la junta. El caso de la Capitanía 
General de Venezuela no es excepcional, se podrían seguir enumerando casos del 
mismo tipo por toda América. 

Como conclusión se podría decir que la interpretación de las guerras de indepen- 
dencia como un enfrentamiento entre criollos y peninsulares es el resultado, por un 
lado de la necesidad de los nuevos Estados-nación americanos de explicar las guerras 
como un conflicto de identidades para así poder imaginarlas como guerras de inde- 
pendencia nacional; por otro, del propio desarrollo de la guerra y de las necesidad de 
construir una imagen del enemigo como el otro ajeno y extraño a la fratría nacional. 
El objetivo, en ambos casos, impedir que la guerra pudiese ser vista como una guerra 
civil entre americanos, lo que sin duda fue. 


Los debates monetarios en las Cortes del Trienio Liberal 
(1820-1823): participación e influencia hispanoamericana! 


DIONISIO DE HARO ROMERO 
Universidad Rey Juan Carlos 


LA REFORMA MONETARIA DEL TRIENIO CONSTITUCIONAL. 
DEL REFORMISMO BORBÓNICO A LA POLÍTICA MONETARIA LIBERAL 


OS PROBLEMAS monetarios se mantienen plenamente vigentes, e incluso 
muchos de ellos se han agudizado en el comienzo de los años veinte?, aunque 
desde un punto de vista de los precios el país todavía se encuentra a finales 
de la última fase alcista posbélicas. Las autoridades monetarias, que no son capaces 
de garantizar una circulación monetaria nacional estable y suficientes, estrechan sus 


1 Este trabajo se enmarca dentro de las tareas que se vienen realizando en el proyecto de investiga- 
ción cuyo título es: Tiempos de desconcierto. Sociedad y Política en la Independencia del Perú, 1820-1824 
[Referencia: HAR2008-03259]. 

2 Como nos viene a indicar Alberto Gil Novales, ningún problema nacional de 1814 estaba resuelto 
a comienzo de la década de los veinte, vid. El Trienio liberal, Madrid: Siglo Veintinuno Editores, 1980, 1. 

3 Acerca de los datos de nivel de precios de estos años, vid. Joan Sardá Dexeus, La política monetaria 
y las fluctuaciones de la economía española en el siglo XIX, prólogo de Luis Ángel Rojo, Barcelona: Alta 
Fulla, 1998, 61 y 302-305; Francisco Bustelo y Gabriel Tortella, «Monetary Inflation in Spain, 1800- 
1970», Journal European Economic History, 5, (1976) 141-150 y Josep Fontana, La crisis del Antiguo 
Régimen 1808-1833, Barcelona: Editorial Crítica, 1992, 278. 

4 Sigue siendo un reto mayor el determinar con exactitud la oferta monetaria durante esta etapa. El 
último esfuerzo reseñable es el realizado por Pedro Tedde de Lorca en el capítulo «Oro y plata en España: 
un ensayo de cuantificación (1770-1850). La economía monetaria española y la independencia de Amé- 
rica» en Enrique Llopis y Carlos Marichal, coords. Latinoamérica y España 1800-1850. Un crecimiento 
económico nada excepcional, Madrid: Marcial Pons, 2009, 211-252, realizando estimaciones alternativas de 
la cantidad de oro y plata tomando como base los datos de Antonio García-Baquero, El comercio colonial 
en la época del Absolutismo Ilustrado: problemas y debates, Granada: Universidad de Granada, 2003 y de 
Esteban, J. Cuenca «Statistics of Spain's Colonial Grade, 1747-1820: New Estimates and Comparisons 
with Great Britain», Revista de Historia Económica, 26:3 (2008), 323-354. El cuadro resultante ofrece un 
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dependencias con respecto a la moneda francesa5, mantienen una abultada circula- 
ción de cobre y tienen prácticamente abandonada la resolución del problema de los 
vales reales, manifestándose incapaces de generar un mínimo clima de confianza, que 
es la base de los sistemas monetarios modernos. 

Podemos señalar, sin lugar a dudas, que independientemente de los aciertos o 
errores que se derivan de las distintas iniciativas monetarias liberales, por primera 
vez en el siglo x1x, se aborda el problema monetario tratando de alcanzar objetivos 
modernos. Nos encontramos ante una reformaS que pretende abandonar los viejos 
hábitos? que impedían que se desarrollase adecuadamente el sistema de mercado, 
que aunque de forma muy limitada, comienza a apuntar en los albores de la España 
decimonónical. 

Hasta el momento, la política monetaria se define a través del establecimiento de 
los pesos y pesas con que se negocia, la fijación de las tarifas de compra de los meta- 
les preciosos, el establecimiento de tarifas de cambio con otras monedas extranjeras 
y los exámenes de afinación y contraste. "Todas ellas, funciones ejercidas por la ins- 
titución monetaria dependiente directamente de la Corona, la Real Junta de Comer- 
cio, Moneda y Minas, que centraliza la dirección y ejecución de la política monetaria. 
El sistema, de dos áreas relativamente autónomas, está caracterizado por la elevada 
dependencia de la región peninsular con respecto de la americana". Tanto las casas 
de la moneda de la Península dedicadas a la acuñación de oro y plata, Madrid" 


monto descendente desde los 4.432 millones de reales en 1793 hasta los 2.402 millones de 1850. Ya con 
anterioridad Sarda había estimado en torno a 3.000/4.000 millones de reales la oferta monetaria a inicios 
del siglo x1x en base a los datos reflejados en la Reseña histórico-crítica de la moneda española. La gran 
dificultad del periodo se centra en la determinación de la cantidad de salidas de metálico. 

5 Vid. José María de Francisco Olmos, La moneda de la revolución francesa. Documento económico 
y medio de propaganda político. Madrid: Castellum, 2000, 211-212 y Jean Marie, Darnis, La monnaie 
de Paris. Sa création et son histoire du Consulat et de Empire a la Restauration (1795-1826). Levallois: 
Centre d'Etudes Napoléoniennes, 1988. 

6 Puede encontrarse un amplio estudio de la reforma monetaria del Trienio Constitucional en Dioni- 
sio de Haro Romero, La Reforma monetaria del Trienio Constitucional. De la política monetaria ilustrada 
al reformismo liberal, Madrid: Dykinson, 2006. 

7 Así define Luis Angel Rojo a la política monetaria tradicional en Sardá 1998, p. VI. 

8 Para el caso de Cataluña, vid. Jordi Maluquer de Motes, «El índice de la producción industrial 
en Cataluña. Una nueva estimación (1817-1935)», Revista de Historial Industrial, 5 (1997), 45-71; Pere 
Pascual, y Carles Sudriá, «Industrialización, desarrollo financiero y oferta monetaria en Barcelona a me- 
diados del siglo x1x», Investigaciones de Historia Económica, 12 (2008), 45-77, para Andalucía, vid. Javier 
Maldonado, La formación del capitalismo en el Marco del Jerez: de la vitivinicultura tradicional a la agro- 
industria vinatera moderna (siglos XVI11- XIX), Madrid: Huerga y Fierro, 1999. 

2 Enrique Prieto Tejeiro y Dionisio de Haro Romero, Historia Monetaria de la España Contempo- 
ránea, Madrid: Dikynson, 2010. 

10 Guías mineras prácticas son, para el caso de la Península la de Tomás González Carvajal, Registro 
de las minas de la Corona de Castilla, Madrid, 1832 y para la cuestión americana la obra de Antonio Pérez 
Domingo, Memoria sobre las minas en la península, Madrid, 1831. Como estudios contemporáneos pue- 
den consultarse los libros de Julio Sánchez Gómez, Minería y Metalurgia en la Edad Moderna. Madrid: 
Akal, 1997 y De Minería, Metalurgia y Comercio de Metales (La minería y metalurgia no férrica en Espa- 
ña 1450-1616). Salamanca: Ediciones de la Universidad de Salamanca, 1989. 

1 Antonio Catalina Adsuard, La antigua ceca de Madrid: una aproximación a su historia, Madrid, 
1980 y VV. AA., Cien años de historia. Fábrica Nacional de Moneda y Timbre, Madrid: Museo Casa de 
la Moneda, 1994. 
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y Sevilla!?, como las americanas, destacando Ciudad de MéjicoB y Lima's, elaboran 
una moneda de alto valor intrínseco y aplican unos elevados derechos de retención, 
aunque en estas últimas las acuñaciones en cóspeles tienen una finalización más rús- 
tica. La moneda fuerte's, o bien toma el camino de la exportación, o es retirada de la 
circulación configurando parte de los tesoros particulares!ó, siendo así presa de un 
intenso proceso de tesaurización”?. En este sentido, la oferta monetaria peninsular de 
oro y plata apenas se ve alterada o afectada por la fiebre productora. Por el contrario, 
se manifiesta una excesiva acuñación de moneda de cobre o de aleación de ínfima 
calidad, se amplía la circulación de moneda falsificada y se da entrada en el circuito 
monetario interior a monedas extranjeras muy deterioradas. 

La Corona, principal protagonista de este drenaje, dedica las rentas americanas al 
mantenimiento de la onerosa política militari* y diplomática europea, condenando 
a la economía peninsular a una continua escasez de metales preciosos y a una pau- 
pérrima circulación de monedas de oro y plata, agravada de forma progresiva por el 
persistente déficit crónico en la balanza comercial española». 

La exportación de metales se fundamenta en la propia política monetaria tra- 
dicional consistente en bajas tarifas de las casas de la moneda, altos derechos de 
acuñación, y equivalencias oro/plata en torno a 1/16”5, sensiblemente desfasadas con 
respecto a Europa, subvalorando la plata, y, por consiguiente, defendiendo en el 
país las existencias de oro, aunque dicha política empujase a la plata a la exportación 
a gran escala. La política monetaria tradicional no obedece a principios económicos 
y monetarios modernos, sino más bien, a razones de orden fiscal y defensa de los 
depósitos tradicionales, considerando el ramo de la acuñación como un instrumento 


1. Francisco de Paula Pérez Sindreu, La Casa de la Moneda de Sevilla: su historia, Sevilla: Universi- 
dad de Sevilla, 1992. 

5 Véase principalmente, para la historia de la Casa de la Moneda de México, los trabajos de Bernardo 
García Martínez, La Casa de Moneda (siglos XVI-XIX), México: Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
1970; de Rafael Dobado y Gustavo Marrero, «Minería, crecimiento económico y costes de la independen- 
cia de México», Revista de Historia Económica, 3 (2001), 573-612. Para el estudio detallado de las impli- 
caciones económicas de la producción metálica de plata Adam Szászdi, «Preliminary Estimates of Gold 
and Silver Production in America» en Hermann Kellenbenz, ed., Precious Metals in the Age of Expansion: 
Papers of the XVI th International Congress of the Historial Sciences, Klett-Cotta, 1981, 151-224. 

14 Humberto F. Burzio, La ceca de Lima, 1565-1824, Madrid: Publicaciones de la Fábrica Nacional 
de Moneda y Timbre, 1958. 

15 Prieto y de Haro 2010. 

16 Manuel Lamas, ensayador mayor del reino en 1772 estimó que la moneda circulante en el país en 
1772 ascendía a 4.886.229,132 rs. y que la escondida podía suponer alrededor de la mitad de dicha cifra, 
esto es, 2.443.000,000 rs., vid. Jose Manuel de Vadillo, Reflexiones sobre la urgencia de remedio a los gra- 
ves males que hoy se padecen en España por causa de muchas monedas que circulan en ella, Cádiz: Impr. 
de Manuel Bosch, 1846, 51. 

17 Fenómeno estudiado exhaustivamente por Karl Marx, vid.: Contribución a la crítica de la econo- 
mía política, Madrid: Alberto Corazón, 1978, 156-168. 

18 Enla obra de Richard Ehrenberg, Das Zeitalter der Fugger. Geldkapital und Creditverkehr im 16, 
Jena, 1922 puede encontrarse un detallado análisis del recorrido de la plata americana desde los puntos 
de fabricación hasta los escenarios bélicos. Un estudio detallado del papel de los metales americanos en 
el sostenimiento de las guerras en la Europa Moderna, vid. Dennos O. Flynn, «El desarrollo del primer 
capitalismo a pesar de los metales preciosos del Nuevo Mundo: una interpretación anti-wallerstein de la 
España imperial», Revista de Historia Económica, 2 (1984) 29-57. 

19 Fontana 1992, 272-276. 

20 En Gran Bretaña esta equivalencia correspondía a 1/152 y en Francia en torno al 1/15'4. 
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más de su política de ingresos fiscales?1. En definitiva, no se tiene como objetivo la 
consecución de una política monetaria que favoreciese el crecimiento económico del 
país. Por el contrario, se mantiene un comportamiento económico feudal cuya lógica 
comprende la maximización en el cobro de rentas y no se concibe al sistema mone- 
tario como un instrumento clave en una economía de mercado en desarrollo??. Es 
decir, preserva un sistema monetario incapaz de impulsar el crecimiento económico 
peninsular a través de una oferta monetaria que proporcione la liquidez suficiente 
con la que cubrir los tráficos y garantizar las inversiones. La política monetaria tra- 
dicional, a pesar de considerarse una política absurda y antieconómica”, no deja de 
responder a las exigencias y necesidades de la economía tradicional*+. 

En definitiva, la política monetaria tradicional, lejos de favorecer la moderniza- 
ción del país, se convertirá en un serio obstáculo al mantener una oferta monetaria 
muy restrictiva, valorada en no más de 2.040 millones de reales de plata*, según 
las estimaciones realizadas por las comisiones parlamentarias de 1821. A la política 
monetaria tradicional hay que unir la escasa implantación de instituciones finan- 
cieras y bancarias en cuanto a su número y variedad, constituyendo su carencia un 
serio obstáculo para el crecimiento y desarrollo de la economía peninsular”. Esta 
política monetaria se mantiene gracias a la continua llegada de enormes masas de 
caudales americanos que durante el siglo xvri1 alivian los efectos nocivos que sobre 
la oferta monetaria produce esta vieja política. Sin embargo, en el siglo xtx, la inde- 
pendencia de los territorios de Ultramar, y con ello el colapso de las importaciones 
de capitales, y la crisis de la monarquía absolutista?%, abren el debate de la necesaria 
transición y reforma del sistema monetario. 

El régimen liberal enfoca el problema monetario con amplitud y eso pasa 
por incorporar la economía monetaria de Ultramar a la peninsular, establecer la 
nueva planta de las casas de la moneda, acometer la retirada del numerario fran- 
cés para poder disponer de una política monetaria propia y transformar las viejas 


21 Sardá 1998, 19. 

2 Victoria Chick, La macroeconomía según Keynes. Una revisión de la teoría general, Madrid: 
Alianza Editorial, 1990. 

3 Como conceptualiza Luis Ángel Rojo a la política monetaria de esta época en el prólogo de la 
última edición de la obra de J. Sardá editada por la Diputación de Barcelona en 1998, con motivo del 
cincuenta aniversario de la primera edición, vid. Sardá 1998, VI. 

24 En Pierre Vilar, «Los primitivos españoles del pensamiento económico. Cuantitativismo y bu- 
llonismo», en Crecimiento y desarrollo, Barcelona: Editorial Ariel, 1980, 135-163 puede encontrarse un 
interesante estudio teórico en torno al bullonismo. 

25 Para Sardá 1998, 21 este problema mantiene las iniciativas capitalistas aherrojadas. 

26 En este sentido el Conde de Toreno realiza la siguiente aproximación: «Así, aunque nuestra rique- 
za es mucho menor que la de Inglaterra y Francia, la cantidad de moneda circulante podrá calcularse de 
unos 600 a 700 millones; pero estos son cálculos aproximativos [...]. Puede también calcularse que de esos 
600 millones, 80 ó go millones de rs. son de moneda de Francia; y de estos dos principios debemos partir 
para calcular lo que con esta medida se resentirá nuestra circulación, que ya lo está bastante por las cir- 
cunstancias de América» vid. AHC, Diario de Sesiones, Legislatura extraordinaria de 1821, tomo l, 706. 

27 Rondo Cameron explica la importancia estratégica que desempeñan las instituciones financieras 
en el desarrollo, vid. La banca en las primeras etapas de la industrialización, Madrid: Tecnos 1974, 17-19. 

28 Carlos Marichal, La bancarrota del virreinato. Nueva España y las finanzas del imperio español, 
1780-1810, México: El Colegio de México, 1999 y «Beneficios y costes fiscales del colonialismo: las reser- 
vas americanas a España 1760-1814», Revista de Historia Económica, 3 (1997). 

29 Fontana 1992, y también del mismo autor «La Hacienda en la historia de España: 1700-1931», en 
Suplementos al Diccionario de Hacienda por D. José Canga Argúelles, Madrid, 1980. 
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instituciones monetarias haciéndolas más idóneas para los nuevos objetivos. En 
definitiva, fijar una nueva política monetaria propia que situase en el centro de su 
acción el crecimiento económico, desplazando de sus objetivos la preocupación por 
la fiscalidad3%. Con objeto de financiar la reforma monetaria y conseguir un mínimo 
nivel de liquidez, al estar las remesas americanas interrumpidas y el crédito nacional 
agotado, se recurre a la negociación de empréstitos exteriores, 

Los debates parlamentarios de carácter monetario se desarrollan, en su mayor 
parte, en cuatro iniciativas que serán aprobadas a lo largo de las legislaturas de 1820, 
ordinaria de 1821 y extraordinaria de 1821: Nueva moneda constitucional; Reforma 
de las Casas de la Moneda para convertirlas en Fábricas Nacionales de Moneda, 
que incluye la abolición del señoreaje; Transformación de la Junta de Comercio y 
Moneda en la Junta Directiva de Moneda; y el Proyecto de Resello Nacional. A lo 
largo de las sesiones parlamentarias se confirman tres grupos políticos dentro de las 
Cortes3?: los fieles a las tesis absolutistas, conocidos como serviles; los que apoyan 
decididamente las argumentaciones del gobierno que forman parte de las distintas 
comisiones especiales parlamentarias dedicadas a la redacción de los diversos dictá- 
menes monetarios, situados en el ala más moderada del liberalismo; y los más com- 
prometidos con el constitucionalismo y el reformismo, reconocidos como liberales 
exaltados que mantienen en numerosas ocasiones actitudes críticas con respecto a 
los proyectos gubernamentales, en especial en los debates relacionados con la nueva 
moneda constitucional y el proyecto de resello nacional. 

La primera iniciativa que se acomete, aunque no es una propuesta propiamen- 
te de política monetaria pero si fundamental para los propósitos modernizadores 
generales, consiste en la recuperación de lo establecido en la Constitución de Cádiz33 
para a continuación promulgar la nueva moneda constitucional. En el Capítulo VII 
de la Carta Magna, en su artículo 131, se delimitan las funciones a desempeñar por 
las Cortes en las que figura literalmente: determinar el valor, peso, ley, tipo y deno- 
minación de las monedas. De esta forma, queda relegado el tradicional concepto 
patrimonial de la moneda por parte de la Corona, procediéndose a la separación de 
esta institución de la política monetaria, que pasa a ser responsabilidad directa de 
las Cortes. La nueva moneda constitucional34 debe servir como instrumento para 
los intereses nacionales, y no como fuente de ingresos rentistas como había sido 
tradicionalmente considerada. Este elemento es clave y de gran trascendencia ya 
que la separación de la rama de la moneda del ámbito recaudatorio de la Hacienda 
Real permite actuar sobre la moneda sin las presiones que el sentido patrimonial 
ejercía sobre cualquier opción reformista. La nueva moneda constitucional nace así 


39 Aunque al final lo que resulta de la principal ley (resello) signifique el intento de modernización 
sin alterar el paradigma tradicional de moneda fuerte. 

31 Joaquín del Moral, Hacienda y sociedad en el Trienio Constitucional, Madrid: Instituto de Estu- 
dios Fiscales del Ministerio de Hacienda, 1975, 178-192. 

32 Alberto Gil Novales, Diccionario biográfico del Trienio Liberal, Madrid: El Museo Universal, 
1991. 

33 Alberto Gil Novales Rafael del Riego. La Revolución de 1820, día a día. Cartas, escritos y discur- 
sos. Madrid: Tecnos, 1976, 34-35. 

34 Decreto de 1 de mayo de 1821, en el que además se contempla la unificación de los tipos moneta- 
rios provinciales y nacionales. Los debates se inician en agosto de 1820 y durarán hasta el 17 de abril de 
1821 cuando la comisión de bellas artes remita a las Cortes y sea aprobado por éstas el último modelo de 
moneda constitucional en AHC, Diario de Sesiones, Legislatura de 1820, tomo 1-IL. 
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sin las pesadas ataduras del Antiguo régimen, como nuevo numerario símbolo de la 
Nación. Con esta novedosa dimensión política se abren las posibilidades de cambio 
en la orientación de la política monetaria y de transformación de sus instituciones. 
Aunque, finalmente los cambios propuestos en los troqueles acaban siendo discretos 
y moderados. 

La segunda medida propiamente monetaria tiene que ver con la nueva planta de 
las Casas de la Monedas (ver Anexo 2), debate conocido en la época como Arreglo 
de las Casas de la Moneda. Independientemente de otros elementos relacionados con 
el cambio en la orientación de la política monetaria, la situación técnica de las casas 
de la moneda era ruinosa. La intervención realizada por el Contador36 de la Casa 
Nacional de la Moneda al Superintendente General describe minuciosamente la 
caótica realidad del conjunto de las infraestructuras de los establecimientos del ramo 
instando a su inmediata recuperación. Por este motivo, el decreto acomete la reforma 
en los siguientes términos: situar las fábricas de moneda en edificios apropiados para 
ejecutar una acuñación eficaz; adoptar en los nuevos establecimientos las técnicas de 
acuñación europeas de principios del siglo x1x; considerar las fábricas de moneda 
como instituciones empresariales en las que hay que incentivar la productividad, la 
introducción de tecnología y la autonomía en la gestión; y minimizar los costes de 
acuñación para evitar que el braceaje estrechase más el margen en las tarifas. Con 
estos objetivos se pretenden convertir las viejas casas rentistas en modernas fábricas 
de acuñación, y estimular la deprimida oferta monetaria incentivando la llevanza de 
los metales a los talleres de acuñación. 

Asimismo, se contempla la apertura de nuevos establecimientos y la introduc- 
ción de mecanismos empresariales y de autonomía en la gestión que permitiesen la 
reinversión de los beneficios en mejoras técnicas y organizativas. Los cambios más 
relevantes son los relacionados con la reducción de los derechos de acuñación, que 
quedan reducidos a los costes de braceaje, y el aumento de los precios de compra 
de los metales que se fijan en 3.070 reales por marco de oro fino y 182,5 reales por 
marco de plata de igual ley y los siguientes parámetros de retención: 


Derechos de retención 


Tipología % 
Oro nacional 1,24% 
Oro provincial 1,01% 
Plata nacional 3,08% 
Plata provincial 3,70% 


Fuente: Breve reseña histórico-crítica de la moneda española 
y reducción de sus valores a los del sistema métrico vigente, 1862, 72. 


35 Decreto de 25 de junio de 1821. Los debates comienzan, aunque hay algunas discusiones previas 
en torno a la casa de moneda de Jubia, con la intervención del superintendente de la casa nacional de mo- 
neda el 16 de mayo de 1821, finalizándose el 20 de junio de 1821 con la tercera lectura y aprobación del 
dictamen en AHC, Diario de Sesiones, Legislatura de 1821, tomos I-1-IIL. 

36 Rafael Durán González, «Historia de la Casa de la Moneda y Timbre» en Cien Años de Historia. 
Fábrica Nacional de Moneda y Timbre, Madrid: Museo Casa de la Moneda, 1994, 107. 


LOS DEBATES MONETARIOS EN LAS CORTES DEL TRIENIO LIBERAL IOI 


De esta forma, se abandona el objetivo rentista aumentando las tarifas de compra 
y estableciendo el cobro de derechos únicamente sujetos a los costes de producción, 
suprimiendo los viejos derechos de señoreaje que ya habían desaparecido en los 
sistemas monetarios modernos? (ver Anexo 1 y 2). Con estas medidas se espera 
que los obstáculos que impedían la llevanza de los metales a las casas de la moneda 
quedasen desbloqueados y que la mínima liquidez, que mediante los empréstitos 
extranjeros había entrado en la circulación interior, no fuese drenada de nuevo por 
las sacas. Además, se considera que con la alteración de las tarifas acordadas por la 
Real Orden de 19 de octubre de 1821, elevando el precio de compra de las pastas, se 
influye positivamente en los empréstitos contratados en esos años con casas extran- 
jeras obteniendo mayor valor en los metales importados por su cuenta, 

Sin embargo, la medida no logra dar una solución plenamente satisfactoria al 
grave problema de la circulación monetaria. Esencialmente hay dos aspectos que el 
decreto no aborda y que son fundamentales a la hora de definir la política monetaria 
en un sistema metalista. Un primer aspecto es la relación de equivalencia oro/plata, 
y un segundo, el relativo al fino de la moneda. Con respecto a la nueva equivalen- 
cia oficial, las tarifas de compra de los metales establecen una relación metálica de 
1/16'7, por lo tanto, ligeramente superior a la establecida en la Ley de 1786. De 
esta forma, la plata nacional permanece muy, subvalorada si la comparamos con las 
distintas equivalencias que imperan en los países europeos de nuestro entorno. Con 
relación al fino de la moneda, no existen evidencias de que se produjesen disminu- 
ciones ni en la ley, ni en el peso de la moneda. El valor intrínseco de la nueva moneda 
constitucional permanece invariable con la reforma monetaria39. Con respecto a este 
punto hay autores que han avanzado que la propia subida de las tarifas de compra 
de los metales suponía automáticamente una devaluación metálica de la moneda+. 
Sin embargo, nada de esto se produjo. Ni en el decreto del 1 de mayo de 1821, ni 
en el correspondiente al 25 de junio de ese mismo año, hay referencia alguna de 
modificación de la ley o el peso de la moneda, de tal forma que aunque se mejore 
la retribución de los metales llevados a las Casas, la nueva moneda sigue teniendo 
las mismas características en peso y ley que las monedas pre-constitucionales, que 
se siguen rigiendo por las Leyes de Tallas de 1772 y 1786. A través de sencillos 
cálculos matemáticos podemos observar como la subida de las tarifas de compra 
no se realiza a costa de la ley o el peso de la moneda, sino más bien, a cargo de los 
fondos liberados una vez abolido el derecho de señoreaje y aplicada la reducción de 
otras retenciones. Asimismo, se cuenta con el estrecho margen de reservas propias 
de metales preciosos en pasta que mantienen en sus fondos las casas de la moneda+. 
De esta forma, la subida de las tarifas de compra, presumiblemente no hubiesen 


37 La comisión parlamentaria trabaja con el modelo de acuñación vigente en Francia en AHC, Diario 
de Sesiones, Legislatura de 1821, tomo II, 2395. 

38 Dictamen de la Comisión de Hacienda sobre acuñación de moneda procedente de barras y tejos de 
oro remitidos como parte del empréstito de 200 millones, Madrid, 1821 en AHC, Serie de Impresos, leg. 
8, núms. $ y 51. 

39 Breve reseña histórico-crítica de la moneda española y reducción de sus valores a los del sistema 
métrico vigente, 72. 

40 Sardá 1998, 61. 

41 En un estudio detallado del Estado o cuenta de la Casa de la moneda de Madrid se puede observar 
un deterioro progresivo y constante de los líquidos disponibles en metales preciosos. En concreto, tras 
los apuntes contables ordinarios y descontados créditos y baxas los fondos del establecimiento entre el 
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significado un freno significativo a las exportaciones de metal ya que, a pesar de 
la mejor retribución de las pastas, el alto contenido del fino de las monedas seguía 
siendo una poderosa razón para continuar realizando las sacas sobre una moneda 
no devaluada*?. 

La tercera iniciativa monetaria pretende la creación de la Junta Directiva de 
moneda* (ver Anexo 4) que venía a sustituir a la tradicional Real Junta de Comer- 
cio, Moneda y Minas. Con esta medida se acentúa la separación de la Corona de los 
asuntos monetarios y se dota al gobierno de una institución con carácter técnico que 
asesore y supervise los diversos proyectos de reforma encaminados a modernizar 
el sistema monetario. La finalidad era proporcionar al país una nueva institución 
monetaria capaz de dirigir con objetividad y rigor+* las reformas del sistema moneta- 
rio. Sus cometidos atienden prácticamente a todos los elementos relacionados con el 
ramo de la moneda: vigilar de la uniformidad de la ley, peso y forma de las monedas, 
mejorar la elaboración monetaria, favorecer la difusión de nuevos conocimientos 
y técnicas en el ramo, formar las tarifas, proponer las supervisiones necesarias en 
las fábricas de acuñación, presentar anualmente memoria al gobierno, y proveer a 
éste de todos los informes técnicos necesarios para ejecutar las reformas. Además, 
por primera vez, se considera la posibilidad de coordinar los asuntos monetarios 
peninsulares y americanos, en una nueva concepción global y unitaria del sistema 
monetario nacional. En conclusión, la Junta Directiva de Moneda se convierte en un 
centro de observación y coordinación de todos los ramos pertenecientes a la amo- 
nedación, y por lo tanto, en el conducto a través del cual el ramo se relaciona con el 
poder ejecutivo y éste con los establecimientos de acuñación. 

La cuarta medida, y probablemente la más compleja de ejecutar y controvertida, 
fue la encaminada a retirar y resellarss la moneda francesa que circulaba en nuestro 
país (ver Anexo 3). Es el proyecto que contempla la unificación monetaria penin- 
sular mediante la depuración del numerario francés y la supresión de las anteriores 
tarifas que permitían su circulación legal+S, El resello es la principal medida de polí- 
tica monetaria adoptada en el Trienio. 


31 de diciembre de 1819 y el 30 de junio de 1822 se han reducido en un 40% en AHN, FCC. Hacienda, 
leg. 7681, exp. 4. 

42 Medida ya recomendada por Paradaltas (1847, página 28) cuando señala que: «Intentaremos pro- 
bar en adelante que debe disminuirse la ley y algo el peso de la moneda de plata, pero la tarifa no sola- 
mente debe elevarse del valor de esta disminución sino de la reducción de los gastos de fabricación que 
actualmente se exigen en las casas de moneda de España a fin de impedir la extracción de nuestra plata». 

4 Decreto de 22 de noviembre de 1821. Los debates en Cortes se inician con la intervención de 
Marcial López el 1 de noviembre de 1821 y finalizan el 19 de noviembre en el que la comisión especial 
de moneda presenta para su aprobación el dictamen encargado en AHC, Diario de Sesiones, Legislatura 
extraordinaria de 1821, tomo l. 

44 Las plazas que se habilitan para la formación de la Junta directiva de moneda son: química, graba- 
do, ensaye, administración, cuenta y razón, maquinaria y un solo representante del gobierno. 

45 Decreto de 19 de noviembre de 1821. Los debates parlamentarios dan comienzo el 30 de octubre 
de 1821, cuando se aborda la lectura del dictamen elaborado por la comisión monetaria especial de las 
Cortes, y finalizarán el 29 de diciembre de 1821, ya que se acabarán proponiendo modificaciones parciales 
que acabarán alterando el decreto de noviembre, en AHC, Diario de Sesiones, Legislatura extraordinaria 
de 1821, tomos I-IT. 

46 Se limitan las normas prohibicionistas y se acepta la circulación libre de toda moneda extranjera 
en territorio peninsular como pasta. 
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El objetivo que pretende es evitar las sacas de plata a Francia con premio para su 
tráfico. Los resultados son escasos porque refuerza la política de moneda fuerte que 
es la causa principal de la extracción de la plata. Se plantea un minucioso sistema de 
recogida de la moneda francesa, en primer lugar de los medios luises y, a lo largo 
de 1822, del resto del numerario galo, y su posterior resello*7. La diferencia entre el 
valor metálico y el valor nominal por el cual la moneda circulaba legalmente por la 
Tarifa de 10 de noviembre de 1818, era compensada mediante unos billetes consig- 
nados por el Crédito Público (véase el apéndice 1). 

En definitiva, con la iniciativa del resello se pretende poner fin a la dependencia 
monetaria con Francia mediante la supresión del tipo de cambio oficial que premia- 
ba a la plata francesa frente al numerario nacional. Por el contrario, sin variación en 
las equivalencias del oro con la plata y sin cambios en la ley y el peso de la nueva 
moneda constitucional, el proyecto del resello nacional actúa paradójicamente 
a favor de la política monetaria de moneda fuerte ya que no supone alteración metá- 
lica alguna en la moneda nacional sino una devaluación nominal de la francesa, man- 
teniendo, por consiguiente, las tensiones especulativas de flujo de moneda francesa 
antes de la entrada en vigor de la ley. Sin embargo, el proyecto tiene en sí mismo 
una doble virtud: por una parte, el ser un primer intento para acabar con la depen- 
dencia y la subordinación monetaria con respecto a Francia%%; y por otra parte, el 
abolir la denostada Tarifa de 1818 que abría a la circulación interior monedas fran- 
cesas de difícil identificación y de ínfima calidad. 

Además de estas medidas principales, el Trienio examina la problemática del 
circulante de cobre mediante el cierre cautelar de la Casa de la Moneda de Jubias9; 
propone la creación de la Casa de la Moneda de Barcelona5%, una más en la ciudad 
de Sevilla, aumentar la capacidad de Madrid y el estudio de dos establecimientos 
acuñadores en Bilbao y Santander; y avanza en la reorganización de la deuda pen- 
diente de los vales reales convirtiéndolos, bien en deuda consolidada con interés, o 
en deuda sin interés susceptible de ser amortizada mediante futuras desamortizacio- 
nes. Asimismo abre el debate en torno a la reforma del sistema de pesos y medidas. 

La política del Trienio Constitucional supone un cambio muy importante con 
respecto a las viejas concepciones monetarias. El objetivo ya no es tanto el rentista, 
sino el de garantizar la suficiente liquidez monetaria basada en la plata nacional 
que alejase de la economía española el fantasma de la deflación. Con la nueva polí- 
tica monetaria de elevadas tarifas de compra de metal, disminución de los dere- 
chos de acuñación, y modernización de las instituciones monetarias, los reformistas 


47 Alo largo de las discusiones en Cortes se valora inicialmente la posibilidad de la refundición, 
pero analizados los costes de tal operación, se deshecha por la falta de fondos suficientes por parte de la 
Hacienda Pública. 

48 Por una parte, respecto a este punto, autores como Vázquez Queipo se pronunciarán en torno a la 
irrelevancia de la presencia en el cuño del busto de la reina o del monarca francés. Por otra parte, para los 
cuantitativistas la preocupación es la cantidad de dinero, no otras consideraciones. Otra cosa es la nacio- 
nalización de la moneda para la disposición del instrumento monetario por el gobierno. 

49 AHC, Diario de Sesiones, Legislatura de 1821, tomo IL, 1518, 2178 y 2218. 

50 Decreto de 21 de diciembre de 1821, vid. Xavier Sanahuja, «La geca constitucional de Barcelona 
(1822-1823)», Acta Numismática, 27 (1997), 111-121. 

Que nos costa que llegó a realizar acuñaciones de resello, como así queda reflejado en la exposición 
llevada realizada por el Banco de España en el 2002: El Camino hacia el Euro: El real, el escudo y la peseta. 
Sala de exposiciones del Banco de España, 19 de octubre de 2001-17 de febrero de 2002. 
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persiguen el afloramiento del metal tesaurizado, poner freno a la salida de capitales 
sin contrapartidas y acabar con la dependencia monetaria con respecto a Francia. Sin 
embargo, en esta amplia reforma monetaria se echa de menos la necesaria devalua- 
ción metálica y un ajuste de la equivalencia oro/plata que hubiese permitido despejar 
definitivamente los perturbadores efectos que la exportación de capitales ejercía 
sobre el sistema monetario nacional y la economía española. En conclusión, la polí- 
tica monetaria del Trienio, aun siendo incapaz de modificar la política de moneda 
fuerte y sobrevaluación del oro, es un primer intento para la modernización mone- 
taria. Las tarifas constitucionales hacen converger los precios de los metales hacia 
los que en esos momentos estaban fijados en la Europa continental, y la abolición 
de los derechos de acuñación eliminan los objetivos rentistas en la política moneta- 
ria. La virtud de la política monetaria del Trienio es que intenta introducir un giro 
modernizador en la política monetaria. No obstante, la nueva política constitucional 
se enfrenta a dos límites: primero, la corta duración del Trienio, que deja en el vacío 
las reformas; y segundo, que la propia política reformista, en temas fundamentales, 
trata los problemas monetarios con criterios del Antiguo régimen. 

El retorno del absolutismo fernandino en 18235 da por zanjada la experiencia 
monetaria reformista. La política monetaria, aunque ligeramente rectificada%, retro- 
cede al sistema tradicional. El resultado del fracaso reformista se manifiesta en una 
larga onda depresiva, deflacionista y de crisis del sistema de acuñación5%, en la que 
el atesoramiento y exportación del capital nacionals sólo se ven compensados, par- 
cialmente, mediante la suscripción de nuevos empréstitos extranjeros, la persistente 
entrada masiva de numerario francés% y la legalización progresiva en la circulación 
interior de numerario portugués”, inglés y mexicano, con nuevas tarifas. 

El impulso reformista del Trienio estará presente en todos los proyectos de 
reforma monetaria que se producen en España en la primera mitad del siglo xx, 
pero incomprensiblemente tendrán que pasar veinticinco años hasta que finalmente 
la reforma monetaria de Beltrán de Lis de 1848 oriente la política monetaria en el 


52 Tarifa de Tolosa, decretos de 13 de abril y 21 de junio de 1823, vid. Pere Pascual Doménech, 
«Moneda e industria. La reforma de 1824 y la acuñación de moneda en Barcelona (1836-1848)», Revista 
de Historia Industrial, 26 (2004), 57-100. 

53 Decreto de 20 de agosto de 1824. Aumento de las tarifas de compra pero elevando paralelamente 
los derechos de acuñación. 

54 Desde 1824 a 1833 la acuñación de monedas de oro y de plata en todas las casas de la moneda espa- 
ñolas fue de: 44.380,500 reales de vellón de oro y 35.757,718 reales de vellón de plata. Es decir, la produc- 
ción nacional de plata apenas supera los 3.500,000 de reales de vellón, cantidades que no garantizan una 
mínima liquidez de circulación con la que realizar los tránsitos comerciales ordinarios (Anuario de la Co- 
misión de Estadística de 1859) citado en la Breve reseña histórico-crítica de la moneda española, 1862, 75. 

55 En cuanto a la responsabilidad de la normativa fernandina en torno a la exportación monetaria las 
tesis se dividen entre unos que consideran que la Tarifa de Tolosa es la principal causa de las sacas, vid. 
Vadillo y otros que la analizan como un elemento que simplemente acelera el proceso de exportación 
sin ser determinante, vid. Vicente Vázquez Queipo, Proyecto de Ley sobre la uniformidad y reforma del 
sistema métrico y monetario de España, Madrid, 1847. 

56 En 1846, según datos aportados por Vadillo 1846, 52, de un total de 6.000.000 de rs. incluyendo la 
de vellón, aproximadamente 2.500.000 rs. correspondía a moneda francesa. En 1842 otros autores, como 
Sardá elevan esta cantidad a un 50% del total del numerario existente, vid. página 99 de su obra. 

57 Decreto de 13 de mayo de 1836, vid. Antonio García Jiménez, Índice de reales decretos y órdenes 
expedidas en materias de rentas..., Madrid: Impr. de J. F. Palacios, 1845, 723. 

58 Decreto de 25 de octubre de 1835, vid. García Jiménez 1845, 723. 

59 Decreto de 11 de octubre de 1837, vid. Sardá 1998, 85. 
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sentido de la modernización del sistema en consonancia con la corriente principal, 
empujada por los acontecimientos monetarios internacionales —fluctuaciones en los 
precios del oro y la plata y crisis financiera en Francia—. 


Lucas ALAMÁN Y LOS DEBATES MONETARIOS 


En cuanto al grado de influencia que pudo tener este impulso reformista en la 
fase última de la independencia hispanoamericana cabe destacar el papel protagonis- 
ta y de liderazgo que asume Lucas Alamán'" en los debates monetarios del Trienio 
y la adopción de ciertos criterios monetarios reformistas del Trienio por parte del 
gobierno virreinal de La Serna en el Perú. En este punto trataremos el caso particular 
de la influencia mexicana en las discusiones monetarias. 

Lucas Alamán participa en la práctica totalidad de los debates monetarios que se 
producen a lo largo de las legislaturas ordinarias y extraordinarias de 1821. Desde 
los debates en comisión sobre el Arreglo de las Casas de Moneda hasta el proyecto 
de Resello Nacional, pasando por las discusiones en torno a la creación y composi- 
ción de la Junta Directiva Nacional de Moneda. 

Con relación al debate de la Junta Directiva Nacional de Moneda, corre a cargo 
del diputado Marcial López la exposición de motivosó! indicando la necesidad de 
dicha medida con el objetivo de hacer frente a las numerosas falsificaciones, alejar 
la especulación extranjera y superar la pasividad nacional, tratando de unir la parte 
facultativa con la administrativa del ramo a través de una nueva institución técnica 
que manejase los asuntos monetarios con rigor, y gestionase con eficiencia las refor- 
mas pendientes. La nueva institución surgiría de una reorganización de los recursos 
existentes ya que los cargos de grabado, ensaye, administración Y contabilidad, que 
serían los que formasen la Junta inicialmente, recaerían en los máximos responsables 
de estas áreas en la Casa de la Moneda de Madrid. 

Lucas Alamán es de la opinión de que los reglamentos de las casas de la moneda 
son excelentes y si existen abusos es más por la inobservancia de los mismos que 
por falta de coordinación y supervisión”, Asimismo subraya la contradicción con- 
sistente en crear una nueva institución supervisora formada por los mismos que son 
responsables de ejecutar las operaciones ordinarias, cuando lo acertado sería crear 
un cuerpo interventor que examinara a los que están al frente del trabajo diario. 
En su opinión, las casas de la moneda contemplan dos operaciones principales, o 
dos ramos que son independientes uno de otro: el primero consiste en recibir las 
pastas que se presentan para amonedar, ensayar y pagar a los introductores, según 
la ley de los metales que se presentan, su valor en metálico; de este mismo ramo es 
dependiente el mezclar estas mismas pastas de manera que el resultado de la mixtura 


60 Lucas Alamán (Guanajuato 1792-México 1853). Estudió física y química en la Escuela de Minería 
de México. Diputado por Guanajuato a las Cortes de 1820-22 y redactor del proyecto americano debati- 
do en Cortes. Empresario minero, pionero en el desarrollo de la ferrería moderna en México, y de perfil 
político conservador, fue secretario del Interior, ministro de Estado y en 1834 presidente de la República. 
Entre sus obras destaca: Causas de la decadencia de la minería en Nueva España, 1821 en Historia de 
México, 1849. 

6 AHC, Diario de Sesiones, Legislatura extraordinaria de 1821, tomo l, 469 et passim. 

62 Ibidem, tomo l, 471-472. 
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tenga la ley prescrita para el valor de la moneda. El segundo ramo se encarga de pasar 
estas pastas preparadas y ligadas convenientemente para que reciban el sello según 
el tipo propuesto y se pongan en circulación. Por el género de conocimientos que se 
necesitan para estos dos diversos ramos, en los países donde las casas de la moneda 
están bien establecidas y gobernadas como es el caso de Francia, cada uno tiene sus 
oficinas plenamente independizadas. En efecto hay una oficina donde se reciben las 
pastas que se presentan a amonedar, se hace el ensaye, y conforme a este ensayo, se 
evalúan y pagan. En esta misma oficina se mezclan unas con otras, o con cobre para 
que tengan la ley de la moneda. Hay dos ensayadores principales, los cuales presen- 
tan su ensayo al ensayador en jefe, quien en el caso de encontrarse con resultados 
distintos, repite la operación y se tiene por verdadero aquel que conviene con el del 
ensayador en jefe. Preparadas las pastas, se pasan a la segunda oficina, que es donde 
se reducen a planchas y se amonedan. Sobre ambas oficinas ejercen su inspección el 
director o superintendente, que es el verdadero controlador que hace que se obser- 
van en una y en otra los reglamentos. 

El diputado no observa aportaciones significativas mediante la creación de la 
Junta propuesta, por el contrario todo se reduciría a una inútil superposición de fun- 
cionesó3, Considera innecesaria una Junta que venga a sustituir a la antigua Junta de 
Comercio, Monedas y Minas cuando sus atribuciones ya se han distribuido donde 
procede, la legislativa en las Cortes, la de inspección en el Gobierno. Propone única- 
mente crear una dirección general de las casas de la moneda de la Península, a modo 
de jefe superior. Asimismo, señala que en una corporación tan poco numerosa y los 
miembros aislados por sus conocimientos, los debates son impracticables ya que el 
dictamen de uno solo de sus miembros será aprobado sin contraste. 

Retomados los debates en noviembre de 1821 se termina por acordar la for- 
mación de una Junta Directiva pero más amplia, incorporando ámbitos técnicos 
y científicos no contemplados con anterioridad como es el caso de la química y la 
maquinaria. Sin embargo, este avance de acuerdo, en que ya es partícipe el diputado, 
permite abrir uno nuevo, la necesidad de dotar a México de una Junta subalterna. En 
esta discusión se suman Pablo La Llaveós y el propio Lucas Alamán. Argumentan 
las dificultades operativas derivadas de la distancia en el caso en que la Junta tuviera 
que ocuparse de las casas de la moneda de América y en particular de la primera 
casa en acuñación del mundo, la correspondiente a la Ciudad de México. Aconse- 
jan seguir el modelo aplicado en el Plan de Instrucción Pública que estableció las 
subdirecciones con el objeto de evitar los males que podría causar la distancia. Y 
animan a aplicar el ejemplo de las diputaciones provinciales de América dotadas, 
por razones similares, de facultades más extensas que las peninsulares. Por ejemplo, 
éstas no pueden invertir ningún caudal al fondo de la provincia, sin dar antes parte 
de ello al Gobierno; mientras que a las americanas, en virtud de la distancia, se les ha 
concedido esta potestad. En este punto defienden la iniciativa de ampliar las funcio- 
nes y responsabilidades de las casas de la moneda de América de modo que existan 


6 Ibidem, tomo l, 562 et passim. 

64 Pablo la Llave y Ávila, (Córdoba de Veracruz, 1773-Valladolid de Michoacán, 1833). Director del 
Jardín Botánico de Madrid y defensor de la postura americana en las Cortes de Cádiz. Canónigo de la 
Colegiata de Osuna en 1826 y Vicepresidente de la Junta de Censura en 1820. Diputado por Veracruz a las 
Cortes de 1820-1822. Ministro de Asuntos Exteriores y Justicia y Negocios eclesiásticos de la república 
de México. 
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y se gobiernen por separado, o por lo menos que estén remotamente sujetas a la de 
Madrid por medio de una subdelegaciónS5. 

Alamán haciendo hincapié en la necesidad de uniformar criterios y metodología 
de funcionamiento en América acaba realizando la siguiente propuesta de Junta 
Directiva subalterna: Junta directiva para Nueva España en México para las casas de 
moneda de México, Guadalajara, San Luis de Potosí y Guatemala. En cambio, para 
la América meridional se abstiene de emitir propuesta alguna debido a la escasez de 
información relativa a dichos territorios. 

En cuanto al debate del proyecto de resello de la moneda francesa, las aportacio- 
nes de Lucas Alamán son de especial importancia y relevancia, poniendo a disposi- 
ción de la comisión información técnica de primer orden. 

En primer lugar señala que por el hecho de negociar con moneda extranjera no 
se puede volver a los tiempos de pena de destierro por cuatro años y la pérdida de la 
mitad de los bienes a los que la recibiesen o usasen. En su opinión, como en el resto 
de los ramos del comercio, debe quedar sin prohibición y a libre determinación de 
los comerciantes, que deberían regular el precio según los convenios particulares. 
Para apoyar esta argumentación cita el ejemplo de Inglaterra con respecto a la mone- 
da española tras la restitución de Bonaparte en el gobierno de los too días: 


Los ingleses tratando de aumentar su numerario, pues que su papel-moneda no 
podía correr en el continente de Europa; y necesitando hacer avances considerables a 
las potencias aliadas, consiguieron una autorización del Gobierno español para pro- 
curarse moneda en América, mandando con este fin barcos a Veracruz. Esta necesidad 
los puso en el caso de aumentar extraordinariamente el precio de nuestra moneda; de 
modo que los duros españoles corrían por 6 pesetas. Se concluyó aquella guerra más 
pronto de lo que se creía; y faltando la necesidad de nuestra moneda, bajó su precio 
y se pusieron a 4 y media. Lo mismo sucedió con el oro: las onzas españolas llegaron 
a valer 20 duros en Londres; y hecha la paz se pusieron a en pocos días a 15 durosó6, 


Según Lucas Alamán, esto probaba que dejando libre la entrada y salida de dine- 
ro sin fijación de precio a las monedas extranjeras, unas veces se ganará y otras se 
perderá según el curso que el comercio marque. Y vuelve al ejemplo británico para 
defender el resello sin temor a la masiva extracción de numerario nacional. Indica 
como en Inglaterra se creó una moneda llamada notas o señales de banco, un verda- 
dero papel-moneda de plata, moneda que representaba mucho más que lo que valía: 


El objeto que aquel gobierno se propuso fue impedir la extracción de numerario 
y lo logra completamente, pues nadie llevaba al continente lo que le costaba más de lo 
que por ello le podían dar; pero no se notaba por esto que introdujesen esta moneda 
de fuera, pues estando perfectamente acuñada, eran menester para falsificarla todas 
las máquinas que se necesitaban para hacerla; y luego, cuando llegó el caso de poder 
recogerla se les pagó a los tenedores el aumento del valor. Así, que si allí no se falsifi- 
caron dichas monedas, es de creer que aquí tampoco se falsificarán; y en caso de que 
se falsificasen, lo mismo sucedería con todas las demás monedas0. 


65 AHC, Diario de Sesiones, Legislatura extraordinaria de 1821, tomo l, 785 et passim. 
66 Ibidem, tomo l, 733 et passim. 
67 Ibidem, tomo l, 748 et passim. 
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En segundo lugar en cuanto a la denominación, rechaza la propuesta de la nueva 
moneda resellada por otra que ponga en el anverso medio escudo resellado, y en el 
reverso vale 10 rs. Considera desacertado utilizar el término de medio luis, nombre 
nunca utilizado en España ya que estas monedas eran reconocidas por el calificativo 
de seis y tres libras tornesas. Asimismo, apoyándose en lo teórico en Adam Smith 
y en la experiencia histórica, en la refundición general de 1772, defiende que el 
proyecto de resello debe ser sostenido por el presupuesto general de la Nación sin 
menoscabo de los intereses privadosó8, 

En tercer lugar, con relación a los billetes de compensación por la pérdida de 
valor nominal de los particulares y con el objeto de facilitar los cambios es partidario 
de establecer una base fija para estos pagarés: 


Tomar una unidad, por ejemplo un marco de plata, y sobre el cinco o diez veces la 
misma unidad, de manera que hubiese un pagaré que representase un marco de plata 
y otro que representase 5 y otro 10. Como no se admiten presentaciones menores 
de seis marcos de plata, habrá muchas personas que no tengan cantidad suficiente de 
moneda para completar los seis marcos y reunidas acaso tres personas para presentar 
la cantidad prevenida, pueden obtener después cada una de sus pagarés respectivos y 
tenerlos por separado, sin necesidad de hallarse con uno solo general para los tresó. 


En cuarto lugar, realiza una más que notable aportación en los debates mone- 
tarios, que consiste en elaborar una aproximación a la oferta monetaria española 
junto a otro distinguido diputado, el Conde de Toreno. Éste indica la necesidad de 
conocer de antemano la cantidad de dinero de la que estamos hablando para poder 
adelantarnos a los posibles problemas en el comercio por el estanco de numerario, 

y que parte de esta importa en francesa. Según sus propios datos, considerando la 
monetaria francesa y argumentando que la peninsular debería corresponder 
aproximadamente a una cuarta parte de esta última, acaba concluyendo en una oferta 
monetaria española en torno a los 2.040 millones de reales. 

Por su parte, Alamán sostiene que el circulante español nunca estaría por debajo 
de los 1.600 millones de reales. Para llegar a esta cifra tentativa se basa en los datos 


de: 


Uztáriz, que a principio del siglo pasado, creyó que circulaban en su tiempo 100 
millones de duros; pero Burgoing, en el viaje de España, asegura (fundándose en la 
autoridad del Ministerio de Hacienda) que en aquella época circulaban 80 millones 
de duros, suma algo inferior a la calculada por el Sr. Conde de Toreno. En esta masa 
ha habido alguna disminución con motivo de la guerra de América, que hace ya once 
años que dura [...] Antes de la guerra de América se creía que la masa de metales pre- 
ciosos que venía de aquel país a Europa, ascendía a 45 millones de duros al año por un 
término medio. Hubo algunos años, como por ejemplo, los transcurridos entre 1801 
a agosto de 1804, en que importó el caudal entrado en solos los puertos de España, 
bajo registro, la suma de 107.308.152 duros. Agregando a esta suma la de las partidas 
no registradas, que se han introducido por contrabando en España y en el resto de 
Europa, y las traídas a Portugal desde Brasil, se hallará una cantidad mucho mayor 
que el término medio indicado; pero este resultará tomando una larga serie de años. 


68 Ibidem, tomo III, 1639, 1640, 1655 y 1656. 
69 Ibidem, tomo l, 767 et passim. 
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El comercio con Oriente absorbe, según cálculos muy exactos hechos recientemente 
en Inglaterra, la suma de 16 a 17 millones de duros anualmente; y el consumo de 
metales que puede regularse empleados en dorados, galones, vasilla y algunas alhajas 
en toda Europa, sube a 24 millones de la misma moneda, pues que en Francia la suma 
registrada anualmente por este fin en las casas de moneda es de 5 millones de duros, 
y se regula que otro millón se labra de contrabando, y que la labor de la Francia en 
este género se calcula ser la cuarta parte de la de toda Europa. Aun cuando se suponga 
que la tercera parte de los metales empleados en estas manufacturas proviene de la 
vieja obra fundida, siempre quedará por este ramo y por el comercio con Oriente un 
consumo o dispendio anual de más de 30 millones de duros en toda la Europa. 


Si pues, la introducción de América, que antes subía a 45 millones, ha disminuido 
por efecto de la guerra, tanto que en los últimos diez años no creo que haya pasado 
de 15 a 20 millones, completándose acaso esta última suma con los metales de Europa 
y Asia, resultará en la masa circulante en Europa un déficit anual de 10 millones de 
duros, y en los once años de guerra de cosa de 100 millones. 


Distribuyendo estos en toda la Europa con relación al numerario que circula en 
cada una de sus partes, y haciendo la debida deducción en la cantidad correspondien- 
te a la Península, siempre resultará que el numerario circulante en esta no puede ser 
menos de 1.500 a 1.600 millones de reales?o. 


Y en quinto lugar, con relación al proyecto de Resello Nacional, rechaza de 
forma tajante la propuesta de prórroga presentada por la Junta Directiva de Mone- 
da” ya que ha sido el propio comercio el que tomó las medidas para retrasar la 
presentación de medios luises y empezó un agiotaje en el que todo el mercado en 
su conjunto deshizo posiciones en estas monedas cuando se conocieron los debates 
en Cortes y la presentación de la Ley. En su opinión, de esas medidas se deriva el 
hecho de que el 16 de diciembre de 1821 no llegue a un millón de reales la suma 
de monedas presentadas ante las casas de la moneda. Mientras, y a través de suce- 
sivas Órdenes a Francia e Inglaterra señalando por término para el pagamento de 
letras todo el mes de diciembre, se ha producido un fenómeno muy singular, que 
las letras que cumplían pronto se han negociado con más ventaja que las de 9o días. 
En definitiva, desde sectores comerciales y financieros se ha desacreditado la ope- 
ración divulgando noticias desfavorables hacia el Gobierno. Por ejemplo, señala el 
rumor de que los medios luises que se presentaran, en vez de resellarse, se pasarían 
a la Tesorería para volverlos a poner en circulación. Esta amplia campaña sustentada 
en la desconfianza hacia el público, por una parte frenaba la presentación de moneda 
francesa ante los establecimientos públicos. Y por otra, incentivaba la concentra- 
ción de monedas en unas pocas casas de comercio, con una pérdida nominal para 
los particulares en torno al 8% a finales del mes de diciembre. En definitiva, para 
Lucas Alamán, no cabe aprobar una propuesta de prórroga que únicamente acaba- 
ría favoreciendo a los actores involucrados en tamaña operación de acaparamiento. 
Ante las dificultades relacionadas con el registro e identificación, propone que sean 
resueltas por las casas de la moneda; y las derivadas del peligro de interrupción en 


70 Ibidem, tomo l, 723 et passim. 
7% Ibidem, tomo Il, 1497 et passim. 
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el comercio, que se utilicen los resguardos contra las casas de la moneda ya que son 
verdadero papel moneda. 

Finalmente, en cuanto al debate en torno al Arreglo de las casas de la moneda su 
posición es de cerrado apoyo al modelo de modernización liberal, tanto en su faceta 
operativa como tarifaria. En su opinión, las franquicias propuestas a aprobación, 
traerán a las casas de la moneda gran cantidad de metales que antes escapaban al 
circuito de acuñación, y disminuirá los gastos que se irroguen para su evaluación. 
Añade la enmienda que estipule por quinquenios la verificación de este cálculo?2 
mediante un meticuloso sistema de inspección y supervisión público. En líneas 
generales, su posición no difiere de la línea maestra liberal, con sus virtudes, dere- 
chos de retención limitados a los costes de producción y autonomía en la gestión de 
los establecimientos, y sus límites, cerrada defensa de la moneda fuerte: 


Es menester que las casas no queden al arbitrio de los particulares, sino que deben 
estar bajo la inspección de la autoridad pública para que esta señale el peso y ley que 
deben tener. Pero no se debe establecer ninguna contribución especial. Presentando 
el introductor su plata u oro no se le cargue más que la liga que ambos deben tener 
y al mismo tiempo los gastos de su elaboración. Según los principios de la economía 
política, la moneda no es otra cosa más que un género comerciable, o sea un produc- 
to fabril como las manufacturas de algodón u otra cualquiera. En los principios del 
comercio se hacía por cambios recíprocos [...] pero luego perfeccionándose el comer- 
cio se estableció una cosa que sirviese de cambio general, y esta fue la moneda. Mas 
para que esta tenga confianza pública, es preciso que su ley y su peso sea la que debe 
ser, y esto solo se puede conseguir mediante la autoridad pública. Así es indispensable 
que la fabricación de moneda, se haga bajo la inspección de la autoridad pública y no 
a cargo de particulares. 

Se ha citado el comercio de Asia y se ha hecho ver que la moneda francesa e inglesa 
ha suplantado a la nuestra ¿Por qué? En Inglaterra no se impone carga alguna y en 
Francia sólo lo que cuesta la fábrica. Si hacemos lo mismo en poco tiempo lograremos 
suplantar a ambas?. 


LA CASA DE MONEDA DEL CUZCO 


Para el caso del Perú, su singularidad no reside en cuanto a su participación 
e influencia en los debates en Cortes, sino más bien por distinguirse en el único 
espacio hispanoamericano en el que tendrá cierto eco las ideas reformistas moneta- 
rias del Trienio. La única área de presencia española en la América continental en 
1823 se reduce al territorio que permanece bajo control de las últimas autoridades 
virreinales del Perú. La guerra de la Independencia del Perú, desde las campañas de 
1822, se encuentra relativamente estancada desde una perspectiva militar y La Serna 
pretende por todos los medios reactivar el espacio económico y estabilizar la situa- 
ción fiscal. En este marco general los asuntos monetarios adquieren una relevancia 
principal y el objetivo de garantizar un mínimo de liquidez se encuentra entre las 
principales preocupaciones del gobierno del Cuzco. Por lo tanto, no es de extrañar 
la extraordinaria gesta que supone el traslado de los equipos básicos de la Casa de la 


72 Ibidem, tomo III, 2396. 
73 Ibidem, tomo III, 2398. 
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moneda de Lima hasta el Cuzco en el otoño de 1823. Este es uno de los episodios 
más sorprendentes e interesantes, desde una perspectiva monetaria, que La Serna 
ordena con el doble objetivo de, por una parte, privar a los independentistas de este 
extraordinario instrumento y, por otra, poder disponer de él a su favor. 

El 17 de julio Canterac informa desde Lurín sobre este particular al virrey deta- 
llando la extracción de toda la maquinaria, dependientes y operarios de la citada 
institución. El teniente coronel Manuel Vigil es el encargado de llevar a cabo la 
operación de transporte desde Huancayo hasta Cuzco mientras la Real Hacienda 
concluye todos los preparativos necesarios para su final instalación en la sede del 
Virreinato74. La orden de traslado y plantificación se resuelve en diciembre de 1823. 
El Convento y Hospital de San Juan de Dios” es el local elegido para la ubicación 
de la futura Casa de la Moneda de Cuzco (el estado de la antigua Callana de las 
Cajas Reales desaconsejan esta ubicación natural), actuando José María de Lara, 
asesor general del Virreinato (sobre la base de su experiencia como ensayador pro- 
pietario de las Cajas de Potosí) como consejero en la cuestión de la instalación de 
la casa de la moneda. A su vez, La Serna hace llamar, con fecha 28 de noviembre de 
1823, a Cuzco a Manuel Solares, tesorero de la Casa de la Moneda de Potosí, con el 
objetivo de dirigir los trabajos de instalación de la casa cuzqueña. Los gastos de la 
obra ascienden a 15.800 pesos7ó debido a las dificultades que entraña el adaptar un 
establecimiento al complejo sistema de producción de una casa de moneda, además 
de las inversiones en infraestructuras que implican el proveer al centro del agua 
suficiente para proporcionar la fuerza motriz capaz de mover la pesada maquinaria. 

El personal de la Casa de la Moneda está compuesto por un grupo de profesiona- 
les con larga experiencia en la ceca limeña, entre los que destacan: el superintendente 
Pablo Terón, el guarda cuños Fernando Barea, el contador de monedas Domingo 
Arriaga y el oficial de 2? de contaduría Manuel Urrutia. A este equipo inicial se 
sumarán en julio de 1824 como fiel Martín Casuso y como ensayador Tomás Paniso, 
y procedentes de Potosí el contador Juan Bautista de la Rosa y el ensayador Gre- 
gorio Carril77. 

La Serna, en paralelo a los trabajos de instalación, mediante decretos de 6 de 
marzo y 5 de junio,73 establece el rescate de plata por las Tesorerías a fin de asegurar 
la dotación de materia prima para una estable y constante amonedación. Y es en este 
preciso punto en el que se manifiesta la influencia de la legislación monetaria del Trie- 
nio. Las tarifas propuestas prácticamente reducen los derechos de retención a los de 
braceaje buscando el máximo estimulo en la futura acuñación y facilitan la llevanza 


74 Colección Documental de la Independencia del Perú, tomo XXUL, vol. 3 (nota 35), p. 37. Archivo 
Histórico del Cuzco, Libro Manual (nota 35) de 1824, part. 53, 153 y 408: publicado en Colección Docu- 
mental de la Independencia del Perú, tomo XXIL, vol. 3 (nota 35), 36; y Decreto del 5 de julio de 1824. En 
«El Depositario» vol. 759/30. BICUC. 

75 Colección Documental de la Independencia del Perú, tomo XXIL vol. 3 (nota 35), 37. Archivo 
Histórico del Cuzco, Libro de Correspondencia e Informes (nota 36), fols. 81, n 24. 

76 Colección Documental de la Independencia del Perú, tomo XXI, vol. 3 (nota 35), p. 38. Archivo 
Histórico del Cuzco, Libro Manual (nota 35) de 1824, part. 127, 145, 176, 214, 257, 280, 316, 335, 347, 
377, 402, 426, 491, 504, 518, 558, 602 y 770. 

77 Colección Documental de la Independencia del Perú, tomo XXI, vol. 3 (nota 35), p. 39. Archivo 
Histórico del Cuzco, Libro Manual (nota 35) de 1824, part. 191, 215, 312, 466 y 547. 

78 Colección Documental de la Independencia del Perú, tomo XXII, vol. 3 (nota 35), pp. 129-134. 
Decretos de La Serna recogidos de la Colección “El Depositario”. BICUC, vol.759-30. 
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estimulando con ello la máxima colaboración de los productores directos. Por una 
parte, en el Banco de San Carlos de Potosí, así como en todas las Tesorerías, se fijan 
las siguientes tarifas de compra de metales en pasta que los mineros llevaran a vender: 


Tarifas de compra 


Tipología 
Piñas beneficiadas cuyo peso exceda de 30 marcos 7 pesos 2 reales 
Los menores hasta 10 7 pesos 1 real 
En piñones, piezas menudas y planchas 6 pesos 6 reales 
Chafalonía y vajilla 6 pesos 
Plancha fundida no se admite 


Fuente: Colección Documental de la Independencia del Perú, tomo XXIl: 
Documentación oficial española, vol. 3: Gobierno Virreinal del Cuzco, 39. 


Por otra parte, se dispone que las barras que se fundan en las Cajas de Oruro 
y La Paz se remitan con guía a Potosí, mientras que las que se procesan en Puno, 
Arequipa, Tarma, Huamanga, Tacna y Huancavelica sean remitidas a las Casas de 
la Moneda de Cuzco. Lo mismo se decreta con el oro, debiendo ser éste quintado 
y marcado previamente en la Caja correspondiente antes de ser remitido a las casas 
de la moneda. 

Destaca como en medio de unas críticas circunstancias de estado de guerra se 
logra legislar sobre la cuestión monetaria con relativa aspiración reformista, clara- 
mente influenciado por la legislación monetaria del Trienio liberal, sobre todo en lo 
relativo a las nuevas Fábricas Nacionales de Moneda, con el objetivo de establecer 
la regularidad en la circulación de numerario, ofreciendo unas elevadas tarifas de 
compra a mineros y poseedores de plata, eliminando, no sin protestas y resistencias 
las operaciones especulativas realizadas por especuladores, y dotando de modernos 
reglamentos a la nuevo establecimiento acuñador. La ceca en su breve historia cum- 
ple un importantísimo papel, según consta en los registros de la Tesorería General, 
realizando importantes entregas de dinero al Gobierno en momentos económicos 
críticos, y manteniendo a su vez una eficiente y novedosa gestión de la institución 
monetaria. 


CONCLUSIÓN 


Durante la década de 1820, tanto la Península como los antiguos territorios de 
Ultramar, ahora como naciones incipientes, comparten un mismo problema: la esca- 
sez de numerario. El obstinado mantenimiento, por parte de la Corona española, 
de una política monetaria tradicional más preocupada por el orden fiscal que por 
alcanzar objetivos modernos conduce a ambas orillas del Atlántico a la necesidad de 
un planteamiento reformista en la esfera monetaria que permita, por una parte, salir 
del marasmo monetario al que ha conducido el viejo sistema y, por otro, crear unas 
nuevas condiciones monetarias y financieras que permitan a las economías desenvol- 
verse de forma eficaz en un marco internacional que se regula mediante relaciones 
económicas modernas. 


LOS DEBATES MONETARIOS EN LAS CORTES DEL TRIENIO LIBERAL 113 


España pretende salir de la encrucijada a través de la puesta en marcha de una 
amplia reforma monetaria, aun con importantes limitaciones, impulsada por el Trie- 
nio Liberal, que pretende transformar profundamente las casas de la moneda y el 
sistema monetario en su conjunto. La política del Trienio Constitucional supone 
un cambio muy importante con respecto a las viejas concepciones monetarias. El 
objetivo ya no es tanto el rentista, sino el de garantizar la suficiente liquidez mone- 
taria basada en la plata nacional que alejase de la economía española el fantasma de 
la deflación. Con la nueva política monetaria articulada en torno a la disminución 
de los derechos de acuñación, y modernización de las instituciones monetarias, los 
reformistas persiguen el afloramiento del metal tesaurizado, poner freno a la salida 
de capitales sin contrapartidas y acabar con la dependencia monetaria con respec- 
to a Francia. Sin embargo, en esta amplia reforma monetaria se echa de menos la 
necesaria devaluación metálica y un ajuste de la relación bimetálica que hubiese 
permitido despejar definitivamente los perturbadores efectos que la exportación 
de capitales ejercía sobre el sistema monetario nacional y la economía española. 
La política monetaria del Trienio, aun siendo incapaz de modificar la política de 
moneda fuerte y sobrevaluación del oro, tiene la virtud, aún de forma imperfecta, 
de abrir el camino de la transición monetaria, introduciendo un giro modernizador 
en la política monetaria. No obstante, la nueva política constitucional se enfrenta a 
dos límites: primero, la corta duración del Trienio, que deja sin recorrido las refor- 
mas; y segundo, que la propia política reformista, en temas fundamentales, trata los 
problemas monetarios con criterios del Antiguo régimen. 

En cuanto a la influencia hispanoamericana en los debates monetarios cabe seña- 
lar, a través del estudio de las actas de la Cortes, la relativa importancia del pequeño 
grupo de diputados mexicanos, destacando sobre todos ellos la figura de Lucas Ala- 
mán. Su participación en las discusiones monetarias está presente en la práctica tota- 
lidad de los proyectos, logrando introducir notables adiciones en algunos de ellos, 
como es el caso de la Junta Directiva de Moneda, y enriqueciendo otros muchos 
con datos y análisis comparativos, como por ejemplo en el Arreglo de las Casas 
de la Moneda. Quedaría como sugerente línea de investigación, profundizar en las 
repercusiones para México, y la modernización de su sistema monetario nacional 
a lo largo de la primera mitad del siglo xtx, del ideario liberal español del Trienio. 
Asimismo, para el Perú, es de singular relevancia el hecho de resaltar el eco que las 
reformas liberales tienen en el último espacio de dominio español en la América 
continental a través de la puesta en marcha de la Casa de Moneda del Cuzco. De la 
misma manera que para el caso mexicano, quedaría un interesante campo por inves- 
tigar relativo al modo en que se reconstruye la red de casas de moneda en el Perú una 
vez terminada la guerra y el grado de influencia que pudieron tener las corrientes 
liberales españolas en dicho restablecimiento. 


ÁNEXO 1 


Decreto XXXVITI (8 de junio de 1821) 


[Fuente: Índice de Reales decretos y órdenes expedidas en materias de rentas 
desde la reunión de estas en 1799 hasta fin de 1843, Imprenta de D. José Félix Pala- 
cios, Madrid 1845. Colección legislativa, Archivo de Congreso de los Diputados.] 
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Abolición de ciertos derechos sobre la plata y oro 


Las Cortes, después de haber observado todas las formalidades prescritas por la 
Constitución, han decretado lo siguiente: 


Artículo 1%. Quedan abolidos los derechos llamados de quintos, uno por ciento 
y señoreage. 

Art. 2%. A estos se sustituye una sola contribución de tres por ciento sobre la 
plata, y lo mismo sobre el oro, que se pagará en la misma forma que se observaba 
para los quintos. 

Art. 39. Los mineros y beneficiadores, en clase de tales, no estarán sujetos a pagar 
ninguna otra contribución, excepto la de los fondos del Tribunal general de minería, 
cuando no ejerzan otra industria o tengan otra especie de negociación; pero esto 
no se entenderá en cuanto a las contribuciones generales y municipales a que estén 
sujetas las demás clases de ciudadanos. 

Art. 4%. No se cobrará por razón de monedage más que lo que efectivamente 
cuesta la operación, reduciendo los dos reales que ahora se pagan a lo que resultare 
ser el verdadero costo. Para regularle se tomará el medio término de los gastos de 
cada quinquenio, y esto será lo que se cobrará en el quinquenio siguiente, reno- 
vándose en cada uno esta premediación. En las casas de moneda que de nuevo se 
establezcan se formará un presupuesto que regirá el primer año, corrigiéndolo al fin 
de este con el resultado de sus cuentas, y gobernándose por este presupuesto corre- 
gido hasta que al fin del primer quinquenio pueda tomarse el término medio. A los 
introductores, se entregará en moneda el valor de sus metales por escala numérica, 
sin adelantos de preferencia de unos a otros, y sin más demora que la del tiempo 
necesario. 

Art. 5%. Se cesará de cobrar los ocho maravedises por marco de plata que se pagan 
como gastos de afinación, y los 26 maravedises impuestos sobre la misma cantidad 
de las pastas mixtas que se introducen a apartar, a título de mermas de la plata. 

Art. 6”. El aumento de plata a sus leyes que resultare de la afinación, y el que se 
experimenta en la fundición de las barras de plata y de oro para ligarlas y reducirlas 
a rieles, deducidos los gastos de estas operaciones, así como el producto de los febles 
de la moneda, se entregarán al fondo dotal del cuerpo de minería; y la diferencia 
entre el aumento del oro y verdaderas mermas de la plata en el apartado se deducirán 
de los costos de esta operación. 

Art. 7”. No se llevará por razón de costos de apartado más de dos reales de plata 
por marco, que son los que ahora tiene la operación, hecha la deducción indicada en 
el artículo anterior, abonando a los introductores todo el oro que sus pastas contu- 
vieren. Cuando mejorado el procedimiento los costos fueran menores, se rebajará 
á proporción a los introductores lo que por esta razón paguen, abonándoles el oro 
en la misma proporción, y siendo libres para efectuar la operación por sí mismos, o 
adonde más les conviniere. 

Art. 8%. Todo lo que se ha dicho de la plata es aplicable al oro, cobrándose lo 
mismo por la amonedación de un marco de plata que de oro, dispensando el derecho 
llamado de bocado, y reduciendo el de ensaye a los costos que esta operación tuviere 
como en la plata. 

Art. 9”. Una vez verificado el pago en las Tesorerías nacionales del derecho de 
tres por ciento sobre la plata, y lo mismo sobre el oro, y puestos en las barras o tejos 
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de estos metales los sellos que lo acrediten, sus dueños son libres para venderlos o 
emplearlos en los usos que quieran, sin fijación alguna de precio. 

Art. 10”. Se observarán puntualmente las Reales órdenes de 13 de Enero de 1784, 
12 de Noviembre de 1791 y 6 de Diciembre de 1796, relativas a la franquicia de 
alcabalas que se concede a los artículos del consumo de minas, así como la orden de 
13 de Enero de 1812 por lo respectivo a la sal. 

Art. 11%. Quedan abolidos todos los derechos establecidos durante la revolución, 
tanto sobre los artículos del consumo de las minas, como sobre los metales en pasta 
o acuñados, bajo cualquier título que se conozcan. 

Art. 12%. Cuidará el Gobierno de remitir la mayor cantidad posible de azogue, 
consignándola a las Diputaciones de minería, para que estas la distribuyan a los 
mineros, y de que en lo sucesivo las remisiones sean suficientes para proveer a las 
necesidades de las minas, formando en México un repuesto bastante para que nunca 
llegue a faltar aquel ingrediente necesario para el beneficio. 

Art. 13%. En lo sucesivo los empleos facultativos de las casas de moneda y apar- 
tado, y los de ensaye en las casas de la capital y foráneas, recaerán exclusivamente en 
personas que tengan conocimientos de física, química y mineralogía necesarios para 
desempeñarlos, previo examen de facultativos en estas ciencias; y en los que fueren 
de escala en los mismos establecimientos serán preferidos para las primeras entradas 
los alumnos del seminario de minería. 

Art. 14”. Estas providencias solo se entienden en cuanto a la América septentrional. 

Lo cual presentan las Cortes 4 SM para que tenga a bien dar su sanción. Madrid 
8 de junio de 1821. José Moscoso de Altamira, Presidente. Juan de Valle, Diputado 
Secretario. Pablo de la Llave, Diputado Secretario. 


Palacio 25 de junio de 1821. Publíquese como ley. Fernando. Como Secretario 
de Estado y del Despacho de Hacienda D. Antonio Barata. 


ÁNEXO 2 


Decreto LIT (25 de junio de 1821). 


[Fuente: Índice de Reales decretos y órdenes expedidas en materias de rentas 
desde la reunión de estas en 1799 hasta fin de 1843, Imprenta de D. José Félix Pala- 
cios, Madrid 1845. Colección legislativa, Archivo de Congreso de los Diputados.] 


Nueva planta de las casas de moneda y reglas para la acuñación de ésta 


Las Cortes, usando de la facultad que se les concede por la Constitución, han 
decretado: 


Art. 19. Las casas de moneda de España serán consideradas desde hoy en adelante 
como fábricas de acuñación, que bajo la inspección del Gobierno trabajarán, tanto 
por disposición de aquel, como por cuanta de los particulares que lleven a ellas sus 
pastas. 
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Art. 2%. En consecuencia a nadie se rebajará del producto en moneda que rindan 
los metales que se lleven, sino los gastos indispensables de amonedación, a saber, los 
de braceage, sueldos de los empleados, conservación de las máquinas, utensilios y 
establecimientos. 

Art. 3%. Para estos fines se pagará por cada marco de oro de 24 quilates, o el de 
ley suprema, 3070 reales de vellón, y en igual proporción el que no llegue a esta ley. 
La plata adeudará por cada marco de á 12 dineros, o de ley suprema, 182 reales y 17 
maravedís, y en la misma proporción la que no llegue a este grado. 

Art. 47. El Gobierno, oyendo a la Junta de Dirección, formará con arreglo a estas 
bases los aranceles convenientes para que puedan ser conocidos de todos. 

Art. 5%. Si resultasen ahorros de los gastos expresados, se dividirán en dos partes 
iguales, de las cuales la una se destinará al fomento de las casas, esto es, de sus fon- 
dos; y la otra se distribuirá entre los empleados de ellas á proporción de sus sueldos. 


Madrid 25 de junio de 1821. José María Moscoso de Altamira, Presidente. Fran- 
cisco Fernández Gasco, Diputado Secretario. Manuel González Allende, Diputado 
Secretario. 


ANEXO 3 


Decreto XII. Por el que se fijan reglas para impedir la circulación de la moneda fran- 
cesa, y resellar los medios luises, del 19 de noviembre de 182179 


Las Cortes extraordinarias, usando de la facultad que se les concede por la Cons- 
titución, han decretado: 


Artículo 1%. Desde el día 1? de Enero de 1822 en adelante queda sin efecto la Real 
cédula de 10 de Noviembre de 1818, por la cual se fijó el valor de la moneda francesa. 

Art. 2%. En consecuencia de los dispuesto en el artículo anterior los medios Lui- 
ses y sus fracciones, sean las que fueren, no se admitirán desde el día expresado 
sino como pasta en las Casas nacionales de moneda, ni en los contratos particulares 
tendrán otro valor que el convencional; pero hasta entonces ninguna persona podrá 
resistirse a admitirlos en los mismos términos que se está verificando, con arreglo a 
lo que previene la misma cédula. 

Art. 3%. Los Luises y napoleones de oro y plata, las piezas de dos francos, uno, 
medio y un cuarto conservarán el valor actual hasta el día 30 de abril inclusive de 
dicho año próximo de 1822, pasado el cual no se considerarán sino como pasta, y se 
podrá extraer para el extrangero, tanto esta especie de moneda como la comprendida 
en el artículo 2 sin pago de derechos. 

Art. 4%. Los tenedores de medios Luises que desde el día de la publicación de 
este decreto hasta el 1? de Enero inclusive los presentaren a las Casas nacionales de 
moneda, u ante las comisiones de que se hablará en el artículo 11%, recibirán la misma 


79 Fuente: Índice de Reales decretos y órdenes expedidas en materias de rentas desde la reunión de estas 
en 1799 hasta fin de 1843, Impr. de D. José Félix Palacios, Madrid 1845. Colección legislativa, Archivo del 
Congreso de los Diputados. 
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cantidad de moneda resellada a razón de ciento sesenta y siete reales y medio por 
ocho onzas, o sea un marco de Castilla, y además el aumento nominal sobre el de su 
valor efectivo en billetes contra Tesorería. 

Art. 5%. Para este fin, tanto la Junta directiva como las comisiones, estarán obli- 
gadas a recibir cualquiera cantidad de medios Luises que se les presentare para la 
indemnización, con tal que no baje de seis marcos de plata, dando a los interesados 
los resguardos competentes, los cuales se dividirán en cantidades de á ciento, tres- 
cientos, quinientos, mil, tres mil, cinco mil y veinte mil, entregando los picos que 
resultaren en dinero. 

Art. 6”. Los que se expidieren por la Junta directiva serán pagaderos al porta- 
dor, y servirán para la entrega y pago en las Casas de moneda de las cantidades 
que importe la plata entregada a razón de los ciento sesenta y siete reales y medio 
al marco, cuyo pago se hará con la mayor exactitud, bajo la responsabilidad de la 
misma Junta directiva, por la cual o por dos de sus miembros al menos, incluyén- 
dose en estos el Contador, se darán y firmarán los pagarés con arreglo al modelo 
número 1. 

Art. 7%. Los billetes de Tesorería general se expedirán con arreglo al modelo 
número 2, precediendo el acuerdo y confrontación de los libros de la Junta directiva 
y comisionados de la Tesorería, y serán endosables y admisibles en pago de la mitad 
de derechos y contribuciones de cualquiera clase por su valor íntegro, no pudiéndo- 
se volver a poner en circulación; sin perjuicio de que el Gobierno adopte otro medio 
mejor y más breve para la cancelación de estos billetes. 

Art. 8%. Los documentos que en virtud de las entregas de los particulares se expi- 
dan por las comisiones serán interinos; expresarán el número de monedas y su valor 
por tarifa según la cédula de 1818 de la moneda presentada, hasta que remitida esta 
a la Junta directiva se expidan los pagarés de que se ha hablado en los dos artículos 
precedentes. 

Art. 9”. Rectificadas estas operaciones en la forma expresada, se harán a todos 
los interesados las entregas de los valores presentados en las Casas nacionales de 
moneda sin preferencia alguna y por el orden riguroso de presentación, según el 
registro que se llevará al efecto. Con igual puntualidad se expedirán por Tesorería 
los billetes de aumento. 

Art. 10%. Los pagos se harán a medida que haya moneda fabricada de cualquier 
clase; pero se autoriza a la Junta directiva para aprovechar los cospeles de ley y peso 
correspondientes de los medios luises, fabricando con ellos monedas de á diez reales 
vellón, conforme a los ensayos presentados con el modelo número 3. 

Art. 11%. El tipo será el señalado con el número 4, poniendo dentro de la orla del 
laurel la palabra Resellado diez reales. 

Art. 12%. Las comisiones encargadas de la recepción de moneda se compondrán 
de las personas siguientes: en Madrid, de la Junta directiva y dos individuos del 
Ayuntamiento; en donde hubiere establecimientos de moneda, de igual número de 
individuos de Ayuntamiento, del Director de la casa, Contador y Ensayadores; y 
en donde no los hubiere, de los sujetos que señalare el Gobierno, oyendo a la Junta 
directiva, y de dos individuos de Ayuntamiento. 

Art. 13%. El mismo Gobierno dispondrá que con las mismas comisiones asista 
un empleado de la hacienda que razón individual de todas las entregas y peso de las 
monedas presentadas, para que de este modo se gire la cuanta a razón de diez y siete 
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al marco, que es la base del cálculo de la indemnización combinada con la de un real 
por cada moneda. 

Art. 14%. Los asientos de estos encargados, y los de las comisiones nombradas en 
el artículo 11%, serán remitidos a la Junta directiva, la cual después de haber hecho 
una exacta comparación, juntamente con la Tesorería, expedirá por sí los pagarés de 
que se ha hablado en el artículo 5*, y la Tesorería los suyos respectivamente, con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 6". 

Art. 15%. A fin de que el giro no padezca atraso se permitirá a los dueños de la 
moneda presentada sacarla de las cajas cuando tuvieren por conveniente no esperar 
a que se reselle, devolviendo a este caso los resguardos o pagarés y cédulas que reci- 
bieron correspondientes a las entregas. 

Art. 16%. Queda prohibida la introducción de medios Luises o escudos hasta el 
31 de Diciembre del presente año. 

Art. 177. Se autoriza al Gobierno para que oyendo a la Junta directiva determine 
el establecimiento provisional de Casas de moneda, con el único objeto de poner en 
ejecución este decreto, la residencia de las comisiones, y la época y modo de hacer las 
entregas, y prestará la cooperación de los empleados que necesitase la misma Junta 
directiva, precediendo petición suya al efecto. 


Madrid 19 de Noviembre de 1821. Francisco Martínez de la Rosa, Presidente. 
Diego Medrano, Diputado Secretario. Fernando Gil de Linares, Diputado Secretario. 


ANEXO 4 


Decreto XIV (22 de noviembre de 1821) 


[Fuente: Índice de Reales decretos y órdenes expedidas en materias de rentas 
desde la reunión de estas en 1799 hasta fin de 1843, Imprenta de D. José Félix Pala- 
cios, Madrid 1845. Colección legislativa, Archivo de Congreso de los Diputados.] 


Creación de una junta general directiva de casas de moneda en madrid, 
y otra subalterna en méjico 


Las Cortes extraordinarias, usando de la facultad que se les concede por la Cons- 
titución, han decretado: 


Artículo 1%. Habrá una Junta general directiva de casas de moneda en Madrid, y 
en Méjico otra subalterna. 

Art. 29. Se compondrá la primera por ahora de siete individuos, uno por la Quí- 
mica, otro por el Grabado, otro por el Ensaye, uno por la Administración, otro por 
la Cuenta y Razón, uno por la maquinaria, y el séptimo á elección del Gobierno, con 
tal que tenga la instrucción correspondiente en las ciencias relativas a este ramo. La 
presidencia de dicha Junta directiva se ejercerá por turno mensual. 

Art. 39. Las cuatro plazas de Grabado, Ensaye, Administración y Cuenta y Razón 
se pondrán a cargo del Grabador General, Ensayador mayor, y del Superintendente 
y Contador de la Casa de Madrid, sin otro sueldo que el de las asignaciones que 
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tienen por sus empleos; las tres plazas restantes no serán provistas en otras personas 
que en aquellas que ya disfruten sueldo por otros destinos, sin sobresueldo alguno 
por razón de este encargo. 

Art. 4”. La de Méjico se compondrá del Superintendente, Grabador primero, 
Ensayador mayor y Contador de aquella Casa de moneda, Apartador mayor, Direc- 
tor de Minería, Catedráticos de Química, Física y Mineralogía de aquel Semina- 
rio de Minería, y una persona nombrada por el Gobierno que tenga instrucción 
necesaria. La presidirá el Superintendente de la Hacienda pública, y nombrará la 
misma Junta en su ausencia un Vice-Presidente. Cuidará de las Casas de moneda 
de Nueva-España, Guatemala y demás establecidas en aquellos países. Las plazas 
de Superintendente y Apartador no se proveerán en lo sucesivo sino en sujetos que 
tengan conocimientos técnicos en la materia. 

Art. 5%. La Junta directiva tendrá las atribuciones siguientes: 1%. Cuidar de la 
uniformidad en la ley, peso y forma de la moneda en todas las Casas de la Nación. 
2*. Procurar la mejora en la elaboración, con arreglo a los nuevos métodos conoci- 
dos y que se conozcan. 3*. Llevar á debido efecto lo mandado sobre la formación 
de facultativos inteligentes en Química y Ensayes, Grabado, Talla, Maquinaria y 
Elaboración para que apliquen sus conocimientos respectivos, y puedan difundirlos 
según fuere necesario. 4*. Formar las tarifas según las cuales se haya de recibir en las 
Casas de moneda la extrangera, y verificar la ley de esta en épocas determinadas. 5*. 
Proponer al Gobierno, previa oposición, los empleos facultativos que fueren nece- 
sarios con arreglo al mérito respectivo, sin atenerse a la planta del establecimiento, 
y llamando de afuera para el concurso personas instruidas en los ramos respectivos. 
6*. Distribuir los caudales existentes en las Casas según más convenga al fomento 
del ramo, dando sus cuentas a la Contaduría mayor, y el remitir las de las otras casas 
después de haberlas examinado y puesto su dictamen. 7*. Proponer al Gobierno los 
casos en que fuere necesario hacer visita en alguno de los establecimientos para que 
pueda acordarla con conocimiento de causa. 8*. Presentar anualmente al Gobierno 
una memoria sobre el estado de las Casas de moneda, proponiendo en ella las mejo- 
ras de toda clase que juzgue convenientes. 9”. Admitir las propuestas que puedan 
hacerse por particulares para tomar por empresa la amonedación del cobre. 1o?. 
Hacer presente al Gobierno, para que éste proponga a las Cortes, las modificaciones, 
reformas y adiciones que hayan de hacerse en los reglamentos para uniformarlos, o 
darles aquella plata que más convenga a la mejora del ramo. 11*. La Junta directiva 
será un centro de acción de todos los ramos pertenecientes a la amonedación, y por 
consiguiente el conducto por donde las Casas se correspondan con el Gobierno, y 
este con las mismas; de manera que todo lo relativo al asunto se halle sujeto a su 
intervención y conocimiento exclusivo. 

Art. 6%. Las órdenes para este fin y cuanto fuere necesario serán dirigidas a los 
respectivos gefes de los establecimientos, que en adelante se llamarán Directores 
particulares, a quienes incumbe el cumplimiento bajo su responsabilidad. 

Art. 77. El establecimiento de esta Dirección no se opone al régimen actual de 
los departamentos para el mejor servicio, en virtud de los cual los respectivos Gefes 
continuarán entendiéndose con sus subalternos en cuanto pertenezca al ramo; pero 
habiéndose de comunicar por el conducto de la Junta directiva todas las providen- 
cias de ejecución general. 
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Art. 8%. Habrá un secretario, y tendrá los oficiales que el Gobierno, oyendo a 
y q y: 

la misma Junta, juzgue indispensables. La propuesta se hará por la Junta; pero no 

podrán ser incluidos en ella sino sugetos que ya gocen de sueldo. 


Madrid 22 de Noviembre de 1821. Francisco Martínez de la Rosa, Presidente. 
Diego Medrano, Diputado Secretario. Fermín Gil de Linares, Diputado Secretario. 


Todos eran realistas. Liberalismo y absolutismo 
en el gobierno del Virreinato del Perú, 1820-1824! 


ASCENSIÓN MARTÍNEZ RIAZA 
Universidad Complutense de Madrid 


Creo también, si mi amor propio no me engaña, que puedo dar 
lecciones de verdadero Realismo, después de llevar más de 40 años de 
buenos servicios, sin la menor tacha, y después de haber dado prue- 
bas inequívocas de que lo he sacrificado todo al honor y a la fidelidad, 
como especialmente acredité siendo virrey del Perú, en donde derramé 
mi sangre en defensa de los derechos de SM. 


La Serna al secretario de Estado y del Despacho de Guerra, 
(Cádiz el 18 de marzo de 1831) 


INTRODUCCIÓN 


en Aznapuquio, a las afueras de Lima, llevaban a cabo una maniobra que 

rompía el orden político vigente al deponer al virrey Joaquín de la Pezuela y 
sustituirlo por el militar de más alta graduación, José de la Serna. Los implicados se 
declaraban leales al Rey y justificaban su actuación como una cuestión de autori- 
dad, o más precisamente de la falta de ella, porque Pezuela no había sido capaz de 
manejar la situación, ni en relación con el enemigo ni con el gobierno del Perú. Era 
la primera vez que en el virreinato se producía un acontecimiento semejante. En el 
manifiesto de los militares no había alusión alguna a la Constitución de 1812, de 
nuevo en vigor. Sus razones eran pragmáticas, sin carga ideológica. Aznapuquio era 


| L 29 DE ENERO DE 1821 diecinueve oficiales del ejército español acantonados 


1 Este trabajo se integra en el Proyecto de Investigación I+D, «El último Virreinato. España y la 
Independencia del Perú, 1820-1824», ref. HAR2011-23225 financiado por el Ministerio de Economía y 
Competitividad de España. 
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el catalizador de un largo enfrentamiento entre el virrey Pezuela y el jefe militar del 
Alto Perú, La Serna, que supuso un parteaguas y que tendría implicaciones de largo 
alcance a la hora de depurar responsabilidades en relación con la pérdida del Perú. 

La trayectoria de los últimos virreyes atravesó los cambios políticos que se suce- 
dieron en España en el primer tercio del siglo xIx. Tras la sublevación del teniente 
coronel Riego el primero de enero de 1820, demandando la vuelta a la monarquía 
constitucional y negándose a embarcar como parte de la gran expedición dirigida a 
la reconquista del Río de la Plata, y después de un tiempo de movilizaciones, el 9 de 
marzo el Rey se veía forzado a jurar la Constitución de 1812. Se iniciaba el Trienio 
Liberal (1820-1823), un tiempo convulso con una compleja organización y relación 
entre Poderes. De inmediato se constituía una Junta Provisional que, junto al gobier- 
no, ejercería funciones de ejecutivo y que se disolvería al reunirse las Cortes el 26 de 
junio de 1820. Las riendas del ejecutivo y del legislativo fueron tomadas por liberales 
moderados hasta que en febrero de 1822 los exaltados se hicieron con mayoría en 
las Cortes, y desde agosto controlaron el gobierno. Durante todo el tiempo el Rey 
mantuvo contactos con las potencias absolutistas para recuperar sus prerrogativas 
hasta que en abril de 1823 sus planes se harían realidad con la intervención francesa 
de los Cien Mil Hijos de San Luis. El primero de octubre de 1823, Fernando VIT 
era liberado de su confinamiento en Cádiz, y el mismo día promulgaba un decre- 
to derogando la Constitución. Durante la «década ominosa» (1823-1833) el Rey 
estuvo de nuevo al frente de una monarquía absoluta. Tras un primer tiempo de 
persecución extrema de las élites liberales siguió una etapa más atemperada en la 
que se trató de asentar al régimen. Sin embargo se produjo una doble reacción, por 
un lado los absolutistas radicales («apostólicos») con apoyo de sectores del clero y 
del campesinado comenzaron a conspirar para llevar al trono al hermano del Rey, 
infante don Carlos; por otro, liberales civiles y militares protagonizaron continuas 
movilizaciones y pronunciamientos?. 

Joaquín de la Pezuela y José de la Serna gobernaron en absolutismo y liberalis- 
mo. Pezuela? se hizo cargo del virreinato en pleno sexenio absolutista y fue despla- 
zado en el Trienio Liberal por José de la Serna+ durante cuyo gobierno se volvió 


2 Para situar las coordenadas generales de la política española, vid. Alberto Gil Novales, El Trienio 
Liberal, Madrid: Siglo Veintiuno Editores, 1980; Josep Fontana, De en medio del tiempo: la segunda 
restauración española, 1823-1834, Barcelona: Crítica, 2006 y Miguel Artola, La España de Fernando VIT, 
Madrid: Espasa-Calpe, 2008 [1.* ed. 1999]. 

3 Joaquín de la Pezuela (Naval, Huesca, 1761-Madrid, 1830) pertenecía a una familia hidalga. Se 
formó en la Academia de Artillería de Segovia, en AGMS, Hoja de Servicios, Celeb. Caja 133, exp. 1. 
Se ha consultado la copia del Archivo General Militar de Madrid. La hoja de servicio se reproduce, in- 
completa, en CDIP, VI, Asuntos Militares, vol. 4, Estado militar, 1820-1822, Lima: Comisión Nacional 
del Sesquincentenario de la Independencia, 1971, 3-7. Pezuela pasó a Lima en 1803. Sucedió a José Manuel 
de Goyeneche en el mando del ejército del Alto Perú en agosto de 1813 y consiguió victorias decisivas 
contra los insurgentes del Río de la Plata: Belgrano en 1813 (Vilcapugio y Ayohuma) y Rondeau en 1815 
(Sipe Sipe-Viluma). Nombrado para suceder al virrey Abascal, gobernó el Perú del 7 de julio de 1816 al 
29 de enero de 1821 en que fue depuesto. Durante su gestión los españoles perdieron Chile y se produjo 
la llegada de la Expedición Libertadora de San Martín. Regresó a España en 1822. Fue nombrado capitán 
general de Castilla la Nueva en 1825 y marqués de Viluma en 1830. 

4 José de la Serna (Jerez de la Frontera, 1770-Cádiz, 1832), se formó, como Pezuela, en la Academia 
de Artillería de Segovia (AGMS, Hoja de Servicio, 1* S-2.442). Consiguió ascensos relacionados con su 
participación en campañas contra la Francia revolucionaria, Inglaterra y Napoleón. Fue nombrado gene- 
ral en jefe del ejército del Alto Perú y se hizo cargo en 1816. Reorganizó las fuerzas realistas y combatió 
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al absolutismo. En ese marco cronológico el Perú pasó de Virreinato a República. 
Entre las causas que convergieron en la independencia hay que introducir la inciden- 
cia de lo que fue el fracaso de la política española, tanto de las instancias centrales 
como de quienes tuvieron la responsabilidad de defender a la Corona ante el avance 
de la insurgencia. Esta perspectiva, que es la que se sigue en esta propuesta, no obvia 
la relación incontestable entre las dinámicas realistas y patriotas, dos caras de un 
mismo procesos. 

Fue durante el Trienio Liberal cuando se consumó la separación de los territorios 
continentales de Ultramar, excepto las provincias de la sierra central y sur del Perú, 
que se mantuvieron realistas hasta la capitulación de Ayacucho el 9 de diciembre 
de 1824. Al trazar cuál fue el alcance y cuáles las posibilidades de la proyección y 
aplicación de la Constitución de 1812 en el virreinato durante el segundo libera- 
lismo hay que hacer una consideración de partida: los españoles no contaron con 
intelectuales que dieran sustrato teórico a la causa realista, como sí sucedió entre 
los independentistasó. No hubo una cultura política constitucionalista hispánica 
distintiva7. Quienes habían militado en el liberalismo doceañista viraron mayorita- 
riamente hacia la causa de la independencia y en justificarla se emplearon, caso de 
Fernando López Aldana, Hipólito de Unanue o Manuel Lorenzo Vidaurre?. En este 
contexto serían los virreyes, jefes militares y ciertas autoridades civiles y eclesiásticas 


a las «republiquetas» y a los insurgentes del norte del Río de la Plata (Jujuy, Salta y Tucumán). Accedió 
al gobierno del virreinato tras el pronunciamiento de Aznapuquio, y desde diciembre de 1821 gobernó 
desde el Cuzco consiguiendo sus oficiales importantes victorias militares hasta las derrotas de Junín y 
Ayacucho en agosto y diciembre de 1824. De regreso a España se mantuvo alejado de la vida pública ocu- 
pando sólo la Capitanía General y Chancillería de Granada en 1831. El rey le otorgó el título de primer 
conde de los Andes en 1825. 

5 Para un estado de la cuestión de las líneas de investigación recientes sobre el proceso indepen- 
dentista vid. José Agustín de la Puente Candamo, «La historiografía peruana sobre la independencia 
del Perú» en, Scarlett O”Phelan, comp., La independencia del Perú. De los Borbones a Bolívar. Lima: 
PUCP-Instituto Riva-Agúero, 2001, 11-27 y Carlos Contreras, «La independencia del Perú. Balance de 
la historiografía contemporánea» en Manuel Chust y José Antonio Serrano, eds., Debates sobre las inde- 
pendencias iberoamericanas, Frankfurt-Madrid: Iberoamericana Vervuert-AHILA, 2007, 99-117. 

6 La brecha se hace patente en el desigual desarrollo de la prensa doctrinal. Mientras los patriotas edi- 
taron hasta 26 cabeceras que eran un microcosmos de información, discusión, proyectos y praxis política, 
los realistas contaron con tres publicaciones periódicas: El Triunfo de la Nación (Lima, 13 febrero a 29 de 
junio de 1821), El Depositario (Lima, Yucay, Cuzco, Lima, Cuzco, el Callao, 22 de febrero de 1821 a 1 
de mayo de 1825), y La Gaceta del Gobierno Legítimo del Perú (Huancayo octubre 1821 - Cuzco 31 de 
agosto de 1824), y sólo en el efímero Triunfo de la Nación hubo un cierto grado de debate. Vid.: Ascen- 
sión Martínez Riaza, La prensa doctrinal en la independencia del Perú, 1811-1824, Madrid: Ediciones de 
Cultura Hispánica y Carmen Mc Evoy, «Seríamos excelentes vasallos y nunca ciudadanos: prensa repu- 
blicana y cambio social en Lima (1791-1822)», en Margarita Guerra, Oswaldo Holguín y César Gutiérrez, 
eds., Sobre el Perú: homenaje a José Agustín de la Puente, Lima: PUCP, 2002, 2 vols., vol.II, 825-862. 

7 Peralta profundiza en los cambios y continuidades de la cultura política hispánica desde los tiem- 
pos del virrey Abascal, Víctor Peralta, «La transformación inconclusa. La trayectoria del liberalismo 
hispánico en el Perú (1808-1824)» en Manuel Chust y José Antonio Serrano, eds., La formación de los 
Estados nación americanos, 1808-1830. Ayer, 74:2 (2009), 107-131 y también del mismo autor, La inde- 
pendencia y la cultura política pernana, Lima: Instituto de Estudios Peruanos-Fundación M. J. Bustaman- 
te de la Fuente, 2010. 

8 Mónica Ricketts plantea que los liberales independentistas y los españoles compartieron el rechazo 
al absolutismo, la implantación del sistema representativo, la introducción de derechos individuales y de 
derechos políticos del ciudadano, y en ese sentido se puede hablar de una cobertura liberal de uno y otro 
lado, vid. Mónica Ricketts, «Together or Separate in the Fight against Oppresión? Liberals in Peru and 
Spain in the 18205», European Quaterly, 41:3 (2011), 413-427. 
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los que elaboraron un discurso de unas características especiales, muy pragmático y 
no «doctrinal» en el que el denominador común fue la profesión de lealtad al Rey. 

La propuesta introduce algunos términos del debate, de las Visiones y Revisio- 
nes, sobre las posiciones, alineamientos y convicciones de los que fueron máximos 
responsables de aplicar la política constitucional durante el Trienio y preparar el 
retorno al absolutismo desde 1823. Se advierte, a modo de balance, que en el caso 
del Perú es falaz la identificación entre realismo y absolutismo vertida por facciones 
políticas en litigio en la España del siglo xIx y por la temprana historiografía del Perú 
republicano9. Tanto Pezuela como La Serna fueron realistas, que en los parámetros 
de la cultura política del tiempo quería decir leales a la Corona y por lo tanto con- 
trarios a la independencia. Se podía, y así lo demuestran los documentos, ser realista 
desde el constitucionalismo y desde el absolutismo. 


LIBERALES-CONSTITUCIONALES VERSUS ABSOLUTISTAS. LOS VIRREYES PEZUELA 
Y La SERNA REVISADOS. LOs TÉRMINOS DE UN CONFLICTO 


La confrontación entre Pezuela y La Serna acompañó su trayectoria pública 
desde que se cruzaron en el Perú en 1816, cuando Pezuela recibió el nombramiento 
de virrey y La Serna llegó para sustituirle en la jefatura militar del Alto Perú, y se 
prolongó hasta después su muerte (en 1830 y 1832 respectivamente), asumida por 
sus valedores y detractores. Las discrepancias cubrieron todos los frentes. Varias 
tuvieron que ver con su dedicación militar, otras con el gobierno económico y polí- 
tico del virreinato, todas con el modo en que entendieron el ejercicio de la autoridad. 
Y el factor ideológico las recorrió como un elemento transversal. 

Pertenecían a dos generaciones de oficiales que se formaron en la Academia de 
Artillería de Segovia. Pezuela fue un oficial del Antiguo Régimen que pelearía con- 
tra la Francia revolucionaria y La Serna luchó contra Inglaterra y contra Napoleón 
antes y después de 1808. Las diferencias se proyectaron en distintas maneras de 
cómo gobernar en tiempos de guerra y en las estrategias a seguir contra los insur- 
gentes. La Serna y los jefes militares creían en la guerra ofensiva y eran partidarios 
de la solución militar para pacificar el Perú, mientras Pezuela era más proclive a 
medidas políticas y a la cautela, que fueron entendidas en clave de debilidad por sus 
detractores. Quedaría por tanto, en estos parámetros, fuera de lugar la identificación 


2 Mariano Felipe Paz Soldán, Historia del Perú independiente, 1819-1822 y Segundo periodo, 1822- 
1827, Lima: Imprenta y Esterotipia del autor, 1868-1874, 3 vols. y Sebastián Lorente, Historia del Perú 
bajo los Borbones, 1700-1821, Lima: Librerías Gil y Aubert, 1871. 

0 Así lo plantea de la Puente Candamo 1992, 12. Para caracterizar lo que se entiende por realista 
se ha acudido, sin éxito, a dos obras de referencia de Javier Fernández Sebastián el Diccionario político y 
social del mundo iberoamericano. La era de las revoluciones, 1750-1850 (Iberconceptos I). Madrid: Fun- 
dación Carolina-Sociedad Estatal de Conmemoraciones Culturales-Centro de Estudios Políticos y Con- 
stitucionales, 2009 y la dirigida junto con Juan Francisco Fuentes, Diccionario político y social del siglo 
XIX español, Madrid: Alianza Editorial, 2002. El Diccionario de la Academia Española de la Lengua, en 
su vigésima segunda edición de 2001, aporta una definición construida en 1869: realista es «el partidario 
del realismo, doctrina u opinión favorable a la monarquía. En España se dijo con aplicación a la pura o 
absoluta». Pero antes, en 1803, definía realista como «el que en las guerras civiles seguía el partido de los 
reyes», y en 1822 se añadió el que «defiende regalías y derechos de los reyes». En las coordenadas del 
proceso independentista en que se mueve la propuesta, los documentos avalan que los realistas eran los 
partidarios del Rey y contrarios a la independencia. 
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de liberales partidarios de la conciliación y absolutistas proclives al uso de las armas. 
Ambos estuvieron al frente de la comandancia militar del Alto Perú antes de hacer- 
se cargo del gobierno del virreinato. La importancia estratégica de la Audiencia de 
Charcas variaría desde el tiempo de Pezuela, en que el problema venía de las provin- 
cias del norte del Río de la Plata porque los insurgentes pensaban que era el camino 
para consolidar la independencia. Todo cambió tras la pérdida de Chile, y desde 
1818 la región fue entendida por Pezuela como la plataforma para su recuperación y 
por La Serna como una ruta para penetrar en el Río de la Plata. La «batalla de Lima» 
fue otra razón del desacuerdo. Pezuela estaba convencido de que si se perdía Lima 
se perdía el Perú. A La Serna la experiencia le había mostrado que la ocupación 
francesa de Madrid no había hecho sino provocar la resistencia en distintos puntos 
de la Península, por eso entendía que el éxito final pasaba por alejarse de la costa, 
una vez que los insurgentes dominaban el mar y ellos no disponían de fuerza naval, 
y desde la sierra hacerse fuerte para reconquistar la capital. 

La asunción y cesación en el mando fue complicada y alimentó la disensión. Una 
R.O. de 14 de octubre de 1815 disponía que Pezuela entregara el mando del Alto 
Perú a su segundo y pasase a Lima a asumir interinamente el virreinato. El virrey 
Abascal remitía la orden a Pezuela el 9 de marzo de 1816, este la recibía el 6 de abril y 
entraba en Lima el 7 de julio, aunque hasta marzo de 1817 la Corona no le nombraba 
virrey en propiedad, noticia que recibió a través de la Gaceta de Madrid el 22 de 
agosto", La Serna, virrey de hecho desde el 21 de enero de 1821, no sería confirmado 
por el Rey en propiedad, como virrey, gobernador y capitán general del Perú hasta 
el 19 de diciembre de 1823 y no recibiría el documento hasta el 4 de junio de 1824, 
con un retraso de seis meses. 

Uno de los puntos controvertidos, tratado por las fuentes y la historiografía, fue 
si en Aznapuquio Pezuela cedió el mando voluntariamente y La Serna, tomado por 
sorpresa, accedió a hacerse cargo contra su voluntad, como aducirían los instigado- 
res del pronunciamiento, o si se trató de un acto violento como esgrimirían Pezuela 
y sus valedores. El hecho es que ni las redes clientelares del virrey ni otros oficiales 
se movilizaron en su favor y la población de Lima no acusó el cambio, acuciada por 
el hambre y las epidemias y por el «miedo a la Patria», a pesar de las promesas de 
San Martín de respetar a personas y bienes”. 

En el gobierno económico los dos ámbitos del litigio fueron el comercio y la cues- 
tión fiscal. La Serna y los oficiales criticaron las medidas de apertura del comercio 
del Callao a buques extranjeros adoptadas por Pezuela, y serían secundados por la 
mayoría del Consulado de Lima5. Pero en 1822 La Serna decidiría igualmente abrir 
los puertos de Arequipa!+. Y otro tanto puede decirse de la política impositiva. Las 


n Patricia H. Marks, Deconstructing Legitimacy: Viceroys, Merchants, and the Military in the Late 
Colonial Peru, University Park: Pennsylvania State University Press, 2007, 347-348. 

2. Arnaldo Mera Ávalos, «Cuando la patria llegó a la capital: el miedo ante el advenimiento de la In- 
dependencia 1820-1821» en Claudia Rosas Lauro, ed., El miedo en el Perú siglos XVI al Xx, Lima: PUCP, 
2005, 185-231. 

B_ Pezuela al Excmo. Sr. Secretario de Estado en el Despacho de Hacienda, Lima, 30 de noviembre 
de 1818, en AGI, Lima 759; Joaquín de la Pezuela al Excmo Sr. Secretario de Estado del Despacho de 
Hacienda, Lima, 29 de julio de 1819, AGI, Lima 760. 

14 La Serna al Exmo. Sr. Secretario de Estado y del Despacho de Hacienda, Cuzco, 20 de septiembre 
de 1822, en AGÍ, Lima 762, cit. en CDIP, XXIL, Documentación Oficial Española, 2, Lima, 1972, 79-107. 
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crecientes exacciones a individuos y corporaciones enajenaron a Pezuela el apoyo 
de los sectores dominantes de Lima; después, en el Cuzco, La Serna introdujo una 
batería de cupos a partir de febrero de 1822 que afectaron a individuos «pudientes y 
acomodados» (eclesiásticos, miembros de las corporaciones y comerciantes) a la que 
siguieron cuotas asignadas en calidad de préstamos forzosos organizadas por parti- 
dos, y contribuciones sobre predios rústicos. Las medidas recaudatorias alcanzaron 
al rescate de pasta de platas, 

La relación con las élites locales es una cuestión con muchas aristas. Pezuela, 
desde su llegada a Lima en 1803, tejió una red clientelar que no impidió que a medida 
que los problemas arreciaban fuera perdiendo la confianza de individuos y corpo- 
raciones influyentes!'ó. La Serna tuvo problemas con militares de larga estancia en 
el Perú porque les relegó en sus reformas, y también con autoridades regionales (es 
conocida la tensión con el intendente de Arequipa, Juan Bautista Lavalle) que enten- 
dían que se arrogaba competencias que correspondían al virrey”. 

En un punto crucial ambos estuvieron de acuerdo, en que para mantener el 
virreinato era imprescindible el envío de recursos navales con refuerzos militares 
desde la Península, recursos que demandaron reiteradamente y que nunca llegaron. 


EL CONFLICTO ENTRE PEZUELA Y LA SERNA EN LA HISTORIOGRAFÍA RECIENTE 


La historiografía del siglo xx que se ocupa de la independencia del Perú desde la 
perspectiva del gobierno español conoce e introduce los términos del conflicto entre 
Pezuela y La Serna y sus complejas entradas. La propuesta selecciona, a modo de 
muestreo, algunos ejemplos. 

No se tiene constancia de la publicación de una monografía sobre Pezuela. Loh- 
mann Villena y Rodríguez Casado en la edición de su Diario/Memoria de gobierno 
se aproximaron a su trayectoria y acudieron a su filiación ideológica para explicar 
algunas de sus actuaciones. Entendían que era «absolutista hasta el meollo», sin 
visión de estadista ni el empuje necesario para impedir que la «camarilla liberal» le 
envolviera como tela de araña. Explicaban, en parte, la lucha encubierta que man- 
tuvieron los dos gobernantes en clave de sus caracteres contrapuestos, la falta de 
confianza en sí mismo de Pezuela, y la petulancia y el modo de ser difícil, ambicioso 
y lleno de vanidad de La Serna**. En la Colección Documental de la Independencia 
del Perú, Denegri Luna y Villanueva Urteaga compilaron documentos de ambos y 
los caracterizaron con suerte alterna. Denegri Luna consideraba que los historiado- 
res habían sido poco «justicieros» con Pezuela al que presentaron como un hombre 
poco avispado, medroso e irresoluto, olvidando sus victorias en el Alto Perú frente 
a los insurgentes del Río de la Plata, su habilidad para gobernar en los complicados 


15 Los documentos, que incluyen las listas de los afectados están en CDIP, XXIL, Documentación 
Oficial Española, 3, Gobierno Virreinal del Cuzco, Lima, 1973, 86-135. 

16 Brian R. Hamnett, Revolución y contrarrevolución en México y el Perú. Liberalismo, realeza y 
separatismo 1800-1824, México: FCE, 1978, 328. 

17 Marks 2007, 193 y Cristina Mazzeo, Las vicisitudes de la guerra de la independencia del Perú 
1817-1824. Lima: Cuadernos de Investigación de la PUCP, 2000. 

18 Joaquín de la Pezuela, Memoria de Gobierno 1816-1821, edición a cargo de Guillermo Lohmann 
Villena y Vicente Rodríguez Casado, Sevilla: Escuela de Estudios Hispanoamericanos, 1947, XVITI- 
XXIV. 
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años que van de 1816 a 1821 y su templanza para advertir a las autoridades penin- 
sulares que la opinión se decantaba progresivamente por la independencia y que esa 
voluntad era difícil de contener“. Villanueva Urteaga se centró en el gobierno de La 
Serna en el Cuzco y se puso de su parte. Le definió como instruido y lealista por 
formación. Su «constitucionalismo» se limitó a acatar las disposiciones de las supe- 
riores autoridades peninsulares anteponiendo a todo su sentido del deber, y no fue 
un liberal sino en la medida en que le obligaron las tendencias de la época?e. 

A finales de la década de 1970 entraron en el panorama historiográfico los anglo- 
sajones Hamnett y Anna con sus interpretaciones de la independencia en clave del 
fracaso del sistema español. Para Hamnett, Pezuela no tenía nada de liberal y des- 
confiaba de las implicaciones que la aplicación de la Constitución de 1812 tendrían 
para el Perú, aunque cumplió las órdenes de jurarla con lo que ello llevaba aparejado. 
No le parecía banal que se tuviera en cuenta su arraigo social y económico en un 
virreinato al que había llegado en 1803. Del otro lado, consideraba que La Serna no 
era tan partidario del constitucionalismo liberal como se le atribuía, y que en reali- 
dad se mostró dispuesto a colaborar con cualquier régimen que hubiera en España, 
sin comprometerse ideológicamente con ninguno”. Anna soslayaba la dimensión 
ideológica y presentaba el escenario de las interferencias en el plano de lo militar 
y del colapso económico. Rastreaba la secuencia de desobediencias de La Serna al 
momento en que asumió la jefatura del Alto Perú, tanto por las reformas que intro- 
dujo en el ejército como en relación con las órdenes de moverse primero hacia el Río 
de la Plata y, tras la pérdida de Chile, de derivar tropas hacia Lima. El enconamiento 
se recrudeció cuando La Serna llegó a Lima después de haber presentado su dimisión 
al Rey el 20 de septiembre de 1818 y allí mantuvo un pulso más o menos explícito 
con Pezuela, una vez que ya el virrey había demostrado ser totalmente inadecuado 
para enfrentar la crisis. Interpretaba Aznapuquio en términos políticos y militares y 
entendía que Pezuela «convino» en abdicar, si bien luego rectificaría2. 

Si hay un autor que interpreta el conflicto en clave de confrontación ideológica, 
ese es Wagner de Reyna que acentuó las implicaciones de la pertenencia de La Serna 
y los oficiales que llegaron con él en 1816 al partido liberal y la masonería. En Azna- 
puquio, Pezuela, un hombre que amaba al Perú, fue depuesto porque se le consideró 
incapaz de controlar a los militares americanos y cometió graves errores, como 
querer mantener Lima a toda costa y negociar con San Martín. En su aproximación 
conservadora salvaba la imagen de Olañeta que simbolizó la resistencia del Perú 
«profundo», tanto frente al liberalismo constitucional español como al revolucio- 
nario patriota”. En la proyección política y militar, de la Puente Brunke introduce 


19 Félix Denegri Luna, comp., Colección Documental de la Independencia del Perú, XXVI, «Memo- 
rias, Diarios y Crónicas», 1, Lima: Comisión Nacional del Sesquincentenario, 1971, XVI-XVIL 

20 Horacio Villanueva Urteaga, comp., Colección Documental de la Independencia del Perú, XXIL 
Documentación Oficial Española, 3, Gobierno Virreynal del Cuzco, Lima: Comisión Nacional del Ses- 
quincentenario de la Independencia del Perú, Lima, 1973, 43-50. 

21 Hamnett 1978, 289-330. 

2 "Timothy Anna, La caída del gobierno español en el Perú. El dilema de la Independencia, Lima: 
Instituto de Estudios Peruanos, 2003, 223-228. La primera edición en inglés se publicó en 1979, un año 
después de la monografía de Hamnett. 

23 Alberto Wagner de Reyna, «Ocho años de la Serna en el Perú (De la “Venganza” a la “Ernesti- 
ne”)», Quinto Centenario, 8 (1985), 37-59. La incidencia de Pedro Antonio de Olañeta, hombre fuerte 
del Alto Perú que optó por desafiar a La Serna y levantarse en armas dividiendo y debilitando al ejército 


128 ASCENSIÓN MARTÍNEZ RIAZA 


entre las variables que favorecieron la victoria patriota los conflictos entre los jefes 
realistas, y en un recorrido por fuentes impresas y bibliografía, repasa las propuestas 
de autores de distintas tendencias y cuestiona las interpretaciones que entienden el 
conflicto en términos eminentemente ideológicos, cuando esa variable fue en rea- 
lidad una construcción ex post de políticos enfrentados en una España inestables, 

La preocupación de Fisher gira en torno a la gestión política y al funcionamiento 
de las instituciones virreimales. Advierte que, desde la llegada de San Martín, la posi- 
ción de Pezuela se había debilitado por una sucesión de desaciertos que condujeron 
a Aznapuquio, una «insurrección puramente militar» organizada por un grupo de 
oficiales en desacuerdo con el modo en que el Virrey conducía la guerra. La crisis de 
1821, entiende, no se puede explicar en términos de un conflicto político entre ofi- 
ciales liberales cercanos a La Serna y absolutistas con prevenciones hacia el sistema 
constitucional. El problema estuvo más bien en las diferencias culturales y estraté- 
gicas entre jefes militares que, como Pezuela, llevaban muchos años en América y 
entendían que solo ellos comprendían a los criollos, y los arrogantes peninsulares 
que llegaron en 1816 decididos a terminar con la insurgencia mediante la guerra. En 
términos del gobierno virreinal su balance es favorable a La Serna, capaz de admi- 
nistrar los recursos en tiempos difíciles?s, 

Marks abrió caminos en el panorama historiográfico al introducir entre las cau- 
sas de Aznapuquio un factor sustantivo: la legitimidad. En el pronunciamiento (así 
lo define) convergieron el descontento de un sector poderoso de comerciantes del 
Consulado, que se opuso a la apertura del Callao a buques extranjeros porque con- 
travenía las leyes vigentes, y el de oficiales del ejército que entendían que la política 
de Pezuela conducía indefectiblemente a la pérdida del Perú y que al quebrantar 
las leyes el Virrey había cometido un acto de insubordinación, lo que justificaba 
su deposición. Marks contra argumenta que para Pezuela la ley superior era la de 
mantener al virreinato unido a la Corona y eso justificaba sus medidas comerciales y 
militares*. Siendo esto así, no rehúye el componente ideológico, en tanto en cuanto 
el absolutista y políticamente moderado virrey tuvo que contender con liberales de 
la línea dura, como La Serna, que creían en una pura solución militar para el proble- 
ma de la insurgencia y cuestionaban las decisiones de Pezuela para conducir la gue- 
rra y los medios que adoptó para financiarla. Por tanto, detrás del pronunciamiento 
sí estuvo la disputa entre liberales y conservadores, aunque no pueda certificarse 
documentalmente”. 

En la esfera de la cultura política Peralta plantea que durante el sexenio absolu- 
tista Pezuela trató de desmantelar los logros del doceañismo clausurando institu- 
ciones y aplacando a la opinión mediante una propaganda que vinculaba fidelismo 


español, fue uno de los factores que se barajaron a la hora de depurar responsabilidades, como se intro- 
ducirá más adelante. 

24 José de la Puente Brunke, «Todo fue atolondramiento, todo confusión. Los militares realistas en 
la guerra de independencia del Perú y sus desavenencias», en Carmen Mc Evoy y Elías Palti, coords., El 
nudo del Imperio: independencia y democracia en el Perú. Lima: Instituto de Estudios Peruanos-IFEA, 
2012, 187-206. 

25 John Fisher, «The Royalist Regime in the Viceroyalty of Peru 1820-1824», Journal of Latin Amer- 
¿can Studies, 32 (2000), 55-84 y El Perú borbónico 1750-1824, Lima: Instituto de Estudios Peruanos, 2000, 
202-203. 

26 Marks 2007, 350-353- 

27 Ibidem, 8 
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y derechos de posesión de Fernando VIT con la salvaguarda de la religión católica. 
Pero sus convicciones no fueron impedimento para que en el retorno al sistema 
constitucional se desenvolviera como un político pragmático. Enmarca el «golpe 
de estado» de Aznapuquio en el nivel de la discrepancia personal y militar entre el 
virrey y La Serna más que en el de motivaciones ideológicas?%, 

La Serna, del que no hay constancia de que dejara Memoria, cuenta con dos 
estudios recientes que priorizan su trayectoria militar, el de Albi y el del marqués 
de Laserna, proclive a su antepasado?%. Albi cubre el enfrentamiento en todo su 
recorrido y presenta a Pezuela como un hombre con capacidad de organización pero 
de poco carácter y una «reprobable tendencia a las lamentaciones», y así lo demos- 
tró en su incompetencia para ejercer su autoridad y atajar las desobediencias de La 
Serna30, En cuanto a este, se tenía en alto concepto y mostraba su superioridad en 
toda ocasión! Su experiencia en el Perú fue ingrata, desde que llegó en 1816 hasta 
Aznapuquio solo comandó un ataque, fracasado, a Jujuy. Después, a pesar de las 
victorias obtenidas por el ejército español desde que asumió el mando, siempre tuvo 
en mente regresar a España y nunca se recuperó de los golpes de Junín y Ayacucho 
ni de la rebelión de Olañeta. En efecto la ideología les separaba, pero contuvieron 
las divergencias porque dieron prioridad al cumplimiento del deber. 

El marqués de Laserna atribuye el origen de la «relación tirante» a la incomodi- 
dad de Pezuela, porque La Serna no se le presentó en Lima después de desembarcar 
en Arica e introdujo reformas unilaterales en el ejército del Alto Perú. Apunta a los 
celos de Pezuela por los éxitos que La Serna pudiera cosechar, aunque le reconoce 
cierta altura de miras ya que apreció sus cualidades militares y le retuvo en Lima 
ascendiéndole a teniente general. Trata de desbaratar las alegaciones de Pezuela 
sobre Aznapuquio, que no obedeció a un plan premeditado sustentado en una con- 
cepción ideológica y preparado por los oficiales y La Serna desde antes de viajar al 
Perú en 1816. El argumento central de Laserna es que «sin duda tenía simpatías libe- 
rales, pero en él primó siempre la lealtad al Rey y el servicio a la nación» y su objeti- 
vo fue conservar al Perú para la Corona. No se detiene en lo que fue el gobierno del 
Cuzco y pasa a la insurrección de Olañeta, que interpreta como una repetición del 
pronunciamiento de Riego, que como él fue un aliado de los enemigos de su Patria. 
Solo entiende Ayacucho en términos militares3?, 


ToDo POR EL REY. REALISTAS EN LIBERALISMO Y ABSOLUTISMO 


Durante el tiempo en que la Constitución de 1812 estuvo de nuevo en vigor en 
el virreinato, desde el 15 de septiembre de 1820 hasta el 11 de marzo de 1824, en 
una situación de desconcierto, en las regiones controladas por los españoles hubo 
gobierno liberal. Pezuela y La Serna siguieron y aplicaron —con retraso debido a 


28 Peralta 2010, 300. 

29 Julio Albi de la Cuesta publicó El último virrey en 2009, Madrid: Ollero y Ramos, 2009. Un año 
antes Íñigo Moreno de Arteaga defendía su tesis de doctorado que editó con el mismo título, José de La- 
serna, último virrey del Perú, León: Akrón, 2010 y firmaba como marqués de Laserna. 

30 Albi 2009, 73 y 217. 

1 Ibidem, 140-143. 
32 Laserna 2010, 79-88. 
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la distancia y a las contingencias de la guerra— las instrucciones de las instancias 
centrales, reimplantaron las instituciones representativas (diputaciones provinciales 
y ayuntamientos constitucionales), y acometieron reformas sociales y económicas 
aprobadas por las Cortes3. 

Entre 1820 y 1824 se desarrollaron en el Perú dos procesos paralelos e interrela- 
cionados. Desde que el 8 de septiembre de 1820 San Martín desembarcara en Pisco 
y decretara la cesación de la autoridad española en los territorios libres, coexistieron 
dos gobiernos, con dos sedes desde finales de 1821, Lima y el Cuzco, y con dos 
ejércitos en campaña alterando la vida de la población que se fue alineando del 
lado independentista por coacción, convicción o conveniencia. Ambos sistemas —el 
español y el independentista— se construyeron sobre los principios del liberalis- 
mo, que fue interpretado y aplicado para justificar causas políticas contrapuestas: la 
independencia o la unidad de la Monarquía española. En ambos lados se siguieron 
procesos constitucionales. En el virreinato la Constitución de 1812 se juraba en 
ciudades y pueblos, aunque en el estado de la investigación no sea posible hacer 
una valoración completa ni en términos cualitativos ni cuantitativos de su implanta- 
ción34. Del otro lado, después de meses de gobierno del Protectorado, en diciembre 
de 1821 San Martín convocaba en Lima un Congreso Constituyente que, en una 
singladura compleja, se instalaría el 20 de septiembre de 1822, tras su regreso de 
Guayaquil, y aún bajo su auspicio. Después de alternativas de gobierno peruano, ya 
con Bolívar en escena, se promulgaría la primera Constitución de la República de 
12 de noviembre de 1823, la «versión republicana de la Constitución monárquica de 
Cádiz» según Paniagua, por la fórmula de organización de poder que daba primacía 
al legislativo sobre el ejecutivos, 


EL «FORZADO» CONSTITUCIONALISMO DE PEZUELA 


Pezuela se manifestó como un absolutista convencido cuando se dieron las condi- 
ciones para ello. Antes de saber que el pronunciamiento de Riego había tenido éxito 
llamaba a los insurrectos «desafectos liberales»36. Pero cuando recibió la correspon- 
dencia oficial que le ordenaba jurar la Constitución y proceder a restablecer la arqui- 
tectura liberal actuó con diligencia. Su tiempo como Jete Político Superior (categoría 
constitucional del Virrey) fue breve, apenas cinco meses, casi el mismo intervalo que 
medió entre la jura de la Constitución por el Rey el 9 de marzo y la recepción de la 
correspondencia oficial el 4 de septiembre de 1820. Como funcionario de la Corona 


33 Ascensión Martínez Riaza, «Gobernar, pacificar, negociar. La política española en el Perú, 1820- 
1824» en Tomás Straka, Agustín Sánchez-Andrés y Michael Zeuske comps., Las independencias de Ibe- 
roamérica, Caracas: Fundación Empresas Polar-UCAB-Fundación Konrad Adenauer-UMSNH, 2011 
[b]. 

34 Núria Sala i Vila, «El Trienio Liberal en el Virreinato del Perú: los ayuntamientos constitucionales 
de Arequipa, Cuzco y Huamanga, 1820-1824», Revista de Indias, 253 (2011), 693-728. 

35 Valentín Paniagua, Los orígenes del gobierno representativo en el Perú. Las elecciones (1809- 
1826), Lima: PUCP-FCE, 2003, 387. Sobrevilla ha calibrado la influencia de la Constitución de Cádiz en 
las primeras que se promulgaron en el Perú, vid. Natalia Sobrevilla, «Batallas por la legitimidad: constitu- 
cionalismo y conflicto político en el Perú del siglo x1x (1812-1860)», Revista de Indias, LXTX:246 (2009), 
IOI-128. 

36 Pezuela 1947, 716. 
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no podía proceder hasta no tener en su poder los documentos de la Península, a 
pesar de que circularon por Lima pasquines que le acusaban de retrasar el proceso 
por motivos ideológicos. Siguiendo la R.O. de 11 de abril de 1820 y la normativa que 
la desarrollaba se comunicaba con San Martín el 11 de septiembre para proponerle 
negociaciones que se celebraron en Miraflores sin llegarse a ningún acuerdo?. 

La Constitución de 1812 se juraba en Lima el 15 de septiembre de 1820 en un 
clima de indiferencia, según el testimonio de Pezuela, y también en capitales de 
las provincias, y a continuación el virrey ordenó el restablecimiento de las diputacio- 
nes provinciales y los ayuntamientos. El modo en que condujo el proceso en Lima 
ha servido para subrayar su filiación absolutista, cuando decidió que no hubiera 
elecciones a Diputación Provincial y que se restableciera con los mismos indivi- 
duos que la formaban en 1814, y cuando trató, sin éxito, de hacer lo mismo con el 
Ayuntamiento, argumentando que de haber elecciones podían entrar en la corpo- 
ración personas vinculadas a la causa de la independencia. Sin que pudiera preverlo 
el tiempo le daría la razón porque el Ayuntamiento Constitucional casi en pleno 
permanecería en Lima y juraría la independencia. 

Como se ha expuesto, La Serna capitalizaría la oposición a Pezuela, que sería 
liderada por los dos núcleos con mayor poder fáctico, de un lado miembros del 
Consulado de Lima, disconformes con su política de permitir que buques extran- 
jeros comerciaran en el Callao; de otro oficiales descontentos con la manera en 
que Pezuela conducía el gobierno y la guerra. El «jaque al Virrey» se produjo en el 
golpe/deposición/pronunciamiento/motín (el nombre varía según quién lo relate) 
de Aznmapuquio. Las razones de las partes tenían a la Nación como referente, los 
oficiales se proclamaba «jefes del ejército nacional» y Pezuela explicaba que cedió el 
mando por el bien del «Rey y la Nación». Los firmantes afirmaban intervenir para 
evitar el desmoronamiento «del edificio político de esta parte de América» y termi- 
nar con un gobierno que «carecía de energía en sus providencias insubsistencia en 
sus planes, que no disfruta de ningún concepto en el Ejército ni en los pueblos»3. 


LA AMBIGUEDAD LIBERAL-ABSOLUTISTA DE LA SERNA 


Una aproximación a la gestión de La Serna revela que fue prudente en sus mani- 
festaciones y manejó con habilidad el gobernar en liberalismo y absolutismo. Antes 
y después de Aznapuquio tuvo a su lado a altos oficiales, que eran piezas fundamen- 
tales en tiempo de guerra. Algunos habían llegado con él en 1816, otros ya estaban 
en el Perú y los hubo que, como José Canterac, Andrés García Camba o Baldomero 
Fernández Espartero procedían de Costa Firme donde habían luchado contra Bolí- 
var a las órdenes del general Pablo Morillo. 

Siguiendo el plan previsto hacía tiempo y pactado con los jefes militares, y después 
de intentar, siguiendo órdenes de la Península, una nueva ronda de negociaciones 


37 Ascensión Martínez Riaza, «Para integrar la Nación. El Perú en la política negociadora del Trienio 
Liberal con los disidentes americanos, 1820-1824», Revista de Indias, LXXT: 253 (2011), 647-692. 

38 Paniagua 2003; Peralta 2009. 

39 Hay copias del documento de Aznapuquio en el Manifiesto de Pezuela, y en su Hoja de Servicio, 
consultada en AGMM. 
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con San Martín, las de Punchauca, que de nuevo fracasaron4, a comienzos de julio 
abandonaba Lima. A finales de diciembre de 1821 se establecía en el Cuzco, donde 
las instituciones funcionaban según las normas y espíritu constitucionales. 

Durante un año La Serna gobernó en la incertidumbre, sin directrices del gobier- 
no central. El 9 de marzo de 1822 recibía por fin noticias y manifestaba su compla- 
cencia al sentirse respaldado por un sistema constitucional que seguía su marcha con 
la tranquilidad y progreso, que son consiguientes a la íntima unión de la voluntad 
del Rey con las nuevas y benéficas instituciones, de modo que han desaparecido ya 
los pocos hombres desafectos o alucinados por el Antiguo Régimen+.. 

Hasta entonces no supo que un R. D de 30 de septiembre de 1820 le nombraba 
virrey en caso de muerte, ausencia o enfermedad de Pezuela. Conoció también la 
respuesta del ministro de Guerra Moreno Daoiz de 29 de julio de 1821 a su consulta 
de 1 de febrero de 1821 en la que le explicaba que SM ya conocía la situación de las 
provincias, el estado del ejército y que La Serna se había hecho cargo del virreinato, 
así como la petición de que se enviaran a esos mares fuerzas navales. El Rey había 
aprobado el nombramiento de La Serna como capitán general así como todas las 
medidas tomadas desde que se hizo con el mando, y era su deseo que se mantuviera 
al frente del Perú. Pero no se le reconocía oficialmente como virrey. 

La Serna desplegaría una intensa campaña de propaganda sobre las bondades de 
la Constitución a través de proclamas «A los habitantes del Perú» que difundirían 
los dos periódicos realistas editados en el Cuzco, El Depositario y La Gaceta del 
Gobierno Legítimo del Perú. Pero paralelamente abría otra línea que muestra esa 
prudencia rayana en la ambivalencia con la que se movió. El 11 de abril de 1822 —un 
mes después de la recepción de las noticias tras el largo silencio — publicaba un bando 
que luego esgrimiría para justificar su conducta «anticonstitucional». Para evitar la 
anarquía que sobrevendría de ponerse en marcha todos los decretos expedidos por el 
Gobierno Soberano, y en el ejercicio de las facultades que le conferían las leyes y la 
Constitución «a la cual estoy íntima é inalterablemente adherido», ordenaba: 


Que por ahora no se ponga en práctica ningún Bando ni Real Orden que se reci- 
ba del Soberano Gobierno Nacional, mientras que yo, precediendo los exámenes y 
consultas que estime oportunas, no les diere o mandare dar el debido cumplimiento+. 


Hasta entrado 1824, los realistas confiaban en sus posibilidades para mantener 
el virreinato como parte de la Nación española animados por las victorias sobre las 
dos expediciones de los puertos intermedios organizadas por los independentistas 
y esperando ayuda militar de la Península. La derogación de la Constitución por 


40 Fisher 2009. 

41 Gaceta Extraordinaria del Gobierno Legítimo del Perú, 10, Cuzco, 9 de marzo de 1822. La Serna 
al Secretario de Ultramar, Cuzco 12 de marzo de 1822, acusando recibo de la recepción, AGI, Lima 1023. 

4 CDIP, XIL, Documentación Oficial Española, 3, Gobierno virreinal del Cuzco, 1973, 286. Este 
decreto daba a La Serna un refrendo, si bien no se trataba de su nombramiento definitivo. A finales de 
septiembre Pezuela estaba en pleno proceso de reinstauración del sistema constitucional. 

4 CDIP, XXIL, Documentación Oficial Española, 3, Gobierno virreinal del Cuzco, 1973, 281-282. 

44 «El Cuzco á once días del mes de Abril de mil ochocientos veintidós años», en Torata, IV, 1898,77. 

45 Una primera expedición a Intermedios fue organizada por la Junta Gubernativa, comandada por 
Rudecindo Alvarado a finales de 1822, que se saldó con la victoria realista (Torata y Moquegua). Otro 
tanto sucedió con la segunda ordenada por el presidente José de la Riva Agúero en la segunda mitad de 
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Fernando VII el primero de octubre de 1823 se conoció en el virreinato con retraso 
y mediatizada por el cisma abierto por Pedro Antonio de Olañeta, que dividió al 
ejército español y facilitó la derrota del Ejército del Norte comandado por Canterac 
en Junín (agosto de 1824). También condicionó el modo en el que La Serna reins- 
tauró el absolutismo. La historiografía ha insistido en el perfil absolutista del que 
era hombre fuerte del Alto Perú, un comerciante que consiguió honores militares 
por defender la causa del Rey y que en su momento juró la Constitución, pero no 
compartió el pronunciamiento de Aznapuquio ni la política de ascensos de La Serna 
que entendía le había relegado. Su espacio se vio interferido cuando La Serna se 
estableció en el Cuzco y su resentimiento fue en aumento. Olañeta tuvo noticias del 
cambio político a través de Buenos Aires, y en un escenario de tensión y confron- 
tación crecientes con el virrey y el general Valdés que estaba al frente del Ejército 
del Sur, tomó la decisión de abolir unilateralmente la Constitución en las regiones 
que controlaba y dejar de reconocer a La Serna puesto que su autoridad ya no era 
legítimas, 

En cuanto a La Serna, como le había sucedido a Pezuela tardó meses en recibir la 
confirmación oficial del cambio político. Cuando supo que el 12 de febrero de 1824 
Olañeta desconocía públicamente tanto la autoridad del virrey como la Constitución 
de 1812 se encontró en una encrucijada. Con el respaldo de instancias de poder 
civil, militar y eclesiástico a las que consultó decidió derogar la Constitución y man- 
tenerse al frente del virreinato, a pesar de que supuestamente el Rey había anulado 
todas las actuaciones que se habían producido desde el 7 de marzo de 1820 y por 
lo tanto su asunción al mando*. La respuesta fue unánime, La Serna debía abolir la 
Constitución y permanecer en la conducción del virreinato. El 11 de marzo de 1824 
hacía pública una declaración lo suficientemente ambigua como para cubrirse las 
espaldas. Era un «Donde dije digo...» en que llamaba la atención sobre su proceder 
prudente en la ejecución de las leyes del sistema constitucional. Su único norte había 
sido en todo tiempo cumplir con su deber, conservando el Perú para «el Rey y la 
Nación», y hubiera procedido antes a abolir el sistema constitucional, pero no podía 
hacerlo sin tener las órdenes pertinentes. Ahora tomaba cartas en el asunto forzado 
por la situación que Olañeta había generado en el Alto Perú. Y «como no podía tole- 
rarse la monstruosidad de que países subordinados a un mismo gobierno superior se 
manejaran por sistemas opuestos»: 


He venido en declarar lo siguiente: conforme el art.1 del Real Decreto que se 
supone dado en el Puerto de Santa María y remitido a mis manos por el general Ola- 
ñeta en un impreso sin designación de lugar, año, ni oficina, cuya autenticidad es por 
lo mismo incierta, son nulos y sin ningún valor todos los actos del gobierno llama- 
do constitucional (de cualquier clase y condición que sean) que ha dominado a los 


1823, a cuyo frente estuvo Andrés de Santa Cruz y que terminó de nuevo en derrota. Ambos fracasos 
tendrían implicaciones políticas en el proceso de formación del Estado nación del Perú. 

46 José Luis Roca, Ni con Lima ni con Buenos Atres. La formación de un Estado nacional en Charcas, 
Lima: IFEA-Plural, 2007. Los documentos relacionados con Olañeta en, conde de Torata (Fernando 
Valdés y Héctor) Documentos para la historia de la guerra separatista del Perú, Madrid: Impr. de la viuda 
de M. Minuesa de los Ríos, 1894-1898, 5 vols., vol. IV. 

47 Torata 1894-1898, vol. IV, 358. 

48 Proclama del virrey, Cuzco, 5 de marzo de 1824, en García Camba 1846, IL, 499-500. Y en CDIP, 
XXIL, Documentación Oficial Española, 3, Gobierno virreinal del Cuzco, 1973, 287-289. 
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pueblos españoles desde el 7 de marzo de 1820 hasta aquel día, porque en toda esta 
época ha carecido el Rey nuestro señor de libertad, obligado a sancionar leyes y expe- 
dir órdenes, decretos y reglamentos que contra su voluntad se meditaban y expedían 
por el mismo gobiernos. 


De cara al gobierno peninsular sería más contundente. Tomando a Olañeta como 
«pretexto», el 20 de marzo se comunicaba con el ministro de Guerra en una demos- 
tración de cómo se podía ser hombre del Rey por encima de las veleidades de la 
política: 


Los más de mis heroicos compañeros de armas y yo prodigamos nuestra sangre 
por los derechos de la Iglesia, del Rey y de la Nación antes de la primera época consti- 
tucional, en ella y después de ella. [...] Venidos al Perú, nos conservamos en el primer 
aprecio de SM, porque no llegaría a su Real noticia cosa que lo desmereciese. No tuvi- 
mos ni pudimos tener el más remoto influjo en las ominosas revueltas de principios 
del año 20 [...] Tranquilos, sumisos y amantes del orden, esperamos sin chistar que el 
Virreinato promulgase y pusiera en planta la Constitución cuando lo tuvo a bien por 
su propio impulso; porque nosotros nos gloriamos principalmente de querer lo que 
quiere SM, porque lo quiere, como lo quiere, cuando lo quiere y mientras lo quieres. 


Y ya se mantendría en esa línea hasta la recepción de la correspondencia oficial 
que confirmaba el retorno del Rey al absolutismo en octubre de 18245. 

El 8 de agosto 1824 llegaba el enviado de la Corte con la Real Orden de 19 
de diciembre de 1823 en el que el Rey absolutista le nombraba por fin Virrey en 
propiedad: 


Restituido el Rey NS a la plenitud de sus derechos soberanos de que le había 
despojado una facción revolucionaria [...] y como tiene tantas pruebas de la fideli- 
dad con que VE sostiene su justa causa en la grande extensión del Virreinato que 
desempeñaba, quiere SM. que le manifieste su Real satisfacción, nombrando a VE en 
propiedad Virrey, Gobernador y Capitán General del Perú. Manda igualmente SM 
que a todos los Generales, Jefes, Oficiales y demás individuos que hayan manifestado 
con su conducta los mismos leales sentimientos que VE, les de las gracias en su Real 
nombre [...] Confirma SM la gracia de la Gran Cruz de la Real orden americana de 
Isabel la Católica con que decoró a VE en tiempo de dicho Gobierno revolucionario. 


La noticia tanto tiempo esperada coincidía con la derrota de Canterac en Junín 
el 6 de agosto. Después vendría Ayacucho. Y cuando ya se había firmado la capi- 
tulación, y con el desfase de fechas habitual e inevitable, el 7 de enero de 1825 un 
oficio del ministro de Guerra le comunicaba la felicitación del Rey por los servicios 
prestados y los éxitos militares logrados por las armas españolas, y le dispensaba el 


49 Cuzco 11 de marzo de 1824, en AGNP, Miscelánea 0049. Bando aboliendo la Constitución. Tam- 
bién en Andrés García Camba, Memorias del general García Camba para la historia de las armas españo- 
las en el Perú, Madrid: Establecimiento Tip. de D. Benito Hortelano y Cía., 1846. 2vols., vol. IL, 444-446 
y en Torata 1894-1898, vol. I y vol. IV, 99. 

so Torata 1894-1898, vol. IV, 114-115. 

51 La Serna al ministro de Estado y del Despacho Universal de la Guerra, Cuzco, 18 de octubre de 
1824 acusando recibo de la Real Orden de 12 de octubre de 1823 que dispone la abolición del régimen 
constitucional, AGMM, Ultramar, Ministerio de Guerra, caja 5590. Torata 1894-1898, vol. IV, 187-189. 

52 Oficio del Ministerio de la Guerra, Madrid, 19 de diciembre de 1823, Ibidem, 178. 
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título de Castilla de conde de los Andes. La Serna lo recibía en Burdeos el 9 de 
junio de 1825 cuando viajaba de regreso a la Cortes, 


LA «GUERRA DE LAS JUSTIFICACIONES» 


Perdidos los demás territorios continentales, en 1824 el Virreinato del Perú era 
«la joya de la Corona». Por eso el poder político en la Península no perdonaría a los 
«ayacuchos»5. Su retorno, «sin un peso, sin camisa», como escribiría al rey Jeróni- 
mo Valdés, fue tan lastimoso como lo sería su marginación en plena década omino- 
sa. Ante la necesidad de defender su honor y justificar su conducta, «por haberse 
perdido el Perú» los últimos virreyes, por ellos mismos y a través de sus valedores, 
entrarían en una guerra de justificaciones y descalificaciones que se prolongaría 
incluso hasta después de la desaparición física de ambos. 

Los argumentos de las partes se polarizaron en torno tres cuestiones centrales: la 
deposición de Pezuela en Aznapuquio, para unos necesaria para conservar el Perú, 
para otros la causa de su pérdida; la derrota de Ayacucho, de la que los círculos 
absolutistas responsabilizaron a La Serna y a las disensiones entre los oficiales «del 
partido constitucional», mientas los lasernistas preconizaban la unidad del ejército y 
su lealtad al Rey; y el cisma de Olañeta, para los partidarios de La Serna un traidor 
al Rey que mantenía vínculos con Pezuela, y para sectores absolutistas la última 
esperanza de conservar el Perú. 

Para presentar los términos de la controversia se han seleccionado documentos 
generados por actores directamente implicados: de Pezuela, el Manifiesto en que 
el virrey (sic) del Perú Joaquín de la Pezuela refiere el hecho y circunstancias de 
su separación del mando, demuestra la falsedad, malicia e impostura de las atroces 
imputaciones contenidas en el oficio de intimación de 29 de enero de los gefes del ejér- 
cito de Lima autores de la conspiración y anuncia las causas de este acontecimiento, 
fechado en La Magdalena el 8 de abril de 182156. De La Serna, Manifestación que, 
de la criminal conducta del General Olañeta hace a SM el Virei del Perú firmado 
en el Cuzco el 15 de julio en 18245. De Jerónimo Valdés, Exposición que dirige al 


53 Además se ordenaba que Olañeta fuera conducido a la Península, Ibidem, 484. 

54 García Camba 1846, vol. II, 358-359. 

55 La expresión fue acuñada durante las guerras carlistas y la Regencia de Baldomero Fernández 
Espartero por sus enemigos políticos, aunque Espartero, hombre de La Serna, no firmó Aznapuquio ni 
estuvo en Ayacucho. Para una aproximación biográfica, José Segundo Florez, Espartero. Historia de una 
vida militar y política. Madrid: Impr. de Wenceslao Ayguas de Izco, 1844-1845. José Cepeda Gómez, «El 
general Espartero durante la «década ominosa» y su colaboración con la política represiva de Fernando 
VIT», Cuadernos de Historia Moderna y Contemporánea, 2 (1981) 147-163. Y sobre los ayacuchos: Na- 
talia Sobrevilla, «From Europe to the Andes and Back: Becoming “Los Ayacuchos”», European History 
Quaterly, 41:3 (2011), 472-488. 

56 Se imprime en Madrid en la imprenta de Leonardo Núñez de Vargas en 1821. Hay copias en dis- 
tintos repertorios, entre ellos en la Hoja de Servicios de Pezuela, copia en AGMM: en Torata 1894-1898, 
vol. II, 223-475; en Félix Denegri Luna 1971, CDIP, XXVL, Memorias, Diarios y Crónicas, 3, 1971, 267- 
505. Lo editó en facsímil Jesús Paniagua (León: Universidad de León, 2003). Se encuentra digitalizado en 
Patrimonio Bibliográfico Ministerio de Cultura [bvpb.mcu.es/catálogo]) y en la Biblioteca Nacional de 
España Digital [http://bdh.bne.es/bnesearch]. 

57 Se publicó en el Cuzco en 1824. En 1825 en Manila, en el viaje de regreso tras la derrota de Aya- 
cucho, García Camba editaba Manifestación que de la criminal conducta del general Olañeta hace a SM el 
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Rey D. Fernando VII el mariscal de campo D. Jerónimo Valdés sobre las causas que 
motivaron la pérdida del Perú, Vitoria, 12 de julio de 182758, Por último, de Andrés 
García Camba, Memorias del general García Camba para la historia de las armas 
españolas en el Perú, publicado en Madrid en 184659. 

No son los únicos. Civiles y militares que tomaron partido dejaron por escri- 
to sus testimonios para tratar de encontrar eco para su causa en una España que 
no quiso oíró0, La guerra de justificaciones comenzó inmediatamente después de 
Aznapuquio, cuando Pezuela y La Serna emprendieron una carrera «física» por ser 
los primeros en presentar sus razones al Rey. Y lo hicieron a lo largo de 1821 por 
personas interpuestas. Pezuela conseguía que el Manifiesto se imprimiera en Madrid. 
Lo había firmado en La Magdalena el 8 de abril, y retenido en el Perú, el documento 
lo llevaría a la Corte su familia que partía al día siguiente del Callao en la fragata de 
guerra británica «Andrómaca»*, La Serna no perdió el tiempo y para contrarrestar 
la campaña de Pezuela y los suyos, comisionó a dos hombres de su confianza y fir- 
mantes de Aznapuquio, el marqués de Valleumbroso y Antonio Seoane, que fueron 
recibidos por el gobierno y el Rey en octubre, sin conseguir un pronunciamiento 
oficial favorableé?, 

Cuando regresaron a la Península, Pezuela el 20 de mayo de 1822 y La Serna en 
junio de 1825, la disputa se intensificó, con la paradoja de que Pezuela, reputado 


Virei del Peru. Reimpresa a petición del brigadier D. Andrés García Camba, Manila, Impr. de Sampaloc, 
1825. Después en 1846 lo volvía a publicar con distinto nombre, «Exposición del Virrey La Serna a SM 
sobre la conducta del general Olañeta. Cuzco, Julio 15 de 1824» en García Camba 1846, vol. Il, 418-437. 

58 Torata 1894-1898, vo. L, 5-104. Reimpreso en CDIP, XXIIL, Documentación Oficial Española, 3, 
Gobierno virreinal del Cuzco, 1973, 315-384. Valdés escribiría otro documento relacionado, Refutación 
que hace el mariscal de campo Don Jerónimo Valdés del Manifiesto que el Teniente General Don Joaquín 
de la Pezuela imprimió en 1821 a su regreso del Perú, Torata 1894-1898, vol. Il, 17-137. En la introducción 
a la edición de la Refutación Torata explicaba que Valdés se había propuesto ahondar y extenderse en la 
Exposición, que la había comenzado en 1827 y la debió terminar a comienzos de 1831 en el semidestierro 
de Badajoz. Se trataba de un texto largo, farragoso y reiterativo como el Manifiesto de Pezuela. Se dife- 
renciaban en una cuestión de fondo, Pezuela trataba mal a La Serna y a los militares sin reparar en que él 
mismo con su política en el Alto Perú había sembrado la semilla de Olañeta; sin embargo Valdés salvaba 
a la persona de Pezuela y se centraba en sus errores políticos y militares, Torata 1894-1898, vol. IL, 9-14. 

59 En la Lima ocupada por los realistas entre febrero y diciembre de 1824, García Camba publicó, 
Apuntes para la historia de la revolución del Perú sacados de los trabajos del Estado Mayor del ejército de 
operaciones, Lima, Impr. del Ejército, 1824. 

60 Entre los proclives a Pezuela, Juan Martín Larrañaga [el Ingenuo] Rebelión en Aznapuquio por 
varios jefes del ejército español para deponer del mando al dignísimo virrey del Perú el teniente general 
don Joaquín de la Pezuela, escrita por el ingenuo, Río de Janeiro, 1821, reimpreso en Lima por Manuel 
del Río, 1822; y Mariano Torrente, Historia de la Revolución Hispano-Americana, Madrid, Impr. de D. 
León Amarita, 1829-1830, 3 vols. Al terminar el siglo Fernando Valdés y Héctor, primer conde de Torata 
e hijo de Jerónimo Valdés retomaría los discursos en Documentos para la historia de la guerra separatista 
del Perú, una obra de referencia obligada en los estudios sobre el gobierno español en el Perú porque 
desentraña el trasfondo de la trama aportando una estimable selección de documentos, y si bien es parte 
interesada, se ocupa más en defender el honor de La Serna y los militares que en atacar a Pezuela. 

61 Para una crónica de los avatares de la salida de Pezuela, ver «Noticia de todo lo que discurrió al 
virrey Pezuela desde que entregó el mando del Perú en 29 de enero de 1821 hasta que llegó a la Corte 
el 20 de mayo de 1820, y cual fue la conducta que observó durante rigió [sic] el sistema constitucional», 
s. f., en Pezuela 1947, 847-863. 

62 El viaje estuvo marcado por la desgracia, cuando a la altura de Río de Janeiro su buque fue atacado 
por corsarios y se vieron obligados a arrojar al mar documentación que trataron de rescribir acudiendo a 
su memoria, José Agustín de la Puente Candamo, «La misión del marqués de Valle Umbroso y de Anto- 
nio Seoane: notas para su estudio», Revista Histórica, XXI (1954), 426-457. 
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absolutista, tuvo que defenderse inicialmente ante un gobierno constitucional, mien- 
tras el liberal La Serna debió hacerlo en plena «década ominosa» estigmatizado por 
la derrota de Ayacucho. 

En el caso de Pezuela los documentos revelan que el Rey le recibió con benevo- 
lencia y le agradeció los servicios prestados pero no le reivindicó públicamente ni 
reconoció que había sido expulsado del mando ilegítimamente. No le valieron las 
influencias familiares, ni la de su hermano Ignacio que fue un político relevante en 
los comienzos del Trienio, integrante de la Junta Provisional en 1820 y consejero de 
Estado de 1821 a 18236, ni la de su hijo Manuel, un militar liberal que intercedió 
ante el Rey en un alegato que mereció un dictamen del Consejo de Estadoó1. Pezuela 
estuvo poco tiempo al frente de la guarnición de Madrid, desplazado, según algunas 
versiones por su resistencia a servir a gobiernos liberales. En Córdoba le sorprendió 
la invasión francesa de los Cien Mil Hijos de San Luis y cuando se restableció la 
Regencia volvió a la capital. Pasó, como otros militares por el proceso de purifica- 
ción incoado por el absolutismo y que en su caso se prolongó desde finales de agosto 
hasta el 28 de marzo de 1825 en que el Rey, «haciendo el correspondiente aprecio 
de los dilatados servicios de VE y de su distinguido mérito, de ha dignado declararle 
purificado»S5. Solo entonces fue nombrado capitán general de Castilla la NuevaóS, 

Cuando todavía no era posible entender en todas sus dimensiones el significado 
de Ayacucho, Pezuela haría confesión pública de absolutismo y de proximidad a 
Olañeta firmando «junto a otros residentes en Madrid que tenían conocimiento de 
los sucesos del Perú» un documento de apoyo al Manifiesto de Olañeta sobre la 
Abolición de la Constitución y proclamación de Fernando VIT como Rey absoluto del 
Perú fechado en Potosí, 25 de febrero de 1825. De nuevo el tiempo político explica 
este gesto. En 1825 Olañeta había conseguido convencer a los ministros de Guerra 
y de Gracia y Justicia de que estaba en disposición de recuperar para la Corona el 
Virreinato de Buenos Aires(7, 

El marqués de Laserna reconstruye los últimos tiempos de su antepasado 
desde que al regreso del Perú fue a dar cuenta al Rey, que le recibió con «benévola 
atención»68, Fue aceptada su petición (15 de agosto de 1825) de licencia para viajar 
a Jerez de la Frontera, su ciudad natal, y atender a su salud. Pasaría el resto de su 
vida pidiendo que su honor y el de los militares, en la picota por las calumnias de 
sus detractores, fueran salvaguardados, y también que se le pagaran los haberes 


6 Alberto Gil Novales, Diccionario Biográfico de España (1808-1833). Desde los orígenes del libera- 
lismo a la reacción absolutista, Madrid: MAPFRE, 2010, 3 vols., 2409. 

64 El alegato de Manuel de la Pezuela no tiene fecha, pero debió presentarlo en diciembre de 1821, 
el dictamen del Consejo de Estado es de 3 de abril de 1822. Copia de los documentos están en la Hoja 
de Servicios de Pezuela en AGMM y en Torata 1894-1898, vol. III doble, 185-190. Manuel Pezuela era 
un reconocido militar liberal que estuvo encarcelado hasta 1820 por estar envuelto en la conspiración de 
Porlier en 1815 en La Coruña. En el Trienio figuró entre los liberales exaltados. Después de la década 
ominosa viró hacia posiciones conservadoras, Gil Novales 2010, 2410. 

65 Pezuela, Hoja de Servicio, Personal, Personajes célebres, caja 133, expediente 1. Para el significado 
del proceso de purificaciones, Luis, Jean-Philippe, «La década ominosa (1823-1833), una etapa descono- 
cida en la construcción de la España contemporánea», Ayer, 41 (2001), 85-117. 

66 Marks 2007, 337-338 y Albi 2009, 675. 

67 AGMM, Sección Ultramar. Ministerio de Guerra, 5590.67. Según Torata había una conspiración 
entre olañetistas y pezuelistas para desacreditar a los jefes militares presentándoles como traidores y ma- 
sones, Torata 1894.1898, I, 1894, 7. 

68 García Camba 1846, vol. IL, 412. 
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pendientes. Ya al final, en 1831 se haría cargo efímeramente de la Capitanía General 
de Granada. Moría en el hospital castrense de Cádiz el 6 de julio de 1832, sin fortuna 
como muestra su testamentaríaó9, 

El primero en explicarse en extenso fue Pezuela. Al cerrar intempestivamente 
la Memoria de gobierno, escribía escuetamente, «Hasta aquí llegó este Diario, con 
motivo del inaudito motín movido por los Gefes del Exto. Por los motivos que a 
continuación se expresarán cuando tenga tranquilidad para continuarle en el pueblo 
de la Magdalena adonde voy a retirarme el día de hoy»7". Y el momento llegaba en 
el Manifiesto que escribió en el confinamiento de su casa de campo, una justificación 
pensada, bien argumentada y redactada, en realidad un complemento a la Memoria”. 

Pezuela no era un hombre de teorías y sus formulaciones estaban cimentadas 
en los hechos. El procedimiento que siguió fue ir refutando una por una y por su 
orden las acusaciones generales y específicas del documento presentado por los ofi- 
ciales en Aznapuquio. En defensa de su honor y de toda una vida pública al servicio 
del Rey, quería dejar constancia por escrito de que no había dejado el mando por 
su voluntad, que el motín obedecía a un plan calculado de Canterac, Valdés, Seoane 
y García Camba que La Serna secundó, aunque no podía precisar si estuvo en su 
preparación. Otra cosa era que, para evitar un enfrentamiento civil que beneficiaría 
a los enemigos, él hubiera optado por dar «ejemplo de adhesión nacional» y ceder al 
ultimátum que le presentaron los «amotinados», dándole forma de cesión acordada 
y esperando a que llegara el momento para explicarse públicamente??. Una a una 
iba desmontando las razones de los pronunciados para demostrar que era falsa la 
acusación de que careciera de energía para gobernar y que no contara con el respeto 
del ejército y de la población. Bien al contrario, había sabido conjugar la firmeza 

y la justicia evitando la arbitrariedad en sus decisiones. Y a eso los jefes militares 
llenaban «debilidad». Para sustentar su defensa presentaba un completo cuadro de 
la situación militar y económica del virreinato, que había mantenido en buen estado 
desde que asumió la comandancia del Alto Perú en 1813. Todo se había alterado 
desde que «pasaron los mares nuevos reformadores de la milicia y orden social», que 
querían mandar sobre todas las cosas73. Ese fue para Pezuela el punto de inflexión, 
el comienzo de una larga secuencia de actos de desobediencia de La Serna con un 
desenlace que nunca sospechó que los jefes militares fueran capaces de ejecutar. En 
el trasfondo entreveía la actuación prepotente de La Serna desde que en un primer 
acto de desafío optó por ocupar su destino en el Alto Perú sin presentarse antes en 
Lima. Luego vino el modo en el que procedió a reformar el ejército, reduciendo 
efectivos para después solicitar recursos para aumentarlo, y su estrategia de prio- 
rizar el frente del Río de la Plata cuando el virrey entendía que había que reforzar 
la costa y defender Lima, porque si se perdía, se perdía el Perú. Contrarrestaba las 


69 Laserna 2010, 421-424. 

70 Pezuela 1947, 840. 

71 En la paginación se sigue la edición de la CDIP, XXVL, Memorias, Diarios y Crónicas, 3, 1971. 
Torata aventura que el Manifiesto no fue escrito por Pezuela, y que ni siquiera lo revisó que sus autores, 
a los que no podía identificar, «estaban bajo la influencia de ideas separatistas, si no eran insurgentes del 
todo». Piensa que no debió publicarse porque tanto el Manifiesto como los tres folletos anónimos que le 
acompañaban hicieron mucho daño a la causa de España en el Perú, Torata 1894-1898, vol. IL, 1895, to-12. 

72 CDIP, XXVI, Memorias, Diarios y Crónicas, 3, 1971, 271. 

73 Ibidem, 294. 
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acusaciones de haber sido responsable de la captura por los chilenos de la fragata 
María Isabel, que era parte de la expedición naval enviada en 1818 para ayudar a 
mantener el virreinato, de haber nombrado para cargos clave a personas inadecua- 
das, caso de Torre Tagle en Trujillo y Vivero en Guayaquil, y de haber tenido una 
tolerancia inadmisible hacia los buques extranjeros dándoles entrada al Callao74, 

La cuerda se tensó cuando La Serna se presentó en Lima a finales de 1819, una 
vez que el Rey aceptó su relevo al frente del Alto Perú atendiendo a su frágil salud. A 
pesar de que tenía motivos para desconfiar, Pezuela admitía que en las circunstancias 
excepcionales por las que pasaba el virreinato le necesitaba porque no tenía «un jefe 
de bastante graduación de quien valerme», y por eso, para terminar con los desen- 
cuentros y hacer frente común ante la amenaza de San Martín, le ascendió a teniente 
general. Nunca pensó que ya estuviera en marcha la conjura, que no imputaba a La 
Serna, aunque sí le responsabilizaba de maniobras aviesas como la manera en manejó 
la Junta de Guerra que había promovido para decidir sobre el curso de la guerra, y 
de forzarle a convocar a la capital a los que fueron los cabecillas de Aznapuquio”. 

El discurso de Pezuela no era el de un absolutista ni el de un liberal. Se abstenía, 
al igual que hicieron los oficiales en Aznapuquio, de hacer mención alguna a la 
Constitución o a la situación política en España. 

El 15 de julio de 1824, después de recibir la comunicación oficial que avalaba 
su decisión de volver al absolutismo en marzo y antes de las derrotas de Junín y 
Ayacucho, La Serna firmaba Manifestación que de la criminal conducta del general 
Olañeta hace a SM el Virei del Perú que se editó en el Cuzco. Se dirigía al Rey para 
denunciar a Olañeta, sedicioso y traidor, que en un Manifiesto a los Pueblos del Perú 
había manchado su honor y el de los oficiales. Simultáneamente hacía una serie de 
consideraciones sobre lo que había sido su tiempo al frente del gobierno, un tiempo 
en que se había mantenido al margen de posiciones partidistas con la única guía de 
hacer la guerra a los enemigos de España. En su momento, no podía ni debía dejar 
de sostener el sistema constitucional que regía en la monarquía, que estaba mandado 
observar por VM, ínterin sus disposiciones no perjudicaran o paralizaran las bases 
sobre que meditaba la destrucción de los rebeldes: así es que convencido que no 
permitían las críticas circunstancias de estos países poner en práctica muchas leyes 
constitucionales, suspendí su ejecución, y me decidí a publicar el bando de 11 de 
abril de 182275, 

Olañeta había difundido la falsedad de que La Serna había asumido el mando, 
«por una asonada militar» que había depuesto al legítimo virrey D. Joaquín de la 
Pezuela, a lo que respondía que en Aznapuquio el ejército le nombró virrey con 
la general aprobación de los pueblos. En su descargo remitía a las veces que había 
solicitado al Rey que le exonerara de un puesto «para el cual yo no me creía con 
todas las aptitudes suficientes», aunque finalmente accedió a hacerse cargo de un 
virreinato que estaba en una situación precaria. A tiempo pasado hacía un balance 
de los desaciertos de Pezuela, que venía de conseguir victorias en el Alto Perú y no 
cosechó ninguna desde el desembarco de San Martín. Era el mismo argumento que 
ya había utilizado Pezuela en el Manifiesto aplicándolo a la incompetencia de La 


74 Ibidem, 315. 
75 Ibidem, 348-350. 
76 García Camba 1846, vol. II, 420. 
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Serna. Aducía que Pezuela había confesado ante la Junta de Guerra y «en su tertulia» 
que «la cosa no tenía remedio» creando un clima de inseguridad. Su falta de ideas y 
de liderazgo llevaron a «los buenos españoles» a solicitarle que entregase el mando, 
y «todos los pueblos del Perú felicitaron al ejército por un acto que llamaban la 
salvación del virreinato»”?. 

Los dos grandes valedores de La Serna en España serían Jerónimo Valdés y 
Andrés García Camba, presentes en Aznapuquio y Ayacucho. Más que ningún otro 
Valdés era hombre de La Serna. Fue testigo y actor de excepción de los aconteci- 
mientos por su posición al frente del Ejercito del Sur y la confianza en que le tenía 
el virrey, lo que le situaba en condiciones excepcionales para exponer ante el Rey las 
causas que llevaron a la pérdida del Perú?3. Ni la Exposición fechada en Vitoria, el 12 
de julio de 1827 desde la postergación de un destino secundario, ni los otros escritos 
de reivindicación que Valdés escribió tendrían repercusión su momento. Se harían 
públicos cuando su hijo los editaba a finales del siglo xIx. 

La Exposición tomaba como referencia el Manifiesto de Pezuela y, como había 
hecho el ex virrey, a su vez refutaba las refutaciones al documento de Aznapuquio, 
reproduciendo párrafos enteros. Denunciaba los errores políticos y militares de 
Pezuela «sin rencor», reconociendo que no había actuado premeditadamente, como 
había hecho Olañeta?. Pero su propósito era salvaguardar el honor de los militares 
que en el Manifiesto el depuesto virrey había puesto en entredicho, y con conoci- 
miento de causa afirmaba que no fue la ambición personal sino el interés general 
y la defensa de la Corona lo que les condujo a Aznapuquio. Al igual que Pezuela, 
comenzaba sus alegatos con la llegada de La Serna para hacerse cargo de la jefatura 
del Alto Perú y aclaraba sus buenas razones para no 1r a Lima (le era urgente ponerse 
al frente de las tropas amenazadas por el enemigo). Continuaba contraponiendo a 
las acusaciones de Pezuela las decisiones acertadas de La Serna, en esa larga cadena 
de desencuentros sobre la reforma del ejército, y la decisión de asegurar el norte del 
Río de la Plata para obligar a San Martín a abandonar el frente de Chile. No podían 
los oficiales compartir los nefastos nombramientos de Vivero en Guayaquil y Torre 
Tagle en Trujillo, la priorización de la defensa de Lima, y el haber permitido con 
su inacción que la flota fuera capturada o se pasara al enemigo. Todo fue derivando 
hacía un cansancio general de los pueblos y provocó la decisión de los oficiales, que 
fue definitiva cuando Pezuela declaró «serle imposible defender por más tiempo el 
Perú» y pensó en capitular. Su procedimiento fue justo, necesario y aún legal, por- 
que un decreto de la Junta Central lo autorizaba en casos excepcionalesó%, Durante 
tres años desde que, en contra de su voluntad, La Serna se hiciera cargo del virrei- 
nato, todo fueron triunfos para el ejército español. Y la tranquilidad se hubiera 


77 Ibidem, 427-428. 

78 Jerónimo Valdés y Sierra (Somiedo, Asturias, 1784-Oviedo, 1855) se incorporó al ejército al pro- 
ducirse la invasión napoleónica en 1808. Destinado al Perú en 1816 fue uno de las firmantes de Aznapu- 
quio. Nombrado por La Serna jefe del Ejército del Norte. Entre sus victorias estuvo la de Torata, nombre 
del titulo de nobleza que se le otorgó. Después de Ayacucho pasó por un tiempo de marginación. Pero 
aún antes de la muerte de Fernando VII comenzó a ocupar destinos y cargos públicos hasta el final de su 
vida, Gil Novales 2010, 3090-3092. Una copia de su Hoja de Servicio se encuentra en AGMM. 

79 Torata 1894-1898, vol. L, 87. 

80 Ibidem, 50-55. 
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recuperado de no haber sido por Olañeta, un «hombre malvado» que traicionó al 
Rey, a su patria y a sus compañeros de armas, y se vendió a los enemigos?!, 

En una España políticamente absolutista Valdés tuvo que hacer un discurso a 
medida. Y eso suponía justificarse, achacando a la distancia el que los oficiales del 
ejército del Perú no hubieran sido conscientes de la violencia que el liberalismo 
había infringido al Rey. Y, yendo más lejos, arriesgaba que mientras subsistió el 
constitucionalismo en el Perú se desobedecieron los decretos sobre las reformas de 
regulares, las competencias de las diputaciones provinciales, y las milicias nacionales, 
entre otras. De modo que podía afirmar «sin exagerar, que del sistema constitucional 
solo el nombre de las cosas existían en el Perú»82. No debía culparse de la derrota de 
Ayacucho a los oficiales que comandaron los ejércitos que se enfrentaron a Sucre. 
Las causas había que buscarlas en la defección de Olañeta que dividió al ejército 
y, sobre todo, en el comportamiento de la tropa, formada por gentes del país que 
desertaban a la menor ocasión, al punto que «era preciso tenerlos encerrados hasta 
el acto de batirse». La capitulación fue un ejemplo del buen hacer de los españoles 
que consiguieron buenas condiciones tanto para los que quisieron permanecer con 
los enemigos, como para los que regresaron a EspañaS3, 

En 1827 Pezuela, ya purificado, tenía las mejores bazas. El 22 de junio el secreta- 
rio de Estado y del Despacho de Guerra, marqués de Zambrano, con la conformidad 
del Rey, incoaba un Expediente por el que se resolvía que fueran suspendidos de sus 
empleos y juzgados con arreglo a las leyes militares todos los Generales, Gefes y Ofi- 
ciales que contribuyeron o no evitaron a toda costa la insurrección que destituyó al 
General Pezuela, origen de la pérdida de aquella colonia y particularmente a todos 
los que asistieron y capitularon en Ayacucho%4, El juicio no llegaría a realizarse, pero 
el poder político sí sentenciaría a los ayacuchos, que harían su travesía del desierto 
hasta que en las guerras por la sucesión de Fernando VII algunos entraron en com- 
bate del lado de su hija Isabel frente a las aspiraciones al trono de su hermano el 
absolutista don Carlos. 

Andrés García Camba publicó Memorias para la Historia de las armas españolas 
en el Perú en los años posteriores a la primera guerra carlista, una vez que Espar- 
tero, uno de los artífices de la victoria de los liberales, había llegado a altas cotas de 
poder, y con él ascendieron algunos ayacuchos's. Su versión del conflicto se había 
atemperado con el tiempo y también su juicio sobre Pezuela. Hasta Aznapuquio, 
reflexionaba, los jefes militares jamás pusieron en duda la lealtad del Virrey al Rey 
ni su fidelidad a España, y le habían obedecido como autoridad legítima hasta que el 


81 Torata, Valdés y Olañeta habían estado juntos en el Alto Perú y por eso La Serna le encargaría 
primero que tratara de convencerle de que depusiera su actuación y después que le combatiera. En una 
actitud de desobediencia flagrante había osado abolir el sistema constitucional y arrogarse que solo él era 
el elegido por Dios para defender el Altar y el Trono, Ibidem, 61-66. 

82 Y para demostrar hasta qué punto el clima en el virreinato no era favorable al liberalismo recor- 
daba que algunos de los llamados «persas» ocuparon cargos, el más destacado Tadeo Gárate, Ibidem, 81. 

83 Ibidem, 97-99. 

84 AGMM. Sección Ultramar. Ministerio de Guerra. Virreinato del Perú, 5590.30 

85 Andrés García Camba (Monforte, Lugo, 1793-Madrid 1861) pasó a América con la expedición 
de Pablo Morillo a Costa Firme. Tras Ayacucho recaló en Filipinas en 1825 donde permaneció durante 
diez años. Cuando regresó ya el Rey había muerto. Sería ministro interino de Guerra y Marina en 1836 
y de Marina, Comercio y Ultramar desde mayo de 1841 a mayo de 1842. Después continuaría ocupando 
cargos de responsabilidad. Gil Novales 2010, 1237-1238. 
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curso de los acontecimientos les obligó a actuar con el único fin de hacer un servicio 
a la patria. Repetía los argumentos de Valdés en la Exposición de 1827 sobre el que- 
branto en que se encontraba el Perú y la inquietud que produjo entre los oficiales 
la noticia de que Pezuela tenía intención de capitular8ó, En cuanto a Ayacucho, su 
percepción era eminentemente militar. Coincidía con Valdés, casi le parafraseaba, 
al señalar las debilidades del ejército español-peruano, que se componía de natura- 
les del país, muchos hechos prisioneros por el enemigo y que se pasaron al bando 
realista, en los que no se podía confiar. Significativamente se refería al «Tratado» de 
Ayacucho, no a la «capitulación». 

El resultado de Ayacucho, apasionadamente juzgado en la Península a miles de 
leguas del teatro de los acontecimientos, y hasta sin conocimiento de las circunstan- 
cias del momento, levantó un grito de alarma muy favorable a la maledicencia, y del 
cual supieron aprovecharse los partidarios de Olañeta y los émulos de las glorias 
del virrey La Serna y de sus fieles subordinados para hacer recaer sobre la lealtad 
vencida la odiosidad de tamaño desenlace??. 

En su opinión sobre Olañeta se deslizaba un atisbo de comprensión que le incli- 
naba a pensar que no tuvo nunca el ánimo deliberado de ser traidor a su patria 
ni a su Rey, «aunque vino a servir con su ominosa insurrección la causa de los 
independientes»'3, 


BALANCE 


Pezuela, La Serna y los jefes militares diferían en la manera de entender la auto- 
ridad, en cómo gobernar y defender los intereses de la Corona frente al avance de 
la insurgencia. Pero desde posiciones encontradas, y en consonancia con los valores 
que representaban, antepusieron el sentido del deber y la lealtad al Rey a otras con- 
sideraciones. En ese sentido fueron realistas y amoldaron su discurso y su actuación 
a la coyuntura cambiante de la España del primer tercio del siglo xIx: fueron cons- 
titucionales en tiempo de liberalismo y absolutistas cuando cambiaron las tornas. 

Pezuela trató de hacer valer sus razones ante un sistema liberal que le trató con 
indiferencia y no hizo ningún movimiento para revertir el resultado de Aznapuquio. 
En la década ominosa no cambió su suerte, porque se cruzaron veleidades internas 
entre facciones absolutistas y terminó en la soledad política. Tampoco La Serna 
tuvo un horizonte muy distinto. En su momento ni el gobierno ni el legislativo 
refrendaron el pronunciamiento de enero de 1821, si bien tampoco lo desautori- 
zaron. Era menos costoso soslayarlo y aceptar los hechos consumados. Durante el 
retorno al absolutismo junto a los otros ayacuchos encontró un ambiente hostil y 
tuvo que pasar una larga travesía del desierto hasta que sus valedores le reivindicaran 
públicamente. 

Pezuela fue depuesto y La Serna derrotado. Ambos terminaron en el ostracismo, 
demandando los haberes que se les debían y alejados del poder, sin un reconoci- 
miento por parte del poder equivalente a los servicios prestados al Rey. 


86 García Camba 1846, vol. I, 271-282. 
87 Ibidem, vol. Il, 256. 
88 Ibidem, 283. 
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Enmarañada en problemas más cercanos y acuciantes, la política española no dio 
a la pérdida de los últimos territorios de la América continental la importancia que 
hubiera sido de esperar. Incluso hizo oídos sordos a lo que era una realidad incon- 
testable. Las noticias de Ayacucho llegaron con cinco meses de retraso, y entre tanto 
se difundían informaciones sobre las victorias de las armas españolas sobre Bolívar. 
La Gaceta de Madrid de 17 de mayo de 1825 daba cuenta del «suceso» de Ayacucho 
de 9 de diciembre de 1824 sin dimensionar su alcance. Todavía el 5 de marzo de 1825 
se imprimía un decreto sobre «arreglo de la minería en el Perú»$>, 

No parece que ni la deposición de Pezuela ni la derrota de Ayacucho impactaran 
en la alta política, menos en la opinión pública española9. La pérdida del último 
Virreinato, de la América continental, no tuvo, ni de lejos, la repercusión de la de 
las Antillas y Filipinas. No hubo 98. 

Pero, lógicamente, no lo entendieron así los implicados. En un clima político 
cruzado por otras prioridades los virreyes y jefes militares se enzarzaron en su 
particular guerra para mostrar su realismo y eximirse de responsabilidades sobre 
porqué se perdió el Perú. 


89 Fontana 2006, 248-255. 

9 Gil Novales planteó que la cuestión americana tuvo más incidencia en la opinión de la que Fer- 
nández Almagro le concedía en La emancipación de América y su reflejo en la conciencia española (1944), 
pero siempre moviéndose en círculos minoritarios, 1979, 235-265. Sobre el tratamiento en la prensa, vid. 
Jaime Delgado, La Independencia de América en la prensa española, Madrid: Seminario de Problemas 
Hispanoamericanos, 1949. 
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LA HISTORIOGRAFÍA Y EL MOVIMIENTO REALISTA EN CHILE: SILENCIOS 
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A HISTORIOGRAFÍA que se ha ocupado de la historia política e institucional: de 
Chile ha logrado silenciar para las décadas de 1810-1830 el grito de ¡Viva el 


1 Entre otros Federico Gil, El Sistema Político de Chile. Santiago de Chile: Editorial Andrés Bello, 
1969; Luis Vitale, Interpretación Marxista de la Historia de Chile. La Colonia y la Revolución de 1810, 
Santiago de Chile: Prensa Latinoameicana, 1969, tomo II; René León Echaiz, Evolución histórica de los 
partidos políticos chilenos, Santiago de Chile: Editorial Francisco de Aguirre, 2.* ed., 1971; Luis Barros, y 
Ximena Vergara, «Los grandes rasgos de la Evolución del Estado en Chile: 1820-1925», Estudios Sociales, 
5 (1975); Simon Collier, Ideas y política de la independencia chilena (1808-1833), Santiago de Chile: Edi- 
torial Andrés Bello, 1977; Julio Heise, Años de formación y aprendizaje políticos 1810/1833, Santiago de 
Chile: Editorial Universitaria, 1978; Mario Góngora, Ensayo histórico sobre la noción de Estado en Chile 
en los siglos XIX y XX, Santiago de Chile: Editorial La Ciudad, 1981; Bernardino Bravo Lira, Historia 
de las Instituciones Políticas de Chile e Hispanoamérica, 1.* ed., Santiago de Chile: Editorial Jurídica de 
Chile-Editorial Andrés Bello, 1986; Jaime Eyzaguirre, Historia de las Instituciones políticas y sociales de 
Chile, Santiago de Chile: Editorial Universitaria, 9.* edic., 1989; Sergio Villalobos, Osvaldo Silva, Fer- 
nando Silva y Patricio Estelle, Historia de Chile, 15.* edic., Santiago de Chile: Editorial Universitaria, 
1991, tomo III; Alfredo Jocelyn-Holt Letelier, La Independencia de Chile. Tradición, modernización y 
mito, Madrid: MAPFRE, 1992; Germán Urzua Valenzuela, Historia Política de Chile y su Evolución Elec- 
toral (desde 1810 a 1992), Santiago de Chile: Editorial Jurídica de Chile, 1992; Osvaldo Silva Galdames, 
Breve Historia Contemporánea de Chile, México: FCE, México, 1996; Rolando Mellafe y María Teresa 
González, Breve historia de la independencia latinoamericana, Santiago de Chile: Editorial Universitaria, 
1997; Sergio Grez Toso, De la regeneración del pueblo a la huelga general. Génesis y evolución histórica 
del movimiento popular en Chile (1810-1890), Santiago de Chile: Dibam, 1997; Simon Collier y William 
F. Sater, Historia de Chile 1808-1994, Cambridge: Cambridge University Press, 1998; Salazar, Gabriel 
y Julio Pinto, Historia Contemporánea de Chile I. Estado, legitimidad, ciudadanía, Santiago de Chile: 
Editorial LOM, 1999; José Bengoa, Historia del Pueblo Mapuche Siglos XIX y XX, 6.2 ed., Santiago de 
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Rei! 2: Los partidarios más acérrimos de Fernando VIT no figuran en la lista de los 
actores políticos del período y suelen estar en la nómina de los delincuentes. No 
existe un intento de comprender su posición. Los historiadores se han conformado 
con presentar sus conductas según como las describieron los vencedores. En los 
textos de historia política aparecen como adversarios a batir por el ejército patriota 
y sus motivaciones como expresión de los valores de un régimen caduco y despó- 
tico: Marcó del Pont y los soldados del regimiento Talaveras son expresión de este 
abominable grupo. 

No hay una literatura histórica consistente que se ocupe de esta parte de la pobla- 
ción que luchó por la causa del Rey creyendo que cumplían con sus deberes morales 
y jurídicos. Sólo cabe destacar en el siglo xIx la obra de Benjamín Vicuña Mackenna 
(1868); en el siglo xx la de los hermanos Amunateguit y de Fernando Campos 
Harriet (1958) y en el siglo xxt el trabajo de Cristian Guerrero Lira (2002)S. 

Ni Vicuña Mackenna, ni Campos ni Guerrero procuran situar al movimiento 
realista, integrado por vecinos chilenos, españoles-europeos y vecinos del virreinato 
del Perú, dentro de la actividad política chilena: Ceden ante la dimensión estricta- 
mente militar del fenómeno haciendo que los realistas protagonicen acciones de gue- 
rra y no una actividad política propiamente tal. Las más de las veces sucumben a la 
tentación de ver el conflicto como un enfrentamiento interno-externo entre chilenos 
y españoles, es decir, entre criollos y realistas. 

Desde dicha perspectiva la historia militar escrita al alero de los cuarteles ha dado 
a los realistas el lugar que les corresponde en tanto que protagonistas destacados de 
las tres primeras décadas del siglo x1x7, sin embargo, las cuestiones estrictamente 
militares como son los movimientos tácticos, el uso de infantería y artillería, el 
coraje y cobardía de los combatientes y su despliegue en el campo de batalla, no deja 
espacio para la reflexión política. 

El movimiento realista está silenciado en Chile como expresión de un senti- 
miento político y una concepción del poder y su ejercicio. Se le ha tratado como 
manifestación de una acción exterior al Estado: La suya sería la visión de un invasor 


Chile: Editorial LOM, 2000; Álvaro Góngora Escobedo; Patricia Arancibia Clavel; Gonzalo Vial Correa 
y Aldo Yavar Meza, Chile (1541-2000). Una interpretación de su historia política, Santiago de Chile: Edi- 
torial Santillana, 2000; Ana María Stuven, La seducción de un orden. Las élites y la construcción de Chile 
en las polémicas culturales y políticas del siglo XIX, Santiago de Chile: Ediciones Universidad Católica de 
Chile, 2000; Salazar, Gabriel, Construcción de Estado en Chile (1800-1837). Democracia de «los pueblos». 
Militarismo ciudadano. Golpismo oligárquico, Santiago de Chile: Editorial Sudamericana, 2005; , Enrique 
Brahm Garcia, Mariano Egaña. Derecho y política en la fundación de la república conservadora, Santiago 
de Chile: Editorial Centro de Estudios Bicentenario, 2007. 

2 Rafael de la Sota, relata en carta despachada en el año de 1813 que al grito de ¡Viva el Rei! las tropas 
provenientes desde el sur se oponían a las autoridades emanadas del Gobierno de Chile, vid. http://www. 
memoriachilena.cl/archivos2/pdfs/MCooo0360.pdf [consultado en diciembre de 2010]. 

3 La Guerra a Muerte, 1868. He revisado la edición de la Editorial Francisco de Aguirre, Santiago 
de Chile, 1972. 

4 Miguel Luis Amunategui y Gregorio Víctor Amunategui, La reconquista española, Santiago de 
Chile: Impr. Barcelona, 1912. 

5 Los defensores del Rey, Santiago de Chile, Editorial Andrés Bello, 1958. 

6 La contrarrevolución de la Independencia de Chile, Santiago de Chile: Editorial Universitaria- 
Centro de Investigaciones Barros Arana, 2002. 

7 Julio M. Luqui-Lagleyze, «El Ejército Real de Chile en la Guerra de Independencia 1810-1818», 
Anuario de la Universidad Internacional Sek, 6 (2000) 69-76. 


¡VIVA EL REI!: EL GRITO SILENCIADO 147 


y el ideario de un poder extranjero. El grito de ¡Viva el Res! ha quedado confinado 
a la historia militar y como consecuencia no la sido considerado para comprender 
las ideas y las visiones de la política en el Chile del período 1810-1830%. Este silen- 
ciamiento ha llevado a confusiones en lo relativo a la calificación de los actores polí- 
ticos de las primeras décadas del siglo xIx: se ha caracterizado como conservador a 
un grupo político comprometido con la república y la Constitución (los pelucones) 
dejando de lado al auténtico conservadurismo, el del movimiento realista. 

Dicho movimiento es heterogéneo y está conformado en medida ¡ importante por: 
1. Vecinos acomodados y pobres del Reino de Chile; 2. Por civiles y militares; 3. 
Por laicos y eclesiásticos; 4. Por oriundos del reino de Chile y por originarios de la 
península Ibérica y otras provincias del Imperio Español, en particular limeños y; 5 
Por habitantes del Reino de Chile y por indígenas del Estado de Arauco. 

Debe advertirse que la guerra transformó a los bandos en grupos radicalmente 
divididos e irreconciliables. Chile era un pequeño reino de carácter fundamental- 
mente rural en que los lazos sociales eran muy significativos. A pesar que la guerra 
enfrentó a parientes y amigos hubo espacio para la defensa mutua cuando los suce- 
sos propiamente militares daban paso a la calma relativa. Incluso llegó a ocurrir que 
connotados realistas participaron después de 1818 en el Gobierno nacional. 

Cabe destacar que al analizar las ideas de los historiadores sobre las causas de 
la independencia no aparece este movimiento jugando un papel importante como 
referente opositor. 

Para Luis Vitale? los sucesos iniciados en el año de 1810 son una: 


revolución política, formal y separatista, que no cambió la estructura económica y 
social de la Colonia. La Revolución de 1810 cambió las formas de Gobierno, no las 
relaciones de propiedad... La causa esencial —de este suceso— fue la existencia de una 
clase social cuyos intereses entraron en contradicción con el sistema de dominación 
impuesto por la metrópoli. Esa clase social fue la burguesía criolla. Controlaba a fines 
de la colonia las principales fuentes de riqueza, pero el gobierno seguía en manos 
de los representantes de la monarquía española. Esta contradicción entre el poder 
económico... y el poder político... es el motor que pone en movimiento el proceso 
revolucionario de 1810", 


8 He abordado este tema en diversas publicaciones. Este trabajo reitera en este sentido varias de 
las ideas ya presentadas y avanza en la tarea de ir caracterizando cada vez mejor a esta fuerza política. 
Véase Eric Eduardo Palma González, El Derecho de excepción en el primer constitucionalismo español, 
Valladolid: Secretariado de Publicaciones e intercambio editorial de la Universidad de Valladolid, 2000; 
«Religión, Política y Derecho: el caso del Derecho Común en la formación del primer Derecho republi- 
cano chileno» lacobus. Revista de Estudios Jacobeos y Medievales, 13-14 (2002) 431-446; «El movimiento 
realista en Chile 1808-1826», conferencia presentada en el Congreso El movimiento realista en Iberoame- 
rica, organizado por la Fundación Boves, España, diciembre de 2004 en http://www.ericeduardopalma.cl/ 
phocadownload/Historiaderecho/mr_24-11-04.pdf; Historia del Derecho Chileno 1808-1924, Santiago 
de Chile: Facultad de Derecho de la Universidad de Chile-LOM, 1.* ed., 2005; y «Die moralische Frage 
bei der Bildung des Verfassungsstaats» Rechts geschicte, 16 (2010). 

2 Vitale en su obra Interpretación Marxista de la Historia de Chile, tomo II: La Colonia y la Revo- 
lución de 1810, Santiago de Chile: Prensa Latinoamericana, 1969, rechaza la interpretación de la historio- 
grafía liberal por el excesivo énfasis que pone en la influencia de las ideas de los teóricos de la Revolución 
Francesa para la aparición del evento. Repudia la explicación de la historiografía de tendencia «católica e 
hispanófila» por negar la influencia francesa y sostener que las ideas independentistas «provenían exclu- 
sivamente de la tradición española»; así como por sostener que no tuvo ningún papel en el fenómeno la 
lucha por la libertad económica. 

10 Vitale, 1969, 156 el passim. 
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Había en Chile, según el autor, una burguesía comercial pero también una produc- 
tora (terrateniente y minera) a la que le interesaba obtener la total libertad de comercio 
para poder exportar su producción agrícola y minera. En contraposición a este interés 
existía el de los españoles por limitar dicho comercio y favorecer el monopolio. 

También tenía interés esta clase social en disminuir el monto de los tributos que 
pagaba al Estado y en terminar con la salida de oro y plata bajo la forma de dona- 
tivos o empréstitos. 

A estas causas de tipo económico hay que agregar el 


resto de las aspiraciones de clase de la burguesía criolla... dispuesta a tomar el poder, 
a autodeterminarse, a controlar no sólo el poder económico sino también el poder 
político, el aparato del Estado, única garantía para el cumplimiento de sus aspiracio- 
nes generales de clase... el acceso al poder político... era la llave para abrir una nueva 
política económica en su exclusivo beneficio"!. 


Finalmente sentencia Vitale: 


los numerosos movimientos que se registran durante la colonia demuestran que la 
Revolución de 1810 no fue un estallido circunstancial sino la culminación de un pro- 
ceso revolucionario que se venía gestando desde la segunda mitad del siglo xv1I1... un 
hecho coyuntural vino a precipitar el proceso de liberación latinoamericana... La crea- 
ción de Juntas en España fue el pretexto que utilizaron los criollos para dar el primer 
paso hacia su gobierno propio y autónomo... el 18 de septiembre... la burguesía chilena 
daba el primer paso hacia la toma del poder político”. 


La acción del movimiento realista de corte constitucional o conservador no tiene 
en esta interpretación ningún papel en el proceso que lleva a la independencia: pare- 
ciera que sus acciones no contribuyeron a clarificar y alentar las posiciones de los 
partidarios de la independencia y la república. 

Rescatar a este movimiento realista del silencio al que ha sido condenado aporta 
nuevas perspectivas para la comprensión de la historia política del período y plantea 
un conjunto de interrogantes que vienen a enriquecer las interpretaciones al uso. 


De LAs DENOMINACIONES 


Se reconoce en las cartas y documentos cinco denominaciones para los «ene- 
migos» de la causa criolla: «realistas»; «peninsulares»; «godos»B, «españoles»!4 y 


1 Ibidem, 165. 

1 Vitale menciona el autor la rebelión contra el aumento del impuesto de la alcabala de 1776; la cons- 
piración de los «Tres Antonios» de 1780; grupos clandestinos (de no más de 3 ó 4 personas) que venían 
trabajando en la idea de la independencia desde el año de 1802, vid. Vitale 1969, 174, 179 y 181. 

3 Véase al respecto en www.memoriachilena.cl, Relación del Coronel don José María de la Arriaga- 
da, de todo lo sucedido en el ejército real, al mando del señor Jeneral don Mariano Ossorio, desde que el 
autor se reunió con él en Linares, hasta su vuelta a Talcahuano, en abril de 1818. Publicada en Chorrillos 
en octubre de 1820 [en adelante Relación del Coronel], página 354. En el Diccionario de la Real Academia 
Española de la Lengua el termino obedece a varias acepciones: español peninsular, natural de España, 
como adjetivo despectivo de español, en Bolivia y Chile, y en Venezuela como perteneciente al partido 
conservador del siglo xIX, y, por extensión de ideas conservadoras, vid.: http://buscon.rae.es 

14 Es más escasa e incluso la he visto empleada en textos de la época sin una connotación negativa. 
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«sarracenos»5, Las distintas denominaciones se caracterizan por su dimensión espa- 
cial-personal, es decir, por remitirse a un espacio y sus habitantes (la península y 
los peninsulares) o a los habitantes de un espacio (españoles, godos, sarracenos). La 
única que expresa una manifestación de voluntad es la voz realista (partidario del 
Rey en oposición a los partidarios de la república o del propio Reino), 

Al parecer las expresiones godos y sarracenos se emplean a partir de la crisis de 
la Monarquía y por ende carecen de un sentido estricto y fácilmente comprensible 
para toda la población. Quizás la asociación más fácil en el mundo rural fue con lo 
«extraño», con un «otro» no conocido y al que cierto grupo denostaba. En sí mismas 
las expresiones no tienen un claro contenido moral, salvo la de sarraceno, y si tienen 
una cierta referencia a un espacio lejano y desconocido. 

Taboada cree encontrar un claro significado político al uso de las expresiones 
godo y sarraceno en la guerra colonial del siglo x1x: con estas expresiones los criollos 
buscaban poner de relieve el carácter mestizo de los españoles europeos, su conducta 
despótica y su falta de ortodoxia católica en tiempos remotos”. 

A los chilenos partidarios del nuevo orden institucional se les denominaba 
«insurgentes» y «rebeldes». 

El santo y seña al quién vive era en un caso, «el Rey» y en el otro «la patria»2, 

El uso de la voz patria y nación se encuentra en ambos bandos en los años de 
1808-1814: con ella se quiere hablar tanto de España y la nación española como del 
Reino de Chile y de los chilenos (oriundos o avecindados en Chile). 


VARIANTES DEL MOVIMIENTO REALISTA 


Entendemos por movimiento realista un grupo humano que ejecuta un conjun- 
to de acciones en función de la protección de la monarquía en la coyuntura de la 
guerra de la independencia española. No todo el movimiento realista es conserva- 
dor, es decir defensor del ideario político de antiguo régimen, en efecto, hubo una 
facción realista que además de los derechos del Rey promovió la protección de los 
derechos de la nación española y de los españoles (cualquiera fuese el reino del que 
eran vecinos). 

Como no se ha explorado a cabalidad la hipótesis del constitucionalismo realista 
se ha disminuido su importancia adjudicando a sus sostenedores más bien el carácter 
de auténticos independentistas: su constitucionalismo sería puramente táctico. Hay 
antecedentes, al menos para el caso de Chile, que se trataba de una actitud sincera. 
Puede defenderse con pruebas documentales que tanto esta facción como la propia- 
mente conservadora, es decir, defensora de la soberanía del Rey y de la sociedad de 
estamentos y privilegios, obraron con absoluta autenticidad. No se ha reparado que 


15 De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia, lo es el natural de la Arabia Feliz, u oriundo 
de ella, vid.: http://buscon.rae.es, sin embargo, en el uso cotidiano del siglo xIx vino a designar en Chile y 
otros lugares de América al natural de España, vid.: Fernando Aguerre Core «La Independencia de Amé- 
rica en la visión de los españoles retenidos en Montevideo (1817-1817)» en http://www.americanistas.es/ 
biblo/textos/c12/c12-057.pdf) [consultado en enero de 2011]. 

16 En Chile no es usual encontrar las voces gachupines y chapetones para designar a los realistas 

17 Hernán Taboada, «La sombra del Oriente en la Independencia» en http://ceaa.colmex.mx/aladaa/ 
imagesmemoria/hernantaboada.pdf [consultado en enero de 2011] 

18 Dela Sota. 
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en la coyuntura del primer intento del virreinato del Perú por contener al Reino 
de Chile (1813-1814) las autoridades delegadas defienden la unidad de la nación 
española, es decir, desarrollan el discurso de las Cortes de Cádiz y de la Monarquía 
Constitucional. Existe en ese momento en la Capitanía un movimiento autonomista 
que tuvo una clara dimensión constitucional. Cuando más tarde el virrey obró como 
defensor de la monarquía tradicional (1814-1817) hizo frente a la postura indepen- 
dentista de parte significativa de la elite y la población chilena. 


Constitucionalismo realista o de la monarquía constitucional en Chile 


Hubo en América, y por cierto también en Chile, una promoción y defensa de 
la Monarquía Constitucional que partía precisamente con el rey Fernando VIT. Los 
defensores de esta fórmula no promovían la República sino el restablecimiento del 
Rey en el trono, aunque sujeto a nuevas reglas en lo tocante al origen y ejercicio 
del poder. En el caso de Chile el primer texto constitucional, la Constitución de 
1812, que se denominó Reglamento Constitucional, consagró la posibilidad de una 
Monarquía Constitucional. La voluntad nacional era la de seguir vinculado con la 
Monarquía española, pero, con un nuevo pacto, al igual como lo estaban haciendo 
los españoles en Cádiz. 

Los gobernantes chilenos en la coyuntura de los meses de abril y mayo de 1814 
se mostraban partidarios de la libertad (los derechos de los pueblos —capacidad de 
organización interior— y de los ciudadanos), la reclamaban para Chile, su garantía 
era un régimen constitucional por lo que se mostraban dispuestos a enviar diputados 
a las Cortes españolas y a aceptar el régimen español: independencia y libertad no 
eran en este sentido, como dicen los hermanos Amunategui, términos sinónimos. 

La fórmula monárquica constitucional fracasó en Chile, a pesar del arraigo inicial, 
por la acción de la Corona, del Virreinato del Perú, de los realistas conservadores 
chilenos, por el cambio de opinión del propio Carrera y por la acción radicalizada 
de los sectores republicanos?o. 

Es perfectamente distinguible la adhesión a la persona del Rey de la defensa del 
régimen institucional que sostiene a la Monarquía: el constitucionalismo realista 
adhiere a la casa Borbona pero repudia el sistema político institucional del momen- 
to. Por su parte los realistas conservadores adhieren al Rey y al sistema político 
institucional tradicional. 


Del movimiento realista propiamente tal o conservador y su actividad en Chile 


Los partidarios de la antigua fórmula política, o del «buen orden» como decían 
el sacerdote Romo y fray Melchor Martínez, se sintieron incapaces de defender a las 
antiguas autoridades. Señalaba don Melchor a este respecto: «Los buenos y leales 


19 Véase para este tema Palma 2005. 

20 Existen testimonios de la existencia de soldados constitucionalistas (miembros de logias masó- 
nicas) entre los miembros de los cuerpos militares comandados por Marcó del Pont. Se les considera 
defensores de una monarquía constitucional tal como se la concibió en Cádiz y contrarios a las prácticas 
abusivas y tiránicas del Gobernador, vid. Amunategui y Amunategui 1912, 386. 
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vasallos, amantes de la nación, del Rey, del orden, de la humanidad y de su honor 
macilentos, tristes, pensativos, sin hallar gusto ni consuelo alguno, no nos atrevía- 
mos a levantar los ojos ni podíamos contener los suspiros y aun las lágrimas». 

Desde el mismo año de 1808 luego de conocida la situación de los reyes en Bayo- 
na es posible identificar un discurso en defensa de los derechos del Rey estructurado 
según la doctrina político-religiosa al uso. El mismo expresa el predominio de la 
mentalidad estamental escolástica y algunos elementos doctrinarios siendo muy 
infrecuente la identificación de un planteamiento teórico respecto del importante 
asunto del origen del poder, su titularidad y los límites de su ejercicio. 

Los defensores de la Monarquía Tradicional al parecer estimaron que bastaba 
con mantener el status quo de según como se venía haciendo en Chile desde la fun- 
dación de la ciudad de Santiago. Para ello sólo necesitaban recordar a los súbditos 
sus deberes morales en materia política, en particular, la obediencia a la autoridad 
política establecida por Dios, única conducta posible para un buen cristiano. 

La iglesia tenía presencia en ambos ejércitos: todos hacían misas de acción de 
gracias por la suerte tocada en el campo de batalla. El reverendo padre fray Melchor 
procuró organizar las parcialidades araucanas a favor del Rey y colaboró con el 
ejército realista?2, 


11 Fray Melchor Martinez, Memoria Histórica sobre la revolución de Chile desde el cautiverio de 
Fernando VIT hasta 1814, tomo IL (1811-1814), Santiago de Chile: Ediciones de la Biblioteca Nacional 
con un estudio introductoria de Guillermo Feliú Cruz, 1964, 46. 

22 Al respecto, los padres misioneros del Colegio de Propaganda Fide, de la ciudad de Chillán, dan 
las siguientes noticias: Relación de los efectivos auxilios espirituales y temporales que ha dedicado la co- 
munidad a favor de la justa causa desde el año de 1808 hasta fin del año de 1814. «Auxilios espirituales 
Cincuenta y dos misas cantadas, muchas de ellas con sermón; Dos procesiones generales; Ciento treinta 
misas rezadas, las sesenta y cinco por los finados del ejército y el resto por la felicidad de las tropas; Varios 
novenarios públicos hechos con el mismo objeto; La asistencia de un religioso efectivo en el Hospital Real 
para consuelo de los enfermos y moribundos por espacio de nueve meses; Otro religioso asignado para 
capellán de la plana mayor en la expedición del señor Pareja para el río Maule; Un continuo clamor al cielo 
y una vigilancia incansable en persuadir a todos la obligación de pedir a Dios la felicidad de la Nación, 
la libertad del monarca y la victoria de sus reales armas; La franquicia de la Iglesia para las funciones de 
los señores militares que siempre se hacían en ella, y la concurrencia desinteresada de la comunidad para 
solemnizarles con el canto, aparato del Altar, su iluminación y servicio de los ministros; tanto en las fun- 
ciones festivas, como en las funerales de entierros y honras de algunos oficiales que murieron en defensa 
de la justa causa y entre ellos el General. Auxilios temporales. Seis colchones nuevos de cotense para los 
enfermos; Quinientos pares de hojotas para los despeados del camino; Ciento cincuenta pares más de id. 
para ídem; Sesenta y dos quintales de galletas y además otros comestibles conducido todo al resguardo de 
un religioso lego y a costo de la comunidad hasta las riberas del Maule; Trescientas y cuarenta pieles de 
carnero con todo su vellón para camas y abrigo de los soldados sanos y enfermos; Treinta a treinta y cua- 
tro resmas de papel cartuchos en libros impresos y manuscritos del uso de la comunidad y de religiosos 
articulares; La hospitalidad y asistencia de varios enfermos y convalecientes hasta su entero restableci- 
miento; Ciento dos caballos que en diferentes ocasiones se dieron para las expediciones y permanecieron 
después en servicio del ejército como propios suyos; La diaria manutención de treinta, setenta y a veces 
de más soldados con sus respectivos oficiales destinados a la custodia de este colegio y a la de los presos y 
prisioneros en el Colegio de Naturales; La manutención diaria de varios eclesiásticos, seculares y regulares 
y de personas seglares que libres de las prisiones del enemigo se acogieron, como otros muchos, al amparo 
de este colegio y permanecieron en él tiempo dilatado; Dos mil trescientas setenta y cinco libras de pan 
blanco, dadas al ejército en los tres días últimos del ataque de los enemigos sobre esta ciudad; Seiscientas 
libras más de id. que se llevaron al sitio del Membrillar con otras menestras y hortalizas; Diez arrobas de 
vino y dos más que se dieron a la tropa el día último del ataque; Además del que se daba por la noche a 
los soldados que había en el colegio después de las horas de guardia en el invierno; Un religioso enviado a 
Valdivia para solicitar y traer numerario para pagamento de la tropa; Sesenta arrobas de carne cesa; Doce 
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Algunos caciques prestaron apoyo a las desorganizadas fuerzas del Rey («nos 
alojamos en casa de un cacique que nos obsequió grandemente»). 

Hubo gestos de los ricos hacendados de la zona central hacia el comandante de 
las fuerzas limeñas?4, 

El fracaso del Tratado de Lircay dejó al territorio a merced del general Mariano 
Ossorio (que se encomendó en estas batallas a la Virgen del Rosario) quien marchó 
contra las tropas chilenas desatando en Santiago la acción de los realistas de la capi- 
tal. Como respuesta el Gobierno chileno, encabezado por Carrera, tomó la decisión 
de enviar a los más connotados a Mendoza. 

Las tropas realistas derrotaron al desorganizado y dividido ejército chileno y 
retomaron el control de la capital. Ossorio estableció el Tribunal de Infidencia y 
el Tribunal de secuestros; relegó a los vecinos más connotados calificados como de 
ideas patriotas a la Isla de Juan Fernández; encarceló a los sectores populares que los 
secundaron; secuestró bienes; exigió pasaporte para trasladarse a una distancia supe- 
rior a seis leguas; prohibió a los santiaguinos salir de sus casas después de las nueve 
de la noche en invierno y de las diez en verano, medidas que sostuvieron cuatro 
alcaldes de corte y varios alcaldes de barrio; restableció los derechos parroquiales, 
cuya supresión calificó como herética y contraria a las leyes canónicas; restableció la 
esclavitud y cerró el Instituto Nacional; volvió al favoritismo que la Corona mos- 
traba por los españoles en materia de cargos y prebendas (los españoles podía llevar 
armas no así los chilenos); mantuvo una actitud sospechosa para con los chilenos, 
llegando a apoyar las crueldades de los españoles-europeos contra los americanos; 
aumento los impuestos a la venta de productos básicos como la carne; exigió contri- 
buciones extras a las familias más adineradas”. 

Preocupado por el comportamiento popular y sus reuniones llegó a ordenar el 
cierre de las tabernas o chinganas a una determinada hora, generando todo tipo de 
resistencia por esta medida. Los sectores populares adictos a la causa patriota pronto 


fanegas de fréjoles; Ciento diez fanegas de harina que se dieron por fanegas y almudes a los necesitados 
que la pidiesen en tiempo de la escasez, y además el pan con que diariamente se socorría a otros; Doce 
arrobas de grasa; La persona de un religioso lego destinado para ranchero y peones que le acompañaban; 
El charqui, grasa, velas de sebo, fréjoles, carne, cargas de fruta, y otras mil cosas que se repartían a la tropa 
y de que no se llevó cuenta por menor, porque el prelado tenía dada orden a los hermanos Procurador, 
Portero, Cocinero, Panadero y Hortelano, que a cualquiera militar que pidiera algún socorro nada se 
le negara; Dos marquetas de cera de Castilla consumidas en las funciones que se hicieron y en los casos 
de urgencia; Si se pregunta ahora cómo pudo salir tanto de una pobre casa de San Francisco, respondo 
brevemente: que sólo Dios lo sabe; los religiosos lo ignoran; y todo el mundo lo admira y, con mucha 
más razón, sabiendo que la Comunidad, ni entonces ni después, padeció la más leve escasez, porque los 
religiosos estaban y están también asistidos como si nada hubiera salido de la Casa; Fuera de lo dicho, 
convino la comunidad pronta y voluntariamente en que se arruinara el edificio que, como se dice en la 
relación, poseía en los Guindos en calidad de Capellanía...habiendo abandonado su curato el cura de 
Valdivia y los capellanes de los Castillos sus capellanías el año de 12 [1812] por seguir el partido de la insu- 
rrección y venido el único que quedaba en calidad de capellán del batallón de dicha plaza a esta provincia 
el año siguiente; toda aquella feligresía, en toda su extensión, quedó a cargo de los padres misioneros; 
a cuyo efecto el Señor Illmo. habilitó al padre Vice-Prefecto de Misiones con el título de cura interino 
y Vicario foráneo de aquella jurisdicción, cuya cura de almas administran hasta lo presente sin percibir 
el menor emolumento» en http://www.historia.uchile.cl/CDA/fh_article/o,1389, SCID%253D11461% 
25261SID% 253 D417%2526PRT%253D11374%2526]NID%253D12,00.html. 

233 Relación del Coronel... 1820, 357. 

24 Relación del Coronel...1820, 345 y 346. 

25 Amunategui y Amunategui 1912, 244 el passim. 
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respondieron con el grito de «¡Viva la Panchita!», es decir, la patria, en presencia 
de los soldados españoles, los despreciados Talaveras (soldados del cuerpo de Tala- 
veras) a quienes consideraban crueles y arbitrarios. El uso de expresiones groseras 
para su comunicación diaria provocó un gran asombro en el pueblo que no estaba 
acostumbrado a tal nivel de blasfemias contra Dios en boca de súbditos del Rey y 
miembros de la Santa Iglesia Católica «¡no te tragara el diablo y viniera a vomitarte 
en mi cama! dicho como piropo a una dama»?, 

A partir del 11 de noviembre de 1814 se empezó a publicar los días jueves de 
cada semana la Gaceta del Rei cuya redacción estaba a cargo de Frai José María de 
la Torre, fraile dominico y doctor en Teología por la universidad del Reino de Chile, 
la Universidad de San Felipe. La publicación se dedicaba a noticias sobre los éxitos 
de la Corona en Europa y América y hacía una defensa de la monarquía tradicional 
en las escasas editoriales que llegaron a publicarse. 

Como una manera de desprestigiar y deslegitimar las ideas propaladas por la 
prensa patriota en el período de 1810-1814 se ordenó a todos los que tuvieren 
ejemplares de las publicaciones La Aurora, El Semanario y El Monitor ponerlos en 
manos de las autoridades, pasando a ser considerados como autores del crimen de 
infidelidad los que mantuvieren en su poder dichas publicaciones. Los ejemplares 
que se logró reunir fueron quemados públicamente”. 

Ossorio asumió en solemne y pública ceremonia como Capitán General Interino 
del Reino de Chile habiendo sido designado en el cargo por el propio Fernando VII 
a petición del Cabildo de Santiago e inicio su gobierno con los oidores de la Real 
Audiencia que volvieron de sus relegaciones: el regente José Santiago Concha y los 
oidores José Santiago Aldunate, Felix Basso y Berri y José Antonio Rodríguez2*, 
De los miembros de la Real Audiencia recibió el bastón de mando y las llaves de 
la ciudad y ante ellos juró servir al Rey, premiar la virtud y perseguir los crímenes. 

Celebró un cabildo al que se invitó también a las corporaciones y se acordó 
enviar dos diputados a la Corte, don Luis Urrejola y don Juan Antonio Elizalde en 
representación del ejército y del pueblo respectivamente, con el objeto de ratificar 
la lealtad ante el Rey y pedir un indulto para los confinados en la Isla de Juan Fer- 
nández: como sabemos su accionar tuvo éxito y el Rey perdonó los extravíos de los 
desterrados. 

El 26 de diciembre de 1815 asumió el cargo de Gobernador por designación real, 
y sin intervención alguna del Cabildo, Justicia y Regimiento de Santiago, Francisco 
Casimiro Marcó del Pont, natural de Galicia. Gobernó aconsejado por realistas 
enriquecidos pero faltos de linaje los cuales aconsejaron continuar con las políticas 
impopulares de Ossorio mostrando a los chilenos como personas en las que no cabía 
confiar pues anhelaban la independencia, sin embargo, y como caso excepcional, 
designó al sacerdote chileno Juan Francisco Meneses como consejero. 

Formó un Tribunal de Vigilancia y Seguridad Pública con facultad para arrestar 
y juzgar a los acusados de rebeldes o revolucionarios mediante juicio sumario (de 
duración no superior a ocho días) pudiendo imponer incluso la pena de muerte la 
que debía consultarse con el Gobernador. Componían el Tribunal el militar Vicente 


26 Ibidem, 247. 
27 Ibidem, 241 y et passim. 
28 Ibidem, 243. 
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San Bruno, fraile carmelita que dejó el hábito por las armas y que consideraba a los 
patriotas como traidores a la causa de Dios y del Rey haciéndose merecedores por 
lo tanto de todos los males que pudiere hacérseles?> y varios civiles30. La reglamen- 
tación que se dictó para fijar el procedimiento permitió la delación asegurando el 
secreto del denunciante y haciendo participe al delator de los bienes del denunciado 
si la denuncia resultaba verdadera. 

Dentro de sus decisiones estuvo la de impedir a los chilenos, sin exclusión algu- 
na, el presentarse en los actos públicos con armas provocando en la elite santiaguina 
un profundo resentimiento por el daño que se hacía a su honor y a su posición 
social. Este sentimiento se profundizó por la negativa del Gobernador a aplicar el 
indulto que el Rey Fernando VIT otorgó a los relegados en Juan Fernández (puesta 
en libertad y devolución de bienes) y que formaban lo más selecto socialmente del 
Reino de Chile. Incluso la Real Audiencia y el Cabildo, Justicia y Regimiento de 
Santiago expresaron su malestar a Marcó del Pont por su dilación en el cumplimien- 
to del decreto real. Sólo obtuvieron la devolución de los bienes en el estado en que se 
encontraban y los sujetó a las cargas de contribuciones que se habían establecido%:. 

Luego de la derrota de las tropas virreinales en Chacabuco cobraron enorme 
relevancia las guerrillas realistas. 

La población del sur no ayudó al Gobierno patriota para frenar la deserción del 
ejército criollo, camino directo, según las autoridades de la época a la guerrilla y 
el bandidaje. Se pregunta Ana María Contador” ¿qué opción le quedaba entonces 
al campesino del sur en medio de este cuadro de violencia? Ante la inseguridad de 
enrolarse en el ejército «se desarrolló en él un sentimiento de rebeldía primitiva y 
anárquica que lo impulsaba al saqueo de villas, ciudades y haciendas como la única 
forma viable para satisfacer sus necesidades básicas. Esto explica que el número 
de campesinos que regresaba a sus hogares era bajo en comparación con los que 
ingresaban a las guerrillas campesinas de los hermanos Pincheira. Para muchos el 
ingreso a la guerrilla significaba un cambio cualitativo con respecto al ejército. En 
ella encontraba seguridad y alimentación, además de un sueldo permanente... lo que 
no tenía el ejército lo tenía la guerrilla o las bandas de delincuentes». 

De tal manera entonces que la guerra de la Independencia chilena significó en el 
sur el enfrentamiento entre el ejército regular y «grandes contingentes de guerrille- 
ros agrarios. Los defensores de la Corona ya no eran jefes regulares, sino caudillos 
que se alzaron desde las filas del campesinado. Y eran estos últimos quienes engrosa- 
ban sus filas, para aniquilar a los insurrectos que se levantaban contra «la patria», el 
Rey y la religión»: La lucha era experimentada al mismo tiempo como un espacio 


de libertad3s. 


29 La misma idea de impiedad fue manifestada por Ossorio a San Martín a propósito de la petición 
táctica de éste de celebrar un acuerdo de comercio que garantizara la paz entre Mendoza y Santiago. 

30 Amunategui y Amunategui 1912, 269. 

3 Ibidem, 279. 

32 Ana María Contador, Los Pincheira. Un caso de Bandidaje Social. Chile 1817-1832, Santiago de 
Chile: Bravo y Allende Editores, 1998. 

3 Ibidem 1998, 53. 

34 Ibidem 1998, 56. 

35 No hay que perder de vista en todo caso que el ejército realista estaba conformado en su mayor 
parte por nacionales y que el número de españoles peninsulares fue escaso no sólo en Chile sino en toda 
América. Las fuerzas militares de la frontera se plegaron sin mayor problema al ejército realista venido 
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Respecto de los mapuches ocurrió que los costinos se aliaron con las fuerzas 
realistas dirigidas por Benavides36, 


[Los]... criollos tenían conciencia de la unidad del territorio hasta el Cabo de Hornos. 
Los mapuches percibieron rápidamente la diferencia en el trato con los españoles y 
con los chilenos; temieron con evidente previsión la Constitución de un gobierno 
central en Santiago que, poseedor de fuerzas armadas ofensivas, atacara y sometiera 
definitivamente el territorio... el empuje de los criollos locales sería diferente al de la 
Corona, que había estabilizado la expansión ya por varios siglos. Paradójicamente, 
apoyar a los españoles era para los mapuches la continuación de su lucha por la inde- 
pendencia7. 


Vicuña Mackenna presenta la resistencia realista sureña como una «historia del 
pueblo, del pueblo-soldado, del pueblo-campesino, del pueblo-guerrillero, del pue- 
blo, en fin, rudo, ignorante, grande»38: Uno de los principales protagonistas de la 
resistencia a la Independencia, Vicente Benavides, casi analfabeto, era hijo de un 
carcelero; los famosos hermanos Pincheira (4) eran campesinos de la zona central 
de Chile (hacienda Lloycalemu de Parral)9; José María Zapata, arriero; José Igna- 
cio Neira, hijo de un balseador del Bío-Bío; Juan Antonio Ferrebú, cura; Agustín 
Rojas, hijo de artesano; Dionisio y Juan de Dios Seguel, hermanos, eran modestos 
estancieros; «otros también hubo que no tuvieron nombres y que no han pasado a 
la historia sino con un apodo popular»+e, 

Incluso a nivel eclesiástico la causa del Rey fue principalmente popular. El alto 
clero santiaguino se sumó a la causa separatista, no ocurrió así con «la clerecía de los 

campos, donde los párrocos, identificados con las pasiones y la ignorancia misma de 
sus fieles y después sus soldados»* abrazaron la causa del rey. 


del Perú en 1813. Sólo el batallón Talavera alistado en el arsenal de la Carraca y despachado desde Cádiz 
en 1813, estaba compuesto íntegramente por españoles, vid. Luqui-Lagleyze 2000. 

36 Luego de la batalla de Maipú el derrotado ejército realista huyó hacia el sur y se hizo fuerte en 
Chillán. En 1819 un caudillo, Vicente Benavides, se puso al frente de una guerrilla, a la que se incorpora- 
ron guerreros mapuches, que no sólo asoló ciudades, como Concepción, sino también derrotó al ejército 
regular chileno dando muerte al mariscal Alcázar y varios oficiales. Un nuevo cuerpo armado enviado 
en 1821 y comandado por el general Prieto logró derrotar a las tropas de Benavides en las cercanías de 
Chillán. Más tarde se apresó al caudillo quien murió ese mismo año a manos de la justicia en Santiago. 

37 José Bengoa, Historia del Pueblo Mapuche Siglos XIX y Xx, 6* ed., Santiago de Chile: LOM, 2000, 
145- 

38 Vicuña Mackenna 1972, XXXV. 

39 Una vez apresado y colgado Vicente Benavides los hermanos Pincheira continuaron la lucha. En 
1827 el ejército los combatió y derrotó en el sitio de Alico, desorganizando su guerrilla. El último de 
ellos sólo cayó el año de 1832 en las lagunas de Palanquín. Fueron apoyados por los pehuenches en cuyas 
tolderías se refugiaban. 

40 «Y aquellos hombres que así morían, iban tan alegres al patíbulo como al combate... Al grito de 
¡viva el Rey! todo el sur estaba de pie. La patria no era Chile, era Santiago. Por esto, solo cuando se pacifi- 
có completamente el Mediodía (1824), la nación toda tomó oficialmente, y por especial decreto, el nombre 
que hasta hoy ha sustentado con orgullo» en Vicuña Mackenna 1972, XL. 

4 Vicuña Mackenna 1972, 62. Se menciona a los curas de campo Ángel Gatica de Chillán; Luis José 
Brañas de Yumbel; fray Pedro Curriel de Cauquenes, etc. 

42 Cuenta a este respecto Lord Cochrane en sus Memorias: «A pesar de la superioridad del enemigo 
y del espectáculo que presentaban dos fanáticos frailes que, con la lanza en una mano y el crucifijo en la 
otra, iban y venían sobre las murallas, exhortando a la guarnición a resistir hasta la muerte a aquel puña- 
do de agresores, el valor indomable de Miller no le dejó permanecer hasta la noche en los fuertes que ya 
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Claudio Gay coincide con el carácter realista de Concepción y agrega: 


notándose más esta tendencia en la clase baja; pero en lo que se desplegó una política 
hábil, aunque contraria a las leyes de la humanidad y aun a las de la guerra, fue en 
comprometer en esta causa a la raza india, que se hallaba en una neutralidad expectan- 
te, dispuesta a caer en caso necesario sobre el vencedor débil, si las circunstancias lo 
permitían. Esta alianza con un gobierno que tan abusivamente les había hecho sentir 
su superioridad, tenía su origen en la grande influencia que sobre ellos ejercían los 
capitanes de amigos%. 


El Gobierno intentó atraer a los indios mediante parlamentos pero éstos prefi- 
rieron seguir combatiendo al lado de los realistas. 

Fray Melchor Martínez destaca para el período 1811-1814 el papel de los 
indígenas: 


Débese también notar la amistosa cooperación de los indios araucanos enemigos 
perpetuos y naturales de los españoles, que siendo ellos una nación tan celosa de su 
independencia, se declararon ahora acérrimos defensores de la causa del Rey, y pelea- 
ban con el mayor empeño para impedir a los 1 insurgentes su deseada libertad [...] El 
resultado de la contrarrevolución araucana proporcionó al Ejército Real la posesión 
de todas las provincias ulteriores a Bío-Bío, la comunicación con Valdivia, Chiloé 
y Lima y la amistad y adhesión de los gentiles araucanos, mudando de tal modo el 
aspecto de la guerra, que los insurgentes tan ensoberbecidos poco antes, quedaban ya 
casi bloqueados en Concepción+4. 


Lord Cochrane relata que de acuerdo con la versión del Gobierno chileno del 
conflicto, los españoles «organizaban las hordas salvajes de los indios para llevar 
la guerra de exterminio a las provincias que acaban de emanciparse —si no es por 
la captura de Valdivia— fácil habría sido para los españoles, con el auxilio de los 
Indios, conservar el poder por largo tiempo»: 


No estará demás dar una idea del modo como los españoles empleaban a los 
Indios. Su agente o caudillo, en esta horrible guerra, era un miserable llamado Benavi- 
des, quien podía pretender a la nombradía poco envidiada de ser el más infame mons- 
truo que jamás deshonró a la humanidad [...] recibió, en compañía de su hermano, 
carta blanca para cometer las más atroces infamias en contra de los chilenos. Estos no 
podían defenderse del sistema encubierto con que guerrean los indios. Por doquiera 


había tomado, pues entonces hubiera tenido comparativamente menos riesgo atacando en la oscuridad» 
en Memorias de Lord Cochrane. Conde de Dundonald, París: impr. de Eduardo Blot, 1863 [http://www. 
memoriachilena.cl/archivos2/ pdfs/MCoo14120.pdf]. 

43 Claudio Gay en la Historia Física y Política de Chile, Santiago de Chile, MDCCCLIV, tomo sexto 
301-303, da noticia de la actividad de Ossorio para obtener el apoyo de los indios para la causa realista, el 
que finalmente se consiguió [http://www.memoriachilena.cl/archivos2/pdfs/mcoo19520.pdf] 

44 Fray Melchor Martinez 1964, 190 y 191. 

45 Memorias de Lord Cochrane 1863, 2 y 62. Véase en particular el capítulo segundo: «Me determiné 
hacer vela para Concepción, en donde el gobernador Freire tenía una fuerza considerable destinada a 
contener las hordas salvajes de indios, que capitaneaba el monstruo de Benavides y su hermano, y la em- 
pleaban en asesinar a los indefensos patriotas» (página 40). Atribuye Lord Cochrane a Freire el expresar 
que por haberse capturado Valdivia «los Indios de Angol, con su cacique Benavente, se hubiesen decla- 
rado a favor de la patria, y que no dudaba que esta declaración fuese seguida por parte de los Indios que 
habitaban a un lado y a otro de la provincia» (página 65). 
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que llegaba a sorprender un lugar o hacienda, su sistema era fajar a los principales 
habitantes con pieles frescas de buey, las que hacía desollar de los ganados que encon- 
traba; en seguida los exponía a un sol ardiente, y la contracción de las pieles, a medida 
que se iban secando, causaban una lenta y prolongada agonía hasta que morían. Esto 
servía de diversión a aquel monstruo y a los salvajes que llevaba consigo, gozando 
del espectáculo mientras fumaban sus cigarros. Cuando el que caía en sus manos era 
alguna persona de influencia. Le cortaban la lengua y le mutilaban horriblemente, 
de cuyas atrocidades sobrevivieron un obispo y varios caballeros... —la captura de 
Valdivia impidió la llegada de un barco que— estaba destinado a Arauco y llevaba a 
su bordo dos oficiales españoles y a 4 sargentos para instruir a los Indios en la táctica 
europea, a fin de hacerles más formidables«*, 


Benavides reconocía la importancia de los indios para la causa del Rey pues con- 
tribuían «abundantemente con víveres, vender mulas y caballos y facilitar las canoas 
en los ríos, quedando completamente contentos y adictos al soberano»7. 

Esta guerra liderada por Vicente Benavides y luego por los hermanos Pincheira, 
individuos de origen popular, era una respuesta a la revolución de la independencia 
que fue según el historiador liberal Vicuña Mackenna, «esencialmente santiaguina, 
porque fue esencialmente aristocrática*8. La España estaba para nosotros más allá 
del mar sólo como territorio. Como poder político y como Constitución social, 
como denuedo personificado, en sus soldados; y como fanatismo, encarnado en su 
clero; como ignorancia adueñada de las masas y como barbarie misma atada a las 
lanzas fronterizas, la Península entre nosotros era el Sur»49, 

Fue este un conflicto tan desgarrador que llevó a Vicuña Mackenna a señalar que 
su «única ley era el exterminio de los bandos». Que la guerra fue terrible lo prueba 
el hecho que era costumbre de Benavides y la guerrilla realista eliminar a los venci- 
dos y no llevar prisioneros. Lo propio hizo un grupo de soldados del Gobierno de 
Chile dirigidos por Victoriano los que no perdonaban la vida a los vencidos. 

Una de las guerrillas más activas fue dirigida por un sacerdote de origen español, 
Juan Antonio Ferrebú, cura de la localidad campesina de Rere. Los clérigos oraban 
por los guerrilleros y les acompañaban en sus acciones, muchas de ellas de una vio- 
lencia inusitada. 


46 Memorias de Lord Cochrane 1863, 65 y 66. 

47 Vicuña Mackenna 1972, 95. 

48 Ibidem, XLIV. «Benavides y sus secuaces estaban estimulados por los realistas que le siguieron 
“emigrados” que pasaban de cuatro mil personas, llegando en un momento casi a diez mil... eran pues los 
semilleros que estaban alimentando con sus brazos, con sus rústicas faenas, con los restos de su opulencia 
y con una fidelidad digna de un pueblo generoso, esa serie inagotable de guerrillas y de columnas expedi- 
cionarias... Sosteníanle en seguida el fanatismo de sus curas, que formaban en su campamento un curiosos 
sínodo de santos y sangrientos consejos, al paso que las monjas trinitarias, refugiadas en Tucapel, elevaban 
fervorosas súplicas por el triunfo de aquel general de bandidos que comulgaba antes de entrar en cada pelea. 
Pero la verdadera base de la resistencia de Benavides, de sus excursiones atrevidas y de la prolongación de la 
guerra de exterminio que se hizo a la República, hallábase en su alianza con las huestes bárbaras de la Arau- 
canía» (páginas 119 y 261). Estas miles de personas se ubicaron en la precordillera de Chillán o del Bío-Bío. 

49 Vicuña Mackenna 1972, XLIII. 

50 Ibidem, XXXV. En las instrucciones que impartió Benavides el 27 de agosto de 1819 ordenó a 
sus cabecillas que fusilaran a todos los prisioneros si no los podían conducir a sitio seguro, prestándoles, 
previamente, los divinos auxilios. Y recordaba que los extranjeros debían ser fusilados inmediatamente. 

51 Claudio Gay señala en la obra citada que los curas franciscanos de Chillán, «siempre firmes en la 
adhesión a la causa de su rey», exhortaban a las tropas realistas. Dice Vicuña Mackenna: «acaso el más 
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Eran los religiosos los que mantenían relaciones fluidas con los indios; servían 
de secretario al cabecilla Benavides; y, según Vicuña Mackenna, «ellos confesaban a 
los rendidos antes de degollarlos y daban la eucaristía a sus propios soldados y a sus 
caudillos en la víspera de los degúellos; en casos necesarios sabían también ponerse 
al frente de las líneas y arengarlas, presentándoles crucifijos y otras imágenes para 
pedirles que en nombre de la sana devoción de cada uno mataran sin piedad a cuan- 
tos cayeran en sus manos»”. 

Se dio el caso incluso de un grupo de monjas, un total de 40, que decidieron 
seguir a Benavides e instalarse con él en su campamento cordillerano abandonado 
su claustro. Escribieron en 1820 al virrey del Perú implorando ayuda para la causa 
de Benavides%. 

El último foco de los guerrilleros realistas fue eliminado en el año de 1832, cuan- 
do sus acciones ya habían sido transformadas por el discurso dominante en un puro 
problema delictual. 

Especial relevancia tuvo la resistencia que la isla de Chiloé presentó a la causa 
independentista. En 1813 los realistas pudieron reclutar hombres y pertrechos para 
luchar contra los independentistas. 

Incluso declarada la independencia nacional los partidarios de la monarquía 
absoluta siguieron combatiendo con éxito al mal apertrechado ejército chileno. El 
propio Lord Cochrane, marino inglés al servicio de Chile que tantos y significativos 
triunfos dio a la causa chilena, fue derrotado por los españoles en Chiloé. 

Ramón Freire, Director Supremo de la República, reinicia los preparativos para 
la definitiva derrota de los españoles de la isla. El ejército chileno independentista 
estuvo conformado en su primera época por una mayoría de soldados argentinos. 
Luego por soldados chilenos, principalmente de la zona norte y central, por solda- 
dos españoles, en número sigmificativamente menor, y también por algunos indíge- 
nas (mapuches)54, 

Luego de una larga campaña las tropas hispanas, conformadas principalmente 
por chilenos, dirigidas por Quintanilla se rinden en San Antonio el 18 de enero de 
1826. 


EL DISCURSO REALISTA CONSERVADOR 


Desde el mismo año de 1808 luego de conocida la situación de los reyes en Bayo- 
na es posible identificar un discurso en defensa de los derechos del Rey estructurado 


melancólico rasgo de aquella guerra y que más contribuía a aumentar su horror y su ferocidad, era la 
invocación divina con que se ejecutaban todas sus matanzas». 

52 Vicuña Mackenna 1972, 63 y 64. 

53 Cuenta Gay que el 14 de noviembre de 1818 salió Sánchez de Concepción con alrededor de 2.500 
personas entre las cuales iban las monjas trinitarias, «cuyo viaje se debió principalmente a los consejos 
del canónigo Usueta, provisor familiar de la Santa Inquisición». Se calcula que en esta guerra más de 
cuatrocientas mujeres fueron raptadas por los indígenas y obligadas a vivir entre ellos. Se estiman en 6 
mil personas las que habitaban en el campamento que los Pincheira instalaron en Varvarco y Epulafquen. 

54 El General Ramón Freire Serrano organizó el 27 de enero de 1824 una segunda expedición con- 
tra Quintanilla que el mismo comandó. El 12 de marzo zarpó desde la Isla Quiriquina un convoy de 3 
bergantines y una fragata transportando 1.820 soldados, escoltados por la fragata Lautaro, la corbeta 
Independencia, la corbeta Chacabuco y la goleta Mercedes. 


¡VIVA EL REI!: EL GRITO SILENCIADO 159 


según la doctrina político-religiosa al uso. El mismo expresa el predominio de la 
mentalidad estamental escolástica y algunos elementos doctrinarios siendo muy 
infrecuente la identificación de un planteamiento teórico respecto del importante 
asunto del origen del poder, su titularidad y los límites de su ejercicio. 

Los defensores de la Monarquía Tradicional al parecer estimaron que bastaba 
con mantener el status quo de acuerdo a como se venía haciendo en Chile desde la 
fundación de la ciudad de Santiago. Para ello sólo necesitaban recordar a los súbdi- 
tos sus deberes morales en materia política, en particular, la obediencia a la autoridad 
política establecida por Dios, única conducta posible para un buen cristiano. 

Los documentos muestran que junto a la presentación de hechos y conductas 
de los sospechosos de infidelidad se propone no actuar como un cristiano desvia- 
do políticamente al punto de caer en el pecado y menos ser un «hombre conocido 
notoriamente por irreligioso». 

El sacerdote mercedario José María Romo señaló en un sermón del día 29 de 
agosto de 1810: 


¡Oh, ciudadanos de Santiago!... 

Ese espíritu revolucionario y altanero que reina en muchos de nuestros amados 
chilenos que se creen verdaderos patriotas, cuando no hacen más que desnudar el 
cuello de la patria para el degúello. 

Pero aun cuando vuestro proyecto fuera justo por si mismo ¿lo sería también por 
sus consecuencias? 

¿Podéis asegurar el verificativo sin derramamiento de sangre, sin introducir las 
violencias, los robos, el saqueo de nuestros templos, de vuestras casas, la muerte de mil 
inocentes, los estupros, los incendios y otras calamidades consiguientes... 

¿Cómo, pues, ¡oh chilenos!, si sois sabios, no advertís que es mejor yn más acertado 
tomar los medios para aplacar a Dios, que tan irritado le tenemos, y para merecer su 
protección, pues con ella todo lo tenemos y sin ella no habrá mal que no venga sobre 
NOSOLrOS5. 


Subyace en este discurso una comprensión de la sociedad en términos absoluta- 
mente aristotélico tomista, en efecto, el orden político tal como se le conocía hasta 
ese momento era expresión de la naturaleza de las cosas, de ahí que pudiera califi- 
cársele de «bueno» pues estaba en consonancia con los fines que la sociedad y los 
individuos estaban llamados a cumplir. 

En agosto de 1810 el vicario Rodríguez Zorrilla consiguió que los vecinos de la 
ciudad de Rancagua expresaran su preocupación por las ideas alejadas de la «felici- 
dad pública de una corta parte del pueblo»: 


Los muy leales, buenos y honrados vecinos de esta villa que abajo firmamos, 
deseosos de dar una prueba nada equivoca de nuestro verdadero patriotismo, y del 
respeto y veneración con que miramos la sagrada persona de nuestro Augusto Sobe- 
rano, la Constitución del Estado y las Santas Leyes bajo cuya influencia han vivido 
nuestros padres y abuelos, de las que no nos es permitido, ni es nuestra intención 
apartarnos por ninguna causa, pretexto o motivo, tanto porque así cumplimos con el 
juramento que tenemos hecho, porque de otra suerte no podemos ser felices, evitando 


55 Citado por Luis Galdames, Evolución Constitucional de Chile, tomo I, Santiago de Chile: Impr. 
Balcells £ Company, 1925 108 y 109 y por Feliu Cruz en Fray Melchor Martinez 1964, 82-83. El sermón 
suscitó una queja del Cabildo, Justicia y Regimiento ante el Gobernador. 
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por este medio los designios de ambición, odio y avaricia que pudieran concebir algu- 
nos pocos, queriendo innovar el orden establecido por la legitima potestad, a quien 
siempre hemos obedecido [...] Por todas estas justas consideraciones, y otras infinitas 
que a nadie se le ocultan, protestamos bajo nuestro honor y conciencia, y la Sagrada 
Religión del juramento que ratificamos, que seremos constantemente leales y fieles a 
nuestro muy amado Rey y Señor, y al Gobierno que legítimamente lo represente, no 
admitiendo ni consistiendo las peligrosas innovaciones que se han intentado en otros 
puntos de América, sin otro fruto ni provecho que la desolación y la muerte que han 
padecido los culpados e inocentes; y todos los demás ciudadanos ú, y honrados, que 
en estas crisis terribles sufren las más horrorosas extorsiones, vilipendios y violencias, 
en que los malvados encuentran su aparente y momentánea felicidads6, 


La intención de independizarse fue calificada de «sacrílega». Los discursos de 
los partidarios de la formación de junta o de la independencia fueron calificados de 
«maligna fermentación meditada y dispuesta para un trastorno general y subversivo 
del buen orden de libertinos..., de infeliz doctrina... depravada ciencia. Y su con- 
ducta como promotora de una infame revolución»%, 

Fray Melchor Martínez señalaba en relación con la propagación de errores de 
doctrina: 


Seréis como dioses y conoceréis el bien y el mal (dijo la serpiente a nuestros prime- 
ros ascendientes), si quebrantáis el precepto; en cuyo caso nada menos les ofrece que 
la semejanza con el mismo Dios y la adquisición de la perfecta sabiduría; pues como 
el astuto tentador sabía que el corazón del hombre no puede por su natural rectitud 
amar y aprobar el mal conocido, lo presentó disfrazado y cubierto con la capa hipó- 
crita del bien: y de aquel maestro y de su doctrina son discípulos todos los que desde 
entonces hasta el día la practican. Porque, ¿qué otras máximas ostentan y prometen 
los modernos tentadores o filósofos, qué felicidad, humanidad, libertad, igualdad, 
filantropía, dignidad del hombre... con otra multitud de epítetos hipócritas y falaces 
con que disfrazan las amargas píldoras que realmente contiene el devorador veneno 
de la anarquía, la destrucción y ruina de los primeros hombres?59, 


Muy distintos son los adjetivos que se emplean para calificar a los partidarios del 
antiguo orden de cosas. Estos eran «verdaderos y sencillos defensores y amantes 
del buen orden... interesados en el mejor servicio del Rey, de la Religión y de la 
Patria... eran la parte sana de la capital y del Reino»%0, 

Las críticas de los partidarios de la Monarquía Tradicional en contra de quienes 
expresaban su deseo de innovar en materia política se centró en el aspecto moral 
del problema: Los partidarios de la Monarquía era «defensores del buen orden y 
los opositores individuos de torcidas ideas...»% un «infinito número de... necios y 
malvados... que respiraba... un aire o aspecto insultante y placentero, deleitándose 


56 Citado por Feliú Cruz en fray Melchor Martínez 1964, 79. 
57 Fray Melchor Martínez 1964, 30 y 31. 

58 Ibidem, 30. 

59 Ibidem, 31. 

60 Ibidem, 30. 

61 Ibidem, 29. 
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en los males de sus semejantes y aumentando el dolor al afligido... se complacían en 
nuestras desgracias haciéndonos beber el cáliz de amargura hasta las heces»%2. 

En términos prácticos la lealtad a la Corona se entendió por este grupo como 
lealtad a las autoridades existentes a la fecha de la intervención de Napoleón. Ello 
porque desde Buenos Aires se presentó a dichas autoridades como «mandones sin 
título legítimo alguno». 

Para reforzar su autoridad y para repudiar el derrocamiento del virrey del Río de 
la Plata la Real Audiencia chilena invocaba la normativa de las Siete Partidas, ley 17, 
título 16, partida 2, «si no se respeta a los que guardan los derechos y preeminencias 
del Rey, se desprecia al mismo soberano, porque la deshonra hecha a sus grandes 
oficiales es hecha al mismo Rey en cuya guarda y servicio están»63, 

Agregaba que la formación de partidos y divisiones era también rechazada por 
las Siete Partidas en la ley 5, título 15, partida 2, ley 3*, título 15, partida 2, ley 13, 
título 12, partida 2; ley 3, título 19, partida 264. 

Alegaba asimismo la legitimidad de la Junta Central y del Consejo de Regencia. 

Este movimiento fue respaldado por una parte del bajo pueblo. 

Ossorio y Marcó del Pont persiguieron las «ideas liberales» que abrigaron algu- 
nos chilenos impíos, sin embargo, no desplegaron en la prensa oficial, la Gaceta del 
Rey, un discurso alternativo sino que sólo recordaron la obligatoriedad de la obe- 
diencia al Rey: exigieron demostraciones explícitas de lealtad y con eso quedaron 
conformes. La acción se deslizó hacía la organización de un aparato represivo que 
anulara todo intento de independencia. 

Por dictamen del Auditor de Guerra hubo un acto de quema de la declaración de 
independencia de la Argentina en la plaza pública tachándolo como líbelo «atentato- 
rio a los principios que la naturaleza, la religión y el Rey prescriben»S5, 


6 Ibidem, 46. 

63 Ibidem, 51. 

64 El Fuero Juzgo, usado también en Chile en esta época, dispuso a este respecto. «oyd la nuestra 
sentencia, que nos damos abiertamente con la ayuda de Dios, e con buena creenca: e mandamos que sea 
guardada daqui adelantre, por todos los tiempos que han de venir: que todo ome de los Godos, o del 
pueblo de España que quebrantar la fee e el juramento de que fecho al Rey po lo guardar, e por guardar 
el regno, e ala gente de los Godos, o quien se entremeter de la muerte del Rey, o tomar el regno por forca 
sea primeramientre culpado contra Dios, e sea echado de la eglesa de los Cristianos, porque la ensuzo per- 
juro, e de toda compañía de los Christianos, e sea condenado ante Dios el padre, e ante todos los Angeles, 
con todos sos parcioneros, ca coneunible cosa y es, que aquel sea penado, que es compañero en el facer 
el yerro, o la nemiga, e aun lo dizemos la segunda vez... e esto mismo dizemos la tercera vez... e después 
sea descomongado ante el Spiritusancto, a ante los santos mártires, e non aya compañía con los iustos, 
mas sea condenado ena pena del Infierno, e con el diablo, e cons sos angelos, el e aquelos que lo quisieren 
ayudar... e entonces todos los clérigos e todo el pueblo dexeron: Todo ome que viniere contraesta nostra 
sentencia, e contra este nostro establecemento que fezistes por la salud de las almas, por ventura non lo 
quisier guardar, sea condepnado eno aduenemento de lesuChristo, e aya oparte de la pena que ludas 
Escariot, el e todos sus compeneros. Onde nos Obispos de Dios, que auemos poder de soluer e de legar, 
amonestamos todos los clérigos, e todel pueblo, e rogamnos por el nombre de la santa Trinidad, que non 
puede ser departida, que se esforcen de gardar esta nostra sentencia en este siegro... e siruamoslo en tal 
manera, que nostro Seno raya piadat sobre nos, e ganemos la su gracia, e guardemos el encomendamento 
que dize: Sed obedientes a todos aquelos que han poderío sobre vos, ca el poderío non vienen se non de 
Dios, e quien quiere contrastar a su mayor, quier contrastar a lo que Dios mando, ca los Principes non 
deuen menzar a los que fazen bien, se non a los que fazen mal. Onde faz bien, e aueras por ende loanca, 
mas el que es ministro de Dios venga el mal en aquelos que lo fazen» (Tit. L, ley IX, prólogo). 

65 Amunategui y Amunateguil 1912, 387. 
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RELEVANCIA DE LA ACTIVIDAD DEL MOVIMIENTO REALISTA CONSERVADOR CHILENO 
PARA LA COMPRENSIÓN DE LOS ACTORES POLÍTICOS EN EL PERÍODO 


Hasta ahora esta disidencia realista conservadora, o movimiento realista pro- 
piamente tal, no ha sido abordada por la literatura histórica como expresión de un 
sentimiento político y una posición política ante los acontecimientos. Se ha tratado 
la cuestión como mera expresión delictiva. 

Sin embargo, tratarla como hecho sociopolítico tiene enorme relevancia para 
efectos de la interpretación de las actitudes y posiciones políticas de la década de 
1810-1830. Si hacemos un espacio a los realistas y a la guerrilla realista en el pano- 
rama de la actividad política ocurre que corresponde a este grupo el calificativo de 
conservador y ello trae como consecuencia la necesidad de revisar las categorías que 
hemos empleado hasta ahora para diferenciar los grupos políticos en Chile. 

En efecto, hasta ahora se divide a la población políticamente activa en dos gru- 
pos principales, los pipiolos y los pelucones, correspondiendo a los primeros una 
adscripción liberal y a los segundos, según la unanimidad de la historiografía, el 
calificativo de conservadoresó6, 

Si damos la relevancia que corresponde al movimiento realista propiamente tal 
ellos son los representantes del conservadurismo en la coyuntura de la independen- 
cia y la década posterior. Pipiolos y pelucones deben entenderse en oposición a los 
realistas conservadores: quedan en el mismo grupo facciones políticas que tradicio- 
nalmente la literatura histórica las ha explicado como expresión de liberalismo y 
conservadurismo respectivamente. 

Campos Harrietó7 y Guerrero Lira describen la cuestión realista desde la pers- 
pectiva de la defensa del orden y el retorno a la normalidad institucional, sin embar- 
go, no analizan las proyecciones de esta conducta en el seno de los grupos políticos 
contrarios a la Monarquía. Dejan sin respuesta la pregunta por el impacto de esta 
defensa en la propia definición del movimiento patriota y sus facciones. 

La confusión entre bandolerismo y guerrilla ha provocado que la dimensión 
política de la resistencia desaparezca absorbida por la delincuencia7o. Lo que ocurría 


66 Véase por todos Gonzalo Vial, «El conservantismo en Chile» en Gonzalo Vial, Gonzalo Larios, 
Sol Serrano et al., Liberalismo E- Conservantismo en Chile, Santiago de Chile: Universidad Adolfo Ibá- 
ñez, 2002; Ana María Stuven, «Republicanismo y Liberalismo en la primera mitad del siglo x1x: ¿Hubo 
proyecto liberal en Chile?» en Manuel Loyola y Sergio Grez, coords., Los proyectos Nacionales en el 
Pensamiento Político y Social Chileno del Siglo XIX, Santiago de Chile: Ediciones Universidad Católica 
Raúl Silva Henríquez, 2002, 61-73. 

67 Los defensores del Rey 1958. 

68 Cristián Guerrero Lira, La contrarrevolución de la Independencia de Chile, Santiago de Chile: 
Editorial Universitaria. Centro de Investigaciones Barros Arana, 2002. 

65 Contador 1998. 

70 «El quiebre producido durante este período agudizó los problemas sociales: hambruna, opresión, 
injusticia... —en el sur es posible identificar— masas de desamparados en campos y ciudades, huyendo 
de las hambrunas y de las levas forzosas; del inquietante aumento del bandidismo y de la proliferación 
de guerrillas —patriotas y realistas — que cometían todo tipo de abusos, muchas veces sin discriminación 
política de ningún tipo. Era la “guerra a muerte” o “guerra de vandalaje” que caracterizó en muchos 
países hispanoamericanos el nacimiento de los estados independientes durante el primer cuarto de siglo 
del siglo XIX. Los factores ideológicos-culturales —apego al orden y los valores tradicionales—, exacer- 
bados por los abusos y depredaciones realizadas por los ejércitos patriotas, se convirtieron en formidables 
elementos de rechazo a la causa independentista entre vastos sectores campesinos del sur. Las respuestas 
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es que el bandolerismo alimentaba a la guerrilla y viceversa, sin embargo, esta últi- 
ma mantenía lazos fluidos con el virrey Pezuela. De ahí que hubiese intentos de los 
gobiernos independentistas de Santiago, Buenos Aires y Mendoza de coordinar su 
respuesta político militar 7!. 

Manara destaca el hecho que la actividad económica que se desplegaba en la 
zona desde fines de la Colonia facilitó el desplazamiento de la guerrilla por Chile y 
Argentina. De hecho los Pincheira apoyados por los pehuenches llegaron con sus 
correrías a Neuquén, Mendoza, Córdoba, San Luis, Santa Fe y Río Negro??. 

La acción de este movimiento sociopolítico permite afirmar que existe en Chile 
entre el año de 1808 y 1832, es decir, en el período en que se definen las facciones 
patriotas desde el punto de vista institucional, una acción de defensa de la Monarquía 
tradicional, es decir, según la concepción característica de los Borbones: tuvieron 
especial responsabilidad en esta materia los franciscanos, quienes «como maestros 
e ideólogos supieron alentar a la población del sur en general a sumarse a las filas 
de la guerrilla realista. Parte de la educación que difundían incluía la propaganda 
nefasta de los patriotas como enemigos del Rey y seres crueles y vengativos a los que 
consideraban herejes. Esta formación la recibieron entre otros, el mismo Vicente 
Benavides y José Antonio Pincheira, lo cual explica el profundo recelo de éstos hacia 
los patriotas y hacia los militares extranjeros que tenían en sus filas como O*Carrol, 
Beauchef, Viel, entre otros»7. 

Los auténticos conservadores en la larga coyuntura de la independencia y con- 
solidación de la República son los realistas propiamente tales, quienes incluso estu- 
vieron dispuesto a recurrir a la violencia con tal de mantener el status quo (cabe no 
perder de vista el Motín de Figueroa). 

Pipiolos, pelucones, estanqueros y O higginistas representan tipos de liberalismo 
con una base común: la aceptación del orden constitucional como régimen políti- 
co institucional y de la república como forma de Gobierno. Estos grupos tienen 
elementos en común en materia político institucional, lo que no se ha destacado 


fueron diversas. Desde la simple huída para evitar el enrolamiento, hasta la incorporación a bandas de 
salteadores o a montoneras realistas, y la conformación y desarrollo de una poderosa banda guerrilla, la de 
los hermanos Pincheira, que entre 1817 y 1832 mantuvo las banderas de la fidelidad al Rey, sembrando la 
inquietud en las zonas sur, central y trasandina. La guerrilla campesina realista de los Pincheira fue un caso 
de “bandidismo social” en el que convergían el descontento social frente a la explotación, y el descontento 
político-ideológico ante la trastocación de los valores tradicionales de la sociedad campesina» en Sergio 
Grez Toso, Sergio, De la regeneración del pueblo a la huelga general. Génesis y evolución histórica del 
movimiento popular en Chile (1810-1890), Santiago de Chile: Dibam, 1997, 180. 

7% Carla Manara, «La frontera surandina: centro de la confrontación política a principios del siglo 
xIx», Mundo Agrario. Revista de estudios rurales, 5:10 (2005), da cuenta de la acción de este sacerdote y 
destaca el impacto de la guerrilla realista en la provincia de Neuquen [http://www.scielo.org.ar/pdf/magr/ 
v5n1o/v5ntoaog.pdf.] 

72 Señala: «La activa participación de la sociedad indígena, destacando el rol de los pehuenches del 
norte cordillerano de Neuquén, fue un factor clave en esta guerra sostenida. La lucha política entre “pa- 
triotas” y “realistas” se instaló en medio de guerras inter e intra tribales para establecer hegemonías en el 
ámbito pampeano-nordátagonico. Estas disputas se centraban en el control de los pasos cordilleranos, en 
el dominio de segmentos de los circuitos mercantiles conectados a un dinámico comercio fronterizo y en 
la competencia por los recursos. En este sentido, los circuitos comerciales funcionaron como complejas 
y dinámicas redes articuladoras de regiones, comunidades e intereses a la vez que garantizaron el tráfico 
de lealtades y adhesiones políticas. Sobre estas redes se fueron edificando redes parentales y coaliciones 
políticas cuyos matices profundizan el protagonismo de las fronteras del sur en el proceso emancipador». 

73 Manara 2005. 
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suficientemente hasta ahora por el esfuerzo hecho por los historiadores en diferen- 
ciar a liberales de conservadores, configurando lo que he denominado un mínimo 
común constitucional74, Esto significa que las numerosas experiencias constitucio- 
nales, los distintos textos, reflejan un fondo común que fue el resultado de la exis- 
tencia de una oposición realista propiamente tal que obligó a diferenciar el discurso 
republicano del monárquico. 

Dicha diferenciación no se hizo en términos religiosos ni morales: la construc- 
ción de identidad política debió caracterizarse en términos de un poder político y 
una sociedad eminentemente católica. 

Se produjo entonces una continuidad moral claramente expresiva de la menta- 
lidad típica de Antiguo Régimen. En esta medida el conservadurismo realista no 
puede caracterizarse exclusivamente en términos de actitudes o sentimientos mora- 
les en materia de religión, moral y visión de sociedad. Pipiolos, pelucones y realistas 
propiamente tales se conciben como católicos y entienden que se puede pecar a 
propósito de las acciones políticas. Todos ellos conciben un cuerpo social que es 
obediente a la autoridad por ser la obediencia una virtud moral y al mismo tiempo 
de un alto contenido político. 

El conservadurismo chileno defiende la tradicional doctrina del origen del poder 
político que supone la voluntad de Dios y la nula participación del pueblo, del 
bajo pueblo, en sus designios. Ante la voluntad divina claramente expresada en 
la elección de una casa reinante sólo queda la obediencia y sólo los rebeldes, los 
viciosos, los insubordinados, es decir los enfermos moralmente, podrían abrazar 
ideas tan heréticas como suponer que corresponde al vecindario del Reino de Chile 
decidir con autonomía del monarca su destino. Al pueblo sólo le queda esperar el 
desenvolvimiento de los hechos que ocurren en la Península y en cumplimiento de 
sus deberes como vasallos, es decir, del deber jurídico del vasallaje, prestar todo el 
apoyo material y espiritual a la buena causa, que es la defensa del Rey. 

Niega que la voluntad humana, que los vecinos reunidos, puedan determinar la 
situación política del Reino: ello está en manos de Dios y sólo él conoce cómo se 
resolverá la crisis: hay un plan divino que debe ser seguido y el intentar alterarlo es 
soberbia, es decir, pecado mortal. 

Hay una dimensión moral, una incidencia de la moral en la política, y en la que 
no se ha puesto suficiente atención, en la crisis de la Monarquía y el proceso de 
independencia, y que ella es decisiva para dar identidad a los grupos en pugna. La 
diferencia entre un realista conservador y los pipiolos y pelucones radica en que los 
primeros no están dispuestos a tomar en sus manos la construcción de una solución 
política a la crisis si en ella no participa directamente el Rey o las autoridades por él 
designadas, o que obren legítimamente a su nombre, porque hacerlo es un atentado 
a sus deberes para con Dios, la Iglesia y el monarca; en cambio para los segundos, 
sin que ello implique perder su condición de católico y la sociedad y la política su 
componente religioso, no hay tal pecado, no es expresión de soberbia, el aspirar a 
ejercer un poder que han ejercido típicamente los reyes: surge así nítidamente la 
oposición entre súbdito y ciudadano. 

El movimiento realista conservador o propiamente tal se caracteriza por su 
heterogeneidad en la medida que involucró a españoles-europeos y a criollos, a 


74 Véase para este tema Palma González 2005. 
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alienígenas y a indígenas; a grandes hacendados y a campesinos, a habitantes del 
reino de Chile y a españoles de otras provincias, a autoridades administrativas desig- 
nadas por la Corona, así como a sacerdotes. Todos estos individuos tienen algo en 
común: experimentan su calidad, su condición de súbditos como una manifestación 
de la voluntad de Dios y procuran ser fieles a dicha voluntad. Estos súbditos repu- 
dian la ciudadanía y consideran que el cumplimiento de los deberes políticos los 
transforma en buenos cristianos, es decir, en personas sumisas a la voluntad de Dios. 

El movimiento realista conservador rechaza la ciudadanía y aspira a mantener un 
status quo que considera expresión de un orden natural y cuya fractura por voluntad 
del hombre provocará grandes males. 

Esta visión antropológica, el hombre como criatura sumisa a la voluntad de Dios 
y por ende a la autoridad política, le lleva a rechazar la ciudadanía que es abordada 
como una desviación, una manifestación de enfermedad moral, ideas propias de 
viciosos y personas irreligiosas. 

De un tiempo a esta parte se viene desarrollando una línea de investigación 
centrada en el ideario republicano?s. Vasco Castillo piensa que el republicanismo 
constituye la principal vertiente que dirige y organiza el pensamiento político del 
período fundacional, entre los años 1810-1830. Reconoce en ciertos textos de Cami- 
lo Henríquez, José Antonio Irisarri y Juan Egaña rasgos del discurso republicano y 
una defensa del mismo. Considera que el uso de expresiones como virtud y corrup- 
ción se emplea dentro de lo que denomina una «lógica republicana». 

Vincula los términos actividad política, libertad, no dominación y ciudadanía 
con el ideario republicano. Su tesis es que: 


la defensa de la libertad en el pensamiento político moderno no se reduce a la defen- 
sa que ha elaborado la filosofía liberal. Existe esta otra concepción de libertad, que 
puede ser especificada como libertad política (Skinner) o bien como no dominación 
(Pettit), que está presente... en una tradición política... Maquiavelo, Montesquieu y 


Rousseau... —que— también incluye a un número importante de los escritores de la 
emancipación americana. Un caso paradigmático entre éstos últimos es el de Camilo 
Henríquez?'. 


La propuesta política del amor a la patria y la defensa de la libertad y la virtud 
hecha por don Camilo tendría su raíz en Rousseau. La patria es la institucionalidad 
que protege la libertad y la igualdad, amar la patria implica entonces amar la Cons- 
titución que promueve estos valores: sin libertad, no hay patria. En la república los 
individuos entienden que su libertad depende de la libertad política. 

Tanto para el caso de Camilo Henríquez como el de Egaña e Irisarri, Castillo 
parece perder de vista el papel que ha tenido la religión católica a partir del siglo 
Iv d. c., y la dimensión pública de la misma en tanto fuente legitimadora del poder 
político. Desde los Padres de la Iglesia diversos autores configuran la demanda de la 
práctica de un conjunto de virtudes propiamente cívicas por parte de la cabeza del 
Imperio. Lo propio ocurre con los súbditos. En Henríquez el pragmatismo le lleva 
a contar con la Iglesia porque reconoce su papel como mecanismo de control social. 


75 Véase por todos a Vasco Castillo, La creación de la República. La filosofía política en Chile 1810- 
1830, Santiago de Chile: Editorial Lom, 2009. 
76 Ibidem, 22. 
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En Egaña, defensor de la intolerancia religiosa, hay además un compromiso abierto 
con la construcción de límites para el liberalismo y la filosofía que lo sostiene. La 
propuesta de Juan Egaña, tanto en 1811 como en 1823, apunta a no perder de vista 
las virtudes consignadas en los Evangelios. 

Las virtudes de las que se escribe por los autores, que llegan incluso a recogerse 
en los textos constitucionales como deberes morales, son más bien las propias del 
catolicismo: las virtudes cívicas de un ciudadano feligrés??. 

Esta dimensión moral de la política queda de manifiesto claramente en la men- 
talidad realista, sin embargo, en la obra de Castillo no hay ninguna mención a este 
movimiento”, 


77 Palma González 2010. 

78 ¿Por qué no son entonces doctrinariamente republicanos? Ambos pasan de la aceptación de una 
Monarquía Constitucional Católica a un régimen político sin rey, y al que llaman República. Sin embargo, 
no cabe calificarlos de pensadores republicanos (adherentes a la doctrina republicana) por las siguientes 
razones: 1. Están inmersos todavía en la mentalidad escolástica (no pierden nunca de vista la dimensión 
trascendente de la vida); 2. No reducen la religión y la práctica religiosa a una cuestión intima y propia 
de la esfera individual; 3. Promueven la figura del ciudadano feligrés (aceptan una ciudadanía que implica 
límites a la igualdad política); 4. Conciben la relación Estado- Iglesia según la concepción tradicional cató- 
lica, 5. Aceptan limitaciones a la libertad de prensa a nombre de la integridad de la fe y de la moral católica. 
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INTRODUGAO. REVOLUGÁO E CONTRA-REVOLUGAO EM PorTUGAL (1820-1822) 


CIDADE DO PORTO viria a ser palco de um pronunciamento militar no dia 

24 de Agosto de 1820, que abriria caminho a primeira experiéncia política 

liberal em Portugal, o «Vintismo» (1820-1823). A agenda dos pronunciados, 
um combinado de gente resultante de uma alianga entre oficiais do Exército e gru- 
pos civis, e que incluía advogados, juízes, negociantes, grandes proprietários, quase 
todos macons, era táo diversificada como consensual. Com maior ou menor inten- 
sidade todos pretendiam ver regressar 4 Europa o rei D. Joáo VI, que desde o início 
de 1808 se encontrava refugiado no Rio de Janeiro para escapar ás tropas imperiais 
francesas. Exigiam, igualmente, o afastamento do Conselho de Regéncia, que gover- 
nava O território em nome do monarca ausente, e onde predominava a influéncia 
británica pela máo de William Beresford, um general inglés que se tinha tornado 
numa espécie de «vice-rei» de Portugal desde o final das Invasóes Francesas (1807- 
1811), a traducio do lado portugués da Guerra da Independéncia, em Espanha, 
contra a ameaca napoleónica. Para além disso, ambicionavam muito patrioticamente 
a «Regeneracio» da pátria, consumida nos seus recursos pelos ocupantes estrangel- 
ros, e a reuniáo de Cortes Constituintes para discutir e aprovar uma Constituigáo 
política para o reino, considerada a única solucáo para os males que afligiam o país. 


1 O autor agradece a José Fidalgo Santos a recolha dos dados usados na elaboracío deste texto. 

2 José Miguel Sardica, A Enropa napoleónica e Portugal. Messianismo revolucionário, política, guerra 
e opiniao pública, Lisboa: Tribuna da História, 201 1. 

3 José Tengarrinha, A Revolucao de 1820, Lisboa: Editorial Caminho, 1982; Vasco Pulido Valente, 
Os Militares e a Política (1820-1856), Lisboa: Imprensa Nacional, 1997 e Documentos para a História 
das Cortes Gerais da Nacáo Portuguesa, Lisboa: Imprensa Nacional, 1883-1891, 8 vols. [disponíveis na 
Biblioteca Nacional Digital em http://purl.pt/12101]. 
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Durante algumas semanas náo se percebeu bem qual seria o destino da insurrei- 
cáo ocorrida no norte de Portugal. A tropa de algumas cidades pronunciou-se tam- 
bém no mesmo sentido nos dias seguintes ao 24 de Agosto. Os sublevados tinham, 
todavia, presentes Os riscos de que uma eventual reaccáo através de um golpe de 
forca por parte do Conselho de Regéncia, a semelhanga do que ocorrera em 1817, 
aquando da frustrada tentativa de insurreigáo liderada por oficiais do Exército, 
alguns deles muito prestigiados como o General Gomes Freire de Andrade, fizesse 
perigar os objectivos do movimento e aproximasse o país da guerra civil. Apenas a 
adesáo da guarnicáo militar de Lisboa ás intencóes dos insurgentes, em meados de 
Setembro, possibilitou o triunfo da via revolucionária e a aplicacío do seu programa 
liberal. 

Face a este quadro político tornou-se, entáo, prioritário, discutir o calendário 
das eleigóes e definir o modo como se iria reunir o parlamento constituinte. De 
referir que as Cortes náo estavam juntas em Portugal desde 1689, há precisamente 
131 anos. Compreensivelmente e dada a inexperiéncia em táo delicada matéria logo 
surgiram sérias divergéncias quanto á forma de convocar a referida assembleia. O 
debate arrastou trés correntes de opiniáo contrárias. Havia quem pretendesse que 
os deputados se reunissem em harmonia com a constituigáo tradicional das trés 
Ordens do Estado 4 boa maneira do Antigo Regime, outros eram da opiniáo que 
se deveria proceder á eleigio directa dos representantes do povo de acordo com os 
principios estabelecidos pela Junta Preparatória de Cortes, um órgáo governamental 
saído do movimento revolucionário e, por fim, uma terceira tendencia propunha a 
adopcáio dos preceitos previstos na Constituigáo espanhola de Cádis devidamente 
adaptados a realidade portuguesa. 

Foi difícil chegar a um consenso. Chamada a pronunciar-se sobre táo enigmática 
questáo a sabedora Academia Real das Ciéncias de Lisboa chegou a propor uma 
solucáo de compromisso, que passava pela reuniño das Cortes á maneira tradicional, 
mas conferindo mais lugares aos representantes do Terceiro Estado, proposicáo que 

também náo reuniu a aceitagío geral. Foi necessário um segundo pronunciamento em 

Lisboa, já em 11 de Novembro, para tudo ficar decidido. Da derrota da facgáo mili- 
tar na chamada «Martinhada» —por ter ocorrido no dia de S. Martinho— face ao 
«partido popular» resultou como válida a opgáo pela eleigño indirecta dos deputados 
seguindo o previsto na Constituigio de Cádis (artigos 27.” a 103.” ajustados á rea- 
lidade lusitana), decisáo que afastou definitivamente a possibilidade da convocagáo 
de Cortes ao modo antigo, acentuando o efeito de ruptura em relagáo ao regime 
político vigente até entáo. O sufrágio para o parlamento unicamaral teve lugar em 
Dezembro de 1820, de onde saíram eleitos 100 deputados por Portugal continental, 
16 pelas ilhas atlánticas e colónias e mais 69 pelo Brasil (onde foram escolhidos, 
efectivamente, apenas 46 constituintes). Aqui as eleigóes iriam decorrer mais tarde e 
já num clima de pré-secessio em relagío aos poderes coloniaiss. 

Este desfecho deixou muita gente insatisfeita. Os descontentes com o caminho 
que a revolucáo estava a tomar, alguns deles com importantes patentes militares 
que apolaram o movimento insurrecto de Agosto de 1820 a até alguns membros 


4 Maria Beatriz Nizza da Silva, A repercussáo da Revolucao de 1820 no Brasil: eventos e ideologías, 
Coimbra: Centro de História da Sociedade e da Cultura, 1979 e Fernando Piteira Santos, Geografía e 
Economia da Revolugáo de 1820, 3.* ed., Mem Martins: Publicagóes Europa-América, 1980. 
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do governo provisório, seriam por esta via empurrados para o campo reaccionário. 
Em simultáneo, o triunfo da via eleitoral por via de um sufrágio alargado desen- 
cadeou um processo de radicalizacáo dos adeptos das solugóes políticas típicas do 
Antigo Regime e que agora se viam completamente marginalizados e ultrapassa- 
dos pelos acontecimentos. Ainda demasiado longe da existéncia de partidos políti- 
cos formalizados enquanto organizacóes de estruturagáo da vontade dos eleitores, 
as Cortes Constituintes de 1821-1822 arrumariam, assim, as forgas políticas com 
representacío parlamentar em trés quadrantes: os moderados (onde se «infiltraram» 
alguns reaccionários), os chamados gradualistas e os radicais. Estas faccdes náo eram 
dotadas de grande coeréncia interna, apesar de ter sido notada alguma sintonia em 
termos de orientacáo de voto em determinados temas como as questóes do modelo 
parlamentar, dos poderes do rei e da liberdade de imprensas. 

Desde entáo, o processo revolucionário em curso passou a ter de conviver e 
a acomodar diferentes níveis de descontentamento político. Os insatisfeitos e Os 
excluídos, protegidos pela liberdade de imprensa e de opiniáo que passou a vigorar, 
nunca deixaram de se pronunciar de forma mais ou menos aberta contra o rumo 
que o país se preparava para seguir. Destas posigóes resultaram manifestagóes de 
oposicáo visível ao movimento liberal, tanto dentro como fora do parlamento onde 
se discutia a futura Constituigáo. Foi em torno de tais reacgóes que se passou a 
estruturar a Contra-Revolugáo e a desenhar os contornos do pensamento político 
conservador. 


Os BIsPOS, O CARDEAL E A RAINHA 


Algumas dessas vozes tinham demasiada visibilidade na sociedade portuguesa 
para passarem despercebidas. Logo em Marco de 1821, quando as Cortes se encon- 
travam reunidas á escassos dois meses apenas, o cardeal-patriarca, chefe máximo 
da igreja católica e um dos membros do antigo Conselho de Regéncia afastado do 
poder no ano anterior, e os bispos de Olba e de Angra (Acores), recusaram-se publi- 
camente a jurar as Bases da Constituicáo, conjunto de princípios que vinculavam a 
nacáo ao regime liberal e que serviriam para langar a discussáo em relagáo ao texto 
final da Constituigáo, deixando antever a existéncia de clivagens no seio da hierar- 
quia eclesiástica. O cardeal, persistindo na recusa, seria afastado para o isolado 
Convento do Bugaco —no centro do país, náo muito longe da cidade de Coimbra— 
e mais tarde seria mesmo obrigado a sair de Portugal para cumprir um exílio no Sul 
de Franca (em Baiona). Já o bispo de Olba, que náo também renegou a sua posicío, 
seria preso em Maio de 1821 e libertado em Marco de 1822. O bispo de Angra foi 
trazido dos Acores para Lisboa sob prisio em Setembro de 1821, de onde saiu, sem 
julgamento, na sequéncia da «Vilafrancada»?. 


5 Joáo Sebastiáo da Silva Dias, «O vintismo: realidades e estrangulamentos políticos», Análise Social, 
61-62, (1980), 273-278 e Zília Osório de Castro, «Soberania e Política: teoria e prática do Vintismo», 
Cultura: Revista de História e Teoria das Ideias, VI (1996), 183-216. 

6 Ana Mouta Faria, Os liberais na estrada de Damasco: clero, igreja e religido numa conjuntura revo- 
lucionária (1820-1823), Lisboa: Fundacíio Calouste Gulbenkian, Fundagío para a Ciéncia e a Tecnologia, 
2006. 

7 Ana Mouta Faria, «A hierarquia episcopal e o vintismo», Análise Social, 116-117 (1992), 285-328. 
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Para além do descontentamento larvar no seio da hierarquia da igreja católica, a 
que se somava o que se verificava no Exército, também alguns sectores da «socie- 
dade civil se comegavam a organizar no sentido de conjurar contra o regime liberal. 
Em Abril de 1822, numa oficina tipográfica situada em Lisboa —na Rua Formosa— 
seria descoberta uma conspiracáo que se preparava para promover um golpe de onde 
resultaria a dissolugáo das Cortes, a convocacáo de outras, mas seguindo o modelo 
antigo, o afastamento do rei e sua substituicáo pelo filho mais novo —o infante D. 
Miguel (na altura com 19 anos), uma vez que o mais velho e herdeiro do trono—, 
D. Pedro, se encontrava no Brasil e cada vez mais comprometido com o processo de 
independéncia local. Também se planeava, entre os conjurados, entretanto presos, o 
assassínio de alguns conhecidos vintistas. A conspiragáo constituía um inquietante 
sinal de que se encontrava em marcha um plano contra o regime constitucional, 
embora a Constituicáo ainda náo tivesse sido aprovada, plano esse que contaria com 
O apoio mais ou menos explícito da Rainha Carlota Joaquina de Bourbon. 

A mulher do rei D. Joáo VI, filha primogénita de Carlos IV de Espanha e irmá 
de Fernando VIL, viria a revelar-se a personagem central do processo contra-revolu- 
cionário portugués como os acontecimentos futuros iriam demonstrar?. A saída da 
Corte para o Brasil, em Novembro de 1807, na sequéncia da invasáo do reino pelas 
tropas imperiais francesas, náo recolheu o seu acordo. Manteve-se sempre contraria- 
da no Rio de Janeiro, onde se terá incompatibilizado com o marido, de quem vivia 
separada. Ainda no Brasil, Carlota Joaquina revelou ambigóes políticas pessoais. 
Procurou aproximar-se dos liberais de 1810-1812 para que estes a tomassem como 
a fiel e legítima depositária da coroa de Espanha enquanto seu irmáo Fernando VIT 
se encontrasse prisioneiro de Napoleño. 

Carlota Joaquina aguardou sempre pelo momento de regresso 4 Europa e uma 
vez reinstalada em Lisboa, em Junho de 1821, optou por manter residencia diferente 
em relagáo ao rei. Passavam semanas sem se ver, mas náo deixava de receber os seus 
próprios fiéis, gente facilmente identificada com o absolutismo e os propósitos do 
Antigo Regime. Já em 1822 e com uma coragem pessoal que se deve destacar enfren- 
tou as Cortes Constituintes. Também ela, como o Cardeal Patriarca e os bispos de 
Olba e de Angra no ano anterior, se recusou a jurar a Constituigáo, entretanto já 
aprovada e jurada pelo Rei, criando um problema político sério a D. Joáo VI e aos 
deputados. Foi este facto, se dúvidas subsistissem, que empurrou a rainha para a 
lideranca dos inimigos do regime liberal. A vitimizagáo pessoal de Carlota Joaquina 
seria ampliada ainda pela prisio domiciliária a que se viu forcada pelos vintistas, 
embora com o consentimento do rei. Tratou-se de uma manobra mal calculada pelos 
parlamentares e por D. Joáo VI uma vez que a rainha evitou desta forma o exílio, 
como aconteceria com o Patriarca de Lisboa, podendo manter as suas ambicóes 
políticas domésticas e a sua capacidade de manobra intactas. 

Com efeito, a Constituicáo seria aprovada a 23 de Setembro e logo jurada pelo 
rel a 1 de Outubro de 1822, escassas semanas após o Brasil ter declarado unilate- 
ralmente a sua independéncia, num processo liderado pelo infante D. Pedro9. Com 


8 Sara Marques Pereira, D. Carlota Joaquina e os «Espelhos de Clio»: actuacao política e figuragóes 
historiográficas, Lisboa: Livros Horizonte, 1999. 

o Bastos Pereira das Neves, Lúcia Maria, Corcundas e constitucionais. A cultura política da inde- 
pendéncia (1820-1822), Río de Janeiro: Revan-FAPERJ, 2003 e Eugénio dos Santos, D. Pedro IV, Lisboa: 
Círculo de Leitores, 2006. 
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o afastamento das principais figuras da Contra-Revolugáo, a aprovacáo da Consti- 
tuicáo, o encerramento das Cortes Constituintes e a abertura das Ordinárias, logo 
em Novembro de 1822, o regime liberal parecia poder seguir o seu projecto político 
com alguma normalidade. Tal realidade náo passava de um equívoco. Para comegar, 
o país náo se podia colocar á margem dos principais acontecimentos da Europa 
daqueles dias, onde o liberalismo revolucionário era contestado. Os principais diri- 
gentes da Santa Alianca já haviam decidido no Congresso de Verona, encerrado 
em Outubro, sobre a necessidade de proceder a uma intervencáo militar francesa em 
Espanha, pela máo dos «roo mil filhos de Sáo Luís», cujos efeitos em Portugal 
teriam de ser levados em conta. O próprio Secretário de Estado dos Negócios da 
Guerra veio ao parlamento já em Fevereiro de 1823 para chamar a atengáo dos 
deputados sobre os «negócios da Europa» e a necessidade de preparar o país para 
uma eventual intervencáo militar estrangeira, quadro que explica a criagáo tardia 
da Guarda Nacional, instituigáo pensada em moldes semelhantes á sua congénere 
francesa para defender os ideais ameacados da revolucáo!o. 

Com o contexto externo favorável, a rebeliío contra-revolucionária seria mesmo 
inevitável. A 23 de Fevereiro de 1823, o conde de Amarante, um aristocrata de 
província, auxiliado por um dos militares afastados na sequéncia da atrás referida 
«Martinhada» de 1820, iniciou em Vila Real, no norte do país, uma revolta contra 
o governo de Lisboa, contando com o apoio de membros do Exército afectos ao 
ideais do absolutismo. A reposicáo de Fernando VIT como rei absoluto em Madrid 
e a permanéncia da tropa francesa em Espanha, cuja marcha em direcgáo á fronteira 
portuguesa constituía uma ameaca, garantiam alguma confianga aos revoltosos. O 
governo e as Cortes reagiram também pela via militar e enviaram um destacamento 
para o norte de Portugal com o objectivo de sossegar as províncias e derrotar os 
insurrectos. O conde de Amarante foi vencido e os seus bens confiscados. Para evi- 
tar males maiores foi mesmo obrigado a refugiar-se em Espanha, transformando-se 
em mais um símbolo da Contra-Revolucáo, cuja sombra náo deixava de pairar sobre 
O país. 

Trés meses depois o desfecho de nova tentativa contra-revolucionária seria dife- 
rente. A 27 de Maio ocorreria nova demonstragáo da forga militar oposicionista aos 
liberais, mas desta vez as consequéncias seriam bem mais sérias. Na ocasiáo, um 
regimento de infantaria, que se devia dirigir para Beira, mal saiu de Lisboa, revoltou- 
se. Aos insurrectos juntou-se o infante D. Miguel, em Vila Franca de Xira. Apoiado 
por alguns generais revoltosos e com o beneplácito da máe, promove um golpe 
militar que pretendia derrubar o rei, que se dizia ser manipulado pelo governo, e 
reinstalar o regime absolutista. Entre as principais consequéncias da “Vilafranca- 
da” destaque-se a imediata suspensio da aplicacáio da Constituicio de 1822, com o 
natural encerramento imediato das Cortes ordinárias, colocando um ponto final na 
experiéncia «Vintismo». 

Os tempos eram de total ambiguidade política em Lisboa. Se por um lado D. 
Joáio VI parecia quer antecipar o triunfo da Contra-Revolugáio com a sua adesáo 
ao movimento liderado pelo filho, por outro lado nomeou uma comissáo com o 
propósito de redigir uma outra Constituicáo, alegadamente mais moderada, que 


10 Arnaldo Pata, Revolugáo e cidadania, Lisboa: Colibri, 2004. 
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depois seria por si outorgada. A evolugáo dos acontecimentos ditaria o fracasso de 
tal manobra. 

Ainda antes de se verificar todo este desfecho, os absolutistas conseguiam mani- 
festar-se de maneira audível no palco mais improvável, o parlamento de Lisboa. 
Quando a reuniño da Assembleia Constituinte de 1821-1822 se aproximava do seu 
final, acordou-se como inevitável na eleigio de Cortes Ordinárias para dar segui- 
mento aos trabalhos parlamentares. A nova Lei Fundamental do Reino iria consa- 
grar o procedimento que regulamentaria a nova escolha dos deputados (Título III, 
Capítulo II — da reuniáo das Cortes)". A eleigío ocorreria a 18 de Agosto de 1822 
e seria regulada pela Lei de 11 de Julho de 1822. A legislatura demoraria, se tudo 
decorresse de acordo com a Constituicáo, dois anos e comportaria duas sessóes 
legislativas com a duragáo de trés meses consecutivos cada. 

Oficialmente, os trabalhos das Cortes Gerais e Extraordinárias da Nacáo Portu- 
guesa apenas se finalizaram a 4 de Novembro de 1822. No seu discurso de encerra- 
mento, o presidente do «Soberano Congresso» náo deixaria de fazer uma referéncia 
explícita aos seus desejos de que a futura assembleia, que se reuniria dentro de dias, 
prosseguisse e reforcasse o seu empenho e determinagáo em fazer cumprir o deter- 
minado na Constituigáo aprovada há poucas semanas: 


Assim mesmo deixamos ás cortes ordinárias um precioso legado de experiéncias e 
de doutrina, de que elas muito se podem aproveitar, aumentando-o com os seus pró- 
prios cabedais; o seu activo zelo e a ilustrada firmeza de vossa majestade removeráo 
em breve tempo todos os obstáculos que possam retardar o pleno cumprimento da 
Constituigio”. 


A abertura das novas Cortes ocorreria a 15 de Novembro, prolongando- sea 
reunio da cámara até 31 de Marco de 1823, registando-se ainda a ocorréncia de 
mais cinco sessóes em Maio, antes da interrupgáo abrupta dos seus trabalhos em 2 
de Junho de 1823 pelos motivos atrás expostos e derivados da ocorréncia da «Vila- 
francasa». Dito de outra forma, a legislatura ordinária que se previa durar dois anos 
apenas cumpriu cinco meses. Pese embora a sua muito curta duracáo, as Cortes 
Ordinárias de 1822-1823 seriam palco de debates decisivos como veremos. 

Sendo conhecidas várias movimentacóes contra-revolucionárias, o clima políti- 
co que se vivia por esta altura em Lisboa ainda era propício a que se depositassem 
legítimas esperangas na consolidagío do regime liberal. Náo obstante terem sido 
ensombradas pelo processo que conduziu á declaracío de independéncia do Brasil, 
as Cortes Constituintes tinham encerrado com o seu principal propósito alcancado 
conseguindo oferecer uma Constituigio a Nacáo. O rei jurara o documento e na 
própria cámara perante os deputados na sessáo derradeira tinha levantado um sono- 
ro «Viva o Soberano Congresso» dando provas públicas da sua adesáo ao sistema 
constitucional. A Monarquía Constitucional reclamada em 24 de Agosto de 1820, 
chegava ao final de 1822 dotada dos instrumentos institucionais que poderiam asse- 
gurar a sua consolidacáo. 


= Jorge Miranda, O constitucionalismo liberal luso-brasileiro, Lisboa: Comissio Nacional para as 
Comemoragóes dos Descobrimentos Portugueses, 2001, 81-84. 
2 Diário da Cámara dos Deputados, sessio de 4 de Novembro de 1822, 980. 
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As CORTES ORDINÁRIAS DE 1822-1823: AMBIENTE POLÍTICO E FACGOES 
EM CONFRONTO 


Depois de cumprido o processo eleitoral e conhecidos os futuros ocupantes da 
Cámara dos Deputados, as Cortes Ordinárias da Nagío Portuguesa abriram a 15 de 
Novembro de 1822 sob a presidéncia de Hermano Braamcamp do Sobral, um anti- 
go membro da Junta de Governo saída da revolugío de Agosto de 1820. As sessóes 
preparatórias decorreram até 20 de Novembro e o parlamento teria a sua primeira 
sessáo solene oficial a 1 de Dezembro, já sob a direccáo de José Joaquim Ferreira de 
Moura, que também tinha integrado a mesma Junta de Governo, em 1820. 

Os deputados eleitos tinham sido divididos entre ordinários e substitutos, em 
número semelhante, sendo a lista ordenada de acordo com as várias províncias do 
continente, ilhas da Madeira e dos Acores, Ultramar e Brasil num total de 37 divi- 
sóes eleitorais'3. Depois do cerimonial previsto, um conjunto de parlamentares des- 
locou-se ao Palácio da Bemposta, em Lisboa, que por aquela altura servia de morada 
de D. Joáo VI, com o propósito de anunciar a sua Majestade o início dos trabalhos. 
Na ocasiáo o Rei teve a oportunidade de reafirmar o seu agrado pelo anúncio da 
consolidagáo das «leis regulamentares», tendo referido na ocasiáo: 


Fico inteirado, senhores, de que as cortes ordinárias se acham instaladas. Podeis 
assegurar ás cortes que o objecto da vossa mensagem me causa tanta satisfacío quanto 
é sincero e consequente o interesse que tomo em ver consolidar a obra de regeneracío 
política da monarquia por sábias leis regulamentares, e quanto é bem fundada a espe- 
ranca de que os trabalhos das cortes ordinárias háo-de justificar o acerto das eleigóes 
e corresponder perfeitamente á confianga da nagáo!4, 


Havia, contudo, um problema a requer solugáo imediata por parte dos depu- 
tados, a declaracíio de independéncia do Brasil. Durante as primeiras sessóes da 
cámara ordinária passou-se, como era do regimento, á verificacío de poderes de 
todos os eleitos pelos círculos do Portugal continental, sendo confirmados os depu- 
tados ordinários e os substitutos. Entre estes, conservaram o direito a manter-se em 
exercício 39 deputados eleitos pelo Brasil e 5 pelas possessóes ultramarinas (Ango- 
la, Cabo Verde e Goa), num total de 44 parlamentares5. Muitos dos congressistas 
brasileiros apresentaram a sua imediata demissáo, outros sugeriram escusas várias, 
recusando-se uma boa parte a integrar os trabalhos da cámara. Como algumas pro- 
víncias do Brasil, casos do Maranháo, Piauí, Ceará, Rio Grande do Norte, Paraíba e 
Pernambuco, tinham já manifestado o seu apoio á causa secessionista, mantendo-se 


3 Para já, o Minho trazia a cámara 16 deputados, Trás-os-Montes 5, a Beira 22, a Estremadura 19, O 
Alentejo 8 e o Algarve 4 num total de 74 deputados confirmados pela Junta Preparatórias de Cortes. Os 
restantes deputados seriam incorporados mais tarde. De notar que a lei eleitoral previa a eleigio de um 
total de 118 deputados. 

14 Diário da Cámara dos Deputados, sessio de 1 de Dezembro de 1822, 35. 

w5 Diário da Cámara dos Deputados, sessio de 15 de Novembro de 1822, 3 e Documentos para a 
História das Cortes Gerais da Nagáo Portuguesa, Tomo l, 1820-1825, Lisboa: Imprensa Nacional, 1883, 
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outras na expectativa, estes deputados tinham já abandonado ou encontravam-se 
prestes a deixar a Europa em direcgáo ao novo país da América do Sul'6, 

Quando se iniciaram os trabalhos parlamentares, as discussóes rapidamente 
adquiriram um cariz processual e administrativo. Já náo estavam em causa gran- 
des opcdes de natureza política, como os poderes a atribuir ao rei, a escolha entre 
um parlamento com uma ou duas cámaras, a questáo da extensáo ou da limitagáo 
do direito de voto, o princípio da liberdade de imprensa ou a independéncia do 
Brasil, temas fracturantes que tinham sido amplamente discutidos no Congresso 
Constituinte. 

A cámara náo esteve muito tempo aberta, pelo que as polémicas foram pouco 
incisivas. Náo se disputaram questóes programáticas que permitissem revelar de 
forma inequívoca a existencia de faccóes políticas bem definidas. O debate, essen- 
cialmente sobre questóes orgánicas, subalternizou a dimensáo política, sobressaindo 
apenas duas temáticas que se vieram, ainda assim, a revelar essenciais para o futuro 
da legislatura: a recusa de D. Carlota Joaquina em prestar público juramento da 
Constituigáo e os acontecimentos militares de natureza contra-revolucionária que 
ocorreram em Trás-os-Montes. Os casos do bispo de Angra e de Olba, bem como 
do Cardeal-Patriarca de Lisboa, eram situacóes resolvidas pelo exílio ou pela prisio 
das figuras em questáo. Para além destes temas, o parlamento discutiu preferen- 
cialmente de forma acesa o Orgamento de despesas e receitas para o ano de 1823 e 
a questáo das responsabilidades dos funcionários públicos, mas sem um conteúdo 
político táo evidente como o conferido ás discussóes sobre os temas anteriores. 

Como se disse, as Cortes Ordinárias náo revelaram a existéncia de faccóes poli- 
ticamente alinhadas ou organizados de forma coerente. Os deputados quando inter- 
vinham expressavam pontos de vista essencialmente apenas vinculativos de uma 
vontade individual, náo se congregando em blocos ou correntes de opiniáo distintos 
entre si. Era a consciéncia particular do cidadáo que ditava conceitos e pareceres e 
náo a intencgáo de pertencer a um partido ou faccáo. 

Outros princípios desconhecidos eram os da obediencia de voto ou da disciplina 
no seguimento de um líder na sala das sessóes. As intervencóes e as votacóes eram 
assim dominadas por critérios de opcáo pessoal e pela definigáo exclusiva da percep- 
cáo sobre cada assunto e sobre qual a opcáo que parecia mais correcta no momento. 
As votacóes eram reflectidas, mas apenas do ponto de vista uninominal, náo se 
notando qualquer tipo de preocupacáo em seguir uma linha política conforme ou 
consequente. 

Um factor poderia unir ou náo os eleitos e este seria a presenga anterior nas 
Cortes Constituintes. Como um número considerável de deputados provinha da 
legislatura anterior, sendo que alguns deles tinham participado ou até estado pre- 
sente em acontecimentos verificados antes do 24 de Agosto de 1820, daqui poderia 
emergir um grupo, que partilhava entre si o facto de ser composto por homens 
que entraram no parlamento no momento fundador do regime, podendo formar 
um grupo homogéneo, embora dividido entre diferentes posigóes pessoais perante 
circunstáncias concretas. 


16 Simáo José da Luz Soriano, História da Guerra Civil e do Estabelecimento do Governo Parlamen- 
tar em Portugal, Terceira Epocha, tomo Il, parte L, Lisboa: Imprensa Nacional, 1882, 65. 
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Os liberais compunham a maioria na cámara náo deixando muito espago para 
que a faccáo absolutista, que contava um número reduzido de eleitos, se manifes- 
tasse de forma activa durante os debates. Todavia, a situacio iria alterar-se quando 
se velo a discutir a questáo da recusa da rainha em jurar a Constituigio. Este posi- 
cionamento político de descrigio e invisibilidade, assumido pelos partidários do 
Antigo Regime com assento nas Cortes, que os levava apenas a se tornarem notados 
quando se examinavam assuntos de menor significado político, também poderia 
ser entendido como uma clara manifestacáo de desafectacio em relacáo ao regime 
liberal. Esperavam apenas o momento ideal para tirar partido dos acontecimentos 
e colocar em causa todo o sistema político vigente. Aguardavam, eventualmente, 
que a invasáo de Portugal por parte das tropas francesas estacionadas em Espanha 
ou a eclosáo de um qualquer movimento contra-revolucionário no país, alterasse a 
situacío em seu favor”. 

Com efeito, durante a vigéncia da legislatura, seriam objecto de discussóes no 
hemiciclo cerca de trés dezenas de temas que podemos identificar como tendo rele- 
váncia maior para a causa pública. Os mais significativos, pelo número de sessóes 
que motivaram, como foi já enunciado, valeram, sobretudo, pelo seu conteúdo for- 
mal e náo tanto pelo enfoque político colocado no tom das intervencóes. O orga- 
mento das receitas e despesas para o ano de 1823 ocupou 23 sessóes, enquanto a 
questáo da responsabilidade dos funcionários públicos preencheu 15 sessóes. Os 
tópicos de natureza militar (isencóes de recrutamento militar e armamento e defesa 
da Nagáo) ocuparam 6 sess0es cada um), 

Teve de se esperar até ao início de Dezembro para se levantar a questáo da recu- 
sa de D. Carlota Joaquina em jurar a Constituigáo. O debate sobre a sublevagáo 
contra-revolucionária de Trás-os-Montes iria iniciar-se somente a 27 de Fevereiro. 
Ambos os assuntos iriam ser debatidos também ao longo de 6 sessóes parlamen- 
tares cada um, mostrando a importáncia política da discussáio destes assuntos. De 
notar que as Cortes Ordinárias e Extraordinárias de 1822-1823 tiveram um número 
exacto de 1oo sessóes, das quais 28 aconteceram em 1822 (desde 15 de Novembro), 
realizando-se 72 em 1823 (até 21 de Maio). Destas, entre 15 e 21 de Maio de 1823 
realizaram-se 5 sessóes das Cortes Extraordinárias. 

Como se disse, um dos principais temas políticos em debate neste parlamento 
derivou da recusa da raimha em prestar o juramento da Constituicáo de 1822 pre- 
visto na lei com base num fundamento de ordem moral e de carácter privado. Na 
ocasiáo, D. Carlota Joaquina refugiou-se no argumento de que anteriormente tinha 
decidido que nunca iria jurar sobre qual fosse o assunto. A Constituigáo previa 
que pelo Artigo 13. do Capítulo Único do Título 1 — Dos Direitos e Deveres 
Individuais dos Portugueses, «Os ofícios públicos náo sáo propriedade de pessoa 
alguma. O número deles será rigorosamente restrito ao necessário. As pessoas, que 
os houverem de servir, juraráo primeiro observar a Constituigio e as leis; ser fiéis 
ao Governo; e bem cumprir suas obrigacóes». A questáo era a de saber se a rainha 


17 José d'Arriaga, História da Revolucao Portugueza de 1820, Porto: Lopes 8 C.* Editores, vol. IV, 
1889, 233. 

18 Anexo A. 

19 Anexo B. 
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poderia ou náo ser considerada como funcionário público. Em caso afirmativo, o 
juramento era obrigatório de acordo com a letra da Constituigáo. 

O problema foi apresentado aos deputados pelo parlamentar que servia de secre- 
tário na ocasiáo —Joáo Baptista Felgueiras— logo na sessáo n.” 7, ocorrida em 4 
de Dezembro de 1822, através de ofício que o mesmo teria acabado de receber do 
Ministério dos Negócios do Reino, que reproduzia uma participacio do rei dando 
conta do comportamento irregular de D. Carlota Joaquina e da decisáo que a rainha 
teria assumido sobre o mesmo assunto. A soberana corria o risco de perder a condi- 
cáo de cidadáo e de ser obrigada a abandonar o reino: 


Nlustríssimo e Excelentíssimo Senhor. El Rei manda participar ás Cortes Ordiná- 
rias da Nacáo, que havendo recusado a Rainha prestar o juramento a Constituigáo 
política da Monarquia, a que era obrigada na conformidade da lei, Sua Majestade, 
ouvido o Conselho de Estado, ordenou que os ministros tomassem as medidas con- 
venientes para a exacta observáncia da mesma lei. Como porém a Rainha representasse 
que no rigor da presente estacáo, segundo o estado actual da sua saúde, náo podia 
empreender a jornada para fora do Reino sem que a sua vida corresse perigo; Sua 
Majestade, tendo ouvido o parecer dos médicos, que declararam ser bem fundado 
este receio, mandou que se diferisse o cumprimento da lei na parte que diz respeito 
a sair do território portugués, enquanto durar a impossibilidade de assim se cumprir. 
Todo o processo deste negócio consta do incluso relatório que Sua Majestade manda 
remeter ao soberano Congresso, para seu inteiro conhecimento?o. 


O relatório mencionado na comunicacáo ao parlamento tornava público que 
D. Joáo VI, tendo conhecimento do que se passava, teria em tempo oportuno soli- 
citado aos seus ministros que informassem a rainha acerca da sua obrigatoriedade 
em cumprir o juramento como uma obrigacáo de todos os «funcionários públicos 
e possuidores de bens nacionais», num prazo que expirava em 4 de Dezembro de 
1822. Dito por outras palavras, quando os deputados foram informados oficialmen- 
te da situacio, já D. Carlota Joaquina tinha tomado conhecimento de que náo se 
encontrava dispensada de cumprir a lei e que, caso persistisse, deveria sofrer sangóes 
pelo seu acto hostil. Para além disso, existia um precedente bem vivo na memória de 
todos. Quando o Cardeal Patriarca de Lisboa se encontrou na mesma situagío, recu- 
sando-se a jurar as Bases da Constituicáo, foi obrigado a exilar-se no sul de Franca 
—em Baiona— sendo na ocasiáo declarada a Sé Patriarcal como vacante. Os bispos 
de Angra e de Olba também já tinham sido conduzidos a prisio pelo mesmo motivo. 

Seja como for, estava lancado o mote para que os deputados mais radicais assu- 
missem o ataque á posigáo da rainha. Coube a Manuel Borges Carneiro, eleito por 
Lisboa, e um dos nomes mais conhecidos do elenco parlamentar, pois tinha partici- 
pado na Revolucáo de 1820 no Porto e sido eleito deputado para as Cortes Consti- 
tuintes, liderar a facgáo liberal nas criticas 4 monarca. Borges Carneiro, um orador 
de mérito reconhecido pelos seus pares, revelou-se particularmente intransigente 
perante a posigáo de D. Carlota Joaquina. O seu argumento era o de que com aque- 
la atitude a rainha revelava náo apenas a sua oposigáo em relagáo ao regime liberal, 
como se assumia como a principal instigadora do movimento contra- revolucionário 
larvar no reino. 


20 Diário da Cámara dos Deputados, de 4 de Dezembro de 1822, 78-80. 
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Na prática, tratavam-se de duas posigóes radicais. Ao extremismo de D. Carlota 
Joaquina protagonizado pelo seu acto de recusar o juramento da Constituigáo junta- 
va-se o fundamentalismo, de feigáo contrária, do deputado que apoiou sem reservas 
todas as medidas que o executivo tomou legalmente sobre a matéria, seguindo a 
mesma Constituigáo que a rainha rejeitava. A irmá de Fernando VII era assim acu- 
sada de «levantar audaciosamente a bandeira da reacgáo»*, passando a gerir todo o 
processo contra-revolucionário, de que ela própria era instigadora. 

Do ponto de vista da legalidade constitucional, Borges Carneiro, um magistra- 
do, sabia que teria legitimidade para defender a sua posigío. A Lei Fundamental 
da nacáo portuguesa obrigava todos os cidadáios com algum tipo de notoriedade 
pública a prestar este juramento sob pena de renúncia do estatuto de cidadáo e de 
deportacáo. Perante este quadro, Filipe Ferreira de Araújo e Castro, o ministro e 
secretário de Estado dos Negócios do Reino, limitou-se a cumprir a sua obrigacáo 
quando convidou D. Carlota Joaquina a prestar o devido juramento, tal como já 
tinha acontecido com o monarca. A rainha declinou o convite com veeméncia e 
disso mesmo deu conhecimento ao soberano através de carta de 26 de Novembro 
de 18222, 

O assunto, pelo delicado da questáo para o futuro do regime, assumia uma 
importáncia semelhante á que se poderia atribuir 4 independéncia do Brasil. Náo 
espanta por isso, que as Cortes Ordinárias viessem a assistir a debates com inter- 
vencóes animadas sobre matéria táo relevante. Contra a posigáo da Rainha cedo se 
destacou outro liberal radical, o deputado substituto por Setúbal, Nuno Álvares 
Pereira Pato Moniz. Do lado da defesa, o principal patrocinador da decisáo de D. 
Carlota Joaquina foi José Acúrcio das Neves, eleito como substituto por Arganil*. 

Entretanto, enquanto se passavam a esgrimir argumentos contra e a favor da 
rainha no debate parlamentar, a situacío militar ia-se deteriorando. O desconten- 
tamento no Exército era já uma realidade devido ás notícias que davam conta das 
movimentacóes em Espanha com a entrada no território vizinho das tropas fran- 
cesas comandadas pelo duque de Angouléme com o propósito de abolir o regime 
constitucional e restaurar a ordem política tradicional em obediéncia aos propósitos 
da Santa Alianga. Quem internamente viria a beneficiar das circunstáncias favorá- 
veis, como foi já referido, seria o conde de Amarante que aproveitou para levantar 
uma revolta em Vila Real, em Fevereiro de 1823, á qual se viriam a juntar forcas 
de milicianos e de paisanos reunidos em Trás-os-Montes, sob o lema de «Morra a 
Constituicáo e todos os seus sectários»24, 

As notícias que chegavam de Espanha náo eram propriamente uma novidade. 
Em Outubro de 1822, o Congresso de Verona tinha já autorizado a intervengáo 
dos «Cem Mil Filhos de S. Luís» em Madrid. O chanceler austríaco Metternich e o 
imperador da Rússia, acabaram por consentir que a Franca de Luís XVIII livrasse 
o irmáo de Carlota Joaquina da Constituigio de Cádis, possibilitando desta forma a 
adesáo gaulesa ao acordo europeu pós-napoleónico. Para agravar o clima de instabi- 
lidade sentida em Espanha várias cidades assistiram ao recrudescer da influéncia de 


21 Manuel Pinheiro Chagas, História de Portugal, Lisboa: Empreza da Historia de Portugal, vol. 8, 
1898, 220. 

2 Diário da Cámara dos Deputados, sessáo de 4 de Dezembro de 1822, 79. 

23 Diário da Cámara dos Deputados, sessio de 11 de Dezembro de 1822, 138-139. 

24 Diário da Cámara dos Deputados, sessáo de 27 de Fevereiro de 1823, 1027. 
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grupos identificados como «republicanos» e «anarquistas» que se revoltavam contra 
o governo e contra Fernando VII, vendo-se o monarca espanhol obrigado a chamar 
as forgas da ordem para colocar um fim na agitacáo política. 

A convulsáo que parecia tomar Espanha de assalto náo poderia deixar indiferen- 
tes as chancelarias europeias, preocupadas com o possível contágio das ideias revolu- 
cionárias?ó, A inevitável necessidade de travar o alastrar do vírus da Revolucáo ditou 
a intervencáo francesa já em Abril de 1823 restabelecendo a ordem absolutista com 
o apoio dos realistas espanhóis. 


Os DEBATES PARLAMENTARES SOBRE A DESOBEDIÉNCIA DA RAINHA 


Ainda que náo devidamente desenvolvida, pode-se aceitar a divisória atrás men- 
cionada para caracterizar o posicionamento político dos parlamentares presentes na 
primeira legislatura vintista que se reuniu entre Janeiro de 1821 e Novembro de 1822 
(moderados, gradualistas e radicais), mas já no caso da segunda (1822-1823), a que 
nos interessa para este estudo, a auséncia de debate em torno de temas relaciona- 
dos com a definigáo do sistema político, com algumas excepcgdes, náo permite uma 
taxinomia demasiado elaborada. Assim, para simplificar a análise podemos dividir 
os deputados entre duas faccóes: liberais e absolutistas. Mesmo que entre ambas 
existam derivas radicais, ao nível do debate e das votagóes essas diferencas foram 
menos perceptíveis. 

Na época, a mais consistente segmentacio do campo parlamentar foi elabora- 
da por José Maria de Pando, o encarregado de negócios espanhol em Lisboa, um 
liberal com responsabilidades no pronunciamento militar do Porto de 1820 e um 
bom conhecedor dos círculos políticos portugueses, e que identificou quatro grupos 
distintos nas Cortes: os absolutistas (apoiantes do direito divino da autoridade do 
rei), os liberais («exaltados» ou radicais), os liberais moderados (adeptos de uma 
monarquia constitucional forte que garantisse as liberdades políticas e civis), e os 
designados «aristocratas», manifestando-se estes a favor da concentracio do poder 
na coroa, embora reconhecendo ao povo o direito a exercer uma mitigada represen- 
taco política”. 

Como se mencionou já, o início do debate político sobre este tema candente 
teria lugar aquando da recepcáo no parlamento do ofício emitido pelo Ministro dos 
Negócios do Reino dando conta da situacio: 


Nlustríssimo e Excelentíssimo Senhor. El Rei manda participar ás Cortes Ordiná- 
rias da Nacáo, que havendo recusado a Rainha prestar o juramento 4 Constituigáo 
política da Monarquía, a que era obrigada na conformidade da lei, Sua Majestade, 
ouvido o Conselho de Estado, ordenou que os ministros tomassem as medidas con- 
venientes para a exacta observáncia da mesma lei. Como porém a Rainha representasse 
que no rigor da presente estacáo, segundo o estado actual da sua saúde, náo podia 
empreender a jornada para fora do Reino sem que a sua vida corresse perigo, Sua 
Majestade, tendo ouvido o parecer dos médicos, que declararam ser bem fundado este 


25 Simáo José da Luz Soriano, História da Guerra Civil e do Estabelecimento do Governo Parlamen- 
tar em Portugal, Lisboa: Imprensa Nacional, terceira época, tomo Il, parte I, 1882, 95. 

26 Ibidem, 97. 

27 Jorge Pedreira e Fernando Dores Costa, D. Joao VI, Lisboa: Círculo de Leitores, 2006, 292. 
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recelo, mandou que se diferisse o cumprimento da lei na parte que diz respeito a sair 
do território portugués, enquanto durar a impossibilidade de assim se cumprir. 
Todo o processo deste negócio consta do incluso relatório que Sua Majestade 
manda remeter ao soberano Congresso, para seu inteiro conhecimento. 
Deus guarde a V. Exa. Palácio da Bemposta, 4 de Dezembro de 1822. Filipe Fer- 
reira d'Araújo e Castro — Sr. Joáo Baptista Felgueiras»2. 


Este ofício foi acompanhado de uma nota verbal entregue pelos ministros 4 Rai- 
nha, assim como da contestacáo de D. Carlota Joaquina ao documento, explicando 
que náo se prestaria ao juramento previsto no quadro legal porque já tinha dito 
anteriormente que assim iria proceder e que, conhecendo bem a legislacío, estava 
disposta a enfrentar as consequéncias dos seus actos. D. Joáo VI, pelo seu lado, 
informou também as Cortes da sua decisio de ouvir o Conselho de Estado sore a 
imposicáo de sancóes a soberana. 

Numa primeira leitura, o parecer do Conselho de Estado foi equívoco. Aparen- 
temente, era até favorável ás pretensóes de D. Carlota Joaquina, o que se explica pela 
composicgáo deste órgáo consultivo do monarca que na altura integrava um conjunto 
de personalidades na sua maioria náo claramente alinhadas com os princípios libe- 
rais. Á opiniáo emitida —puramente ideológica— era a de que náo era claro qual 
o sentido da lei a luz da Constituigio. Por outro lado, a serem aduzidas quaisquer 
sancdes, as mesmas apenas poderiam ser aplicadas pelo poder judicial. Para a «plu- 
ralidade» dos conselheiros, a rainha náo teria cometido qualquer delito, estando em 
causa «somente o facto de náo querer aderir ao novo pacto social». Convidava-se 
mesmo as Cortes a alterar a lei no sentido de acomodar a posigáo da D. Carlota 
Joaquina com o seu alegado estado de saúde debilitado. 

O governo de Portugal náo foi táo permissivo e decidiu dar cumprimento á 
Constituigáo, mandando iniciar os preparativos para a saída da Rainha do país 
embora, face ao perigo de vida invocado pela monarca, fosse pedida uma conferén- 
cia médica, participada por todos os dez doutores da Rainha, para comprovar o seu 
estado de saúde e, sendo caso disso, adiar a sua partida até ser aconselhável a viagem. 

Cedo se percebeu que o debate parlamentar sobre o assunto náo iria ser con- 
sensual depois da intervengáo do deputado José Acúrsio das Neves, que apresen- 
tou uma Indicagáao onde se questionava fortemente as medidas que estavam a ser 
tomadas relativamente a um procedimento que considerava como sendo uma prer- 
rogativa da Rainha, tendo esta tese tido, igualmente, a adesío de outros deputados 
que podemos identificar como absolutistas. Com efeito, Acúrsio das Neves náo se 
encontrava sozinho ao propor esta Indicacáo, sendo o seu primeiro subscritor a 
frente de nomes como os de Gaspar Joaquim Telles da Silva, António Pinto Coelho 
Soares de Moura, Francisco Manuel Martins Ramos e Manuel Dias de Sousa. 

Acúrsio das Neves era um conservador que a partir de Revolucio de 1820 se 
dedicou a um trabalho de divulgacáo das ideias anti-liberais, publicando nume- 
rosos escritos onde defendia uma ideologia em tudo contrária ao espírito liberal, 
sendo por isso reconhecido como partidário do Antigo Regime político. A sua 
intervencáo estava repleta de manifestacóes de apoio á Rainha, o que indicava a 
sua clara filiagío realista, utilizando express0es que já náo eram habituais nas Cor- 
tes, como «na Augusta Pessoa da Rainha» ou «uma Rainha, cujos bem merecidos 


28 Diário da Cámara dos Deputados, Sessáo n.” 7, de 4 de Dezembro de 1822, 78-79. 
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louvores tém soado por mais de uma vez nesta sala, até pela sua adesáo ao sistema 
constitucional»?>, 

A argumentacáo de Acúrsio das Neves baseava-se no pressuposto de que a Rai- 
nha tinha sido julgada «sem preceder processo, nem sentenga do poder judiciário», 
e ter sido coarctada da liberdade ao ser mandada para a quinta do Ramalháo, como 
se «fosse convencida de grandes crimes», colocando acima de tudo dúvidas sobre a 
obrigacio da Rainha jurar a Constituigáo pois «náo é líquido se Sua Majestade está 
no caso da lei»3o, 

O mesmo deputado insurgiu-se por ter havido uma intromissáo «do poder exe- 
cutivo sobre o poder judicativo» e acusou os ministros de náo terem tido conside- 
racáo para com as Cortes a quem deviam ter consultado antes de decidirem contra a 
Rainha que náo «podia ser privada da sua liberdade, dos seus direitos, e da sua casa, 
senáo por meio de sentenca proferida por autoridade competente», Na sua pro- 
posta final, Acúrsio das Neves pediu para que «a Rainha seja mandada restituir ante 
omnia ao estado de liberdade, e ao pleno gozo dos seus direitos» e que «se forme 
e se decida o competente processo» a apreciar pelas Cortes ou outra autoridade??. 

Após a leitura desta proposta, logo se levantaram os deputados Nuno Álvares 
Pereira Pato Moniz e Francisco Simóes Margiochi insurgindo-se por considerarem 
a mesma «absurda» e «anti-constitucional». Para resolver o problema criado por 
Acúrsio das Neves a presidéncia propós á assembleia que se remetesse a Indicagáo 
para uma comissáo especial encarregada de dar o seu parecer sobre o «negócio da 
ex-Rainha», proposta que recolheu os votos favoráveis de mais de dois tercos dos 
deputados3. 

O parecer da comissáo seria logo redigido e náo revelou surpresas. Insistia no 
pressuposto de que a lei teria de ser aplicada a D. Carlota Joaquina e que as Cortes 
náo teriam mais atribuigóes no caso do que ficarem inteiradas de todos os factos 
ocorridos. A irmá de Fernando VII perdia os direitos inerentes a condicáo de cida- 
dáo e deixava de ter direito a dignidade de raimha a partir de 4 de Dezembro de 1822, 
ficando retirada na quinta do Ramalháo, nos arredores de Lisboa, o que correspon- 
dia a uma espécie de exílio interno ou de prisio doméstica. Manifestava-se ainda na 
ocasiáo a censura pelos termos da Indicagao de Acúrsio das Neves, náo encontrando 
os membros da comissáo quaisquer razóes para que se pudessem por em causa os 
procedimentos havidos, atribuindo exclusivamente a Rainha a responsabilidade pela 
sua conduta34. 

Em resposta ás questóes suscitadas pela intervencáo da comissáo, o deputado 
Bento Pereira do Carmo, um dos nove deputados que fizeram intervencóes favo- 
ráveis a D. Carlota Joaquina, tomou logo a palavra. Náo colocando em causa que a 
lei sobre o juramento da Constituigáo se aplicasse a Rainha, aprovando por isso o 


29 Diário da Cámara dos Deputados, Sessáo n.” 23, de 23 de Dezembro de 1822, p. 242. 
30 Ibidem, 241 
1 Diário da Cámara dos Deputados, Sessáo n.* 13 de 11 de Dezembro de 1822, pp. 139 

32 Ibidem, 139-140 

33 A Comissáo era formada pelos deputados Manuel Borges Carneiro, António Lobo de Barbosa Fe- 
rreira Teixeira Giráo, Manuel José Baptista Felgueiras, José Corréa da Serra e Joío Pedro Ribeiro. Diário 
da Cámara dos Deputados, Sessáo n.” 13 de 11 de Dezembro de 1822, 139-140. 

34 Diário da Cámara dos Deputados, Sessáo n.” 24 de 24 de Dezembro de 1822, 241-243. 
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procedimento do Governo, aproveitou para questionar o parecer da dita comissáo 
pelo facto do mesmo deixar a monarca em penosas condicóes de vida3s. 

Seguidamente, o deputado Alexandre Alberto de Serpa Pinto repudiou a posicáo 
assumida pela rainha, assim como a «doutrina subversiva» da Indicagao de Acúr- 
sio das Neves recentrando o debates“. Já o deputado Francisco Manuel Trigoso de 
Aragáo Morato lamentou na sua intervencáo que a D. Carlota Joaquina tivesse de 
perder os seus direitos e ser obrigada a sair do reino «sem que a lei expressamente 
lhe imponha essa pena» e sem que haja certezas sobre a obrigacio do juramento, 
por a Rainha náo dever ser considerada funcionário publico e ter a qualidade de 
estrangeira, devendo ser necessário elaborar um processo e obter uma sentenga. Este 
deputado náo concordou com as razóes apontadas pelo ministro do Reino para náo 
se fazer intervir o poder judicial neste caso e decidir a saída da Rainha do país?7. 

Também o deputado Manuel José Rodrigues Araújo e Costa se manifestou a 
favor da Rainha ao referir que «é de notória evidéncia a certeza do contrário, isto 
é que nem a Rainha era obrigada a jurar, nem quando o fosse, poderia nela recair a 
sancáo imposta», náo concordando, pois, com o parecer da Comissáo3. O deputado 
Gaspar Joaquim Telles da Silva, outro dos signatários da Indicagáo apresentada por 
Acúrsio das Neves, irá utilizar na sua intervencáo a expressáo «Rainha nossa senho- 
ra» o que lhe valeu uma admoestacío do presidente da mesa. Na sua declaracío, 
que levantou uma sussurro reprovador na sala, o deputado veio dizer a Assembleia 
que «a Rainha náo era obrigada a jurar a Constituigio» porque aquele dever «náo 
compreende na sua generalidade as mulheres casadas, tendo jurado seus maridos» 
e que mesmo que estivesse a isso obrigada só o poder judiciário poderia aplicar a 
sentenga%. Acúrsio das Neves, voltou a usar da palavra, náo reconhecendo na lei a 
obrigatoriedade do juramento pela Rainha, aproveitando para se insurgir contra as 
medidas que lhe foram aplicadas, sem que para isso tenha sido aberto um processo 
prévio pelo poder judiciário que suportasse a sentenga4. 

Em resposta aos oradores precedentes, Manuel Borges Carneiro, como lhe com- 
petia, fez a defesa aprofundada do parecer da Comissáo, comegando por afirmar que 
este náo assentou «na autoridade do facto da recusa de jurar», porque náo existia 
«delito nem pena, há só execucgío de lei». O deputado passou de seguida a expor 
as razOcs porque a Rainha náo teria de ser julgada pelo poder judicial porque «o 
poder judicial só trata de casos contenciosos, ou de acgóes criminais» e a «Rainha 
nem delinquiu, nem contesta». De facto, a Rainha apenas «diz que náo quer estar na 
sociedade portuguesa, e que portanto está disposta a sair do Reino»4, 

Já o deputado Manuel de Macedo veio também discutir o carácter náo criminal 
do procedimento da Rainha, para concluir que os argumentos tecidos pelos deputa- 
dos que defenderam a náo aplicacáo da lei 4 Rainha náo tinham merecimento e que 
o projecto do deputado Acúrsio das Neves deveria ser «desprezado por indigno». 
António Marciano de Azevedo corroborou as opinióes anteriores de que a Rainha 


35 Diário da Cámara dos Deputados, Sessio n.* 24 de 24 de Dezembro de 1822, pp. 243-246. 
36 Ibidem, 246-247. 

37 Ibidem, 248-252. 

38 Ibidem, 251-252. 

39 Ibidem, 253. 

40 Ibidem, 254-255. 

4 Ibidem, 255-257. 
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era livre de jurar a Constituigáo, náo sendo isso crime, mas um acto de franca liber- 
dade cujas consequéncias da lei teriam de ser depois assumidas. O mesmo tipo de 
argumentacío foi usado pelo deputado José Liberato Freire de Carvalho quando 
afirmou que para a Rainha «poder gozar dos bens que a Constituigáo lhe oferece 
é forgoso que jure, ou que perca sua dignidade e seu título, saindo para fora dos 
domínios portugueses»*. 

A ocasiáo mais caricata da sessáo ocorreu quando o deputado António José da 
Silva Peixoto fez uma insólita intervengáo na qual pediu aos presentes que entoas- 
sem «este hino de alegria: Viva a Rainha de Portugal! Viva a Rainha Fidelíssima», 
introduzindo na assembleia um momento de espanto e de surpresa antes de ser 
severamente admoestado pelo Presidente da Mesas. Para terminar o dia de debates 
o deputado Francisco Soares Franco ainda veio defender as raz0es que presidiram 
ás sancóes contra a Rainha, reforgando o facto desta ser náo só donatária da Coroa, 
mas igualmente funcionário público, sendo por isso obrigada a jurar a Constituicgio, 
votando em consequéncia contra a Indicagáo de Acúrsio das Neves. 

Passadas as festividades do Natal, ao reiniciar-se os trabalhos parlamentares a 27 
de Dezembro, na discussáo sobre o parecer da comissáo especial acerca da recusa 
da Rainha em prestar o juramento a Constituicáo, o deputado Joio Maria Soares 
Castelo Branco comegou por afirmar, num tom extremado, que se alguém perante a 
Constituigáo se «recuse reconhece-la e se negue a prestar-lhe o assenso publico pela 
forma que a lei determina, falemos claro, náo pode ser outro o motivo senáo porque 
quer nossa desgraca, porque é nosso inimigo». E continua referindo que «todo o 
que sendo chamado [...] ao dito juramento recusar prestá-lo, perderá a qualidade 
de cidadáo e sairá imediatamente do território portugués», razáo que o conduziu a 
aprovar o procedimento do governo quanto a esta questáo4, 

Também o deputado Joaquim Plácido Galváo Palma exprimiu o mesmo ponto 
de vista do precedente, assim como o deputado Rodrigo de Sousa Castelo Branco 
reforcando o parecer de que a Rainha era funcionário público e possuía bens da 
Coroa, o que a obrigaria ao juramento da Constituigáo, propondo por isso ao par- 
lamento que solicitasse ao Governo no sentido de que este desse plena execucáo ao 
cumprimento da lei, proposta a qual se juntou, igualmente, o deputado Francisco 
António de Campos. 

Manuel de Serpa Machado veio trazer novos leituras sobre a matéria a discussáo 
quando manifestou a sua solidariedade para com a Rainha no momento difícil que 
esta atravessava, ao mesmo tempo, que concordava com o parecer da Comissáo quer 
no que dizia respeito aos seus fundamentos quer na sua conclusáo. Ressalvava, no 
entanto, o facto contraditório da comissáo especial e das Cortes se julgarem autori- 
zadas e competentes para aprovar os actos do Governo e de seguida dizerem que náo 
pertencia ás Cortes aprová-los, mas apenas tomar conhecimento deles4s, 

Quando foi a sua vez de falar o deputado Francisco Xavier Monteiro reforcou 
o argumento em defesa da componente legal da questáo, reafirmando que a Rainha, 
sendo por um lado donatária de bens nacionais e por outro ser chefe de reparticio 
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44 Diário da Cámara dos Deputados, Sessío n.? 25 de 27 de Dezembro de 1822, 263-265. 
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em cujo nome se expediam ordens, estaria obrigada indubitavelmente ao juramento 
da Constituigio. Acrescentou também que ao recusar o voto D. Carlota Joaquina 
«mostra por este acto o ódio ou o desprezo de que está possuída contra este sagrado 
código da liberdade Portuguesa», sendo neste seu parecer acompanhado pelo depu- 
tado Joáo Francisco de Oliveirasó, 

Depois de discorrer sobre as razóes que levaram a que a Rainha a ignorar a 
Constituigáo incorrendo no incumprimento da lei, devendo por isso sofrer as con- 
sequéncias estabelecidas, o deputado Agostinho José Freire foi claro ao afirmar que 
há «outros, que desejosos de perturbar a ordem publica, aproveitam sempre com 
prazer todas as Ocasi0es que a isso podem contribuir». Para além disso, o «desgosto 
e aversío que tém pela Constituicio alguns inimigos da ordem actual das coisa» 
empurraria Os adversários do regime para «más opinides», como as expressas pelos 
signatários da Indicacáo de Acúrsio das Neves47. 

O deputado Joaquim Lopes da Cunha também interveio na polémica para reco- 
nhecer o direito que assistia á Rainha em náo jurar a Constituicio, embora lamen- 
tasse a sua decisáo que a excluía definitivamente da nacáo portuguesa, votando por 
isso no parecer da Comissáo. O deputado António Pretextato de Pina e Mello expri- 
miu, seguidamente uma opinido muito negativa sobre a Rainha, dizendo dela que 
é «dotada de um génio altivo e orgulhoso», sendo táo forte o seu desejo de reinar 
que, «combinada no Brasil com o seu filho fez uma segunda tentativa para derribar 
do trono o seu Rei», pelo que agora recusando «por táo frívolo pretexto jurar a 
Constituigáo, tenha por fim uma terceira tentativa para conseguir o que nas primei- 
ras duas náo pode alcancgar», votando por isso que se peca ao Governo para fazer 
cumprir a lei4, 

O sempre interventivo deputado Nuno Alvares Pereira Pato Moniz, que já tinha 
manifestado o seu desacordo logo após a apresentacio da proposta de Acúrsio das 
Neves, interveio novamente para registar a actuacáo política de alguns dos membros 
do Conselho de Estado e do Governo, afirmando que «todos eles erraram, unica- 
mente exceptuando o Ministro dos Negócios da Justiga e o da Guerra e os dois 
Conselheiros Moura e Braamcamp». Mais, para Pato Moniz «o acto da Senhora D. 
Carlota náo querer jurar a Constituigio, é um acto lícito, livre, e espontáneo, náo 
envolve crime, nem delito e, como bem disse o Governo em seu relatório aqui náo 
se trata da aplicacáo de pena a facto ilícito, mas sim das consequéncias naturais do 
acto livre de náo aderir a Rainha ao pacto social». Por tudo isto o deputado aprova- 
va O parecer da comissáo, sendo ainda de «opiniáo que se diga ao Governo que as 
Cortes ficam inteiradas, que se comprazem ao ánimo constitucional de El-Rei e que 
esperam a mais pronta execucío da lei» e que finalmente «se declare na acta que essa 
indicacáo —apresentada por Acúrsio das Neves— foi julgada indigna das Cortes e 
da Nacáo e altamente desprezada como absurda, subversiva, e anticonstitucional»49, 

Os deputados Francisco António de Almeida Moraes Pessanha, José Ignacio 
Pereira Derramado e António Gomes Henriques Galo manifestaram-se, igualmente, 
no sentido de dar voto favorável ao parecer da Comissáo e ao procedimento dos 
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Ministros, rejeitando por isso a polémica Indicacáo alvitrada por José Acúrsio das 
Neves e defendida pelos absolutistas. Outros alinharam pelo mesmo tom, apro- 
vando o parecer da comissáo especial e reprovando a Indicagáo. Nesta circunstán- 
cia encontraram-se os deputados Manuel António de Carvalho, Joio Bernardo da 
Rocha Loureiro, Joío da Silva Carvalho, José Máximo Pinto da Fonseca Rangel, 
Joáo José Brandáo Pereira de Mello, Manuel Aleixo Duarte e José Victorino Barreto 
Feio. 

Após estas últimas intervencóes a presidéncia do parlamento julgou estar a maté- 
ria suficientemente discutida, tendo alguns deputados proposto entáo que se pro- 
cedesse a uma votacio nominal que contemplaria a votagáo dos dois pareceres: o 
primeiro consistia em que se declarasse na acta que as Cortes ficaram inteiradas 
dos factos; o segundo consistia em que a Indicacáo do deputado Acúrsio das Neves 
deveria ser rejeitada. 

Chegado o momento da votagáo, o primeiro parecer seria aprovado por 77 votos 
a favor (90%) e somente 9 votos contra (10%)5. A segunda votacío seria ainda mais 
expressiva, sendo a Indicagáo recusada por 82 votos (95%) e aprovada apenas por 
4 votos (5%), Na prática, estes resultados acabaram por náo ter consequéncias de 
maior. A rainha já se encontrava afastada na Quinta do Ramalháo desde que o rei a 
tinha obrigado a retirar-se para aquele palacete, ali devendo permanecer até que os 
seus médicos se pronunciassem sobre se o seu estado de saúde lhe permitiria fazer 
a viagem até Cádis, para onde pretendia ser levada após a sua expulsio do Reino. 
Na realidade, D. Carlota Joaquina iria ali manter-se até meados de Maio, altura 
em que a ocorréncia do golpe militar da «Vilafrancada»veio suspender as garantias 
constitucionais. 

Em termos políticos, contudo, os debates e as votacóes acabaram por revelar 
a presenca nas Cortes de um pequeno, mas voluntarioso grupo de deputados que 
intransigentemente se colocaram ao lado da rainha nesta questáo, aproveitando para 
deixar bem patentes as suas opgóes divergentes em termos de modelo de governacáo. 
Afinal, os inimigos do regime liberal encontravam-se representados no coracáo da 
instituigio que servia de sede ao poder legislativo. 


Os DEBATES PARLAMENTARES SOBRE A SUBLEVAGAO DE TrÁs-Oos-MONTES 


A sessáo das Cortes Ordinárias de 27 de Fevereiro de 1823 seria marcada pelo 
início da discussáo relacionada com um acontecimento que iria contribuir decisiva- 
mente para o desfecho político que pouco tempo mais tarde a «Vilafrancada» iria 
concretizar. A sessío desse dia contou com a presenca do Secretário de Estado dos 
Negócios da Justiga, que veio ao parlamento a pedido do Rei para comunicar aos 
deputados um assunto que requerla a máxima urgéncia: 


Acaba de chegar á Secretaria de Estado dos Negócios da Justiga um próprio, envia- 
do pelo governador da justiga da casa do Porto, o qual na verdade náo traz noticias 
agradáveis. S. Majestade as manda comunicar ao Soberano Congresso, a fim de ser 
autorizado o Governo para obrar da forma que as Cortes julgarem conveniente. O 


so Anexo C. 
5 Diário da Cámara dos Deputados, Sessío n.? 25 de 27 de Dezembro de 1822, 284-285. 
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conde de Amarante, depois de ter corrido grande parte das terras do Minho, de se 
haver demorado em Braga, e noutras partes mais consideráveis daquela província, 
recolheu-se a Vila Real, e no dia 21 á testa de alguma tropa miliciana, e de alguns pai- 
sanos, montado a cavalo, langou máo do estandarte, e gritou: morra a Constituicgáo, e 
todos os seus sectários. Uniu-se com alguns do seu partido, e propde-se a langar por 
terra o sistema constitucional, que felizmente nos rege. Na cidade do Porto, aonde 
reina O maior sossego, e energia, se tomaram logo prontas medidas: aprontou-se arti- 
Iharia, e tudo o mais necessário. Iguais providencias se deram na província do Minho; 
e a chegada do general Rego ali náo deixou de ser muito oportuna. Eis aqui o que Sua 
Majestade manda participar ao Augusto Congresso, a fim de que possa dar as provi- 
dencias de que o Governo carece para se remediarem os males de que pode ser origem 
táo funesto acontecimento””, 


Logo após a cámara ter tomado conhecimento dos factos os deputados Pereira 
do Carmo, Jorge de Avilez e José Ferreira de Moura procuraram saber mais deta- 
lhes sobre a situacáo tendo este último comentado, num tom pouco alarmista, que 
«náo há medo nenhum, nem pode haver nenhum receio» sobre as informacgóes que 
acabavam de chegar a Lisboa. De seguida, o deputado Borges Carneiro deixou um 
conselho: estando «seguros pois da impoténcia da anunciada rebeliio, devemos con- 
tudo náo perder um instante em procurar atalhá-la», devendo ser tomadas medidas 
que «a todo o custo ponha o Estado a coberto de qualquer perigo» nem que para 
Isso seja preciso «armar-se ainda hoje o Governo do poder necessário para sufocar o 
germe da rebeliio em seu nascimento». Borges Carneiro acusava o líder da rebeliño 
de imbecilidade e de pedantismo, um fidalgáo “que náo podia viver sem ter parte 
em governos despóticos»5, 

Pelo seu lado, o deputado Jorge de Avilez ao insurgir-se contra o conde de Ama- 
rante solicitou para que «se decrete o suplício desse traidor, que ousou levantar sua 
infame voz contra o sagrado código da Constituigio»%. Os deputados António 
Lobo Giráo, Rocha Loureiro, Santos do Vale e Fonseca Rangel exigiram também 
que se tomassem «providéncias prudentes a severas, enérgicas medidas» para debelar 
a sublevacio. Por decisio do Congresso, o seu Presidente nomeou uma Comissáo 
encarregada de propor medidas que se deveriam adoptar perante a situagio5, vindo 
logo a ser apresentado o seguinte parecer: 


Constando haver principiado em Vila Real uma rebeliio manifesta contra o sis- 
tema constitucional á voz do conde de Amarante: e atendendo a que alguns mal- 
intencionados poderáo seguir esta miserável faccáo, e que alguns incautos podem ser 
arrastados a este infame partido em outra qualquer parte do Reino; verificando-se 
neste caso a precisáo de tomar as providencias que permite o artigo 211 da Consti- 
tuigio; decretam o seguinte: 

* Fica autorizado o Governo para fazer prender sem culpa formada os indiví- 
duos suspeitos de conspirarem contra o actual sistema politico. 

2. A inviolabilidade da casa do cidadáo fica suspensa. 


52 Diário da Cámara dos Deputados, Sessio 44, de 27 de Fevereiro de 1823, 1027. 

53 Diário da Cámara dos Deputados, Sessáo n.” 44 de 27 de Fevereiro de 1823, 1027-1028. 
54 Ibidem, 1028. 

55 Ibidem, 1028-1029. 
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3." Poderá remover dos empregos públicos, eclesiásticos, civis, e militares, todos 
os indivíduos suspeitos de favorecerem directa ou indirectamente os planos dos ini- 
migos da liberdade pública; e os poderá interinamente substituir. 

4. Poderá fazer sair do reino, ou remover de um lugar para outro, todos os 
indivíduos nacionais, Ou estrangeiros, cuja residéncia possa ser perigosa ao sistema 
constitucional. 

5. As disposicóes do presente decreto duraráo somente por espaco de 3 meses%, 


Da discussáo deste parecer iráo surgir avaliacóes de diferente alcance, umas mais 
radicais, outras mais moderadas, náo se podendo atribuir com clareza uma orien- 
tacío política a alguns dos deputados conotados com a ala absolutista, já que em 
termos gerais a sublevagáo de Trás-os-Montes foi repudiada por todos os deputados 
que participaram na polémica. 

Ainda assim, parece-nos útil analisar os contornos do debate que se travou no 
sentido de se tentar avaliar a posigio mais ou menos empenhada com que os depu- 
tados se referiram ás medidas propostas contra os revoltosos. Pereira do Carmo, por 
exemplo, adoptou uma posigáo condescendente, argumentando que há que ter cui- 
dado com medidas muito duras porque «uma revolugáo seguida de outra revolucáo 
em sentido contrário é o maior flagelo que pode sobrevir ás nacóes». O perigo da 
guerra civil era bem real. 

Comegam-se, entretanto, a debater os artigos do parecer da comissáo e as Opi- 
nióes dos deputados váo permitindo perceber o seu maior ou menor empenho na 
resolugáo apresentada. Assim, quanto ao artigo 1.” existiu uma quase unanimidade, 
embora tenha havido intervencóes acerca do carácter formal deste ponto por parte 
dos deputados Francisco Manuel Trigoso de Aragáo Morato e Borges Carneiro. O 
artigo 2.” mereceu já uma maior discussáo com os deputados António Pinto Coelho 
Soares de Moura e o mesmo Trigoso de Aragáo Mourato a questionar a necessidade 
desta suspensío, enquanto Borges Carneiro veio defender a sua aplicacáo a luz da 
emergéncia do momento, argumentando «quereremos nós atalhar o incendio no 
principio, ou deixá-lo lavrar mais? Se o Governo suspeitar que numa casa há inteli- 
géncias com os rebeldes, e ensaios para os auxiliar, náo poderá ele surpreender esses 
conspiradores?»5, 

Será novamente o deputado Trigoso de Aragáo Morato a questionar o artigo 3.” 
dizendo que este náo se encontrava contemplado na Constituicáo, recusando-se a 
votá-lo, preposigio que contou com a oposigáio dos deputados Fonseca Rangel e 
Xavier Monteiro, com este último a declarar que «náo devemos interpretar ampla- 
mente a Constituigáo a favor dos seus adversários, e fornecer-lhe por este meio a 
arma principal de que se continuem a servir», 

Ainda sobre o artigo 3.” o deputado António Ferreira de Moura veio argumen- 
tar com a necessidade de ser cauteloso com os indivíduos considerados suspeitos 
porque «é preciso que fagamos a maior ideia da sua boa fé, para náo a reputarmos 
em perigo» de maus procedimentos. O deputado Trigoso Morato voltou por sua 
vez a tecer consideracóes contrárias ao texto do artigo 4.” por achar que este era 
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demasiado penalizador para os cidadáos, afirmando que quando «se diz que a Cons- 
tituigcio náo deve cobrir os que se opóem a ela, é necessário que nos capacitemos 
que aqueles contra quem se dirigem estas medidas, se opóem a elas, porque pode 
ser que estas medidas váo atacar pessoas inocentes, e que pensando que se opóem á 
Constituigao se náo opóem»ó0, 

Um conjunto alargado de deputados, onde se incluíam Pato Moniz, Barreto 
Feio, Soares Franco, Rocha Loureiro, Silva Carvalho, Santos do Vale, Joío José 
Brandáo, Galváo Palma, Xavier Monteiro, votou favoravelmente o artigo 4.” com 
base no princípio de que estando o país em rebelio aberta, a Constituigáo aceitava 
nestes casos a suspensio das garantias individuais dos cidadáos. O artigo 5.” seria 
aprovado sem qualquer discussáoó, 

Os deputados, entretanto, foram continuando a receber informacóes sobre a 
evolugáo dos acontecimentos políticos e militares que iam ocorrendo no norte do 
país. No final da sessáo parlamentar de 3 de Marco de 1823, o secretário deu conhe- 
cimento á assembleia da recepgio de um ofício do Ministro dos Negócios da Justica, 
sem que o mesmo tivesse gerado algum debate, mas em cujo teor se podia ler o 
seguinte: 


Tenho a honra de participar a V. Exa. para que o faca presente ao soberano Con- 
gresso, que pelas noticias chegadas hoje, enviadas por alguns magistrados do Minho, e 
cámara de Penafiel, consta que o Conde de Amarante, tendo saído de Vila Real depois 
do acto de rebeliáo praticado no dia 23 do passado, e deixando ali de Governador o 
morgado Mateus chegara a Chaves no dia 24, que aí proclamando o foro militar, e 
sistema absoluto, chamara a si as tropas, entre as quais houve dissensóes, sendo preso 
o comandante do regimento de cavalaria numero seis. 

A Braganca chegaram no dia 25 emissários do rebelde, que náo foram acolhidos; 
pelo contrário a correspondéncia foi interceptada, e entre esta se acharam procla- 
macóes subversivas. 

O Marechal de Campo Luiz do Rego Barreto, havia mandado ocupar Braga aonde 
ele devia chegar no dia 28, para dali partir sobre Trás-os-Montes Em Amarante se 
achava em 27 O brigadeiro Manuel Luís Corréa, comandando as forgas que do Porto 
se destacaram, as quais se achavam animadas do melhor espirito. 

A cámara de Penafiel dá parte de haver-se ali sustentado a ordem por causa da feliz 
disposigáo do povo, coadjuvacáo eficaz do coronel de milícias daquela cidade, José 
Garcez Pinto de Madureira, e pelas activas medidas tomadas pela mesma cámara, que 
instituju uma guarda cívica para manutencáo da paz, e ordem pública; a esta guarda 
correram as pessoas mais qualificadas, que ficavam já fazendo servico. 

Os milicianos de S. Joño da Pesqueira, e todos os mais estavam cheios de entusias- 
mo; o mesmo sucedia ao batalháo de cagadores n.* y estacionado em Lamego. O distri- 
to de Basto, e os circunvizinhos, achavam-se a 26 do passado na maior tranquilidade, 
apesar dos rumores de Vila Real: os rebeldes mandaram restituir aos capitáes-mores, 
e capitáes de ordenangas, os livros das ordenangas. 

Estas sáo em suma as notícias comunicadas ao Governo pelo Ministério de Justica, 
em consequéncia das quais se tomam as mais activas providencias para extermínio dos 
rebeldes, 
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Tendo ficado as Cortes inteiradas da situagáo, o assunto só voltou a ser alvo da 
atencáo dos deputados quando na sessáo de 20 de Marco se iniciou a leitura de novo 
ofício do Ministro da Justica: 


Tenho a honra de participar a V. Exa. de ordem de El-rei para ser presente ao 
soberano Congresso que depois do acontecimento do dia 13 do corrente em que a 
vanguarda do general Luís do Rego dirigida pelo brigadeiro Pamplona encontrou 
os facciosos junto á povoagáo do Radeal, aonde se travou um combate renhido com 
perda de parte a parte, sendo obrigadas as nossas tropas a ceder a sua posicáo, por 
terem os rebeldes empregado toda a sua cavalaria nesta accáo; náo se tém apresentado 
os facciosos diante das nossas tropas. O general Rego em ofício que dirigiu ao Gover- 
no de Sua Majestade pela repartigáo da guerra, datado de Amarante em 17 do corrente, 
participa, que julgou conveniente transferir o seu quartel-general para Amarante a 
fim de reconcentrar as suas forgas, e poder com decidida vantagem cair nos rebeldes, 
e derrota-los completamente, para o que tem tomado as medidas necessárias; as pas- 
sagens do Douro se acham bem guarnecidas, e os pontos interessantes do Támega 
foram fortificados convenientemente, para assim os deixar seguros, quando se mover 
sobre Trás-os-Montes, cuja operacío executará logo que tiver reunidas todas as tropas 
de linha que estáo á sua disposicáo, deixando as milícias empregadas nas guarnicóes 
dos postos, e dos comboios: também oficiou aos generais da Galiza a fim de cortar-se 
por aquele lado a retirada aos facciosos; e para ser agarrado o rebelde D. José Luiz 
de Sousa, Morgado Mateus que consta ter há pouco saído de Trás-os-Montes para 
Espanha. Os facciosos sofreram bastante estrago na refrega do dia 13, de sorte que 
náo perseguiram as nossas tropas na sua marcha para Amarante: os povos desta parte 
da província estáo quási todos sublevados, e iludidos pelas proclamacóes do rebelde 
António da Silveira, e armados; porém este armamento do povo ficará inteiramente 
paralisado logo que entrarem naquela província as forgas do general Rego, o qual 
afirma que nada há que possa igualar o excelente espirito constitucional que mostram 
todas as tropas do seu comando, e que estes valentes defensores da pátria estáo arden- 
do por vingar o ultraje feito aos bravos cagadores, a quem perdeu a suma confianca 
que neles tinha o seu comandante. Grande parte dos cagadores prisionciros fugiu, e 
se tém já apresentado, e mais se reuniriam senáo fossem os paisanos que prenderáo 
alguns, e os levaram a Chaves: assim mesmo tem acudido muitos aos nossos postos de 
Lamego, Amarante, e Chaves. 

Todos os oficiais prisioneiros escolheram antes vir para suas casas, do que ficar no 
partido dos facciosos, como lhes foi proposto pelo rebelde Luiz Maria de Sousa Vahia, 
a excepgio do capitáo Mayer, alemáo, e do tenente, ambos do batalháo de cagadores 
n.? to: aqueles oficiais principiaram a vir apresentar-se para ser novamente emprega- 
dos, e náo fazer caso das guias, que lhe deram os facciosos, o 1.? que chegou ao Porto 
foi o tenente-coronel comandante do batalháo de cacadores n.” 9, Joáo Pereira de 
Menezes, e consta que também se salvaram o tenente-coronel comandante do batalháo 
n.* 10, António de Azevedo e Cunha, e o major comandante do batalháo de cagadores 
n. 7, Lima, e o brigadeiro Pamplona, depois de dispersas as tropas ligeiras na acgáo 
do dia 13, uniu-se ao regimento n.? 21, e com eles se opós aos facciosos durante algum 
tempo, causando-lhes grande perda, porém teve de ceder a forca da cavalaria, que o 
envolveu, e foi preso em uma casa para onde se retirou denunciado pelo dono dela. 

O acontecimento de se terem armado os povos da província de Trás-os-Montes; 
e mais que tudo o escandaloso procedimento dos paisanos, prendendo os soldados 
que se retiravam dos facciosos, e levando-os a Chaves, é um facto que tem merecido 
bastante consideracáo ao Governo de Sua Majestade, e náo pode deixar de ocupar 
ao soberano Congresso a mais seria atengío; e Sua Majestade me ordena de assim o 
participar a V. Exa. para que chegando ao conhecimento das Cortes, hajam de dar a 
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este respeito as providéncias que julgarem convenientes sobre um objecto de tanta 
importáncia. 

As outras províncias do Reino se conservam no maior sossego, e todas as tropas 
e habitantes estáo animados do melhor espirito, e dio as mais decididas provas de 
adesáo ao sistema constitucionaló, 


Perante este relato o deputado Serpa Pinto propós a Cámara dos Deputados que 
todos os paisanos encontrados de armas na máo fossem considerados traidores e 
processados militarmente como tal, bem como multadas as localidades onde fossem 
encontrados rebeldes armadosó4. Esta proposta teve a adesáo de diversos deputados, 
a comecar por Borges Carneiro. 

A proposta, depois de receber várias contribuicóes até ser fixado o texto final, foi 
posta a votacáo e aprovada pela Assembleia, incluindo por alguns deputados tidos 
por absolutistas como António Soares de Moura, Serpa Machado e Aleixo Duarte, 
que apesar de tudo aproveitaram a ocasiáo para se distanciar de algum eventual radi- 
calismo da proposta ao pedirem: «perdoemos a nossos irmáos iludidos, náo corra 
mais sangue de Portugueses por máo de Portugueses». 

Como seria de esperar também o deputado Acúrsio das Neves procurou suavizar 
as medidas que eram propostas, argumentando contra a sua rigidez, contrapondo 
que «medidas de rigor só servem de irritar; o que se precisa sío medidas de concilia- 
cáo que acalmem os espíritos infelizmente muito agitados, e sufoquem os partidos. 
Moderagío, moderacio, Sr. Presidente!». Era este, pois, o desejo do deputado, para 
que passasse quase incólume a grave alteragio da ordem e o desprezo pela lei que os 
sublevados de Trás-os-Montes tinham demonstrado. 

Colocada, finalmente, á votacio simples, náo nominal, dos deputados, como 
questáo preliminar, se as disposicóes da lei saída dos debates sobre a rebeliño de 
Trás-os-Montes seriam extensivas a todas as províncias do Reino que se achassem 
nas mesmas circunstáncias, foi decidido que sim e que se mandaria comunicar ao 
Governo. O texto final que foi aprovado ficou como segue: 


As Cortes atendendo a necessidade de sufocar em seu princípio a rebeliño decla- 
rada em Trás-os-Montes, e considerando que em tal ocorréncia convém somente con- 
sultar a seguranga pública, e preservar a Nagáo dos horrores da guerra civil; decretam 
provisoriamente o seguinte: 

1. As povoacóes, que sem serem coactas por forca militar, se levantarem contra o 
sistema constitucional, ficam fora da proteccáo da lei, e seráo tratadas militarmente 

2. Poderá o Governo autorizar os comandantes das tropas constitucionais, para que 
mediante sentenca proferida em conselho de guerra, cuja execugío dependa somente 
da aprovacáo deles, castiguem ate á pena de morte inclusivamente os indivíduos de 
qualquer classe ou condicáo, que pegarem nas armas contra o sistema constitucional. 

3. Poderá também o Governo autorizar os referidos comandantes para concede- 
rem qualquer amnistia, excluindo sempre dela os cabecas de rebeliáo. 

4. A despesa do exército de operacóes contra os rebeldes, será paga por seus pró- 
prios bens. A liquidagáo desta despesa, e a designacio dos indivíduos que a devem 
pagar, será cometida a uma Comissáo militar. 


6 Diário da Cámara dos Deputados, Sessáo n.” 61, de 20 de Marco de 1823, 230-231. 
64 Ibidem, 231. 
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5. Ficam revogadas quaisquer disposigóes na parte em que se opuserem ás da 
presente le16s, 


A sessáo de 29 de Marco de 1823 encerrava desta forma, terminando também 
o debate em torno da questáo da sublevacio de Trás-os-Montes, que seria afinal 
o embriáo de outro golpe militar —a Vilafrancada— que culminaria com o fim do 
regime constitucional cerca de dois meses mais tarde. As discussóes sobre os acon- 
tecimentos verificados no norte de Portugal tinham ocupado 6 sessóes parlamenta- 
res, entre 27 de Fevereiro e 29 de Margo de 1823, e motivado a intervencáo de 30 
deputados. Destes, apenas 7 acabaram por demonstrar pouco empenho no combate 
a sublevacío de cariz absolutista. Entre aqueles que náo censuraram de forma vee- 
mente os revoltosos realistas dois deles, Manuel Aleixo Duarte e D. José Valério da 
Cruz, que também era Bispo de Portalegre, tinham votado contra a Rainha Carlota 
Joaquina no processo anterior, demonstrando a volatilidade e a pouca coeréncia 
ideológica dos alinhamentos políticos da épocaS6, 

Após o triunfo do golpe de 27 de Maio, as Cortes reuniram-se pela última vez no 
dia 2 de Junho de 1823, tendo aprovado uma declaracáo de protesto contra a iniciativa 
revolucionária liderada por D. Miguel. Os deputados manifestaram o seu repúdio 
“contra qualquer alteracio ou modificagío que se faca na Constituigio do ano de 
1822”, mas o esforco de nada serviria. O regime liberal seria mesmo suspenso até 1826. 


CONCLUSAO 


A primeira experiéncia constitucional portuguesa (1820-1823) deve ser enten- 
dida como um fracasso. Todos os seus objectivos políticos mais imediatos foram 
alcancados, é certo, mas a sua curta duracáo adiou por uma década o lancamento do 
processo de modernizacáo económica, social, institucional e política do país. A aber- 
tura proporcionada pelo «vintismo» foi importante pelos debates que se iniciaram, 
sobretudo no parlamento, e por alguma da legislacío publicada, mas o triunfo das 
forcas contra-revolucionárias, em Maio / Junho de 1823, impediu a concretizacáo de 
muitas das ideias entáo aprovadas. Acima de tudo, a revolucáo de 1820 veio a deixar 
como heranga para a posteridade a memória de um liberalismo radical que virá a ins- 
pirar movimentos futuros ao longo do século xIx e no início do Xx. Para além disso, 
este momento revolucionário ficou associado a uma brutal contraccgáo do espaco 
imperial portugués, observado com a proclamagío unilateral da independéncia do 
Brasil, em Setembro de 1822, emancipacáo essa que só seria reconhecida pela antiga 
poténcia colonial em 1825 sob pressáo británica. 

O período náo foi homogéneo do ponto de vista político e esse seria uma das 
principais causas da instabilidade sentida na época. Logo após o sucesso do golpe de 
24 de Agosto de 1820 os contra-revolucionários comegaram a reunir esforgos para 
bloquear o novo quadro governativo. A chegada da família real do Rio de Janeiro, 
em Junho de 1821, e a aprovacáo da Constituigáo no ano seguinte precipitaram os 
acontecimentos. A alta hierarquia da igreja católica colocou-se contra o regime, O 
mesmo acontecendo com a rainha provocando uma crise na sua legitimidade. Para 


65 Diário da Cámara dos Deputados, Sessío n.” 66 de 29 de Marco de 1823, 330. 
66 Anexo D. 
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além de ter de assegurar o governo quotidiano, os revolucionários passaram a ter de 
lidar com um problema incómodo e que náo estaria no topo das previsóes, a expan- 
sáo do pensamento contra-revolucionário que chegaria ás próprias Cortes. 

No parlamento, os liberais encontravam-se em maioria na legislatura constituin- 
te de 1821-1822 e na legislatura ordinária de 1822-1823, mas sobretudo na segunda, 
quando a recusa de D. Carlota Joaquina em prestar o juramento da Constituigáo 
seria discutida, tornou-se mais nítida a presenga de uma pequena, mas aguerrida 
faccáo de deputados realistas, que aproveitando as prerrogativas constitucionais, 
minaram a credibilidade do regime. 

Quanto ao objectivo de identificar elementos diferenciadores entre os deputados 
que configurassem a existéncia de grupos políticos francamente distintos, pensamos 
que ficou claro que as Cortes Ordinárias de 1822-1823 deram a conhecer duas linhas 
ideológicas que se digladiaram ao longo das sessóes, tornando por isso mais simples 
a percepcáo de duas sensibilidades políticas, uma maioritária, liberal de extracto 
vintista e outra minoritária, mas combativa, agrupado numa ala anti-liberal com 
posicóes manifestamente absolutistas. 

Foi mesmo possível estabelecer tal diferenciacio fundamentando-a com a iden- 
tificagíio nominal dos deputados que, pelas posigóes tomadas nos debates e pelo seu 
sentido de voto, se colocaram num ou noutro destes dois campos. Relativamente á 
faccáo absolutista náo existem quaisquer dúvidas quanto á sua homogeneidade e ao 
seu carácter de «clá» com os seus membros partilhando a mesma ideologia, com um 
líder perfeitamente identificado, o deputado José Acúrsio das Neves. Na questáo 
relacionada com D. Carlota Joaquina, dos 86 deputados que votaram os pareceres 
em questío, 12 deles, ou seja 14%, defenderam de forma mais ou menos veemente a 
posigáo da rainha, derixando a descoberto a existéncia desta corrente. 

Já entre a faccáo liberal vamos encontrar duas orientagdes, porventura mais 
ténues, mas que reflectem de alguma maneira o sentido das posigóes tomadas nos 
debates, embora sem correspondencia na orientacáo de voto que irá ser sempre uná- 
nime nos temas abordados. Assim, é possível distinguir dentro deste grupo liberal 
heterogéneo um sector mais moderado, onde se incluem deputados como Borges 
Carneiro, Barreto Feio, José Liberato, Fonseca Rangel e Marino Miguel Franzini, 
entre outros, que procurava caminhar de forma calculada e sem pressas no sentido 
de alterar as instituicOes, e um grupo mais radical, integrando Pato Moniz, António 
Lobo Giráo, Jorge de Avilez, Santos do Vale, Joío José Brandáo, Galváo Palma, 
Xavier Monteiro, manifestando alguma violéncia ideológica e uma urgéncia pre- 
mente em fazer avancar rapidamente as medidas mais liberalizantes. 

Seja como for, a segunda legislatura vintista, mais do que a constituinte que a 
precedeu, foi palco de debates ideológicos que permitiram identificar a existéncia 
de uma corrente política contra-revolucionária. Esta aproveitou as discussóes em 
torno da recusa de D. Carlota Joaquina em jurar a Constituigáo e da condenacáo da 
sublevacío militar ocorrida no norte de Portugal sob a lideranca do conde de Ama- 
rante, um aristocrata de província comprometido com os princípios absolutistas, 
para ganhar visibilidade pública e marcar a agenda política. 

Esta circunstáncia ajuda a perceber como o vintismo triunfante em Agosto de 
1820 esteve longe de ser um movimento consensual e como as forcas afectas á con- 
tra-revolucáo rapidamente se organizaram para fazer oposicáo política e militar aos 
liberais, aproveitando as novas instituigóes, como o parlamento, para enfraquecer a 
legitimidade do regime. 
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ANEXO A 


Cortes Ordinárias de 1822-1823 
Principais temas debatidos durante as sessóes ordenados cronologicamente 


Tema Sessáo Págs. 
Escusa de deputados 7 Dez 1822 991 105 
Regulamento das provas de vinho do Douro 9 Dez 1822 1132 125 
Recompensa aos beneméritos da Nagáo 11 Dez 1822 1274133 
11 Dez 1822 1382139 
Recusa de juramento da Constituicáo pela Rainha 2EDS Bn 
27 Dez 261 a 285 
29 Mar 1823 302 a 306 
Reforma da Universidade 12 Dez 1822 140 a 148 
Recrutamento 16 Dez 1822 171 a 178 
Eleigáo de deputados 17 Dez 1822 183 a 190 
Liberdade de imprensa 19 Dez 1822 200 
21 Dez 1822 2194231 
23 Dez 2322235 
Isencóes de recrutamento militar pa A 
30 Dez 298 a 302 
31 Dez 308 a 311 
2 Jan 1823 3252331 
7 Jan 1823 3592371 
9 Jan 397 A 410 
11 Jan 427 2439 
14 Jan 461 2 474 
16 Jan 481 a 496 
18 Jan 509 a 519 
21 fan 5412554 
23 Jan 558 a 568 
25 jan 582 a 590 
28 Jan 615 a 625 
3o Jan 645 2 647 
Orcgamento de despesas e receitas para o ano de 1823 1 Fev 662 a 670 
4 Fev 687 a 698 
8 Fev 729 4741 
13 Fev 789 a 802 
15 Fev 832 a 837 
15 Fev 843 a 849 
17 Fev 8502859 
18 Fev 866 a 872 
21 Fev 921 2933 
22 Fey 935 2944 
25 Fev 984 a 993 
27 Fev 1013 a 1024 
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Tema Sessáo Págs. 
8 Jan 1823 386 2395 
13 Jan 441 2 453 
15 Jan 475 2 480 
17 Jan 503 a 507 
20 Jan 5212534 
6 Mar 58269 
7 Mar 71285 
Responsabilidades dos funcionários públicos 8 Mar 89 296 
11 Mar 1154 122 
12 Mar 132 a 140 
13 Mar 147 a 151 
14 Mar 166 a 180 
15 Mar 182 a 188 
17 Mar 193 a 200 
20 Mar 2352239 
Infraccóes da Constituicáo por deputados dissidentes 1o Jan 1823 4112418 
do Brasil 
Administracáo dos expostos 27 Jan 1823 593 a 603 
Fundos para Fragata da Marinha 29 Jan 627 2638 
Código comercial 3 Fev 672 2.679 
Código criminal 3 Fev 679 a 683 
5 Fev 1823 699 a 709 
. 7 Fev 7162724 
Terrenos incultos 
14 Fev 814 a 828 
4 Mar 36240 
Das 8 Fev 1823 7412753 
Organizacáo do Conselho de Estado 
10 Fev 7552756 
10 Fev 1823 762 a 769 
Reforma das pensoes pp ERCAcTÓn 
5 Mar 43245 
21 Mar 2492250 
19 Fev 1823 875 a 885 
20 Fev 886 a 904 
Armamento e defesa da Nagáo 2458 ES 
28 Fev 1038 a 1048 
3 Mar 11216 
5 Mar 50a5I 
27 Fev 1823 1027 a 1036 
6 Mar 53955 
Sublevacáo de Trás-os-Montes 20 Mar 2302231 
20 Mar 2312233 
20 Mar 2392243 
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Tema Sessáo Págs. 
SS z 1o Mar 1823 101 a 114 

Criacáo da Guarda Nacional 

12 Mar 129 a 132 
Registo de propriedade 17 Mar 1823 200 a 206 
Deputagáio permanente das Cortes 18 Mar 1823 2134222 
Abastecimento de trigo 18 Mar 1823 2222229 
Extingáo das portagens 24 Mar 1823 2702278 
Depósitos no Banco de Lisboa 26 Mar 1823 290 2 294 
Fornecimento de armas ao Exército 29 Mar 1823 3122318 

16 Mai 1823 8219 
Divisáo administrativa do território 17 Mai 26236 

20 Mai 40248 
Administracáo de receitas e despesas 21 Mai 1823 49265 


Fonte: Diário das Cortes da Nagáo Portuguesa, Segunda Legislatura, Tomos Primeiro, Segundo e 
Terceiro, Lisboa: Imprensa Nacional, 1822-1823. 
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ANEXO B 


Cortes Ordinárias de 1822-1823 
Temas debatidos com maior número de sessóes 


Temas N? Sessóes 
Orcgamento de despesas e receitas para o ano de 1823 23 
Responsabilidades dos funcionários públicos 15 
Recusa de juramento da Constituicáo pela Rainha 6 
Sublevacío de Trás-os-Montes 6 
Isencóes de recrutamento militar 6 
Armamento e defesa da Nagáo 6 
Reforma das pensóes 4 
Terrenos incultos 4 
Divisáo administrativa do território 3 
Organizacáo do Conselho de Estado 3 
Criacáo da Guarda Nacional 2 
Escusa de deputados 1 
Regulamento das provas de vinho do Douro 1 
Recompensa aos beneméritos da Nagáo 1 
Reforma da Universidade 1 
Recrutamento 1 
Eleicáo de deputados 1 
Liberdade de imprensa 1 
Infraccóes da Constituigáo por deputados dissidentes do Brasil 1 
Administracáo dos expostos 1 
Fundos para Fragata da Marinha 1 
Código comercial 1 
Código criminal 1 
Registo de propriedade 1 
Deputagáo permanente das Cortes 1 
Abastecimento de trigo 1 
Extingáo das portagens 1 
Depósitos no Banco de Lisboa 1 
Fornecimento de armas ao Exército 1 
Administracáo de receitas e despesas 1 


Fonte: Diário das Cortes da Nagáo Portuguesa, Segunda Legislatura, Tomos Primeiro, Segundo e 
Terceiro, Lisboa: Imprensa Nacional, 1822-1823. 
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ANEXO C 


Cortes Ordinárias de 1822-1823 


do Juramento da Rainha 


Apelido Nome completo E | F 
Abreu António Júlio de Frias Pimentel e Abreu o 
Aguiar Manuel Caetano Pimenta de Aguiar O 
Albuquerque Joáo Vitorino de Sousa Albuquerque o lo 
Andrade Lourenco Rodrigues de Andrade o 
Azevedo António Marciano de Azevedo (Hipólito) o lo 
Bastos José Joaquim Rodrigues de Bastos o lo 
Branco Joio Manuel de Freitas da Silva Branco o jo 
Brito Francisco Pinto Brochado de Brito o lo 
Cabral Manuel Corréa Pinto da Veiga Cabral o lo 
Caldas Joáo José Bekman e Caldas o jo 
Campos Francisco António de Campos o Jo 
Carmo Bento Pereira do Carmo o Jo 
Carneiro Manuel Borges Carneiro 
Carvalho Manuel António de Carvalho o lo 
Carvalho Joaquim Pereira Annes de Carvalho o jo 
Carvalho Tomás de Aquino José de Carvalho e Lemos o lo 
Carvalho José Liberato Freire de Carvalho o jo 
Carvalho Joáo da Silva Carvalho o jo 
Carvalho Bernardo Teixeira Coutinho Alvares de Carvalho o lo 
Carvalhosa Francisco Joaquim Delgado Carvalhosa o lo 
Castello Branco Rodrigo de Sousa Castello Branco o lo 
Castello Branco Joío Maria Soares Castello Branco o 
Catalláo Joáo Rodrigues de Oliveira Catalláo o lo 
Coelho Romualdo de Sousa Coelho, Bispo do Pará o 
Conceicáo Domingos da Conceicáo o [o 
Costa Manuel José Rodrigues Araujo e Costa 
Couto Manuel da Rocha Couto o lo 
Cruz D. José Valerio da Cruz, Bispo de Portalegre o lo 
Cunha Joaquim Lopes da Cunha o lo 
Derramado José Ignacio Pereira Derramado o lo 
Duarte Manuel Aleixo Duarte o lo 
Feio José Victorino Barreto Feio o Jo 
Felgueiras Junior | Joáo Baptista Felgueiras (Junior) o Jo 
Felgueiras Sénior | Manuel José Baptista Felgueiras (Sénior) o lo 
Franco Francisco Soares Franco o jo 
Franga Luis Paulino de Oliveira Pinto da Franga o Jo 
Franzini Marino Miguel Franzini o jo 
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Apelido Nome completo E | F 
Freire Agostinho José Freire o jo 
Gaio António Gomes Henriques Gaio o Jo 
Gato Pedro Alvares Gato o jo 
Giráo António Lobo Barbosa Ferreira Teixeira Giráo o jo 
Lacerda Manoel de Castro Corréa de Lacerda o jo 
Leitáo Francisco Rebello Leitáo o jo 
Leite Manoel Balthazar Mendes Leite o jo 
Lobo Francisco Xavier Leite Pereira Lobo o Jo 
Loureiro Joáo Bernardo da Rocha Loureiro o jo 
Macedo Manoel de Macedo Pereira Coutinho o jo 
Machado Manoel de Serpa Machado o lo 
Margiochi Francisco Simóes Margiochi o Jo 
Mascarenhas José das Neves Mascarenhas o jo 
Mello António Pretextato de Pina e Mello o Jo 
Mello Joáo José Brandáo Pereira de Mello o jo 
Mello Manoel Pedro de Mello o jo 
Menezes Luiz da Cunha de Castro e Menezes o jo 
Menezes Gaspar Joaquim Telles da Silva e Menezes 
Miranda Innocencio Antonio de Miranda o Jo 
Moniz Nuno Alvares Pereira Pato Moniz o 
Monteiro Francisco Xavier Monteiro o 
Morato Francisco Manuel Trigoso de Aragáo Morato o 
Moura António Pinto Coelho Soares de Moura 
Moura José Ferreira de Moura o jo 
Neves Azevedo das Neves 
Neves José Accursio das Neves 
Novaes Francisco Joaquim Gomes Ferreira de Novaes O 
Oliveira Joío Francisco de Oliveira 
Palma Joaquim Plácido Galváo Palma o jo 
Peixoto António José da Silva Peixoto 
Pereira José Bento Pereira o jo 
Pessanha Francisco António de Almeida Moraes Pessanha o jo 
Pimentel Francisco Botto Pimentel o lo 
Pinto Basílio Alberto de Sousa Pinto o Jo 
Pinto José Pereira Pinto o Jo 
Quaresma Manoel Gomes Quaresma o jo 
Ramos Francisco Manuel Martins Ramos 
Rangel José Máximo Pinto da Fonseca Rangel o jo 
Ribeiro Joáo Pedro Tavares Ribeiro o Jo 
S. Luiz D. Fr. Francisco de S. Luiz, Bispo Conde o lo 
Sampaio José Camillo Ferreira Botelho de Sampaio o jo 
Serpa Pinto Alexandre Alberto de Serpa Pinto o jo 
Serra José Francisco Corréa da Serra o jo 
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Apelido Nome completo A|B|C|D|E|F 
Serra Pedro Paulo de Almeida Serra o jo 
Silva Carlos José da Cruz e Silva o 
Silva José Lourengo da Silva o jo 
Silveira Joío Alberto Cordeiro da Silveira o Jo 
Sousa Manuel Dias de Sousa o o jo 
Sousa António Vicente de Carvalho e Sousa o Jo 
Sousa Joaquim de Oliveira e Sousa o lo 
Sousa José Teixeira de Sousa o Jo 
Tavares Jorge de Avillez Zuzarte de Sousa Tavares o Jo 
Travassos Francisco de Paula Travassos o Jo 
Veras Félix de Veras o o Jo 


Nota: Borges Carneiro náo esteve presente, intencionalmente ou náo, nas duas votacóes nominais 
com que se encerrou a questáo do juramento da rainha. 


TOTAL DE 86 VOTANTES EM 91 DEPUTADOS LISTADOS 


Defesa da Rainha 
A.- Deputados que assinaram a Indicacáo de Acúrsio das Neves 
B.- Deputados que fizeram declaracóes favoráveis 4 Rainha 


Tipo de votacáo 

C.- Deputados que votaram contra o primeiro o parecer da Comissáo, que consiste 
em que se declare na acta que as cortes ficam inteiradas 

D.- Deputados que votaram contra o segundo parecer da Comissáo, que consiste 
em que a indicacáo do Sr. Accursio deve ser rejetada como cheza de assercóes falsas 
e caluniosas, de principios erróneos, subversivos, e anticonstitucionats, e tendentes a 
semear a cizanta nos povos, e a romper a uniao que felizmente subsiste entre o Poder 
legislativo e executivo 

E.- Deputados que votaram a favor do primeiro parecer da Comissáo, que consiste 
em que se declare na acta que as cortes ficam inteiradas 

F.- Deputados que votaram a favor do segundo parecer da Comissáo, que consiste 
em que a indicacáo do Sr. Accursio deve ser rejeitada como cheia de assercóes falsas 
e caluniosas, de principios erróneos, subversivos, e anticonstitucionats, e tendentes a 
semear a cizanta nos povos, e a romper a uniao que felizmente subsiste entre o Poder 
legislativo e executivo. 
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ANEXO D 


Cortes Ordinárias de 1822-1823 
Orientacáo política dos deputados que intervieram nos debates sobre a sublevagío 
de Trás-os-Montes 


Intervieram nos debates 23 deputados que se manifestaram francamente empen- 
hados em combater a sublevagio e 7 deputados que náo se mostraram muito empen- 
hados nesse objectivo 


Deputados cujas intervencóes Deputados cujas intervencóes 
demonstraram empenho no demonstraram pouco empenho no 

combate a sublevacáo (liberais) combate á sublevacáo (absolutistas) 

Jorge de Avillez Pereira do Carmo 

Manuel Borges Carneiro Moura 

Gyráo Trigoso 

Rocha Loureiro Cruz 

Santos do Valle Serpa Machado 

Fonseca Rangel Acúrsio das Neves 

Xavier Monteiro Aleixo Duarte 

Pato Moniz 

Derramado 


Barreto Feio 
Soares Franco 
Silva Carvalho 
Brandáo 
Galváo Palma 
Xavier Monteiro 
Franzini 

Serpa Pinto 

Sá 

José Liberato 
Freire 

Castello Branco 
Seixas 

Pinto da Franca 


Lenguajes políticos del conservadurismo en la época 
de la Independencia de Brasil (1821-1824) 


LÚCIA MARIA BASTOS P. NEVES 
Universidad del Estado de Río de Janeiro 


digan a los Pueblos que tienen Autoridad de darles Leyes al Trono»:. Así 

lo proclamaba, en octubre de 1820, Tomás Antonio Vilanova Portugal, 
cuando llegaban a Río de Janeiro las primeras noticias de la Revolución Liberal de 
Oporto. Vilanova Portugal, en aquella ocasión, acumulaba los cargos de ministro 
de Estado de los «Asuntos» de Brasil, el de los «Asuntos Extranjeros» y el de la 
Guerra, aunque interinamente, y la presidencia del Real Erario. Era también uno de 
los amigos íntimos y dilectos de don Joáo VI, el hombre de confianza del soberano 
desde la época en la que este era regente en Portugal. Defensor de las estructuras 
del Antiguo Régimen, se opuso radicalmente a la Revolución Liberal de Oporto de 
1820 y a las Cortes de Lisboa. Representaba, por lo tanto, una de las vertientes que la 
historiografía posterior consideró conservadora, teniendo en cuenta que el concepto 
no existía en el mundo luso-brasileño en los años veinte del ochocientos. 

Por otro lado, una proclamación lanzada en Río, después del movimiento cons- 
titucional del 26 de febrero de 1821, afirmaba que aquel día «fue el más brillante que 
haya rayado en vuestro hemisferio, una vez que [...] la Nación portuguesa reclamó 
sus derechos, quebró los hierros que la oprimían e hizo renacer la Libertad»”. La 
Libertad se confundía aquí con el propio movimiento revolucionario, que pretendió 
echar por tierra los cimientos del Antiguo Régimen. Fue en ese contexto, iniciado 
por la coyuntura de los movimientos de 1820, marcado por los embates constantes 
entre los lenguajes políticos característicos del Antiguo Régimen y de las Luces, 
donde se insirió el proceso de separación entre Brasil y Portugal. De esa manera, 


| AS CORTES SON ILEGALES y es necesario decir que lo son, para que no les 


1 Tomás Vilanova Portugal, Documentos para a história da independencia. Río de Janeiro: Off. Gra- 
phicas da Biblioteca Nacional, 1923, vol. L, 174. 

2 Proclamagao [aos habitantes do Brasil sobre a sedicáo militar de 26 de fevereiro de 1821]. Río de 
Janeiro: Impr. Régia, 1821, fol. 1. 
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se iniciaba, tal vez, la señal más evidente del surgimiento de aquello que muchos 
denominaron la política modernas. 

Por consiguiente, la propuesta de este trabajo es analizar la tensión que existió 
entre las ideas liberales y las conservadoras, que permearon los discursos de los 
hombres políticos luso-brasileños entre 1821 y 1824, en el proceso de construcción 
del Imperio del Brasil, demostrando la persistencia de algunas prácticas del Antiguo 
Régimen. Para tal propuesta, se utilizarán algunos conceptos clave, tales como des- 
potismo, liberalismo, revolución, soberanía y nación. Se debe destacar que fue por 
medio de diversos lenguajes como esas élites intentaron dar cuenta de un discurso, 
con el fin de expresar las diversas identidades políticas y sociales presentes en aquella 
coyuntura histórica. En ese sentido, esos lenguajes se transforman en herramientas 
que se encuentran disponibles para el historiador, para analizar los sistemas políticos 
considerados en sus particularidades. Como afirma Javier Fernández Sebastián, es 
importante distinguir las diferentes percepciones que los hombres poseen sobre el 
vocabulario del que se valen al formular las opiniones que los sitúan en el espacio 
público de poder, con el objetivo de viabilizar la aprehensión de las variadas visiones 
de mundo de una épocas. 


Los LENGUAJES HÍBRIDOS DE LAS IDEAS LIBERALES EN EL MUNDO LUSO-BRASILEÑO 
EN 1820/1821 


En abril de 1820, el ministro Vilanova Portugal sugirió algunas medidas a Don 
Joáo VI, para calmar los ánimos en Portugal y evitar que se propagase el contagio 
revolucionario español en tierras lusitanas, llegando a alcanzar, de esa manera, a la 
América portuguesa. Se trataba de una «crisis arriesgada», porque todas las naciones 
estaban inquietas. Por consiguiente, el soberano debía tanto «contentar a la clase 
del Pueblo», para que, entretenida con su trabajo, no se preocupase en agitarse, 
como agradar a la clase de los negociantes y de los labradores propietarios. Por 
fin, aumentar los rendimientos del Estado. No aconsejaba hacer grandes cambios, 
porque en tiempos de crisis era «añadir un mal a otro». Tales medidas se referían 
a los negocios del Estado, distintos de cuestiones de la administración y del poder 
legislativo. Desde su punto de vista, «un viejo edificio se conserva, si no lo quieren 
reformar demasiadamente». Defendía la práctica de mantener la misma estructura 


3 Francois-Xavier Guerra, «A nacáo moderna: nova legitimidade e velhas identidades» en István 
Jancsó, org., Brasil: Formacáo do Estado e da Nagáo. Sáo Paulo-Ijuí: Editora Hucitec-Ed. Unijuí-FAPEsp, 
2003, 53-60. 

4 Javier Fernández Sebastián, «Hacia una Historia Atlántica de los conceptos políticos» en Sebastián, 
Javier Fernández, Dicionario politico y social iberoamericano. Iberconceptos I. Madrid: Fundación Caro- 
lina-Sociedad Estatal de Conmemoraciones Culturales-Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 
2009, 25-48; Cfr. Reinhart Koselleck, Futures Past. On the Semantics of Historical Time. Cambridge: 
The MIT Press, 1985; Quentin Skinner, Visoes da política, Lisboa: Difel, 2005; J. G. A. Pocock, Politics, 
Language and Time. Essays on Political Thought and History, Nueva York: Atheneum, 1971. Anthony 
Pagden, ed., The Languages of Political Theory in Early-Modern Europe, Cambridge: Cambridge Univer- 
sity Press, 1990; Javier Fernández Sebastián y Juan Francisco Fuentes, dirs., Diccionario político y social 
del siglo XIX español, Madrid: Alianza Editorial, 2002. 

5 Biblioteca Nacional do Río de Janeiro, Divisio de Manuscritos II — 30, 32, o12, Carta a D. Joáo 
VI, sugerindo algumas providencias para acalmar o descontentamento em Portugal, 6 de abril de 1820. 
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del Antiguo Régimen, permitiendo solamente al Rey conceder algunos beneficios 
que pudieran satisfacer a sus súbditos. 

A pesar de tales precauciones, el mundo luso-brasileño fue alcanzado por las 
ideas liberales y constitucionales. En agosto y septiembre de 1820, la revolución se 
hacía con Oporto y con Lisboa. A principios de 1821, llegó al Pará, a Bahía y, por 
fin, a Río de Janeiro. La propuesta era romper los grilletes del despotismo que, hacía 
tanto tiempo, oprimían a los luso-brasileños. Los grilletes, sin embargo, en la visión 
de la época, no fueron instaurados por el «augusto monarca», sino por los que lo 
traen «engañado o vendido»!. Era una alusión clara al despotismo ministerial, en 
el que el soberano aparece siempre como la figura inocente y burlada por sus auxi- 
liares, como destacaron hombres y escritos del período. Estos consideraban tales 
ministros «verdugos del pueblo» que declaraban guerras a los reyes y los engañaban, 
siendo los intérpretes y los ejecutores de las leyes escritas por «férrea mano en el 
código de despotismo»?. El conjunto de estas manifestaciones indicaba, sin duda, un 
rasgo de permanencia de la cultura política del Antiguo Régimen, como ya señaló 
Roger Chartier$. 

Con el movimiento revolucionario de 1820-1821, parecía que de un golpe las 
estructuras antiguas estaban siendo derribadas, con él advenimiento de las ideas 
nuevas, oriundas del liberalismo pero la coyuntura no era favorable para transfor- 
maciones bruscas. Se vivía la época de la restauración y de la Santa Alianza. Se adop- 
taba, por tanto, una actitud de cambio gradual, que no implicase una transformación 
profunda en la estructura de la sociedad. Desde esa Óptica, siempre se prefería la 
reforma, siendo concebida como una alteración no violenta, evitándose el propio 
uso de la palabra revolución. De lo que resultaba, por otro lado, la frecuente utiliza- 
ción de conceptos como regeneración, en una perspectiva diferente de los procesos 
revolucionarios ocurridos en Francia. Se cuestionaban las prácticas del Antiguo 
Régimen, buscando garantizar, por medio de una Constitución, las libertades y 
derechos adquiridos por el liberalismo naciente. Se proclamaba la libertad, pero en 
nombre de la santa religión y de la dinastía de Braganca. 

Las ideas constitucionales ganaban Brasil, poniendo en circulación, de manera 
inédita, una literatura política de circunstancia, que se tradujo en una asombrosa 
cantidad de periódicos y folletos políticos, generando un intenso debate en diversas 
provincias, dando la impresión de que se había creado súbitamente una esfera de 
política pública en la América portuguesa9. Limitados, de partida, al círculo reduci- 
do de una elite alfabetizada, para la cual los cafés, las librerías y la masonería ofrecían 
un nuevo espacio de sociabilidad, los debates no tardaron en extenderse, ganando las 


6 Pernicioso poder dos perfidos validos conselheiros dos reis destruído pela Constituicao. Reimpreso 
en Río de Janeiro: Impr. Régia, 1821, 4-5. 

7 Pernicioso poder dos pérfidos... 1821, 4 

$ Roger Chartier, «Cultura política e cultura popular no antigo regime» en Roger Chartier, A histó- 
ria cultural entre prática e representacoes, Lisboa: Difel, 1988, 189-213. 

2 Francois-Xavier Guerra y Annick Lemperiere et al., Los espacios públicos en Iberoamérica. Am- 
biguedades y problemas. Siglos XVIII-XIX. México: FCE, 1998; Júrgen Habermas, L”Espace public. Ar- 
chéologie de la publicité comme dimension constitutive de la sociéte bourgeoise, París: Payot, 1993; para la 
discusión sobre esfera pública en el Antiguo Régimen, vid. Dena Goodman, «Public Sphere and Private 
Life: Toward a Synthesis of Current Historiographical Approaches to the Old Regime», History and 
Theory, 31 (1992), 1-20 y Roger Chartier, Espacio público, crítica y desacralización en el siglo XV111. Los 
orígenes de la Révolución francesa, Barcelona: Gedisa, 1995. 
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calles y llegando a otros actores. Además de los mensajes impresos, se encontraban 
también pasquines manuscritos que se Ponían en las esquinas de las calles. Estos, 
algunas veces, traducían un lenguaje más violento, aunque no dejasen de preservar 
la institución monárquica, subordinada a los dictámenes de la Constitución, como 
expresaba este aviso fijado en las calles de Bahía, a principios de 1821: 


Pelo Povo ao rei o poder é dado 

Ao Povo, portanto, legislar compete, 

Se a este aviso o Rei náo cede 

As Armas cederá o seu poder inerte. 

Da Nagíáo, o Rei náo é mais que Chefe 
Para executar a Lei por ela imposta 
Como é possível, entáo, que o rei a dite 
Náo, náo! Cidadáos eis a resposta. 
Viva o rei que jurar a sábia Constituigáo 
Que pelas Cortes for dada 

Da Portuguesa Nacio»! 


El texto, elaborado para ser leído, presentaba una retórica en la que el lenguaje 
constitucional ya se hacía presente". De esa manera, se estructuraba un nuevo pacto 
social en el que la nación se volvía libre e independiente, representada legítimamente 
por una Asamblea que pasaba a poseer el derecho «inalienable e imprescriptible de 
formar, establecer y perfeccionar una Constitución»”. Ningún escrito, sin embargo, 
cuestionaba la unión entre Portugal y Brasil. 

En medio de ese torbellino, don Joáo VI dudó. Se encontraba ante un dilema: 
permanecer en América y seguir siendo el rey absoluto, o ser el soberano constitu- 
cional de una potencia de segundo orden en Europa. Solicitaba consejos al mismo 
tiempo que los recibía por medio de innúmeros escritos que circularon a los dos 
lados del Atlántico. Las soluciones eran distintas, presentando vertientes, bien de 
una política más afinada con el Antiguo Régimen, bien de una perspectiva liberal 
moderada. 

Así, una vez más su ministro Vilanova Portugal ofrecía su opinión. Para él, era 
prudente que el soberano permaneciese en Brasil, partiendo el príncipe don Pedro 
hacia Portugal. Las Cortes, que ya habían sido convocadas, debían ser autorizadas 
por el soberano a fin de que representaran «todo lo que fuere bueno y para ser san- 
cionado lo que no fuere contrario a las costumbres y leyes del reino». Consideraba, 
sin embargo, que: «Sin duda es necesaria toda la prisa para domar la Revolución”. 


19 Por el pueblo al rey el poder es dado / Al pueblo, por tanto, legislar compite /Si a este aviso el Rey no 
cede / A las Armas cederá su poder inerte. /De la Nación, el Rey no es más que el Jefe /Para ejecutar la Ley 
por ella impuesta / Como es posible, entonces, que el Rey la dicte / No, no! Ciudadanos, he abí la respuesta. 
/ Viva el rey que jure la sabia Constitución / Que por las Cortes es dada /De la Portuguesa Nación en 
Arquivo Histórico do Itamaraty, Colegóes Especiais, Capitania da Bahia, Documentacio do Ministério 
anterior a 1822, lata 195, maco 06, pasta 13. 

1 La retórica se entiende aquí como argumentación y convencimiento. Para el asunto, ver José Muri- 
lo de Carvalho, «História intelectual no Brasil: a retórica como chave de leitura», Topot, 1 (2000), 123-152. 

2. Memoria constitucional e politica sobre o estado presente de Portugal, e do Brasil; dirigida a Elrey 
nosso senhor, e offerecida a Sua Alteza o Principe Real do Reino Unido de Portugal Brasil e Algarves, e 
regente do Brasil, por José Antonio de Miranda, fidalgo cavalleiro da Caza de Sua Magestade, e ouvidor, 
eleito do Rio Grande do Sul. Río de Janeiro: Typ. Regia, 1821, 47. 
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El soberano no podía ceder su autoridad, sino solo «enmendar abusos». Si aceptaba 
la publicación de las bases constitucionales para Portugal, no concordaba con que 
fuesen aplicadas a Brasil. Buscaba preservar este reino de las nuevas ideas liberales, 
procurando impedir que las concesiones a los revoltosos de Lisboa se extendieran al 
territorio brasileño. Conservaba la ilusión de mantener todas las prerrogativas reales 
en América, sofocando cualquier tentativa revolucionaria, aunque el movimiento ya 
hubiese alcanzado algunas provincias de Brasil'+. Tomás Vilanova, fiel a los valores 
del Antiguo Régimen, no aceptaba la posibilidad de una Constitución, ni siquiera 
de una carta dada por el Rey. 

En consonancia con esa postura tradicional, un folleto anónimo, publicado en 
francés, cuya cuestión central giraba en torno a la permanencia o no de la familia 
real en Brasil, proponía, incluso, el abandono de Portugal, como un medio para la 
manutención del absolutismo monárquico en la nueva sede del Imperio portugués. 
Se posicionaba en contra de las cortes, pues, según su autor, no era de la competen- 
cia de los rebeldes «supeditar la ley a su soberano, sino recibirla de él». Además, le 
aconsejaba al Rey que esperase «los acontecimientos y resoluciones del congreso 
de Troppau», ocupándose solo de fortificar su «autoridad en Brasil, y ponerla al 
abrigo de los ataques de los revolucionarios, ya sea de Europa, ya sea de América». 
A pesar de no emplear explícitamente la palabra despotismo o gobierno absoluto, 
sin duda, el escrito indicaba claramente la postura de su autor, Cailhé de Geine, un 
emigrado francés, espía de la intendencia de policía, favorable al Antiguo Régimen. 
Además, por otra parte, se afirmaba que tal folleto había tenido como mentor al 
propio Tomás Antonio de Vilanova Portugals. 

El duque de Palmela presentaba una postura distinta. Venido de Londres, donde 
servía como embajador, para asumir el cargo de Ministro de Asuntos Extranjeros y 
de la Guerra, llegó a Río de Janeiro, en diciembre de 1820, habiendo pasado antes 
por Lisboa y presenciado la revolución liberal entonces en curso. Junto a don Joáo 
VI, defendió la idea de que debía volver a Portugal y dejar en Brasil al príncipe 
don Pedro, pues seguía viendo en la antigua metrópolis el centro del sistema luso- 
brasileño. Presentó, sin embargo, un proyecto de carta para que el Rey se la diera 
a los pueblos, antes de que le dictasen revolucionariamente la ley. Trataba más de 
un conjunto de bases fundamentales que debían ser adaptadas y desarrolladas en la 
futura Constitución del Reino, a ser elaborada por una Junta de Procuradores de la 
Cámara. En esencia, aceptaba la división de poderes, según la perspectiva de Mon- 
tesquieu, y consideraba, por sus leyes, como garantías de la Monarquía, la libertad 
individual, la seguridad de la propiedad y la libertad de prensa; la igualdad de reparto 
de los impuestos sin distinción de privilegios ni de clases; la responsabilidad de los 
ministros y de los empleados del gobierno y la publicidad de la administración de las 


3 Biblioteca Nacional de Río de Janeiro, Divisio de Manuscritos, 5, 1, 40, Bilhetes de D. Joáo VI e 
de D. Carlota Joaquina a Tomás António Villanova Portugal (1816-1821), Bilhete n.* 54 del 28 de octubre 
de 1820 y n.* 87 de 14 de enero de 1821. 

14 Documentos para a história da independéncia..., Oficio de 14 de janeiro 1821, 182. 

5 Le roi el la famille royale de Bragance doivent-ils, dans les circonstances présentes, retourner a 
Portugal, ou bien rester au Brésil? Río de Janeiro: Impr. Royale, 1821, 14 y 15. Para la última cita, vid. 
Documentos para a história da independéncia..., 174. 
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rentas del Estado*%. En palabras del historiador Oliveira Lima, Palmela era ejemplo 
de un espíritu «esclarecido» del mundo portugués de fines del siglo xvIH1 y princi- 
pios del x1x, «un constitucional de la escuela a un tiempo adelantada y tradicionalista 
de Benjamin Constant»”. 

De ese modo, los lenguajes del constitucionalismo, aunque moderado, empeza- 
ron a formar parte de la vida de los luso-brasileños, si bien permeados de un len- 
guaje más conservador que, en principio, aún adoptaba la postura de un gobierno 
absoluto, típico del Antiguo Régimen. Por tanto, muchos hombres políticos de 
aquella época creían que la perspectiva de la revolución debía ser evitada a cualquier 
precio, pues siendo herencia del vocabulario político de la Revolución Francesa, era 
considerada como un mal, que traía consigo «los peligrosos tumultos, hijos de la 
anarquía», Así, para José da Silva Lisboa, natural de Brasil, formado en Coimbra y 
defensor de los principios de la economía política de Adam Smith, la revolución era 
una «plaga», que destruía la felicidad de toda una generación y producía la «anarquía 
y la guerra civil». 

Por otro lado, esos hombres, que adoptaban un lenguaje conservador, defendían 
que las Cortes convocadas en Lisboa debían ser semejantes a las antiguas Cortes del 
Reino, o sea, «el ayuntamiento de los procuradores de las villas y ciudades, de los 
nobles y del clero para deliberar y proponer a los soberanos las leyes y providencias 
sobre el gobierno»”o. Significaban, por tanto, un Órgano meramente consultivo. Sin 
embargo, en el lenguaje político del constitucionalismo, las Cortes eran presentadas 
como una «representación nacional, por la cual solo se puede regular invariable- 
mente los destinos del pueblo y fijar para siempre la constancia de su felicidad». 
Se constituían como un instrumento de la «voluntad nacional», que se expresaba 
«libremente», para formarse la Constitución, «donde todo ciudadano debe depositar 
una parte de su libertad, para garantizar o afianzar sus derechos individuales»?! 

De ese modo, las cortes no podían constituirse, para una parte expresiva de las 
élites políticas del Brasil Reino, como un poder que se colocase arriba del que ejer- 
cía el soberano. Aunque para algunos, como José Bonifácio de Andrade e Silva, se 
admitiera la idea de una soberanía de la nación, esta debía ser compartida entre el 
Rey y la representación del poder legislativo. Por tanto, aunque las nuevas ideas del 
constitucionalismo y del liberalismo se hicieran presentes en las tierras de Brasil, 
estas se encontraban mezcladas con un lenguaje de un liberalismo moderado y, 
algunas veces, conservador. 


16 Bastos Pereira das Neves, Lúcia Maria, Corcundas e constitucionais. A cultura política da inde- 
pendéncia (1820-1822), Río de Janeíro: Revan-FAPERJ, 2003, 242-246. 

17 Manuel de Oliveira Lima, O movimento da independencia: 1821-1822. Belo Horizonte-Sáo Paulo: 
Ttatiaia-EDUSP, 1989, 18. 

18 Pastoral do Arcebispo da Bahia sobre a Instruccao Christa e Constitucional aos seus Diocesanos, 
Lisboa: Impr. Nacional, 1821, 21. 

19 Reclamacao do Brasil. Río de Janeiro: Tip. Nacional, 1822, parte XII. 

20 Antonio de Morais Silva, Diccionario da Lingua Portuguesa, 3. ed., Lisboa: Tip. de M. P. de La- 
cerda, 1823, vol. 2, 496. Cfr. António Manuel Hespanha, Guiando a máo invisível. Direitos, Estado e Lei 
no liberalismo monárquico portugués. Braga: Almedina, 2004, 31-59. 

21 Bahia, Idade d'Ouro do Brasil, n.* 24, 27 de febrero de 1821. Dialogo instrutivo em que se explica 
os fundamentos de huma Constituicao e a divisao das autoridades que a formáo e executáo. Por hum Pa- 
triota Amigo da Razáo. Río de Janeiro: Typ. Real, 1821, 3. 
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Los PILARES DEL BRASIL CONSTITUCIONAL 


El 26 de abril de 1821, partía don Joio VI hacia Portugal, dejando en Brasil al 
príncipe don Pedro como regente. Se iniciaba, de esa manera, un proceso en el que 
dominaba la apariencia de un lenguaje constitucional, pero este seguía manteniendo 
un embate con el pensamiento conservador. Tal proceso llevó tanto a la emanci- 
pación de Brasil, cuyos motivos, sin embargo, no fueron consecuencia de las ideas 
abstractas del liberalismo o de una consciencia nacional, como a la Constitución de 
un imperio constitucional??. Este se distinguía de las innumerables repúblicas ame- 
ricanas, resultantes de la división del antiguo imperio colonial español. 

A pesar de detentar amplios poderes como regente, don Pedro se vio obligado, 
el 5 de junio, a jurar las bases de la Constitución portuguesa, llegadas de Lisboa a 
fines de mayo, y a dimitir a los ministros nombrados por su padre. Tales «Bases 
de la Constitución» tradujeron el conjunto de principios relativos a los «derechos 
individuales del ciudadano» y al establecimiento de la «organización y límites de 
los poderes públicos del Estado», que debían vigorar hasta que la Constitución de 
la monarquía portuguesa fuera aprobada en las Cortes, ahora deliberativas”. Por 
tanto, el reino de Brasil se consolidaba como reino constitucional. Esa actitud de 
don Pedro no había impedido, sin embargo, que meses antes, cuando se inició el 
movimiento constitucional en Río de Janeiro, él compareciera en el Rossio, plaza 
central de la ciudad, en nombre de don Joáo, y que, actuando con habilidad, acatara 
parte de las exigencias de los rebeldes, pero había evitado tanto la implantación de la 
Constitución española, como la formación de una junta gubernamental de designa- 
ción popular, que representara la división de la soberanía entre el poder legislativo 
y el Rey. Tal ambigúedad de actitudes era reflejo no solo de su manera de pensar el 
gobierno, sino también de la cultura política del Antiguo Régimen, en el que había 
sido educado, y de un nuevo lenguaje constitucionalista que él vivenciaba. 

A lo largo de la regencia de don Pedro, innumerables hechos siguieron marcando 
el carácter dudoso de las posturas entre las ideas liberales y aquellas más caracterís- 
ticas del Antiguo Régimen. Sucedieron los preparativos para las elecciones de los 
diputados para las Cortes de Lisboa, inaugurando una situación inédita y extraor- 
dinaria que despertó un enorme interés. El modelo se retiraba de la Constitución 
española y, aunque utilizando un método indirecto, con varios niveles sucesivos de 
selección, las elecciones no establecían censo alguno. Podía votar todo ciudadano 
con más de veinticinco años, aunque algunos fueran excluidos, como las mujeres, 
los clérigos regulares, los vagabundos, los ociosos y los esclavos?4. Aún en el rastro 


22 Para un análisis de la historiografía de la independéncia de Brasil, vid. Wilma Peres Costa, «A Inde- 
pendéncia na Historiografía brasileira» en István Jancsó, org., Independencia do Brasil: História e Historio- 
grafía, Sio Paulo: Hucitec-Fapesp, 2005, 53-117; Joío Paulo G. Pimenta, «A Independéncia do Brasil. Um 
balanco da producáo historiográfica recente» en Manuel Chust y José Antonio Serrano, eds., Debates sobre 
las Independéncias Iberoamericanas, Madrid-Frankfurt: AHILA-Iberoamericana Vervuet, 2007, 143-157; 
Lúcia Maria Bastos P. Neves, «Estado e Política na Independéncia», en Keila Grinberg y Ricardo Salles, 
eds., O Brasil Imperial, 1808-1831. Río de Janeiro: Civilizacáo Brasileira, 2009, vol. I, 95-136. 

23 «Bases da Constituicáo Política da Monarquia Portuguesa» en Clemente dos Santos, org., Docu- 
mentos para história das Cortes Geraes da Nacáo Portuguesa. Lisboa: Imprensa Nacional, 1883, vol. l, 
165-167. 

24 Lúcia Maria Bastos P. Neves, «Las elecciones em la constructión del Imperio Brasileño: los limites 
de uma nueva practica de la cultura politica luso-brasileña, 1820-1823» en Antonio Anino ed., Historia 
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de las nuevas ideas, las provincias brasileñas formaron gobiernos provisionales o 
juntas gubernamentales, elegidas o aclamadas por los ciudadanos y reconocidas por 
las cortes de Lisboa, reforzando su propio poder, en oposición al control central de 
Río de Janeiro. Se transformaban así, según algunos periódicos, como el Revérbero 
Constitucional Fluminense, en el pilar del Brasil constitucional”. Compuestas por 
las élites locales, se organizaron con amplia autonomía en los asuntos internos y 
se transformaron, en expresión de Roderick Barman, en el gobierno de «pequeñas 
patrias», aspecto que contribuyó a ampliar la influencia local en la administración 
y en los asuntos fiscales de las provincias, caracterizando la estructura política de 
Brasil a lo largo de todo el imperio. 

Con los cofres públicos desfalcados debido a la cuantía llevada a Lisboa y con 
escasos réditos, pues las provincias del norte manifestaron su clara adhesión a las 
cortes y rechazaron toda subordinación tanto política como económica a Río de 
Janeiro, don Pedro enfrentó numerosos problemas. Incluso las provincias del sur, 
aunque prestasen lealtad al príncipe regente, se negaron igualmente a apoyarlo en 
términos financieros. Frente a esas dificultades, el príncipe regente se aproximó a la 
facción más conservadora, aunque con más experiencia, de la elite brasileña, aquella 
formada por individuos que habían, mayoritariamente, estudiado en la Universidad 
de Coímbra y ejercido funciones en la administración, compartiendo la idea de un 
imperio luso-brasileño (la elite cormbrense). En oposición a ellos, se encontraba la 
elite brasiliense, la otra facción más liberal y radical, que, algunas veces, estuvo tam- 
bién del lado del futuro emperador”7. 

Durante el segundo semestre de 1821, sin embargo, las noticias que llegaban 
de las discusiones en las cortes de Lisboa volvían cada vez más claros los objetivos 
primordiales del movimiento: someter al Rey al control del congreso y restablecer 
la supremacía europea sobre el resto del imperio. El reino unido dejaba de significar la 
unión de dos reinos distintos, para comprehender una única entidad política, de 
la cual el Congreso, al sustituir a la figura del Rey, se vuelve el símbolo. «No hay 
distinción entre Brasil y Portugal; [...]. La soberanía es igual para todos, y para 
todos son iguales los beneficios»*8, afirmaba Fernandes Tomás, uno de los líderes 
del Vintismo portugués. Imbuida en una práctica política constitucional, las cortes 
no podían concebir que sus actos implicaran una tentativa de recolonización de 
su parte en relación con Brasil??.Tampoco admitían, sin embargo, la pérdida de la 


de las elecciones en Ibero America. Siglo XIX: De la formación del espacio politico nacional. Buenos Aires: 
FCE, 1996, 381-408. 

25 Río de Janeiro, Revérbero Constitucional Fluminense, n.* 7, 15 de diciembre de 1821. 

26 Roderick J. Barman, Brazil: the Forging of a Nation (1798-1852), Standford: Standford University 
Press, 1988, 75. 

27 Bastos Pereira das Neves 2003, 86-88; Barman 1988, 76-77. 

28 Diário das Cortes, Sesión del 14 de junio de 1821, 1.214. 

29 Para la discusión sobre la idea de recolonización, ver Lúcia Maria Bastos P. Neves, «O Império 
luso-brasileiro redefinido: o debate político da Independéncia (1820-1822)», Revista do Instituto His- 
tórico e Geográfico Brasileiro, Río de Janeiro, 156:387 (1997), 297-307. Bastos Pereira das Neves 2003, 
287, 371-373. Marcia Regina Berbel, «A retórica da recolonizacáo» en Jancsó 2005, 791-808. Antonio 
Penalves Rocha, A Recolonizacáo do Brasil pelas Cortes. Histórias de uma invencao historiográfica, Sáo 
Paulo: UNESP, 2009. El término recolonización fue utilizado en la época de la independencia por algunos 
periódicos y por el propio don Pedro, en una perspectiva esencialmente retórica. Entró oficialmente en 
la historiografía por medio de la obra de José da Silva Lisboa, História dos principais sucessos políticos do 
Império do Brasil. Río de Janeiro: Typ. Nacional, 1826. vol. 1. 
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hegemonía portuguesa en el interior del imperio luso-brasileño. Por su parte, Brasil 
no aceptaba renunciar a las prerrogativas simbolizadas por la presencia del príncipe, 
que la condición de reino unido le había concedido. 

En respuesta a tal política, don Pedro decidió no someterse a un poder legislativo 
que se situaba por encima de la corona, dejándose llevar por una propuesta más conser- 
vadora de monarquía. Optó, así, por construir en Brasil una monarquía más próxima 
a sus concepciones, en sintonía con el modelo propuesto por la elite de Coímbra. No 
se trataba de un gobierno absoluto, sino de una monarquía constitucional en la que 
la soberanía residiese entre el Rey y la nación, fruto mucho más del modelo inglés 
que del francés revolucionario. 

La velocidad de las decisiones tomadas a un lado y al otro del Atlántico, contra- 
puesta a la lentitud de las comunicaciones a través del océano, no hizo más que pro- 
fundizar el creciente mal entendido entre las dos partes del reino, culminando con 
la proclamación de la Independencia en 1822. Se hacía necesario, sin embargo, ofi- 
cializar la separación, lo que acabó ocurriendo con la aclamación de don Pedro 
como emperador constitucional de Brasil el 12 de octubre, seguida por la coronación 
del 1 de diciembre. Esos eventos establecieron, en sentidos diferentes, los fundamen- 
tos del nuevo imperio, y continuaron demostrando la ambigiiedad de los lenguajes 
políticos que forjaban las bases de ese gobierno. 

La festividad del 12 de octubre, día del cumpleaños del soberano, fue, sobre 
todo, una fiesta bajo la apariencia de una gran conmemoración cívica, que buscaba 
mostrarse diferente a las conmemoraciones esencialmente religiosas del Antiguo 
Régimen. Se introdujeron discursos y recitales de poesía constitucionales. Contó, 
aún, con una intensa participación de la población, que ocupó las calles engalanadas 
por las cuales pasó el cortejo y se entusiasmó con los discursos y los vivas a la reli- 
gión, al emperador, a la dinastía de Braganca, a la independencia, a la asamblea y al 
pueblo constitucional de Brasil3o. 

A pesar de la primacía concedida al trono y al altar en los vivas, el discurso del 
presidente del Senado de la Cámara, miembro de la elite brasiliense, José Clemente 
Pereira, en aquella festividad, y los comentarios que surgieron en la prensa, desa- 
gradaron al emperador. Clemente Pereira y los redactores de los periódicos más 
radicales, como Joaquim Goncalves Ledo y Joáo Soares Lisboa, intentaban demos- 
trar el origen popular del título, llegando incluso la Gazeta do Rio, periódico con- 
siderado oficial del gobierno, a afirmar que el defensor perpetuo de Brasil ocupaba 
el «sublimado empleo de emperador constitucional»3!, Los coimbrenses, bajo el 
mando de José Bonifácio, entonces ministro de Estado, reaccionaron con un decreto 
definiendo el título del soberano como «don Pedro, por la gracia de Dios y unánime 
aclamación de los pueblos, emperador constitucional y defensor perpetuo de Bra- 
sil», lo que representaba un cierto retorno a los antiguos usos, en los que el monarca 
tomaba su poder, primero, de dios, y, en segundo lugar, de los hombres3?. En con- 
secuencia, tras dejarse cortejar por los brasilienses, Pedro 1 volvió a aproximarse a 
los co:mbrenses y confió autoridad a José Bonifácio para, alegando la presencia de 


30 Bastos Pereira das Neves 2003, 381-385; lara Lis Carvalho Souza, Pátria Coroada: o Brasil como 
corpo autónomo, 1780-1831.Sáo Paulo: Unesp, 1999, 260-265. 

31 Río de Janeiro, Gazeta do Rio de Janetro, n.* 124, 15 de octubre de 1822. 

32 Brasil, Decreto del 13 de octubre 1822, Río de Janeiro: Impr. Nacional, 1822. 
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perturbadores de la tranquilidad y del orden público, abrir una investigación que 
desarticuló al grupo más radical, con prisiones y deportaciones, bajo la acusación de 
demagogos, anarquistas y republicanos3. 

Fue entonces cuando se concibió una segunda ceremonia inaugural para el impe- 
rio naciente. El 1 de diciembre de 1822, la coronación del emperador transcurrió en 
moldes casi privados, siguiendo la tradición y la pompa del Antiguo Régimen, así 
como protocolos inspirados en la ceremonia equivalente de Napoleón Bonaparte. 
La población se mantuvo como mera espectadora. La ocasión se transformó en «un 
espectáculo extraño en los fastos lusitanos y, asombroso para América», en la opi- 
nión del periódico O Espelho. Ningún Rey de Portugal, tras la desaparición de don 
Sebastián (1578), había sido coronado; ninguna nación recién creada en el Nuevo 
Mundo había conocido tan magnífico ritual34. En aquel mismo día, con la natura- 
lidad de un soberano que sabía usar la autoridad en su plenitud, don Pedro creó la 
Ordem do Cruzetro, gracia honorífica equivalente a las que conocía el Portugal del 
Antiguo Régimen, como declaraba el preámbulo del decreto. No será ciertamente 
coincidencia que el acto se aproximaba también a aquel de Napoleón al establecer la 
legión de honor (1802)35. Sin embargo, si la legión de honor se volvía condecoración 
nacional, la Ordem do Cruzeiro no pasaba de ser un instrumento de concesión de 
privilegios, sociales y legales, rehaciendo así el estatuto de una nobleza, aunque de 
funciones, relacionada con cargos públicos. El Imperio de Brasil nacía más próxi- 
mo al ideario conservador que a aquel de las nuevas prácticas liberales. 


CONSTRUYENDO UN ÍMPERIO CON EL LENGUAJE DE UN LIBERALISMO CONSERVADOR 


Con la oficialización, por medio de estas ceremonias, de don Pedro 1 como 
emperador de Brasil, quedaba la tarea de definir y construir el Brasil. Si este ya 
se constituía, en las palabras del periódico Gazeta do Rio de Janeiro, como «un 
vasto imperio, que cierra el círculo de los pueblos libres de América; era colonia 
de los portugueses, hoy es nación», todo estaba por hacer37. Como escribía en un 
oficio a su gobierno, fechado el 18 de diciembre de 1822, Felipe Leopoldo Wenzel, 
barón de Mareschal y agente diplomático de Austria en la legación de Brasil: «No 
hay Constitución, códigos legales, sistema de educación; nada existe excepto una 
soberanía reconocida y coronada»38, A partir de finales de 1822, el concepto nación 


33 Para el análisis del proceso, cfr. Processo dos cidadáos... pronunciados na devassa a que mandou 
proceder José Bonifácio d'Andrada e Silva para justificar os acontecimentos do famozo dia 30 de outubro 
de 1822. Río de Janeiro: Tip. de Silva Porto % C.A, 1824. 

34 Claude Rivitre, As liturgias políticas, Río de Janeiro: Imago, 1989, pp.13-25. Para la cita ver Río de 
Janeiro, O Espelho, n.2 109, 3 de diciembre de 1822. 

35 Brasil, Decreto de 1 dezembro 1822, Río de Janeiro: Impr. Nacional, 1822. Para Napoleón Bona- 
parte, ver Georges Lefebvre, Napoleón, París: P.U.F., 1969, 136-137. 

36 Bastos Pereira das Neves 2003, 407-411; para el ceremonial de la Coronación, ver Cerimonial da 
sagracáo e coroacáo do Imperador Pedro I, na Capella Imperial de Nossa Senhora do Monte Carmo do 
Rio de Janeiro, pelo Bispo Capelao-Mór, no día 1% de dezembro de 1822, [Río de Janeiro]: TI/p. Nacional, 
[1822]. 

37 Río de Janeiro, Gazeta do Rio de Janeiro, n.* 153, 21 de diciembre de 1822. 

38 Jeronymo de A. Figueira de Melo, org., «A Correspondencia do Baráo de Wenzel de Mareschal», 
Revista do Instituto Histórico e Geográfico Brasileiro, Río de Janeiro, 80 (1916), 139-140. 
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empezaba a despertar un sentimiento de separación, de distinción de un pueblo 
—el brasileño— en relación a otro —el portugués, despuntando la idea de nacional, 
como opuesto a extranjero. Quedaba claro que nación presentaba aún un sentido 
político— ser un estado soberano —sin asumir aún su significado cultural — ser 
una comunidad dotada de identidades singulares. Como ya apuntó Francois-Xavier 
Guerra para la América hispánica, la independencia, también en Brasil, no significó 
el coronamiento de la nación, como para muchos autores imbuidos de una percep- 
ción nacionalista, típica del siglo xIx. El proceso de emancipación política representó 
un punto de partida para la construcción de una idea moderna de nación. 

Para tal edificación era necesario, en primer lugar, definir las bases de gobierno. 
En función del clima generado por las ideas liberales, la opción escogida no podía 
dejar de ser la de una monarquía constitucional. Según esa lógica, era la redacción 
de una carta magna la que debía servir de instrumento esencial. Para su confección, 
la asamblea general constituyente de Brasil, convocada desde el 3 de junio de 1822, 
se instauró el 3 de mayo de 1823. Una vez más, las ambigiedades de los lenguajes 
políticos se hacían presentes. Algunas cuestiones pueden servir de ejemplo para esa 
perspectiva: por un lado, el concepto de soberanía; por otro, la discusión sobre lo 
que era ser brasileño, concepto relacionado con la concesión de ciudadanía. 

A principios del ochocientos, siguiendo el ideario planteado por las revolucio- 
nes atlánticas, soberanía fue uno de los conceptos que representó la tendencia de 
despersonalización del poder, en oposición al soberano, en la época del Antiguo 
Régimen, que designaba una autoridad personal y exclusiva del monarca. Consti- 
tuyéndose como un concepto-clave del nuevo vocabulario político, las formas de 
soberanía de la nación y de soberanía del pueblo se transformaron en indicativos 
de las distintas vertientes de la cultura política del imperio de Brasil. Por detrás de 
esa concepción, se encontraba un proyecto para definir las bases del nuevo pacto 
político, cuya expresión máxima era la Constitución, elaborada por las voluntades 
individuales o colectivas que fundaban la nación. Esa cuestión se hizo evidente en las 
reuniones preparatorias de la asamblea constituyente brasileña de 1823. Partiéndose 
de dos aspectos del poder simbólico, de acuerdo con la expresión de Bourdieu —si 
la silla del emperador debía situarse en la sala del poder legislativo al mismo nivel 
que la del presidente de la asamblea y si el monarca podía entrar o no en el recinto 
legislativo revestido de su corona e insignias imperiales— se inició una polémica 
discusión, demostrando aspectos distintos de un mismo concepto y el lugar que los 
poderes —legislativo y ejecutivo — debían ocupar en la formación de ese Imperio*. 
Las respuestas de los diputados fueron diversas, aunque, en lo referente a la compo- 
sición política, no se pueda aún hablar de partidos estructurados, sino de corrientes 
de opinión, que se agrupaban o dividían en el desarrollo de los debates, a pesar de 
que, según muchos historiadores, pudiesen ser encuadrados en categorías como con- 
servadores, moderados, demócratas y exaltados. Algunas veces, adoptaban posturas 


39 Vid. Guerra 2003. Para el concepto de nación, ver también Lúcia Maria Bastos P. Neves, «Nagio» 
en Ronaldo Vainfas, dir., Dicionário do Brasil Imperial (1822-1889). Río de Janeiro: Objetiva, 2002, 544- 
547; István Jancsó y Joío Paulo G. Pimenta, «Pegas de um mosaico (ou apontamentos para o estudo da 
emergéncia da identidade nacional brasileira)» en Carlos G. Mota, org., Viagem incompleta; a experiéncia 
brasileira (1500-2000). Formagáo: histórias, Sío Paulo: Ed. Senac, 2000, 127-175. 

40 Pierre Bourdieu, «Sobre o poder simbólico» en O poder simbólico. Lisboa-Río de Janeiro: Difel- 
Bertrand, 1989, 7-15. 
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que tenían como objetivo defender los intereses de las regiones de donde provenían, 
pero, frecuentemente, sus actitudes eran consecuencia de posiciones y actitudes 
individuales, o del círculo social inmediato al que pertenecían. 

Para Custódio Dias, diputado por Minas Gerais, era la «Nación Americana Bra- 
sileña, Soberana, Independiente» la que aclamaba y coronaba a «su primer empera- 
dor constitucional, jefe del poder ejecutivo y su moderador, cuya autoridad deblía] 
marcar la Constitución», que se proponían hacer «los representantes de la nación 
reunidos en cortes». Pensaba que el emperador debía «respetar a la nación legíti- 
mamente representada» en cortes, pues solo de estas derivaba toda su autoridad, 
que le era conferida por el nuevo «Pacto social» a ser elaborado. En ese sentido, se 
posicionaba en contra de la propuesta del regimiento de la asamblea, que colocaba 
el trono imperial en lo alto de la sala de sesiones y, en el último escalón, la silla 
del presidente de la asamblea. Desde su punto de vista, la posición del emperador 
debía ser distinta, pero «en el mismo plano, donde esté el Sr. presidente, cabeza 
inseparable, en aquel acto, del cuerpo moral, que representa a la nación, soberana e 
independiente»*. Custódio Dias defendió con vehemencia y claridad la situación de 
subordinación del emperador a la nación. Los diputados eran los representantes de 
la nación y no podían tratar al emperador como a una persona superior a ella. Él era, 
sí, «secundario a su soberanía». Hacía del emperador un «delegado» de la asamblea, 
ejerciendo el poder ejecutivo. 

Otro diputado, Cipriano Barata de Almeida, aunque elegido para la constitu- 
yente de 1823 por 612 votos, por Bahía, si bien nunca llegó a tomar posesión efec- 
tivamente, ejerció por el «papel impreso» el mandato de constituyente por medio 
de una postura enteramente contraria al gobierno despótico y conservador, que veía 
ser defendido en Río de Janeiro, tanto por el emperador como por los hermanos 
Andrada. Así, a través de la Gazeta Pernambucana y del Sentinela da Liberdade 
na Guarita de Pernambuco, Alerta!, buscó dialogar con los debates parlamenta- 
rios. Afirmaba que en las cortes todos eran «ciudadanos» y debían ser reputados 
«iguales como hombres, despojados de todos los privilegios, exenciones, órdenes 
y dignidades». En estas cortes no había «distinción de lugar, ni de asiento», en una 
clara alusión en relación a la discusión sobre el lugar en el que debía estar situada 
la silla del emperador. Continuaba afirmando su postura plenamente favorable a la 
subordinación del emperador a la asamblea y al pueblo: 


En estas cortes el Rey no es representado como soberano, porque en ellas se reco- 
noce que el pueblo es el verdadero soberano. En estas cortes el pueblo como soberano 
delega poderes, desde el Rey o primer ministro o empleado público, hasta el último 
empleado de la nación. 


Otros diputados en la asamblea defendían una postura contraria, negando la 
idea de una soberanía de la nación, ejercida exclusivamente por la asamblea. Usaban 


41 Brasil... Diário da Assembléia Geral Constituinte e Legislativa do Império do Brasil, 1823, Brasí- 
lia: Senado Federal, 1973 [edicáo fac-similada], vol. 1, sesión preparatoria de 30 de abril de 1823, 5. 

42 Brasil... sesión de 11 de junio de 1823, 202. 

43 Gazeta Pernambucana, n.* 16, 14 de agosto de 1823. Transcrito en Cipriano Barata, Sentinela da 
Liberdade e outros escritos (1821-1835), organizagio e edigio de Marco Morel, Sáo Paulo: Edusp, 2008, 
168. 
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un lenguaje más próximo a las perspectivas moderadas de Benjamin Constant, 
recuperando el papel central del emperador como jefe de la nación. Antonio Car- 
los Andrada Machado, diputado por Sáo Paulo, afirmaba que la «paridad entre el 
Representante Hereditario» de la nación y el representante temporal de la misma, 
condecorado con el título de presidente, era un desvarío. El primero, en su indi- 
vidualidad, concentraba una delegación soberana; el segundo —el presidente de 
la asamblea— abarcaba colectivamente otra delegación soberana, pero no podía ni 
debía abarcarla toda. Y concluía: 


nada puede haber de común en jerarquía y precedencia entre el monarca que para el 
bien de los pueblos tiene la ley por una ficción legal, puesto más allá de la esfera de la 
humanidad y casi endiosado, y un puro mortal que, a pesar de respetable, está sujeto 
a las mismas leyes que rigen a los demás miembros de la sociedad+*. 


Cercano a la postura de un áulico del Antiguo Régimen, Antonio Carlos pri- 
vilegiaba el papel del emperador en tanto que jefe y representante de la nación, 
defendiendo aún la centralidad de la corte en relación con las demás provincias. 
Igualmente, para el diputado, la abertura de la asamblea era un «acto de prerrogativa 
puramente imperial», una «regalía de la Corona». Por consiguiente, el emperador 
debía comparecer a esa solemnidad «rodeado de todo el esplendor de su oficio». 
Debía portar sus insignias, que le traían un aparato que se acercaba a lo «divinal». 
Reforzando, sin embargo, la idea de que no defendía un gobierno absoluto de carác- 
ter divino, afirmaba que en «un sistema constitucional no solo se debe ser liberal, 
sino incluso pródigo en honras, gloria y esplendor hacia el monarca, y solo econó- 
mico en poder»5, Igualmente, el diputado de Río de Janeiro, José Joaquim Carneiro 
de Campos, uno de los más distinguidos juristas de aquella época, caminaba en la 
misma dirección del pensamiento del diputado paulista. Si el emperador llega a ins- 
talar la asamblea como jefe de la nación, no había razón para que no conservase las 
principales insignias de su «Augusta Función». Se debe subrayar que para Anto- 
nio Carlos había una profunda diferencia entre pueblo y nación: «nación abarca al 
soberano y a sus súbditos; pueblo solo comprende a los súbditos»+7. Luego, según 
su acepción, debía prevalecer la soberanía de la nación, compartida entre el monarca 
y los representantes de la nación. 

Para la sesión de abertura de la asamblea prevaleció, sin embargo, un lenguaje 
más liberal, pues fue aprobado que don Pedro entrase descubierto, siendo la corona 
y el cetro conducidos por sus oficiales y depositados en una mesa a la derecha del 
tronos, En cuanto al trono, en la abertura se encontraría en lo alto de la sala, aunque 
en las sesiones ordinarias la silla del presidente de la asamblea se situase en frente 
al trono. Un mes después, tras nuevas discusiones, se decidió lo contrario, mante- 
niéndose el trono, en todas las sesiones, en la parte superior de la sala. Lenguajes 
distintos que variaban al sabor de las circunstancias históricas, pero que reflejaban 


44 Brasil... sesión preparatoria del 30 de abril de 1823, 5. 

45 Ibidem, sesión preparatoria del 30 de abril de 1823, 5. 

46 Ibidem, sesión preparatoria del 30 de abril de 1823, 7. 

47 Ibidem, sesión del 6 de mayo de 1823, 31. 

48 Ibidem, sesión preparatoria del 2 de mayo de 1823, 13. 
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tanto las herencias de un pasado moldado por el Antiguo Régimen, como las nuevas 
visiones de las ideas liberales49. 

Aun en lo referente a la discusión sobre supremacía o equivalencia entre los 
poderes, envolviendo la concepción de soberanía y nación, hay otra cuestión que 
merece atención: aquella que concebía la noción de pacto social y de nación como 
anteriores a la instalación de la propia asamblea. Una vez más, Custódio Dias argu- 
mentaba que el «emperador constitucional no lo es si no acepta la Constitución (lo 
que dios no permita)»; luego no es emperador de hecho y de derecho. Los dipu- 
tados, al contrario, eran de hecho y de derecho «Representantes de la Nación, sin 
poder haber contingencia». En respuesta, Andrada Machado afirmaba que «el empe- 
rador ya estaba reconocido por la misma nación que nos hizo diputados; y antes de 
que fuéramos diputados ya estaba aclamado emperador por esta misma nación». Por 
consiguiente, su poder era anterior al de la asambleas. 

Meses después, la cuestión fue retomada y la defensa le cupo a José Joaquim 
Carneiro de Campos. Desde su perspectiva, los poderes que los diputados recibie- 
ron para elaborar la Constitución no eran «absolutos e ilimitados», sino «restrin- 
gidos a la forma de gobierno que ya tenemos y que nos debe servir de base para la 
Constitución», una vez que tales poderes ya estaban «distribuidos y depositados 
por la nación en otras vías, mucho tiempo antes de nuestra reunión e instalación»! 
Se evidenciaba, en esa postura, la herencia ilustrada portuguesa relacionada con un 
constitucionalismo histórico, en el que se hacía clara la influencia de Edmund Burke 
—retomar la idea del «antiguo pacto social y alianza» —, establecido por el fundador 
de la monarquía, don Pedro, el día 26 de febrero de 1821 y, después, ratificado en el 
momento de su aclamación y coronación. De esa manera, las dos posiciones anta- 
gónicas indicaban un punto fundamental en la edificación del nuevo imperio, que 
sería definido, sin embargo, cuando se produce el otorgamiento de la Constitución 
de 1824: por un lado, la perspectiva de la soberanía popular, que residía en los pode- 
res de la nación, representada por su pueblo, y que ningún soberano podía confiscar 
para sí, acercándose a un lenguaje político liberal más radical, formulado a partir de 
algunas proposiciones de Rousseau; por el otro, la concepción de una soberanía de 
la nación compartida entre el Emperador y los representantes de esta misma nación, 
reunidos en Asamblea, pautada en las ideas más moderadas de Montesquieu y Ben- 
jamin Constant5. 


49 Ibidem, Las discusiones de las sesiones se prolongaron durante el mes de mayo de 1823, 15-119. 
Para una discusión sobre el concepto de soberanía en la elaboración del nuevo Imperio de Brasil, ver 
Andréa Slemian, «Um pacto constitucional para um novo Império: Brasil 1822-1824» en Izaskun Álvarez 
Cuartero y Julio Sanchéz Gómez, eds., Visiones y revisiones de la Independencia de America: la Consti- 
tuición de Cádiz y las Constituciones 1 E A Salamanca: Ediciones Universidad de Salamanca, 
2007, 171-194. Para las transformaciones del concepto de soberanía, cfr. Francois-Xavier Guerra, «De 
la politica antigua a la política moderna. La Revolución de la Soberania» en Guerra y Lempériére 1998, 
109-139. 

so Brasil... sesión del 11 de junio de 1823, 201-202. 

51 Brasil... vol. 2, sesión del 29 de julio de 1823, 474. 

2 Para el pensamiento de Edmund Burke ver J. G. A.Pocock, «Burke and the Ancient Constitution: 
a Problem in the History of Ideas» en Pocock 197, 202-232. 

53 Para las ideas de Constant, vid. Escritos de Política [1815], Sío Paulo: Martins Fontes, 2005, capí- 
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Por fin, aun para ejemplificar las ambigúedades de los lenguajes políticos, se 
puede mencionar la discusión entablada en la Asamblea sobre el derecho de atri- 
buirse quien era o no brasileño, es decir, hijo de la independencia, y tener acceso a 
los derechos de ciudadanía. En un primer momento, para dirimir, en parte, algunos 
de los conflictos entre brasileños y portugueses, se intentó definir provisionalmen- 
te la cuestión de los derechos de ciudadanía, por decreto del 14 de enero de 1823, 
admitiéndose como ciudadanos brasileños a los portugueses ya residentes en Brasil, 
y también a aquellos llegados aquí tras esa fecha, siempre que, ante las cámaras 
municipales, jurasen fidelidad al Emperador y a la nueva patria54. En mayo de 1823, 
a lo largo de la asamblea constituyente, la cuestión volvió a la actualidad, cuando 
se discutió el proyecto de Muniz Tavares sobre la naturalización de los extranjeros. 
Por medio de este, eran declarados ciudadanos brasileños todos los portugueses 
que residieran en Brasil y manifestaran la intención de permanecer, habiendo dado 
«pruebas de adhesión a la sagrada causa de la independencia de Brasil y a la augusta 
persona de su Majestad Imperial». El proyecto aún autorizaba al gobierno, por el 
espacio de tres meses a partir de su publicación, a expulsar inmediatamente a su país 
de origen a aquellos que asumieran una conducta sospechosa. El proyecto suscitó 
nuevos debates y dejó insatisfechos a los brasileños, que lo consideraban insuficien- 
te, y a los portugueses, que se sentían perjudicados en sus intereses económicos y 
políticos55. Por otra parte, como afirmaba el diputado Antonio Carlos de Andrada 
e Silva, ningún portugués podría «amar de corazón un orden de cosas que implica 
la ruina de su patria de origen». Y concluía: «si yo fuera portugués, detestaría la 
separación y la independencia de Brasil»56, 

Los portugueses de nacimiento, a su vez, se sentían ofendidos por las dudas 
sobre su fidelidad a la «causa brasílica»57. Tal vez porque estos, más presos a la tra- 
dición, identificasen esta causa prioritariamente con el emperador y las instituciones 
del Imperio, que juzgaban estar preservando de las Cortes, relegando la tierra de 
origen a un segundo plano. Y contaban con la simpatía de don Pedro, nacido en el 
palacio de Queluz, en los alrededores de Lisboa, y encrespado por los mismos moti- 
vos. La polémica derivó no tanto de la letra del proyecto como de las sensibilidades 
envueltas en él. 

Los brasileños natos empezaban a irritarse con el emperador, cuyas actitudes 
más recientes favorecían a los portugueses de su círculo inmediato, y aprovechaban 
la ocasión para, indirectamente, denunciar la situación. Así, en el momento de la 
Constitución del imperio de Brasil, ser portugués, por regla general, significaba 
ser el enemigo de una construcción política independiente y constitucional de la 
nación brasileña. En este caso, el lenguaje constitucional identificaba brasileño con 
defensor de la causa nacional, entendiéndose también como aquel que apoyaba a la 
monarquía constitucional pautada en las ideas de un liberalismo más exaltado. Para 
estos, todos aquellos que se asociaban a las ideas del Antiguo Régimen pasaban a ser 
identificados como portugueses, aunque hubiesen nacido en tierras brasileñas. Tales 
individuos tenían el deseo de ver «en Brasil la bandera de Portugal» y pasaban a 


54 Brasil... Decreto de 14 de janeiro de 1823, Com as condigóes que se podem ser admittidos no 
Brasil os subditos de Portugal, Río de Janeiro: Imprensa Nacional, 1823, 1 fol. 

55 Brasil... vol. 1, sesión de 19 de junio de 1823, 244. 

56 Ibidem, sesión de 19 de junio de 1823, 253. 

57 Idem, 253. 
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defender las ideas de un absolutismo, aunque ilustrado. Por consiguiente, en aquel 
momento, el portugués se transformó justamente en el otro, es decir, en el extranjero 
con el cual había la posibilidad de conflicto, convirtiéndose, desde entonces, en el 
enemigo. 

Esa discusión también acabó por envolver un punto delicado, en el que los len- 
guajes liberales y conservadores no se distinguían más. En el contexto de edificación 
del nuevo imperio de Brasil, había una preocupación de las élites políticas y eco- 
nómicas por mantener el orden y las estructuras sociales vigentes. Si los hombres 
que componían esos estratos políticos, en su mayoría, defendían una libertad aún 
concebida esencialmente en términos del derecho a la propiedad y una igualdad que 
no resultaba de algún derecho inalienable del ser humano, sino que cabía a la ley 
definir, tendían, sin embargo, a justificar la exclusión de amplios estratos sociales 
y a defender la persistencia de la esclavitud. En una sociedad en la que la economía 
se basaba esencialmente en la mano de obra esclava, las élites se ponían temerosas 
cuando el espacio público era ocupado por el «populacho», pues rondaba siempre el 
temor de una revolución popular y de esclavos, como la que había ocurrido en Haití. 

De esa manera, al discutirse la extensión del derecho de ciudadanía a los diversos 
miembros de la sociedad, se levantó un caluroso debate sobre la inclusión de los 
manumisos y libertos. Para el pensamiento de la época, la ley inhibía, como afirmaba 
el diputado José de Alencar de Ceará: 


de hacer Ciudadano a los esclavos, porque además de ser propiedad de otros y de 
ofenderse por eso este derecho si los quitásemos del patrimonio de los individuos a 
quienes pertenecen, amorteceríamos la agricultura, uno de los primeros manantiales 
de la riqueza de la nación; y abriríamos un foco de desorden en la sociedadóo. 


Los esclavos podían ser brasileños, pero jamás ciudadanos brasileños. Si el dere- 
cho de ciudadanía no cabía a los esclavos, la cuestión se volvía hacia aquellos que 
habían sido libertos. ¿Todos los manumisos, hubiesen nacido en Brasil o en las cos- 
tas de África, debían disfrutar el mismo derecho? En ese caso, los lenguajes políticos 
siguieron caminos opuestos. Pedro José da Costa Barros, diputado por Ceará, y 
Antonio Ferreira Franca, de Bahía, se manifestaron contra la inclusión de que todos 
los manumisos gozasen los mismos derechos, porque así lo pedía el bien del orden 
social. Solo podían ser incluidos como ciudadanos aquellos esclavos libertos que 
hubiesen nacido en Brasil, pues los otros no dejaban de ser extranjerosÚ!, 

Le culpó a un diputado reconocido por su postura más conservadora, tanto en la 
política como en la libertad de expresión, el ya mencionado José da Silva Lisboa, un 
discurso en el que proponía una enmienda constitucional, que se pautaba en la causa 
liberal. Recurría a Montesquieu, a fin de afirmar que el legislador debe, siempre que 


58 Río de Janeiro, Sentinella da Liberdade a Beira Mar da Praia Grande, n.* 17, 23 setembro 1823. 
Para la cuestión del «ser brasileño»y «ser portugués», ver Gladys S. Ribeiro, A liberdade em construcao: 
identidade nacional e conflitos antilusitanos no primeiro Reinado. Río de Janeiro: Relume Dumará, 2002; 
Lúcia Maria Bastos P. Neves y Tania Bessone da C. Ferreira, «Brasil e Portugal: percepcóes e imagens 
ao longo do século XIX» en Esteváo Chaves de Rezende Martins, org., Relacóes internacionais: visoes do 
Brasil e da América Latina. Brasilia: IBRI-Fgunag, 2003, 107-132. 

59 Cfr. Carl Schmitt, O conceito do político. Petrópolis: Vozes, 1992, 51-53. 

60 Brasil..., vol. 3, sesión de 30 de septiembre de 1823, 133. 

61 Brasil..., vol. 3, sesión de 27 de septiembre de 1823, 130. 
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sea posible, mantener la simplicidad de la legislación, evitándose muchas excepcio- 
nes. Creía, por tanto, que no se podía rechazar el derecho de ciudadano a aquel que 
«adquirió la libertad crvil por los modos y títulos legítimos establecidos en el país». 
Luego, todos aquellos esclavos que habían alcanzado legítimamente la manumi- 
sión podían disfrutar de la cualidad de ciudadano brasileño, lo que les garantizaba 
derechos cívicos, pero no derechos políticos. Tener derechos cívicos significaba en 
su visión «dar al hombre libre el derecho a decir tengo una Patria; pertenezco a tal 
ciudad o villa; no estoy sujeto a la voluntad de nadie, sino solo al imperio de la ley». 
Indagaba, por fin, rebatir tales restricciones al derecho de ciudadanía, si «en el tiem- 
po del liberalismo será la legislatura menos equitativa que en el tiempo del despo- 
tismo». Expuso una justificación para la enmienda que se volvía para la cuestión del 
disciplinamiento social con la inclusión de los libertos: estos mirarían a la asamblea 
con la «esperanza de que [esta] velará sobre su suerte y mejora de condición». Así, 
tal liberalidad les inspiraba «gratitud y emulación, para ser obedientes e industrio- 
sos», pues tenían perspectivas futuras de mejorías para sí y sus hijos. Se puede, sin 
embargo, también plantear la hipótesis de que esa postura de Silva Lisboa estuviera 
aún justificada por un lado profundamente cristiano y religioso de su parte, además 
de su lado ilustrado, que defendía una lenta emancipación de los esclavos. La escla- 
vitud era un problema a ser resuelto, aunque por medio de una reforma gradual”, A 
pesar de las características de «gentileza y brutalidad» de los esclavos, creía que estos 
eran también pasibles de una «instrucción moral»6. Al final, hecha la votación, en 
un primer escrutinio las enmiendas que restringían el derecho de los cautivos fueron 
aprobadas. Luego, votada la enmienda de Silva Lisboa, defensor de la ampliación 
de ese derecho de ciudadanía, esta fue aceptada, siendo las otras rechazadas. Tal 
derecho, sin embargo, fue nuevamente restringido en la Constitución de 1824, una 
vez que esta determinaba que solo los libertos, siempre que hubieran nacido en Bra- 
sil, eran considerados ciudadanos brasileños. Por tanto, los libertos africanos eran 
excluidos del cuerpo social de la nación. 

Las propuestas, que fueron siendo aprobadas en la asamblea constituyente, aca- 
baron generando descontentamientos. Por un lado, los diputados insistían en la 
superioridad del poder legislativo en relación al ejecutivo. Por otro, don Pedro, al 
cercarse de amigos personales, cortesanos, naturales de Portugal como él, pasó a 
defender concepciones más autoritarias de gobierno. En consecuencia, el emperador 
tendió a incompatibilizarse con algunos aliados, como José Bonifácio, apartado del 
ministerio en julio de 1823. A esa altura, renació el clima febril del año anterior, con 
la multiplicación de los periódicos, que se posicionaban en relación con los debates 
en la asamblea. 

Así, el Tamoio de José Bonifácio y sus hermanos levantaban la bandera de la 
oposición no solo contra los demócratas, sino también contra aquellos que se mos- 
traban favorables a un poder autoritario, incluyendo ahí, en particular, a los portu- 
gueses que habían pasado a rodear al emperador. En otra perspectiva se encontraban 


62 Para tales ideas, cfr. David Brion Davies, The Problem of Slavery in the Age of Revolution, 1770- 
1823. Ithaca: Cornell University Press, 1977. Jean Ehrard, «L*Esclavage devant la conscience morale des 
Lumitres francaises: indiférence, géne, révolte» en Marcel Dorignhy, org., Les Abolitions de le P'esclavage: 
de L. F. Sonthonax a V. Schoelcher (Actes du colloque international tenu 4 P Université de París VID), 
París: Presses Univiversitaires de Vincennes-UNESCO, 1995, 143-152. 

63 Brasil..., vol. 3, sesión de 30 de septiembre de 1823, 134-135. 
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los que defendían el pleno poder de don Pedro, como el Correio do Rio de Janeiro, 
el Espelho y el Diário do Governo, que aún acusaban al Tamoto de suscitar intrigas 
entre brasileños y portugueses. De esa manera, la disputa entre una propuesta de 
gobierno más liberal, en el que la soberanía residiera en los representantes de la 
nación, y la de un gobierno más centralizador, con resquicios del Antiguo Régimen, 
o, por lo menos, modelada en las monarquías más conservadoras de la Europa de 
entonces, se convertía, también, en una rivalidad entre brasileños y portugueses. 

En el nordeste, en 1823, otra voz se levantaba: la del ya citado Cipriano Barata 
de Almeida, en el periódico Sentinela da Liberdade na Guarita de Pernambuco. 
Buscaba alertar a las provincias, caso los batallones de Río de Janeiro, «insubordina- 
dos, ignorantes, esclavos sin amor a la Patria», disolvieran el congreso, haciendo que 
aquel, «aterrado y sin libertad, no se oponga a nada y todo se vaya abajo y la Consti- 
tución se quede en agua de borrajas», con los soldados aclamando al gobierno abso- 
luto y dando «las leyes que el emperador quiera, a su exclusiva voluntad». Visión 
profética, que llevó al redactor a prisión, acusado de querer implantar la anarquíaó4. 

En respuesta, el lenguaje conservador de José da Silva Lisboa, se hacía sentir. En 
un folleto, Quartel das Marrecas, lamentaba que muchos querían «sembrar la cizaña 
por el Genio del Mal», que estaba «soplando con impunidad» en la más «nefanda 
guerra entre el poder ejecutivo y el legislativo». Criticaba al autor que pretendía 
estar de centinela en Pernambuco y en la Playa Grande, «gritando a los cuatro vien- 
tos por libertad de los pueblos y libertad de las imprentas, seduciendo a los incautos 
y desluciendo por tantos modos al emperador constitucional». Desde su punto de 
vista, este era el «eterno dispensero de los imperios», enviado a los brasileños como 
«regalo del cielo», demostrando su actitud de respeto y de aceptación de una visión 
más moderada de una monarquía constitucional6s, 

En ese ambiente, el curso de los acontecimientos en Portugal, con el movimien- 
to de la llamada Vila Francada, que cerró las cortes por las armas el 3 de junio de 
1823 y puso fin a la primera experiencia liberal portuguesa, restableciendo el poder 
absoluto de don Joáo VI, sirvió de estímulo para que don Pedro revelara la faceta 
más autoritaria de su carácter. En la mañana del 12 de noviembre, la tropa marchó 
hacia la ciudad y cercó el edificio de la constituyente, que se encontraba en sesión 
permanente hacía dos díasó6. Tras la lectura del decreto que disolvía la asamblea, 
algunos diputados, como los hermanos Andrada, fueron presos, partiendo luego 
hacia un largo exilio. 

Pedro L, a su vez, justificó la actitud arbitraria por medio de una proclamación 
a los brasileños, llamando a todos a conservar la adhesión a la causa de la indepen- 
dencia, pues crecía el «espíritu de la desunión», con el surgimiento de partidos que 
pretendían la implantación del desorden y la «anarquía» en el país. Bajo la promesa 
de una carta «doblemente más liberal», concluía que la medida pretendía superar la 
lentitud con la que se preparaba la Constitución, contener los sustos y temores de 


64 Recife, n.* 47, 13 de setembro de 1823. Cipriano Barata se recusó para participar en la asamblea 
constituyente de 1823, cfr. Marco Morel, Cipriano Barata na Sentinela da Liberdade. Salvador: Academia 
de Letras da Bahia, 2011. 

65 Quartel das Marrecas. Río de Janeiro: Imprensa Nacional, 1822, 1. 

66 Brasil, Índice dos Decretos, cartas e Alvarás de 1823, Dissolve a Assembléia Geral Legislativa e 
Constituinte e convoca outra, 85, [http://www.camara.gov. br/Internet/InfDoc/conteudo/colecoes/ Le- 
gislacao/ Legimp-F_85.pdf. Consultado el 2 de febrero de 2012]. 
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todos los ciudadanos pacíficos y preservar la patria en peligro, apartando el miedo a 
la ruina y a la subversión del Estado: 


Si la Asamblea no hubiese sido disuelta, habría sido destruida nuestra santa religión 
y nuestras vestimentas se habrían teñido de sangre. Está convocada nueva Asamblea. 
[...] Las prisiones ahora hechas serán, por los enemigos del Imperio, consideradas 
despóticas. No lo son. Vosotros veis que son medidas de policía, propias para evitar 
la anarquía y preservar las vidas de esos desgraciados para que puedan gozar aún 
tranquilamente de ellas, y nosotros de sosiego. [...] La salvación de la patria que me 
fue confiada como defensor perpetuo de Brasil, que es la suprema ley, así lo exige. 
Tened confianza en mí, así como yo la tengo en vosotros, y veréis a nuestros enemigos 
internos y externos suplicar por nuestra indulgencia. Unión, y más unión, brasileños; 
quien ha adherido a nuestra sagrada causa, quien ha jurado la independencia de este 
Imperio, es brasileño. Emperador”. 


En aquel momento de crisis, don Pedro necesitaba mostrarse persuasivo, dis- 
frazando el significado de su acto, considerado autoritario en su época por varios 
miembros de la elite intelectual y política. Buscando frases más elaboradas, usando 
un lenguaje metafórico, apelando al peligro que amenazaba a la nación brasileña, 
convocaba a todos los brasileños, es decir, a todos los que habían adherido a la causa 
de la independencia. 

Elaborada por un consejo de Estado, presidido por el propio emperador y for- 
mado por seis ministros y cuatro miembros más, todos brasileños natos, la Consti- 
tución fue entonces otorgada el 25 de marzo de 1824. Su propuesta no difería mucho 
de aquella discutida por los constituyentes en la asamblea, antes de su disolución. 
Contenía, sin embargo, una diferencia fundamental: no emanaba de la represen- 
tación de la nación, sino que era concedida por la magnanimidad del soberano. 
A pesar de no haber sido sometida a la aprobación de una asamblea nacional, se 
mandó copias de la Constitución a las cámaras municipales de las diversas provin- 
cias, a fin de que estas dieran su aprobación. Algunas cámaras, incluso, exigían su 
«rápida adopción». Por otro lado, la Constitución fue considerada incluso como 
«asaz liberal», por algunos libros de historia de Brasil, escritos a mediados del siglo 
xIxó, Se puede inferir, tal vez, que el destaque dado por tales compendios a las 
cámaras municipales, fuera aún un vestigio de las cortes antiguas, en un lenguaje de 
un constitucionalismo histórico, sin duda, caro a algunos hombres del ochocientos 
o un refuerzo del papel de la autonomía provincial, como defendía Abreu e Lima al 
afirmar «que la aglomeración del poder en la capital debilita[ba] a las provincias», 

La Constitución brasileña, como la española de 1812, no empezaba declarando 
derechos, tal como había sido establecido por las revoluciones de fines del siglo 


67 Proclamacáo. Brasileiros! Río de Janeiro: Impr. Nacional [1823]. 

68 Para los libros, vid. Caetano Lopes de Moura, Epitome Chronologico da História do Brasil. Pa- 
rís: Aillaud, Monton e C?, 1860, 248, 256 y 281; José Inazio de Abreu e Lima, Synopsis on Deduccao 
Cronológica dos fatos mais notáveis da História do Brasil. Recife: Typographia de M. F. Faria, 1845, 337 
y Compendio da História do Brasil por el general Abreu e Lima, Río de Janeiro: Eduardo e Henrique 
Laemmert, 1843, 292. 

69 José Inazio de Abreu e Lima. Cartilha do povo por Franklin. Pernambuco: Typ. da Viuva Roma 
y Filhos, 1849, 71. 
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xvir, sino definiendo el Imperio, con su territorio, gobierno, dinastía y ciudada- 
nos7o, En esencia, admitía un gobierno monárquico hereditario, constitucional y 
representativo, en el que enfatizaba la separación de poderes por fuerza de una nítida 
influencia de Montesquieu, aunque incluyese un cuarto poder, el moderador, «llave 
maestra de toda la organización política», que, en teoría, se inspiraba en Benjamin 
Constant. 

A pesar de no hacer mención explícita a la cuestión de la soberanía, quedaba claro 
que esta era compartida entre el monarca y la asamblea general, aunque cupiese al 
primero el derecho de sancionar los decretos y resoluciones de aquella, antes de que 
adquiriesen fuerza de ley. Él podía aún prorrogar o aplazar la asamblea general y 
también disolverla, en los casos en los cuales la salvación del Estado lo exigiera, pero 
estaba obligado a convocar inmediatamente otra que la sustituyera. De esa manera, 
en todos los debates de la asamblea, dos concepciones de la nación siguieron enfren- 
tándose. De un lado, aquella basada en el lenguaje de la política tradicional de una 
autoridad heredada por vía dinástica; de otro, la del lenguaje liberal, que, establecida 
la igualdad entre nación y pueblo, derivaba su autoridad de la voluntad nacional. 

En la perspectiva del liberalismo francés, se encontraba un esbozo de garantía de 
los derechos civiles y políticos de los ciudadanos, con base en la libertad, en la segu- 
ridad individual y en la propiedad. A pesar de eso, los ciudadanos se distinguían, 
desde el punto de vista de los derechos políticos, por medio de la adopción de un 
criterio censitario para los electores, lo que la diferenciaba tanto de la Constitución 
española de Cádiz, como de la primera Constitución portuguesa. Por otro lado, si 
la Constitución abolía los privilegios, mantenía incólume la cuestión de la esclavi- 
tud, aunque hiciese menciones indirectas a ella al incluir a los ingenuos o libertos 
nacidos en Brasil como ciudadanos, pudiendo estos participar de la primera etapa de 
las elecciones, siempre que poseyesen la renta líquida anual necesaria, pero siendo, 
sin embargo, excluidos de la definición de electores para la elección de diputados y 
senadores. Como señal de las permanencias del Antiguo Régimen y elemento fun- 
damental de identidad, la religión católica, como también establecía la Constitución 
española, seguía siendo la religión del imperio, aunque, a diferencia de ella, se per- 
mitiera el ejercicio privado de otras religiones”, 

A pesar de las críticas de los políticos más radicales, tanto por la forma como fue 
impuesta, como por su carácter liberal moderado y por la centralización adminis- 
trativa que presuponía, la Constitución otorgada de 1824 acabó siendo considerada 
como código sagrado de la nación brasileña. De cualquier modo, pasó a significar 
la defensa y la garantía de derechos y deberes, establecidos por un nuevo pacto 
social —distinto de aquella perspectiva contractual surgida en el siglo xvII— pero 
ahora elaborado entre el Rey y el individuo, símbolo de la política moderna, según 


70 Para la Constitución española, ver Constitución de Cadiz de 1812, http://club.telepolis.com/er- 
bez/1812.htm, [consultado el 20 de febrero de 2011]; José María Portillo Valdés, «Constitución», en Se- 
bastián y Fuentes 2002, 196. Lúcia Maria Bastos P. Neves y Guilherme Pereira das Neves, «Constitución 
Brasil» en Javier Fernández Sebastián, dir., Diccionario político y social del mundo iberoamericano. La era 
de las revoluciones, 1750-1850 (Iberconceptos 1). Madrid: Fundación Carolina-Sociedad Estatal de Con- 
memoraciones Culturales-Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2009, 337-351. 

7 Adriano Campanhole y Hilton Lobo Campanhole, comps., Todas as Constituicoes do Brasil. Sáo 
Paulo: Atlas, 1976, 523-573. 
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la visión de Francois-Xavier Guerra7?. De ese modo, a pesar de un lenguaje polí- 
tico conservador, también en el Imperio del Brasil, la Constitución se transformó 
en un concepto normativo, que se componía como una ley que reglamentaba la 
organización y el poder del Estado. De ahora en adelante, las formas de vinculación 
jurídica no eran solo válidas entre las partes contratantes, sino que resultaban en 
beneficios para todos los que estaban sometidos al poder, siendo sus efectos, por 
tanto, universales?73. 

Con pequeñas alteraciones —en 1834, y cambios en el proceso electoral— la 
Constitución otorgada de 1824 permaneció en vigor durante todo el período impe- 
rial y solo fue sustituida por la primera Constitución republicana en 1891. Además, 
sirvió de base para la Constitución que fue también dada, por don Pedro, a Portugal 
en 1826, en oposición a las propuestas absolutistas de don Miguel. Al retornar a 
Portugal, en 1831, a fin de rescatar la corona de la hija, usurpada por el hermano cor- 
cunda [«servil»], aseguró la victoria del liberalismo en Portugal. Revelaba, así, una 
ambigúedad inherente tanto a sus prácticas políticas, como a su época, en relación 
con el pensamiento liberal. 

Por consiguiente, a lo largo de la estructuración de la independencia y de la edi- 
ficación del imperio del Brasil, se mezclaron dos lenguajes políticos: por un lado, 
el liberal, fruto del pragmatismo de las luces ibéricas, que corporificaba las convic- 
ciones de la diminuta elite ilustrada, a la cual estaban asociados sectores influyentes 
diversos, que identificaban en cierto liberalismo el régimen adecuado tanto para 
servir de terreno en el que pudieran acomodar sus intereses privados, como 
para ostentar sus talentos y buscar las remuneraciones que juzgaban merecer por 
ellos; por el otro, un lenguaje conservador, moldeado por la insidiosa persistencia de 
las tradiciones del Antiguo Régimen, que algunas veces inviabilizó el pleno desdo- 
blamiento de la lógica liberal, como luego evidenció el funcionamiento del sistema 
bajo la forma de nación independiente. A pesar de todo, el imperio del Brasil se 
mantuvo integrado durante largos años, no sin conocer revueltas y amenazas de 
disolución, por medio de una monarquía constitucional que se consolidó como un 
régimen de gran liberalidad a lo largo de los años cincuenta del siglo xIx. 


72 Guerra 2003, 53-60. 
73 Dieter Grimm, Constitucionalismo y Constitucionalismo y derechos fundamentales, Madrid: Edi- 
torial Trotta, 2006, 50 et passim. 
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L ABRUMADOR TRIUNFO FINAL de las soluciones republicanas en todos los 

países americanos independizados de España ha hecho olvidar que la opción 

entre monarquía y república no estuvo tan clara desde el comienzo de los 
tiempos de la insurgencia y que a la preferencia republicana se opusieron alternati- 
vas monárquicas en casi todos los nuevos países a lo largo del siglo x1x y con mayor 
fuerza en la primera mitad, cuando la consolidación de la elección republicana estaba 
aun escasamente afianzada!. 

Vamos a contemplar aquí la pervivencia de la opción monárquica en uno de los 
territorios, el que más tarde será la República Oriental del Uruguay, cuyo complicado 
periplo hacia la independencia incluyó alternativas monárquicas muy diversas. Hay 
que decir que no todas las propuestas monárquicas se vinculaban a la instauración 
de un miembro de la familia real española. Hubo propuestas para la entronización de 
príncipes franceses, italianos e incluso para la entrega del territorio para su adminis- 
tración por Gran Bretaña?. 


1 El presente trabajo ha sido realizado en el marco de INDUSAL —Grupo para el Estudio de las 
Independencias en la Universidad de Salamanca— y ha contado con el apoyo de dos proyectos de investi- 
gación liderados por el autor como investigador principal, de la Junta de Castilla y León y del Ministerio 
de Economía. Es también un avance de una futura publicación en torno al tiempo de la independencia y la 
instalación de la república en el futuro Uruguay, que tendrá por título Vasallos de Su Majestad Católica, 
Súbditos del Rey Fidelísimo, Cindadanos de la República. La independencia del Uruguay. 

2 El que durante un corto tiempo fue director supremo de las provincias del Río de la Plata llegó a 
decir «cinco años de repetidas experiencias han hecho ver de modo indudable a todos los hombres de jui- 
cio y opinión que este país no está en edad ni en estado de gobernarse por sí mismo y que necesita de una 
mano exterior que lo dirija y contenga en la esfera del orden antes de que se precipite en los horrores de 
la anarquía». En función de ello solicitaba que las provincias del Río de la Plata fuesen anexionadas como 
colonias por Inglaterra que, sin pérdida de tiempo debería enviar tropas y un jefe autorizado que introdu- 
jese orden en el país. Vid. Luis Navarro García, «El orden tradicional y la revolución de la independencia 
en Iberoamérica» en Inge Buisson, Gúnter Kahle, Hans-Joachim Kóning y Horst Pietschmann, eds., 
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En general, la alternativa monárquica fue una opción frente a lo que se consideró 
por muchos inmadurez de los pueblos americanos para un gobierno republicano. 
Recordemos, y ello es importante, que en el tiempo que abordamos, la República era 
siempre un sistema más liberal y representativo que la Monarquía; las monarquías 
democráticas llegarían mucho más tarde. Pero en ese tiempo que aquí consideramos, 
las dos primeras décadas posteriores a 1810, hubo ejemplos de y, consiguientemente, 
partidarios de monarquías constitucionales a ejemplo de la plasmada en la Consti- 
tución de Cádiz o, en el caso de los más desesperados con la situación postinsurrec- 
cional, incluso con las monarquías fuertes que predominaron tras la Restauración 
posnapoleónica. 


LA MONARQUÍA, UNA OPCIÓN FRECUENTE EN LAS PRIMERAS DÉCADAS 
DE LA INDEPENDENCIA AMERICANA. 


La opción por la continuidad de los lazos con España, en buena parte al amparo 
de la formulación constitucional gaditana, fue muy potente en todos los territorios, 
superando en muchos de ellos a los independentistas, aun cuando el bando realista 
haya sido poco afortunado en el volumen de estudios que se han ocupado de él hasta 
tiempos muy recientes3. Y es evidente que esa alternativa, la monárquica, estuvo 
presente también entre las opciones independentistas. 

La fidelidad al rey era enormemente potente entre las élites americanas. Escribe 
el profesor Luis Navarro: 


El robusto núcleo de fidelidad a España y a su rey se mantuvo incólume en el seno 
y la cúspide de la sociedad indiana. Sin duda el miedo a la revolución se hacía sentir ya 
aquí, ligando a las élites al mantenimiento del orden tradicional. Solo esta actitud, deli- 
berada y perseverantemente mantenida por la mayoría de los dirigentes de la sociedad 
indiana, puede explicar la extraordinaria duración y el ambiguo final del proceso de 
independencia en Iberoamérica. Brian Hamnett ha escrito: “en México fueron necesa- 
rios trece años y en el Perú 16 para que los altos representantes de la sociedad criolla 
identificaran su suerte con la idea de un Estado soberano e independiente de España 
y de una forma republicana de gobierno... La fidelidad a la monarquía española tardó 
mucho tiempo en morir. Fue desapareciendo lentamentes, 


Monárquica fue la primera independencia mexicana El Plan de Iguala o Plan 
de Independencia de la América Septentrional de 24 de febrero de 1821 preveía el 
establecimiento de una nación mexicana independiente con una monarquía mode- 
rada cuya corona sería otorgada a Fernando VIT o a un infante de su familia que 
él designase. Y los monárquicos no desaparecieron tras el fracaso de la experiencia 


Problemas de la formación del Estado y de la Nación en Hispanoamérica, Bonn: Internationes, 1984, 145 
et passim. 

3 A intentar paliar en parte la ausencia de tales estudios se dirigen varias de las investigaciones del 
grupo salmantino INDUSAL : las tesis de pronta presentación de Carlos Arnulfo Rojas sobre los realistas 
en la región neogranadina de Popayán o la de Ana Ribeiro sobre el realismo en Paraguay y Uruguay en 
términos comparativos, así como los trabajos de la profesora Izaskun Álvarez Cuartero sobre Yucatán y 
los míos sobre Uruguay. 

4 El cónsul británico Sutherland hablaba en 1820 de los «seculares hábitos monárquicos» de los 
pueblos americanos, cfr. Navarro García 1984. 
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imperial. Renacieron con fuerza en el apoyo a Maximiliano de Habsburgo cuarenta 
años después. 

Menos conocidas fueron otras intentonas monárquicas que a veces adquirieron 
tintes salnetescos. 

En la Gran Colombia y sus estados herederos hubo variadas propuestas monár- 
quicas5. Ya en el propio entorno de Bolívar, cuyas tendencias aristocratizantes son 
sobradamente conocidas, surgieron pronto voces convencidas de que la solución a 
la anarquía y el desgobierno era la monarquía. 

Las amenazas a la subsistencia de la Gran Colombia, en un momento en el que 
la decadencia física de Bolívar era evidente, fueron la razón que llevó a un grupo 
de altos personajes, entre los que se encontraban varios ministros a concluir que 
Colombia no podía subsistir regida por instituciones republicanas: 


Que prescribían un jefe electivo cada cuatro años pues infaliblemente se dividirán 
por las antipatías y rivalidades existentes y las que excitaban las elecciones. Fueron, 
pues, de la opinión que el único gobierno que daría al territorio colombiano garantías 
de orden y estabilidad, sería el monárquico constitucional, llamando al trono a un 
príncipe extranjero de las antiguas dinastías de EuropaS, 


La marcha de Bolívar para dirigir las operaciones del frente peruano dejó manos 
libres a los ministros bogotanos para poner en pie el plan monarquista. Fue el gene- 
ral Urdaneta quien se encargó de coordinar el plan y, a través de un enviado de 
llevarlo a Caracas, dónde Páez —que luego sería primer presidente de la República 
de Venezuela— ya había mostrado algunas simpatías monárquicas —vid. infra—. 

El Consejo de Ministros autorizó al ministro de Relaciones Exteriores para 
comenzar de forma reservada una negociación con los representantes de Gran Bre- 
taña y Francia, a los que manifestaron la imperiosa necesidad que Colombia tenía 
de variar la forma de gobierno adoptando una monarquía constitucional. Para ello 
pedían el parecer —en realidad la autorización — de Gran Bretaña y Francia a fin de 
dar el paso. El plan que les presentaban era la continuidad de Bolívar como gober- 
nante de carácter vitalicio y su sustitución, a su fallecimiento, por el príncipe que 
se eligiera de alguna de las dinastías de Europa. Manifestaban a los dos gobiernos 
igualmente que sería probable que las repúblicas americanas, comenzando por los 
Estados Unidos, se alarmaran y quizá actuasen contra Colombia y en ese caso, pre- 
guntaban si ambas Potencias europeas actuarían en defensa del país. 

La comunicación del ministro de Relaciones Exteriores al representante en París 
abundaba en los mismos argumentos a favor de la monarquía que se repetirán en 
todos los proyectos monárquicos americanos, desde México al Plata: 


Debemos pues abjurar de un sistema político que entre nosotros no presenta nin- 
gunas ventajas y que está expuesto a tan graves inconvenientes. Los hábitos de nues- 
tros pueblos son monárquicos, como que la monarquía fue el gobierno que tuvieron 


5 Sobre los intentos de instaurar una monarquía en la Gran Colombia, Cfr. Caracciolo Parra Pérez, 
La monarquía en la Gran Colombia, Madrid: Ediciones Cultura Hispánica, 1957 y Diego Uribe Vargas, 
Colombia y la diplomacia secreta. Gestiones para implantar la monarquía, Bogotá: Academia Colombiana 
de Historia, 2005. 

6 José Manuel Restrepo, Historia de la Revolución de Colombia, vol. VI, Medellín: Editorial Bedout, 
1970, en Uribe Vargas 2005. 
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por siglos. se decidieron por la independencia y en la embriaguez que les causaron los 
triunfos obtenidos por las armas se persuadieron que una libertad ilimitada era la que 
les convenía, pero la experiencia les ha hecho conocer que ella les era perjudicial y hoy 
se nota una tendencia general a las instituciones monárquicas?. 


A Francia se le sugería que el príncipe que se eligiera sería de la rama francesa 
de los Borbones, ya que profesaría la religión católica y además a su favor existirían 
otras muchas razones. Pero la monarquía francesa no estaba dispuesta a enfrentarse 
a la española, que se consideraba depositaria única de los derechos sobre los territo- 
rios americanos por lo que declinaba el honor. El gabinete británico, que afirmaba 
que celebraba la iniciativa y la apoyaba en tanto que contribuiría al orden y la pros- 
peridad, indicó tajante que no permitiría en ningún caso que Colombia coronara a 
un príncipe francés. Estados Unidos, esgrimiendo la doctrina Monroe, comunicó su 
disgusto a Bogotá y le comunicó que la decisión acarrearía riesgos$, 

Ante las dificultades encontradas, el gabinete dimitió y renunció al proyecto. 
Frente a la iniciativa, el Libertador expuso su oposición a convertirse en monarca, 
pero no desaprobó explícitamente el proyecto de que lo fuera otro. 

En la Venezuela que está aún unida a la Gran Colombia pero ya en medio de 
las tensiones que conducirían a su separación, en 1826, el futuro primer presidente, 
general Páez, se dirigía a Bolívar, entonces en Lima sugiriéndole la instauración 
de una monarquía. Bolívar, que rechazó la idea, a la que motejaba de napoleónica, 
escribía a Francisco de Paula Santander, vicepresidente de la Gran Colombia: «Mi 
hermana me dice que en Caracas hay tres partidos: monárquicos, demócratas y 
pardócratas». 

En Ecuador la instauración de una monarquía parece que era el objetivo de la 
expedición militar que pretendió organizar en España el general Juan José Flores, 
primer presidente de la República del Ecuador tras su independencia en 1830 y que 
tras ser depuesto viajó exiliado a Europa. Aquí concibió un sorprendente plan para 
volver al poder que implicó nada menos que a tres países. En Inglaterra encomendó 
a un general irlandés, Richard Wright, la recluta de mercenarios y la consecución de 
armas y naves para dirigirse al Ecuador. Fue en Francia dónde su afán reconquista- 
dor parece que adquirió un tinte monárquico. Con apoyos en el ministro Guizot, 
el general propuso rey de los franceses, Luis Felipe, un plan para poner en pie una 
corona ecuatoriana. 

Pero fue en España, en 1846, dónde los planes adquirieron mayor materialización. 
Flores pactó la colocación en el trono ecuatoriano de un hijo de la reina madre María 
Cristina de Borbón y de su segundo marido, Fernando Muñoz, duque de Riánsares, 
logrando el apoyo entusiasta de la pareja real — parece que también financiero— y 
del gobierno de turno entonces. Para el nuevo reino, en el que Flores sería el hombre 
fuerte, planteaba éste incluso el engrandecimiento territorial hacia el norte y el sura 
costa de Perú y Colombia, lo que suscitó la inmediata alarma de ambos. 


7 Ibidem. 

8 Ibidem. 

9 Carta de Simón Bolívar, desde Lima, al general Francisco de Paula Santander, entonces en Bogotá 
de 21 de febrero de 1826. Manuel Pérez Vila, ed., Doctrina del libertador Simón Bolívar, Alicante: Bi- 
blioteca Virtual Miguel de Cervantes, 2002 [www.cervantesvirtual.com/obra-visor/doctrina-del-liberta- 
dor.../html. Consultado el 12 de junio de 2012]. 
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El plan no se quedó simplemente en la mente del general. A fines de 1846 había 
logrado reclutar a alrededor de 1.500 hombres, que a la vez que soldados viajaban 
como colonizadores, ya que se le prometieron tierras en destino. Aquellos se encon- 
traban acantonados en el norte peninsular y a ellos se añadirían dos batallones que 
Wright había conseguido reunir en Inglaterra junto a tres naves. Pero la acción en 
contra del gabinete británico de Lord Palmerston, a quien se dirigieron alarmados el 
gobierno de Ecuador y los de los vecinos y la retirada del apoyo de un nuevo gobier- 
no en España, frustraron el plan'o, un plan confuso del que algunos historiadores 
ecuatorianos floristas —y el propio Flores tras el fracaso de la tentativa— niegan que 
tuviera como finalidad instaurar una monarquía, pero del que la historiadora valliso- 
letana Ana Gimeno, basándose en fuentes del Congreso de los Diputados español, 
completadas con otras venezolanas, afirma su riguroso carácter monárquico", 

En Perú, el general San Martín fue uno de los muchos convencidos, ya en los 
primeros tiempos, de que en la América hispana no era posible la práctica de la repú- 
blica y que la monarquía era el mejor antídoto frente a la anarquía”. Y a su llegada 
a Lima, una sociedad aristocrática y que había resistido como pocas el avance de la 
insurgencia, encontró el territorio más que abonado para su idea de forma de estado. 
En 1821, un enviado del nuevo régimen constitucional metropolitano auspició la 
conferencia de Punchauca, entrevista del virrey La Serna con San Martín. La oferta 
de éste al virrey fue la instauración de una monarquía constitucional a cuya cabeza 
figuraría un príncipe español de la familia de Fernando VII. Pero la propuesta fue 
rechazada por el virrey. 

Cuando San Martín asumió la dictadura en Lima con el cargo de Protector tras 
la proclamación de la independencia —desde julio de 1821 a septiembre de 1822— 
actuó de forma decidida a favor de la instauración monárquica en Perú. De hecho, 
su régimen, con reconocimiento de los títulos nobiliarios españoles era un anticipo 
de la monarquía que se preparaba. Bajo los auspicios del general y con la estrecha 
colaboración del rioplatense Bernardo de Monteagudo, su ideólogo, se creó la Socie- 
dad Patriótica de Lima —enero de 1822— con la finalidad de crear un ambiente 
favorable a la monarquía5. En su seno se realizó un gran debate político sobre la 
forma de gobierno para el futuro del Perú independiente con un claro basculamiento 
a favor del régimen monárquico, un monarquismo liberal y constitucional de tipo 


19 Dictamen de la Comisión de Información parlamentaria sobre ciertos actos de que pueda ser res- 
ponsable Doña María Cristina de Borbón, apéndice 2” al número 399 de 7 de junio de 1856, 13.875-13.876, 
citado en Isabel Burdiel Bueno, Isabel II: una biografía (1830-1904), Madrid: Taurus, 2011; Ana Gimeno, 
Una tentativa monárquica en América, el caso ecuatoriano, Quito: Banco Central del Ecuador, 1988, 
resultado de su tesis presentada en la Universidad de Valladolid en 1983 con el título «La expedición del 
general Flores al Ecuador en 1846». 

n Niega el carácter monárquico de la expedición Jorge Villalba, El general Flores: fundador de la 
República del Ecuador, Quito: Centro de Estudios Históricos del Ejército, 1994. 

2 San Martín, como tantos partidarios de la monarquía en la nueva América, era un monárquico 
táctico: «Por inclinación y principios amo el gobierno republicano, y nadie, nadie, lo es más que yo; pero 
mi afección particular no me ha impedido el ver que este género de gobierno no era realizable en la antigua 
América española, porque carece de todos los principios que lo constituyen, y porque tendría que sufrir 
una espantosa anarquía, que sería lo de menos si se consiguiesen los resultados; pero que la experiencia de 
los siglos nos demuestra que sus consecuencia son las de caer bajo el yugo de un déspota» en Enrique de 
Gandía, San Martín, su pensamiento político, Buenos Aires: Pleamar, 1964. 

B_ Contó para su labor propagandística con un órgano periodístico, El Sol del Perú. 
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británico!4. Todo ello culminó con la decisión del Consejo de Estado con San Martín 
al frente —24 de diciembre de 1821— de enviar a Europa una delegación formada 
por Juan García del Río5, su ministro de Gobierno y Relaciones Exteriores, más 
tarde autor de las Meditaciones Colombianas, en las que defendía con ardor el siste- 
ma de monarquía para América y Diego James Paroissien, con la finalidad de buscar 
entre las casas reinantes europeas un candidato para ocupar el trono del Perú:*. Los 
delegados desembarcaron en Londres en agosto de 1822, coincidiendo casi con el fin 
del gobierno sanmartiniano. Esta circunstancia supuso el inmediato fin de la misión; 
la existencia de una poderosa corriente republicana acabó con el triunfo final de ésta. 

Ni siquiera las Antillas quedaron al margen de la vuelta a la monarquía. Es bien 
conocido el episodio de la vuelta al seno de la monarquía española de la parte orien- 
tal de la isla de Santo Domingo”. 


14 Sobre todo ello, vid. Jorge Guillermo Paredes, «La Sociedad Patriótica y el primer gran debate 
político del Perú independiente» Nueva Crónica, 2 (2013), 253-274. [http://www.monografias.com/tra- 
bajos97/sociedad-patriotica-y-primer-gran-debate-politico-del-peru,independiente/sociedad-patriotica- 
y-primer-gran-debate-politico-del-peru-independientez.shtml. Consultado el el 28 de agosto de 2013]. 
Cfr. también Marie Danielle Demélas, La ¿invención política. Bolivia, Ecuador, Perú en el siglo XIX, Lima: 
IFEA-Estudios Peruanos, 2003. 

15 Sobre García del Rio, vid. Rafael Rubio Muñoz, «Juan García del Río: un bicentenario melancó- 
lico», Diálogos de Derecho y Política, 4 (2010), 1-20 [http://aprendeenlinea.udea.edu.co/revistas/index. 
php/derypol/article/view/7097. Consultado el 22 de agosto de 2013] y Guillermo Guitarte, «García del 
Río en la Gran Colombia. El rodeo por Estados Unidos», Thesaurus, L:1-2-3 (1995) [http://cvc.cervantes. 
es/lengua/thesaurus/pdf/50/T'H_50_123_547_0.pdf. Consultado el el 22 de agosto de 2013]. Recoge un 
informe del comisionado francés para la América española, Charles Brésson que a finales de los años 20 lo 
citaba como perteneciente a una sociedad de americanos de todos los países que trabajan en secreto para 
introducir en ellos la monarquía como forma de gobierno, «convencidos de que los Estados del Sur se han 
extraviado hasta el presente en la busca de un gobierno que les convenga, trabajan en secreto para llevarlos 
a instituciones más análogas a sus necesidades y hábitos. Estos hombres se reúnen en Nueva York y allí 
preparan sus planes». 

16 Sus instrucciones y su fundamentación eran precisas: «1. Para conservar el orden interior del 
Perú y a fin de que este Estado adquiera la respetabilidad exterior de que es susceptible, conviene el es- 
tablecimiento de un gobierno vigoroso, el reconocimiento de la independencia y la alianza o protección 
de una de las potencias de las de primer orden en Europa, y es por consiguiente indispensable. La Gran 
Bretaña, por su poder marítimo, su crédito y vastos recursos, como por la bondad de sus instituciones, y 
la Rusia por su importancia política y poderío se presentan bajo un carácter más atractivo que todas las 
demás: están por consiguiente autorizados los comisionados para explorar como corresponde y aceptar 
que el Príncipe de Sussex Cobourg [sic], o en su defecto uno de los de las dinastías reinantes de la Gran 
Bretaña, pase a coronarse como Emperador del Perú. En este último caso darán preferencia al Duque de 
Sussex con la precisa condición que el nuevo jefe de esta monarquía limitada, abrace la religión, debiendo 
aceptar y jurar al tiempo de su recibimiento la constitución que le diesen los representantes de la nación; 
permitiéndosele venir acompañado, a lo sumo de una guardia que no pase de trescientos hombres. Si lo 
anterior no tuviese efecto podrá aceptarse alguna de las ramas colaterales de Alemania, con tal que ésta 
estuviese sostenida por el gobierno británico o uno de los príncipes de la Casa de Austria con las mismas 
condiciones y requisitos. 2.” En caso de que los Comisionados encuentren obstáculos insuperables por 
parte del gabinete británico, se dirijan al Emperador de la Rusia como el único poder que puede rivalizar 
con Inglaterra. Para entonces están autorizados los enviados para aceptar un príncipe de aquella dinastía, 
o algún otro a quien el Emperador asegurase su protección. 3.” En defecto de un príncipe de la casa de 
Brunswik, Austria y Rusia, aceptarán los enviados algunos de la Francia y Portugal; y en último recurso 
podrán admitir de la casa de España al duque de Luca, en un todo sujeto a las condiciones expresadas y 
no podrá en ningún caso venir acompañado de la menor fuerza armada». Vid. Mariano Felipe Paz Soldán, 
Historia del Perú independiente, Lima: Impr. del Courrier de la Plata, 1868-1874. 

17 Sobre el episodio dominicano, vid. Emilio Rodríguez Demorizi, Proyecto de incorporación de 
Santo Domingo a Norteamérica, Santo Domingo: Editora Montalvo, 1965; Juan Daniel Balcácer, Pedro 
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Desde la emancipación de Haití18 las clases dirigentes fueron siempre extraor- 
dinariamente pesimistas respecto a la posibilidad de mantener la independencia. 
El país había quedado en una situación económica muy difícil y las tentativas de 
reconquista por el vecino del oeste eran constantes, por lo que ellos creían que la 
anexión o el protectorado de una potencia extranjera constituían el único recurso 
para alcanzar el progreso económico. Ya desde antes de la independencia —1844, 
la denominada «Segunda Independencia» un grupo ilustrado se propuso lograr el 
establecimiento de un protectorado francés como medio de lograr la separación de 
Haití. Y el triunfo conservador frente a los liberales inmediatamente después de la 
independencia, acentuó la búsqueda del manto protector exterior. 

A finales de los años cincuenta, una guerra civil dejó al país en un estado crítico: 
la moneda se devaluó vertiginosamente, las conspiraciones eran constantes y la eco- 
nomía se encontraba al borde del colapso, lo que provocó el descontento. En con- 
diciones tan críticas, el que había sido el hombre fuerte de los conservadores, Pedro 
Santana y su entorno, comenzaron a pensar en la anexión a España. Hasta entonces 
la opción anexionista se decantaba más a favor de los Estados Unidos, una poten- 
cia cercana y en ascenso. Pero algunas tentativas anteriores no habían fructificado 
por la oposición de las potencias europeas. Y España, que se encontraba entonces 
en pleno gobierno de O”Donnell, caracterizado por sus afanes intervencionistas y 
expansionistas!9 y que consideraba que la presencia en Santo Domingo reforzaba su 
posición en Cuba y Puerto Rico, aceptó la petición de Santana. Por otro lado, la elite 
conservadora, cuya historia no se había forjado como las de otras partes de América 
en la oposición a España, sino a Haití, apoyó la operación, 

En las negociaciones, que culminaron en la anexión en marzo de 1861, España 
aceptó reconocer a Santo Domingo como una provincia ultramarina, en la que los 
dominicanos estarían dotados de plenos derechos y, a diferencia de Cuba o Puerto 
Rico, no se restablecería la esclavitud. 

La esperanza en la solución de los problemas económicos mediante la asunción 
de la deuda y el canje de la moneda, suscitaron el apoyo de una parte de la población 
más acomodada. Pero pronto surgió una oposición organizada, apoyada desde Esta- 
dos Unidos, que lanzó la guerra contra la administración española. Y la incapacidad 
de ésta para remontar los problemas no hizo más que incrementar el enfrentamiento. 
Las dificultades crecientes llevaron al gobierno del sucesor de O”Donnell, Narváez 
a anular la anexión y repatriar las tropas a España. 


LA MONARQUÍA EN EL RíO DE LA PLATA 


La mayoría de los dirigentes de la insurgencia de la primera hora, de pensa- 
miento profundamente oligárquico, eran monárquicos. Ideas o planes de monarquía 
manifestaron Belgrano, Rivadavia, Alvear, Pueyrredón, San Martín y muchos otros. 
Durante los primeros tiempos utilizaron lo que se ha venido llamando «la máscara 


Santana. Historia política de un déspota, Santo Domingo: Taller 1974 y Roberto Cassá, Dictadores domi- 
nicanos del siglo XIX, Santo Domingo: Archivo General de la Nación, 2008. 

18 Febrero de 1844. 

19 Guerra en África, intervención en apoyo del Papa en los Estados Pontificios, con Francia en Indo- 
china, también con Francia y Gran Bretaña en México, guerra del Pacífico. 
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de Fernando VIT», es decir, la ficción de la fidelidad al rey de España. Pero cuando 
llegó el momento de romper con la ficción y optar decididamente por la indepen- 
dencia, declarada en 1816, la monarquía fue una opción destacada entre los centra- 
listas, a los que los federalistas de Artigas oponían la bandera de la república como 
sistema de gobierno. 

Antes incluso de la fecha de la proclamación de la independencia hubo ya ges- 
tiones para colocar a un monarca en el trono del Plata. La acción estuvo vinculada 
a la princesa Carlota de Borbón y fue tan temprano como en 1808. Las noticias de 
los acontecimientos en la metrópoli llegan muy pronto a América —al Rio de la 
Plata en julio del 8 y en agosto, con la llegada del enviado de Bonaparte, marqués de 
Sassenay— y la primera consecuencia es un proyecto de carácter monárquico, una 
estrategia tendente a sustituir la ausencia del titular de la Corona por una persona 
cercana, su hermana la infanta Carlota, princesa de Portugal y esposa del regente 
Juan VI, en ese momento residente en Río. En el proyecto convergían el interés de la 
Corona de Portugal, que históricamente había ambicionado llegar o incluso sobre- 
pasar las fronteras del Plata2o y el de un grupo de miembros de la oligarquía bonae- 
rense que luego formarían parte del núcleo de los insurgentes de la primera hora: 
Manuel Belgrano, Juan José Castelli, Nicolás Rodríguez Peña, Hipólito Vieytes o 
Antonio Luis Beruti, que pretendían de esta forma conseguir un cierto grado de 
autonomía bajo una monarquía que impidiera el tan temido desorden que podía des- 
atar la ausencia de la cabeza del estado”. Al frente de la operación trabajaron el jefe 
de la escuadra británica en el Atlántico, almirante Sydney Smith, que actuaba como 
una especie de consejero de la Corte lusa, en unión del hábil ministro de Asuntos 
Exteriores y Guerra de Portugal, Rodrigo de Sousa Coutinho, que contaron con el 
impulso de la pareja real —la infanta española consideraba que había llegado «su 


20 Joao Pablo Pimienta, Adriana Salay Leme, «Imperador de toda a América do Sul», Revista USP, 
79, (2008), 34-43. Ya desde la llegada del Regente Joao VI a Bahía llegaban noticias sobre el interés del 
Braganza por el dominio de Sudamérica. El gobierno de Montevideo había enviado a Luis Larrobla para 
inquirir noticias sobre el arribo de la familia real a América y entre otras novedades informaba de que tras 
el desembarco «el pueblo le apellidó Emperador de toda la América del Sur, a lo que respondía que sería 
lo que quisieran [...] la opinión vulgar es que dicho Príncipe pasará letras a la América española del sur 
para titularse Emperador de toda ella». 

21 En septiembre de 1808, Castelli, Beruti, Rodríguez Peña y Belgrano dirigían al futuro Joao VI una 
nota suplicándole: «En ocasión tan angustiada como la que ha tocado a los Soberanos de España, nada po- 
día sernos tan satisfactorio como la proximidad de VAR y los altos títulos con que la serenísima princesa 
del Brasil, Doña Carlota Joaquina y el serenísimo sr. Infante d. Pedro Carlos han significado los derechos 
de la augusta Casa de Borbón al trono de América [...] confiamos en que VAR se sirva prestar su pro- 
tección real para los efectos que puede prometernos la felicidad de estar baxo los auspicios de tan ilustre 
soberanía». Este Don Pedro era el infante Pedro Carlos de Borbón y Braganza, hijo del infante Gabriel 
de Borbón y de la infanta Mariana Victoria de Portugal, nieto de Carlos II y que a causa de su temprana 
orfandad vivía en la corte de Portugal. Wartel Rela, Historia política del Río de la Plata. El proyecto carlo- 
tista, 1808-1809, Montevideo: Academia Uruguaya de la Historia, 2006. Sobre el proyecto carlotista, cfr. 
también Sara Marques Pereira, D. Carlota Joaquina e «os espelhos de Clío. Actuacao politica e figuracoes 
historiográfica», Lisboa: Livros Horizonte, 1999; Francisca Nogueira de Azevedo, Carlota Joaquina na 
Corte do Brasil, Río de Janeiro: Casa da Palabra, 2003; Francisca Nogueira de Azevedo, Carlota Joaquina: 
cartas inéditas, Río de Janeiro: Casa de Palavra 2007; Marsilio Cassotti, Carlota Joaquina-O Pecado Es- 
panhol, Lisboa: A Esfera dos Livros, 2009; Roberto Etchapareborda, Qué fue el carlotismo, Buenos Aires: 
Plus Ultra, 1972; Roberto Etchapareborda, Felipe Contucci y el carlotismo, 1808-1810, Buenos Aires, 
Separata del Anuario del Instituto de Investigaciones Históricas, 1960. 
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hora de reclamar su lugar en las colonias de América como legítima heredera»22— y 
el embajador británico en Río, todo lo cual supuso incluso el envío de una misión 
secreta al Río de la Plata a cargo de un mariscal, Francisco Xavier Curado. El pro- 
yecto avanzó hasta el punto que Smith preparó su escuadra para trasladar a la infanta 
hasta Montevideo, lo que estaba dispuesta a acometer en octubre de 18082, 

Pero el apoyo diplomático británico al proyecto se frenó tan pronto como se 
firmó un tratado del gobierno de Londres con la Junta Suprema de España por la 
que ambos países se convertían en aliados. Las autoridades metropolitanas habían 
desautorizado la operación carlotista y el gobierno inglés no estaba dispuesto a 
actuar en el Río de la Plata en un sentido que no fuera absolutamente coordinado 
con el hispano. Así que el gobierno británico hizo saber al ministro Sousa Cout- 
imho que el gobierno británico «desaprueba de plano todo proyecto que tenga por 
fin el menor cambio en los negocios de la América española [...] no cree que haya 
llegado el momento de plantear las pretensiones de la señora princesa del Brasil». 
Paralelamente, virrey y Cabildo de Buenos Aires rechazaban la propuesta, mientras 
que iniciativas en Cádiz tendentes a favorecer la opción de la princesa de Brasil para 
ocupar la Regencia del reino fracasaban igualmente, 

Tan temprano como en 18137, la Asamblea enviaba a Manuel de Sarratea en 
misión a Europa. Ante la intransigencia de Fernando VIT, recién reinstalado en 
el trono, cara a la situación americana, el enviado tenía como objetivo demorar el 
envío de la proyectada expedición militar peninsular, que entonces se pensaba que 


22 La princesa acuciaba a su marido en una carta de 2 de octubre de 1808 transmitiéndole las noticias 
que, según ella, le llegaban en una carta particular de Buenos Aires en la que le indicaban que el ambiente 
estaba muy efervescente con la noticia de la ausencia del poder metropolitano, hasta el punto que circu- 
laba una carta de Manco Capac Inca, descendiente de los antiguos reyes del Perú que muestra que piensa 
plantear sus pretensiones y que los republicanos no han levantado aun la cabeza, pero trabajan sin tregua 
en secreto. «cumplo con mi conciencia advirtiéndole del peligro [...] Existe otro [proyecto] no menos 
grave que nacería si se escucharan las proposiciones insidiosas de algunos individuos que, para mejor 
tener el poder entre sus manos en Buenos Aires, si no lo es para destruir la monarquía, proponen hacerla 
electiva en la persona de Don Pedro» Este Don Pedro era el arriba citado infante Pedro Carlos de Borbón 
y Braganza. Cfr. Rela 2006. 

23 En noviembre de 1808 escribía: «Nunca más que ahora ha necesitado España de los recursos de 
América, ni está más [necesitada] de mi presencia que en las críticas circunstancias del día en que las 
ciudades de Montevideo y Buenos Aires, están expuestas a ser víctimas de la mayor anarquía [...] La ins- 
titución y ejercicio de una autoridad superior a la del Virrey es el único medio y más eficaz para arrancar 
de raíz aquella sisaña...», Rela 2006. El conocimiento del proyecto carlotista llegó incluso hasta el Alto 
Perú, enviado directamente en documentos por el propio ministro Souza Coutinho al cabildo de Charcas 
y otras autoridades locales. 

24 El tratado Apodaca-Canning. 

25 Rela 2006. 

26 Joaquín Lorenzo Villanueva, Mi viaje a las Cortes, Madrid: Impr. Nacional, 1860; Marie Laure 
Rieu-Millan, Los diputados americanos en las Cortes de Cádiz, Madrid: CSIC, 1990. 

27 Recogemos aquí fundamentalmente las acciones protagonizadas por la elite dirigente. Pero al lado 
de éstas, los testimonios de acciones de resistencia antiinsurgente proespañola en la base de la sociedad 
son numerosísimas en el territorio gobernado por Buenos Aires en la década de 1810. Pueden verse en 
Comisión Nacional “Archivo Artigas”, Montevideo, diversos años de edición, vol. XXXIV [en adelante 
simplemente Archivo Artigas]. El 22 de marzo de 1817, Juan Bautista Méndez escribía al Cabildo de Co- 
rrientes advirtiéndole de la mala propaganda que los europeos difundían entre los habitantes: «he recibido 
un oficio instigante del sr. General [Artigas] por las repetidas quexas que ha tenido el gobierno de Santa 
Fe por la llegada de individuos así europeos como portugueses, [...] a inspirar a los naturales ideas nada 
favorables a nosotros y sí muy perjudiciales» en Archivo Artigas, vol., doc. 116. 
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se dirigiría al Plata y establecer contactos con Carlos TV, en ese momento residente 
en Roma para ofrecerle la coronación de su hijo, el infante Francisco de Paula. La 
negociación, que se realizó a través de los buenos oficios del conde de Cabarrús, 
proponía la firma por parte del ex rey de un manifiesto por el que cedía a su hijo «el 
dominio y señorío de los territorios que formaban el virreinato de Buenos Aires, la 
presidencia de Chile y provincias de Puno, Arequipa y Cuzco». Se incluía un pro- 
yecto de constitución monárquico-constitucional y la nueva monarquía se llamaría 
Reino Unido del Río de la Plata. Cuando iba a tener lugar la negociación se produjo 
la derrota de Bonaparte en Waterloo y Sarratea decidió la colocación en el trono del 
Plata de un miembro de la familia de Fernando VIT, pero con la anuencia de éste. 
El ministro de estado, Pedro Cevallos rechazó de plano cualquier idea de un estado 
independiente en América, lo que consideraba un insulto a la soberanía del rey. 

El Director Supremo Gervasio de Posadas enviaba muy poco después otra 
misión a Europa, formada por dos próceres de la independencia, Manuel Belgrano 
y Bernardino Rivadavia”. Su objetivo era presentar la situación del virreinato a 
Fernando VII, proponer el envío de representantes al Plata para que, conocida la 
situación, buscasen medios de conciliación. En caso de fracasar estas proposiciones 
y si peligrase la negociación, «entonces hará ver que los americanos no entrarán 
jamás por partido alguno que no gire sobre estas dos bases o la venida de un príncipe 
de la Casa Real de España que mande en soberano este continente bajo las formas 
constitucionales que establezcan las provincias o el vínculo y dependencia de ellas de 
la Corona de España, quedando la administración de todos sus ramos en manos 
de los americanos». En caso de que Fernando se negara a iniciar negociación, 
la misión debía dirigirse a otra corte extranjera para conseguir protección frente a la 
agresión española. En cualquier caso, en su viaje a España y antes de pasar a Madrid, 
debían informarse a través de Sarratea en torno a la política inglesa hacia la América 
española. Porque, decían sus instrucciones «en el caso que pueda conseguirse que la 
nación inglesa quiera mandar un Príncipe de su casa real o de otra de sus aliadas para 
que se corone en esta parte del mundo bajo la constitución que fixen estos pueblos o 
bajo otras formas liberales tomando sobre sí la obligación de allanar las dificultades 
que oponga la España o las demás potencias europeas, entonces omitirá su viaje a 
España y sólo tratará con la Inglaterra». 

También en este caso, la misión fracasó por la oposición cerrada de la corte de 
Madrid, que ordenó la expulsión de Rivadavia del reino, del que salía en julio de 
1816. 

Si de estas misiones se ha afirmado que tenían un buen componente de tác- 
tica apaciguadora y dilatoria frente a la amenaza de la expedición española3o, las 


28 Ricardo Levene, Historia de la nación argentina (desde los orígenes hasta la organización definiti- 
va en 1862), vol. VI, Buenos Aires: El Ateneo, 1947; Carlos Escudé, Andrés Cisneros, Historia General 
de las Relaciones Exteriores de la República Argentina, Buenos Aires: Grupo Editorial Latinoamericano, 
1998 [www.argentina-rree.com. Consultado el 12 de octubre de 2011]. 

29 La fecha de la propuesta de Posadas fue el 13 de septiembre de 1814. 

30 La necesidad de protección ante la amenaza peninsular llevó incluso al director supremo de turno, 
Carlos María de Alvear, a enviar un mensajero, Manuel García, a Río de Janeiro para, a través del emba- 
jador británico ante la Corte portuguesa, lord Strangford, pedir el ingreso de las Provincias Unidas en el 
seno de la Gran Bretaña: «D. Manuel García, consejero de estado, instruirá a VE de mis últimos designios 
con respecto a la pacificación y futura suerte de estas provincias. Cinco años de repetidas experiencias han 
hecho ver de un modo indudable a todos los hombres de juicio y opinión, que este país no está en edad 
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propuestas siguientes, hechas tras la proclamación de la independencia, eran ya una 
clara propuesta de forma de estado, 

La independencia fue aprobada en el Congreso de Tucumán el 9 de julio de 1816 
y una vez adoptada, se hacía necesario determinar la forma de gobierno. La cuestión 
fue discutida en sucesivas sesiones que tuvieron lugar a partir del 12 de julio, cuando 
el diputado Acevedo propuso que se adoptase como forma de Estado la monarquía 
constitucional. Manuel Belgrano3, tres días antes de la proclamación de la inde- 
pendencia, en el contexto de un informe sobre la situación en Europa, presentó la 
iniciativa que luego logró el mayor consenso del Congreso. Abría su propuesta 
Belgrano indicando que las ideas republicanas ya no tenían predicamento en Europa 
y que solo la monarquía era aceptable cara al reconocimiento de la independencia. 
Así pues, proponía la forma monárquico-constitucional a la manera inglesa. Y para 
ocupar el trono de esa monarquía «temperada» debía llamarse a un descendiente 
de la dinastía de los Incas «por la justicia que envuelve la restitución de esta Casa, 
tan inicuamente despojada del trono» y por el entusiasmo que despertaría entre los 
habitantes de las provincias del Alto Perú, lo que favorecería la unión con ellas y evi- 
taría una sangrienta revolución en el futuro%. En las discusiones que tuvieron lugar 
a partir del día 12, la opción incaica —algunos propusieron incluso que fuera con 
capital en Cuzco— contó con la mayoría de los diputados de provincias. Se mani- 
festaron a favor de la monarquía «temperada» incluso varios de los representantes 
de ideas republicanas, que aceptaban pragmáticamente que en ese momento era la 
única opción viable. El 4 de septiembre se votó la forma de gobierno y se aprobó la 
monarquía constitucional, con el agregado de que «esto solo podrá hacerse cuando 
el país está en perfecta seguridad y tranquilidad». Pero la cuestión de la dinastía no 
contó con mayoría absoluta debido a la fuerte oposición de los diputados porteños 
que consideraban la propuesta un disparate3. 


ni en estado de governarse por si mismo, y que necesita una mano exterior que lo dirija y contenga en 
la esfera del orden antes que se precipite en los horrores de la anarquía. Pero también ha hecho conocer 
el tiempo la imposibilidad de que vuelva á la antigua dominación, porque el odio a los españoles, que 
ha excitado su orgullo y opresión desde el tiempo de la conquista, ha subido de punto con los sucesos y 
desengaños de su fiereza durante la rebolución [...]. En estas circunstancias solamente la generosa Nación 
Británica puede poner un remedio eficaz a tantos males, acogiendo en sus brazos á estas Provincias, que 
obedecerán su Govierno, y recibirán sus leyes con el mayor placer, porque conocen que es el único me- 
dio de evitar la destrucción del país, á que están dispuestos antes que volver á la antigua servidumbre, y 
esperan de la sabiduría de esa nación una existencia pacífica y dichosa». García no transmitió a Strangford 
la propuesta de Alvear y se limitó a pedirle una mediación británica con España. Pero en cualquier caso, 
la idea de la impreparación de aquellos pueblos para autogobernarse es la que permea a la mayoría de los 
dirigentes rioplatenses de la primera década de la insurgencia. 

31 De hecho, en 1817 los dirigentes bonaerenses estaban ya convencidos de la incapacidad de España 
para imponer una solución. El 25 de febrero de 1817, Juan Martín de Pueyrredón escribía al general San 
Martín: «Es ya opinión general en España que no se puede sostener la guerra contra las Américas y que es 
preciso negociar con ellas...», Archivo Artigas, vol. XXXIV, doc. 1289. 

32 José María Rosa, Historia Argentina, vol. UI, La Independencia (1812-1826), Buenos Aires: Edito- 
rial Oriente, 1992. 

33 Bartolomé Mitre, Historia de Belgrano, Buenos Aires: Librería de la Victoria, 1859. 

34 Vivía entonces un descendiente en quinta generación de José Gabriel Tupac Amaru, preso desde 
hacía casi cuarenta años en la prisión de Ceuta, Juan Bautista Tupac Amaru. 

35 Obviamente una propuesta como esta, que rompía la hegemonía porteña, fue objeto de una ácida 
crítica y rechifla en Buenos Aires, dónde la prensa habló del rey «patas sucias». Bernardino Rivadavia 
desde Londres se espantaba de la posibilidad de ser gobernado por «un rey de la casta de los chocolates, 
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La Constitución resultado de esas discusiones se sancionó al final el 22 de abril 
de 1819, un texto aristocrático y unitario pero que no determinaba exactamente el 
sistema de gobierno, monarquía o república. 

Pero mientras tanto, la idea del emperador incaico perdió rápidamente fuerza 
ante la oposición de Buenos Aires y el alejamiento de Belgrano. Y pasaron a primer 
plano los proyectos de coronar a un príncipe europeo. Se barajaron miembros de la 
casa de Braganza o el duque de Orleans, pero fue otra la candidatura que llegó más 
lejos. 

Era entonces Director Supremo de las Provincias Unidas del Río de la Plata Juan 
Martin de Pueyrredón, nombrado en 1815 y que permaneció en el cargo hasta 1819; 
él era uno de los convencidos de la superioridad de la monarquía como sistema de 
gobierno y actuó en tal sentido realizando gestiones en Europa para coronar un 
príncipe europeo como rey del Plata. Pero es importante resaltar que la monarquía 
no contaba con partidarios solo entre los dirigentes. Existía una corriente de opi- 
nión tan importante como la contraria que auspiciaba la instalación de un régimen 
monárquico como el único razonable para el nuevo país. El cónsul francés en Bue- 
nos Aires relataba así el ambiente del país a su gobierno y las acciones tendentes a 
lograr un monarca para el Plata: 


El año 18 fue el [año] más estable y solo fue sacudido por algunas tramas oscuras 
dirigidas por los republicanos contra Pueyrredon, acusado de querer erigir un trono 
constitucional en Buenos. Aires. Esta acusación no estaba desprovista de fundamento 
y la naturaleza de esta tentativa demanda alguna explicación. Todo el tiempo de la 
administración de Pueyrredon presenta la lucha de dos opiniones de las que una que- 
ría dar al país una constitución completamente democrática, mientras la otra pretendía 
que una monarquía constitucional era el único gobierno que convenía a las costum- 
bres y al estado social del país. Ambas encontraban fuertes argumentos en el estado de 
las cosas. Los primeros se apoyaban principalmente en la instrucción muy expandida 
de forma general en Buenos Aires sobre el espíritu de igualdad dominante en una villa 
de comercio en que los títulos y las distinciones de nacimiento, tan importantes en 
Perú, Chile o México, eran poco estimados, donde la igualdad incluso de las principa- 
les fortunas era favorable a un sistema republicano. 

Los otros, sobre el estado casi salvaje de las provincias que incapaces de gober- 
narse por si mismas pedían ser contenidas por una autoridad fuerte y única en su 
acción. Estos encontraban en el estado de incivilidad de las provincias y en la influen- 
cia del clero, elementos completamente monárquicos, ellos representaban que hacia 
falta concentrar el poder para darle fuerza para resistir a los ataques de que el estado 
se veía amenazado. 

El Director favorecía estas ideas. Había entrado en negociaciones con Francia para 
establecer en Buenos Aires un príncipe de la casa de Borbón. La condición debía ser 
que el infante de Lucca aceptara la constitución, salvo en aquellos artículos que eran 
verdaderamente incompatibles con la existencia de la Realeza. 


un cuico». El diputado Anchorena afirmaba que no le molestaba la idea de una monarquía constitucional, 
pero sí en cambio «que se pusiese la mira en un monarca de la casta de los chocolates, cuya persona, si 
existía, probablemente tendríamos que sacarla borracha y cubierta de andrajos de alguna chichería para 
colocarla en el elevado trono de un monarca». Norberto Galasso, Seamos libres, Buenos Aires: Colihue, 
2000. Cuico es palabra de origen quechua usada en sentido despectivo, derivada de cnica, que significa 
lombriz, escurridizo, algo que se arrastra. 
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El éxito de esta negociación intentaba salvar aun en América el principio monár- 
quico y preservar estos vastos territorios de la invasión de ideas democráticas que 
dominan allí hoy y desde donde amenazan a Europa con una reacción fatal; pero, de 
un lado los esfuerzos de Francia fueron paralizados por la inflexible voluntad con 
la que España rechaza todo lo que pudiera afectar de derecho a una soberana que se 
le escapa por el curso irresistible de las cosas. De otro lado, el partido monárquico 
mismo estaba dividido. 


La misiva del representante de Francia refleja bien la prevención de la Europa de 
la Restauración frente a las revoltosas repúblicas americanas y el ambiente favorable 
allí a la monarquía en los territorios del sur de América. 

Pueyrredón envió a Europa al canónigo Valentín Gómez, diputado en el Con- 
greso, para que consiguiera un príncipe europeo que ocupara el trono platense. 
Dado que la familia real española quedaba descartada por la cerrada oposición de 
Fernando VII, se trataba de encontrar un candidato que agradara a Francia sin por 
ello disgustar a Gran Bretaña. Y que además, por su parentesco cercano con el rey de 
España, pudiera en algún momento no lejano lograr su ascenso. Este sería el duque 
de Lucca, Carlos Luis de Borbón7. 

En los contactos de Gómez con el gobierno francés, éste declara que una de sus 
propuestas, la de a coronar un príncipe francés —por ejemplo un Orleans— «etait 
inadmissible» puesto que el rey —Luis XVIII— no consentiría jamás que un prín- 
cipe francés se coronara soberano de un país «que pertenece al rey de España». Y 
que por tanto, la única negociación admisible para el monarca francés sería ofrecer 
la corona a un príncipe de la casa de España. Gómez argúía en la negociación que 
mantenía con el ministro francés Jean-Joseph Dessolle que en Buenos Aires jamás 
admitirían un príncipe español. En busca de un príncipe en Europa que no hiciera 
sombra a potencia alguna y además no provocara el rechazo frontal de Fernando 
VII, se fijó en el duque de Lucca, 

Las negociaciones continuaban aun en noviembre de 1819, mucho después de la 
aprobación de la constitución. El gobierno francés nunca acabó de dar vía libre al 
proyecto. La caída del directorio, el fin del Congreso y de la Constitución, el triunfo 
de los caudillos provinciales y la disolución de la autoridad en la denominada «anar- 
quía del año XX> acabaron para siempre con los proyectos monárquicos al oeste del 
Río de la Plata. Al este prosiguieron diez años más. En cualquier caso, detrás de la 


36 Archives du Quai d'Orsay, París, Correspondance Commerciale, Buenos Aires, vol. 1 (1587- 
1819). Traducción del francés propia. 

37 Carlos Luis de Borbón, nacido en Madrid en 1799, era hijo de Luis 1 de Parma y de la infanta Ma- 
ría Luisa de Borbón, hija de Carlos IV. Era por tanto, nieto de éste y sobrino de Fernando VIT. Fue rey 
de Etruria bajo la regencia de su madre hasta que fue desposeído por Bonaparte en 1807, luego duque de 
Lucca desde 1815 hasta 1847 y duque de Parma desde 1843 a 1844 en que abdicó. 

38 La diplomacia francesa consideraba que todo el asunto de la elección del príncipe estaba rela- 
cionado con una estrategia tendente a conseguir el reconocimiento de la independencia, «Ce projet n'a 
eté admis que comme un moyen de tromper a la fois la France et l'Angleterre. La France en cherchant a 
reconnaítre 'independence des Provinces Unies par l'apport des avantages qu'elle pouvait trouver et leur 
donner un souverain. L”Angleterre en lui faisant une fausse confidence de pretendues propositions de la 
France et Pengageant a reconnaítre également la independance de Buenos Aires par la crainte de voir ce 
pays se livrer a une puissance rivale» Archives du Quai d'Orsay, París, Correspondance commerciale, 
Buenos Aires, vol. 1 (1587-1819), fol. 346, «Memoire dont il est fait mention dans la dépéche officielle de 
Penvoye Gomez». Año 1819. 
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recalcitrante opción monárquica estaba siempre la pesimista opinión de la ingober- 
nabilidad de las provincias. Manuel José García, emisario de Alvear se expresaba así: 
«Todo es mejor que la anarquía, aun el mismo gobierno español, después de ejercitar 
sus venganzas y de agraviar al país con yugo de hierro, dejaría alguna esperanza más 
de prosperidad que las pasiones desencadenadas de pueblos en anarquía». 


LA MONARQUÍA EN LA BANDA ORIENTAL 


Lo complejo y largo del proceso que llevó de la colonia a la república en el futu- 
ro Uruguay condujo, como en otras partes de América, a la aparición de lealtades 
y proyectos monárquicos, pero en este caso mucho más multiformes y cambiantes 
que en cualquier otra parte de los antiguos territorios hispánicos. 

Los acontecimientos que todo lo precipitaron son bien conocidos: el 6 de mayo 
de 1808, en la ciudad labortana de Bayona, los Borbones, padre e hijo, cedían su 
corona al Emperador Bonaparte, que a su vez la pasaba a su hermano José, que 
de esa forma pasaba a ocupar el trono de las Españas como el rey José 1. Pero el 
cambio no fue aceptado por una mayoría de la población metropolitana, que des- 
obedeció tanto las instrucciones de Fernando VII como a las instituciones que había 
nombrado para que gobernaran en su ausencia. Por todas partes surgieron Juntas 
de carácter local y regional que comenzaron a gobernar en nombre del rey ausente 
y basándose en la teoría pactista del poder que afirmaba que, en ausencia del poder 
delegado por el pacto, la otra parte pactante reasumía la soberanía. Pronto, las Juntas 
locales coordinadas dieron paso a una Junta Central Suprema, máxima autoridad en 
competencia con la del rey denominado «intruso». En 1810, recordémoslo, la Junta 
era sustituida por la Regencia, que convocaba la reunión de unas Cortes del Reino. 

Montevideo constituiría la primera Junta de América en septiembre de 1808, pre- 
sidida por la máxima autoridad española, el gobernador interino, Francisco Xavier 
de Elío. Esta Junta funcionó de septiembre de 1808 a junio de 1809 con absoluta 
independencia —y enfrentamiento — con las superiores autoridades virreinales3. 
El 30 de junio de 1809 llegaba el nuevo virrey, Baltasar Hidalgo de Cisneros, quien 
traía instrucciones de disolver la Junta, a lo que procedió inmediatamente. Un año 
más tarde, se constituía la Junta de Buenos Aires que desconocía la autoridad de la 
recién constituida Regencia de España y solicitaba a Montevideo su reconocimiento. 
La ciudad oriental se negaba a éste y por el contrario reconocía a la Regencia en un 
Cabildo abierto con participación vecinal el 2 de junio. A partir de ese momento, 
la lealtad se escindiría en términos geográficos. Frente a los territorios al oeste del 
Plata, obedientes a la Junta bonaerense, Montevideo se convertiría, como sede del 
poder virreinal desde enero de 1811, en el principal centro antiinsurgente y de sos- 
tén del poder metropolitano en todo el occidente de América del Sur+o. Pese a la 
evidente presencia de partidarios de seguir la senda de Buenos Aires, la población 


39 Sobre la Junta de Montevideo, vid. Ana Lucia Frega, «La Junta de Montevideo de 1808» en Ma- 
nuel Chust, ed., 1808. La eclosión juntera en el Mundo Hispánico, México: FCE-El Colegio de México, 
2007. 

40 La estrategia diseñada desde España para la contrainsurgencia: una administración con los ver- 
daderos «leales a la causa de Fernando VIT», ajena a los vicios del pasado y opuesta a las apetencias de la 
insurgencia y del elemento extranjero. Cfr. Nicolás Arenas, «En busca de la fidelidad perdida: Francisco 
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de la ciudad fue de forma abrumadoramente mayoritaria leal a la monarquía de 
Fernando*, como lo demuestra el hecho de que la represión de la insurgencia afectó 
a un número ínfimo de pobladores; esa lealtad se apiñó, tal como he tenido ocasión 
de señalar antes, en torno a las dos máximas autoridades españolas sucesivas, Elío 
y Vigodet, que se convirtieron en auténticos caudillos populares, los primeros del 
norte del Río de la Plata*. 

Fue leal la élite, salvo excepciones numéricamente insignificantes, que formó 
parte del Cabildo primero y más tarde del Ayuntamiento Constitucional y que en 
torno a él realizó ímprobos esfuerzos para allegar fondos para la resistencia y víveres 
para la población asediada, hasta el punto de arruinarse importantísimas fortunas 
—Batlle, Magariños, Salvañac, etc.— algunas de las cuales, muchos años más tarde 
aun solicitaban al rey el reintegro de cuantiosísimos préstamos. Pero lo fue tam- 
bién el pueblo llano, que formó parte de las milicias y que no desertó a las filas de 
enfrente más que en cantidades ínfimas. Y este pueblo llano estaba formado, no solo 
por los habitantes originarios de la ciudad, sino también por un enorme flujo de 
refugiados llegados del campo —un campo que los historiadores nacionalistas han 
contemplado como unánimemente artiguista—, un «éxodo a la inversa» que dobló 
la población de la ciudad huyendo de Artigas y que, a diferencia del mítico «éxodo 
del pueblo oriental», fue absolutamente voluntario. 

El Cabildo montevideano hablaba en nombre de sus convecinos cuando en carta 
de 1812 al Consejo de Regencia se quejaba de la escasa receptividad del Consejo de 
Regencia hacia la desesperada situación de la ciudad sitiada y le escribía: 


Javier de Elio y el plan regentista para la recuperación del Río de la Plata», Revista de Historia Iberoame- 
ricana, 6:1 (2013), 10-28. 

4 Reforzada su población original con un alto número de refugiados leales, tanto del campo como 
del territorio bajo el dominio de la Junta de Buenos Aires. Cfr. Fernando Aguerre Core, «La independen- 
cia de América en la visión de los españoles retenidos en Montevideo (1817-1827)» en Fernando Navarro 
Antolín, ed., Orbis Incognitus. Avisos y legajos del Nuevo Mundo. Homenaje al profesor Luis Navarro 
García. Huelva: AEA-Servicio de Publicaciones de la Universidad de Huelva, 2007 [www.americanistas. 
es/biblo/textos/c12/c12-057.pdf]. Consultado el 12 de octubre de 2009]. Los historiadores uruguayos han 
insistido siempre en la distinción españoles = leales, criollos = juntistas pro Buenos Aires, absolutamente 
desmentida por la mínima profundización en la documentación. El propio Aguerre tiende en su artículo 
a esta distinción, aunque en parte se desmiente cuando indica, siguiendo un escrito del comandante del 
Apostadero Naval, Salazar, que indicaba que el núcleo del partido bonaerense lo constituían abogados y 
eclesiásticos. Aun si así hubiera sido, que no, recordemos a un Magariños, jurista y paladín del lealismo, 
¿cuántos eran los abogados y los eclesiásticos en Montevideo, una ciudad caracterizada por la falta de este 
último elemento? La tesis doctoral de la profesora Ana Ribeiro, de próxima presentación, ahonda mucho 
más en la lealtad abrumadoramente mayoritaria de la capital oriental. 

42 Julio Sánchez Gómez, «La independencia de la República Oriental del Uruguay: los realistas en la 
Banda Oriental» en Ivana Frasquet, Bastillas, cetros y blasones: la independencia en Iberoamérica, Madrid: 
MAPFRE, 2006. La llegada de cada uno de ellos a la ciudad se produjo en loor de multitudes y fue festejada 
con enorme alegría y festejos por los habitantes, Vid. Nicolás Arenas 2006. Elío fue enviado por la Regen- 
cia como virrey, pero sufrió una fuerte oposición en el seno de las Cortes —dónde fue defendido por el 
diputado montevideano, Zufriategui— lo que terminó en su sustitución por Gaspar Vigodet. 

43 Sobre el papel de los grandes comerciantes en el sacrificio por la causa del rey, vid. «Memorias de 
don José Batlle y Carreó», Revista Histórica, tomo VII, 665; Arturo Ariel Betancur, El puerto colonial de 
Montevideo, Montevideo: Universidad de la República, 1997. 

44 Sobre la superpoblación de la ciudad durante el sitio, Vid. Francisco Antonio Acuña de Figueroa, 
Diario Histórico del Sitio de Montevideo en los años 1812-13-14, Montevideo: Ministerio de Educación 
y Cultura, 1978. 
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Si VA desestima como hasta aora los clamores de unos vasallos oprimidos, cer- 
canos a los límites de su ruina y fatalidad, que solo aspiran a vivir en la dominación 
del adorado Fernando [...]. Si VA [...] mira con ojos desapiadados la destrucción de 
esta ciudad y que corra la sangre de sus habitantes hasta el undoso mar que vaña sus 
muros [...] tenga VA la bondad y la grandeza de desengañar a un pueblo que por su 
comprometimiento preferiría sepultarse en sus ruinas antes que doblegarse a la fuerza 
armada de los insurgentes4. 


Durante el tiempo del asedio —1812 a junio de 1814—, Montevideo juró, en 
medio del mayor entusiasmo+6, a pesar de las penalidades del momento, la Consti- 
tución de 1812 y en virtud de sus disposiciones eligió un representante a Cádiz y en 
dos ocasiones el Ayuntamiento Constitucional que sustituyó al Cabildo colonial+7. 
La fidelidad a la monarquía absoluta había pasado a la inserción entusiasta en la 
monarquía constitucional. Aceptando la «Constitución Atlántica» como su primera 
ley fundamental, los montevideanos aceptaban la pertenencia a una misma nación 
con España, ubicada a ambos lados del Océanos, unidos los territorios por el manto 
de lo que J. M. Fradera ha denominado «constitución imperial», una ley básica que 
pretendía englobar a todos los territorios heredados de la monarquía del antiguo 
régimen*. 

En junio de 1814 la guarnición española rendía la ciudad a las tropas de Buenos 
Aires, que permanecieron dueñas de la Banda Oriental hasta febrero del año siguien- 
te. Las crónicas relatan la hostilidad con que fueron recibidos los bonaerenses a su 
entrada a la ciudad. Y tuvieron razón. El trato que dispensaron a sus habitantes, acu- 
sados de desafección, fue el de una pura ocupación militar: confiscaciones de bienes, 
represión y exilio e inserción obligatoria de los militares en el ejército argentino. 

Cuando en febrero de 1815 el gobierno bonaerense fue sustituido por el confe- 
deral-artiguista, éste fue recibido con esperanza por la población montevideana en 
tanto que existía la creencia de que Artigas, en su pugna con Buenos Aires, podía 
estar abierto a un acuerdo con el gobierno metropolitanoso. Pero muy pronto estas 


45 AGI, Buenos Aires, 618, Cabildo de Montevideo al Consejo de Regencia, 3 de julio de 1812, en 
Fernando Aguerre Corre 2007. 

46 Como reflejan los testigos que recogieron los hechos, por ejemplo, el citado Francisco Acuña de 
Figueroa, Diario Histórico del Sitio de Montevideo, Montevideo: Biblioteca Artigas, 1978 [http://www. 
artigas.org.uy/bibliotecas/cu/157.% 20Diario% 20historico% 20del% 20Sitio% 20de% 20Montevideo/Li- 
bro.pdf. Consultado el 12 de noviembre de 2012]. Sobre la jura de la Constitución vid. también Gazeta de 
Montevideo, 29 de septiembre de 1812, Montevideo: Universidad de la República, 1948. 

47 Julio Sánchez Gómez, «La representación de la Banda Oriental» y «Montevideo y la Constitución 
de Cádiz» en Manuel Chust, ed., 1812. El poder de la Palabra: América y la Constitución de 1812, Barce- 
lona: Acción Cultural Española-Consorcio para la Conmemoración del II Centenario de la Constitución 
de 1812-Lunwerg Editores, 2012. El diputado por Montevideo, Rafael de Zufriategui, se alineó con las 
posturas más antiamericanas y antiliberales de la asamblea gaditana. Significativamente, el Cabildo, en 
nombre de la ciudad, lo desautorizó y solicitó su destitución, precisamente por sus posturas reaccionarias. 
Sobre las elecciones al Ayuntamiento constitucional, vid. Gazeta de Montevideo, 2 de febrero de 1813. 

48 Sobre la dimensión atlántica, imperial, de la Constitución de 1812, Vid. José María Portillo, Crisis 
atlántica. Autonomía e independencia en la crisis de la monarquía hispánica, Madrid: Marcial Pons, 2006. 

49 Josep Fradera, «Situar la Constitución de 1812 en el contexto de las Constituciones imperiales», El 
mundo Atlántico y la modernidad Iberoamericana 1750-1850, 20/10 (2012) [http://www.upf.edu/grim- 
se/_pdf/Josep_M._Fradera_ok.pdf. Consultado el 21 de diciembre de 2012]. 

50 Varias cartas llegadas a la Corte desde Montevideo trasuntan esa esperanza. Informaba Alejandro 
Álvarez, español, a un amigo: «Yo tenía mi pasaporte para embarcarme, pero la conducta generosa que 
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esperanzas fueron desmentidas por los hechos. La represión sobre la población, 
sospechosa de españolismo, si bien se agudizó en el caso de los nacidos en ultra- 
mar, alcanzó a todos los pobladores, hacia quienes Artigas profesaba una profunda 
antipatía. Los españoles volvieron a ser objeto de embargos y confiscaciones, pero 
además se planificó contra ellos el internamiento en un auténtico campo de con- 
centración: el campamento militar de Purificación, al norte, junto al río Uruguay. 
Varios de ellos fueron objeto de destierro en el campo y, si la represión no fue 
más fuerte, se debió sobre todo al alejamiento constante de Artigas respecto a la 
ciudad, lo que enfrentó sus Órdenes a un cierto boicot por parte de las autoridades 
locales, evidentemente simpatizantes de los españoles. Una pequeña parte de la elite 
—Lucas J. Obes, Juan María Pérez— intentó colaborar con el artiguismo e incluso 
algunos participaron en órganos de gobierno, pero muy pronto la extrema rigidez e 
intolerancia de Artigas les empujaron a la disidencia. Un año después del inicio del 
gobierno federalista, el apoyo a éste se había debilitado decisivamente. 

Un grupo muy importante de los partidarios del mantenimiento de la unión con 
España se vieron obligados a emigrar. Un parte salió ya en los tiempos del gobierno 
bonaerense, pero el grupo más importante lo hizo en los del gobierno artiguista y 
en buena parte se instaló en Río de Janeiro, convencidos de que la situación en la 
Banda Oriental sería transitoria, ya que llegaría la esperada expedición española 
que la revertiría. Constituyeron allí un grupo de acción y propaganda a favor de la 
vuelta al gobierno de Fernando VII en la Banda Oriental en el que figuraron los más 
destacados empresarios de comercio del tiempo colonial. 

Desde allí y mientras esperaban el arribo de la expedición española, alentaron 
una acción por parte del gobierno de Joíio VI —una segunda intervención, ya había 
habido una en 181 15:— que esperaban que pusiera el territorio oriental en manos de 
Fernando. 

¿Cuál era la razón de la predominante opinión prohispana en la capital de la 
Banda Oriental? Seguramente, el hecho de que buena parte de la elite comercian- 
te era nacida en España o hija de nacidos en España. Pero también porque en los 
últimos años de la colonia, la monarquía había favorecido extraordinariamente a 
Montevideo, tanto como sede de un Consulado, antes largamente reclamado, o de 
instituciones militares que, evidentemente, generaban riqueza en la ciudad, como 
detentadora de privilegios comerciales —monopolio en la introducción de escla- 
vos, puerto de escala de los buques hacia Filipinas, etc.— todo ello roto con el 
gobierno bonaerense —que favorece claramente a Buenos Aires perjudicando a 


han observado las tropas de Artigas con todos los españoles europeos que emigraron de la plaza nos hace 
quedar aquí». Archivo Artigas, tomo 25, carta de Alejandro Álvarez a José Prego de Oliver de 25 de fe- 
brero de 1815. Hubo siempre una percepción en ámbitos españoles, por ejemplo en la representación en 
Río, sobre la predisposición de Artigas a reconocer al rey Fernando, no sabemos muy bien basada en qué 
signos. Por ejemplo, el 12 de julio de 1818 el representante, conde de Casa Flórez escribía al ministro José 
García de León Pizarro: «Aun no se puede decir si es cierta la especie de haber proclamado al rey Fernan- 
do [Artigas]» en AHN, Estado 5843-2. Lo cierto es que, si bien no tanto en el caso de Artigas, sí en el de 
sus colaboradores más cercanos, como Otorgués o Andrés Artigas hubo signos de cercanía. De hecho, 
ambos, junto con otros artiguistas, manifestaron su acatamiento y juraron la Constitución de Cádiz en 
tiempos de la administración portuguesa. Carta de 26 de abril de 1821 remitida por Francisco de Magari- 
ños a la corte en AGL., Buenos Aires, 156. Debo el conocimiento de esta carta a la profesora Ana Ribeiro. 

51 La denominada en la historiografía lusa Primeira campanha cisplatina se desarrolló entre julio de 
1811 y septiembre de 1812. 
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Montevideo— y luego con el artiguista, cuya política económica y la situación de 
guerra redujeron la actividad al mínimo. Por ello, unido a la persecución a la que 
tantos habían sido sometidos, el tiempo colonial era visto por muchos —y no solo 
entre los miembros de la elite — como una especie de edad dorada perdida en medio 
de un tiempo de anarquía. 

Utilizando como pretexto la capacidad de Artigas para desestabilizar la frontera 
sur del Imperio, el rey del Reino Unido de Portugal, Brasil y los Algarves, envió a 
sus tropas de elite para que cruzaran la frontera, lo que realizaron a fines de agosto 
de 1816. La campaña fue muy rápida y en enero de 1817, el general Lecor entraba 
en Montevideo al frente de las tropas del reino de Portugal. A su llegada, las tropas 
fueron recibidas en triunfo por las autoridades del Cabildo —electo en pleno tiempo 
de Artigas—, que les entregó las llaves de la ciudad y por la población de la ciudad, 
que las acompañaron hasta la iglesia principal para cantar un TeDeum de acción de 
gracias por su arribo, momento que fue el inicio de fiestas que duraron varios días. 
Parte del entusiasmo tuvo que ver con la sensación de fin de un tiempo convulso y 
la seguridad de que llegaba la estabilidad, pero otra parte con la certeza de que su 
llegada era el primer paso para la devolución del territorio a la soberanía española”. 

A partir de ese momento la idea monárquica se escindiría en dos lealtades: lusa e 
hispana. Si bien en un principio la presencia portuguesa pudo ser considerada pro- 
visional, la antesala de la llegada de la restauración hispana, poco a poco comenzó a 
hacerse patente que habían llegado para quedarse. Y fue entonces cuando la mayor 
parte de la elite y con ella la población comenzó a aceptar y acomodarse de forma 
progresiva a la nueva administración. Nuevamente, el Cabildo daría la pauta más 
significativa de la adhesión. Un agente británico informaba en diciembre de 1 824 de 
los éxitos del «criterioso y conciliador» gobierno del capitán general portugués — y 
tras 1822 brasileño— Lecor, que había ido eliminando los «prejuicios» de los espa- 
ñoles peninsulares y de los criollos hacia los portugueses, ganando adeptos a la causa 
lusa «particularmente entre los hombres de capital y comercio»54. Y es cierto que 


52 Pronto se hizo patente que la situación era definitiva y que los leales a España tenían poco que 
esperar de las nuevas autoridades. Uno de tantos corresponsales que informaban a los medios próximos 
a España, Dionisio Antonio de Soto, escribía a Felipe Contucci el 12 de octubre de 1817:«La fuerza no 
vino a pacificar como cacarea y sí a proteger a los rebeldes y oprimir a los leales», Archivo Artigas, vol. 
XXXIIL doc. 885. Carlos Federico Lecor, el capitán general del ejército de ocupación, escribía a la Corte 
de Río en los primeros días de la ocupación: «Os espanhois, particularmente os emigrados, mostrao gran- 
de descontentamente em ver tremolar a bandeira portuguesa e de conhecerem a boa vontade com que os 
patriotas se submeten a proteccao de Sua Magestade Fidelissima mostrando a maior parte deles no espirito 
com que a expedicao entrou neste territorio». De Carlos Federico Lecor al conde da Barca, Montevideo, 
28 de enero de 1817, Archivo Artigas, vol. XXXII. 

53 Ya en los primeros días tras las llegada de las tropas, el capitán general Lecor escribía a Río que el 
Cabildo le pidió autorización para enviar a Joao VI una diputación con objeto de proponerle la incorpo- 
ración inmediata de Montevideo y demás pueblos al Reino Unido de Portugal, Brasil y Algarves; carta 
de Federico Lecor al conde de Aguiar, Montevideo, 28 de enero de 1817, Archivo Artigas, vol. XXXII. 

54 Recogido en Ana Frega, «La mediación británica en la guerra entre las Provincias Unidas y el Impe- 
rio de Brasil (1826-1828): una mirada desde Montevideo», Estudos Ibero-Americanos, PUCRS, XXXIV: 
1, (2008) [http://revistaselectronicas.pucrs.br/ojs/index.php/iberoamericana/article/viewFile/4523/3450. 
Consultado el 20 de junio de 2012]. Añadía aun una opinión más que no llegó a pasar del estado de latente: 
los partidarios de convertir la Banda en una colonia británica, nostálgicos de la organización y la prospe- 
ridad comercial del tiempo de la ocupación en 1806. Por tanto, un proyecto monárquico más, el ligado a 
la Corona británica. Hay que decir que la autoridad portuguesa respetó absolutamente la composición y 
el funcionamiento del Cabildo, que tanta tradición tenía en la América Hispana. 
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la colaboración de la elite fue realmente destacada. Para comerciantes y ganaderos, la 
inserción en un gran conjunto político —el Reino Unido de Portugal y Brasil prime- 
ro, con sus extensiones atlántico-africanas y el inmenso Imperio de Brasil después— 
significaba un orden estable en la mano frente al desorden bonaerense y la inserción 
como región autónoma con un amplísimo autogobierno en el que tendrían un papel 
central. Además del control del gobierno autónomo de la Provincia, luego Estado, 
cuyas autoridades eran todas, según el pacto de unión, naturales, excepto el capitán 
generals, tras la constitución de Brasil como Imperio, el gobierno imperial planeó 
constituir una auténtica nobleza cisplatina con los más destacados miembros de la 
oligarquías. Y el campo, abandonado por el derrotado Artigas, se acomodó en gran 
parte a la situación con el nombramiento del gran caudillo de la campaña, heredero 
del carisma de Artigas, Fructuoso Rivera, como máximo jefe militar oriundo. 

La unión con Portugal, inicialmente de facto, se institucionalizó en el Congre- 
so Extraordinario de la provincia convocado por las autoridades portuguesas. En 
agosto de 1820 se producía la revolución liberal de Porto y, como consecuencia la 
convocatoria a Cortes en Lisboa. En Brasil, los ecos del movimiento fueron amplios 
desde enero de 1821 y, como no podía ser menos, llegaron a Montevideo. La guar- 
nición militar se pronunciaba a favor de un sistema constitucional y en el momento 
transicional, en vísperas del regreso de Don Joáo VI a Lisboa, llegaron a la ciudad 
oriental instrucciones del gabinete de Río instando a consultar la voluntad del nuevo 
territorio, lo que se hizo reuniendo un Congreso de representantes. La elección de 
los quince diputados se efectuó de una forma semejante a la que se realizaba hasta 
entonces cualquier elección: en el seno de los Cabildos, y aunque la historiografía 
uruguaya ha sostenido que se produjeron presiones por parte de la máxima auto- 
ridad militar, el capitán general de la provincia, Lecor, no han aportado una sola 
prueba en su apoyo. Participaron en él destacados miembros de la elite, no solo 
económica sino también militar e intelectual: la máxima autoridad religiosa, el vica- 
rio Larrañaga, la más elevada militar, Fructuoso Rivera o destacados comerciantes y 
estancieros: Francisco Llambí, Tomás García de Zúñiga o Jerónimo Pío Bianqui%, 


55 Incluso la máxima autoridad civil, creada por la Constitución brasileña de 1824, el Presidente de la 
Provincia —aquí el Estado— fue ocupada tras 1826 por un oriental, Francisco García de Zuñiga. 

56 Nicolás Herrera sería el conde del Rosario, Francisco Juanicó, barón del Miguelete, Juan José Du- 
rán, conde del Cordobés, Fructuoso Rivera, barón de Tacuarembó o Tomás García de Zuñiga, marqués 
del Campo Verde y barón de la Calera. Este último título fue el único que se concedió de forma efectiva. 
Real de Azúa recoge el comentario de la esposa de uno de los miembros de la oligarquía montevideana, 
Florentino Castellanos, a sus amigas, esperanzada ante la constitución de Brasil como Imperio: «pero 
entonces nosotras seríamos las marquesas, las condesas, las princesas». Carlos Real de Azua, El patriciado 
uruguayo, Montevideo: Ediciones Banda Oriental, 1981. V2d. También Alfredo Raúl Castellanos, La Cis- 
platina, la Independencia y la República caudillesca, Montevideo: Ed. Banda Oriental, 1998; Carlos Real 
de Azua, Los orígenes de la nacionalidad uruguaya, Montevideo: Arca, 1991. 

57 Julio Sánchez Gómez, «Las independencias de Brasil y Uruguay, dos procesos inseparablemente 
unidos» en Juan Bosco Amores Carredano, ed., Las independencias de Latinoamérica, ¿un proceso imagi- 
nado?, Vitoria-Gazteiz: Universidad del País Vasco, 2009. 

58 Sobre la actitud de la élite oriental bajo el dominio luso, vid. Rosa Alonso, Lucía Sala, Julio Car- 
los Rodríguez, Nelson de la Torre, La oligarquía oriental en la Cisplatina, Montevideo: EPU, 1970, un 
estudio muy documentado pero lastrado por una posición de partida profundamente antilusa. Los di- 
putados del Congreso se convirtieron en colaboradores entusiastas de la nueva situación. Muy pronto 
la diplomacia española ante la Corte portuguesa tomaba nota de la aparición de la nueva fidelidad: El 
miembro de la representación española en Río, Andrés Villalba, escribía al ministro León y Pizarro el 3 de 


242 JULIO SÁNCHEZ GÓMEZ 


Las deliberaciones del Congreso59, sobre el que tampoco se ha demostrado 
presión alguna, giraron en torno a tres posibilidades: la independencia, la unión 
a Buenos Aires o a Entre Ríos o el mantenimiento de la fusión con Portugal. El 
planteamiento de uno de los diputados, Jerónimo Pío Bianqui, fue el apoyado por 
unanimidad: 


Hacer de esta Provincia un Estado es una cosa que parece imposible en lo político 
por falta de medios para sostener su independencia y gobernarse en orden y sosiego; 
por consiguiente, debía formar parte de otro Estado. Descartados Buenos Aires, el 
Entre Ríos y España por diversas razones, no queda otro recurso que la incorporación 
a la monarquía portuguesa bajo una Constitución liberal, lo que librará a la Provincia 
de la anarquía. 


A ello, el presbítero Dámaso Larrañaga añadía: «Consideremos este territorio 
como un estado separado que debe unirse conservándole sus leyes y sus fueros, sus 
principios y sus autoridades [...] Sean sus naturales o vecinos los que deban optar a 
los empleos de la Provincia, sean ellos sus únicos jueces...». 

La propuesta aprobada resume muy bien el carácter pragmático y por descarte 
de la unión a Portugal. El miedo a la vuelta de la anarquía, tan temida, las ventajas 
del marco constitucional que se avizoraba en el Reino Unido y, algo que, aunque no 
aparece en la intervención de Bianqui —sí en la argumentación de Larrañaga—, tuvo 
una gran importancia en la unánime aceptación de la unión: el mantenimiento —que 
se convertirá incluso en incremento — de una autonomía tan amplia que equivalía a 
una unión confederaléo, De hecho, la provincia pasó a denominarse en lo sucesivo 
«Estado cisplatino» y el amplio autogobierno fue un punto central en la aceptación 
no entusiasta y sí pragmática de la solución monárquico-constitucional lusaó:, 

El cónsul británico en Montevideo, recientemente incorporado a su destino, 
identificaba varios grupos de opinión en el territorio de su jurisdicción, de los que 
solo uno era abiertamente hostil al gobierno brasileño en 1825, formado por los 


mayo de 1817 y le comunicaba la presencia de diputados de Montevideo en la Corte de Joao VI: «El [...] 
dia del cumpleaños de SAR la infanta María Teresa se presentaron los diputados de Montevideo a besar 
públicamente la mano a Sus Majestades y Altezas, yendo mezclados con los demás vasallos portugueses. 
El Rey los recibió con el mayor agrado e interin habló bastante rato con uno de ellos; estuvo éste siempre 
con una rodilla en tierra. [...] Pocos días antes habían ya estado estos rebeldes a presentarse a Su Majestad 
y el más de ellos llamado Bianqui le hizo una larga arenga que agradó mucho a Su Majestad» en AHN, 
Estado, leg. 5845. En otra misiva de 7 de junio informaba con indignación que el ministro de Estado les 
había invitado a su palco en el teatro y que el retrato de Juan VI había desplazado al de Fernando en la 
Sala Capitular de Montevideo. 

59 Inició sus sesiones el 15 de julio de 1821. 

60 Indica Real de Azúa: «Para el patriciado, la cisplatina aseguró —sin necesidad de buscar reyes o 
incas por el mundo— aquella paz, aquella tranquilidad, aquella seguridad, aquella estabilidad que tantos 
reclamaban desde hacía años y que ahora creían asegurada por una autoridad fuerte, indiscutida y de re- 
moto centro, condiciones que el pensamiento político porteño enunciaban por entonces como indispen- 
sables. Con esto se satisfacían todas las necesidades de la clase ganadera y comercial, letrada y burocrática, 
a las que se daba incluso hasta la miniatura de una corte», Real de Azua 1981. Falcao Espalter escribía que 
la autonomía federal —en realidad, confederal — implicaba el manejo absoluto de las rentas, el respeto de 
las libertades civiles y la vigencia de las ordenanzas y leyes del tiempo anterior. Vid. Mario Falcao Espal- 
ter, Formación Histórica del Uruguay, Madrid: Espasa Calpe, 1929. 

6 Juan E. Pivel Devoto, «El Congreso Cisplatino (1821)», Revista del Instituto Histórico y Geo- 
gráfico del Uruguay, XU (1936); Martha Campos de Garabelli, La revolución oriental de 1822-1823. Su 
génesis, Montevideo: Junta Departamental, 1972. 
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partidarios de la unión a Buenos Aires en forma centralista o los herederos del 
derrotado artiguismo4. Las lealtades monárquicas parecían mayoritarias en el ámbi- 
to urbano —dónde el cónsul tuvo más ocasión de pulsar opiniones— y la vinculada 
al mundo lusitano parecía ampliamente ascendente. 

La proclamación de la independencia del Brasil, que supuso el enfrentamiento 
entre las tropas lusas de la capital, fieles a Portugal y las de la campaña, con Lecor 
a la cabeza, partidarias de la separación, produjo en Montevideo un cierto vacío 
de poder que fue aprovechado por un grupo de partidarios —organizados en la 
sociedad de los «Caballeros Orientales»— de la vuelta al seno de un Buenos Aires 
que, superada la «anarquía» del año 20, se había instalado en una senda de orden 
bajo el gobierno de Martín Rodríguez y Rivadavia para tomar el poder del Cabildo 
con la anuencia de las tropas portuguesas. El movimiento, que no rebasó los muros 
de la ciudad y que ha sido denominado con evidente exageración «Revolución» en 
algún estudio, fracasó por evidente falta de apoyo. Pero supuso el primer conato de 
organización de los partidarios de volver al seno del antiguo virreinato, que, no lo 
olvidemos, era gobernado en aquel momento por conspicuos monárquicos partida- 
rios de un rey para el Río de la Plata. 

Finalizado el conato el Imperio se asentó en el Estado Cisplatino. Fructuoso 
Rivera resumía muy bien las razones que abonaban el apoyo a la unión a la nueva 
monarquía americana: El Estado cisplatino «se agrega a una nación grande limítrofe 
y americana, bajo un gobierno constitucional y representativo, que al aceptar el 
pacto de nuestra incorporación, ha firmado la a carta que debe garantir los dere- 
chos y libertades del Pueblo Oriental, defendiéndolo de las invasiones extranjeras 
que él no puede resistir y salvándolo de las revoluciones intestinas que él no puede 
precaver»5, Las razones siguen siendo las mismas que abonaban la unión al Reino 
Unido dos años antes. 

Pero bajo el auge creciente del acomodamiento al proyecto monárquico luso, 
subsistió una irreductible opinión prohispana que en este tiempo será de carácter 
francamente constitucional. 

La expedición que los leales aguardaban con tanta ansiedad se iba a materializar 
al fin en 1819. Un grupo de tropas se aprestaba a partir para el Río de la Plata y fue 
precisamente la seguridad de que contaban con una amplia base de colaboradores 
en destino una de las razones que decidió a la Corona a enviar allí el contingenteó4. 
Pero el pronunciamiento de las tropas en Las Cabezas al mando del general Riego 
acabó con la última oportunidad. 


6 José Pedro Barran, Ana Frega, Mónica Nicoliello, El cónsul británico en Montevideo y la in- 
dependencia del Uruguay. Selección de los informes de Thomas Samuel Hood (1824-29), Montevideo: 
Universidad de la República, 1995. 

6 «Carta del coronel del Regimiento de Dragones de la Unión al Cabildo de Montevideo, 19 de 
junio de 1823», Colecciones Digitales de la Biblioteca Nacional de Uruguay [http://coleccionesdigitales. 
bibna.gub.uy. Consultado el 20 de junio de 2012]. Recogida por Ana Frega, «Ecos del constitucionalismo 
gaditano en la Banda Oriental del Uruguay», Trocadero, 24 (2012), 11-25. 

64 En 1818 escribía el último gobernador del Montevideo colonial al embajador de España ante la 
Corte portuguesa en Río: «No faltará quien cuente con la cooperación de los muchos leales que allí [en 
Montevideo] hay y crea que facilitarían todo lo necesario a nuestras tropas al momento en que estuviesen 
desembarcadas» en AGI, Estado 83, N69, 26 de septiembre de 1818 [Portal de Archivos Españoles http:// 
pares.mcu.es. Consultado el 20 de junio de 2012]. 
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Las noticias de la revolución liberal el 1 de enero de 1820 llegaron a la Banda 
Oriental y abrieron una nueva esperanza entre los partidarios de la unión con Espa- 
ña, convencidos pronto de que la simultaneidad de las revoluciones de España y 
Portugal abriría el camino al entendimiento entre los vecinos que podría culminar 
con la retrocesión de la soberanía y la apertura de un nuevo periodo con España, 
nuevamente bajo la capa de un gobierno liberal. Una de las primeras providencias 
sería tener un representante en las Cortes nuevamente convocadas. 

Las Cortes del Trienio contaron con la presencia de un representante del terri- 
torio oriental. En la primera Junta Preparatoria del 26 de junio de 1820 constaban 
como diputados suplentes de la provincia de Buenos Aires, Rafael Zufriategui — que 
había sido el único representante efectivo, elegido por Montevideo, del virreinato en 
las Cortes de Cádizó6—, Miguel del Pino y Francisco Magariños Cerrato%, Eran por 
tanto representantes del conjunto del antiguo virreinato. 

Francisco Magariñosó8, hijo de uno de los más destacados hombres de negocios 
montevideanos del último tiempo de la colonia, paradigma de la lealtad al rey de 
España, fue el más destacado representante de la corriente liberal partidaria de la 
permanencia de los territorios americanos bajo la constitución gaditana y un gobier- 
no liberal. Solo más allá de 1825, ante la imposibilidad comprobada de la vuelta a 
la soberanía española, pasó a ocupar cargos en la nueva República, como contador 
general o representante en Río. Viajó a España con diversas misiones en la década de 
los 30 y envió muy interesantes apreciaciones sobre el tiempo de la primera guerra 
carlista y sobre personajes de los ministerios de la época, como Calatrava o Maga- 
riños, incluidas en cartas suyas conservadas en el Archivo General de la Nación de 
Montevideo%. En la sesión del 11 de julio de 1820, Magariños presentaba la siguien- 
te proposición: 


Convencido de lo grato que será a muchas provincias de América que el Congreso 
dé una prueba pública de sus anhelos por que concluyan de una vez los motivos que 
han sido causa de la separación de algunas y en celebridad de la feliz restauración del 
sistema constitucional y del grandioso acto del juramento del Rey en la mañana del 
9 del corriente, pido que se decrete amnistía general para toda la España ultramarina 
y que se invite al Rey para que dé las correspondientes órdenes a efecto de que los 


65 Para todo lo referente a la representación oriental en las Cortes del Trienio Liberal, vid. Diario de 
las Sesiones de Cortes. Legislatura de 1820. Esta legislatura dio principio en 26 de junio de 1820 y terminó 
en 9 de noviembre del mismo año y Diario de las sesiones de Cortes. Legislatura de 1822. Esta legislatura 
dio principio en 15 de febrero de 1822 y terminó en 30 de junio de 1822. Madrid, 1871 [Centro de Estu- 
dios Constitucionales 1812 http://www.constitucion1812.org/leerlibroamp.asp?id=56980rden=18tsecu 
encia=018Zir=anteriorsítipo_libro=3. Consultado el 19 de junio de 2012]. 

66 Sobre Zufriategui, vid. Sánchez Gómez 2012a y 2012b. 

67 En la sesión del 5 de julio de 1820 se estimaban legítimos los poderes presentados por los tres 
diputados de Buenos Aires y se les consideraba por tanto diputados. Y en la sesión de 10 de julio Maga- 
riños era designado para formar parte de la comisión que llevaría al rey la contestación de las Cortes a su 
discurso de apertura. 

68 Francisco Magariños nació en Montevideo el 10 de marzo de 1796, hijo de uno de los personajes 
más acaudalados de la Banda Oriental, D. Mateo Magariños, el paradigma de la lealtad a España, uno de 
los exiliados de 1814 al Brasil. Isidoro de María, Rasgos biográficos de hombres notables de la República 
Oriental del Uruguay, tomo I, Montevideo: Claudio García y Cia., 1939. Sobre Magariños, vid. VV. AA., 
Diccionario Biográfico de Parlamentarios Españoles, 1820-1854, DVD editado por el Congreso de los 
Diputados, Madrid, 2013. 

6 AGNM, Fondo de Archivos Particulares, Francisco Magariños. 
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virreyes, capitanes generales y demás jefes de aquellos países procedan inmediatamen- 
te a poner en libertad a todas aquellas personas que se hallen presas o detenidas por 
motivos de disidencia u otros a que haya dado margen la revolución y que igualmente 
se les mande hagan cuanto fuese posible para suspender toda clase de hostilidades, 
para proceder a ajustar treguas, introducir manifiestos, papeles públicos o adoptar 
cualesquiera medida de que pueda emanar el convencimiento de que la España euro- 
pea quiera cicatrizar las llagas que ha abierto el fiero despotismo y finalizar el restable- 
cimiento del orden y dichosa unión, para que todos compongamos una sola familia. 


Acto seguido y en la misma sesión presentaba su renuncia al cargo como suplente 
por Buenos Aires basándose en su radical desacuerdo con la política del país al que 
representaba y sintiéndose por ello desautorizado en su representación?o. 

En las Cortes de 1821 Magariños no figura como representante, si bien sí que lo 
hace el sempiterno Zufriategui. Y es en las Cortes de 1822 cuando vuelve a aparecer, 
si bien ahora como representante, no del Río de la Plata sino de Montevideo. La 
legislatura comenzó en sesión de apertura el 15 de febrero de 1822 y a ella asistieron 
representantes de Guatemala, además de los de Filipinas y Puerto Rico. En la sesión 
siguiente del 20 de febrero se ven actas de elecciones de diputados de Ultramar, 
incluidos territorios que para esas fechas habían ya declarado su independencia”, 
Y entre ellas llega a la comisión de poderes, que da traslado a las Cortes, «el acta 
de elección en Montevideo a favor de Don Francisco Magariños y Cerrato, con 
una representación de los vecinos de la villa de Cerrolargo relativa a lo mismo». El 
diputado Canga Argúelles manifestó que la comisión se había abstenido de dar su 
dictamen sobre este asunto porque lo ocurrido no estaba previsto ni en la Consti- 
tución ni en las leyes. 

Cuando se leyó el acta de elección, resultó que los electores habían sido un alto 
número de orientales exiliados en Río de Janeiro «dónde se hallaban refugiados por 
las circunstancias políticas de aquellas provincias y fieles a la Constitución, hicieron 
la elección bajo la autoridad del cónsul de España [...] prestando sus votos a favor 
del citado señor Magariños para que los representase en las próximas Cortes y lo 
hiciese también por Montevideo y su provincia». Es necesario recalcar esa condición 
de fidelidad a la Constitución de Cádiz, la más avanzada de su tiempo, precisamen- 
te en un colectivo, el de exiliados por su lealtad monárquica, acusados siempre de 
absolutistas y enemigos de la libertad. No era la primera vez que los exiliados en la 
capital de Brasil ejercían su derecho de voto y su apoyo a la Constitución. Lo habían 
hecho ya antes, en 181272. Sin llegar a ninguna resolución, los poderes de Magariños 
pasaron a la comisión de poderes para su estudio. 


70 «Pasó a la comisión de poderes una exposición del señor Magariños, diputado suplente por Bue- 
nos Aires, el cual hacía presente que, perseguido él y toda su familia por su adhesión a la justa causa de 
la Madre Patria y siendo sus opiniones opuestas a los del país que representaba, ni él podía, ni aquella 
provincia aceptaría tal representación; por lo cual pedía que se le exonerase de semejante cargo de dipu- 
tado suplente por Buenos Aires». Vid. Diario de las sesiones de Cortes. Legislatura de 1820, sesión del 11 
de julio de 1820. 

71 Se ven actas de elecciones de Caracas, Comayagua, Costa Rica, Cuba, Chiquimula, Cimaltenango 
y Sololá, Filipinas, Guanajuato, Guatemala, México, Michoacán, Montevideo, Nicaragua, Nueva Galicia, 
Nuevo León, Nuevo México, Oaxaca, Puerto Rico, Quetzaltenango y Totonicapán, Santo Domingo, San 
Miguel de Guatemala, San Salvador, San Luis Potosí, Veracruz, Verapaz, Yucatán, Zacatecas. Sesión del 
24 de febrero de 1822. 

72 Vid. Sánchez Gómez 2012a y 2012b. 
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En la sesión del 5 de marzo de 1822, Magariños pedía a la asamblea que suspen- 
diesen resolver sobre la petición de reconocimiento de poderes que había presentado 
el mes anterior. Acompañaba ahora los poderes que le habían sido conferidos por 
vecinos de Montevideo y su campaña para que los representase como diputado en 
las presentes Cortes hasta que pudieran llegar otras representaciones que conducía 
desde Río el conde de Casa Flores. Acompañaba una exposición dirigida a Su Majes- 
tad por vecinos de Montevideo y el jefe español de mayor graduación residente en 
la ciudad —a esas alturas, ocho años después de la evacuación de la plaza, los que 
habían sido jefes militares españoles se consideraban aun ligados al servicio de la 
monarquía—. 

Magariños manifestó constantemente una actitud de clara lealtad a España y al 
mismo tiempo una gran flexibilidad en relación con la insurgencia y una abierta hos- 
tilidad hacia la opción lusobrasileña. El resumía su papel en la legislatura española 
indicando que su objeto era «cicatrizar las heridas que había abierto la revolución, 
propender a que se asegurase la libertad civil en América, poniendo expeditos los 
canales del comercio, industria y educación a la par de la Península, cuidando que la 
igualdad de derechos no se lastimase de ningún modo y para hacer cesar una guerra 
infructuosa y fratricida»?3, 

Tanto en el ejercicio de sus funciones como fuera de él envió informes de gran 
interés y muy atinados sobre la situación de la Banda Oriental bajo control lusitano. 
Su visión de la ocupación portuguesa queda muy clara en la memoria de 8 de junio 
de 1822 [trás el abandono de Montevideo por parte de Artigas]: 


El gobierno portugués conociendo que se le presentaba la ocasión de satisfacer 
sus anhelos entró en la plaza a nombre del adorado Fernando mereciendo de este 
modo que le ayudasen a la empresa los españoles y que con las mayores demostra- 
ciones de júbilo los recibiesen en Montevideo, pero luego que se señorearon de la 
plaza ha sucedido todo qual debía esperarse y que por público se omite referir, pues 
es escandalosa la conducta que allí se sigue con los buenos al paso que los rebeldes, 
ya sean de Buenos Aires, ya del vando del Artigas, gozan de la confianza del gobierno 
y ocupan las distinciones y empleos con que los condecoran para oprimir más y más 
a los leales por lo cual debe contarse con un partido crecido en el momento que se 
presente allí una expedición respetable que con jefes de buena política sepa atraerse 
los ánimos, aun de los malévolos y descontentos y poner el orden de que por nuestra 
indolencia se carece hace tiempo en aquellas fértiles y preciosas posesiones de SM que 
es un dolor [que] se estén aniquilando por el olvido en que las tiene nuestro supremo 
gobierno?4, 


Sus informaciones sobre la evolución de la Cisplatina fueron recogidas por el 
ministro de Ultramar en su memoria a las Cortes de marzo de 1822: 


73 «Exposición de D. Francisco Magariños a sus compatriotas», editada en Cádiz en 1839, recogida 
en De María 1939. 

74 AGL, Estado, 105, fol. 45, «Memoria sobre las operaciones y conducta que ha observado el go- 
bierno portugués en nuestras posesiones de la América Meridional en el Río de la Plata desde el arribo de 
la Real Familia a la Corte de Brasil», 8 de junio de 1822. Sostiene en ella el diputado montevideano que 
«desde que llegó a el Río de Janeyro Su Majestad Fidelísima se conoció en el gobierno portugués el vehe- 
mente deseo que le asistía de tomar parte y posesionarse de territorios españoles en la Banda Oriental...». 
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Una división de tropas portuguesas se apoderó de Montevideo hace algunos años, 
bajo la apariencia de una ocupación militar que tenía por objeto la seguridad de los 
dominios de SMF [Su Majestad Fidelísima], pero la conducta de su jefe, vejando a los 
habitantes y trasladándolos a Pernambuco bajo diferentes pretextos y el haber hecho 
reunir un Congreso en el que los representantes de los pueblos pidiesen la incorpora- 
ción de éstos al reino del Brasil, precediendo el anunciarles que en el caso de adherirse 
a España o seguir la independencia los abandonarían las tropas, es, al parecer, buscar 
más frívolas apariencias a la posesión de aquella ciudad y desmentir lo que el gobierno 
de Portugal ha manifestado en otras ocasiones. Se verificó, en efecto, la reunión del 
indicado Congreso, por medio de representantes elegidos o buscados por el mismo 
gobernador portugués, sin la debida libertad de los pueblos y se determinó la agrega- 
ción de todo aquel territorio al reino del Brasil y Portugal, formándose una especie 
de tratado, cuya observancia se juró por el general y los llamados representantes en 5 
de agosto último. Casi al mismo tiempo que esto sucedía, los fidelísimos habitantes 
de Montevideo se ocupaban, del único modo que podían, en nombrar a quien los 
representase en el Congreso nacional, de que se ha dado cuenta en las Juntas prepa- 
ratorias y han remitido exposiciones al gobierno, protestando la nulidad de todo lo 
hecho en el titulado Congreso, que ha sido preparado por los medios más tortuosos 
e inauditos?5. 


Cuando desde España se organizaban, en el primer año de la recuperación cons- 
titucional, comisionados a las diferentes regiones de América para negociar su reco- 
nocimiento de la unidad española bajo el acatamiento de la Constitución gaditana, 
de las que una se dirigió a Buenos Aires7ó, Magariños expresaba su parecer al Secre- 
tario de Ultramar en 1821, una opinión que se acercaba a otras que en las propias 
Cortes favorecían el entendimiento y el reconocimiento de la insurgencia”: «[los 
americanos] de hecho están en posesión de su independencia, que se han gobernado 
de por sí» y han hecho «progresos en las luces, comercio, industria, educación y en 
aquella liberalidad de principios y conocimientos que antes de la revolución les eran 
desconocidos». Pensaba Magariños que «cuando han ido tan adelante los principios 
democráticos y cuando cada pueblo se siente con las mismas atribuciones y capa- 
cidad que Athenas», suprimir esas libertades «llenaría de indignación a los que se 
creen en aptitud de gobernar un Estado Independiente [...] más cuando cada ciudad, 
villa y pueblo se ha declarado soberano e independiente». El proponía combinar una 
fuerza militar que asegurara el orden y la estabilidad con la igualdad de derechos y 
las garantías de un gobierno representativo?S, 


75 Memoria del Ministro de Ultramar a las Cortes Generales de Marzo de 1822 en Diario de las 
sesiones de Cortes. Legislatura de 1822. 

76 «También envió Su Majestad [a Buenos Aires] comisionados pacificadores y encargó además a su 
ministro en la corte de Janeiro que la intentase por cuantos medios tuviese a su alcance, pero nada se ha 
podido conseguir a pesar de los eficaces deseos del uno y de haber llegado los otros hasta a dos leguas de 
Buenos Aires, cuyos gobernantes se negaron a entrar en negociaciones sin el preliminar de reconocer su 
independencia», vid. «Memoria del Ministro de Ultramar a las Cortes Generales de Marzo de 1822» en 
Diario de las sesiones de Cortes. Legislatura de 1822. 

77 Por ejemplo, Miguel Cabrera Nevares. Vid. Julio Sánchez Gómez, «Impíos y sacrílegos o héroes. 
Narraciones de la independencia en el tiempo de la independencia», en Gonzalo Butrón Prida, Las Espa- 
ñas y las Américas: los españoles de ambos hemisferios ante la crisis de independencia, Cádiz: Servicio de 
Publicaciones de la Universidad de Cádiz, 2012. 

78 Frega 2012. 
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A comienzos de la década de los 20, el proyecto monárquico con España esta- 
ba aun muy vivo, por más que una parte de sus partidarios fueran poco a poco o 
desapareciendo por razones puramente biológicas, o acomodándose de una forma 
pragmática a la monarquía alternativa, la lusa y después la imperial brasileña. 

La adhesión pragmática a la monarquía del Brasil se fue debilitando a partir de la 
intentona del Cabildo de 1822, sobre todo entre los ganaderos del campo, mientras 
que en la ciudad, si bien progresivamente débil se mantuvo entre una parte de la 
elite montevideana. Y en retroceso, persistió un grupo de leales a la Corona espa- 
ñola. Uno de éstos, que continuo informando a la Corte madrileña de la situación 
de Montevideo a lo largo de la década de los 20, explicaba una de las causas del 
debilitamiento de la opción imperial al este del Uruguay: «en el discurso de este 
tiempo cruel ha desaparecido quasi toda la riqueza de esta fértil y feliz campaña con 
la continua saca de ganado bacuno y caballar hecha por los portugueses para los 
terrenos del Brasil»79. 

El fin de ésta en la orilla del Plata al final de la guerra argentinobrasileña y el naci- 
miento de la inesperada independencia —fuera ésta no deseada o tuviera partidarios 
entre la población oriental, lo que es uno de los lezv motiv de discusión eterna entre 
los historiadores uruguayosó0o— y la constatación de que la expedición no llegaría 
nunca y que España no tenía ni la capacidad ni ya la voluntad de volver a la América 
continental, todo unido a la constatación de la pérdida de rumbo del estado español, 
que tras un periodo constitucional volvió al Antiguo Régimen, nuevamente a un 
corto periodo constitucional y a continuación, nueva vuelta a un absolutismo radi- 
cal, produjeron la agonía gradual de la opción monárquica hispánica, La república 
que instaura la Constitución de 1830 es una república «monárquica»: dibuja un país 
unitario, bicameral y sobre todo, con un poder ejecutivo muy fuerte, a la medida de 
la élite que había adherido a los proyectos monárquicos y se había opuesto con toda 
su alma al proyecto «anarquista», según lo denominaban, de Artigas. Conspicuos 
partidarios de la unión a España se fueron adaptando a la nueva situación republi- 
cana y desempeñando puestos en ella. De esta forma y como ejemplo, Francisco de 


79 AGL, Estado 79, N82, «Vejaciones de los habitantes de Montevideo por portugueses» [Portal de 
Archivos Españoles http://pares.mcu.es. Consultado el 20 de junio de 2012]. El 13 de septiembre de 1825, 
el mismo informante, José del Pozo abundaba en lo que el consideraba una agresión lusobrasileña a la 
riqueza de la Banda: «Desde la entrada de las armas portuguesas en esta rica y fertilísima Banda Oriental 
del Río de la Plata, dónde se consideraban más de treinta millones de cabezas de ganado vacuno y otras 
tantas de yeguada, caballar y ovejuno han quedado los hacendados de esta campaña sin una ternera, pues 
inmediatamente que dichas tropas se introdujeron en nuestros dominios se internaron los vecinos del 
continente portugués y a la sombra de las susodichas tropas, limpiaron todas las estancias de ambas espe- 
cies, y se apoderaron de muchos terrenos a viva fuerza, echando a los dueños de sus propiedades, sin que 
hayan conseguido recuperar nada de sus haciendas, por lo que estos miserables viéndose en tan miserable 
estado, y presentándose los compradores, qual son los ingleses, están vendiendo sus campos los pocos que 
han quedado con ellos». en AGI, Estado 79, N. 86, «José del Pozo al ministro de Estado, 13 de septiembre 
de 1825» [Portal de Archivos Españoles http://pares.mcu.es. Consultado el 20 de junio de 2012]. 

$0 Frega 2008. 

81 El mismo representante de la Corte española ante la corte imperial de Brasil entendió ya en 1825 
que la emancipación —después de Ayacucho— no tenía marcha atrás y que era mejor aprovechar las ven- 
tajas que, tanto para los españoles de América como para el comercio con la Península, podía representar 
el reconocimiento de la realidad de la independencia. Vid. AGI, Estado 79, N. 81 «Antonio Luis Pereyra 
y Luis de la Robla al Ministro de Estado» [Portal de Archivos Españoles. http://pares.mcu.es. Consultado 
el 20 de junio de 2012]. 
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Magariños volvió a Montevideo y fue contador y enviado de la República en Río 
y en España. Sobre todo, la segunda generación de los más conspicuos españolistas 
resultaron la élite del nuevo Estado: los Batlle o Giró llegaron incluso a la más alta 
magistratura. 

Aún habría un epílogo con la República ya instalada y su origen vuelve a ser, 
como tantas veces hemos visto antes, el convencimiento de la incapacidad de los 
pueblos americanos para gobernarse con gobiernos republicanos, que, como hemos 
visto, arranca ya desde el mismo momento de las primeras independencias. La nueva 
república arranca, ya antes incluso del fin de la guerra con un golpe de Estado, el 
dado por Lavalleja y muy pronto, la rivalidad entre caudillos pareció el preanuncio 
de una nueva inestabilidad. Y si bien la nueva Constitución oriental de 1830 adoptó 
todas las precauciones que podían resultar una salvaguarda para la élite frente a cual- 
quier rebrote de «anarquismo» artiguista, una cierta sensación de caos y el miedo 
a que una república débil pudiera volver otra vez a caer en manos del artiguismo, 
llevaron a que una de las figuras políticas más relevantes de las primeras décadas 
del siglo, Nicolás Herrera, de zigzagueante opinión política, urdiera un plan para 
establecer una monarquía en la Banda Oriental. Nuevamente el Río de la Plata se 
convertía en escenario de un proyecto autónomo de monarquía. Herrera, secundado 
por varios elementos cercanos se dirigió en 1831 al gabinete de Madrid «pidiendo 
encarecidamente al infante Don Sebastián para Rey del Estado Oriental. El minis- 
terio puso como principal reparo “la pequeñez de aquel territorio y que consideró 
en sustancia que un cetro tan insignificante sería en efecto un verdadero destierro 
para el infante”», según informaba a su gobierno el representante de Buenos Aires 
en Londres, Manuel Moreno. 

Pero las intrigas monárquicas no se quedaron ahí. Mucho más quimérica resultó 
otra que en esos mismos años reveló la obsesión que persiguió a Fernando VII hasta 
el último día de su vida por la recuperación de los territorios americanos. El informe 
de Moreno añadía: 


Combinando la buena disposición de los traidores de aquel Estado [Oriental] con 
el deseo fijo de Fernando de remover las dificultades de la sucesión en la persona de 
Don Carlos, concibió la idea de procurarle una corona compuesta de todo el antiguo 
virreinato de Buenos Aires, incluyendo a Chile, Bolivia y Perú y que este plan es el 
que, paliado con el nombre de reconocimiento de independencia y de concesiones, 
propuso el señor Berra, agente de Chile y en que han intervenido las gestiones de 
Montevideo y la persona de un particular, tomándose los primeros un carácter por 
toda la América del Sur que no se puede comprender y el último una acción que 
tampoco puede explicarse. Aunque este plan absurdo y desleal ha caído con la muerte 
de Fernando puede no obstante revivir con las circunstancias de la guerra civil en 
España?”, 


82 La noticia de la iniciativa fue publicada en la Gazeta Mercantil de Buenos Aires, número 3211 
del sábado 8 de febrero de 1833. Enrique Guerrero Balfagón, «El reconocimiento de la independencia de 
Hispanoamérica por las Cortes Generales españolas», Revista del Instituto de Investigaciones Históricas 
Juan Manuel de Rosas, 22 (1960). Aparecen noticias también en la correspondencia del enviado español 
en Río, José Delavat y Rincón al ministro español de Estado, Francisco Cea Bermúdez, a quien le remite 
números de la Gazeta Mercantil. Y en Archives du Quai D'Orsay, Correspondance Commerciale, Mon- 
tevideo, 3 (1837-1838), fol. 163, consulado de Francia en Buenos Aires al ministerio, 15 de abril de 1834. 
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El plan, conocido en el cono sur a fines de 1832, provocó a comienzos del año 
siguiente un incidente entre Juan Manuel de Rosas, entonces gobernador de Buenos 
Aires y encargado de la política exterior de las Provincias Unidas y el gabinete de 
Montevideo, al que el antes citado Moreno calificaba de «Estado mediatizado». El 
entonces ministro de Relaciones Exteriores, Lucas José Obes, rechazó cualquier 
connivencia de su gobierno con la iniciativa fernandinaó3, 

Veamos para terminar la trayectoria de un eminente político favorable a solucio- 
nes monárquicas pero al que los cambios radicales que sufrió su país llevó a ejercer 
una lealtad poliédrica debajo de la cual subyacía siempre una misma opinión, liberal, 
favorable al orden y enemiga de lo que llamaban la anarquía, amiga de la sociedad 
jerarquizada y adversa al dominio o siquiera a compartir el poder con los «descami- 
sados» que dominaban en el terreno de los federalistas. 


NICOLÁS DE HERRERA 


Nieto de un canario de Lanzarote$4, uno de los primeros pobladores de Monte- 
video, nació en 1775 en la ciudad oriental, de dónde partió para estudiar en Chuqui- 
saca. Regresó a su ciudad natal como doctor en leyes y en 1805 ya trabajaba como 
asesor para el gobernador de Montevideo, 

Es probable que su buen hacer junto a la máxima autoridad y las relaciones que 
ello le abrió fuera lo que decidió a la Junta de Comerciantes, el gremio más poderoso 
del territorio, a elegirlo el 16 de agosto de 1806 como enviado a España en la que 
sería su primera misión importante. Se trataba de ofrecer al Rey la versión monte- 
videana de las invasiones inglesas y de este modo contrarrestar la bonaerense, que 
oscurecía y minimizaba el papel de la ciudad oriental en la liberación. Y a cambio de 
ello elevaría «a la real persona de nuestro monarca augusto en calidad de diputado 
representante de dicho cuerpo» peticiones tendentes a conferir a la ciudad un status 
de mayor importancia y a solicitar los privilegios a que aquel cuerpo «se había hecho 
acreedor por las muestras de lealtad que acababa de dar»86, 

Poco podía imaginar el comisionado a su llegada a Madrid, el 23 de febrero de 
1807, que iba a ser protagonista, y además protagonista de primera fila, de uno de los 
tiempos más acelerados de la historia de España y que pusieron a prueba por prime- 
ra vez su lealtad. Herrera fue recibido varias veces por los Reyes y el Príncipe de la 
Paz y la lentitud de las gestiones para conseguir informes favorables a las peticiones 
montevideanas retuvieron al diputado más de un año en la corte y dieron lugar a que 


83 Vid. De María 1939. 

84 David W. Fernández, «Los canarios en Uruguay», Revista de Historia Canaria, 141-148, (1963- 
1964), 56-69; De María 1939. 

85 Archivo Artigas, vol. II, LVI. Aparece ya Herrera en su labor de asesor en enero de 1805. 

86 Archivo Artigas, vol. UL, LXVIIT. En aquella ocasión Montevideo había dado por primera vez 
en unos años en que tendría ocasión de actuar repetidas veces de la misma forma pruebas de lealtad a la 
monarquía, como la carta que Herrera llevaba se ocupaba de recordar: «Todo, señor, ha sido lealtad, todo 
vasallaje, todo generosidad, valor todo en el vecindario y comercio de esta ciudad». El cuerpo de comer- 
ciantes había entregado cuantiosas sumas en forma de empréstitos y donativos para facilitar el éxito de la 
expedición reconquistadora de Buenos Aires. Sobre las peticiones al Rey, vid. AGI, Buenos Aires, 589, 4 
de noviembre de 1808. 
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se produjera el motín de Aranjuez, la proclamación de Fernando VII, la emigración 
de la familia real a Francia y las abdicaciones de Bayona. 

No sabemos las razones por las que, cuando Bonaparte decidió convocar Cortes 
en la ciudad de Bayona y convocó por primera vez a diputados representantes de 
América, Herrera fue llamado como diputado por el Río de la Plata. Probablemente 
su pensamiento ilustrado había sido conocido en su ya larga estancia en la corte 
y se le consideró como uno más de los españoles atraídos por las posibilidades 
reformistas de la nueva dinastía?7. Y he ahí que el enviado oriental aparece como un 
afrancesado camino de Bayona. 

Aunque a su vuelta de Bayona, tanto desde España como ya en Montevideo, jus- 
tificó su actuación en que fue forzado a convertirse en diputado, el hecho de que la 
justificación se produjera a posteriori resta cualquier credibilidad a su testimonio8, 
El caso es que su presencia no fue meramente pasiva y adhirió de forma activa a la 
política bonapartista para España. Presentó a las Cortes propuestas sobre el Río 
de la Plata los días 28 y 29 de junio de 1808, además de otras intervenciones en los 
debates en todos los cuales presentaba un plan de acción militar, político y adminis- 
trativo que aseguraría la fidelidad de aquellas regiones al nuevo monarca, además de 
repetir allí las propuestas específicas para la Banda Oriental que ya había presentado 
a Carlos IV en la corte$9, 

De vuelta a la corte, Herrera se entera del levantamiento generalizado y en el 
momento en que se produce —tras Bailén— la huida de la corte bonapartista hacia 
el norte, permanece en Madrid. Cuando se constituye la Junta Central, Herrera es 


$7 Él lo relataba indicando que le nombraron «ya por hallarse ausente el diputado de Buenos Aires, 
ya por el crédito de que gozo en el concepto de los oficiales de los ministerios», Archivo Artigas, vol. MI, 
introducción. 

88 Archivo Artigas, vol. 1, introducción. Justifica su actuación diciendo que cuando los convocaron 
«nos decían en el diploma que el objeto del viaje era exponer en el congreso los medios de felicidad pública 
de los respectivos países representados y de remover los obstáculos que a ella se oponían, pero nada de 
Constitución y mucho menos de dinastía, porque entonces nos hubieran ahorcado a todos antes que ir», 
ibidem. La primacía del reconocimiento la reconoce la propia Junta Central en la Gazeta Extraordinaria 
del Gobierno del lunes 23 de enero de 1809: «El supremo Gobierno desde su instalación recibió con el 
mayor placer el homenage de su reconocimiento por el ministerio de los Diputados del Río de la Plata 
D. Nicolás Herrera y D. Manuel Balbás» [Hemeroteca Digital. bhttp_hemerotecadigital.bne.es_pdf 1.pdf. 
Consultado el 22 de enero de 2012]. 

89 Archivo Artigas, vol. TI, introducción. Proponía entre otras iniciativas la sustitución de la palabra 
colonias por la de provincias hispanoamericanas, que se consagrara el derecho de reclamar contra todo 
decreto perjudicial o anticonstitucional. Que se establecieran en América juntas delegadas que aseguraran 
la libertad de imprenta y la libertad individual, la organización de un tribunal supremo de justicia y que 
por una ley constitucional fuese España dividida en pequeñas provincias en función de sus límites natura- 
les y población, para corregir de tal suerte los antagonismos regionalistas. Junto a muchas otras medidas 
proponía que en caso de continuarse con la introducción de esclavos deberían establecerse factorías en 
Angola y Benguela, mientras que, por otro lado, aconsejaba que se decretase la libertad de los indios, pues 
se trataba de consolidar la libertad civil y la felicidad de las Américas. 

90 El viaje de vuelta lo relata a su cuñado con tintes dramáticos: «yo no quiero contar a vd. las ham- 
bres y miserias que pasé sin desnudarme, sin comer y sin tener un triste rincón en donde reclinarme. A 
veces contra la rueda del coche me quedaba dormido o en un pajar envuelto en mi capote. No había que 
esperar misericordia en las posadas porque el pueblo bajo, que solo juzga por las apariencias, nos miraba 
con horror y coraje. Ya estaba resuelto a morir de hambre o de algún pescozón de algún paisano, pero 
quiso Dios que antes de suceder esto llegásemos a Madrid» Archivo Artigas, vol. TI, introducción. 
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el primero en prestarle su reconocimiento”. Inmediatamente presentó, acompañado 
de los diputados del comercio de Buenos Aires, un memorial a la Junta Suprema 
en el que sugerían la forma en que debían ser contempladas las aspiraciones de las 
provincias de América meridional. Herrera, un hombre de una gran sagacidad y 
capacidad de anticipación se dio enseguida cuenta de las posibilidades que para solu- 
cionar los problemas de América ofrecía el proceso revolucionario a cuya apertura 
estaba asistiendo. No tenemos espacio para analizar pormenorizadamente aquí el 
contenido de sus propuestas, pero su fondo apuntaba hacia un mejor saneamiento de 
la administración y un mayor espacio para los americanos en el gobierno metropo- 
litano9. Aún tuvo tiempo de acompañar a la Junta a Sevilla y seguir planteando las 
reivindicaciones locales que le habían llevado a España, parte de las cuales consiguió, 
y defender ante ella la actuación de Montevideo en la constitución de la Junta local 
y en su desavenencia con Buenos Aires. La Junta lo nombró presidente de la Real 
Hacienda de Huancavelica —un buen destino en una ciudad minera que monopo- 
lizaba la producción de mercurio en América, eso sí, en decadencia— y a su llegada 
en tránsito a su ciudad natal a comienzos de 1810 se encontró inmerso en el estallido 
de la revolución de mayo y la ruptura con Buenos Aires. 

Cuando la insurgencia se extiende por Sudamérica, Montevideo se constituye en 
el epicentro de la resistencia y para ello prepara sus armas, no solo bélicas sino tam- 
bién ideológicas. Y la más importante, el arma de la propaganda se confió al primer 
periódico aparecido en el territorio, la Gazeta de Montevideo”, editado con una 
imprenta obsequiada con ese fin por la princesa Carlota Joaquina. Y para director 
del órgano máximo de la propaganda proespañola fue elegido precisamente Nicolás 
de Herrera, quien en el prospecto de presentación hacía un encendido elogio de 
la fidelidad de la ciudad y la energía con que sostenía los derechos sagrados de su 
legítimo soberano D. Fernando VIT y aludía a «la época desgraciada de las conmo- 
ciones populares de Buenos Aires». Herrera simultaneó la dirección con el trabajo 


de asesor del Cabildo. 


9% Oficio de Nicolás de Herrera al Cabildo de Montevideo, Sevilla, 23 de enero de 1809. Archivo 
Artigas, vol. TI, introducción. 

92 Herrera afirmaba que la orden de 20 de enero de 1809 por la que la Junta Central reconocía el de- 
recho de representación a los americanos era consecuencia directa del memorial que él había presentado. 
Escribía el montevideano al juez diputado de Montevideo el 14 de enero de 1809: «asimismo podrá usted 
anunciarles que en virtud de una memoria presentada por mi al gobierno en unión de Don León Alto- 
laguirre y Don Manuel Rodrigo ha acordado esta Suprema Junta que todos los virreinatos y capitanías 
generales de América envíen cada una un diputado para tener la respectiva representación nacional en 
dicha Junta», Archivo Artigas, vol. MI, introducción. Un año después rebajaba algo su afirmación anterior: 
«Acaso, —escribía Herrera— se hallaba esta idea en las deliberaciones justas del gobierno, pero como 
quiera que sea nadie puede disputarme la gloria de haber sido el primer español americano que propuso 
y promovió con toda eficacia un asunto cuya importancia para las provincias de América es incalculable 
por la influencia que tendrá siempre sobre la felicidad de todos los pueblos», Archivo Artigas, vol. TIL, 
introducción. 

93 Los números de los dos primeros años de la Gazeta, 1810 y 1811 se encuentran en la web en Publi- 
caciones periódicas de Uruguay [http://www.periodicas.edu.uy/o/Gazeta_de_Montevideo/Gazeta_de_ 
Montevideo]. Los años siguientes están editados por la Universidad de la República, Montevideo, 1948. 

9 Gazeta de Montevideo, Prospecto, 13 de octubre de 1810 en Publicaciones periódicas de Uruguay 
[http://www.periodicas.edu.uy/o/Gazeta_de_Montevideo/Gazeta_de_Montevideo. Consultado el 22 de 
diciembre de 2013]. 
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Frente a la instalación de la Junta bonaerense surgió en Montevideo una corriente 
de opinión —Pivel Devoto la llama «doctoral y doctrinaria»9— favorable a la reins- 
talación de una nueva Junta en la ciudad, sin perjuicio del reconocimiento nunca 
cuestionado de la Regencia, una facción en la que militó Herrera, que mientras 
tanto aún seguía siendo el jefe del aparato de propaganda del gobierno virreinal, 
En nombre del grupo presentó un proyecto al Cabildo, en un momento anterior 
a la llegada de Elío como virrey, en que expresaba su idea del gobierno que debía 
constituirse en la ciudad, pero que resumía muy bien las inquietudes y los proyectos 
de un pensamiento conservador: 


Divididos de la capital por la instalación de una junta [la Junta de Buenos Aires] 
establecida sobre la deposición del primer jefe de estas provincias: constituidos en la 
necesidad de negar su autoridad, exaltados los ánimos del con estas ocurrencias, o es 
necesario suscribir a las horribles resultas del desorden o establecer una autoridad que 
ocupando el lugar del superior gobierno en la parte administrativa, sostenga el sosie- 
go público, vele sobre el cumplimiento de las leyes, defienda los derechos del Rey, 
proteja la propiedad y libertad civil del ciudadano, active el despacho de los negocios 
mercantiles, afiance los derechos jurisdiccionales de estos magistrados, contenga al 
malvado, evite los estragos de la anarquía y en una palabra ponga en movimiento 
todos los resortes de una sana política para llenar el vacío de la autoridad del excelen- 
tísimo señor virrey, de cuyos efectos se resiente ya este pueblo. 


¿Y cuál sería a su juicio esa autoridad? No el Cabildo puesto que: 


Los cabildos son unos cuerpos intermediarios entre el gobierno y el pueblo. Son 
como un Senado conservador de los derechos de la comunidad y ya se ve que la esen- 
cia de sus funciones es incompatible con el gobierno superior de los pueblos porque 
entonces se verificaría la reunión de atribuciones contrarias, lo que sería ciertamente 
un absurdo en lo político. Acaso es este el primer motivo que han tenido presente los 
pueblos de nuestra afligida metrópoli para confiar el mando a las Juntas y no a los 


Cabildos. 


Por tanto, el gobierno, en ausencia del virrey, debía recalar en una junta cuyos 
vocales serian designados por el Cabildo. Su elección popular no era conveniente, ya 
que supondría «exponerlo todo porque la comunidad sobre carecer de los bastantes 
conocimientos se decide generalmente por sus pasiones, por sus preocupaciones o 
por sus caprichos». Creada la junta, sus vocales jurarían ante el cabildo «con la posi- 
ble solemnidad defender los derechos del rey hasta morir, la integridad del territo- 
rio, la observación de las leyes, la seguridad del vecindario y que quedará disuelta en 
el momento de tener la provincia un gobierno supremo legítimamente establecido 
de mandarlo el consejo de regencia o de exigirlo la felicidad general». 


95 Archivo Artigas, vol. II, introducción. 

96 Frente a la posible escisión entre europeos y americanos, el gobernador encargaba una proclama a 
Herrera en la que éste afirmaba con vehemencia «entre los españoles americanos y europeos no hay otra 
diferencia que la que se encuentra entre los habitantes de diversas provincias de la metrópoli», Archivo 
Artigas, vol. III, introducción. 

97 Archivo Artigas, vol. MI, introducción. 

8 Ibidem. 
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Llegado Elío a Montevideo como virrey en enero de 1811, el levantamiento de 
una parte del campo y el estrechamiento del cerco a la ciudad acabaría en el primer 
sitio de la ciudad por las tropas insurgentes en mayo siguiente. En el interior de la 
ciudad se produjo la aparición de un partido «ultra», los denominados «empecina- 
dos», que atacaron a los que consideraban partidarios de la Junta bonaerense, un 
grupo del que, junto con Lucas J. Obes o Pedro Feliciano de Cavia, futuro redactor 
de un ácido panfleto contra Artigas, formaba parte Herrera El gobierno decidió 
expulsar de la ciudad a algunos individuos a los que consideraba quinta columna 
de la Junta bonaerense. Y entre los expulsados —un número realmente muy peque- 
ño—, estuvo Nicolás de Herrera el 22 de mayo de 18129. 

Tan pronto abandonó Montevideo, la fama que le precedía de su capacidad le 
llevó a las filas del general en jefe del ejército bonaerense, Rondeau, que lo empleó 
durante un breve tiempo a su servicio como asesor en un momento en que se prepa- 
raba la llegada del ejército portugués de auxilio a la ciudad sitiada. Pero pronto pasó 
a Buenos Aires y fue allí donde realmente escaló de forma rápida a los puestos más 
altos en el gobierno de la Junta. 

En 1812, Nicolás de Herrera había llegado a ser el secretario del Primer Triunvi- 
rato de Gobierno de Buenos Aires, el formado por Paso, Sarratea y Chiclana y que 
reemplazó a la Junta Grande en septiembre de 18111, Se ocupó también de la cartera 
de Guerra y Real Hacienda. Más tarde, volvió a ocupar cargos bajo el director supre- 
mo Gervasio de Posadas. Es difícil encontrar mayor ejemplo de plasticidad política. 

Dentro de sus altas funciones destacaron sobre todo dos importantes actuaciones 
en las relaciones exteriores del gobierno de Buenos Aires. Producida la entrada de 
tropas lusitanas en la Banda Oriental en auxilio y a petición del gobierno español, 
el virrey Elío y el triunvirato decidieron firmar un armisticio en octubre por el que 
se puso fin al sitio de Montevideo. Como colofón de éste llegó a Buenos Aires un 
enviado del gobierno de Río, Juan Rademaker, para suscribir un acuerdo con el 
Triunvirato. Representó a este Nicolás Herrera y ambos firmaron un tratado que 
estipulaba el cese de hostilidades entre los ejércitos portugués y el del gobierno pro- 
visional debiendo retirarse las tropas de una y otra potencia dentro de los limites res- 
pectivos, es decir los de 181110, El acuerdo, de 26 de mayo de 1812, sería conocido 
posteriormente como el tratado Rademaker-Herrera. En la correspondencia man- 
tenida entre nuestro hombre y el enviado Rademaker manifestaba aquel su temor y 
oposición a cualquier posibilidad de que como colofón del tratado Montevideo que- 
dara permanentemente sujeto al gobierno de Cádiz. En la carta, Herrera, acérrimo 
propagandista de la causa leal solo un año antes, deslizaba perlas como esta: «Siendo 
Montevideo el punto de apoyo de las esperanzas de los enemigos domésticos [los 
del sur del Plata] y el centro de dónde arranca su origen la intriga, el fanatismo y 
la seducción», ¿Puede imaginarse más rápido y radical cambio de pensamiento? 


99 Archivo Artigas, vol. V, 15. 

100 Marcela Ternavasio, Gobernar la Revolución, Buenos Aires: Siglo Veintiuno Editores, 2007. 

101 El armisticio, en Archivo Artigas, vol. VII, Buenos Aires, 27 de mayo de 1812, «armisticio ce- 
lebrado entre el gobierno superior provisional de las provincias unidas del Río de la Plata y el Príncipe 
Regente de Portugal». 

102 Respecto a los leales de la ciudad de Montevideo, las propuestas de Herrera no pueden ser más 
contradictorias con la dura realidad que dos años más tarde experimentarían tras la implantación del go- 
bierno de Buenos Aires. Proponía Herrera: 
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La segunda actuación destacada de Herrera para el gobierno de Buenos Aires 
fue su desplazamiento en marzo de 1813 como enviado del segundo triunvirato a 
Paraguayo, a fin de negociar el envío por ese territorio de un diputado a la Asam- 
blea General Constituyente que preparaba el gobierno bonaerense y facilitar de este 
modo la integración de aquella provincia en el seno de las Provincias Unidas'o4, 

Herrera presentó una memoria sobre la necesidad de trabajar unidos y las autori- 
dades de Paraguay decidieron convocar un Congreso, sobre el que ya ejerció presión 
el poder ascendente de José Gaspar Rodríguez de Francia, cuya primera decisión fue 
no recibir al enviado de Buenos Aires, lo que consumó definitivamente la ruptura 
con la antigua capital del virreinato. El enviado se retiró «temiendo por su vida» 
ante la hostilidad que despertaba en los paraguayos la sola idea de integrarse con la 
antigua capital virreinal1os, 

La última misión importante cumplida por Herrera fue el intento, a comienzos 
del año 15, como delegado de Buenos Aires a propuesta de Alvear, de tratar una 
última tentativa de arreglo con Artigas, que fracasó, lo que tuvo como resultado el 
abandono por Buenos Aires de la plaza y su cesión a Artigas. 

Vuelto a Buenos Aires, el triunfo del motín de Fontezuelas en abril de 1815 que 
acabó con el gobierno de Alvear y la Asamblea del año XIIT, entregó el gobierno 
a Álvarez Thomas. Herrera, como o bo del partido de Alvear fue encarcelado 
junto con otros notables del gobierno anterior. Sometido a juicio fue reconocida 
su inocencia, pero varios de aquellos simpatizantes destacados, Herrera incluido, 
marcharon exiliados a Río de Janeiro. La habilidad y la inteligencia del doctor le 
permitió anudar enseguida excelentes relaciones en la corte de Don Joáo, que pla- 
neaba ya la intervención en la Banda Oriental. La mezcla de astucia y osadía que lo 
caracterizaba se hicieron patentes en el memorial que dirigía al ministro de Estado 
portugués ¡el 19 de julio de 1815, cuando acababa de desembarcar en la corte lusa! 
En una exposición muy extensa expresaba su convencimiento de que D. Joáo poseía, 
además de los medios, un derecho indisputable para acometer la pacificación de las 
provincias del Río de la Plata. Nuevamente, el memorial reflejaba perfectamente la 
esencia del pensamiento conservador. Tras aludir a «la malhadada revolución, los 
males que ha traído y los que va a trae» —una revolución a la que había servido 
hasta pocas semanas antes—, exponía que el derecho de intervención se basaba en 
«la primera y más sagrada de las obligaciones de un soberano, que es mantener en 


«1. se echará un velo sobre los asuntos pasados y ningún individuo podrá ser ni juzgado ni reconve- 
nido por su anterior oposición al sistema de las provincias unidas sea qual haya sido su resistencia. 2. [...] 
todos los vecinos conservarán sus bienes y derechos en su integridad. 8. todos los españoles expatriados 
con motivo de la revolución y conjuraciones, volverán a la posesión y dominio de sus bienes y derechos, 
quedando sin efecto las providencias de precaución y seguridad que medita este gobierno con respecto 
a los opuestos a la libertad del país. 9. todos los militares, inclusos los xefes de la plaza y los empleados 
sueltos que se hallan en ella, gozarán sus sueldos integros por el estado hasta que haya proporción de 
colocarlos, quedando en su arbitrio permanecer en el país o regresar a España o a otro punto en cuyo caso 
serán costeados por el estado y tratados con la dignidad y decoro correspondiente». Nicolás de Herrera 
a Juan de Rademaker, 15 de julio de 1812, Archivo Artigas, vol. VIII. El texto del armisticio, también en 
Archivo Artigas, vol. VIIL 

103 Paraguay se había mantenido hasta entonces independiente y gobernada por un gobierno provi- 
sional. 

104 El desplazamiento de Herrera a Paraguay y su actuación allí, en Archivo Artigas, vol. IX, X y XI. 

105 De María 1939. 
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paz y conservar en seguridad las vidas, las haciendas y las libertades de sus vasallos», 
sorprendente afirmación en 1815, cuando los orientales estaban aún muy lejos de ser 
vasallos de Su Majestad Fidelísima!o6, Esos vasallos corrían inminente riesgo «si se 
dejan entregadas a sí mismas las provincias del Río de la Plata». Y es que la socie- 
dad multirracial ha sido organizada en torno a la absoluta subordinación de indios, 
mulatos y negros al grupo de los blancos. Pero la revolución dividió a éstos: 


Las doctrinas pestilentes de los filósofos que consagrando quimeras baxo los gran- 
des nombres de libertad e igualdad han inundado en sangre la tierra, vinieron a acele- 
rar la desorganización general. Los criollos tuvieron la imprudencia de predicarlas y 
difundirlas sin tino y la anarquía no tardó en asomar por todos lados. Aquellos que 
miraron con placer practicados sobre los europeos tales principios no quisieron ni 
pudieron conformarse con ellos quando tocaban a sus privilegios. [...] Han ido desa- 
pareciendo las familias blancas más respetables del país, otras vanse reduciéndose a la 
mendicidad y las que quedan sufrirán la misma suerte. [...] El dogma de la igualdad 
agita a la multitud contra todo gobierno y ha establecido una guerra entre el pobre 
y el rico, el amo y el señor, el que manda y el que obedece [...] Se trata de una masa 
de gentes sin educación, sin principios y sus virtudes agitadas de todo el furor de las 
pasiones hostiles e incendiarias. 


Pero solo el Regente de Portugal puede poner fin a esta situación, puesto que 
España se ha mostrado incapaz de hacerlo: 


Todos están convencidos de que se necesita en estas un poder extranjero que 
inutilice las venganzas de unos y aquiete las sospechas de los otros. La Gran Bretaña, 
que manifestó sus deseos de remediar estas calamidades y de mediar en tan funesta 
contienda hizo esfuerzos estériles y parece se ha resuelto a dejar entregadas a su propia 
suerte las provincias españolas [...] Cinco años de miserias, de devastación y ruinas, 
han convencido ya a los hombres más sensatos del partido americano, de que las ideas 
republicanas son absolutamente contrarias a la prosperidad de un país educado bajo 
las formas monárquicas. 


Las sugerencias de Herrera a Don Joáo sobre el número de soldados que debía 
poner en movimiento, sobre la forma en que debía presentar la acción ante el gobier- 
no español o el de Buenos Aires —objetivo para el futuro de la actuación de los 
Braganza según Herrera— o frente a los orientales —«como un pacificador que no 
tiene más objeto que libertar al país de la anarquía» — fueron seguidos al pie de la 
letra por la autoridad lusa. 

Relaciones y conocimiento del terreno posibilitaron que cuando se puso en mar- 
cha el ejército de conquista, Herrera fuera nombrado asesor principal y secretario 
del gobierno de ocupación y personal del general en jefe de la campaña, Carlos 
Federico Lecor:. Inauguraba así el político montevideano una nueva fidelidad 


106 Le señala la mejor forma de llevar a cabo la pacificación, la actitud más prudente respecto a la 
Corte de España, al gobierno de Buenos Aires y a la población de la Banda Oriental, a quienes se pre- 
sentará como pacificador que asegurará su tranquilidad y bienestar ayudándolos a librarse de Artigas y 
sus caudillos. Archivo Artigas, vol. XXXII, de Nicolás Herrera al ministro de Estado de Portugal, Río de 
Janeiro, 19 de julio de 1815. 

107 Archivo Artigas, vol. XXXII, Carlos Federico Lecor al conde da Barca. Propone a Nicolás Herre- 
ra como su asesor personal, «por su experiencia adquirida cuando estuvo al servicio del Rey de España». 
«Tendo em muita e escrupulosa consideracao as instrucoes que Sua Magestade foi servido dar-me para o 
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monárquica, la de la Corona portuguesa'%%, Ello no le impidió, siendo ya una de las 
máximas autoridades del gobierno luso, actuar en la política bonaerense en el exilio 
en unión con el grupo de Alvear, enemigos del gobierno de Pueyrredón, de creer a 
un informante del representante español en Río!99, implicación que llegó incluso a 
organizar una conspiración para solicitar a Juan VI que se proclamara rey y empe- 
rador del Río de la Plata, uniéndose el territorio al reino de Brasil"o, 

Instalado ya el gobierno luso en Montevideo, fue durante todo el tiempo que 
permaneció una de las personas con más poder en el gobierno civil de la provincia, 
luego Estado Cisplatino, siempre como asesor del gobierno, Oidor Decano de la 
Cámara de Apelaciones y miembro de diversas juntas, como la de Hacienda". Se 
integró en el pequeño grupo selecto que, junto al general Lecor, barón —luego viz- 
conde— de la Laguna fue conocido como «el Club del Barón», formado por la parte 
de la antigua elite de comerciantes y estancieros que permanecieron en el territorio 
y se convirtieron en el equipo de colaboradores del gobierno luso. 

Cuando se produce la secesión de Brasil y, como consecuencia, el enfrentamien- 
to interno en la provincia cisplatina entre los prolusos y los probrasileños, todo el 
“club” y con él la elite colaboracionista, sigue a Lecor en su opción por Brasil"?. 
Algunas actitudes autoritarias y lesivas de éste para la autonomía del Estado cisplati- 
no provocaron un distanciamiento de Herrera —junto con Lucas J. Obes— respecto 
a Lecor, lo que no obstó para que fuera designado senador por el Estado Cisplatino 


governo desta capitanía e sendo hum dos artigos dellas o de seguir em todos os ramos da administracáo 
publica náo so a legislacio privativa desta província, mas a pratica estabelecida no expediente dos seus 
tribunaes e náo tendo eu a menor noticia de taes objectos era por tanto do meu dever e de absoluta neces- 
sidade o escolher pessoa que me instruísse com fidelidade e aconselhasse com acerto. E concorrendo no 
doutor d. nicolao de herrera as qualidades de sciencia e probidade que o fazem digno de consideracío e 
que já exercia o cargo de advogado dos reaes correios de sua magd catholica e da real audiéncia pretorial, 
o nomeei meu asesor geral e auditor de guerra de província, com o ordenado annual de dois contos de 
reis, pelo provimento da copia junta, emprego este que náo sendo de creagao nova nesta capitania, se fazia 
indispensável aos governadores espanhoes, o que agora, pelas circunstancias ainda fz mais necessário 
e por esso merecedor da real aprovacio de sua magestade, que espero obter pela intervengáo de Vossa 
Excelenca», Carlos Federico Lecor al marqués de Aguiar, Montevideo, 7 de febrero de 1817. Pronto, la 
máxima autoridad civil de Montevideo quedo de facto en sus manos mientras se constituyó la primera 
Junta de Gobierno. Agrega que el Cabildo le pidió autorización para enviar a Joio VI una diputación 
con objeto de proponerle la incorporación de Montevideo y demás pueblos al Reino Unido de Portugal, 
Brasil y Algarves, Montevideo, 28 de enero de 1817. Sobre el nombramiento de Herrera, cfr. también 
Biblioteca Nacional de Río de Janeiro, Manuscritos, 20, 1, vol. 8, informaciones de Carlos Federico Lecor 
de 14 y 15 de abril de 1817. 

108 Documentación en relación con la actuación de Nicolás de Herrera en el tiempo de la interven- 
ción lusitana en la Banda Oriental, en Archivo Artigas, vol. XXXI, 

199 De Antonio de Seoane al conde de Casa Florez, Archivo Artigas, vol. XXXII, Río de Janeiro, 17 
de mayo de 1818. Se refiere a un club revolucionario reunido en Montevideo con descontentos y proscrip- 
tos por el gobierno de Buenos Aires. Su finalidad era trastornar al gobierno de Pueyrredón, Alvear es su 
jefe y en él actúan Juan Larrea, José Miguel Carrera, Juan María Pérez, Nicolás Herrera y otras personas 
de menor representación. AHN, Madrid, Estado, leg. 5846. 

no Carta de Juan Martín de Pueyrredón a Carlos Federico Lecor, Buenos Aires, 16 de febrero de 
1817 y carta de Carlos Federico Lecor al conda da Barca, Montevideo, 16 de febrero de 1817. Archivo 
Artigas, vol. XXXII. 

1 Gazeta do Río de Janeiro, sábado 2 de marzo de 1822. 

1 Junto con Tomás García de Zúñiga enviaba a José Bonifacio para que lo trasmitiera al Emperador 
su adhesión a la causa del Brasil el 1 de noviembre de 1822 desde San José. Gazeta do Rio de Janeiro, 2 
de marzo de 1822. 
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para el Senado del Imperio previsto por la Carta Otorgada de 1824, una cámara no 
electiva y de designación imperial. En Río permaneció en sus labores legislativas 
desde 1826 y durante todos los años de la guerra del Imperio con Argentina. 

Su trabajo en política le reportó también abundantes premios personales. En 
1823 fue condecorado por el Emperador con el nombramiento de oficial de la Orden 
Imperial del Crucero", Pero también recibió compensaciones económicas, la más 
importante de las cuales fue la concesión en propiedad de una inmensa estancia rústi- 
ca del patrimonio real, la finca «Rincón del Rosario», grande como una provincias, 

Finalizada la guerra con el armisticio de 1828, el documento que abría el proceso 
para la independencia del territorio oriental contemplaba el «perpetuo y absolu- 
to olvido de todos y cualesquiera hechos y opiniones políticas que se hubieran 
sustentado». Nadie fue molestado o perseguido por sus posturas políticas hasta 
entonces'"ó, Nacía una república extremadamente conservadora, con un fortísimo 
poder ejecutivo y por tanto, cercana a un sistema monárquico, con un gobierno teó- 
ricamente representativo, pero con un cuerpo electoral tan restringido que práctica- 
mente se reducía a la elite propietaria, de la que el nuevo sistema fue de total agrado, 
hubieran militado sus miembros en el campo argentino o en el de Brasil. 

Nuevamente, la inteligencia, la audacia y las relaciones de Herrera" le hicieron 
pasar al primer plano de la nueva república. Los primeros años del nuevo Estado 
fueron los de una nueva camarilla, sustituta del Club del Barón, los «Cinco Her- 
manos», en torno al presidente Fructuoso Rivera, compuesta por Lucas J. Obes 
—antiguo diputado en Río— y sus cuatro cuñados; uno de los cuatro, Nicolás de 
Herrera, motejados por un contemporáneo, Juan Francisco Giró, como «una aris- 
tocracia insaciable». 

Su primera comisión tuvo lugar inmediatamente después de la Convención que 
marcó el fin de la guerra. Redactada la nueva constitución y en función de los tér- 
minos del armisticio —artículo 7—, ésta debía ser aprobada por los dos gobiernos 
contendientes. Y para someterla al del Imperio, fue designado en septiembre de 1829 
agente diplomático en Río el incombustible Herrera, quien obtuvo el consenso del 


13 Lecor desconfiaba de la fidelidad de Herrera tras el estallido de la guerra, como puede verse en la 
correspondencia mantenida por este con Estevao Ribeiro de Rezende. Cartas de Ribeiro de Rezende en 
Arquivo Histórico Nacional, Río de Janeiro, códice 546, vol. 3, fol. 217. Pero las desavenencias venían 
de antes, al menos de 1823, Cfr. Arquivo Histórico Nacional, Río de Janeiro, del barón a José Bonifacio 
de Andrada, Canelones 12 de junho de 1823, códice 546, vol. 3, fol. 183, que fundaba su desconfianza en 
su excelente relación con Alvear. García de Zúñiga, que ocupó la máxima autoridad civil de la Cisplatina 
también manifestaba gran desconfianza hacia Herrera, vid. carta de García de Zúñiga a José Bonifacio de 
14 de junio de 1823, Arquivo Histórico Nacional, Río de Janeiro, codice 546, vol. 3, fol. 216. 

514 En 1818, por ejemplo, Joao VI atendía las súplicas de Herrera y le agradecía los servicios conce- 
diéndole 3.500 pesos de los propios de la provincia para compensarle de los mismos que le habían sido 
embargados en Buenos Aires. Arquivo de Itamaraty, Río de Janeiro, Lata 174, mazo 3, pastas 1 2 4. 

15 AHN, Montevideo, Archivos de particulares, Archivo de Nicolás Herrera. 

=6 Solo Tomás García de Zúñiga, que alcanzó la máxima autoridad de Presidente del Estado no fue 
integrado en el nuevo Estado y partió hacia el exilio. 

117 Amén de su amistad íntima con Rivera, el rival de éste, Lavalleja, le requería para que continuara 
al servicio del Estado: «El general Lavalleja fue el primero de mis amigos que me escribió, luego de re- 
dactada la convención preliminar conjurándome en nombre de la Patria para que no abandonase el país, 
que necesitaba de mis servicios». Carta de Nicolás de Herrera a Francisco Juanicó de 3 de julio de 1830 
en Colección de Manuscritos de Julio Lerena Juanicó, Biblioteca Nacional de Montevideo, Materiales 
especiales, vol. VL 
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Emperador y regresó triunfante a Montevideo en junio de 1830%8, En su estancia en 
Río tuvo también ocasión de tratar con el internuncio en Río la separación del terri- 
torio oriental de la diócesis de Buenos Aires y la erección de un obispado. Tropezó 
con un escollo en la negociación: Herrera pretendía mantener el derecho de patrona- 
to en la presidencia del Estado, a lo que se oponía el representante de la Santa Seder, 

Puesto en marcha el gobierno de la independencia, la estrecha amistad que desde 
los tiempos de la Cisplatina unía a Herrera con el presidente Fructuoso Rivera hizo 
que éste aprovechara su experiencia y sus conocimientos convirtiéndolo en uno de 
sus consejeros cercanos. Y en la primera legislatura constitucional fue elegido sena- 
dor de la Repúblicaro. 

¿Significó esta trayectoria su conversión a la república como sistema? Ya hemos 
visto más arriba como en medio de su servicio al nuevo régimen hizo gestiones para 
la conversión de la república en una monarquía con un infante español a la cabeza 
—vid. supra—. Herrera fallecía en Montevideo el 28 de febrero de 1833 en pleno 
desempeño de sus funciones senatoriales. 

Nicolás de Herrera ha sido presentado por los historiadores nacionalistas uru- 
guayos, furibundos artiguistas, como el prototipo del traidor. No lo fue. En su 
pensamiento subyace una constante, la idea del gobierno fuerte. Y este fundamen- 
talmente es el gobierno de la monarquía. Pero se plegó pragmáticamente a la rea- 
lidad, casi siempre para intentar transformarla", Real de Azúa situaba en su lugar 
al personaje escribiendo que «inscribirse en la escuela del vencedor fue norma y no 
excepción dentro y fuera del patriciado uruguayo, y la conciencia nacional que se 
le exige es una construcción colectiva que la todavía coloidal sociedad uruguaya no 
había procesado»22, 


188 Juan E. Pivel Devoto, «La misión de Nicolás Herrera a Río de Janeiro (1829-1830), contribución 
al estudio de nuestra historia diplomática», Revista del Instituto Histórico y Geográfico del Uruguay, 8 
(1931) 5-137. Vid. también la opinión del representante consular de Francia sobre la designación de He- 
rrera en Archives du Quai D'Orsay, Correspondance Commerciale, Montevideo, 3 (1837-1838), fol. 44, 
consulado de Francia en Buenos Aires al ministerio, 20 de mayo de 1830. 

19 Arquivo Segreto Vaticano, Nunziatura in Brasile, fascicolo 267, 1851, incluye correspondencia 
de 1830 y 1831. 

mo Además de los documentos citados, existe una amplia información sobre Nicolás de Herrera en la 
fantástica colección de documentos reunidos por J. Lerena Juanicó y que agrupa la extensísima colección 
de cartas intercambiadas por Francisco Juanicó con todos los personajes destacados de su tiempo, Colec- 
ción de Manuscritos de Julio Lerena Juanicó, Biblioteca Nacional de Montevideo, Materiales especiales. 
El volumen VI recoge la correspondencia con Nicolás Herrera, 1811-1830. En ella aparecen también 
numerosas noticias sobre la actividad económica privada de Herrera como negociante a la que, por falta 
de espacio, dejamos de lado aquí. Más correspondencia entre ambos se encuentra en AGNM, Archivos de 
Particulares, caja 18, Archivo de Nicolás Herrera. 

m1 Algunas confesiones a amigos dan idea de su pragmatismo. En la citada colección de correspon- 
dencia de Francisco Juanicó, vol. VI aparece una carta de Nicolás Herrera a Juanicó de 5 de diciembre de 
1811 desde Buenos Aires en la que confiesa a su amigo: «Al fin me hice cargo de las secretarías de Guerra 
y Hacienda porque cualquier especie de muerte me es más llevadera que la del hambre», Varios años 
después, cuando desempeñaba el cargo de senador, volvía a escribir desde Río el 19 de marzo de 1826 con- 
fesándole: «Lo mismo me da morir aquí que en Tetuán con tal que mientras viva me aseguren la fariña». 

12 Real de Azua 1981. Escribe este autor como resumen de su opinión respecto a Herrera: «Mo- 
nárquico y hasta con planes concretos de tal hasta pasado 1830, porteñista, antiartiguista, cisplatino y 
españolista a ratos, Nicolás Herrera es tal vez el termómetro de máxima de esta ajenidad radical a todo 
lo que el país oriental, en su entraña, había querido, pero todos sus parientes participaron, así sea más 
tenuemente, de esas proclividades». 
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